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Introducción 

El caso de la Unión Patriótica muestra una de las principales dimensiones del conflicto 

armado en Colombia y la interrelación entre violencia y política, que tuvo la intención de 

acabar con una opción política nacida de un proceso de paz entre el Estado y las FARC-EP 

a partir de los Acuerdos de La Uribe (1984), en el contexto de una apertura propiciada por el 

gobierno de Belisario Betancur (1982-1986) para dar una salida política al conflicto armado 

y propiciar la elección libre de alcaldes y otros cargos de representación regionales y 

nacionales, por primera vez en el país, teniendo otras opciones por fuera del marco 

bipartidista construido desde el Frente Nacional de 1958. Abordar la experiencia de este 

movimiento es un aporte para la comprensión de la complejidad de dinámicas como la 

instrumentalización de la violencia, la persecución, estigmatización y exterminio de los 

opositores políticos, las tensiones entre procesos de solución política a la confrontación 

armada y los cierres violentos de la democracia. Es también una oportunidad para 

dimensionar los diversos impactos que estas dinámicas han acarreado en nuestra sociedad y 

en especial en el sistema político y la democracia colombiana.  

La Comisión de la Verdad pudo escuchar a algunos de quienes dieron vida por la Unión 

Patriótica, de quienes sobrevivieron a la violencia en su contra, de testigos y algunos 

responsables, que permiten ofrecer una comprensión de la experiencia de esta iniciativa de 

paz. El caso de la UP ha sido analizado en numerosos estudios y publicaciones, incluyendo 

un proceso ante la Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos que 

determinará la responsabilidad internacional del Estado en este caso a la luz de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos Al menos 334 personas, entre víctimas, familiares y 

sobrevivientes de la UP, fueron entrevistadas por la Comisión1. Una parte de ellas, fueron 

escuchadas en sesiones conjuntas de la Comisión de la Verdad y la Jurisdicción Especial para 

la Paz, quienes se encuentran en el exilio en distintos países y regiones como Canadá, 

Argentina, Uruguay, y de distintos países europeos en sesiones que se llevaron a cabo en 

Suiza y España. Este caso se basa en el análisis de distintos informes y testimonios de quienes 

 
1 La base de datos de víctimas, familiares o testigos recolectada por la Comisión de la Verdad a fecha de corte 

del 9 de junio de 2022. 
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sobrevivieron, de quienes tuvieron que salir al exilio, y de familiares de personas asesinadas 

o desaparecidas que se incorporaron posteriormente a las Fuerzas Armadas Revolucionarias 

de Colombia (FARC) como una opción para salvar sus vidas ante el exterminio de la UP y 

finalmente de quienes al ser delegados por esta guerrilla para contribuir en la gestación de la 

UP tomaron la decisión de no regresar a la vida insurgente cuando la tregua concluyó y 

permanecieron en la vida legal. 

La Unión Patriótica surgió como parte del proceso de paz y su irrupción en el país permitió 

a diversos sectores de la sociedad encontrar un nuevo referente de participación y 

representación política que venía expresándose en movilizaciones y luchas sociales desde 

hacía décadas. Para la guerrilla de las FARC-EP, la UP fue también un mecanismo mediante 

el cual se preveía un posible paso, de las armas a la política legal, haciendo viable la 

incorporación de los insurgentes en un proceso de apertura política.  

El surgimiento de la UP en 1985 conllevó una esperanza de transformación a través de la 

política que tuvo acogida por parte de diferentes sectores sociales y políticos, y tuvo buenos 

resultados electorales por primera vez para un partido de izquierda. Sin embargo, desde su 

inicio se presentó una violencia sistemática y generalizada contra militantes y quienes 

ostentaron cargos políticos, con el señalamiento y estigmatización de ser el «brazo político» 

de las FARC, acusación intencional que trató de justificar durante años el exterminio de dicho 

partido político. La estigmatización de las opciones políticas de izquierda es muestra de la 

cultura política colombiana desde inicios del siglo XX, y es uno de los factores de 

persistencia del conflicto armado. Ni siquiera cuando la tregua entre la guerrilla y el Estado 

se rompió a inicios de 1987 y las FARC llamó a sus integrantes de vuelta a los campamentos 

y proclamó su deslinde político de la UP, este movimiento fue dejado de ver como una 

expresión de la combinación entre armas y urnas. La oposición a dicha apertura política y al 

propio proceso de paz, se propició por un relato desde sectores del Estado, altos mandos 

militares y algunas de las élites económicas y políticas del país, construyendo un imaginario 

social que promovió y justificó la violencia contra la UP. 

Su irrupción en las elecciones de 1986 posicionó a la UP como una agrupación que 

representaba a importantes sectores de la sociedad colombiana y le dio lugar en concejos 

municipales, alcaldías, asambleas departamentales y en el Congreso de la República. Su 
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gestión presentó una apuesta diferente de administrar el Estado local y los recursos públicos 

y la participación social, sus alcaldías buscaron garantizar derechos básicos de la población 

y hacer una administración transparente del presupuesto con el que contaba cada municipio. 

Estos ejercicios políticos y la posibilidad de crecimiento del respaldo social a sus 

candidaturas, fue respondida con una violencia generalizada y sistemática que persiguió a su 

militancia y a sus electores.  

Los ataques contra la Unión Patriótica incluyeron asesinatos de candidatos presidenciales, 

congresistas, diputados y concejales, además de militantes políticos y simpatizantes en muy 

diversas regiones del país, especialmente donde tenía una importante acogida social. La 

violencia contra la UP desatada desde su propio surgimiento en 1985 y prolongada hasta su 

real desaparición política en 2002 e incluso posteriormente, con el retiro de su personería 

jurídica, dejó un saldo trágico de 5.733 personas muertas o desaparecidas2. En su contra se 

desató un genocidio político que contempló una violencia generalizada y sistemática contra 

sus dirigentes y militantes, la persecución a sus integrantes se llevó a cabo en un largo periodo 

de tiempo y en los distintos territorios del país donde el movimiento tuvo presencia. El 

conjunto de las víctimas registradas de la UP fue de al menos de 8.300 víctimas, es decir 

aproximadamente 7 de cada 10 víctimas de la UP fueron muertas o desaparecidas, lo que 

muestra la intencionalidad letal de esas acciones. 

En la consumación de este genocidio político se articularon redes criminales que 

orquestaron una verdadera arquitectura de la muerte, con la alianza entre agentes del Estado 

(del DAS, F2, Policía, Fuerzas Militares), grupos paramilitares y élites políticas y 

económicas regionales con la intención de destruir la organización e impedir el 

funcionamiento de dicho partido político. Bajo la lógica contrainsurgente del enemigo 

interno y la Doctrina de Seguridad Nacional, se señalaron a los miembros y simpatizantes de 

la UP, como parte de las FARC-EP. Ninguno de estos casos se dio en medio de un 

enfrentamiento armado, los miembros de la UP fueron asesinados o desaparecidos cuando 

realizaban sus actividades políticas, en sus propias casas o centro de trabajo, en viajes por el 

país para su trabajo político o cuando ejercían sus labores. Se trata de víctimas civiles, 

 
2 Jurisdicción Especial para la Paz, Sala de reconocimiento de verdad, de responsabilidad y de determinación 

de los hechos y conductas. Auto No. 075 de 2022. 07 de abril de 2022, 36. 
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incluyendo algunos casos de excombatientes que se habían reincorporado a la vida civil para 

participar en la política en el marco de dicho acuerdo de paz. 

En este proceso de violencia el Estado también desempeñó un papel importante al ser 

responsable de una omisión deliberada en su deber de protección, pues era evidente que el 

conjunto de integrantes y dirigentes de la UP se encontraba desde su propio surgimiento bajo 

el acecho de una violencia que pretendía su expulsión del sistema político y su desaparición 

como movimiento. Numerosas denuncias públicas, ante la fiscalía y ante otras instancias del 

Estado se hicieron durante esos años, sin que ello conllevara protección para las víctimas, 

que fueron sucediéndose de forma sucesiva. En numerosas ocasiones los cargos políticos de 

personas asesinadas eran sustituidos por otras personas que de nuevo fueron asesinadas, 

desaparecidas o víctimas de nuevas violaciones de derechos humanos. El nivel de riesgo 

extremo en que se encontraron las víctimas no generó políticas de protección ni una 

investigación efectiva de los hechos o los responsables. La impunidad que rodeó a los 

crímenes cometidos contra la militancia, cargos políticos y simpatizantes de la UP, constituyó 

parte del modus operandi de dichas acciones, dado que se sucedieron debido a la ausencia de 

reacción, la falta de prevención incluso cuando las acciones en su contra fueron denunciadas 

como inminentes. Esto no disminuyó el riesgo ni aumentó la protección, los hechos se fueron 

dando de forma sucesiva, como una marca negativa que iba señalando a las siguientes 

víctimas e impidió investigar y desmantelar las redes criminales que eran responsables de las 

graves violaciones de los derechos humanos, atribuidas por el Estado en general al 

narcotráfico como una forma de despolitizar las causas y responsables. Fruto de ello es que 

el caso de la UP se encuentra en la actualidad ante la JEP como ante la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos que determinarán la evaluación jurídica del caso, la reparación a las 

víctimas y las garantías de no repetición. 

La Comisión señala que el caso de la UP configuró un ataque a la paz y a la búsqueda de 

una solución política al conflicto armado, dado el propio marco de surgimiento y el propósito 

que representaba para una apertura del sistema político a una democracia representativa 

plural, lo que ha acarreado profundos impactos a la democracia y al sistema político, 

traspasando las fronteras mismas del movimiento y afectando al conjunto de la sociedad, 

quien vio impotente cómo una de las posibilidades de su representación política era 
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exterminada bajo una supuesta justificación de ser su propio enemigo. La democracia fue 

afectada por la reducción violenta de su pluralidad, por el señalamiento hacia la izquierda 

política con insurgencia armada y por la profunda desconfianza que se cernió sobre las 

instituciones del Estado que no actuaron para frenar el genocidio. Ese impacto se ha 

prolongado en el tiempo frenando los intentos de búsqueda de la paz por ese antecedente tan 

dramático en la historia del país hasta el proceso de paz con las FARC-EP en 2016. 

La Comisión señala que en este caso se dio un genocidio político, debido a la intención 

de destruir un grupo político o sus posibilidades de funcionamiento como tal, en razón de su 

ideología y práctica en los distintos ámbitos sociales e institucionales, realizado de forma 

sistemática y generalizada, acabando con su capacidad de llevar a cabo programas sociales, 

eliminando las posibilidades de presentarse a elecciones populares o tener representación 

debido al impacto del terror, la extensión de los asesinatos, su carácter público y 

ejemplificante. La reiteración de las acciones contra miembros y nuevos cargos del partido, 

con un mismo modus operandi, la participación de agentes del Estado y grupos paramilitares 

para llevar a cabo estas acciones como ha sido reconocido por numerosos responsables 

especialmente del paramilitarismo. Las muertes y desapariciones, amenazas y violencia 

sexual, torturas y detenciones arbitrarias se dieron contra civiles, por fuera de cualquier 

enfrentamiento, en condiciones de indefensión, sin contar con mecanismos de protección y 

en un contexto social y político en el que las autoridades minimizaron los hechos, negaron 

sus responsabilidades, o atribuyeron a las propias víctimas la culpa de lo sucedido. Los 

ataques se dieron no basados en acusaciones específicas o pruebas, sino en atribuciones 

generales de que eran parte de la UP. El hecho de tener un cargo o una militancia les hizo 

convertirse en objetivos militares de los grupos paramilitares y sectores del Estado. La 

responsabilidad del Estado en dicho genocidio es evidente, debido a que los hechos fueron 

llevados a cabo a veces directamente, con participación de servicios de inteligencia o por 

grupos paramilitares que actuaron con la aquiescencia del Estado, y no se dio protección a 

las víctimas que fueron sucediéndose como una «crónica de una muerte anunciada».  

Los sobrevivientes de la UP fueron en algunos casos quienes volvieron a las FARC-EP 

debido a la falta de condiciones para seguir ejerciendo la política, quienes salieron al exilio 

después de numerosos ataques y atentados, o quienes dejaron su militancia y cualquier 
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participación política como una forma de defender sus vidas. Las víctimas de la UP fueron 

en su inmensa mayoría quienes se quedaron haciendo política, organizando diferentes 

colectivos, participando en sindicatos y movimientos sociales o en el Partido Comunista, 

entre otros 

Muchas de las dinámicas que este caso aborda y que han repercutido en profundos 

impactos y heridas para nuestra sociedad son a su vez factores que han posibilitado la 

persistencia del conflicto armado en nuestro país, por lo que comprenderlos es una 

posibilidad para encontrar alternativas para su terminación. Con este caso, la Comisión quiere 

dar un reconocimiento a las víctimas de la UP y al partido político en su conjunto y espera 

aportar a la necesaria reflexión de la sociedad colombiana en torno a las implicaciones de 

recurrir a la violencia para enfrentar los conflictos y debates políticos, poner fin a toda 

criminalización, persecución, estigmatización y dinámicas de violencia contra los opositores 

políticos y movimientos sociales que tan nefastas consecuencias ha tenido en la historia de 

Colombia. 

1. La Unión Patriótica, un camino hacia la apertura democrática 

La salida concertada que experimentó Colombia tras años de violencia masiva que 

desencadenó el asesinato del candidato presidencial Jorge Eliécer Gaitán el 9 de abril de 

1948, dio lugar al Frente Nacional, un mecanismo que limitó el desarrollo del sistema político 

a la alternancia del partido Conservador con el Liberal por cuatro periodos presidenciales. El 

Frente Nacional aseguró el reparto del poder político y el control del Estado entre liberales y 

conservadores, impidiendo que terceras fuerzas pudiesen participar libremente en la 

competencia política. 

El régimen político que ya tenía tintes de exclusión reforzó esta característica con el Frente 

Nacional, los cuatro gobiernos formales acordados en éste culminaron con el presidente 

conservador Misael Pastrana, quien se eligió en 1970 por medio del fraude electoral contra 

el general Rojas Pinilla. Posteriormente se mantuvo esa dinámica de alternancia bipartidista 

en el poder con los liberales Alfonso López Michelsen (1974-1978) y Julio César Turbay 

Ayala (1978-1982) y con el conservador Belisario Betancur Cuartas (1982-1986). El propio 
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ministro de Gobierno entre 1982 y 1984, Rodrigo Escobar Navia reconocía la estrechez del 

sistema político colombiano para la época:  

 

Colombia estaba y sigue estando, en mora de emprender y llevar a cabo un plan de desarrollo 

político e institucional que haga posible que el sistema político se amplíe y se ponga al día. […] 

Y no ha resuelto el problema quizá fundamental de un sistema político abierto, como es el 

problema de la legitimación de la oposición. Se necesita darle un espacio suficiente a la oposición, 

para que la oposición se haga dentro del sistema y no contra el sistema. En esa medida se mide el 

desarrollo de un sistema político. […] Quizá el más viejo problema político colombiano ha sido 

ese, de no darle suficiente legitimidad y cabida y claridad de funciones y suficientes recursos a la 

oposición, para que esa oposición se pueda expresar eficazmente… 3. 

 

A partir del surgimiento de las guerrillas de las FARC y el ELN, los gobiernos del Frente 

Nacional se reforzaron en la respuesta militar con la intención de acabar con el alzamiento 

armado de las guerrillas y a la vez las movilizaciones sociales. Incluso gobiernos como el de 

Carlos Lleras Restrepo intentó a través de la creación de la Asociación Nacional de Usuarios 

Campesinos (ANUC) en 1967 dar espacio a las demandas y movilizaciones del campesinado 

en temas como el uso y tenencia de la tierra, así como el acceso a derechos sociales y políticos 

que eran motivo de movilización social de diferentes sectores.  

El surgimiento del Movimiento 19 de Abril (M-19), tras el fraude electoral que le impidió 

al general Rojas Pinilla llegar a la Casa de Nariño, fue la expresión más palpable de la 

relación entre el sentir de un sector que veía imposible participar políticamente en el sistema 

político. El fortalecimiento que alcanzó el M-19 en la década de los años 70, sumado a la alta 

inconformidad social en el país que se manifestó de forma contundente en el Paro Cívico 

Nacional del 14 de septiembre de 1977, no dieron paso a una atención política desde el Estado 

al conflicto armado y a la exigencia de transformaciones sociales y políticas, y por el 

contrario promovieron la respuesta violenta y el mayor cierre de las garantías políticas y 

ciudadanas con el Estatuto de Seguridad. 

 
3 Citado en Centro Nacional de Memoria Histórica. Todo pasó frente a nuestros ojos, 27.  



 
 

12 
 

 

El gobierno de Turbay Ayala respondió a estas demandas sociales con un marco legal 

excepcional que priorizó el tratamiento violento de los reclamos, el 6 de septiembre de 1978 

por medio del Decreto 1923 de 1978 expidió el Estatuto de Seguridad Nacional que amplió 

las facultades de la fuerza pública, limitó las garantías judiciales y persiguió con violaciones 

de derechos humanos a las manifestaciones de protesta social y política y a quienes 

consideraba ideológicamente relacionados con el movimiento insurgente. El Estatuto de 

Seguridad fue el instrumento legal por medio del cual el gobierno de Turbay Ayala afianzó 

la idea de no dar espacio a una salida política al conflicto armado y aplicar una represión 

generalizada y sistemática a las demandas sociales asociándolas al movimiento guerrillero. 

Sin embargo, la campaña política a las elecciones presidenciales de 1982 tuvo como marco 

la discusión de la paz como camino para finiquitar el alzamiento armado de las guerrillas 

contra el Estado colombiano, Belisario Betancur quien a la postre sería electo presidente de 

la República reconoció la existencia de causas objetivas que explicaban la existencia del 

conflicto armado y por tanto la necesidad de atenderlas para poner fin al mismo. Desde el día 

de su posesión el presidente Betancur dejó clara que la intención de su gobierno era buscar 

una salida negociada al conflicto armado e implementar medidas políticas encaminadas a 

garantizar la participación de los alzados en armas en el marco del sistema de partidos, en su 

discurso de posesión el 7 de agosto le presentó estas propuestas al país: 

 

[…] Levanto una blanca bandera de paz para ofrecerla a todos mis compatriotas. Tendiendo mi 

mano a los alzados en armas para que se incorporen al ejercicio pleno de sus derechos en el amplio 

marco de la decisión que tomen las cámaras. Declaro la paz a mis conciudadanos sin distinción 

alguna ¡a esa tarea prioritaria me consagro!, necesitamos esa paz colombiana para cuidarla como 

se cuida el árbol que convocará bajo sus gajos abiertos a toda la familia nacional […]. 

 

Así́ podremos lograr la paz que todos anhelamos, centro de mi campaña nacional y meta de nuestro 

desvelo. Una paz sin retaliaciones ni vindictas. Una paz que incorpore a todos los colombianos en 

la actividad ciudadana y les dé la posibilidad de realizarse económica y socialmente, y de participar 

en la vida democrática. Una paz que garantice el pleno ejercicio de los derechos y al mismo tiempo 

demande el cumplimiento de las obligaciones. Una paz que sea fundamento de la seguridad 

colectiva, que rescate la convivencia y la justicia, que permita establecer una demarcación entre 
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la confrontación política, desviada de sus cauces normales, y cualquiera de las modalidades del 

delito. Levanto ante el pueblo de Colombia una alta y blanca bandera de la paz: la levanto ante los 

oprimidos, la levanto ante los perseguidos, la levanto ante los alzados en armas, levanto la blanca 

bandera de la paz ante mis compatriotas de todos los partidos y de los sin partido, de todas las 

regiones, de todas las procedencias4. 

     

A un mes de posesionarse, el 19 de septiembre de 1982 Betancur creó una Comisión de 

Paz integrada por 34 personas con la intención de poner en marcha su propósito de 

negociación política y el 19 de diciembre sancionó la Ley de Amnistía que otorgó un perdón 

general a los presos políticos cuyos delitos se asociaban al delito de rebelión y que no habían 

incurrido en delitos atroces. Más de mil insurgentes detenidos en las cárceles colombianas se 

acogieron a esta ley y varios grupos armados atendieron a los llamados de diálogo del 

gobierno, las FARC, el M-19, el EPL y la ADO (Autodefensa Obrera) iniciaron 

conversaciones de paz entre finales de 1982 e inicios de 1983. El ELN junto a otras 

expresiones guerrilleras como el MIR-Patria Libre y el PRT (Partido Revolucionario de los 

Trabajadores) decidieron abstenerse de participar de estos. 

Un delegado por parte de las FARC para la conformación de la Unión Patriótica (UP) en 

el departamento del Cauca fue uno de los presos políticos que se acogió a esta amnistía. 

Según su testimonio estos gestos gubernamentales fueron importantes para avanzar en el 

posterior proceso de paz: 

«Eran procesos verbales de guerra a los cuales los civiles tenían que someterse y terminó 

Turbay Ayala su periodo presidencial y entró Belisario y él a penas se posicionó expidió, 

presentó un proyecto de Ley de amnistía e indulto porque las cárceles estaban llenas de 

detenidos políticos, guerrilleros activos y dirigentes políticos, obreros, trabajadores, agrarios 

de todo tipo y Belisario además de promulgar esta ley que era supremamente amplia y 

beneficiosa, pues él quería apostarle a un proceso de paz y simultáneamente empezó hacer 

acercamientos con las FARC para hablar de ese tema, yo me acogí al indulto porque yo no 

veía otra salida, realmente no veíamos que por la vía legal pudiéramos salir, era necesario 

acogerme al indulto, entonces asumí todas mis culpas, mis delitos por los cuales estaba preso 

 
4 Citado en Centro Nacional de Memoria Histórica. Todo pasó frente a nuestros ojos, 23 
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y fui indultado por el Tribunal Superior de Neiva, en el 85 y en el 86 pues salí de las FARC 

delegado a trabajar como coordinador departamental de la Unión Patriótica en el 

Departamento del Cauca»5. 

Los grupos guerrilleros que entraron en estos diálogos de paz alcanzaron acuerdos en los 

siguientes años con el gobierno. El EPL firmó en Medellín el 24 de agosto de 1984 un acuerdo 

de Cese del Fuego y Diálogo Nacional con el gobierno de Belisario Betancourt, pero su 

vigencia apenas se extendió por poco más de un año debido al asesinato de Óscar William 

Calvo ocurrido en Bogotá el 20 de noviembre de 1985 a manos de unidades del Batallón 

Charry Solano. El dirigente político había participado de la firma de los acuerdos y era líder 

del Partido Comunista de Colombia -Marxista Leninista (PCC-ML) y del Frente Popular, 

organización que surgió como impulsor de estos diálogos y de una salida política para el 

conflicto por medio de una Asamblea Nacional Constituyente6. 

Por su parte, el M-19 suscribió en los municipios de Corinto, Cauca y Hobo, Huila el 23 

de agosto de 1985 un acuerdo de Cese al fuego con el gobierno Betancur a través de una 

Comisión de Paz, Diálogo y Verificación, los repetidos incumplimientos al acuerdo por parte 

de las fuerzas militares fueron utilizados como justificación de la Toma al Palacio de Justicia 

llevada a cabo el 6 de noviembre de 1985 por unidades del grupo guerrillero, que luego 

desembocó en una cruenta retoma por parte de las fuerzas militares. Estos hechos fueron 

rechazados por los otros grupos insurgentes y evidenciaron las duras tensiones que el tema 

de la paz generaba entre algunas esferas del Estado y en especial de las Fuerzas Militares. 

Los acuerdos con las FARC y con la ADO contaron con una duración mayor, incluso una 

facción de este último grupo se desmovilizó e incorporó a la UP en 19857. Las FARC 

emprendieron un proceso de negociación con el Gobierno Betancur entre julio de 1983 y el 

24 de marzo de 1984, cuando alcanzaron la firma de los Acuerdos de La Uribe, en el 

departamento del Meta. Lo pactado contempló el cese al fuego entre la guerrilla y las fuerzas 

militares a partir del 28 de mayo de ese mismo año y la condena por parte de las FARC a los 

 
5 Entrevista 660-VI -00002. Hombre, excombatiente, víctima. 
6 Informe 119-CI-00232. CAJAR, CCJ, CCEU. Binci y Brigada XX. El rol de la inteligencia militar en los 

crímenes de estado y la construcción del enemigo interno (1977-1998), 47. 
7 Pulido, Iván; Reinoso, Julián & Garzón, Ricardo. «La rebelión del alicate: Un estudio de caso sobre la 

organización Autodefensa Obrera». Monografía de grado para optar al título de licenciado en Educación Básica 

con Énfasis en Ciencias Sociales. Universidad Distrital Francisco José de Caldas. 2015. 
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hechos de secuestro, extorsión y terrorismo. Se acordó la creación de una Comisión Nacional 

de Verificación para dar seguimiento a los acuerdos y verificar el cumplimiento de la tregua, 

se estipuló un instrumento que permitiera el tránsito a la política legal por parte de los 

guerrilleros, mientras el Gobierno se comprometió a adelantar reformas necesarias para 

ampliar la participación política. La Comisión de Paz reconoció la voluntad gubernamental 

para llevar a cabo estos cambios normativos e institucionales para que otras expresiones 

políticas al margen del bipartidismo contaran con las garantías para participar políticamente.  

 

8. La Comisión de Paz da fe de que el gobierno tiene una amplia voluntad de: 

a) Promover la modernización de las instituciones políticas, dirigida a enriquecer la vida 

democrática de la nación, e insistir ante las Cámaras en la pronta tramitación de los proyectos 

sobre reforma política, garantías a la oposición, elección popular de alcaldes, reforma electoral, 

acceso adecuado de las fuerzas políticas a los medios de información, control político de la 

actividad estatal, eficacia de la administración de justicia, impulso al proceso de mejoramiento de 

la administración pública y nuevas iniciativas encaminadas a fortalecer las funciones 

constitucionales del Estado y a procurar la constante elevación de la moral pública.  

b) Impulsar vigorosamente la aplicación de una política de reforma agraria en reconocimiento a 

que los problemas de la tierra están presentes en los actuales conflictos sociales […]. 

c) Robustecer y facilitar la organización comunal, de usuarios campesinos y de indígenas, las 

asociaciones cooperativas y sindicales a favor de todos los trabajadores urbanos y rurales, así como 

sus organizaciones políticas. 

d) Hacer constantes esfuerzos por el incremento de la educación a todos sus niveles, así como de 

la salud, la vivienda y el empleo. 

e) Mantener su propósito indeclinable de que para la protección de los derechos que a favor de los 

ciudadanos consagran la Constitución y las leyes para conservación y restablecimiento del orden 

público, sólo existan las fuerzas institucionales del Estado, de cuyo profesionalismo y permanente 

mejoramiento depende la tranquilidad ciudadana. 

f) Promover, una vez restablecida la paz, y tal como ocurrió en otras oportunidades, iniciativas 

para fortalecer las mejores condiciones de la fraternidad democrática, que requieren perdón y 

olvido, y del mejor estar en lo económico, político y social de todo el pueblo colombiano8. 

 
8 Comisión de Paz; FARC. Citado en Centro Nacional de Memoria Histórica. Todo pasó frente a nuestros ojos, 

27. 



 
 

16 
 

 

 

La tregua pactada entre el gobierno y las FARC inició el 1 de diciembre de 1984 y se 

acordó por un año, su desarrollo realmente fue débil pues las dos partes incurrieron 

recurrentemente en infracciones a la misma, debilitando de manera progresiva la Comisión 

Nacional de Verificación creada para su seguimiento e incrementando las desconfianzas 

mutuas entre militares e insurgentes. Por el lado oficial se entendía que las FARC no habían 

abandonado su plan de fortalecimiento militar y despliegue territorial acordado en la VII 

Conferencia celebrada en 1982, y entendían que la apuesta de negociación era solo un medio 

para su afianzamiento militar. Desde las FARC se criticó la ambigüedad estatal que por un 

lado promovía reformas hacia la ampliación democrática y la atención de las causas objetivas 

del conflicto (Plan Nacional de Rehabilitación, elección popular de alcaldes, 

descentralización administrativa) mientras por el otro sus fuerzas militares se mantenían en 

la idea de una victoria militar sobre las guerrillas como camino hacia la paz. 

De esta forma avanzaron de manera paralela las reformas institucionales hacia una mayor 

apertura democrática, una tregua y cese al fuego inestable, y el intento de un proceso de 

integración a la política legal por parte de las FARC. Algunos sectores políticos, económicos 

y sociales se opusieron a este proceso reformista en el país, por su parte los militares, que se 

habían formado en la doctrina contrainsurgente asesorada desde los Estados Unidos vieron 

con recelo el reconocimiento de la guerrilla como un actor político que podía transformarse 

en un partido político y eventualmente llegar al poder y en la consideración de los 

movimientos sociales como campesino o estudiantil como bases sociales de las guerrillas. El 

hecho de que las partes en negociación decidieron llevar este proceso sin el abandono previo 

de las armas por parte de la insurgencia, intensificó el rechazo militar a este esfuerzo de salida 

política al conflicto. Las palabras del General Bernardo Lema Henao son ilustrativas al 

respecto: 

 

Soy amigo del diálogo, pero no con las armas en la mano. No podemos hablar de la paz armada. 

La paz es desarmada y únicamente pueden portar las armas quienes no representan amenaza para 

la ciudadanía colombiana. Las puede portar el Ejército Nacional, en cuyas manos son garantía de 

bienestar para la población nacional, de protección de sus intereses de su bienestar. Precisamente 
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el gobierno ha dicho a la guerrilla que entregue las armas porque no se puede hacer política y 

proselitismo político con las armas en la mano9. 

 

Altos dirigentes políticos como el expresidente liberal Carlos Lleras Restrepo (1966-

1970) también se manifestaron en contra de la manera pragmática en que el gobierno resolvió 

adelantar el proceso de negociación con las FARC sin la condición previa de una dejación de 

armas, pues según sus planteamientos era una carta abierta para que los insurgentes 

condicionaran al actuar político del gobierno y les fuera permitido actuar en la ilegalidad:  

      

En realidad, al igual de como ocurre con las FARC, el Estado, que concedió́ una amnistía 

amplísima, ha admitido que quienes con ella se beneficien sigan cometiendo un delito continuado, 

o sea la posesión de armas que conforme a la Ley solo pueden tener las Fuerzas Militares de la 

República, hasta que Gobierno y Congreso hayan aprobado y ejecutado reformas y acciones 

vagamente anunciadas hasta ahora, en forma tal que satisfagan las concepciones políticas de los 

grupos rebeldes y aun después. […] Existe además el otro problema: ¿después del indulto pueden 

conservar las guerrillas sus armas?, ¿Se consagrará para ellas, expresa o tácitamente, ese privilegio 

inaudito?, ¿Los guerrilleros van a incorporarse a la vida civil de verdad, en condiciones de 

igualdad con los otros colombianos, o quedarán con los medios de desarrollar acciones bélicas si 

no les satisfacen por entero las reformas políticas, económicas y sociales por las que dicen haber 

combatido? […]. La actitud gubernamental no puede dejarse transformar en propaganda abierta 

para los grupos guerrilleros ni dar al país la sensación de que éstos, cobijados con amnistía e 

indulto, se reservan, con tácita aquiescencia oficial, un poder de agresión armada, según estimen 

o no satisfactorias las leyes que sobre materias políticas, económicas y sociales se va a tratar en el 

Congreso10. 

     

Las acciones bélicas tanto de parte de las FARC como por parte de las Fuerzas Militares 

no cesaron durante la vigencia de la tregua lo que incrementó las tensiones en el debate. La 

Unión Patriótica que fue el instrumento acordado para el tránsito de la guerrilla a la política 

legal sería blanco del estigma, la persecución y la violencia que justamente acarreaban los 

 
9 Ibid., 33. 
10 Ibid., 34. 



 
 

18 
 

 

rechazos y temores en parte de élites políticas y económicas y en las Fuerzas Militares ante 

una supuesta toma del poder por parte de los insurgentes al combinar la vía militar y la vía 

electoral, y el rechazo a los grupos políticos de oposición y de izquierda que dominaba la 

cultura política dominante.    

1. 1. El surgimiento de la Unión Patriótica    

Los Acuerdos de La Uribe alcanzados el 28 de marzo de 1984 entre el gobierno Betancur 

y las FARC habían establecido la vía para que la guerrilla se fuera integrando a la vida legal 

a través de un mecanismo que le permitía su participación progresiva en el sistema político, 

el cual debía experimentar transformaciones que garantizaran la participación en condiciones 

más equitativas a todos los partidos, este mecanismo fue justamente la Unión Patriótica. 

Pensada y acordada en el marco del proceso de paz como mecanismo de transición entre las 

armas y la política para las FARC, y como un instrumento que permitía ampliar la 

participación política más allá del bipartidismo tradicional del sistema de partidos. Por lo 

tanto, la UP fue prevista por las dos partes de la negociación como un camino hacia el 

fortalecimiento de la democracia nacional. 

En los acuerdos alcanzados entre el gobierno Betancur y el M-19 se intentó un ejercicio 

de participación política que perseguía propósitos similares, se trató del denominado Diálogo 

Nacional. Este esfuerzo también contó con reticencias por parte de varios sectores políticos 

quienes no veían con buenos ojos la posibilidad de ser «suplantados» por un mecanismo 

surgido de una negociación con los insurgentes, quienes fueron los principales opositores a 

esta iniciativa restándole su capacidad de incidencia en los asuntos políticos y en el debate 

frente a su meta de ampliar la participación política lo que acabó llevándolo al fracaso y 

desaparición.  

Las FARC, dispuso que el mecanismo por el cual podía integrarse a la política legal fuese 

un partido político que disputara en igualdad de condiciones la representación de los 

colombianos en el poder legislativo y ejecutivo. Su consolidación significaría un posible fin 

de su confrontación armada con el Estado colombiano, así lo estipulaba el punto 6 de los 

Acuerdos de la Uribe:  



 
 

19 
 

 

     

6. Cuando a juicio de la Comisión Nacional de Verificación hayan cesado los enfrentamientos 

armados, se abrirá́ un período de prueba o espera de un (1) año para que los integrantes de la 

agrupación hasta ahora denominada Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC-EP) 

puedan organizarse política, económica y socialmente, según su libre decisión. El gobierno les 

otorgará, de acuerdo con la Constitución y las leyes, las garantías y los estímulos pertinentes. 

Durante este mismo período el gobierno tomará las medidas necesarias para restablecer en las 

zonas de violencia la normalidad civil11. 

 

Las FARC anunciaron el 20 de julio de 1984 en una carta abierta dirigida al Congreso de 

la República y a la opinión pública que empezaban la conformación de un movimiento 

político que agruparía a diversas tendencias políticas bajo un programa de corte reformista 

que orientara su participación electoral y su eventual gestión de gobierno:   

   

Las FARC encabezarán en unión con otros partidos y movimientos democráticos de izquierda la 

lucha de masas populares por el retorno a la normalidad del país, a la controversia civilizada por 

una apertura democrática que garantice el libre ejercicio de oposición y el acceso a todos los 

medios de comunicación social, a su libre organización, a su lucha y movilización, para crear un 

clima de participación en las gestiones del Estado12. 

 

En marzo de 1985 fue presentada la Unión Patriótica como materialización de esta 

iniciativa política pactada en los acuerdos de paz, su gestación tomó aproximadamente un 

año hasta su primera participación electoral en las elecciones de marzo de 1986 donde se 

elegían representantes nacionales a las corporaciones públicas. Este año estuvo marcado por 

las tensiones provocadas por la débil tregua entre las FARC y las fuerzas militares, por el 

espíritu de acogida política al nuevo partido político incluso desde sectores del bipartidismo 

y por el entusiasmo despertado en poblaciones y sectores sociales que se empezaban a 

identificar con la irrupción de un movimiento que buscaba llegar al poder con un proyecto 

 
11 Comisión de Paz; FARC. Citado en Centro Nacional de Memoria Histórica. Todo pasó frente a nuestros ojos, 

28. 
12 Citado en Ibid., 29. 
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transformador de la sociedad. En un testimonio de un líder afro se evidencia la ilusión que 

despertó la UP en algunas regiones del país como el Chocó: 

«Esa fundación se generó a partir de las conversaciones entre el gobierno de Belisario 

Betancur y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, FARC, y fue un impacto muy 

grande tanto en Unguía como en toda la región. La gente, sobre todo, Unguía es un pueblo... 

que tiene un área muy grande generalmente es campesino, el campesinado se sintió 

identificado, se vio que ese proyecto le pertenecía, lo acogió en el seno de la sociedad, vio 

que ese era su camino, su futuro, era su proyecto de vida, porque hablaba de... el programa 

era de la tierra, de abrir las carreteras, de respetar todos los derechos, de dar las garantías y 

todos sentíamos, nos sentíamos en familia, todos trabajábamos para lo mismo. Y cuando se 

hacían eventos, era un torrente como si... yo siempre digo, era como un embrujo, como si 

todo mundo corría de una manera emocional, pero también racional, en tanto que las 

personas, toda la ciudadanía se sentía identificada porque veía que allí estaban las soluciones 

a toda la problemática de la sociedad: el tema de la salud, el tema del cultivo, el tema del 

mercadeo de los productos, el tema del transporte, el tema de las libertades, el tema de 

acceder al poder para decidir la problemática administrativa de toda la sociedad. O sea que 

era algo muy bonito. Nunca allá las personas iban, o participaron de la UP por presión, porque 

lo estaban obligando o por cuestiones de un cargo, por compra de votos, cosas así, era 

voluntario, era que la gente amaba, la gente quería el proyecto porque sentía que eso le 

pertenecía, sentía que era algo que por fin nacía la oportunidad para la población en general 

llegar al poder y participar de él, no para beneficiarse en lo personal, sino para darle una 

transformación estructural en la conducción de la vida social, política y económica, tanto de 

los pueblos pequeños como en todo el país»13. 

La presentación oficial del nuevo partido se dio en Bogotá el 28 de mayo de 1985 con el 

aniversario del primer año de la firma de los acuerdos de paz, allí incluso se hicieron 

presentes dirigentes de los partidos Liberal y Conservador. Figuras destacadas de estos 

partidos como Fabio Valencia Cossio del Progresismo Conservador; Ernesto Samper Pizano, 

de la Dirección Nacional Liberal y Emilio Urrea del Nuevo Liberalismo concurrieron al acto 

 
13 Entrevista 660-VI -00005. Víctima, hombre, líder UP. 
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en una muestra simbólica de apertura política y recibimiento a la UP al sistema de partidos. 

Uno de los dirigentes de la UP reconoció en su testimonio ante la Comisión de la Verdad el 

ambiente inicial que los partidos tradicionales ofrecieron al nuevo movimiento. 

«Había sectores que se oponían al proceso de paz, como sucedió también con este proceso. 

No tan encarnizadamente y tal polarizadamente como ahora, eso hay que reconocerlo porque 

para esa época hubo una apertura de la sociedad y del espectro político al proceso de paz que 

convocó Belisario Betancur; y por eso, por ejemplo, en el evento de inauguración, de 

presentación pública de la Unión Patriótica en el teatro Gaitán, pues hubo representantes de 

todos los partidos políticos. Y yo mantenía conversaciones con los dirigentes de los partidos 

de la época. El Partido Liberal lo presidía en esa época Julio Cesar Turbay Ayala, y el partido 

conservador lo presidía Misael Pastrana, y con ellos también tuve conversación, y también 

con Alfonso López [Michelsen], que también estuvo muy presente en esa época»14. 

 

Imagen No. 1: Logo de la UP 

 

Fuente: Centro de Memoria, Paz y Reconciliación. Unión Patriótica imágenes de un sueño. CPDH. 2015 

 

La UP también representaba un camino hacia la salida política del conflicto armado y en 

particular a la confrontación entre el Estado y las FARC, por lo que esta guerrilla dispuso de 

su capacidad organizativa y política para impulsar el nuevo movimiento político. La guerrilla 

promovió y ayudó a organizar Comandos y Juntas Patrióticas de la UP en varios de los 

 
14 Entrevista 660-VI -00011. Hombre, víctima, exdirigente político. 
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territorios donde sus frentes hacían presencia, las propias FARC comunicaron este ejercicio 

en zonas como Caquetá con los Frentes 14 y 15 y en el Magdalena Medio con el Frente 2415. 

Las FARC también dispuso de varios de sus guerrilleros para desarrollar el trabajo político 

de la UP dando paso a un ejercicio político en la legalidad de varios de sus comandantes y 

combatientes, liderados entre otros por Braulio Herrera e Iván Márquez decenas de 

insurgentes abandonaron los campamentos guerrilleros y se integraron al trabajo público de 

la UP, Guillermo Torres conocido en la guerra como Julián Conrado que fue uno de esos 

hombres destinados por las FARC para desarrollar el trabajo de la UP y hoy es alcalde (2020-

2023) en el municipio de Turbaco, Bolívar. Uno de estos exguerrilleros narró la apuesta que 

los guerrilleros veían en este experimento de salida política a la guerra: 

«La lucha de la UP es una lucha por abrir espacios democráticos aquí en Colombia. ¿Qué 

pensábamos nosotros como insurgentes con la UP?, como… transformando de movimiento 

guerrillero en movimiento político legal. Eso era la esencia para nosotros de la UP, y para 

Colombia era esa, que se acabara una guerrilla, pero no que desapareciera, porque no puede 

desaparecer una guerrilla, ¿cómo hace para desaparecer?, pero sí podía la guerrilla irse 

transformando de guerrilla en movimiento político. Esa era la esencia de la UP para nosotros. 

» Cuando yo bajé, no bajé con uniforme, es más, eso estaba dentro de los acuerdos, no 

bajé con uniforme ni bajé con arma, bajé con mi guitarra. Hablé con el gobernador en ese 

momento en el Magdalena y me recibió, hasta me felicitó por ese camino que había tomado, 

Jacobo Pérez Escobar, el gobernador, que lo fui a visitar en la gobernación, en Santa Marta. 

Yo bajé de la Sierra Nevada y la primera visita fue ir a hablar con el gobernador, después fui 

a hablar con Edgardo Vives. A ellos los relacionan mucho con el paramilitarismo, pero yo 

digo: “Tengo que hablar con ellos porque, ¿la paz con quién la vamos a hacer?, con mi mamá 

no voy a hacer la paz, si mi mamá me quiere, me dio la teta y todo, la hacemos con los que 

estamos en conflicto”. Entonces, bajo allá y voy a hablar con Jacobo Pérez Escobar, voy a 

hablar con Edgardo Vives, no sé con qué otro Vives hable. También, lógicamente, estando 

en Santa Marta tenía que ir a hablar con Clementina Cayón, la mamá de Jaime Bateman, que 

nos ayudó en la UP. Siempre me acompañó Clementina Cayón en la UP, ella estuvo con 

 
15 Citado en Centro Nacional de Memoria Histórica. Todo pasó frente a nuestros ojos, 38. 
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nosotros acompañándonos en las manifestaciones que hacíamos en Santa Marta, incluso 

estuvo con nosotros en Pueblo Bello, acompañándonos. Eso era como Úrsula Iguarán, veía a 

Clementina y yo no veía a Clementina sino a Úrsula Iguarán, ¿sí?, ella también había leído 

sobre Aureliano Buendía en la guerra, que era Jaime Bateman. Entonces, fíjate, Clementina 

lo que más quería era la paz, porque ella tuvo un hijo que se fue para la guerra también 

» Eso es algo que tiene que quedar bien claro, la esencia, el fundamento, el espíritu 

profundo de la UP para los insurgentes era eso, que nosotros nos íbamos a transformar de 

movimiento armado en un movimiento político legal. Los que bajamos, Braulio Herrera bajó 

sin arma, sin uniforme; yo baje así también; otro, Julio Gaviria, también bajó así, sin uniforme 

y sin arma. Esos fueron los acuerdos: “Puede bajar sin uniforme y sin armas”. ¿Por qué nos 

mataban si estábamos cumpliendo con los acuerdos?»16. 

La UP despertó un gran entusiasmo entre los sectores sociales y políticos que no se sentían 

representados por los partidos Liberal y Conservador, organizaciones sindicales, campesinas 

y comunales se sumaron al nuevo movimiento político. Lo mismo hicieron otras 

agrupaciones políticas como el propio Partido Comunista quien se convirtió en parte de la 

columna vertebral de la UP gracias a su trayectoria política e histórica en el país, el Partido 

contaba con la experiencia de la Unión Nacional de Oposición y el Frente Democrático, 

movimientos que funcionaron como frentes políticos en la década de los años 70 y principios 

de los años 80 y que habían alcanzado una considerable representación política en concejos 

municipales, asambleas departamentales y en menor medida en el Congreso de la 

República17. Su liderazgo en esos movimientos políticos y su presencia organizativa en varias 

regiones del país hicieron que el Partido Comunista fuera una plataforma de creación y 

despliegue de la UP, en zonas como Sumapaz (Cundinamarca), Magdalena Medio, el Urabá 

Antioqueño y partes del Meta donde el PCC tenía arraigo la UP también se consolidó 

políticamente. 

La irrupción de la UP como un camino hacia la apertura democrática despertó tanta 

expectativa en agrupaciones políticas de orden regional y local, donde varias de ellas vieron 

 
16 Entrevista 276-PR-03520. Hombre, exguerrillero. 
17 Para profundizar en la experiencia de estos movimientos véase el caso sobre persecución, estigmatización y 

exterminio de la UNO.  
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al nuevo movimiento como la alternativa para participar en política a nivel nacional sin 

someterse a los partidos tradicionales y sus redes políticas en los departamentos. Una líder 

de Causa Común, uno de estos movimientos regionales que se sumaron a la UP, relató a la 

Comisión la manera en que su organización se contagió de ese aire político y buscó por 

muchos medios integrar el nuevo movimiento en el departamento del César: 

«El Frente 19 había empezado a mandar a gentes de la ciudad unos sobres de manila con 

propaganda de las FARC. A todo el que le llagaba eso se asustaba y con mucho sigilo iba a 

contarle al otro amigo: “Mira lo que me llegó”, “A mí también me llegó”, y en fin. Ellos 

desarrollaron su estrategia, recogieron los nombres, direcciones de un grupo grande de gente 

de Valledupar y empezaron a mandar esos sobres invitando, pues, a vincularse a la Unión 

Patriótica. Así empezó la actividad con Unión Patriótica y Partido Comunista. Entonces 

dijimos: “Pero ¿cómo llegar a las FARC?”, “No, esperemos que quizás ellos nos van a 

contactar”. Pero no, el entusiasmo era tal que decíamos: “No, pero nosotros también podemos 

tomar iniciativa”. “Y sí, pero ¿cómo? ¿cómo llegar a ellos?”, decíamos. Pero también es muy 

arriesgado ponernos nosotros mismos a ir por allá a la Sierra Nevada [de Santa Marta] a ver 

dónde nos encontramos un guerrillero”. No, así no se puede. Bogotá no nos abrió ningún 

camino, muy cautelosos, también aquí en el Partido. Entonces, a Ricardo18 se le ocurrió la 

idea, dijo: “Mire, busquemos una persona de prestigio aquí que pertenezca un poco a la élite 

que gobierna aquí, una persona libre de señalamientos, transparente pues, que nadie dude y 

pidámosle a la Comisión de Paz que designen a esa persona como facilitadora”. Bueno, 

¿quién? Fulano de tal, zutano, mengano, perencejo, sí, no, sí, no, hasta que yo dije: 

“Busquemos una mujer”. Esto, en esta zona tan patriarcal, una mujer no inspira nada, nadie 

va a dudar de ella. Mujer, a ver, ¿quién? Alguien dijo: “Consuelo Araújo de Molina, La 

Cacica vallenata, esa es”. Listo, esa es. ¿Cómo contactarla? “Bueno, Ricardo, tú eres medio 

pariente de ella, dile a tu papá que le hable”, “No, ese no es el camino, ¿porque mi papá qué 

ascendiente tiene políticamente sobre Consuelo? Ninguno. Ellos son primos, eso no tiene 

como mucha gracia. Esa delegación tiene que venir de Bogotá”. Esto que estoy contando sí 

es de verdad intimidad. Entonces, pero yo creo que eso se debe saber, sí. Consuelo merece 

 
18 Ricardo Palmera se integró a las FARC en 1987 ante el exterminio en curso contra la UP, allí adoptó el 

seudónimo de Simón Trinidad. Se encuentra hoy recluido en una cárcel de Estados Unidos. 
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ese reconocimiento porque lo hizo muy bien. Bueno, yo me vine para Bogotá, me alojé en la 

casa de una gran amiga de colegio, militante del Partido Comunista de toda la vida. Entonces 

le dije: “Mira, yo vengo con esta tarea: buscar que la Comisión de Paz delegue en Consuelo 

Araújo la tarea de facilitadora” y ella me dijo: “Listo. Miembro de la Comisión de Paz es...”  

» En la reunión estaba Adán Izquierdo, el comandante del Frente 19, con su compañera y 

dos guerrilleras más. Fue enorme la sorpresa sin duda. Ahí todos nosotros, Ricardo, Rodolfo, 

bueno, algunos estudiantes de la Universidad, Araceli… […] Así empezó la actividad Unión 

Patriótica. A partir de ese día, Consuelo Araújo yo creo que no se ocupó en ninguna otra 

actividad que no fuera el encargo que Belisario le había hecho. Organizó, primero, nos ayudó 

a organizar el lanzamiento en Valledupar, que fue así como simplemente dar a conocer entre 

el grupo de amigos más cercanos nuestro contacto ya con el Partido Comunista y con las 

FARC, el Frente 19, para crear Unión Patriótica en el Cesar. Nosotros, sin duda, Causa 

Común era la vanguardia, teníamos el protagonismo en el hecho. Después, Consuelo 

organizó el lanzamiento de la Unión Patriótica en el Caribe, prácticamente fue, y se organizó 

en Pueblo Bello, una población que queda en las estribaciones de la Sierra Nevada queda 

bastante alta, 1200 metros de altura. ¿Por qué en Pueblo Bello? Yo creo que fue el 

comandante del frente el que pidió que fuera ahí por la facilidad de ellos para bajar hasta ahí 

y no llegar a Valledupar, todavía no se atrevían. Pero Consuelo movió todas las cuerdas, 

medios de comunicación de La Guajira, del Magdalena, y llegó, llegaron 1.200 personas a 

Pueblo Bello a asistir al lanzamiento de la Unión Patriótica. En realidad, ese fue el primer 

lanzamiento que se hizo de la Unión Patriótica en Colombia y fue el 13 de junio de 1985»19. 

Según el Informe de la coordinadora nacional provisional de la Uni·n Patri·tica al 

Primer Congreso de la UP en todo el país se desarrollaron alrededor de 572 actos de 

lanzamiento y presentación del movimiento, se conformaron 2.229 Juntas Patrióticas 

(espacios de base) en 209 municipios y 13 corregimientos intendenciales. Este balance 

mostraba una presencia nacional en la mayoría de los departamentos del país y en los 

 
19 Entrevista 001-VI -00007. Mujer, víctima líder política. 
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llamados Territorios Nacionales20, y la movilización de cerca de 500 mil personas21. Este 

Congreso se celebró en Bogotá el 16 de noviembre de 1985. 

En este Congreso, la UP eligió a Jacobo Arenas como candidato presidencial marcando 

de alguna manera una posible salida del segundo comandante de las FARC a la vida legal y 

con esto el refuerzo de una ruta hacía la política legal por parte de la guerrilla. Sin embargo, 

esta candidatura no se llevó a cabo debido a la negación de los permisos gubernamentales y 

salvoconductos del comandante guerrillero, la existencia de un posible plan para asesinarlo 

y el estado de emergencia por la toma del Palacio de Justicia en noviembre de 1985.  

La UP se posicionó rápidamente como una alternativa democrática a los partidos 

tradicionales de la política nacional, agrupó iniciativas y organizaciones políticas en torno a 

su propuesta reformista y se instaló como un mecanismo posible para un tránsito político de 

las FARC a la política legal. En su Congreso demostró que existía un movimiento en el que 

convergían muchas fuerzas políticas y sociales, según la propia Coordinadora Nacional 

Provisional de la UP, al mismo asistieron organizaciones como las FARC, el PCC, la 

Juventud Comunista (JUCO), la Unión de Mujeres Demócratas y la Central Nacional 

Provivienda; sectores independientes de los partidos Conservador y Liberal, del MRL, y de 

los movimientos Nuevo Liberalismo y Convergencia Liberal; organizaciones regionales 

como el Movimiento Causa Común, el Movimiento Camilo Torres, el Frente Amplio del 

Magdalena Medio (FAM) y las juventudes del Movimiento Firmes de Santander; 

movimientos de izquierda como el Partido Trotskista Posadista y el Movimiento Bolivariano; 

movimientos insurgentes como ADO, los destacamentos Simón Bolívar y Antonio Nariño 

del ELN; y varias organizaciones populares y sindicales como el Frente de Unidad del 

Magisterio, La Central Sindical de Trabajadores de Colombia (CSTC), organizaciones 

agrarias y juntas de acción comunal22.  

Para 1986, de cara a las elecciones, la UP ya era una de las principales fuerzas políticas 

del país y se posicionaba como un partido que representaba una pluralidad política con 

presencia de comunistas, algunos liberales y conservadores, líderes sociales, cívicos, 

 
20 Entidad administrativa que existió hasta 1991 e incluía a regiones apartadas de Bogotá con población escasa, 

su administración dependía del gobierno central. 
21 Citado en Centro Nacional de Memoria Histórica. Todo pasó frente a nuestros ojos, 39. 
22 Citado en Ibid., 39-40. 
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campesinos y obreros e incluso lograba ser el espacio de insurgentes que dejaban las armas 

como la facción de la ADO que se integró de llenó a su organización. 

1.2. Una apuesta gubernamental por brindar condiciones de solución política 

El surgimiento de la UP contó con una adecuación político-administrativa propiciada por 

la voluntad del gobierno de Belisario Betancur, que pretendía generar un entorno favorable 

a una salida negociada al conflicto armado que involucrara transformaciones sociales, 

económicas y políticas. A pocos días de haberse posesionado, en septiembre de 1982, 

Betancur constituyó la Comisión de Paz, una figura integrada por un grupo de 34 personas 

que tendrían como tarea fundamental dialogar con los distintos sectores sociales y plantear 

escenarios y condiciones necesarias para hacer posible la paz. Con esta intención, una de sus 

principales labores fue impulsar para diciembre de 1983 la expedición del Plan Nacional de 

Rehabilitación que consistía en un programa especial de la Presidencia de la República 

dirigido a «resolver problemas de marginalidad de diversos grupos de pobladores y de 

amplias zonas del territorio nacional, principalmente mediante el fortalecimiento de la 

democracia participativa, del impulso al proceso de descentralización y de la promoción del 

desarrollo rural»23. 

Con ese fin, el PNR diseñó distintos mecanismos para mejorar y ampliar la presencia del 

Estado en las regiones afectadas por el conflicto. Por un lado, suministró información en las 

regiones de la inversión pública para vincular a las poblaciones a las acciones estatales, y por 

otro, creó espacios de expresión y participación y toma de decisiones, entre ellos los Consejos 

de Rehabilitación como un canal de interlocución entre las regiones y el nivel nacional. 

Con el PRN se autorizó al gobierno 

 

[…] para hacer asignaciones y traslados presupuestales necesarios y contratar empréstitos internos 

y externos para organizar y llevar a cabo programas de rehabilitación, dotación de tierras, vivienda 

rural, crédito, educación, salud y creación de empleos, en beneficio de quienes por virtud de la 

 
23 Presidencia de la República. Decreto 2707 de 1993, Artículo 3. 
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amnistía que esta ley otorga, se incorporen a la vida pacífica, bajo el amparo de las instituciones, 

así como de todas las gentes de las regiones sometidas al enfrentamiento armado24. 

 

Esta iniciativa fue bien recibida por muchos sectores. Sin embargo, otros grupos políticos, 

detractores del proceso de paz no tardaron en cuestionar y obstaculizar su ejecución. Así lo 

señaló Otto Morales, presidente de la Comisión de Paz, en su renuncia dirigida al presidente 

el 30 de mayo de 1983, donde le planteó que «Aún le falta a su gobierno una tarea muy 

exigente. Combatir contra los enemigos de la paz y la rehabilitación, que están agazapados 

por fuera y por dentro del gobierno. Estas fuerzas reaccionarias lucharon en otras épocas, 

como hoy, con sutilezas contra la paz y lograron torpedearla»25. 

Aun con una creciente polarización en el país, el gobierno de Belisario Betancur continuó 

llevando a cabo acciones que demostraban un alto interés de construir condiciones que 

propiciaran en el territorio nacional un ambiente de participación enfocado en la disminución 

de la confrontación política armada. En ese sentido comenzó un proceso de descentralización 

fiscal y política encaminada al fortalecimiento municipal y del sistema democrático, en el 

cual adelantó una reforma constitucional26 que permitió a los ciudadanos de los respectivos 

municipios del país escoger a sus alcaldes por voto popular con lo que se abrían espacios más 

allá del bipartidismo para contar con garantías para participar legalmente en el escenario 

político colombiano. 

1.3. La UP como una galaxia política 

Al lanzamiento de la UP, al igual que a su conformación, fueron invitados los más diversos 

sectores y grupos sociales y políticos. Incluso asistieron representantes de las direcciones de 

los sectores liberales y conservadores como muestra simbólica de la apertura que significaba 

la aparición de la UP para el régimen político. Esta condición, que rompía con la lógica 

excluyente bipartidista, llevó a que alrededor de la UP se articularan una diversidad de 

tendencias y movimientos que no encontraban espacio en otros lugares del sistema de 

 
24 Presidencia de la República. Ley 35 de 1982, Artículo 8. 
25 Morales Benítez, Otto. Papeles para la paz. Bogotá: El árbol que piensa. 1991, 101. 
26 Congreso de la República. Acto legislativo 1 de 1986. 
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representación. De esa forma, la UP tomó una forma heterogénea con presencia en un amplio 

rango de municipios y departamentos, así como en distintos grupos sociales. 

En un primer momento, además de las FARC, la UP creció en estrecha relación al Partido 

Comunista Colombiano que integró el directorio de este nuevo movimiento. El PCC aportó 

sus fuerzas organizativas de base para consolidar el trabajo de la UP a nivel nacional, dada 

su experiencia en el terreno político y en las diversas iniciativas de convergencia como la 

Unión Nacional de Oposición o el Frente Democrático, de las que había sido parte en el 

pasado. En el Nordeste antioqueño, por ejemplo, en municipios como el Bagre, Zaragoza, 

Remedios y Segovia, el Partido Comunista en los años anteriores había hecho un arduo 

trabajo de organización sindical y política, que luego fue articulada a las apuestas políticas 

de la Unión Patriótica. 

Al llamado a conformar la UP, también respondieron movimientos cívicos regionales. Así 

sucedió, por ejemplo, en Barrancabermeja donde el Frente Amplio del Magdalena Medio 

(FAMM) se incorporó a la UP, o en el Cesar con el Movimiento Cívico Popular Causa 

Común, sobre lo cual una de sus participantes señaló que:  

«Cuando propusieron la Unión Patriótica casi hacemos fiesta, ¡eso era lo que nos hacía 

falta en Causa Común! Un movimiento nacional al cual nosotros pudiéramos vincularnos 

porque nos habría el espacio del debate nacional, salíamos de la marginalidad política en la 

que estábamos escondidos allá en la lejanía de Valledupar, vamos a poder tener interlocución 

con gentes de todo el país, con pastusos, con llaneros, con chocoanos, en Bogotá, nos vamos 

a encontrar en la Unión Patriótica. […] Aquí vinimos y nos dijeron: No, pues, ustedes vayan 

allá y creen Unión Patriótica, allá está el Partido Comunista»27. 

A la UP también se sumaron algunos representantes y sectores de los partidos 

tradicionales Liberal y Conservador. Por un lado, algunas tendencias políticas como el MRL 

(Movimiento Revolucionario Liberal) y parte de movimientos como Convergencia Liberal y 

del Nuevo Liberalismo participaron activamente en su surgimiento. Y, por otro lado, 

regionalmente fueron frecuentes las alianzas entre estos partidos y la UP. Así ocurrió en 

departamentos como Antioquia, Arauca, Cauca, Santander o en regiones como Urabá donde 

 
27 Entrevista 001-VI -00007. Mujer, víctima, líder política. 
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eran frecuentes las alianzas entre liberales y upecistas. En este frente político, también se 

aglutinaron algunos sectores de la insurgencia armada. Como ya se señaló, se sumaron a parte 

de las FARC, parte de organizaciones como ADO (Autodefensa Obrera), así como los 

destacamentos Antonio Nariño y el Simón Bolívar del ELN28. 

Como movimiento político, la UP tuvo un gran crecimiento, su propuesta fue acogida con 

entusiasmo por dirigentes populares, campesinos, sindicalistas, artistas, académicos, 

profesionales, activistas de izquierdas y ciudadanos y ciudadanas que veían en esta una 

apuesta la representación de un cambio. En el momento de la solicitud para el reconocimiento 

de la personería jurídica en 1986, ya contaba con 190.269 ciudadanos carnetizados, como 

pudo comprobar el Consejo Nacional Electoral29. 

Caracterizada por esta heterogeneidad, la Unión Patriótica salió al escenario político 

nacional como un movimiento político de carácter amplio y pluralista, integrado por diversas 

fuerzas políticas en el que se abrió espacio a múltiples vertientes políticas. Su carácter hizo 

de esta una apuesta política encaminada a la construcción de un escenario de paz desde la 

expansión de la democracia. La UP en sus orígenes contó con la participación de variadas 

fuerzas y organizaciones sociales y políticas, una galaxia política, constituyéndose en una 

galaxia política. 

1.4. La identidad política UP 

«Ayer hice lo que en muchos años quería hacer y era tener la posibilidad de llorar otra vez por mis 

amigos y amigas muertos, por mi partido. A mí no me importa no estar en alguna nómina o en los listados y 

no haga parte de la organización que a lo mejor se hayan olvidado o nunca pertenecí en sus papeles, pero 

para mí sigue siendo mi movimiento, que lo amo profundamente porque fue parte de mi vida, ayudé a 

construirla y con compañeros y compañeras fuimos a los barrios y les hablamos del movimiento Unión 

Patriótica a la gente y la gente se emocionó y salió con nosotros a las marchas, la gente pegó el afiche, la 

gente leyó el periódico y fue a la reunión, nos hicieron sancocho, comida y bebida, la gente nos amaba y no 

tanto por amarnos a nosotros sino porque amaba el partido, amaba la propuesta. Entonces como dejar de 

amar algo que perteneció a nuestra vida. Entonces seguimos amándolo y creo que yo amaré siempre esa 

 
28 Así quedó registrado en el listado de participantes del Primer Congreso de la UP consignados en el Informe 

de la Comisión de Credenciales. Centro Nacional de Memoria Histórica. Todo pasó frente a nuestros ojos, 39. 
29 Dueñas, Oscar José. Reflexiones sobre la Unión Patriótica. Cimaz. Bogotá, 2013, 23. 
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propuesta de paz porque fue genuina y fue bonita y fue democrática e incluyente, que tenía un propósito 

hermoso que era construir la paz, democracia, justicia social, ser un vehículo de entrada para la gente que se 

quería desarma y ese tipo de cosas. Nada más precioso que eso, es parte de la memoria»30. 

 

La UP construyó un movimiento en torno a una identidad política compartida basada en 

principios y apuestas de país con un carácter amplio. La paz fue uno de estos ejes, al ser la 

UP una posibilidad de participación política de la guerrilla para caminar hacia la dejación de 

armas y además apostarle a la solución política del conflicto más allá del campo militar. 

También fue una organización que tenía como centro la democratización de Colombia 

permitiendo la participación de sectores excluidos de la política bipartidista e impulsando 

procesos modernizantes como la elección popular de alcaldes y gobernadores. En esa misma 

línea, la UP se construyó sobre el entendimiento de la política como un vehículo para hacer 

e impulsar transformaciones sociales tanto en los gobiernos locales donde tuvieron el poder 

como en espacios legislativos como el Congreso de la República. La diversidad y amplitud 

política como base de su identidad le permitió vincular múltiples fuerzas políticas y tener una 

importante acogida social.  

La UP desde su inició fue un partido de izquierda amplio y diverso, con la paz, la 

democracia y la justicia social como sus banderas. Su identidad política se construyó en torno 

a sus aspiraciones políticas, económicas y sociales y a la esperanza de cambio que la 

posicionó como una renovación política. 

En el primer congreso de la UP celebrado en noviembre de 1985 se construyó su 

plataforma política, este programa sirvió de hoja de ruta para el partido y como elemento 

cohesionador de su identidad política. Este programa de 21 puntos tuvo un carácter reformista 

enfocado en los derechos humanos, la soberanía, la democratización, la modernización y la 

justicia social: 

 

La Unión Patriótica, como frente amplio, en el cual tienen cabida todos los sectores sociales, 

partidos políticos, organizaciones gremiales, etc., interesados en impulsar el Proceso de Apertura 

 
30 Entrevista 001-VI -00046. Hombre, Víctima, Exiliado.  
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Democrática y defender la soberanía e independencia de la nación, proponen a los colombianos la 

siguiente Plataforma de Lucha: 

 

1. Por el levantamiento del Estado de sitio, el respeto a los Derechos Humanos, la proscripción de 

la tortura, de las desapariciones y de los crímenes cometidos por las fuerzas militaristas, los grupos 

paramilitares y terroristas. 

2. Por una reforma de las costumbres políticas en dirección a desmontar el monopolio de la opinión 

ejercida por los partidos tradicionales para abrir cruce a la participación de las mayorías nacionales 

en los asuntos del gobierno a través de: 

• Una reforma Electoral Democrática que elimine el monopolio bipartidista en el aparato de 

control electoral, y en la cual se garantice una efectiva representación de las minorías mediante 

el sistema de cociente nacional. 

• Elección popular de alcaldes, gobernadores, Contralor y Procurador General de la Nación. 

• Eliminación del parágrafo del artículo 120 de la C.N. que ha impedido en la práctica la 

presencia de una oposición legal y con garantías. 

• Eliminación de las normas que exigen la paridad política para la integración de la Corte 

suprema de Justicia, el Consejo del Estado y el resto de la rama Jurisdiccional 

3. Por la restitución del principio democrático de soberanía popular y el derecho del pueblo a 

decidir cuestiones centrales de la vida nacional, reconociéndose la iniciativa legislativa popular, 

así como la consulta a través del plebiscito simple o referéndum y la participación popular en las 

Juntas Directivas de los institutos de prestación de servicios públicos y en los organismos de 

planeación. 

4. Por una Asamblea Popular Constituyente que adopte una nueva carta Fundamental, acorde con 

la realidad socio-económica y política del país, suprimiendo los recursos constitucionales de 

represión popular que hoy están vigentes. 

5. Por la subordinación efectiva de la fuerza pública a la autoridad civil, pasando la policía a 

órdenes del Ministerio de Gobierno y las Fuerzas Militares regresando a cumplir su deber 

constitucional de guarda de fronteras y la soberanía nacional, desmilitarizando la vía nacional y 

eliminando los grupos paramilitares. 

6. Por la dotación de los recursos fiscales para los municipios y regiones en cantidad suficiente 

para garantizar su desarrollo y la autonomía. 

7. Por la reactivación de la economía que beneficie a las mayorías nacionales y no a la oligarquía 

y al capital transnacional. 
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• Por el alza general de sueldos y salarios y su reajuste de acuerdo con el incremento en el coste 

de vida; por la congelación de los precios de los artículos de la canasta familiar, de los insumos 

agropecuarios, de la gasolina y de las tarifas de los servicios públicos. Por el control de los 

precios por las Juntas Comunales, Comités de amas de casa, las Centrales y las federaciones 

sindicales. 

• Por planes de empleo en una semana laboral máxima de 36 horas, la protección de la 

producción nacional, planes de incremento a la industrialización y apoyo a las cooperativas de 

producción y pago de subsidio a los desempleados. 

8. Por la derogatoria del Impuesto al Valor Agregado (IVA), la reducción de impuestos para 

propietarios con patrimonio inferior a 150 salarios mínimos mensuales y aumento a la tributación 

de los monopolios y los terratenientes. 

9. Por la reducción de los gastos militares y de policía, de manera que no podrán ser superiores al 

presupuesto de ninguno de los siguientes ministerios: Salud, Educación, Ciencia y cultura, 

Agricultura y Obras Públicas. 

10. Por la nacionalización del petróleo, carbón, gas, uranio y níquel. Serán sustituidos todos los 

contratos de asociación y concesión vigentes para la exploración de estos recursos por contratos 

en que la empresa estatal sea el propietario único y el contratista extranjero duplique las regalías 

pagadas. Nacionalización de la banca y los monopolios; rechazo a la autorización de compra por 

extranjeros de los bancos quebrados y a la nacionalización de la deuda de los monopolios. Por la 

municipalización de las empresas de transporte. 

11. Por la declaratoria de la deuda externa como socialmente impagable por el pueblo colombiano 

y como un problema global contemporáneo que afecta toda posibilidad de nuestro desarrollo social 

y crecimiento económico independiente. Contra la imposición de los planes de ajuste del F.M.I. y 

la banca extranjera. Por el freno a la devaluación del peso y por la solidaridad latinoamericana 

para el no pago de la deuda externa. 

12. Por la aprobación de una ley de Reforma Agraria Democrática que les entregue gratuitamente 

la tierra a los campesinos sobre la base de la expropiación de la gran propiedad latifundista y con 

apoyo a la colonización de los baldíos nacionales, basada en el respeto fundamental de los recursos 

naturales. Se pondrá en práctica un Plan Nacional de incremento de la producción agropecuaria 

con la introducción de técnicas modernas, vías adecuadas de comunicación, desarrollo de 

cooperativas de producción y comercialización; préstamos a largo plazo y bajos intereses a los 

campesinos y colonos productores por parte de las instituciones del Estado. Estas deberán 

considerar a la mujer campesina en igualdad de condiciones y derechos como usuarios de los 
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servicios y eliminarán la discriminación que se hace por motivos de edad para los prestatarios. Se 

exige cumplir los acuerdos de Diálogo Nacional sobre la Ley de la Reforma Agraria y Ley de 

Garantía de los derechos laborales y de asociación sindical en el campo. 

13. Por Reforma Urbana que expropie los lotes de engorde y por el desarrollo de un Plan de 

Construcción de Viviendas, cuyas cuotas no pasen el 15 por ciento del ingreso mensual del 

usuario. 

14. Por el respeto a los derechos de las comunidades indígenas sobre las tierras de resguardo y a 

la autonomía de los cabildos y demás formas de organización. Por la ampliación de los resguardos, 

por el desarrollo de la cultura indígena, el derecho a la educación bilingüe y el uso de la propia 

lengua. Por la prohibición de la entrega de tierras habitadas por indígenas como si fueran baldíos. 

15. Por el derecho al trabajo asalariado sin discriminación salarial ni sexual y con garantías 

sociales para ejercerlo. Por el cumplimiento de las disposiciones legales que establecen la igualdad 

de la mujer y el hombre en los diferentes terrenos. Reglamentar la ley 51 de 1981 contra toda 

forma de discriminación de la mujer. Por la eliminación de la subordinación de la mujer en su 

relación con el hombre. Por guarderías, lavanderías y restaurantes populares creados por el Estado 

y la empresa privada. Condiciones democráticas para la procreación de la familia, puesta en 

marcha por el Estado de métodos de planeación familiar efectivos y gratuitos, sin que ello indique 

injerencia estatal. Abolición del delito de aborto. 

16. Porque el estado asuma la totalidad de la financiación de la educación en todos los niveles. 

Por Reforma Universitaria Democrática que le devuelva la autonomía a la Universidad Pública y 

garantice la elección de sus directivos por los estamentos universitarios. Por el bienestar estudiantil 

y la legalización de las organizaciones estudiantiles, tarifa diferencial en el transporte de 

estudiantes y por la ampliación de cupos en colegios y universidades. Por una recreación deportiva 

gratuita y masiva, con una racionalización de desarrollo del deporte a través de la educación 

pública. 

17. Por la creación de un sistema nacional de salud que garantice la adecuada atención sanitaria a 

todos los colombianos. Por la congelación del precio de las medicinas y el establecimiento de la 

producción de medicamentos por cuenta del estado. Por el establecimiento de programas de 

protección a los ancianos y el reajuste de las pensiones de jubilación de acuerdo con el alza del 

costo de vida. Por énfasis en los planes estatales para la protección, formación y desarrollo de la 

población infantil. 
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18. Por el cumplimiento de los objetivos sociales de defensa ecológica y del medio ambiente, 

mediante suficientes recursos económicos y acciones coercitivas eficientes para frenar los abusos 

actuales de la propiedad privada sobre este bien social. 

19. Porque se garantice a los colombianos residentes en el extranjero el pleno ejercicio de sus 

derechos por parte de los diplomáticos nacionales, representándolos ante las autoridades locales y 

garantizándoles a su regreso la incorporación a la vida económica y política del país. 

20. Por una Política Internacional Independiente, libre de la injerencia del imperialismo yanqui. 

Por restaurar la soberanía patria lesionada por intereses extranjeros y por la teoría de la «Seguridad 

Nacional». Por la integración económica latinoamericana y caribeña y la formación de un nuevo 

orden económico internacional. 

21. Para ser viables las propuestas anteriores se requiere acción política de la Unión Patriótica, 

una actitud consciente y generalizada de aplicar formas de planificación científica, llevando a la 

práctica normas constitucionales vigentes, como la contenida en el artículo 32 de la Constitución 

Política que señala que el desarrollo económico, debe tener como objetivo principal «La justicia 

social y el mejoramiento armónico e integrado de la comunidad y de las clases proletarias en 

particular31. 

 

Lejos de ser una plataforma comunista o socialista, estos 21 puntos reflejan una propuesta 

de país garantista de derechos, con una apuesta de modernización del Estado y el sistema 

político, bajo una concepción nacionalista y democratizante. Tienen especial peso las luchas 

por servicios públicos y derechos como la salud y la educación, también el reclamo histórico 

de la democratización de la propiedad rural y la nacionalización de los hidrocarburos. 

Algunas de estas apuestas fueron incluidas posteriormente en la Constitución de 1991, por lo 

que incluso se puede pensar como una apuesta por el establecimiento de un Estado social de 

derecho. 

2. La estigmatización política contra la UP 

Sin embargo, esta propuesta política y especialmente tras sus primeros muy buenos 

resultados electorales, fue vista por sectores militares, de élites económicas y políticas, así 

 
31 Centro Nacional de Memoria Histórica. Todo pasó frente a nuestros ojos, 53. 
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como por el narcotráfico, como una amenaza para sus concepciones e intereses. Sobre la 

Unión Patriótica ha pesado la trayectoria de un país excluyente y que había perseguido 

históricamente a la diversidad política, con un fuerte rasgo de estigmatización y oposición 

frontal a una identidad política comunista considerada como enemigo.  

En Colombia, desde antes del surgimiento del conflicto armado, se ha construido una 

cultura política autoritaria que ha entendido a los contradictores políticos y otras alternativas 

políticas a los partidos dominantes como enemigos, haciendo que el trato hacia estos haya 

estado orientado por la destrucción, la persecución o la prohibición de su accionar. En 1928 

se emitió la Ley Heroica o de Defensa Nacional por medio de la cual se prohibió la protesta 

obrera, asociada al comunismo, al considerarla de alta peligrosidad y otorgó facultades 

espaciales a la Policía para la contención y juzgamiento de los trabajadores sindicalizados. 

Uno de los principales elementos de esta cultura política ha sido la estigmatización, que 

busca reducir al opositor o adversario político a una condición negativa, presentándolo como 

alguien peligroso para el conjunto de la sociedad, justificando con esto su persecución y 

legitimando públicamente a quien lo persigue. Dicha estigmatización promueve la idea que 

quienes son perseguidos y violentados son los responsables de su propio hostigamiento por 

su negativa naturaleza política.  

Estas han sido históricamente formas de imponer la construcción de una comunidad 

política edificada sobre la exclusión de otras identidades políticas que se distancien de las 

concepciones tradicionales del poder en el país, la propiedad o la religión. En Colombia la 

identidad política más estigmatizada ha sido el comunismo y por tanto todas las 

organizaciones y sectores políticos asociados a éste, incluso por momentos de nuestra historia 

su existencia ha estado prohibida de manera legal, como sucedió con la expedición por parte 

de la dictadura de Rojas Pinilla del Acto Legislativo No.6 de septiembre 7 de 1954 que 

«prohibía la actividad del comunismo internacional», a lo que se sumaría la prohibición de 

participar en «actividades de índole comunista» contenida en el Decreto No.34 de 195632, 

ilegalizando no solo al Partido Comunista sino a toda persona que expresara una identidad 

política cercana al mismo.  

 
32 Decreto 434 de 1956. Diario Oficial. Año XCII. N. 28995. 24 de marzo de 1956, 6. https://www.suin-

juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=1851495 
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Esta idea ha sido propia de la respuesta a las movilizaciones sociales y sindicales desde la 

Masacre de las Bananeras en 1928, pasando con el anticomunismo auspiciado por la jerarquía 

católica en los años 40-50, hasta una concepción contrainsurgente de las Fuerzas Militares 

colombianas que adoptaron la Doctrina de la Seguridad Nacional como orientador de su tarea 

de salvaguardar la seguridad del país bajo la doctrina del enemigo interno. En 1963, el 

Ejército precisaba esa división de la siguiente forma: «el límite entre amigos y enemigos está 

en el seno mismo de la nación […] se trata a menudo de una frontera ideológica inmaterial»33. 

El comunismo entonces fue visto por sectores políticos y parte de las élites económicas así 

como por los militares, alineados con la política internacional de los Estados Unidos como 

la principal amenaza para la nación y la seguridad de la misma, un documento oficial de 1964 

así lo retrataba:  

                  

[…] el comunismo acciona insidiosamente y con relativa impunidad para impedir la formación de 

un bloque opuesto homogéneo, […] trata sistemáticamente de socavar los cimientos de las 

organizaciones supranacionales de Occidente y las estructuras políticas, sociales, económicas, 

etc., de las naciones que lo componen. […] la guerra se desarrolla ya dentro de nuestras fronteras. 

Sus peligros son tan graves para la seguridad nacional como los de la guerra clásica, […] En 

definitiva, La destrucción de La nación, de La patria y de sus esencias permanentes, es el objetivo 

de este mortal enemigo. [Y añadía] […] nunca será exagerado el énfasis con que se señale el 

carácter antinacional del comunismo […] su propaganda, destinada a enmascarar sus verdaderos 

y ocultos propósitos. […] un solo fin último: La sustitución de La nación por el Estado satélite 

dócil a los dictados de la central roja internacional34. 

 

Con la supuesta claridad de quién representaba el enemigo para la seguridad nacional, las 

fuerzas militares construyeron una interpretación de un enemigo de dos caras, el Reglamento 

de Combate de Contraguerrillas de las Fuerzas Militares señalaba frente al enemigo «dos 

grandes grupos se pueden distinguir dentro de las fuerzas insurgentes: población civil 

insurgente y grupo armado»35, con lo que los grupos políticos y la población civil que bajo 

 
33 Ejército Nacional de Colombia, 1963, 32. Citado en Centro Nacional de Memoria Histórica. Todo pasó frente 

a nuestros ojos, 200. 
34 Citado en Centro Nacional de Memoria Histórica. Todo pasó frente a nuestros ojos, 197.  
35 Comando general de las fuerzas militares de Colombia, 1987, 91. 
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esta lectura se asociaba al comunismo representaban el mismo riesgo y necesidad de ser 

combatidos, al igual, que los propios grupos guerrilleros al margen de la ley. Un testimonio 

brindado por un ex oficial del Ejército Nacional a la Comisión de la Verdad ilustra estas 

concepciones de equiparar grupos políticos con grupos insurgentes que se impartían en la 

instrucción militar: 

«Sobre las Fuerzas Militares, el Ejército, la Fuerza Pública, algo bien irónico, están de 

alguna manera para combatir, para acabar si se quiere usar el término -el comunismo-, porque 

inclusive esa es la mentalidad con lo que lo reciben a uno en la Escuela Militar –hay un 

enemigo y se llama comunismo, hay un brazo político y hay un brazo armado, las FARC-. 

Desde que entra uno y es como la filosofía de las Fuerzas Militares y es a no dejarlo pensar 

a uno […] Era la instrucción militar de odio visceral, de un odio extraordinario llevado a los 

extremos contra el enemigo, el enemigo comunista bien ala política o bien ala militar, en 

particular ala militar, llámese FARC, ELN, por ahí en esa época se empezaba a hablar del 

EPL y otras cosas ahí. Es que el entrenamiento de esa época, de ese entonces en el Alma 

Mater del Ejército Nacional era eso “sube, sube guerrillero que en la cima yo te espero si con 

tus (me perdonan) guevas haré un llavero”-, y empezamos a cogerle odio a alguien que yo 

no conocía, que no sabía si se llamaba Pedro, Juan, Enrique, pero ese, ese fue, ese era el 

entrenamiento de ese entonces. No se trataba…y era de a diario y desde las 4 de la mañana 

hasta las 10, 11, de la noche, repitiendo cosas de ese tipo, y siempre orientado a que uno tenía 

que grabarse el chip “odio, odio, visceral, acabar, matar, no permitir, terminar comunismo, 

acabar con las FARC”, eso, eso así era»36. 

El adoctrinamiento y formación militar de los soldados resumía la concepción del enemigo 

interno en un burdo relacionamiento directo entre las agrupaciones políticas de izquierda y 

las guerrillas colombianas, violando con esto el principio de distinción consignado en el 

Derecho Internacional Humanitario que busca proteger a la población civil en medio de los 

conflictos armados. Esa forma de comprender la amenaza y el riesgo a la seguridad nacional 

llevó a las Fuerzas Militares a creer en un enemigo casi omnipresente, difuminado entre la 

población colombiana, viendo a parte de esta como la encarnación de enemigo:   

 
36 Entrevista 153-PR-00369. Hombre, Actor Armado, militar. 
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«El guerrillero es guerrillero y lo lleva en la sangre, tenga fusil, no tenga fusil, tenga 

uniforme, no tenga uniforme, puede estar acá haciendo inteligencia, ese es un guerrillero.  

ENT: ¿Cómo les decían que podían identificarlos si no llevaban un uniforme?  

TEST: Pues habían varios métodos de identificación, lo que hablábamos hace rato, el tema 

de la tortura, sacar información, por señalamientos, por evidencias, por fotos, por 

denuncias… […] por ejemplo, lo que yo les decía, el tema del comunismo, ¡yo nunca pude 

saber qué eso!, aún todavía no lo sé completamente, porque decían “usted ni lea esa vaina 

porque ¿cómo va a leer usted?, no hermano, usted resulta es siendo guerrillero»37. 

En 1982, previo a la existencia de la UP, el PCC era considerado un riesgo para la 

seguridad al nivel de las guerrillas de las FARC, el ELN, el EPL, el PLA-ADO (Pedro León 

Arboleda-Autodefensa Obrera38), y el M-19, y era objeto de inteligencia por parte de 

unidades militares. Una de las orientaciones ordenaba a sus hombres en terreno:  

 

2. Envíe nombres completos y Apellidos con cédulas de Ciudadanía y cargos de los integrantes 

del Comité Regional de Urabá, principales y suplentes.  

3. Envíe dirección, sede, personería jurídica, número de afiliados y mayores datos de interés. 

 

Con respecto a las labores de agitación y propaganda y organización: 

 

2. Envíe organización de las Células en su área de influencia, quienes la conforman, cargos, 

direcciones residencia, y número documento identidad. 

3. Informe cuándo, dónde y quién realiza reuniones clandestinas, temas tratados y sectores 

participantes. 

 

Con respecto a reclutamiento de nuevos miembros: 

 

 
37 Entrevista 185-PR-00004. Hombre, Actor Armado, militar. 
38 En realidad, el comando Pedro León Arboleda había surgido como una disidencia del EPL, mientras que la 

Autodefensa Obrera era un grupo independiente de este, pero el documento oficial de la Cuarta Brigada lo 

referencia de esta forma. 
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1. Informe campañas de reclutamiento realicen el PCC. Cuándo, dónde, y quiénes nombres y 

apellidos, nuevos militantes 

3. Informe que acogida tiene el PCC. en su jurisdicción civil urbana y campesina. 

 

Con respecto a campañas de proselitismo: 

 

3. Informe que medios de difusión (Radial o Escrito) realizan campaña en pro del PCC. Indicando 

nombres, propietario, horario, campaña difundida, dirección teléfono y otros datos de interés. 

 

Con respecto a las finanzas del PCC 

 

3. Informe qué personas apoyan económicamente al PCC en su jurisdicción indicando nombres, 

apellidos, dirección, valor contribución, si son adeptos o no y el motivo. Que los induce al apoyo39 

2.1. El encuadre político de la UP 

Si bien, el nuevo movimiento había emergido de los acuerdos de paz de La Uribe los altos 

mandos militares y sus ideólogos no hacían ninguna diferencia entre la guerrilla de las FARC 

y la UP, el General retirado Fernando Landazábal Reyes, quien fue ministro de Defensa entre 

1982 y 1983, señaló el 4 de julio de 1987 en un foro: 

 

El proceso de paz le dio la posibilidad al “Partido de la subversión” de legalizarse con un nuevo 

nombre, Unión Patriótica. Las FARC y la Unión Patriótica son la misma cosa, y no diferentes 

como lo afirmó el ministro de Gobierno actual. Se pactó con el brazo armado de la subversión y 

éste salió de la clandestinidad. Se avaló así el porte ilegal de armas, el secuestro, el boleteo, la 

extorsión y el chantaje. Ahora la subversión impulsa marchas campesinas como preparación para 

la insurrección general40. 

 

 
39 Cuarta Brigada. Ejército Nacional. Plan de Búsqueda. 1 de enero-30 de junio de 1982, 1-4. 
40 Citado en Centro Nacional de Memoria Histórica. Todo pasó frente a nuestros ojos, 201. 
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La participación electoral de la UP desde su primera concurrencia a elecciones en 1986 

fue señalada de proselitismo armado, sectores sociales como la propia Iglesia católica, a 

través de la Conferencia Episcopal acusó a la UP de ser parte de un plan de convertir a 

Colombia en un país marxista por lo que consideraba como algo no honesto, ni cristiano votar 

por extremistas o desarrollar alianzas con estos41. El ministro de Defensa entre 1986 y 1988, 

General Rafael Samudio en carta dirigida al presidente Virgilio Barco no sólo desconocía la 

naturaleza política de la UP y distorsionaba el sentido y actuación de la UP: 

 

Para la guerrilla, la actividad militar corre paralela a la acción política, de lo contrario la 

posibilidad de éxito se disminuiría en un grado considerable. En el campo político, la guerrilla 

colombiana ha demostrado extraordinaria habilidad; prueba de ello es que en la actualidad existe 

en el país un partido reconocido oficialmente que nació en el mismo seno de las FARC y fue 

alimentado por cabecillas de connotada habilidad política que los llevó, en elecciones 

democráticas, a ocupar escaños en el Congreso de la República. Su lucha política ha sido 

conducida de tal manera que estos parlamentarios provenientes de los grupos subversivos actúan 

abiertamente en la política nacional cuando les conviene y cuando no les conviene, algunos de 

ellos, pasan a la clandestinidad, ante la mirada indiferente de los colombianos42.  

 

A pesar de ser una alternativa al bipartidismo histórico, la UP era señalada como parte de 

una estrategia global de las FARC para tomarse el poder. Este señalamiento como un 

enemigo está claro en las palabras de un ex oficial del Ejército que concluyó ante la 

Comisión: «No importaba, no tenía cara, simplemente se trataba “el enemigo es el 

comunismo, es el socialismo, es [la] Unión Patriótica, es las comunidades... estudiantiles, es 

las ONGs, eso es el enemigo”»43. Lo que se ve reflejado en las apreciaciones de inteligencia 

del Ejército Nacional, sobre las proyecciones de las FARC en una de estas se lee: 

«paralelamente con el apoyo de la parte política PCC/LS UP) CONTINUARÁN 

DESARROLLANDO ACCIONES DE DESPRESTIGIO HACIAS LAS FUERZAS 

 
41 El Siglo, 1986. 22 de febrero. Citado en Centro Nacional de Memoria Histórica. Todo pasó frente a nuestros 

ojos, 266. 
42Carta del Ministro de Defensa general Rafael Samudio, al presidente Virgilio Barco, junio 12 de 1988. Citado 

en Centro Nacional de Memoria Histórica. Todo pasó frente a nuestros ojos, 98. 
43 Entrevista 153-PR-00369. Hombre, Actor Armado, militar. 
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ARMADAS»44. Con respecto a los supuestos objetivos identificados de la UP, la misma 

Apreciación de Inteligencia destacaba: 

  

- Infiltrar sindicatos, empresas, estamentos del estado 

- Incrementar campañas de desprestigio contra el gobierno, instituciones y fuerzas armadas en 

busca de su desmoralización y/o disminución del apoyo a la población civil45. 

 

Esta forma de distorsionar los propósitos de la UP desnaturaliza su carácter político 

democrático y señala a sus formas de hacer política y a sus propios militantes como miembros 

de la insurgencia, ilegales que infiltran, desprestigian y amenazan las instituciones del país. 

A pesar de que para 1988 ya se había dado el deslinde formal de la UP y las FARC, tras la 

ruptura de la tregua en 1987, y que los integrantes de esta guerrilla que estaban en la UP ya 

habían retornado a los campamentos guerrilleros, las fuerzas militares y el propio gobierno 

siguió con el discurso contra al movimiento político señalándolo como una parte orgánica de 

la guerrilla. El propio presidente de la República, Virgilio Barco en una entrevista dada a la 

revista inglesa «South» señaló en 1987 que existía una interdependencia entre la UP y las 

FARC, señalando la existencia de la primera como el partido de las guerrillas46. Mientras 

todo ese se daba, los militantes y cargos de la UP estaban siendo asesinados y desaparecidos 

desde 1985, siendo los años de mayor victimización 1987-88, sin ninguna reacción de 

protección efectiva por parte del Estado. 

Un ejemplo de esto puede observarse en la gráfica «Estructura orgánica de las FARC» 

construida en la Apreciación de Inteligencia 001 de 1988, donde la UP era señalada como 

una de las partes estructurantes de la guerrilla al punto de identificarla como una instancia de 

una relevancia equivalente o mayor al propio Secretariado, mientras que el PCC era leído 

como una instancia de dirección por encima del mismo Estado Mayor de la guerrilla.  

El ministro de Gobierno para 1990, Carlos Lemos Simmonds, en una entrevista publicada 

en marzo de ese mismo año sostuvo que «el país ya está cansado y una prueba de ese 

 
44 Ejército Nacional. Apreciación de inteligencia No. 001 de 1988. Bogotá, 12 de agosto de 1988. 
45 Ibid. 
46 El Espectador. «Controversia por declaraciones de Barco sobre el proceso de paz». 7 de abril de 1987.  
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cansancio es que en estas elecciones votó contra la violencia y derrotó al brazo político de 

las Farc que es la Unión Patriótica. Se van a enojar porque les estoy diciendo esto, pero ellos 

saben que es así»47, ratificando la idea que tenía el gobierno de un partido fachada de la 

guerrilla. El candidato presidencial de la UP, Bernardo Jaramillo sería asesinado días después 

de estas declaraciones del gobierno, luego de que él mismo había declarado que las palabras 

del ministro les había puesto la lápida al cuello. 

 

Gráfica No. 1: Estructura Orgánica de las FARC según inteligencia del Ejército Nacional 

 

 

Apreciación de inteligencia No. 001/88 del Comando del Ejército Nacional. 12 de agosto de 1988, 25. 

 
47 Revista Semana. «¿Quién mató a Jaramillo Ossa?». 24 de abril de 1990. 



 
 

44 
 

 

 

Imagen No. 2: Caricatura de «Ari» en el periódico La Patria de Manizales, marzo de 1990 

 

 

Fuente: Centro Nacional de Memoria Histórica. Todo pasó frente a nuestros ojos 

 

Tanto muchos ministros como militares entendieron a la UP como parte de las FARC y 

por tanto como enemigo interno. En el Manual de Contrainteligencia de 1993 del Ejército se 

identificaban las posibles amenazas a la seguridad nacional catalogándolas bajo listas Negras, 

Grises y Blancas, en las listas Negras se encontraban los enemigos de mayor riesgo, allí entre 

otros, se ubicaban los «líderes políticos conocidos o sospechosos como hostil hacia las 

Fuerzas Armadas o de intereses políticos del gobierno nacional»48. En la sección de 

 
48 Ejército Nacional. Manual de Contrainteligencia. 1 de diciembre de 1993, 99. 
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«Identificación de blancos de contrainteligencia» al precisar las Organizaciones y Grupos 

que hacían parte de las Listas Negras, el Ejército identificaba: 

 

1. Partidos políticos locales o nacionales, partidos que tienen en metas, creencias o ideologías 

contrarias o en oposición a las del gobierno. […]  

 

4. Las oficinas centrales de esas organizaciones hostiles según lo indica el Comandante de las 

Fuerzas Armadas, serán neutralizadas inmediatamente. Personalidades relacionadas con estas 

oficinas serán arrestadas y detenidas49  

 

Bajo los preceptos antes mencionados donde el mismo Ejército identificaba a la UP como 

una organización que tenía en sus objetivos el desprestigio de las Fuerzas Militares y del 

gobierno es apenas comprensible que entre estas agrupaciones enunciadas en las listas negras 

también se encuentre la UP. Los propios avances electorales de la UP eran percibidos por la 

fuerza pública como una amenaza, como lo recuerda un excoronel del Ejército Nacional que 

prestó servicio en Urabá: 

«…entonces el éxito de la UP y las Fuerzas Militares vieron a la UP como el brazo político 

de las FARC, aparte del que ellos tenían en sí mismos, y entonces que era una clásica forma 

de combinar las formas de lucha y si ven a la UP triunfando teniendo éxito electoral en Urabá 

lo que veo y se puede ver fácilmente es que las alertas se prendieron y la gente que no tenía 

una ética profesional bien cimentada fácilmente le dio apertura a los paramilitares que 

llegaron a Honduras, La Negra y demás porque consideraron que en esa forma se estaba 

bloqueando la posibilidad de que el comunismo internacional tuviera su punta de playa en 

Urabá»50. 

Las acusaciones contra la UP llegaron al límite de señalar también a los funcionarios y 

cargos públicos electos popularmente por este partido, a pesar de representar la voluntad 

popular de sectores importantes de la población nacional y regional en varias partes del país, 

militares y alcaldes del Meta señalaron en varias ocasiones a concejales de esta región de 

 
49 Ibid., 100. 
50 Testimonio Carlos Alfonso Velázquez, coronel (r) del Ejército y catedrático universitario. Evento Urabá: 

laboratorio de guerra y paz - Contribuciones a la verdad. YouTube. Comisión de la Verdad. 2021.  
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tener protección armada de las FARC: «Sobre los números de escoltas a los concejales de la 

(UP) los cuales utilizaban personal extraño específicamente bandoleros»51. Una 

excongresista, militante de la UP, recuerda la situación de señalamiento permanente en el 

Congreso de la República: 

«El gobierno toda la vida me ha catalogado a mí como guerrillera. Cuando yo estaba en 

el Congreso sufríamos muchísimo. Pues yo sí sufría, tal vez los compañeros no, porque en la 

Cámara, había como comandantes y excomandantes. […]Entonces yo sufrí porque había 

unos que verdad eran guerrilleros y yo no. Yo estaba recién retirada del Partido Liberal, 

reciencita. Es decir, me había retirado para que me postularan candidata a la Cámara, 

imagínese usted. No conocía el Partido Comunista ni conocía FARC. Salí de Arauca sin 

conocer nada. […]Y un día dijo en una reunión de parlamentarios de la UP, dijo [el ministro 

de Gobierno], “ustedes señores de las FARC. Me tienen secuestrado a fulano de tal. 'Mire 

señor ministro, disculpe. Le hago una aclaración, yo no soy de las FARC'“. Entonces los 

muchachos bravos con el otro me miraron y asintieron. El ministro se quedó mirándome, 

“cómo así doña Elsa”, dije, “no señor, no confunda. Yo no soy de las FARC”. […] Yo le 

digo a la gente y a los compañeros de la UP, “no, nosotros nunca nos quitamos ese estigma 

de que digan que somos las FARC. Vamos a tener que morir así, aunque no tenemos nada 

que ver. ¿Qué hacemos?»52. 

Esta forma de entender a proyectos políticos alternativos y de izquierda fue replicada por 

los grupos paramilitares que hicieron eco de la lectura del enemigo interno y la amenaza 

comunista. El excomandante paramilitar Iván Roberto Duque, conocido como ‘Ernesto Báez, 

señaló a la Comisión cómo sus hombres no distinguían entre combatientes y líderes sociales 

y políticos: «cuando en Urabá se formaron los famosos sindicatos de las FARC, el EPL y 

demás, el baño de sangre se incrementó espantosamente, porque siempre se pensó que quien 

se paraba en la plaza pública a defender los intereses de los obreros en Colombia, era un 

esbirro auxiliador de la guerrilla»53. La Sentencia contra el excomandante paramilitar Heber 

 
51 Acta No. 1071. Acacías, 28 de noviembre de 1988, 1. 
52 Entrevista 752-VI -00004. Víctima, mujer, excongresista. 
53 Informe. 240-CI-00389. Participantes. Comisión de la Verdad. ICTJ. ABC Paz. Narrativas de Excombatientes 

de organizaciones insurgentes y Autodefensas. 2020, 129.  



 
 

47 
 

 

Veloza García, ‘HH’ dejó en claro la relación entre estigmatización política, desempeño 

electoral y violencia contra la UP54: 

 

Este cambio en las relaciones políticas en Urabá, con el significativo crecimiento de la UP y en 

cierto grado del Frente Popular, con la reactivación de la lucha armada guerrillera y la polarización 

de actores, conllevó a sectores institucionales, estatales, gremiales de élite, de la fuerza pública y 

de opinión política, a señalar de manera injusta a estos proyectos políticos de ser expresiones 

insurgentes o subversivas, a la vez que a atacarlos desde el discurso anticomunista, arraigado desde 

décadas anteriores con la referida “doctrina de la seguridad nacional”. Lo cual derivó en la 

progresiva generalización de ataques de todo tipo y la búsqueda de su exterminio violento. 

 

La estigmatización se ha constituido en un factor de persistencia del conflicto armado en 

el país y específicamente del proceso de persecución y exterminio de la oposición política. 

Contra la UP ha sido un mecanismo usado por parte de sectores políticos dominantes de la 

política nacional en diferentes momentos históricos. Por ejemplo, en la campaña presidencial 

que buscaba la reelección del entonces presidente Álvaro Uribe, denominada «Adelante 

presidente», desarrollada en 2006, fue utilizado un supuesto mensaje de un campesino ex 

militante de la UP donde confusamente se presentaba su experiencia de militancia en este 

movimiento como si fuese un grupo armado: 

 

Señor Presidente: yo pertenecía a la UP, me parecía un buen movimiento, pero nos fuimos 

torciendo, matar por matar, hacer daño a los demás, matar civiles, eso está mal hecho. Está bien 

que usted los esté combatiendo, por eso hoy día lo apoyamos a usted con toda la que tenemos 

¡Adelante Presidente!55 

 

Si bien, la sentencia T-959/06 del Juzgado 53 Civil de Bogotá rechazó la pretensión de la 

UP de eliminar este mensaje de las redes de la campaña por considerarlo peligroso, es 

 
54 Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia contra Heber Veloza García, alias HH. 30 de 

octubre de 2012. 
55 Citado en: Juzgado Cincuenta y Tres Civil Municipal de Bogotá, Sentencia T-959/06. 23 de junio de 2006. 
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evidente que el contenido del mismo contenía una visión estigmatizante y revictimizante 

hacia la UP. 

2.2. La oposición de las Fuerzas Armadas a la UP 

«A ellos, los persiguen, también, ya era por ser miembros de la Unión Patriótica, a nosotros también, 

entonces, dec²an ñes que partido comunista UP y FARC, son la misma cosa, y todos son unos hps. Y a todos, 

hay que matarlosò. Y ah², comenz·, el genocidio de la Uni·n Patri·ticaè56. 

  

La política de paz del Gobierno de Belisario Betancur (1982-1986) recibió de inmediato 

rechazo y oposición de sectores de alta jerarquía de las Fuerzas Armadas que veían con malos 

ojos la solución negociada al conflicto y algunas concesiones otorgadas a la insurgencia en 

el marco de las negociaciones como el cese al fuego, la amnistía y la apertura democrática 

como la participación política de la UP y las reformas sociales del Plan de Rehabilitación 

Nacional. La política de paz creó entonces una fractura y crecientes tensiones al interior del 

Estado entre la parte civil del Gobierno de Betancur y las Fuerzas Armadas que privilegiaban 

la salida militar para «frenar al comunismo», encarnado particularmente en las FARC.  

Las Fuerzas Armadas veían como una muestra de debilidad estatal adelantar unas 

negociaciones en medio del cese al fuego reconociendo políticamente a su enemigo, su 

desconfianza se agudizó por la puesta en marcha de la implementación de algunos puntos del 

acuerdo sin la previa dejación de armas por parte de la guerrilla y por la creación de un 

mecanismo de participación política que contemplaba la incorporación de las FARC-EP a la 

política electoral como fue la UP.  

En el plano internacional los Acuerdos de La Uribe se enmarcan en un relanzamiento de 

la guerra fría con Ronald Reagan como presidente de los Estados Unidos (1981-1989) quien 

intensificó la competencia con la URSS, apoyando movimientos anticomunistas en diferentes 

partes del mundo. Esta política de seguridad estadounidense se extendió durante varios 

gobiernos al resto del continente desde mediados del siglo XX por medio de la influencia que 

este Estado mantiene sobre la región. Gran parte de la formación anticomunista y de la 

 
56 Entrevista 112-VI -00025. Mujer, víctima, sindicalista. 
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Doctrina de Seguridad Nacional se adelantó en la Escuela de la Américas, donde militares 

del continente recibieron formación ideológica, estratégica y táctica para luego desplegar 

mediante diferentes modalidades la guerra contrainsurgente. Un Mayor retirado del Ejército, 

compareciente ante la Comisión, recibió esta formación:  

«Muy marcado la injerencia de Estados Unidos en Colombia y obviamente en 

consecuencia con la guerra. En ese afán y en ese propósito pues la idea es que sus vecinos y 

sus aliados, pues no sean permeados por ese otro tipo de sistema de vida, de gobierno, de 

política como es la comunista. […] Siempre la inducción, capacitación, orientación 

académica, pedagógica, siempre fue anticomunista, y es una preocupación siempre y lo es 

hoy, de que los vecinos y aliados de Estados Unidos no sean permeados por otro tipo de 

cultura y forma de vivir, como puede ser la comunista»57.  

En ese marco la política de paz de Betancur y los Acuerdos de La Uribe fueron leídos por 

las Fuerzas Militares como una oportunidad para la guerrilla y el comunismo de avanzar en 

la estrategia de «combinación de todas las formas de lucha», en la que aprovecharían el 

momento político para participar de formas legales como la UP mientras se fortalecían 

militarmente para avanzar hacia la toma del poder. En 1982 las FARC adelantaron su VII 

conferencia donde reorientaron su estrategia y se fijaron un plan para la toma del poder, lo 

cual alimentaba la perspectiva de las Fuerzas Armadas.  

Los choques iniciales al interior del Gobierno Betancur se materializaron con múltiples 

desencuentros con su primer ministro de defensa, el General Fernando Landazábal Reyes, a 

quién Betancur solicitó su renuncia por diferentes declaraciones que torpedeaban su política 

de paz. El 13 de agosto de 1986, ya bajó el Gobierno de Virgilio Barco (1986-1990), 

Landazábal emitió una declaración titulada «Al oído de nuestros dirigentes» donde afirmaba 

sobre la UP: 

  

No es un partido nuevo, es simplemente un cambio de nombre asumido por el Partido Comunista, 

que le fue necesario realizar para quedar en condiciones de incorporar a sus huestes el brazo 

armado clandestino con que contaba, que públicamente había negado que le pertenecía, y al que 

mantenía en secreto como apéndice sustantivo en su lucha por el poder […] ¿No será mejor 

 
57 Entrevista 153-PR-00369. Hombre, Actor Armado. 
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auscultar el peligro que se cierne, agazapado tras los montes, con las armas de muerte en las manos, 

que vestido de túnicas blancas en los salones de las corporaciones públicas y asistiendo con alas 

de ángeles de la paz a las artísticas veladas de la casa de Nariño?58. 

  

Para Landazábal, como para una parte mayoritaria de las Fuerzas Armadas, la UP era una 

parte de la estrategia de las FARC, era mejor tenerlos haciendo la guerra para optar por un 

desenlace militar que participando de la política sin armas. Concebir a la UP como parte de 

las FARC conllevó a incluirla dentro del manto del enemigo. Atacar a la UP significó 

simultáneamente atacar a las FARC y así debilitar al comunismo internacional. Como 

reemplazo de Landazábal fue designado el General Gustavo Matamoros D’Costa quien 

asumió el cargo con una actitud más conciliadora: «Yo no tengo ni he tenido ninguna 

discrepancia con la Comisión de Paz. Nosotros (los militares) obedecemos las órdenes de 

nuestro superior directo y colaboraremos con él (el presidente Betancur) en todos los asuntos 

relacionados con la paz»59. Matamoros tuvo que abandonar prontamente el cargo por motivos 

de salud, en su reemplazo fue designado el General Miguel Vega Uribe quien continuó con 

la misma línea de Landazábal, pero sin conflictos públicos. Años después el General 

Landazábal fue asesinado en Bogotá por las FARC el 12 de mayo de 199860.  

La política de paz de Betancur fue percibida para las Fuerzas Militares como una doble 

afrenta: por un lado, los desplazaron del manejo de los asuntos políticos dirigidos por la parte 

civil del gobierno en contraste con el papel que jugaron durante el Estatuto de Seguridad, la 

salida a la guerra fue asumida por la Comisión de Paz, exigiendo la completa subordinación 

de los militares al poder civil y, por otro lado, las negociaciones le daban un reconocimiento 

político a su enemigo, que en el marco de la Doctrina de Seguridad Nacional fue leído como 

un avance del comunismo. Mientras las Fuerzas Armadas exigían la dejación de armas de las 

FARC para no rechazar la participación de la UP, las FARC veían en la victimización 

creciente contra la UP una razón para mantenerlas.  

 
58 Cardona, Jorge. Días de memoria. 
59 El Colombiano, Enero 20 de 1984. Citado en Fundación Ideas Para la Paz. Coronel (R) Carlos Alfonso 

Velásquez R. Las fuerzas militares en la búsqueda de la paz con las FARC. 2011, 11. 
60 Jurisdicción Especial para la Paz. Comunicado 132 de 2020: Farc asume responsabilidad en homicidio de 

Álvaro Gómez Hurtado y en otros cinco casos. 3 de octubre de 2020. 
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Las Fuerzas Militares mantuvieron la misma postura durante el Gobierno Barco en medio 

del recrudecimiento de la victimización contra la UP. Con el tiempo los Acuerdo de La Uribe 

se fueron fragmentando, las Farc se retiraron formalmente de la UP en 1987, pero la UP con 

su carácter autónomo continuaron su vida política con el estigma bajo sus espaldas. En un 

documento reservado de inteligencia del Ejército en 1988 continuaba esa asociación, 

teniendo a la UP como parte de FARC: 

  

Proyecciones parte política: La UP y el PCC/LS continuarán adelantando su actividad agitacional 

y de masas tales como paros, movilizaciones y marchas campesinas, huelgas y actos de protesta, 

que desemboquen en el “IV paro cívico nacional”, con el fin de preparar las condiciones necesarias 

para la insurrección general. Así mismo, como parte política de las autodenominadas FARC 

buscarán que el Gobierno Nacional, dialogue y pacte con la denominada coordinadora guerrillera 

simón bolívar, nuevos acuerdos que faciliten su estrategia, levante el estado de sitio e introduzca 

reformas favorables en la constitución nacional a sus objetivos políticos61. 

  

La doctrina anticomunista y contrainsurgente parte de la Doctrina de Seguridad Nacional 

antecede a la existencia de la UP, pero es precisamente en el contexto anterior a su 

surgimiento en los setenta y en el contexto de su nacimiento cuando su aplicación en 

Colombia fue más intensa y arraigada en la institución militar. El componente más agudo de 

esta doctrina se basa en la construcción de un enemigo interno que tenía una expresión 

armada y otra política, por eso gran parte de los movimientos sociales y políticos, como 

también partidos políticos de izquierda y oposición fueron encajonados como una amenaza 

para el orden social. Para combatir esta amenaza la guerra contrainsurgente se dirigió contra 

civiles, supuestos apoyos de las fuerzas insurgentes o impulsores de su ideología. Una parte 

de la sociedad participe de las disputas democráticas se convirtió en el enemigo comunista 

interno. 

«La doctrina de la Seguridad Nacional, en su versión norteamericana para América del 

Sur, que tiene que ver con la guerra fría y todo su planteamiento, con el surgimiento del 

fenómeno paramilitar. Entonces es el Estado el que legaliza la ideología anticomunista desde 

 
61 Ejército Nacional. Apreciación de inteligencia No. 001 de 1988. Bogotá, 12 de agosto de 1988. 
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los años 50´s del siglo pasado, es decir, una vez desarrollado el tema de la guerra fría, la 

ideología anticomunista, donde teníamos nosotros presencia en estas regiones, es la causante; 

con esa ideología comienza ese enfoque directo contra nosotros, a identificar a la Unión 

Patriótica como si fuera única y exclusivamente un espacio de comunistas; recordemos que 

la Unión Patriótica ni era comunista, ni era socialista, es un movimiento muy amplio, muy 

pluralista, por eso llegaron liberales, conservadores, independientes, gente sin partido, 

nosotros tuvimos un diputado en Antioquia, el que reemplazo a Gabriel Jaime Santamaría, el 

compañero Álvaro Córdoba, que era conservador y ejerció un papel muy importante. Y así 

otra serie de figuras, esa era una de las grandes características que tenía la Unión Patriótica, 

o tiene. Entonces, en esta concepción del enemigo interno, de guerra sucia, etcétera, vemos 

las raíces sobre las cuales el Estado despliega toda su violencia»62.  

Así, por ejemplo, en el Manual de Inteligencia de Combate (M.I.C.) – EJC 2-363 del 

Ejército de 1978 se concibe a la subversión como: «las actividades ilegales o legales, 

clandestinas o no, que buscan el cambio radical del sistema de gobierno de un país». Por lo 

que deben ser objeto de inteligencia «manifestaciones de protesta, mítines, actividades de 

tipo cultural deportivas» construyendo una imagen del enemigo omnipresente, en una 

concepción paranoica del orden: «el enemigo está en todas partes con su aparato político, sus 

organizaciones de masas, sus organizaciones de fachada y su brazo armado». En el mismo 

manual se establece como objetivos de inteligencia militar a «personas influyentes», 

«miembros de organizaciones políticas», «enemigos o neutrales con la fuerza pública»; y a 

las «agrupaciones políticas, sindicales, culturales, estudiantiles […] que representan interés 

por su influencia o sus actividades en la seguridad y el orden».  

En esta estrategia contrainsurgente se combinaron las acciones militares con las 

paramilitares, solo hasta 1989 con el Decreto 815 se derogó el Decreto legislativo 3398 de 

1965 que amparaba la participación de civiles en operaciones militares para el 

restablecimiento del orden y a los militares a proporcionar armas a los civiles. Legislación 

que permitió la creación legal de organizaciones paramilitares particularmente en el 

Magdalena Media en los ochenta que orientaron su accionar contra la UP. Sin embargo, en 

 
62 Entrevista 660-VI -00004. Víctima, Hombre, exiliado. 
63 Adoptado por Disposición No. 000029 de 14 de septiembre de 1978 del Comandante del Ejército Nacional. 



 
 

53 
 

 

el Gobierno de César Gaviria (1990-1994) la colaboración público-privada en la guerra 

contrainsurgente recibió un nuevo aire con la creación de las Convivir (Cooperativas de 

Servicios Especiales de Vigilancia y Seguridad Privada) mediante el Decreto 535 de 1993, 

resultando en impulso para las organizaciones paramilitares en regiones como el Urabá donde 

la UP sufrió una aguda victimización en la mitad de los noventa. 

Las Fuerzas Armadas recibieron acompañamiento e impulso de fuerzas políticas, elites 

locales y gremios económicos que compartían la concepción de seguridad nacional y veían 

en los esfuerzos de los acuerdos de paz y el surgimiento de la UP una amenaza para el orden 

y una afectación a sus intereses. 

3. Logros políticos de la UP: el alcance de una esperanza 

La UP se conformó como una organización política para participar de la democracia 

representativa, si bien a diferencia de otras formas partidistas tradicionales, su dinámica no 

estaba únicamente centrada en la lucha electoral y acompañaron luchas sociales que pasaban 

por otro tipo de mecanismos políticos no electorales. La mayor parte de sus esfuerzos se 

volcaron a la organización de una propuesta política y presentación a elecciones para ser 

gobierno en diferentes escalas (nacional, regional y local) y tener representación política en 

el Congreso de la República, Asambleas Departamentales y Concejos municipales. 

Menos de un año transcurrió entre su creación formal y la puesta en marcha de sus 

primeras campañas políticas para las elecciones de marzo y mayo de 1986. Su éxito, si se 

tiene en cuenta su juventud organizativa, su naturaleza política de izquierda y su origen en 

los Acuerdos de La Uribe, fue impactante. Lograron entrar en el espectro político y quitarle 

espacio al bipartidismo liberal y conservador reinante. Se convirtió en una esperanza de 

transformación de Colombia por la vía de una participación democrática. 

En los 16 años de participación electoral que comprende desde 1986 hasta el 2002 cuando 

llega a su fin en esa etapa, tras la violencia y persecución sufrida y la pérdida de su personería 

jurídica, lograron alcanzar cuatro curules propias en el Senado y diez más mediante 

coaliciones; seis curules propias y siete por coaliciones para la Cámara de Representantes; 

setenta y cuatro diputados propios y veintidós por coalición ante las Asambleas 



 
 

54 
 

 

Departamentales; mil treinta y nueve curules en los Concejos Municipales y 83 alcaldías 

propias y 191 mediante coaliciones64. 

 

Gráfica No. 2: Curules propias y en coalición UP 1986-2002 

  

 Curules Propias Curules en Coalición Total 

Senado 4 10 14 

Cámara 6 7 13 

Asambleas 74 22 96 

Concejos 1.039  1.039 

Alcaldías 83 191 274 

 

Fuente: Datos del Informe 365-CI-01260. Misión de Observación Electoral. Informe final para la 

Comisión de la Verdad sobre el impacto del conflicto armado interno en las elecciones en Colombia 

entre 1958-2018. 

 

Los mejores resultados electorales en la historia de su participación fueron los dos 

primeros: 1986-1988, después y como consecuencia de la persecución sufrida, los resultados 

decayeron notablemente, las coaliciones se acabaron y su presencia se vio reducida a lo local. 

En su primera participación en 1986 alcanzaron una votación de 329.000 votos, 

correspondiente al 4,5% del censo electoral, con resultados similares para las elecciones a la 

presidencia de ese mismo año con su candidato Jaime Pardo Leal.  

  

 
64 Informe 365-CI-01260. Misión de Observación Electoral. Informe final para la Comisión de la Verdad sobre 

el impacto del conflicto armado interno en las elecciones en Colombia entre 1958-2018. 2021, 137. 
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Gráfica No. 3: Curules propias y en coalición UP por años electorales 

 

 1986 1988 1990 

 Propias Coalición Propias Coalición Propias Coalición 

Senado 2 4   1 6 

Cámara 3 6   1 1 

Asambleas 17 12 23 9 11 1 

Concejos 325  256  9  

Alcaldías 24  17 107 11 6 

 

 1991 1992 1994 

 Propias Coalición Propias Coalición Propias Coalición 

Senado 1    1  

Cámara 2      

Asambleas   10  13  

Concejos   182  173  

Alcaldías   13 78 10  

  

 1997 2000 

 Propias Coalición Propias Coalición 

Senado     

Cámara     

Asambleas     

Concejos 49  45  

Alcaldías 5  3  

 

Fuente: Datos de CNMH. Todo pasó frente a nuestros ojos. 

 

Los logros electorales y las políticas que se empezaron a poner en marcha en diferentes 

ámbitos conllevaron un aumento de la violencia en su contra debido a que contrastaban y 
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confrontaban las políticas tradicionales hasta entonces, con una clara intención de eliminar 

su capacidad de acción convirtiendo el terror en un medio para su parálisis. Existió una 

relación directa entre la participación electoral y logros en cargos de representación política 

y la victimización sufrida que llevó a la eliminación progresiva de la UP de la competencia 

política, a pesar de haber insistido y confiado en la institucionalidad democrática como forma 

de construcción de paz y transformaciones sociales. Dicha relación entre mayor aceptación 

y resultados electorales y mayor violencia contra el grupo muestra una intencionalidad de 

atacar directamente su trabajo y capacidad de incidencia en las regiones donde estaba más 

implantado el proyecto.  

 

Imagen No. 3 

 

 

Fuente: Centro de Memoria, Paz y Reconciliación. Unión Patriótica imágenes de un sueño. 

CPDH. 201565. 

 

 
65 Centro de Memoria, Paz y Reconciliación. Unión Patriótica imágenes de un sueño. CPDH. 2015, 48. 
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3.1. Logros locales y regionales 

En la escala local y regional, la UP tuvo la acogida más contundente. Su éxito electoral 

fue consecuente con vincular a las periferias y los sectores excluidos colombianos. En su 

primera participación electoral en 1986 alcanzaron la impresionante cifra de 325 escaños a 

concejos en 167 de los 1.003 municipios existentes en el país para la época, tan sólo pocos 

meses después de su fundación. Esa fuerte irrupción en la representación política en 

diferentes regiones del país poco tiempo después de haberse constituido, mostraba un 

dinamismo y esperanza que cortaba con décadas de representación controlada entre el partido 

Liberal y Conservador, además de un escenario de esperanza en que los acuerdos de paz 

traerían un nuevo horizonte para Colombia. En las elecciones siguientes de 1988 la 

representación de la UP disminuyó un 22%, alcanzando 256 curules. Para las elecciones de 

1990 hubo un descenso dramático al solo salir elegidos en 9 puestos en concejos de todo el 

país, es decir se redujo hasta un 2,7% de la representación lograda en 1986. Este 

comportamiento se explica por la enorme cantidad de asesinatos ocurridos a finales de la 

década del ochenta contra militantes de este partido, en particular contra personas que fueron 

candidatas y electas en cargos de representación popular, así como la creciente 

estigmatización y señalamientos contra esa colectividad, la impunidad y falta de respuesta 

del estado y la falta de protección de los candidatos, a pesar del deslinde oficial de las FARC 

con el proyecto de la UP en 1987 tras el rompimiento de la tregua entre esta guerrilla y el 

Gobierno.  

La estigmatización de la UP asociándola con la guerrilla y la criminalidad por parte de 

poderes locales, Fuerzas Armadas y estamentos del gobierno siguió siendo un factor clave 

que facilitó la violencia en su contra. Distintas autoridades y la actuación de grupos 

paramilitares posicionaron en el imaginario de la sociedad colombiana el señalamiento de 

izquierda- comunista-guerrillero- enemigo, legitimando los ataques en su contra. En 

Coyaima, Tolima, donde a pesar de esto ganaron la Alcaldía, uno de los concejales de la 

época, habló sobre la criminalización y señalamientos contra la UP que acompañaron las 

campañas: 
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«Juro por el amor de mis hijos, por el amor de mi municipio, de mis compañeros, que 

jamás mis manos han empuñado un fusil, ni una granada, nunca he disparado un arma de 

fuego, jamás, ni he cargado un cuchillo en la cintura, nada. Y uno siempre señalado por ser 

de izquierda es señalado de ser guerrillero, secuestrador. Por ejemplo, allá en Coyaima -

Tolima un señor -ya se murió ese señor-, se llamaba José C. a todo momento decía que nos 

otros éramos bandoleros “los bandoleros de la Unión Patriótica”. La vez que ganamos la 

alcaldía ¿sí?, la vez que ganamos nuestra alcaldía resulta que teníamos unos amigos que eran 

músicos que tenían una papayera, los tipos viendo que nosotros teníamos harta fuerza se nos 

acercaron y la papayera nos acompañaba por todo el municipio a todos los eventos. Y 

ganamos las elecciones y el hombre de la piedra por allá dijo “ha ganado la banda de la Unión 

Patriótica, la banda de secuestradores y la banda de músicos”, que los secuestradores éramos 

nosotros y la banda de músicos eran los compañeros que nos andaban acompañando, “ahí 

está la plata de los secuestros”, que dicen que se nos fue mucha plata en las elecciones y es 

pura paja»66. 

En medio del enorme impacto sufrido, la UP apoyó también el proceso constituyente de 

1991. En 1992, la UP retomó una parte del espacio ganado en los concejos al elegir 182 

escaños. Sus resultados muestran también una nueva posibilidad de cambio en el escenario 

institucional y la construcción de la paz, con los acuerdos logrados con el M19 y otros grupos 

armados. En los siguientes años mantuvo alguna presencia marginal en los concejos hasta la 

pérdida de la personería jurídica, concentrada en algunas regiones como Arauca y Meta. En 

1994 con 173 puestos, en 1997 también con 173 puestos y habiendo perdido su 

representación en el congreso o senado después de los asesinatos de líderes como Manuel 

Cepeda y el exilio de Hernán Motta y Aida Avella. En el 2000, en pleno auge de la campaña 

paramilitar en todo el país, la UP solo obtuvo 45 escaños locales. Durante los años en que la 

UP estuvo activa electoralmente previo a la pérdida de su personería jurídica que se dio en 

2002 debido a sus escasos resultados como consecuencia de la violencia sufrida, contó con 

escaños en municipios de casi todos los departamentos del país, exceptuando el Amazonas y 

San Andrés. Con especial fuerza en concejos de municipios del Urabá, Arauca, Guaviare, 

 
66 Entrevista 660-VI -00006. Hombre, víctima, exconcejal. 
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Meta, Caquetá y nordeste antioqueño. Según el presidente del Consejo de Estado, institución 

que restituyó la personería jurídica a la UP en 2013: «El partido venía sometido a genocidio, 

a una forma sistemática de ir eliminado a candidatos, a militantes. Lo que pasó en 2002 no 

fue que no obtuvo votación ni una curul, sino que por esas circunstancias no se presentó a la 

contienda política»67. 

Los concejos municipales fueron el lugar de presencia persistente de la UP, aunque 

progresivamente disminuyeron su número. Desde estos lugares lograron adelantar control 

político local, impulsar proyectos, conectarse con los ciudadanos en la escala local, formar 

dirigentes e impulsar trabajos donde las alcaldías eran propias. De los 1.039 escaños 

conseguidos por la UP, en todos sus periodos, 66 lo asumieron mujeres (6,4%) aunque 

algunas de ellas tuvieron cargos importantes como alcaldesas, diputadas o senadoras68. 

 
67 Asuntos Legales (Colprensa). «Consejo de Estado devuelve Personería Jurídica a la UP». 9 de julio de 2013 
68 Torres Mateus, Carlos Andrés. «Mujeres en la Unión Patriótica». Tesis de Maestría. Universidad Nacional 

de Colombia. 2020, 89. Para 1986-1988, Isabelina Torres en Turbo (Antioquia), Fanny Leyva Ortiz en Calamar 

(Guaviare), Ana Elsa Rojas Rey en Popayán (Cauca), María Inés Pacheco en Dolores (Tolima), Imelda Daza 

Cortés en Valledupar (Cesar), Beatriz Montero en Mahecha de Lejanías (Meta), Jenny Sánchez en Apartadó 

(Antioquia), Emilce Puerta en Chigorodó (Antioquia), Amparo Jiménez en Mutatá (Antioquia), Ermelinda de 

Daza en Pasca (Cundinamarca), Edilma Moreno Úsuga en Apartadó (Antioquia), Leonor Ferreira en Rionegro 

(Santander), Ericinda Neira Díaz en Vistahermosa (Meta), y Janet Muñoz en Balboa (Cauca). Para 1988-1990, 

Jahel Cano en Segovia (Antioquia), Jahel Quiroga en Barrancabermeja (Santander), Rosa Margarita Daza 

Duque en San Rafael (Antioquia), Luz Gloria Vásquez Velásquez en Segovia (Antioquia), María Paulina 

Garzón Clavijo en Yondó (Antioquia), Luz Odilia León Ramírez en El Castillo (Meta), y Olga Inés Betancur 

Orozco en Remedios (Antioquia). Para 1990-1992, Mónica Benítez Úsuga en Mutatá (Antioquia), Teresa Díaz 

de Ortiz en El Zulia (Norte de Santander), Jahel Quiroga en Barrancabermeja (Santander), Rosalba Camacho 

en Prado (Tolima), y Rosemary Betancur en El Paujil (Caquetá). Para 1992-1994, Aida Yolanda Avella 

Esquivel en Bogotá (Cundinamarca), Reina Luz Pulgarín en Chigorodó (Antioquia), Emilsa Peñata Torres en 

Mutatá (Antioquia), Martine Sandoval Rozo Arauquita (Arauca), Amelia Sandoval Tabera en Fortul (Arauca), 

María Carmelita Solorzano en El Colegio (Cundinamarca), Ana Cecilia Barragán en Cabrera (Cundinamarca), 

Ana Luz Cuchimba Paya en El Castillo (Meta), María Hermelinda Castellano en Icononzo (Tolima), Rosemary 

Betancourt en El Paujil (Caquetá), Teresa Díaz de Ortiz en El Zulia (Norte de Santander), Olga Inés Betancur 

M. eb Remedios (Antioquia), Gladys Perdomo de Motta en Gigante (Huila), María Cruz Jiménez en Urrao 

(Antioquia), y Carmen Cecilia Chávez Villalba en Quinchía (Risaralda). Para 1994-1997, Gloria Fátima en 

Remedios (Antioquia), Myriam Monsalve en Saravena (Arauca), Ligia Margoth Morales Moreno en Pasca 

(Cundinamarca), María Myriam Quintero en Calamar (Guaviare), María Libia Duque en Calamar (Guaviare), 

Beatriz Monteo de Mahecha en Lejanías (Meta), María Lilia Andrade García en Vistahermosa (Meta), María 

Stella Cepeda en Pasto (Nariño), Aida Yolanda Avella Esquivel en Bogotá (Cundinamarca), Carmen Tulia 

Carrero Puentes en Fortul (Arauca), María Lilia Rubio Ramírez en El Castillo (Meta), y Liney Ramos en 

Apartadó (Antioquia). Para 1997-2000, Lilia Sarmiento en La Uribe (Meta), Ana Denis Toloza Angarita en 

Tame (Arauca), Teresa Hernández en Tabio (Cundinamarca), Claudia Henao en Mosquera (Cundinamarca), 

Carmen Tulia Carrero Puentes en Fortul (Arauca), e Isveneida Mosquera de Mosquera (Cundinamarca). Y para 

2000-2003, Yosme Claret Zapata Labrado en Arauquita (Arauca), Benicia Gómez Nieves en Miraflores 

(Guaviare), Arledis Poloche Tique en Coyaima (Tolima), Rosalba Gavilar Novoa en Puerto Rico (Caquetá), 

Carmen Tulia Carrero Puente en Fortul (Arauca), María Yaneth Hernández Díaz en Miraflores (Guaviare), y 

María Doris Rivera en Vistahermosa (Meta). 
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Por ejemplo, en Riosucio, un municipio del Urabá Chocoano, en las elecciones de 1990, 

la UP alcanzó la alcaldía y obtuvo mayoría en el concejo, contando con un apoyo popular 

inesperado. Un concejal de ese municipio narró a la Comisión ese momento de éxito local 

para la UP: 

«En el año 90 volví y aspire al concejo municipal, en esa elección de Mario Arce no 

solamente ganamos la alcaldía sino la mayoría del concejo, éramos, cuando yo llegue al 

concejo éramos 9 concejales se aumentó a 11 por el censo poblacional, se aumentó a 11 nos 

aumentaron 2 y nosotros estábamos escasos de cuadros políticos y no pensamos que 

tendríamos esa avalancha de respaldo popular e inscribimos apenas 7 personas y de esas 7 

salieron, de 11 salieron 7 tuvimos la mayoría y nos sobró voto porque o sea sacamos los 7 

que en la lista, esos 7 salieron si hubiéramos metido más hubieran salido más»69.  

Como en este municipio, en otros cientos la acogida fue inesperada. En muchos de estos 

fueron elegidos en la presidencia de estas corporaciones miembros de la UP, incluyendo a la 

capital Bogotá. Otra de estas personas, antes de verse obligada a exiliarse tras un atentado, 

narra el momento en el que asumió dicha responsabilidad: 

«Allí fue cuando duplicamos la votación en el segundo período, en la primera fueron 11 

mil votos, y en la segunda como 23 votos, la cosa fue que dupliqué, fui la concejal más votada 

en Bogotá en el segundo período; entonces, en reconocimiento, me nombraron presidenta del 

Concejo. Eso fue para mí una experiencia muy buena, porque a lo último...aprendí mucho, 

pero también recibí algunos reconocimientos, recuerdo mucho a la secretaria de esa época, 

que había estado conmigo esos tres meses, a lo último llorando me dijo: “es la primera vez 

que el presidente de un concejo no recibe dinero, por mis manos han pasado cajas y cajas de 

plata. Es la primera vez, desde que yo estoy en ese concejo, que un presidente no recibe 

plata”, eso me llenó de mucha alegría, pero también de mucha preocupación, porque sentía 

que estaba con un grueso de corruptos impresionante, como lo vuelvo a repetir ahora en el 

congreso, corruptos por todos lados»70. 

En medio de la violencia en su contra, los concejos se convirtieron también en escenarios 

de denuncias de la sistemática persecución y estigmatización que vivía a diario este partido 

 
69 Entrevista 660-VI -00010. Hombre, víctima, exconcejal, exalcalde. 
70 Entrevista 660-VI -00008. Mujer, víctima, líder política. 
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político, muchas veces ante la indiferencia de otros partidos políticos, el Gobierno y la 

sociedad colombiana: 

«Esa fue una de las cosas más complicadas que tuve en la vida política, porque era 

presidente de la Unión Patriótica, era la concejal de Bogotá, tenía mucha prensa, entonces 

todo el genocidio, en los momentos duros, todos recaían sobre mí. La gente acudía porque 

era la que tenía un poco de periódicos, de cosas, esa fue una época muy difícil, no solamente 

para mí sino para todos los funcionarios de la UP, que tenían que recibir las noticias de las 

amenazas, de los asesinatos, de los atentados, de las desapariciones. El concejo prácticamente 

se volvió un puesto de vocería de todo lo que nos estaban haciendo en el genocidio, fue muy 

complejo»71. 

A diferencia de otras corporaciones, en los concejos no tuvieron protagonismo las curules 

alcanzadas mediante coaliciones con otras fuerzas políticas. Aunque muchos liderazgos 

locales pertenecientes a partidos tradicionales, entusiasmados por la apuesta UP decidieron 

integrar sus listas. Este es el caso de Antonio Quiroz, concejal electo en 1986 en Berrecil, 

César, quien provenía del Partido Conservador. Alguien quien también resultó electa en esa 

ocasión, relató el contexto de éxito electoral e inmediata persecución en el César durante esos 

años: 

«Elegimos diputado a la Asamblea y elegimos 7 concejales en 7 municipios distintos. Eso 

fue sorprendente. Nosotros mismos no lo creíamos. De esos 7 concejales y de ese diputado, 

la única sobreviviente soy yo, que fui elegida concejal de Valledupar. Todos los demás fueron 

asesinados y todos esos crímenes están en la impunidad. No se sabe quiénes dispararon y eso 

es lo de menos. Tampoco se sabe a ciencia cierta quiénes fueron los determinadores. Es parte 

del genocidio contra la Unión Patriótica. El primer concejal nuestro fue asesinado el 11 de 

abril del año 87, Antonio Quiróz, en Becerril, Cesar. Él había sido el concejal más votado en 

las elecciones en Becerril. Pertenecía al Partido Conservador, había sido dos veces concejal 

por el Partido Conservador, pero le encantó la propuesta de Unión Patriótica con un fervor y 

un entusiasmo increíbles. Bueno, fue elegido y casi que no pudo ejercer porque fue asesinado. 

 
71 Ibid. 
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El crimen contra Toño Quiróz nos llenó de pánico, entendimos que la situación era muy, muy 

difícil...»72. 

Antonio Quiroz fue el primer concejal asesinado del César y uno de los primeros 

concejales UP asesinados en el país. Con el tiempo los homicidios contra cargos electos 

popularmente adquirieron un carácter sistemático e hicieron que la UP no tendría condiciones 

para seguir presentándose y siendo elegida en elecciones. De los 1.039 concejales y 

concejalas elegidas 165 fueron asesinados, y varios centenares más fueron objeto de 

atentados de los que sobrevivieron. 

La siguiente gráfica muestra el comportamiento electoral en los concejos municipales y 

su paulatino declive. Con esto se hace evidente el impacto de la violencia sufrida que 

conllevó de forma creciente su imposibilidad de participación y la eliminación progresiva de 

su presencia local, donde la UP tuvo un desarrollo político más prolongado y significativo. 

En los demás escenarios electorales su declive fue más acelerado, primero siendo eliminados 

del escenario nacional, luego del regional y por último del local. Esa dinámica por niveles 

muestra la mayor incidencia y fragilidad de los escenarios regionales y nacionales y donde 

la UP era más visible políticamente. En 1990 tras el primer pico de violencia en su contra, 

luego de las elecciones de 1986 y 1988, la mayor parte de las candidaturas se retiraron y las 

que no lo hicieron optaron por participar bajo otros partidos, movimientos o coaliciones para 

tratar de evitar la muerte. La violencia en su contra funcionó tanto para condicionar a sus 

candidatos como a sus votantes. 

  

 
72 Entrevista 001-VI -00007. Mujer, víctima, líder política. 



 
 

63 
 

 

Gráfica No. 4: Presencia de la UP en los concejos municipales con curules propias (1986-2002) 

 

 

Fuente: Datos de CNMH. Todo pasó frente a nuestros ojos. 

 

En las asambleas departamentales también la UP tuvo una presencia importante. En estas 

corporaciones, las curules obtenidas mediante coaliciones fueron significativas, 

particularmente en las elecciones de 1986 y 1988, después las coaliciones desaparecieron, 

ante el miedo a asociarse con este partido, lo que hizo que los militantes y cargos de la UP 

se quedaran más solos, y la debilidad política provocada por la persecución en su contra. En 

1986 obtuvo 17 escaños propios y 12 en coalición; en 1988 alcanzó 23 puestos propios y 9 

mediante coalición; en 1990 logró 11 lugares propios en asambleas departamentales y tan 

solo 1 en coalición; en 1992, 10 propios y en 1994 concluyeron su participación en estas 

corporaciones con 13 lugares propios. Del total de 96 lugares alcanzados en las asambleas 
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departamentales en este periodo, 8 fueron mujeres73. Los departamentos donde tuvieron 

mayor y más constante representación fueron Antioquia, Cauca, Meta, Arauca, Guaviare y 

Caquetá. 

Al igual que en los concejos, el éxito electoral en las asambleas departamentales los tomó 

por sorpresa y muchas veces sin experiencia, ni conocimiento sobre el funcionamiento del 

Estado. Su tránsito por las dichas corporaciones implicó también un proceso de formación 

acelerado y un acercamiento con las dinámicas del Estado. Uno de estos políticos de la UP, 

que venía como delegado de las FARC, narró cómo después de esta iniciación en la política 

legal su vida cambió y no regresó a las armas. A la Comisión narró esa experiencia al llegar 

a dicho cargo: 

«Nos sorprendimos primero porque yo era el más joven de los diputados de la Asamblea 

del Cauca, todos bordeaban unas edades de más de 35 años, de 40, 50, 60 años y yo era un 

muchacho y segundo porque el Cauca tradicionalmente ha sido manejado por unos sectores 

muy de extrema derecha y supremamente radicales y este departamento ha sido más godo 

que liberal […] sorprendidos porque con un diputado, mientras que los demás sectores, los 

conservadores tenían la mayoría y los seguían los liberales y cómo fue que ellos de un 

momento a otro proponen que yo dirigiera la Asamblea, entonces yo además de perplejo, me 

causó un susto porque yo dije “Bueno y esa vaina ¿cómo se dirige? ¿Cómo se maneja?”, me 

tocó que aprender a las carreras, leerme las normas, el reglamento y preguntaba quiénes 

habían pasado por ahí cómo era eso, porque yo tenía que ver con normas del orden 

departamental que seguramente el gobernador tenía que enviar y yo tenía que darle el 

procedimiento adecuado, entonces me tocó aprender rápidamente, entonces yo reconozco 

que nosotros salimos sin preparación administrativa para asumir ese tipo de cargos»74. 

 
73 Para 19886-1988, Cecilia Muñoz en Valle del Cauca (Unión Patriótica-Alianza Nacional Popular) y Nelly 

Suárez en Caquetá (Unión Patriótica en coalición con colectividad política no identificada). En 1988-1990, 

Irene Cadena en Guaviare (Unión Patriótica). En 1990-1992, Gloria Díaz en Atlántico (Unión Patriótica) y 

Graciela Tobón en Quindío (Unión Patriótica en coalición con colectividad política no identificada). Para 1992-

1994, Beatriz Helena Gómez Pereañez en Antioquia (Unión Patriótica). Para 1994-1997, de nuevo Beatriz 

Helena Gómez Pereañez en Antioquia (Unión Patriótica). Y para 1997-2000, Gladys Oliveros en Atlántico 

(Unión Patriótica). Torres Mateus, Carlos Andrés. «Mujeres en la Unión Patriótica», 82. 
74 Entrevista 660-VI -00002. Hombre, víctima excombatiente. 
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Para las elecciones de 1997 las candidaturas de la UP a las asambleas se retiraron por falta 

de garantías. De las 96 personas elegidas como diputadas de la UP, 14 fueron asesinadas 

afectando significativamente su poder regional, una de cada siete, a lo que se suman varios 

sobrevivientes de atentados. 

Una diputada de Antioquia de la UP a principios de los 90, y que conoció muchas de las 

regiones en los territorios en este departamento en su liderazgo político, particularmente la 

situación del Urabá y el Magdalena Medio, recordó ante la Comisión de la Verdad, la 

violencia que experimentaron desde finales de los ochenta: 

«Simplemente fue algo sistemático. Fue sistemático y fue continuo para exterminarnos. 

Eran muy selectivos, eran muy selectivos porque era para acabar con la organización política 

y así lo lograron [llora]. Nosotros tuvimos que salir de la región. De un sinnúmero de alcaldes 

pasamos a no tener nada. Lo mismo ocurrió en la parte del Magdalena Medio y en otras tantas 

regiones. Y era una destrucción total, era desaparecernos del mapa. Por ejemplo, en el 

Magdalena Medio, en La Sierra, hasta destruyeron la sede del sindicato de Colcarburos y 

pasaron una carretera porque no querían que quedara el testimonio, el testimonio físico de 

esa sede sindical. La sede de la Unión Patriótica, la sede del Partido Comunista se la tomaron 

los paramilitares»75. 

  

 
75 Entrevista 001-VI -00010. Mujer, exiliada, política. 
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Gráfica No. 5: Diputados propios y en coalición de la UP en asambleas 1986-2002 

 

 

 

Fuente: Datos de CNMH. Todo pasó frente a nuestros ojos. 

 

3.2. Logros y representación en el ámbito nacional 

En el Congreso de la República sus logros fueron más limitados que en ámbito regional o 

local, pero muy simbólicos y con incidencia en la política nacional. En total accedieron a 4 

escaños propios en el Senado y 10 mediante coalición, mientras en la Cámara de 

Representantes a 6 propios y 7 por coalición. Durante estos años la política de alianzas, que 

reflejaba el diálogo y la amplitud de su apuesta política, fue determinante para aumentar su 

influencia política.  
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En las elecciones legislativas de marzo de 1986, tras cuatro meses de campaña resultaron 

elegidos en 4 curules en coalición y 2 propias: Jaime Montoya Sánchez y Hernando Hurtado 

Álvarez y mediante coalición Félix Tovar (Coalición Regional Departamental), Guillermo 

Plazas Alcid (Movimiento de Convergencia), Pedro Nel Jiménez Obando (UP - Nueva 

Fuerza Liberal) y Guillermo Alfonso Jaramillo Martínez por el Tolima (Movimiento Político 

Tolima Libre). Para la Cámara resultaron electos en 6 curules en coalición y 3 propias: José 

Ovidio Marulanda Sierra por Antioquia, Gilberto Vieira White por Cundinamarca y Hernán 

Motta Motta por Santander. Y por coalición Alfonso López Cossio por Bolívar (Frente 

Liberal y UP), Henry Millán González por el Caquetá (Coalición Regional Departamental 

UP, Unidad Popular, Nuevo Liberalismo, Movimiento Firmes y Frente Democrático), Julio 

Enrique Ortiz Cuenca por el Huila (Movimiento de Convergencia Liberal y UP), Betty 

Camacho de Rangel por el Meta (Unión Patriótica y Nueva Fuerza Liberal), Alfonso Gómez 

Méndez por el Tolima (Movimiento político Tolima Libre, Liberal Oficial, UP, Nuevo 

Liberalismo, Movimiento Amplio y Democrático y Rescatemos el Tolima) y Elsa del Carmen 

Rojas de Fernández por Arauca (UP y Movimiento Liberal Orticista Independiente)76. En 

estas elecciones resultaron elegidos Luciano Marín conocido en la guerra como Iván 

Márquez (como suplente de Henry Millán) y Carlos Enrique Cardona Henao conocido en la 

guerra como Braulio Herrera (como suplente de Gilberto Vieira) en su momento delegados 

de FARC para integrar la UP y que, con el rompimiento de la tregua y el deslinde oficial de 

las FARC de la UP en 1987, regresarían a las FARC-EP. 

Otro de los miembros de este partido, que militó en el Frente Amplio del Magdalena 

Medio, movimiento que se integró a la UP, narró los éxitos electorales conseguidos fruto de 

alianzas amplias territoriales: 

«Nos convertimos en la segunda fuerza política municipal sin dinero, sin clientela y sin 

aparato político gubernamental. Fuimos la segunda fuerza política después del Frente de 

Izquierda Liberal Auténtico, FILA, que dirigía el senador Horacio Serpa Uribe. Le voy a 

hacer mención hasta dónde llegaba nuestra amplitud; para nosotros en la idea de la región y 

el país nosotros convergíamos con las ideas del M-19 de Bateman: la patria, la nación, eso lo 

 
76 Centro Nacional de Memoria Histórica. Todo pasó frente a nuestros ojos, 62. 
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teníamos claro, y la idea de patria que encarnaba la UP también era para nosotros: primero 

la patria. Llegamos a ser segunda fuerza política cuando hicimos el acuerdo con la Unión 

Patriótica y elegimos representante a la cámara a Leonardo Posada Pedraza. La UP hizo por 

allá los acuerdos en Bucaramanga, pero nosotros con nuestros votos locales llevamos a 

Leonardo a ser representante a la Cámara. Claro que él no puede ejercer la curul porque a él 

lo asesinan en abril del 86»77. 

Después de 4 años, luego del asesinato de varios congresistas como Leonardo Posada el 

30 de agosto de 1986 en Barrancabermeja, Pedro Nel Jiménez el 1 de septiembre de 1986 en 

Villavicencio, Octavio Vargas (representante suplente a la Cámara) el 14 de diciembre de 

1986 en San José del Guaviare y Pedro Luis Valencia Giraldo el 14 de agosto de 1987 en 

Medellín, y de múltiples liderazgos territoriales, sus resultados electorales cayeron de forma 

inexorable. El impacto del exterminio de dichos representantes tuvo un enorme impacto 

también nacional. 

Para 1990 resultaron elegidos solo un senador y un representante propios. Diego Montaña 

Cuellar a la Cámara por Cundinamarca y Bernardo Jaramillo Ossa al Senado. Y alcanzaron 

una curul más por coalición a la Cámara y 6 al Senado. Sin lugar a duda, la violencia desde 

las elecciones anteriores condicionó enormemente su desempeño, el miedo de la gente, de 

sus votantes, bases sociales y cargos políticos, e influyó negativamente en la posibilidad de 

construir alianzas e incluso en la cantidad de candidaturas presentadas. Su voz en el Congreso 

se asfixiaba, mientras no se tomaban medidas para evitarlo. 

A finales de 1990, en medio de la crisis política, social y humanitaria que sacudía al país, 

se llevaron a cabo las elecciones para elegir un grupo de 70 representantes a la Asamblea 

Nacional Constituyente con la tarea de redactar la nueva constitución que sería promulgada 

en 1991. En esta elección anómala, la UP alcanzó dos escaños: Aída Avella y Alfredo 

Vázquez Carrizosa por medio de la Lista Única por el Derecho a la Vida integrada por ¡A 

Luchar!, artistas, intelectuales y líderes sociales. El Partido Liberal (29 escaños), la Alianza 

Democrática M-19 (19 escaños) y el Movimiento de Salvación Nacional (11 escaños) 

obtuvieron la representación mayoritaria.  

 

 
77 Entrevista 660-VI -00003. Hombre, víctima sindicalista, líder político. 
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Imagen No. 4 

 

 

Fuente: Centro de Memoria, Paz y Reconciliación. Unión Patriótica imágenes de un sueño. 

CPDH. 201578. 

 

La desmovilización de las insurgencias del M-19, PRT, EPL, Maqlm y el fracaso de las 

negociaciones con la Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar cambió el panorama político. 

 
78 Fuente: Centro de Memoria, Paz y Reconciliación. Unión Patriótica imágenes de un sueño. CPDH. 2015, 51. 
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El M-19 captó una parte importante de sus votantes y algunos de sus integrantes y candidatos. 

Una de las constituyentes por la UP reconstruyó la experiencia de esta lista unitaria: 

«Llega el día de las elecciones y la lista nuestra, que era la lista por la vida, pues tiene 2 

escaños: el escaño del doctor Vázquez Carrizosa -que era el presidente del comité permanente 

de los derechos humanos, era de extracción conservadora- ¿por qué lo llevábamos? porque 

era la lista de la vida, él era el que encabezaba en ese momento la defensa de los derechos 

humanos, no había tantas organizaciones como ahora, no, el comité era un comité de gente 

muy expuesta. Estaba ahí Hernando Hurtado que era parlamentario, estaba el padre de Roux, 

estaban otros y era una cosa muy plural, entonces el doctor Vázquez Carrizosa dice: “si, 

bueno, ya, voy a lista de la vida” y nos peleamos el segundo lugar y lo logramos, entonces 

salimos los 2, pero ahí iba el General Matallana, iban... era una lista muy pluralista»79. 

En 1991 se adelantaron nuevamente elecciones tras el proceso constituyente que dio vida 

a la actual carta magna. En esa ocasión la UP alcanzó una curul al Senado y dos a la Cámara. 

Fueron electos a la Cámara Jairo Bedoya Hoyos por Antioquia y Octavio Sarmiento 

Bohórquez por Arauca y al Senado Hernán Motta Motta. Para esta elección presentaron una 

lista unitaria respalda por el Partido Comunista, el PC-ML y el movimiento ¡A Luchar! 

En 1994 su presencia en el Congreso se vería reducida a un único escaño: el de Manuel 

Cepeda Vargas al Senado, quien caería asesinado el 9 de agosto de 1994 en Bogotá. Hernán 

Motta, que lo sustituyó, tuvo que salir al exilio. En ese tiempo Aida Avella, sobrevivió a un 

atentado con bazuca en la autopista norte en Bogotá cuando era concejal por Bogotá. La 

violencia paramilitar y del Estado, así como la falta de protección e impunidad, logró 

eliminarlos del escenario político nacional, solo retornando al Congreso de la República en 

2018, luego de recuperar su personería jurídica con el lugar ganado precisamente por Aida 

Avella en 2018 al Senado y posteriormente en la coalición del Pacto Histórico en 2022 con 

varias representantes en dicha coalición. 

Gran parte de sus esfuerzos como organización y como bancada política en el Congreso 

tuvieron que ser dedicados a denunciar la persecución y exterminio en su contra, a reclamar 

medidas de protección para sus integrantes, exigir justicia contra sus victimarios y exigir el 

 
79 Entrevista 660-VI -00008. Mujer, política, víctima. 
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respeto a la vida. Esto implicó el desplazamiento de otras causas relacionadas con su apuesta 

política por la urgencia inmediata de parar el exterminio. Sin embargo, estos esfuerzos de 

autoprotección y denuncias no llevaron a parar la violencia contra el partido, sus cargos y 

militantes. 

Gráfica No. 6: Presencia en el Senado UP 1986-2002 

 

 

Fuente: Datos de CNMH. Todo pasó frente a nuestros ojos. 
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Gráfica No. 7: Presencia en la Cámara UP 1986-2002 

 

 

Fuente: Datos de CNMH. Todo pasó frente a nuestros ojos. 

 

La única vez que la UP pudo participar efectivamente en la disputa presidencial fue en 

1986 con Jaime Pardo Leal, presidente de Asonal Judicial, como su candidato. En esa ocasión 

obtuvo 328.752 votos correspondientes al 10,93% de los votos, en donde salió elegido 

Virgilio Barco Vargas (1986-1990). En las siguientes campañas electorales sus candidatos 

no alcanzaron a llegar a las urnas, pues fueron antes asesinados. Primero fue el mismo Pardo 

Leal, el 11 de octubre de 1987 en la vía Bogotá- La Mesa. Luego, su sucesor Bernardo 

Jaramillo que adelantaba la campaña presidencial bajo el eslogan «Venga esa mano país 

porque Colombia es un sueño de todos» para las elecciones presidenciales de 1990, quien fue 

asesinado pocos días antes de las votaciones el 22 de marzo de 1990 en el Puente Aéreo de 

Bogotá en medio de un enorme despliegue de presencia militar y policial que no evitó que 

fuera asesinado. En esta campaña electoral también fueron asesinados el candidato del Nuevo 
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Liberalismo, Luis Carlos Galán el 18 de agosto de 1989 en Soacha y el candidato de la AD 

M-19 Carlos Pizarro el 26 de abril de 1990 en un avión que cubría la ruta Bogotá-

Barranquilla. Estos dos magnicidios de los únicos candidatos presidenciales por la UP 

dejaron una profunda herida no solo para este partido sino para Colombia y su frágil 

democracia. 

 

Imagen No. 5 

 

 

Fuente: Centro de Memoria, Paz y Reconciliación. Unión Patriótica imágenes de un sueño. 

CPDH. 2015 
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3.3. Disputas políticas y desplazamiento de viejas hegemonías políticas regionales y 

locales 

La irrupción política de la UP y su éxito electoral suponía el nacimiento de una esperanza 

de cambio, tras el fraude que dio origen al M-19, la experiencia de la ANAPO y de la UNO. 

Pero también conllevó una respuesta negativa de los poderes de la clase política tradicional 

del Partido Conservador y Liberal. Concejos, alcaldías, asambleas y en menor medida las 

curules de la Cámara de Representantes fueron ocupadas por un nuevo actor que resquebrajó 

su hegemonía y rompió con sus numerosas redes clientelares. La participación de la UP fue 

vista como la de un enemigo a eliminar, imposibilitando una participación de la oposición 

política en la dinámica de la democracia. La UP desplazó a gamonales del bipartidismo 

heredero del Frente Nacional y élites locales que impulsaron respuestas violentas del 

entramado paramilitar y las Fuerzas Armadas, como el caso de la masacre de Segovia y 

Remedios en 1988, donde élites locales del Partido Liberal y Conservador habían perdido las 

elecciones a la alcaldía y el concejo. Una exalcaldesa de la UP relató este éxito y la 

persecución desatada como algo cotidiano: 

«En la primera elección para cuerpos colegiados en que participó la Unión Patriótica fue 

en el 86. Pasamos a tener 7 concejales de los 9. Es decir que eso marcó en todo el país, y ahí 

se desató, si hasta ahí sufríamos acosos, persecuciones por parte del Ejército, de la Policía, 

allanamientos sin orden judicial, acosos para que cometiéramos delitos contra la integridad 

física de ellos mismos que se manifestaban por el hecho de, en la calle por ejemplo, pararme 

5 veces en un día a registrarme, a mirar mi bolso qué tenía, a pedirme mi identidad, 5 veces 

en el mismo día en un pueblito pequeño que apenas tenía 23.000 habitantes y que todo el 

mundo sabía quién era. Y eso era a mí. A los otros pues los maltrataban, los golpeaban en la 

cabeza, por ejemplo, donde no se veía, o los torturaban en el comando de la policía 

poniéndoles electricidad con baterías de vehículos en los testículos, en los pezones, donde 

más doliera, y eso no deja huella física, deja huella psicológica y daños internos. Entonces a 

partir de los resultados de estas elecciones pues la represión ya fue desmedida. Los 
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conservadores que desaparecieron del todo, y los liberales que perdieron la mitad. Ellos 

pasaron de 4 a tener 2»80. 

En el Guaviare sucedió un proceso parecido, aumentando significativamente las 

votaciones por la izquierda y disminuyendo la abstención. Un congresista de la UP expuso 

esta nueva dinámica al sur del país: 

«El poder en el Guaviare fue tradicionalmente compartido por el bipartidismo. Allí no 

había sino liberales y conservadores en los cargos de municipio y del departamento. En 1986, 

cuando participa la Unión Patriótica, la participación de votantes se multiplicó por 3. De 

2.633 votos que se sufragaron en el año de 1984, se pasó a 8.285 votos en 1986. La votación 

en ese, en Guaviare, la votación de la izquierda, la más alta votación de la izquierda que se 

había obtenido antes de nuestra participación había sido del 23% del Frente Democrático. 

Con nuestra participación, se elevó al 76% en favor de la Unión Patriótica. Nosotros, la 

izquierda aumentó del 23% al 76% y el Partido Liberal disminuyó en 11% y el Partido 

Conservador en 8%. De manera que nos situamos en esa primera elección como la mayoría 

en el Guaviare. Lo que nos permitió, desde luego, elegir a un representante a la Cámara, 

Octavio Vargas Cuéllar, quien luego fue asesinado en ejercicio de sus funciones»81. 

En los siguientes gráficos construidos por la Misión de Observación Electoral en un 

informe elaborado para la Comisión de la Verdad se puede apreciar lo que significó la 

irrupción de la UP en algunos municipios respecto al Partido Liberal y el Partido 

Conservador.  

  

 
80 Entrevista 001-VI -00016. Mujer, víctima, exiliada.  
81 Entrevista 001-VI -00008. Hombre, víctima, senador exiliado. 
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Gráfica No. 8: Municipios donde UP le gana al Partido Conservador. Elecciones Cámara de  

Representantes 1986 

 

Fuente: Informe 365-CI-01260. Misión de Observación Electoral. Informe final para la 

Comisión de la Verdad sobre el impacto del conflicto armado interno en las elecciones en Colombia 

entre 1958-201882. 

 
82 Informe 365-CI-01260. Misión de Observación Electoral. Informe final para la Comisión de la Verdad sobre 

el impacto del conflicto armado interno en las elecciones en Colombia entre 1958-2018, 142. 
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Gráfica No. 9: Municipios donde UP le gana o fue fuerza política significativa frente al Partido 

Liberal. Elecciones Cámara de Representantes 1986 

 

 

 

Fuente: Informe 365-CI-01260. Misión de Observación Electoral. Informe final para la 

Comisión de la Verdad sobre el impacto del conflicto armado interno en las elecciones en Colombia 

entre 1958-201883. 

 

Este desplazamiento del bipartidismo en algunas regiones y municipios se materializó por 

ejemplo con desplazamientos o recortes a los poderes del sector de Hernando Durán Dussan 

del Partido Liberal en Meta y Arauca, del sector de Alfonso Latorre Gómez también del 

Partido Liberal en Arauca y Vichada; del conservadurismo y del sector de Luis Hernando 

Turbay del Partido Liberal en Caquetá (familia que después fue víctima de las FARC); del 

sector de Alberto Santofimio Botero del Partido Liberal en Tolima (condenado por el crimen 

del candidato presidencial Luis Carlos Galán); del Sector de Bernardo Guerra Serna y Jaime 

Hernández Gallo del Partido Liberal en el Urabá o de César Pérez en el Nordeste antioqueño 

 
83 Ibid. 
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(Segovia y Remedios) también del Partido Liberal (condenado por paramilitarismo y por 

crímenes contra la UP como la Masacre de Segovia). 

En el caso de los concejos municipales, el ingreso de la UP al juego democrático electoral 

implicó una dinamización de la democracia local. La siguiente gráfica representa la 

volatilidad electoral en 1986 con la primera participación de este partido. La volatilidad 

estima la modificación del voto de una elección a otra, es decir el cambio de su preferencia 

al voto en términos de partidos. Lo que sugiere el desplazamiento de una parte del 

bipartidismo en las elecciones de 1986. El 30 % de los votantes cambiaron su opción de voto 

de las elecciones de 1984 a 1986, momento en el que la UP entró a la competencia electoral, 

una parte de este cambio en la votación se debe a que los antiguos votantes de los partidos 

tradicionales decidieron hacerlo por la UP, además del aumento de la participación. 

 

Gráfica No. 10: Promedio de la Volatilidad del Concejo Municipal a nivel nacional 1974-1986 

 

 

Fuente: Informe 365-CI-01260. Misión de Observación Electoral84. 

 
84 Ibid., 141. 
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3.4. La gestión política de las alcaldías de la UP 

El éxito de la UP en la política electoral permitió que además de constituirse como fuerza 

protagonista en el escenario político, se convirtiera en gobierno en varios municipios del país. 

Por primera vez, un partido de izquierda, con una diversidad política en su interior, asumió 

el reto de ser gobierno de una manera distinta y con mayor respaldo electoral. Su ejercicio de 

gobierno intentó desmarcarse de la hegemonía bipartidista conservadora-liberal precedente 

y reflejar en la práctica su apuesta política alternativa. Una parte importante de la violencia 

en su contra estuvo precisamente conectada con el desplazamiento de las élites gobernantes 

de sus posiciones de poder en alcaldías y otras corporaciones públicas, y por la puesta en 

marcha de políticas que afectaron a los poderes locales y regionales. Una funcionaria que 

ejerció su cargo en Chigorodó, Antioquia durante la alcaldía UP de Carlos Andrés Pérez 

percibió esta renovación política: 

«Yo recuerdo que yo, acompañaba a Andrés a las veredas, a los barrios populares para 

construir un plan de gobierno que era muy participativo porque eso fue lo que se creó en ese 

ambiente de la Unión Patriótica, específicamente del municipio de Chigorodó, también en 

toda la región de Urabá pero específicamente en el municipio de Chigorodó porque era un 

municipio de política liberal y conservadora, ¿sí? nunca había visto, había habido un alcalde 

de la Unión Patriótica, entonces la comunidad quería un cambio y la comunidad vio que en 

Andrés y en la Unión Patriótica había ese cambio reflejado. Entonces y la Unión Patriótica 

tiene el pensamiento, era el pensamiento, representaba en ese momento el pensamiento de 

los campesinos, de los obreros, de los indígenas, de los jóvenes y las mujeres que veíamos 

en ese pensamiento que reflejaba los derechos económicos, sociales, políticos y culturales 

que están constituidos en la constitución y lo que demandan Naciones Unidas»85. 

En los años siguientes al surgimiento de la UP, Colombia experimentó uno de los procesos 

democratizadores más importantes de su historia reciente: la elección popular de alcaldes. En 

1986, durante la presidencia de Belisario Betancur Cuartas (1982-1986) se decretó mediante 

el Acto legislativo 01 que: «todos los ciudadanos eligen directamente Presidente de la 

República, Senadores, Representantes, Diputados, Consejeros Intendenciales y 

 
85 Entrevista 001-VI -00085. Mujer, víctima, exiliada. 
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Comisariales, Alcaldes y Concejales Municipales y del Distrito Especial»86, esta nueva 

disposición se materializó en la primera elección popular de alcaldes el 13 de marzo de 1988 

y se profundizaría en la Constitución de 1991 con la elección popular de gobernadores. Sin 

embargo, mientras estas medidas tendían a la democratización y abrieron el espacio político 

para la participación, paralelamente el exterminio del partido fue cerrando sus posibilidades 

y cuestionando un proceso democrático en donde se mataba a un número enorme de líderes 

políticos, muchos de los cuales ocupaban cargos de representación. 

 

Mapa No. 1: Alcaldías de la UP 1986-2002 

 

 

Fuente: CNMH. Todo pasó frente a nuestros ojos, 73. 

 
86 Congreso de la República. Acto legislativo 01 de 1986. Diario Oficial No. 37.304. 1986. 



 
 

81 
 

 

Ello fue el resultado de varios factores: 1) el enorme número de muertes y atentados contra 

numerosos candidatos y líderes de la UP en todo el país; 2) la estigmatización de la UP como 

«guerrilleros»; 3) el riesgo evidente para otros actores políticos de mantener relaciones con 

la UP o formar parte de ella, lo que conllevó un aislamiento creciente que incidió en su mayor 

victimización; 4) el miedo creciente de la gente que votó o tenía simpatía por la UP, que llevó 

incluso a dejar de votar a sus candidatos para que no los mataran.  

Haciendo evidente la relación entre la violencia y los triunfos electorales y el papel de la 

violencia del Estado y del paramilitarismo de forma conjunta en su exterminio, en el caso de 

las alcaldías su éxito y declive se puede apreciar en la siguiente gráfica. 

 

Gráfica No. 11: Alcaldías de la UP por departamento entre 1986-2002 

 

 

Fuente: Informe 365-CI-01260. Misión de Observación Electoral. Informe final para la Comisión de 

la Verdad sobre el impacto del conflicto armado interno en las elecciones en Colombia entre 1958-

2018. 
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Gráfica No. 12: Alcaldías propias y en coalición UP 1986-2002  

 

 

Fuente: Datos del Centro Nacional de Memoria Histórica. Todo pasó frente a nuestros ojos. 

3.4.1. Un momento en el que se tocó la esperanza 

A pesar de la violencia latente, con los gobiernos de la UP se sintió una esperanza que 

oxigenó el escenario político bipartidista dominante, entusiasmó con una nueva forma de 

administrar instituciones del Estado y con la posibilidad de adelantar transformaciones 

sociales locales en municipios diversos como Apartadó, Chigorodó y Mutatá en el Urabá 

antioqueño; El Tarra y Tibú en el Catatumbo, Norte de Santander; Segovia y Remedios en el 

Nordeste antioqueño, San Juan de Arama, La Uribe, Vista Hermosa y El Castillo en el Meta; 

Coyaima en el Tolima; Sabana de Torres en Santander; Fortul y Arauquita en Arauca; 

Miraflores en Guaviare; Viotá y Cabrera en Cundinamarca; o Acandí y Riosucio en el Chocó, 

entre otros. 
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Estas candidaturas y sus electores confiaron en la institucionalidad democrática e 

insistieron en ella como mecanismo para el ejercicio político y la construcción de paz a pesar 

de las violencias en su contra. Así relata el compromiso en la época una exfuncionaria de 

Segovia, Antioquia: 

«Yo seguía creyendo que nosotros seguíamos siendo opción de cambio y que podíamos 

demostrar, que con el apoyo de mi pueblo y de toda la gente que nosotros podíamos, que era 

posible el cambio […] seguíamos participando democráticamente sin utilizar armas, sin 

amenazar a nadie, con un proyecto de la no violencia, porque no nos dejábamos provocar. 

[…] Eso lo trabajábamos todos los días con los adolescentes, con los mineros, con los 

campesinos. Nosotros no somos iguales a ellos. Nosotros no nos dejamos provocar. Nosotros 

les vamos a dar ejemplo a los militantes de los partidos tradicionales de que es posible la paz. 

Y bueno, pues por eso seguí. Porque seguía creyendo en ese proyecto y, sobre todo, porque 

mi pueblo había creído en mí»87. 

Aunque sus gobiernos se gestaron en territorios diversos, compartieron ciertos elementos 

comunes que le imprimieron una personalidad a la forma de gobernar. Procuraron trascender 

la mecánica de la democracia representativa y tejer relaciones estrechas con la ciudadanía y 

sus necesidades, promoviendo diálogos amplios, rendición de cuentas abiertas y constantes, 

y la construcción colectiva de los planes de gobierno. De acuerdo con el relato del exalcalde 

de Remedios, Antioquia, la construcción de una nueva relación gobernante-ciudadanía tuvo 

un impacto positivo en la democracia en el ámbito local: 

«La democratización real de las costumbres políticas, donde la población organizada no 

solamente pudiera participar en la elaboración de las políticas, sino que tuviera capacidad de 

decidir, es decir, habíamos superado la práctica de la democracia participativa, que, si bien 

abre los espacios para discutir, pero en el fondo son otros quienes deciden. Entonces se logró 

que fueran las mismas comunidades las que fueran tomando sus decisiones, fuimos haciendo 

experiencias de poder popular muy importantes, autogestionarias, en los mismos barrios, en 

las mismas veredas, corregimientos, donde la junta patriótica ejercía el poder local en 

coordinación con la alcaldía y el concejo municipal. Nosotros capacitábamos a los 

 
87 Entrevista 001-VI -00016. Mujer, víctima, exiliada.  
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funcionarios y líderes, etcétera, en el manejo de los recursos de regalías y la aplicación en 

cada comunidad, es decir, que la gente supiera qué eran las regalías y como la distribución 

de esa podía ser mucho más eficiente […] no era la administración tradicional, de unos 

alcaldes que se colocaban por encima de la población, sino que hacíamos parte de la 

población, quien en el fondo realmente ejercía la fiscalización, la conducción de la 

administración. Eran las bases y la organización política y en eso nosotros no nos bajábamos, 

porque teníamos claros dos líneas, sobre las cuales descansábamos: primero, con todo el 

sentimiento, con toda humildad, pero con el honor que corresponde, era un profundo amor 

por el pueblo y nosotros de ahí no nos bajábamos. Todo el esfuerzo y sacrificio que se hacía, 

todo era real, no es un discurso, no es una consigna, de un profundo amor por el pueblo; lo 

otro era ir creando expresiones de poder popular»88. 

La comunicación con la ciudadanía se adaptó al contexto particular y a las costumbres de 

las comunidades para las que se gobernaba, siendo la rendición de cuentas y la veeduría 

ciudadana una práctica que permitía cortar con la herencia política de corrupción y propender 

por una gestión eficiente y transparente, como lo recordó quien fuera alcaldesa de Segovia:  

«Yo explicaba a la gente cada 8 días cómo estaba administrando el municipio, qué 

comprábamos desde alto parlantes de la alcaldía, y la gente escuchaba. En las cantinas y 

demás apagaban la música y todo el mundo se quedaba en el parque a escuchar y yo hablaba 

los sábados, cuestión que los campesinos y mineros que salían al pueblo pudieran también 

tener acceso a la información, y lo hacía verbal y por escrito también, porque había mucha 

gente que no sabía leer»89. 

Estas administraciones contaron con un marco de acción favorable propiciado por la 

reforma de descentralización político-administrativa que otorgó a los municipios autonomía 

en el manejo de los recursos y su ejecución, particularmente sobre las regalías. Esta 

autonomía permitió adelantar políticas en beneficio de la ciudadanía en áreas como los 

servicios públicos, cultura, educación e infraestructura. Este tipo de transformaciones en 

Chigorodó fueron narradas por testimonios a la Comisión de la Verdad: 

 
88 Entrevista 660-VI -00004. Hombre, víctima, líder político. 
89 Entrevista 001-VI -00016. Mujer, víctima, exiliada. 
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«Cuando llego a la alcaldía ¿qué es lo que pasa? como yo tenía la experiencia hice la 

primera reestructuración administrativa del municipio de Chigorodó en 1992. Es cuando se 

reestructuran las diferentes secretarías: la Secretaría de Gobierno, la Secretaría de Obras 

Públicas, la Secretaría de Transporte. Por primera vez se moderniza la administración con 

ordenadores y la cuestión técnica, para la época. […] En la vía principal era la plaza de 

mercado porque no había plaza, no había terminal de transporte. Entonces se construye la 

plaza de mercado, se construye la terminal de transporte, se construye el terminal municipal, 

se financia con la gobernación el comando de policía, se hace toda la infraestructura rural de 

las escuelas veredales, se construye por primera vez la guardería para los niños, que antes era 

una casita»90. 

En Remedios, de acuerdo con su exalcalde se pusieron en marcha proyectos para jóvenes 

y se redirigió el uso de las regalías: 

«Hubo programas educativos para niños y jóvenes, sobre cómo mitigar la migración que 

se generaba a través de esas explotaciones mineras y artesanales, y cómo se lograba frenar a 

largo plazo todos esos proyectos minero-energéticos que estaban llegando a la región, que 

generaban un problema de descomposición social muy grande: prostitución, desempleo, 

violencia. Hubo programas de prevención de desastres y educación para las comunidades. 

[…] La dotación de los hospitales, con instrumentación quirúrgica y ampliación de la 

cobertura, lo que planteamos anteriormente, la adquisición de ambulancias, el nombramiento 

de personal médico y enfermeras; ampliación de la cobertura educativa, ya no solamente 

como producto de cómo se elegían los maestros anteriormente, que tenían que rendirle 

gratitud al gamonal político, para que los nombraran como profesores y el mejoramiento de 

las escuelas, las escuelas los pisos todavía los pisos eran de tierra, que aprovechamos el 

recurso maderero que había en la región para construir los pupitres, de muy buena calidad, y 

darle empleo a un grupo de personas, de carpinteros, que se encargaban de ésta labor; la 

construcción de viviendas de interés social y el mejoramiento de la vivienda a través de la 

legalización de los predios, en los barrios»91. 

 
90 Entrevista 156-VI -00001. Víctima, hombre, exiliado. 
91 Entrevista 660-VI -00004. Víctima, hombre, político. 
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Por su parte en El Castillo, Meta su exalcalde narró que se apostó por construir un 

presupuesto participativo: 

«Había muchos problemas, muchas dificultades... o sea, las anteriores administradoras se 

robaron toda la plata, entonces yo llegué y les dije, ‘bueno, esto no es mío porque yo vengo 

aquí es a una tarea política, a ver cómo podemos resolver esto acá y ayudarles. Esto no es 

mío, ustedes qué quieren’, yo reuní al pueblo, `no, que las escuelas están mal que...los niños’, 

entonces nosotros comenzamos a hacer un programa específico de formación, porque yo 

siempre tengo el criterio de que la educación va a jugar un papel importante para construir 

una paz sólida y democrática en Colombia. Entonces comenzamos a hacer un trabajo, un 

trabajo, en ese proceso nosotros realizamos lo que no se hizo...yo en 16 meses que estuve en 

El Castillo, se hizo lo que no se hizo en 40 años en El Castillo. Se construyó la plaza de 

mercado, porque los puestos de mercado estaban en el parque municipal, que no era parque, 

sino era un puesto de carne, de verduras, entonces yo les dije, ‘hagamos un acuerdo, ustedes 

tienen un local allá por 10 años sin pagar arriendo, firman ustedes el contrato y se trasladan 

tranquilamente sin que yo los desaloje, sin que...porque esto es bien público, entonces 

miremos a ver cómo resolvemos pa embellecer el municipio y que se desarrolle esto, porque 

aquí falta es eso»92. 

Mientras tanto en Segovia, Antioquia la gestión de su exalcaldesa planteada ante la 

Comisión, puso en evidencia la precaria situación en la que se encontraban sus habitantes, y 

cómo los alcaldes trataban de mostrar la diferencia con la corrupción y las políticas 

tradicionales: 

«Yo hice un reordenamiento del casco urbano, tanto a nivel de circulación de vehículos 

creando un cuerpo de policías de tránsito, que no los llamamos policías sino, exactamente no 

recuerdo el nombre, y se organizó el tránsito, se reorganizó las zonas públicas también, se 

construyeron montones de escuelas, reorganicé el servicio de basuras que era inexistente, 

compré un camión de basuras, compré una retroexcavadora, y empezamos a construir. 

Electrificamos el centro deportivo que no tenía electricidad y, a cada compra, yo demostraba 

a la gente con los documentos y todo, si dieron un 10%, ese 10% lo repartimos en compras 

 
92 Entrevista 660-VI -00018. Víctima, hombre, activista. 
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para la acción comunal de tal vereda. Compraron estos, que el presupuesto municipal no 

daba, entonces compramos tantas cajas de libros para los niños, tantos diccionarios, 

construimos tal cosa, y demostramos que esos dineros no fueron a parar al bolsillo ni de la 

Unión Patriótica, ni de la alcaldesa como se hacía en otros tiempos. Y la gente empezó a ver 

la diferencia, y eso fue lo que hicimos todos los alcaldes de la Unión Patriótica. Mostrar la 

diferencia entre el antes de la corrupción y el después de la corrupción. Eso fue demasiado 

visible y eso ellos no lo pudieron soportar»93. 

Por otra parte, hubo un apoyo y articulación estrecha entre la movilización, la protesta 

social y las alcaldías UP ya fuese para exigir o rechazar decisiones y políticas del gobierno 

de orden nacional como el congelamiento de las regalías, para avanzar en derechos sociales 

como la electrificación del municipio o para rechazar violaciones de los derechos humanos 

y dinámicas de la guerra. La UP en sintonía con su naturaleza política, gobernó articulada a 

las luchas sociales y sus expresiones de protesta. No solo en el ámbito nacional, sino también 

local, como por ejemplo en este caso de Apartadó, narrado por su entonces exalcalde, se 

llevaron a cabo gestiones, y manifestaciones de rechazo a la violencia y la guerra en los 

territorios, incluso después de la ruptura de la tregua entre las FARC y el Estado colombiano.  

«Reparábamos una torre y dinamitaban otra, entonces yo que hice -sacar la gente- a la 

protesta ciudadana, yo, el primer acto de masas de rechazo a las acciones de las FARC en la 

avenida principal de Apartadó, -lo hicimos- y entonces ellos, en su lógica entendían que un 

Alcalde de la Unión Patriótica, no podía hacer eso -ya para esa fecha- hacía muchos años los 

acuerdos de paz, se habían roto y la guerrilla había recuperado sus comandantes, a Braulio 

Herrera y a Iván Márquez, les habían dicho, dejen el Congreso y se vienen para acá, en la 

UP, nos quedamos los que llegamos de la Universidad o los que llegaban de otra parte, -los 

guerrilleros hace rato habían abandonado ese proyecto-. Entonces, esa lectura de que era un 

alcalde de la Unión Patriótica, que como era que les echaba la gente encima, -me costó 

problemas- serios problemas de seguridad, (por ejemplo, que ya era una amenaza que había 

de parte de ellos) y aún más, defendiendo el proceso de paz del EPL»94. 

 
93 Entrevista 001-VI -00016. Víctima, mujer, exiliada. 
94 Entrevista 426-VI -00003. Víctima, hombre, líder político. 
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3.4.2. La esperanza acorralada 

Desde incluso antes de posesionarse en sus cargos, múltiples mandatarios empezaron a 

experimentar la persecución y a convertirse en blanco de atentados, detenciones, torturas y 

asesinatos. El análisis de la violencia contra la UP tiene una dimensión política pero también 

económica. El desplazamiento de las élites políticas precedentes, las transformaciones 

sociales y políticas que impulsaron en los municipios, las disputas por el control de territorios 

de economías estratégicas como el oro en el nordeste antioqueño, el banano en el Urabá y el 

petróleo en Arauca y el Magdalena Medio, guardan una estrecha relación con la dimensión 

local de la violencia en su contra. De a poco, esta esperanza de paz y cambio que alcanzaron 

a tocar los habitantes de estos municipios fue amenazada y se vio truncada. 

En el nordeste antioqueño las frecuentes amenazas que empezaron a llegar por parte de 

grupos paramilitares contra los gobiernos de la UP, señalándolos como gobiernos comunistas 

se dieron a través de estructuras como el MRN [Muerte a Revolucionarios del Nordeste] en 

cuyos boletines se difundía propaganda y amenazas directas contra los miembros de la UP, 

con un claro discurso «anticomunista». 

«Carta abierta al pueblo del Nordeste...compañeros, como es de todos conocidos, desde 

hace mucho tiempo el nordeste antioqueño, nuestro querido terruño, el cual ha visto a 

nuestras familias nacer, crecer y morir, se encuentra siendo hostigado por una serie de 

personas, que manejadas por la mano maestra del comunismo internacional, sirven 

únicamente de títeres inconclusos, que sin saber de dónde vienen ni para dónde van, están 

tratando de socavar nuestras conciencias, buscando soterradamente que cambiemos nuestras 

herramientas de trabajo por las armas, que para lo único que nos van a servir será para seguir 

llenando nuestros campos de violencia, ¿hasta cuándo vamos a seguir aguantando esta 

situación?, ¿hasta cuándo vamos a seguir aguantando que nos saquen de nuestras parcelas, 

ilusionándonos con promesas falsas que nunca han cumplido ni van a cumplir?, ¿hasta 

cuándo seguiremos aceptando alcaldes comunistas?, ¿hasta cuándo vamos a aceptar que 

saquen a nuestros hijos a la fuerza, según dicen, para contribuir a la causa?, ¿cuál causa?, 

aquella que tanto pregonaron en Cuba como en Nicaragua, para ser esclavos de una libertad 

anhelada pero nunca conseguida, simples satélites de Rusia. Aún hay tiempo de detener y 
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exterminar todo elemento extraño a nuestra libertad, hermanos del nordeste. Desde hoy nos 

comprometemos con todos ustedes a iniciar las reivindicaciones del nordeste ante el país, 

cortaremos esas ideologías extrañas de raíz, iniciaremos por todos aquellos, quienes, 

utilizando sus cargos, se aprovechan para engañarnos. Democracia y libertad, por un nordeste 

libre y en paz, fuera comunistas de la región, por la libertad y la de nuestros hijos, luchemos 

juntos, viva nuestro movimiento, espérenos próximamente»95. 

Prácticamente la totalidad de las personas de la UP entrevistadas por la Comisión sufrieron 

amenazas desde el inicio de su participación. Dichas amenazas no solo fueron verbales o 

escritas como señalamientos o justificación de la violencia contra ellas, sino funcionaron en 

diferentes momentos como un estado permanente de terror cuyo desenlace era la muerte, en 

un conjunto secuencial de acciones que pasó de amenazas a atentados y el asesinato de cargos 

políticos, militantes y líderes. La dinámica electoral, ya sea local o nacional, es decir los 

momentos en que se disputaba el poder de representación democrática, dirigió el ejercicio de 

la violencia. En Medellín, Elkin de Jesús Martínez Álvarez, alcalde de Remedios, Antioquia 

fue asesinado el 16 de mayo de 1988, el primer alcalde de la UP asesinado, sin haberse 

siquiera posesionado. 

«Cuando salimos de la Cámara de Comercio, ya había empezado a oscurecer, y cuando 

llegamos a la esquina, hubo unas ráfagas de ametralladora para nosotros, que alcanzó a pasar 

el bolso de Elkin, entonces yo lo agarré de la mano y le dije “vamos a correr porque nos van 

a matar”. Pero él no podía correr como yo corría. […] Y voy a decir dónde nos escondimos 

porque ese sitio ya no existe. Y quienes nos salvaron también. Nosotros salimos corriendo y 

aprovechamos en la oscuridad y llegamos a un barcito que estaba abierto, y era un bar 

contiguo a lo que era la sede de El Espectador en Medellín, que unos meses después fue 

dinamitada. Y era un bar de homosexuales que nos salvaron la vida y que nos disfrazaron al 

día siguiente y nos sacaron disfrazados de prostitutas homosexuales todos dos. Y así 

logramos salir de ahí porque al otro día estaban buscando todavía. Creo que pasaron la noche 

buscando. Ese fue el primer atentado. 15 días después fue la Contraloría departamental que 

 
95 Entrevista 660-VI -00004. Víctima, hombre, líder político. 
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organizó también una formación para alcaldes electos, y ahí yo le dije a Elkin Martínez “yo 

no voy. Esta vez nos matan, no vayas. Esta vez nos van a matar”, y él fue y lo mataron»96. 

Salvatore Mancuso, excomandante de las AUC, planteó ante la Comisión que «cuando la 

UP empezó a llegar a cargos de elección popular, la preocupación vino de instituciones de 

seguridad del Estado y de sectores económicos». Además, afirmó que «la UP no fue 

exterminada por las autodefensas, su victimario fue el Estado»97. La Comisión pudo acceder 

a documentos clasificados de contrainteligencia del Comando del Ejército de finales de los 

ochenta, en los cuales se evidencia el seguimiento y estigmatización sobre alcaldías de la UP. 

Uno de estos casos ocurrió con la alcaldía de El Castillo, Meta, como se puede apreciar en la 

siguiente acta de un balance de seguridad de la zona: 

 

Acta No. 1028. Granada 8 de noviembre de 1988 

“Se tuvo conocimiento un día antes de la matanza de los campesinos del planchón en la vereda El 

Cable el señor alcalde del Castillo Meta y la personera se trasladaron a la Inspección de Medellín 

del Ariari con sus colaboradores todos miembros de la UP. Auxiliadores de las FARC” 

Firman: 

Henry Arturo Pacheco Hernández (alcalde especial Granada) 

Carlos Julio Mojica (Jefe DAS Granada) 

Rafael Antonio Roa (Jefe Policía Judicial Granada) 

SS. Luis Fernando Mayorga (Suboficial S2 -Bat) 

Te. Holman Cadena Martínez (Cdte. Ponal Granada) 

My. Díaz Ortiz Gabriel Alfonso (B2 Séptima Brigada Engado)98. 

 

En este documento la UP fue concebida como una fuerza «auxiliadora de la guerrilla» lo 

que puede extenderse al ejercicio de las alcaldías estigmatizadas como guerrilleras, 

demostrando una relación conflictiva de las Fuerzas Armadas subordinadas 

constitucionalmente al poder civil encarnado en los Gobiernos UP de ese momento. 

 
96 Entrevista 001-VI -00016. Víctima, mujer, exiliada. 
97 Comisión de la Verdad. Espacio de contribución a la verdad y reconocimiento de Responsabilidades de 

Salvatore Mancuso y Rodrigo Londoño. Agosto 4 de 2021. 
98 Apreciación de Contrainteligencia No 001 1988/ Comando del Ejército, 1. 
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De los 59 alcaldes electos popularmente por la UP desde 1988, más los 24 designados 

antes de la vigencia de la elección popular de alcaldes, fueron asesinados en total 17, uno de 

cada cinco alcaldes. Otros múltiples gobernantes tuvieron que abandonar su cargo ante el 

riesgo latente que corría su vida e incluso verse obligados a partir al exilio. La persecución 

violenta contra la UP le puso fin en poco más de una década al ejercicio de gobiernos y 

participación upecista y a la propia democracia local, con ella se procuró hacer fracasar un 

proyecto de cambio y las esperanzas para una parte de la población que venían con él, 

intentando modificar las relaciones de poder y proteger los privilegios locales preexistentes. 

3.6. Movimiento y Partido Político más allá del plano electoral 

Si bien la mayor parte de la energía de la UP se orientó a la dinámica electoral para 

convertirse en alternativa de poder político, su naturaleza y su conformación superaba la mera 

competencia en las urnas. En su interior estaba integrada por sindicatos, organizaciones 

campesinas, organizaciones estudiantiles, organizaciones comunitarias, organizaciones de 

derechos humanos, entre otras que hacían de las luchas sociales no electorales una parte 

fundamental de su dinámica. 

Un ejemplo de estas relaciones se dio en el acompañamiento que hicieron del Paro del 

Nororiente en 1987 al llegar a Valledupar, a pesar de ser una movilización principalmente 

impulsada por ¡A luchar!, lo cual después fue posicionado por las élites y detractores como 

«la toma guerrillera a Valledupar»99 provocando una estigmatización y persecución contra 

miembros de la UP de esa regional. Una concejal electa por la UP para esa época reconstruyó 

ese momento: 

«Por la calle del Cesar, de Valledupar, se asoma una marcha de campesinos y campesinas 

jóvenes, viejos, de todas las edades, y muchos niños también, en ordenadas 4 filas, avanzaban 

hacia la Plaza Alfonso López. A mí eso me hizo recordar lo que nunca había visto, pero me 

lo imaginaba, la gesta libertadora. Yo pensaba: “Aquí no falta sino Bolívar y en su caballo”. 

Impresionante el rostro de los campesinos cansados, sudorosos al extremo, empezaron a 

entrar a la Plaza Alfonso López y adelante avanzaron unos muchachos con pasamontaña y 

 
99 A propósito, véase el caso Persecución, estigmatización y exterminio del movimiento ¡A Luchar! 
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sprays pintando todas las casas de la plaza. Ahí hubo una estampida de los habitantes de esas 

casas. […] Me subí a la tarima y le dije: “El micrófono préstame”. Y entonces yo: “Bueno, 

saludamos con mucho entusiasmo, la Unión Patriótica saluda con mucho entusiasmo la 

presencia de los campesinos del Cesar en esta plaza, aplaudimos su voluntad y su firmeza 

para reclamar sus derechos y para reivindicar sus derechos y reclamar por la solución de sus 

problemas”. Es decir, mi discurso normal de Unión Patriótica»100. 

En otras regiones como el Urabá acompañaron las luchas sindicales o en el Nordeste 

antioqueño las luchas mineras. Además, adelantaron trabajos sociales y actividades para 

fortalecer el tejido social. Por ejemplo, en Riosucio, Chocó generaron espacios de integración 

comunitarios, como señala quien llegó a ser personero de Ungía, Chocó: 

«En Riosucio hicimos un trabajo muy bonito, muy importante. Las comunidades nos 

querían mucho, los fines de semana salíamos a las veredas, comilonas con los compañeros 

del campo, se hacían muchos festivales, y era... Incluso, era tan bonito que las personas, 

muchas personas que eran de otros partidos también nos querían, nos querían mucho, nos 

buscaban, compartían, era algo muy bonito. Si habían dificultades entre los vecinos, entre las 

comunidades, preferían buscarnos a nosotros, a los miembros de la Unión Patriótica en ese 

momento, para que fuéramos a ayudar a dar solución a los problemas de manera conciliadora, 

no como autoridades, sino de manera conciliadora. Y íbamos, nos reuníamos, nos poníamos 

de acuerdo, dábamos nuestros conceptos y la gente resolvía los problemas sin necesidad de 

acudir a una inspección de policía o a juzgado y era algo que evitaba, evitaba agotar pues las 

vías, a veces, de la justicia o gubernativa para resolver los problemas, era rápido, conciso y 

productivo, y la gente quedaba, todo mundo quedaba contento»101. 

Mientras que en el nordeste antioqueño se impulsaban procesos de alfabetización y 

formación del campesinado y de los trabajadores mineros: 

«Yo fui a ayudarles a enseñarles a leer y a escribir en principio. O sea, fue muy integral 

las juntas patrióticas. No solamente era el proyecto político, sino también humano, porque 

también enseñábamos la planificación familiar, muchas cosas de higiene, de alimentación 

sana, pero también lo que era la Unión Patriótica y a donde queríamos llegar. Bueno, las 

 
100 Entrevista 001-VI -00007. Mujer, víctima, líder política. 
101 Entrevista 660-VI -00005. Hombre, víctima, activista político. 
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juntas patrióticas fue de mucho entusiasmo porque también en el campo, la gente empezó a 

componer, por las noches, a componer música, y como no sabían escribir, se aprendían la 

música de oído y grababan, y la letra también y grababan, y compusieron mucha música 

revolucionaria y mucha música así como de protesta, pero también de muchos sueños de 

futuro de paz, de futuro de democracia, que era finalmente, esas juntas patrióticas, fue como 

plasmar lo que las teorías del proyecto de paz de la Unión Patriótica»102. 

En el Sur de Bolívar como en otros lugares del país, la Unión Patriótica se articuló con el 

movimiento campesino y con las exigencias y necesidades locales de este sujeto social. Su 

papel allí fue fortalecer el movimiento social y servir de intermediario para tramitar 

soluciones a las necesidades concretas y cotidianas de las comunidades: 

«El trabajo campesino consistía en que la gente veía unas necesidades, de supongamos 

que había un caño de agua que cuando crecía había las lluvias y ese caño impedía el paso de 

los coches, de los camiones que entraban a sacar la madera, o el maíz, o la yuca y eso no 

dejaba pasar. Entonces ahí había la necesidad de elaborar, hacer una alcantarilla un puente y 

eso era un proyecto que se presentaba a la comunidad, a la competencia local del municipio 

o el Plan Nacional de Rehabilitación o a nivel departamental para conseguir los recursos y la 

comunidad participaba. Nosotros a nivel de, en la mayoría había también pueblos que tenían 

regiones, población en zonas de Ciénagas, San Lorenzo, no me acuerdo bien si es El Vigía, 

había un sector de la juventud de niños que estudiaban, pero para ellos ir a la escuela tenían 

que cada padre de familia ponerle una canoa y ese niño se iba solo a recibir las clases. ¿Qué 

hacíamos? Elaboramos un proyecto, me acuerdo muy bien del compañero Gregorio, que lo 

conocíamos muy bien como Goyo, que fue una de las personas que asesinaron los 

paramilitares allí en la región. Él presentó un proyecto para un motorcito Yamaha 40 para 

poder recoger a todos los niños y llevarlos a esa escuela todas las mañanas y luego llevarlos 

a su casa para que no estuvieran en riesgo de que se fueron ahogar o fueran a tener un 

percance. Eran proyectos de esos, esos proyectos cotidianos de la vida, de la gente, otros en 

la escuela, la escuelita, se presentaba el proyecto de la escuelita; otro el puesto de salud; el 

otro del acueducto. Había, también se peleó y se luchaba para que hubiera un teléfono, para 

 
102 Entrevista 001-VI -00016. Mujer, víctima, exiliada, exalcaldesa. 
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que la gente de una región saliera toda y pueda llamar a los familiares de pronto, poderles 

decir que estaban por allí, como les estaba yendo»103. 

Muchos militantes de distintos sindicatos eran también parte de la UP, como la USO, 

Sintramineroenergética, entre otros. Estas relaciones muestran una red de militantes y 

relaciones estructuradas para apoyar diferentes luchas y movimientos sociales y no solo una 

coalición para contar con representación electoral. Por lo tanto, las afectaciones a la 

democracia no pueden verse solo en la representación política en cargos públicos, sino todo 

un ataque a distintos sectores sociales articulados en torno a la UP. La práctica de este 

genocidio político, si bien se orientó a eliminar las posibilidades de funcionamiento del 

partido, extendió sus impactos en numerosos movimientos sociales que se vieron así 

afectados por estas prácticas criminales. 

4. La magnitud de la violencia contra la UP 

La dimensión de la violencia ejercida contra la Unión Patriótica ha sido particularmente 

difícil de establecer, debido al nivel de exterminio masivo de cargos y militantes, al terror 

instaurado en los sobrevivientes y grupos cercanos, al impacto del exilio, y a que la denuncia 

de los hechos involucraba frecuentemente a instituciones del Estado como el DAS o las 

Fuerzas Armadas, así como a grupos paramilitares relacionados con los anteriores, que no 

fueron investigados y se mantienen en la impunidad. Por otra parte, la documentación de los 

casos se hizo la mayor parte de las veces a través de redes de apoyo y ONG como la 

Corporación Reiniciar, que fue recopilando muchos de estos hechos y acompañando a las 

víctimas en un contexto de frecuente hostilidad contra su trabajo, amenazas e incluso 

atentados. Dicha corporación identificó 6.613 víctimas entre 1984 al 2002, que corresponde 

a un total de 9.359 violaciones (esto debido a que una víctima puede haber sufrido más de un 

hecho victimizante)104. 

 
103 Entrevista 156-VI -00013. Hombre, víctima, líder social, exiliado. 
104 https://www.jep.gov.co/Sala-de-Prensa/Paginas/JEP-abre-el-caso-06---Victimizacion-de-miembros--de-la-

Union-Patriotica-.aspx 
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La demanda ante la Comisión Interamericana primero y la Corte IDH después, conllevó 

también un intento de acercarse al posible universo de víctimas vinculadas con la UP. Los 

registros de distintas instituciones, muestran cifras y casos diferentes, como la Fiscalía (344 

desapariciones forzadas, 1501 homicidios), la Cancillería (564 desapariciones forzadas, 2359 

homicidios), UP-Reiniciar (795 desapariciones forzadas, 3.009 homicidios), Registro Único 

de Víctimas (457 desapariciones forzadas, 2138 homicidios) o el CNMH (1053 

desapariciones forzadas, 4.133 homicidios) en distintos momentos fueron ofreciendo cifras 

parciales en función de los casos que pudieron investigar o los casos a que tenían acceso. Sin 

embargo, en el litigio ante la Corte IDH durante la audiencia del caso, la defensa jurídica del 

Estado colombiano solo reconoció 219 víctimas como posibles partícipes de la justicia 

internacional por su responsabilidad u omisión en la protección, solicitando a la Corte la 

exclusión de 2.420 víctimas de las 6.002 presentadas en el Informe de Fondo de la CIDH por 

no estar para su concepto «plenamente identificadas»105.  

El testimonio entregado en Suecia a la Comisión de la Verdad por quien fuera militante 

de la UP y funcionaria de la Corporación Reiniciar, contiene la complejidad de lo que 

significa la magnitud de la violencia contra este movimiento político, para sus militantes la 

dimensión del exterminio político son también emociones, dolores, comprensiones de lo que 

estaba pasando en ese momento con sus compañeros y con ellas mismas:  

«Yo era la que recibía las noticias y era la que tenía que llamar cuando mataban a alguien, 

llamaba a los regionales para informar de la muerte y asesinatos. Tenía que llamar a los 

medios y hablar con ellos. Yo era la que enviaba la correspondencia a los regionales. Era una 

responsabilidad mía. Yo no sé cómo lo hice... [llanto]. Yo siento que no alcanzaba a respirar 

recibiendo la noticia del asesinato de un compañero cuando me llegaba la noticia de otro... 

[llanto]. ¿Sabes qué tengo en mi mente? fueron muchos los compañeros que les dije adiós 

por última vez y yo no sabía... [llanto]. Yo contando todo esto me acuerdo de muchos 

compañeros que me dijeron “hasta luego” y no los volví a ver. Cada uno tenía su historia, 

tenía su alegría y cada uno tenía una esperanza de vida y de lucha»106. 

 
105 Corte IDH. Audiencia pública caso integrantes y militantes de la Unión Patriótica vs Colombia.  
106 Entrevista 113-VI -00008. Mujer, Víctima, Exiliada.  
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La violencia vivida por la militancia de la Unión Patriótica dejó un saldo de por lo menos 

8.300 víctimas asociadas al movimiento político que reflejan la ocurrencia de mínimo 9.500 

violaciones de derechos humanos107 en su contra que incluyen asesinatos, desapariciones 

forzadas, atentados, desplazamientos forzados, secuestros, violencias sexuales, exilio, 

amenazas y torturas. Los registros de las diferentes fuentes analizados no se limitaron a la 

existencia formal de la UP que se vio terminada por la pérdida de su personería jurídica en 

el año 2002, sino que abarcan un marco temporal que llega hasta el año 2020, debido a que 

el hecho de no contar con una representación en el Senado de la República no significó que 

la violencia en su contra cesara. 

Esta violencia contra la Unión Patriótica le costó la vida a por lo menos 5.733 personas 

que tenían un vínculo con el movimiento, de estas 4.616 fueron asesinadas y 1.117 fueron 

desaparecidas forzadamente108. Cabe anotar que 5.195 víctimas eran militantes de la UP, 

mientras 538 eran personas no militantes109.  

Esto evidencia la notoria intención letal y exterminadora del ataque hacia la UP, pues la 

violencia no letal en su contra fue menos de la mitad de la violencia letal, pero con un impacto 

profundo para la organización y el rumbo de sus vidas. Hay que tener en cuenta que muchos 

de estos hechos además de ser selectivos contra esos liderazgos contaron con un componente 

indiscriminado en condiciones donde los militantes de la UP se encontraban acompañados 

de otras personas, ya que 10% de las víctimas fatales eran amigos, personas cercanas o los 

hechos se dieron en ataques donde fueron asesinadas personas de la UP. 

Además de las violencias letales, los integrantes de la UP y las personas relacionadas con 

ella sufrieron otros tipos de victimizaciones que, si bien no terminaron con sus vidas, 

produjeron un impacto profundo y contribuyeron a fragmentar progresivamente la 

organización. El desplazamiento forzado fue la segunda victimización más frecuente en su 

contra después de los homicidios con por lo menos 2.217 víctimas110. El desplazamiento 

 
107 https://web.comisiondelaverdad.co/actualidad/noticias/victimas-union-patriotica-comision-verdad-jep 
108 JEP. Sala de Reconocimiento de Verdad, de Responsabilidad y de Determinación de los Hechos y 

Conductas. Auto 075 de 2022. Bogotá, 7 de abril de 2022, 36 
109 Personas que eran familiares, cercanas o que se encontraban en los mismos espacios donde algún militante 

de la UP fue atacado. 
110 JEP. Sala de Reconocimiento de Verdad, de Responsabilidad y de Determinación de los Hechos y Conductas. 

Auto 075 de 2022. Bogotá, 7 de abril de 2022, 37. 
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funcionó como un mecanismo de expulsión territorial de la militancia UP, desalojando una 

parte importante de sus liderazgos locales y con esto desarticulando su dinámica social. El 

desplazamiento interno fue para muchos sobrevivientes, el primer trayecto de un viaje más 

largo, el exilio. Además del desplazamiento forzado también por lo menos 811 víctimas 

recibieron amenazas, 379 sufrieron atentados a los que sobrevivieron, 248 fueron víctimas 

de detenciones arbitrarias, 229 de tortura, 90 de secuestro y 322 de otras victimizaciones 

(exilio, lesiones y violencia sexual)111, lo cual evidencia la amplitud de las formas de 

violencia ejercida sistemáticamente en su contra. Estas cifras, que hasta el momento ha 

logrado consolidar la Comisión de la Verdad junto con la JEP, pueden ser más altas debido 

al subregistro existente y la limitación en la documentación y denuncia por la violencia 

misma.  

Pero la magnitud de las cifras no es suficiente para comprender dicha intención letal, debe 

contemplarse que muchos de los sobrevivientes fueron blancos de intentos de homicidios 

fallidos. Comprender la dimensión resulta difícil pues existe una gran distancia entre el 

número y la experiencia humana de las vidas pérdidas, quien era consejero de Paz en el Valle 

en su testimonio dado desde el exilio hace más comprensible la magnitud de las cifras: 

«Muchos perdieron a sus seres queridos, a sus hijos... [llanto]. Muchas veces abracé gente 

llorando a sus hijos o a sus padres. Entonces yo no me puedo colocar en ese mismo nivel, yo 

soy otro tipo de víctima. Una persona que hizo un trabajo más de activismo intelectual y 

político, que escribí, pero que dada mi condición y otros elementos tuve la oportunidad de 

salir al exilio o de moverme en el país, mientras que otros no lo hicieron. Muchas veces, 

cuando me despedía de un lugar casi que sabíamos que iban a matar a esa familia o personas, 

pero yo tenía el poder de moverme por el país y otros no. Era una vida trashumante, muy 

complicada y yo sentía una cosa de culpabilidad y era que todos los días estaban matando 

compañeros y hubo días que uno se sentía como sospechoso porque a uno no lo mataban, eso 

era muy tenso... [llanto]. Todos los días mataban gente y todos los días»112. 

A lo largo de la existencia de la UP la violencia ha estado presente como acompañante de 

su ejercicio político, desde su origen en el marco de los acuerdos de La Uribe en mayo de 

 
111 Ibid., 38. 
112 Entrevista 001-VI -00046. Hombre, Víctima, Exiliado.  
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1984 hasta su retorno formal a la política electoral, luego que en 2013 el Consejo de Estado 

le retornara su personería jurídica. Desde mayo de 1984 hasta diciembre de 2002 no hubo un 

solo mes en que no haya sido asesinado o desaparecido un militante de la UP, y hasta 2013 

cada año se presentó por lo menos un asesinato y/o una desaparición forzada. La dimensión 

de esta realidad se encarna en la experiencia de las víctimas, de viudas que tenían vestidos 

exclusivos para los funerales de sus compañeros como Beatriz Zuluaga, esposa del senador 

Pedro Luis Valencia asesinado el 14 de agosto de 1987 en Medellín que evidencia la 

magnitud incontable de esa violencia homicida: «todos los días enterrábamos gente y gente 

y gente de la Unión Patriótica porque eso era una cantidad pero impresionante…eso no era 

sino muertes y muertes y muertes y muertes y muertes»113.  

El comportamiento de la violencia en el transcurso de su existencia ha tenido momentos 

de alta intensidad. Como se observa en la gráfica correspondiente la irrupción política de la 

UP y su fuerza electoral sobre todo en el plano regional y local fue respondida con la 

intensificación de la violencia en su contra, los niveles de esta, que para 1986 superan las 300 

víctimas mortales alcanzaron para 1988 un registro de por lo menos 639 víctimas de la UP, 

asesinados o desaparecidos de manera forzada. Comportamiento que se corresponde con la 

evidencia electoral de una nueva fuerza política que ponía en riesgo los controles 

tradicionales de alcaldías, concejos municipales, y asambleas departamentales en varias 

partes del país. En los años siguientes siguió el exterminio con alrededor de 300 víctimas en 

promedio, la violencia tuvo un nuevo auge con mínimo 559 víctimas mortales de la UP114.  

  

 
113 Entrevista 080-VI -00003. Mujer, Víctima, lideresa. 
114 Proyecto conjunto JEP-CEV-HRDAG de integración de datos y estimaciones estadísticas. Fase 3. 
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Gráfica No. 13: Comportamiento histórico víctimas letales de la Unión Patriótica (1982-2019) 

 

 

Fuente: Proyecto conjunto JEP-CEV-HRDAG de integración de datos y estimaciones 

estadísticas.  

 

Para 1989, tras la arremetida violenta contra sus líderes, sus candidatos y militantes electos 

a cargos de representación popular la violencia experimentó un descenso que prácticamente 

se mantuvo hasta el repunte de ésta en 1996, donde se conjugó la irrupción de agrupaciones 

paramilitares como las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (Accu) comandadas 

por los hermanos Castaño, la permanencia de la UP en algunos concejos municipales tras 

regresar a las elecciones en 1992, luego de que en 1990 se ausentara de estas debido a la 

violencia en su contra, el distanciamiento de algunos de sus militantes y dirigentes que se 

integraron a la AD-M19 y la intención de las alianzas criminales de acabar con los últimos 
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bastiones electorales que mantenía la UP para la fecha como Urabá, la región del Ariari-

Guayabero y el departamento de Arauca. 

En 1997 con el surgimiento de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) y con la 

arremetida lanzada contra estos últimos lugares de presencia de la UP e importantes 

resultados electorales, las víctimas mortales se mantuvieron por encima de los 400 asesinados 

o desaparecidos, tras lo cual vino una violencia permanente pero de menor intensidad en 

contra de una Unión Patriótica devastada y arrasada, que dio paso a la predominancia de 

violaciones de derechos humanos como desplazamientos forzados, exilio, amenazas, torturas 

y otras formas de violencia no letal continua contra quienes persistían en los territorios como 

líderes o representantes del movimiento político. Las décadas del 2000 y del 2010 han sido 

el marco de una violencia que se ha extendido en el tiempo de manera paralela a la resistencia 

de quienes aún integran la UP, a pesar de la pérdida de la personería jurídica en 2002, por lo 

que, aunque no alcanza los niveles de las décadas anteriores no desaparece, siendo expresión 

de la persistente estigmatización política en su contra. 

4.1. La violencia concentrada regionalmente 

La violencia contra la UP tiene una dimensión nacional con una marcada concentración 

regional pues en todos los departamentos donde tuvo presencia política se presentaron hechos 

violentos en su contra. De hecho, Amazonas y San Andrés fueron los únicos departamentos 

del país que no registraron ningún asesinato o desaparición forzada en contra de algún 

integrante de la UP. El testimonio de Luis Matta, ex dirigente de la UP permite acercarse a 

la magnitud geográfica de esta violencia: «esa matazón todos los días. El Periódico Voz se 

convirtió en un obituario, uno abría con ansiedad era para mirar a quién más mataron y en 

qué parte...»115. Como se observa en el mapa, algunos departamentos como Meta, Caquetá, 

Arauca y Guaviare fueron escenario de violencia letal en contra de miembros de la UP en 

casi todos sus municipios. Otros departamentos como Cesar, Putumayo y Cauca tan solo 

tuvieron dos o tres municipios sin víctimas letales de la UP. 

 
115 Entrevista 001-VI -00046. Hombre, Víctima, Exiliado. 
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La dimensión nacional de esta violencia no supone una dispersión o dinámica aleatoria de 

la misma, por el contrario, la violencia letal tuvo una particular concentración en varios 

departamentos del país que a su vez representaban territorios de fortaleza política y electoral 

de la UP. Los departamentos de Antioquia concentraron aproximadamente el 37% de las 

víctimas mortales, Meta el 17%, Santander 7%, Tolima el 5%, Cundinamarca 4% y Bogotá 

el 3%, convirtiéndolos en los principales epicentros de la violencia letal. Solo estos 5 

departamentos más Bogotá suman alrededor del 73 % del total de la violencia letal contra la 

UP116. La concentración en el tiempo y los periodos electorales muestra una intencionalidad 

de acabar con el grupo, sus posibilidades de funcionamiento y representación electoral en 

cargos públicos. 

La concentración de la violencia letal y su relación con la capacidad política del 

movimiento se hace más evidente si se contempla que las subregiones donde la UP presentó 

sus mayores éxitos electorales fueron las más intensamente golpeadas. 

Regiones como Urabá117, Ariari-Guayabero118, Magdalena Medio119, Nordeste 

Antioqueño120 y el Sarare121 en Arauca son las subregiones donde se desarrolló con mayor 

intensidad la violencia letal en contra de la UP, además de las dos principales ciudades 

capitales: Bogotá y Medellín. 

 

 

 

 
116 Proyecto conjunto JEP-CEV-HRDAG de integración de datos y estimaciones estadísticas 
117 Conformada por los municipios bananeros de Carepa, Turbo, Chigorodó y Mutatá en el departamento de 

Antioquia y Ungía y Acandí en el departamento de Chocó.  
118 Conformada por los municipios de El Castillo, Granada, Lejanías, Mesetas, La Uribe, San Juan de Arama, 

Puerto Rico, Fuente de Oro, El Dorado y Puerto Concordia en el departamento del Meta y San José del Guaviare, 

Calamar, Miraflores y El Retorno en el departamento del Guaviare 
119 Conformada por los municipios de Aguachica, San Alberto y San Martín en el departamento del Cesar; 

Barrancabermeja, El Carmen de Chucurí, Puerto Wilches, San Vicente de Chucurí, Santa Helena del Opón, 

Sabana de Torres, Cimitarra, Rionegro, Puerto Parra y Bolívar en el departamento de Santander; Puerto Nare, 

Puerto Berrío, Puerto Triunfo y Yondó en el departamento de Antioquia; Puerto Salgar y Yacopí en el 

departamento de Cundinamarca; La Dorada en el departamento de Caldas, Puerto Boyacá en el departamento 

de Boyacá y San Pablo, Simití, Cantagallo y Santa Rosa del Sur en el departamento de Bolívar. 
120 Conformado por los municipios de Remedios, Segovia, Anorí, Amalfi, Vegachí, San Roque, Yalí, Yolombó, 

Santo Domingo y Cisneros 
121 El Sarare está conformado por los municipios de Arauquita, Saravena, Tame y Fortul en el occidente del 

departamento de Arauca 
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Mapa No. 2: Víctimas letales de la Unión Patriótica en principales regiones afectadas 1984-2021 

 

 

Fuente: Proyecto conjunto JEP-CEV-HRDAG de integración de datos y estimaciones estadísticas 

 

En estas regiones la UP alcanzó los mejores resultados electorales y tuvo una amplia 

acogida social, paralelamente eran zonas económicamente estratégicas, en Urabá con la 

agroindustria principalmente del banano, en el nordeste antioqueño con la minería de oro o 

en Arauca con el petróleo. Además, eran zonas de presencia guerrillera por lo que se legitimó 

la entrada del paramilitarismo bajo la perspectiva contrainsurgente, sobre la que se amparó 

la violencia genocida contra la UP. 



 
 

103 
 

 

Urabá concentra el 23,4 % de la violencia letal, el Ariari-Guayabero el 10,6 %, Magdalena 

Medio el 9,8 %, Sarare 2,6 % y el Nordeste Antioqueño el 2,5 %. La UP fue una organización 

exitosa localmente, por lo que la violencia en su contra tuvo una orientación extensiva contra 

dichos procesos locales y regionales122. 

«Otro elemento que vale la pena rescatar en relación con el genocidio perpetrado contra 

la Unión Patriótica es que los asesinatos se produjeron en regiones estratégicas de la 

economía nacional y del control político. Es decir, en regiones de mucha importancia desde 

el punto de vista económico y desde el punto de vista del poder político. Ahí es donde se 

perpetran los crímenes contra la Unión Patriótica. Allí, desde luego, alcanzó triunfos 

electorales significativos y se convirtió en la real alternativa de poder regional y local. 

Entonces, todo ese tema, quiero señalar unos ejemplos. La matanza de líderes de la Unión 

Patriótica en el llamado Eje Bananero en el Urabá, que es un centro de fuerte concentración 

de proletariado agrícola bananero, organizado sindicalmente a través de Sintrainagro, que fue 

la organización sindical que agrupó a 20 mil obreros del banano, de la cual fue presidente 

nuestro compañero Oliverio Molina, dirigente de la UP y miembro del Comité Central del 

Partido Comunista, que fue asesinado. Entonces, allí, en esa región ganamos las 5 alcaldías 

del eje bananero y ganamos la fuerza mayoritaria, fuimos la fuerza mayoritaria en los 

concejos municipales. Esto en los municipios de Apartadó, de Chigorodó, de Turbo, 

Arboletes y Mutatá»123. 

En términos temporales la violencia regional fue diferenciada. De 1984 hasta 1989 la 

violencia letal tuvo mayor intensidad en el Magdalena Medio, justo cuando se gestó un nuevo 

proyecto paramilitar que cambiaría este fenómeno para siempre de la mano de sectores de 

ganaderos, narcotraficantes, militares, políticos y mercenarios. De 1990 a 1997 la intensidad 

creció en el Urabá, particularmente alta entre 1994-1997 en medio de la disputa entre las 

FARC-EP y los Comandos Populares tras la desmovilización del EPL y también ante el 

crecimiento de las Autodefensas campesinas de Córdoba y Urabá, estructura vertebral 

posteriormente de las AUC. Del 2002 al 2005 las muertes se concentraron en el Ariari-

Guayabero, uno de los pocos lugares donde la UP conservaba influencia y donde existe una 

 
122 Documento consultoría JEP- CEV- HRDAG. Luz Karime Bernal. 18 de junio de 2022. 
123 Entrevista 001-VI -00008. Hombre, víctima, exsenador, exiliado. 
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larga trayectoria comunista, en ese momento con el fortalecimiento del Bloque Centauros de 

las AUC se intensificó la violencia en su contra. Estas dinámicas se pueden observar en la 

siguiente gráfica: 

  

Gráfica No. 14: Víctimas letales de la Unión Patriótica por regiones en el tiempo 

 

 

Fuente: Proyecto conjunto JEP-CEV-HRDAG de integración de datos y estimaciones estadísticas 

 

El hostigamiento permanente en distintas regiones generó también un clima de amenaza 

permanente y parálisis de la acción política. El nivel de concentración del terror vivido por 

la UP no solo afectó al propio grupo sino a las condiciones para ejercer la política que se 

basan en la relación con comunidades y procesos organizativos, afectando la democracia 

local en su conjunto. 
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4.2. La mayor victimización contra la UP: los homicidios 

De las 5.733 víctimas que incluyen homicidios y desapariciones forzadas, 4.616 lo fueron 

por homicidio124. Según el análisis realizado por el proyecto JEP-CEV-HRDAG, el periodo 

de mayor cantidad de víctimas asesinadas ocurrió durante 1986-1989 en donde se 

concentraron el 28% de los homicidios, entre 1990 y 1993 el 20% y durante 1994-1997 

incrementó al 25%125. 

 
 Gráfica No. 15: Víctimas de homicidio UP por periodo presidencial 

 

 

Fuente: Proyecto conjunto JEP-CEV-HRDAG de integración de datos y estimaciones estadísticas 

 

En cuanto a responsable los paramilitares se sitúan como los principales responsables de 

esta victimización contra la Unión Patriótica, según el Proyecto conjunto JEP-CEV-HRDAG, 

con alrededor del 55 % de las víctimas, principalmente en los picos de 1986–1989 y 1994–

 
124 Jurisdicción Especial para la Paz. Comunicado 036 de 2022: JEP estableció que 5.733 personas fueron 

asesinadas o desaparecidas en ataques dirigidos contra la UP. 22 de abril de 2022. 
125 Proyecto conjunto JEP-CEV-HRDAG de integración de datos y estimaciones estadística 
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1997. Le siguen los múltiples actores126 con 18 % de las víctimas principalmente perpetradas 

entre 1986 y 1989. De estas, casi 7 de 10 (69%) corresponden a actuaciones conjuntas entre 

el Estado y los paramilitares. El Estado es también responsable directo de aproximadamente 

del 12 % de las víctimas asesinadas, principalmente en el periodo 1986-1989. Mientras que 

las FARC-EP perpetraron alrededor del 8 % de los asesinatos. Al paramilitarismo y al Estado 

se le atribuyen en consecuencia aproximadamente el 79 % de los homicidios contra la UP 

como se ve en las siguientes dos gráficas: 

 

 Gráfica No. 16: Responsables de homicidios contra la UP 

 

Fuente: Proyecto conjunto JEP-CEV-HRDAG de integración de datos y estimaciones estadísticas 

 

La mayor parte de las víctimas de homicidio fueron hombres, aproximadamente el 89 %, 

mientras que el 11 % fueron mujeres. En la región de Urabá ocurrió la mayor cantidad de 

 
126 La categoría de “Actores Múltiples” recoge la información de las víctimas que vinculan a varios actores en 

la misma fuente o diferentes actores entre fuentes. 
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asesinatos de militantes de la UP. En esta región ocurrieron alrededor del 25 % de las 

víctimas, casi uno de cada cuatro asesinatos contra la UP, el segundo lugar está la región del 

Ariari-Guayabero con el 10 % y el Magdalena Medio con el 9,5 %. Los homicidios en el 

Urabá se dispararon en 1994-1997, mientras que en las otras regiones hubo comportamiento 

continuado en el tiempo con un pico entre 1986 y 1989. El primer pico está ligado al 

desempeño en las elecciones en la segunda mitad de los ochenta en todo el país y el segundo 

pico principalmente se encuentra conectado con el crecimiento exponencial de la violencia 

en el Urabá, principal fortín político de la UP. 

 

Gráfica No. 17: Víctimas de homicidios UP por período presidencial y regiones analizadas 

 

Fuente: Proyecto conjunto JEP-CEV-HRDAG de integración de datos y estimaciones estadística 

En la escala local, los once municipios donde se concentraron el mayor número de 

homicidios son: Apartadó (Antioquia) con 501 víctimas, Turbo (Antioquia) con 361 
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víctimas, El Castillo (Meta) 166, Chigorodó (Antioquia) 164, Barrancabermeja (Santander) 

147, Dabeiba (Antioquia) 144, Bogotá 132, Medellín (Antioquia) 127, Carepa (Antioquia) 

120, Vista Hermosa (Meta) 109 y Granada (Meta) con 107. Cinco de los once municipios 

más afectados se encuentran en el Urabá antioqueño, tres en el Meta y dos son de las 

principales ciudades del país. Aunque en estas zonas se concentran los homicidios es evidente 

en el mapa que los homicidios fueron generalizados, presentándose víctimas en casi todo el 

territorio nacional. 

 

Mapa No. 3: Homicidios contra la Unión Patriótica por municipios 1984-2021 

 

Fuente: Proyecto conjunto JEP-CEV-HRDAG de integración de datos y estimaciones estadísticas 

Si bien los objetivos de estos asesinatos fueron en una significativa proporción contra 

liderazgos locales, regionales y nacionales y militantes candidatos o en cargos de elección 
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popular, otra parte menos conocida pero masiva de la violencia se orientó contra militantes 

de base, simpatizantes, familiares, personas cercanas como escoltas o colaboradores.  

En Pueblo Bello, César se realizó el 13 de junio de 1985 el lanzamiento oficial de la UP 

en la región y el primer lanzamiento público en el país. Allí concurrieron alrededor de 1200 

personas y contó con delegados de diferentes partidos políticos, personalidades públicas y 

delegados de las FARC.  

«8 días después dos campesinos que tenían sus finquitas, sus parcelas en las orillas de 

Pueblo Bello fueron asesinadas. En esas dos fincas se habían alojado algunos asistentes al 

evento y ahí ellos, cada uno, habían matado una vaca para darles comida a los asistentes. Ahí 

comimos todos, en esas dos fincas, con esas dos vacas que ellos mataron. Bueno, a esos dos 

campesinos cuyos nombres, desafortunadamente, no guardé, fueron asesinados. Nosotros 

juzgamos, yo juzgo ese hecho como el nacimiento del paramilitarismo. Esos tipos, 

guardaespaldas de marimberos, asesinos de ladrones de ganado, fue el embrión del 

paramilitarismo en la región. Ellos mataron, me atrevo a asegurarlo, a esos dos campesinos 

por haber colaborado en el lanzamiento de la Unión Patriótica. La Unión Patriótica puso esas 

dos primeras víctimas antes de ir a elecciones. Esto es año 85 y fuimos a elecciones por 

primera vez en el año 86. Esto desvirtúa, además, la afirmación que se repite y se repite de 

que el paramilitarismo surgió como respuesta al accionar guerrillero, no hay tal. Las FARC 

no habían disparado un solo tiro»127.  

Como estos dos campesinos asesinados en el anonimato en los albores de la creación de 

la UP, son muchas las vidas silenciadas en la violencia contra este partido en las épocas 

señaladas. Los liderazgos son los casos más representativos pero el ataque al partido fue 

sistemático y generalizado como ha podido verse y estuvo orientado a eliminar una parte 

mayoritaria de este grupo. Condición para calificar los hechos como un genocidio político. 

4.3. Asesinato de los liderazgos políticos 

En el proceso genocida que buscó destruir a la Unión Patriótica como movimiento político 

y expulsarla del ejercicio de participación política nacional fue implementada una violencia 

 
127 Entrevista 001-VI -00007. Mujer, política, exiliada. 
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selectiva sistemática y masiva contra sus liderazgos nacionales y regionales. Mediante el 

ataque al grupo y sus expresiones organizativas o militancias en movimientos sociales, 

sindicatos, etc., los atentados, homicidios y desapariciones de militantes (por tanto de sus 

bases organizativas) y cargos políticos (y por tanto de sus posibilidades de representación y 

acción institucional), con el mayor número de homicidios y desapariciones sufridos por un 

partido político en América Latina, y el terror creciente por falta de condiciones de seguridad, 

miedo en los propios electores y los sobrevivientes, se garantizó la imposibilidad de seguir 

adelante con su proyecto organizativo. El asesinato de quienes tenían una condición de líder 

o dirigente político de la UP fue un método eficaz para quebrar la organización. Esto a veces 

se dio de forma secuencial, contra la persona que asumía el cargo de la persona asesinada. 

La ausencia traumática de una persona que tiene la capacidad de representar una colectividad 

o de agrupar y cohesionar un colectivo humano, impacta negativamente sobre este, haciendo 

que sus lazos internos pierdan estabilidad y que sus proyecciones comunes se frustren. La 

intencionalidad de estas acciones y la impunidad de estas, así como la ausencia de protección 

mientras los hechos se seguían produciendo y los líderes eran asesinados, mostraron un nivel 

de planificación y de desprotección complementarias que conllevaron su exterminio. 

Ninguna denuncia pudo parar la violencia contra la UP, y en su momento ningún proceso de 

investigación siguió adelante. 

La selectividad homicida que asedió a la militancia de la UP terminó con la vida de cientos 

de sus líderes, muchos de sus dirigentes nacionales, regionales y locales fueron asesinados 

en medio del proceso de exterminio político. Sin embargo, esa propia selectividad tiene una 

condición de masividad, pues fueron miles los líderes sociales y políticos de la UP que 

perdieron la vida por tener dicha condición ya fuera al interior del movimiento político o en 

otros movimientos sociales o sus comunidades. Ricardo Rodríguez, ex secretario de la UP en 

el Meta llamó la atención en su testimonio ante la Comisión sobre la cantidad de gente 

anónima de la UP que ha sido parte de ese exterminio: 

«No es fácil recordar tantos amigos perdidos, no es fácil recordar el llanto de tantos hijos, 

de tantas hijas, las viudas, los viudos, abandonados por la sociedad, son anónimos, son seres 

de los cuáles nadie tiene una remota idea de dónde están, ni qué están viviendo, no son la 

hija de Pizarro para estar en la Cámara, no son el hijo de Pepe para estar haciendo figuración 
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política, no son Cepeda para estar en el Senado, son simplemente un Pérez o un, los hijos de 

Julio Cañón nadie sabe dónde están, son un Cañón, un Pérez, un Rojas, un Duarte…»128. 

El asesinato de estos miles de líderes upecistas trató de exterminar el movimiento Unión 

Patriótica en todo el país al sacar de la escena política a quienes coordinaban y jalonaban las 

dinámicas propias del partido. Sus muertes significaban la pérdida de capacidad organizativa 

y liderazgo, el debilitamiento de los procesos colectivos a nivel nacional y local, los relevos 

parciales y siempre limitados en un contexto de hostilidad permanente en cargos de 

dirigencia, y un ambiente de terror contra la militancia de la UP e incluso para quienes veían 

en este proyecto su representación política y electoral, o quienes tenían sus alianzas con este 

movimiento. Es claro que una de las formas de destruir un grupo es asesinando a sus líderes 

y dirigentes de forma masiva y sistemática como en este caso. 

De forma paralela al desarrollo político de la UP la violencia contra sus dirigentes se 

intensificó en las diferentes regiones del país, uno de ellos donde se dieron la mayor cantidad 

de víctimas fue el departamento de Antioquia: 

«A través de esta militancia, me tocó participar en el proceso de constitución de la Unión 

Patriótica, hice parte de esa primera coordinadora departamental en Antioquia, donde habían 

compañeros de reconocida trayectoria política y social, en su mayoría asesinados, por 

ejemplo el caso del compañero Gabriel Jaime Santamaría, que en ese momento era segundo 

vicepresidente de la Asamblea Departamental de Antioquia, fue asesinado en el mismo 

recinto de la Asamblea de Antioquia; otro miembro integrante de esa coordinación era el 

compañero Pedro Luis Valencia, que aparte de su doctorado en medicina era director del 

Centro de Investigaciones Sociales, aquí en Medellín; estaba el compañero Carlos Gomina, 

militante también del partido, abogado, también asesinado; el compañero Álvaro Fernández, 

que asumió la alcaldía en el período que nos correspondió en el municipio de Segovia; el 

compañero Juvenal Herrera, historiador, poeta, literato, ese muere de muerte natural; y 

obviamente mi persona»129. 

 
128 Entrevista 660-VI -00012. Hombre, víctima, exiliado. 
129 Entrevista 660-VI -00004. Hombre, víctima, exiliado. No se refiere a la desaparición forzada de los hijos del 

exalcalde de la UP de Vistahermosa, Meta asesinado en 1988, sino al no posicionamiento de estos en el plano 

político nacional como lo ha sucedido con otras víctimas. 
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Jaime Ignacio en esa época alcalde de Remedios, tuvo que abandonar Antioquia en 1988 

y permanecer por varios meses fuera del país huyendo de las amenazas de muerte, y al 

regresar se vio forzado a desplazarse nuevamente por varias regiones y a permanecer en el 

exilio sin papeles en Venezuela por varios años. Este exilio y trasegar le permitió junto a 

Juvenal Herrera ser las únicas personas que no perdieron la vida de manera violenta de esta 

dirección política, los demás dirigentes fueron asesinados: Pedro Luis Valencia el 14 de 

agosto de 1987, Carlos Gomina el 22 de marzo de 1988, Álvaro Fernández el 30 de 

noviembre de 1988 y Gabriel Jaime Santamaría el 27 de octubre de 1989. La primera 

dirigencia política de la UP en el departamento de Antioquia fue prácticamente eliminada del 

panorama regional, lo que sin duda tuvo un grave impacto en el desarrollo del partido en 

términos organizativos e impidió la proyección política de sus líderes pues Pedro Luis 

Valencia y Gabriel Jaime Santamaría ocupaban curules en el Senado y en la Asamblea 

departamental al momento de sus asesinatos. 

Otro caso del asesinato de la dirigencia política en Antioquia es el de Alberto León Muñoz 

Lopera, quien para el momento integraba el Comando Departamental de la UP, era el 

presidente de la comisión coordinadora del área metropolitana y era el secretario ejecutivo 

del movimiento en Medellín. Su viuda relató el contexto de persecución política en Medellín 

y el exterminio del que eran víctimas los líderes de la UP: 

«Eso fue entre 5 y media y 6 de la tarde, me le encontré en la esquina que hay una, todavía 

existe, como una tiendecita, pálido, y yo le dije “¿Qué te pasó?” entonces me abrazó y me 

dijo “Yomi, ya nos mataron a todos” fue lo que me dijo y yo pues no lo entendía, y me dijo 

“Es que acabaron de matar a Héctor, es que si asesinaron a Héctor ya nos mataron a todos” 

fue lo que me dijo. Eso fue agosto, y en noviembre asesinaron a Alberto León, el 6 de 

noviembre del año 87 saliendo de la casa. 

» Carlos Gomina, que fue personero, en la sala de velación le llevó una serenata, porque 

ellos tenían un pacto, que el que muriera primero le llevaba una serenata al otro, entonces él 

le llevó una serenata muy sentida y fue muy dolorosa, eso fue una despedida impresionante, 

muy triste, y Carlos en enero ya también estaba muerto. Entonces, ya nosotros fuimos los 

que le llevamos la serenata a Carlos. 2 meses más o menos. Y bueno, fue muy duro, muy 
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doloroso, como todos ellos, y era seguido uno tras el otro y uno no sabía eso cuándo se iba a 

acabar, cuando se iba a parar esa barbarie, muy horrible»130. 

Las dirigencias regionales fueron perseguidas y en muchos casos eliminadas, como en el 

departamento de Córdoba donde gran parte de sus líderes y fundadores fueron asesinados, 

entre estos perdieron la vida de manera violenta Alfonso Cuajavante (15 de marzo de 1988), 

Francisco Dumar (13 de febrero de 1989), José Antonio Sotelo (27 de febrero de 1989), 

Gustavo Guerra (3 de agosto de 1989), Teobaldo Madera y Edison Pacheco (4 de junio de 

1989)131. Quien en 1996 sobrevivió a un atentado que pretendía asesinar a su compañero en 

Montería, recordó la sensación de terror que embargaba a la militancia de la UP en Córdoba 

ante el asesinato de sus dirigentes y militantes: 

«Cuando asistíamos a los entierros nos mirábamos con miedo y pensábamos quién sería 

el siguiente. Es muy triste enterrar a los amigos. Uno de los últimos que mataron, cuando los 

que no mataron se desplazaron para Bogotá u otra parte, se quedó y se llamaba Efrén Rhenals. 

Lo mataron en Sincelejo. Él se quedó encargado para Córdoba de la UP cuando los demás se 

habían desplazado. Este recuerdo lo tengo muy presente, recuerdo como si fuera ayer, que 

estábamos en la librería 2 amigos y yo. Uno de los que fue dueño de la Librería que se llamaba 

Joaquín Amaris, él era profesor y es pensionado de la Universidad de Córdoba. Fue uno de 

los organizadores del Partido UP en Córdoba. Estamos sentados en la librería cuando entra 

una vecina corriendo y les dice a mis amigos que se fueran porque andaban merodeando la 

librería, pensaban matarlos allí ese día. Me hubieran matado a mi porque estaba con ellos»132. 

Con el asesinato de la dirigencia política de la UP en las regiones se aseguraba el genocidio 

político contra este movimiento pues estos crímenes individuales desembocaban en un 

impacto colectivo que destruía nodos completos de la Unión Patriótica y sus relaciones de 

comunidad política. Allí donde los líderes políticos fueron asesinados la militancia de la UP 

era afectada y los proyectos colectivos de la misma truncados. Esta relación tan estrecha entre 

la violencia selectiva contra la dirigencia de la UP en las regiones y el impacto contra el 

conjunto del movimiento político en esos territorios lo relató uno de sus dirigentes políticos 

 
130 Entrevista 660-VI -00014. Mujer, víctima, líder UP.  
131 Reiniciar. Transcripción Taller reparación política. Cartagena agosto 9 y 10 de 2012.  
132 Entrevista 156-VI -00002. Mujer, Víctima, Exiliada. 
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quien dio su testimonio ante la Comisión de la Verdad y la Jurisdicción Especial para la Paz 

(JEP), dimensionando el impacto sobre la UP en el norte del departamento del Cauca, tras la 

desaparición de Javier Castillo Castillo el 12 de agosto de 1988 en Miranda y el asesinato de 

Rubén Darío Fernández en noviembre de 1989 en Santander de Quilichao, así como la 

pérdida de vida de otros dirigentes: 

«Con el asesinato de Rubén Darío y la desaparición de Javier y por problemas también de 

tiempos y de datos, fueron decenas y decenas los compañeros del movimiento asesinados. 

Solo en un periodo yo diría más o menos de 2 años y medio, de la dirección política del Norte 

de Cauca fue asesinado y casi que el 60 %, desaparecidos. Entonces ya a partir de ese 

momento, prácticamente en el Norte del Cauca el proyecto político queda destruido, no 

porque yo salí, sino porque ya eran muchos los entierros, ya eran muchos los dirigentes 

asesinados y la gente que no salía en la región, se quedaba quería o buscaba otra forma de 

hacer su militancia política, pero ya era muy difícil colocarse el rótulo de la Unión Patriótica 

o mínimamente ser de izquierda»133. 

Este tipo de impactos se sintieron en muchas regiones del país pues el asesinato 

intencional de la dirigencia de la Unión Patriótica fue una práctica sistemática en casi todos 

los departamentos donde el movimiento tuvo presencia política. Los asesinatos selectivos de 

dirigentes no lo son aquí por ser individuales o limitados, sino por estar dirigidos a acabar 

con las posibilidades de funcionamiento grupal. Eliminando el liderazgo se genera un terror 

en el grupo, eliminándolo de nuevo se paraliza la posibilidad de seguir adelante. Esta 

experiencia fue vivida por la UP de forma reiterada en numerosas regiones del país. En la 

propia biografía de las víctimas y sobrevivientes, se incluyen violencias sufridas en diferentes 

épocas, a veces durante más de 5-8 años, hasta que se dio la muerte, el exilio o la parálisis y 

desmovilización. El 4 de marzo de 1987 fue asesinado el coordinador departamental de la 

UP en Arauca, Leonel Forero Hernández quien se desempeñaba también como concejal, 

quien fue víctima de un ataque sicarial en su residencia cuando se había ido la luz sobre las 

ocho de la noche, el líder político contaba con escoltas, pero no se encontraban con él en el 

momento del asesinato134. Una situación similar ocurrió con Henry Cuenca Vega, líder 

 
133 Entrevista 156-VI -00003. Hombre, Víctima, Exiliado. 
134 CIDH. Informe de Fondo, 43. 
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político y dirigente de la Federación Nacional de Trabajadores de la Construcción y el 

Cemento y secretario general de la Federación Latinoamericana de la Construcción, 

asesinado el 30 de junio de 1989 en Bogotá, luego de verse forzado a desplazarse del Valle 

del Cauca para proteger su vida. 

El asesinato de los dirigentes de la UP fue una práctica para frenar su proyección política 

y su liderazgo en sus municipios y regiones. Casos como los de Jairo Alfredo Urbina 

Lacouture y Alexis Hinestroza Valois son ilustrativos en este aspecto. Urbina era dirigente 

de la UP en la Jagua de Ibirico, departamento del Cesar, hacía parte de la Junta Directiva de 

la UP en el departamento y había sido concejal para el periodo 1986-1988, fue asesinado el 

6 de abril de 1991135. Por su parte, Alexis Hinestroza, quien también integraba la junta 

departamental de la UP en el Cesar y había ocupado una curul en el concejo de Becerril, una 

suplencia en la Asamblea Departamental y había aspirado a la alcaldía de Becerril en 1992 

por la UP fue asesinado el 16 de noviembre de 1998 en el corregimiento Estados Unidos de 

esa localidad junto a los también militantes de la UP Iosnel Santiago, Eduber Ardila Lemus, 

Wilson Ardila Lemus, Edilberto Higuita Bautista, Luis Antonio Sánchez Navarro y Misael 

Brahan Peña136. Los dirigentes políticos Jairo Alfredo Urbina y Alexis Hinestroza eran 

reconocidos dirigentes de la UP a nivel regional que contaban con una importante proyección 

política en el plano electoral y social. 

La selectividad de las víctimas para el caso de la dirigencia política regional de la UP 

puede constatarse en el caso de Josué Giraldo Cardona quien hacía parte de la dirigencia 

política de la UP en el departamento de Caldas, de donde tuvo que desplazarse hacia el Meta 

tras haber sobrevivido a un atentado contra su vida el 14 de mayo de 1987. En Villavicencio, 

capital del departamento del Meta, Josué Giraldo continuó ejerciendo un rol de dirigencia 

política ocupando cargos de dirección de empresas públicas como la Empresa Licorera del 

Meta y el Instituto Departamental de Tránsito y Transporte, además de ser el presidente del 

Comité Cívico de Derechos Humanos del Meta; su asesinato se perpetró el 13 de octubre de 

1996, tras su regreso de una gira en Europa donde denunció su situación, y perpetrado en su 

 
135 CIDH. Informe de Fondo, 96. 
136 CIDH. Informe de Fondo, 123. 
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casa a pesar de las medidas cautelares de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

con las que contaba137.  

El Consejo de Estado determinó que el Estado falló en la protección de Josué Giraldo y 

que esta responsabilidad  

 

se profundiza aún más por cuanto para su asesinato se contó con la participación del Ejército 

Nacional –VII Brigada que realizó seguimientos permanentes a los militantes de la Unión 

Patriótica al atribuirles su complicidad en el asesinado (sic) del general Gil Colorado y los autores 

materiales se encontraban al servicio de grupos paramilitares que actuaban en aras de exterminar 

el grupo político de oposición138.  

 

Otros dirigentes locales y regionales de la UP serían asesinados en la segunda mitad de la 

década de los años 90 y a principios de los años 2000 como el caso de James Ricardo Barrero, 

dirigente de la UP y el PCC en el Meta, asesinado el 10 de septiembre de 1999; Heliodoro 

Durango dirigente de la UP y el PCC en Antioquia asesinado el 8 de septiembre del 2000; 

Rosalba Gavilar Novoa dirigente política en Caquetá, ultimada el 8 de julio de 2001 y Carlos 

Bernal, secretario general del PCC en Norte de Santander y dirigente de la UP asesinado el 

1 de abril de 2004. 

Dentro del exterminio contra la UP su dirigencia nacional también fue centro de los 

asesinatos selectivos, pues la violencia buscaba destruir la capacidad política de los 

liderazgos que eran fundamentales para el funcionamiento y proyección nacional del 

movimiento político. Las dirigencias de la UP y el PCC fueron perseguidas y varios de sus 

integrantes asesinados en este proceso, luego de los resultados electorales de 1986 y 1988 

que evidenciaron una capacidad política y organizativa de orden nacional. El asesinato y el 

exilio forzado destruyeron dicha capacidad haciendo desaparecer al movimiento de la 

contienda política, son prácticas intencionales que forman parte del genocidio. 

 
137 El 22 de noviembre de 1995, la CIDH adoptó medidas cautelares de protección para varios dirigentes de la 

UP que contemplaban a Josué Giraldo, estas medidas habían sido solicitadas el 5 de abril del mismo año por la 

Comisión Colombiana de Juristas ante el evidente riesgo que corrían varios dirigentes de la UP. 
138 CIDH. Informe de Fondo, 19. 
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Aunque el asesinato de sus candidatos presidenciales y de varios senadores de la república 

que ejercían un liderazgo político de orden nacional hizo parte de este propósito de 

descabezar el movimiento, vale la pena hacer énfasis en el asesinato de liderazgos políticos 

y sobre todo organizativos de la UP que eran esenciales para el funcionamiento interno del 

movimiento político. Uno de estos fue el asesinato de Teófilo Forero, quien ocupaba el cargo 

de secretario general de Organización del Partido Comunista desde 1983 y era dirigente 

nacional de la UP. El lunes 27 de febrero de 1989 a las 8 de la noche en el barrio Santa Isabel 

de Bogotá, luego de salir de una reunión del Comité Central del Partido Comunista, Teófilo 

Forero fue asesinado junto a sus acompañantes Antonio Sotelo, dirigente regional del PCC 

en el departamento de Córdoba, José Antonio Toscano Tirana, militante comunista y 

conductor de Teófilo Forero y María Leonilde Mora Salcedo, esposa de Teófilo Forero.  

Un testimonio de un dirigente político de la Marcha Patriótica, movimiento surgido en 

2012 y en el que el PCC también ocupó un rol protagónico, permite comprender la 

importancia para estos movimientos políticos del cargo que ocupaba Teófilo y el impacto 

que su asesinato provocó:  

«En nuestras organizaciones es muy importante el organizador. ¿Qué hace un 

organizador? Es como el que ve que todas las estructuras funcionen. Entonces que la junta 

se reúna, es el que ve que a las organizaciones de base les llegue la información de la Marcha, 

que, si hay conflictos entre liderazgos entre unos y otros, pues él los sienta, les habla... es 

decir, los organizadores tienen que tener, en esta estructura pues clásica, por demás, tiene 

que tener dos grandes cualidades. Uno, tiene que tener legitimidad, sin duda, y dos, tiene que 

tener pues mucho talento para hablar con la gente, no es fácil. En las organizaciones siempre 

hay esas personas, que tienen ese nivel de legitimidad, que logran cohesionar»139. 

El 3 marzo de 1989, en la misma semana en que fue asesinado Teófilo Forero, fue 

asesinado en el puente aéreo del Aeropuerto el Dorado de Bogotá, José Antequera quien 

hacía parte de la dirección nacional de la UP y había sido el coordinador nacional de la 

campaña electoral de 1986. Desde el VII Pleno de Dirección Nacional de la UP realizado el 

12 de mayo de 1988, Antequera era el responsable de las relaciones políticas del partido a 

 
139 Entrevista 276-VI -00022. Hombre, Víctima, Dirigente Político. 
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nivel nacional y acababa de tomar el relevo de secretario general de Organización del PCC 

tras el asesinato de Teófilo. 

El joven dirigente barranquillero era una de las figuras más amenazadas y en riesgo de la 

dirección de la Unión Patriótica. El 21 de julio de 1988 había denunciado ante el DAS «la 

existencia de un plan de grupos paramilitares para ultimarme» y había solicitado que su 

esquema de seguridad fuera adecuado para contar con una mejor condición de respuesta ante 

un ataque en su contra. El 10 de enero de 1989, la Coordinadora Nacional de la Unión 

Patriótica, denunció a través de una carta dirigida al Procurador General de la Nación, 

Horacio Serpa, las amenazas contra la vida de José Antequera y Bernardo Jaramillo, una de 

las cuales era firmada por el autodenominado grupo Compatriotas por la Paz de Colombia 

Unidos (CPCU)140. 

El 24 de febrero, una semana antes de su asesinato, Antequera debió permanecer dos días 

en las instalaciones del DAS en Montería porque su director y ex compañero de estudios del 

dirigente político, Emilio Vence Zabaleta, conoció de un plan para asesinarlo. Antequera 

regresó al día siguiente a Bogotá en medio de un esquema especial de seguridad. A pesar de 

estas circunstancias de alerta que demandaban la protección extrema del líder político, su 

asesinato se consumó el 3 de marzo en el aeropuerto El Dorado. 24 impactos de bala 

terminaron con su vida. En este atentado también resultaría herido el entonces senador liberal 

Ernesto Samper Pizano, posteriormente presidente de la república. Para las familiares de 

Antequera es claro que había un planeamiento del asesinato que desbordaba las medidas de 

protección que pudiera tener el dirigente político: 

«María Eugenia Guzmán: El sicario acabó muerto, pero en el aeropuerto habían muchas 

personas acompañándolo para cometer el sicariato, estaba preparado… 

- (Erika Antequera Guzmán) las cámaras de seguridad, las dos que habría está borrado lo 

que tenía que grabarse. Todo estaba muy planificado. 

 
140 Juzgado Treinta y Cuatro Administrativo del Circuito de Bogotá. Sección Tercera. Expediente N° 2017-

0096, Fallo de primera instancia. 31 de mayo de 2019, 3. 
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- (María Eugenia Guzmán): Ese día el aeropuerto estaba lleno de Ejército, habían más de 

mil personas del Ejército porque iban para un viaje internacional a esa hora, el aeropuerto 

estaba lleno de escoltas y aun así pasó»141. 

Tras el asesinato la UP declaró a través de un comunicado que se trataba de «una muerte 

anunciada. Lo sabía el Gobierno y su presidente, el señor Virgilio Barco. Lo sabían todos 

aquellos que financian, protegen, arman y sostienen a los grupos paramilitares»142. El 

asesinato de Antequera provocó protestas que incluso terminaron con una persona muerta en 

Bogotá, mientras el entonces alcalde de la ciudad capital, Andrés Pastrana Arango prohibió 

por varios días el desarrollo del sepelio del dirigente político por temor a las manifestaciones. 

Este asesinato, aunque permanece en la impunidad respecto quienes ordenaron y planificaron 

y determinaron su muerte, fue declarado por la Fiscalía General de la Nación como Crimen 

de Lesa Humanidad en 2014143.  

Luego de los asesinatos de Teófilo Forero y José Antequera, el dirigente comunista José 

Miller Chacón asumió el cargo de secretario general de Organización del Partido Comunista. 

También como sus predecesores sería asesinado el 25 de noviembre de 1993 cuando conducía 

su jeep solo y sin escolta hacia su casa ubicada en el sur de Bogotá. El dirigente de la UP y 

el PCC fue acribillado con 17 disparos144. Según estas organizaciones su vida corría un alto 

riesgo pues había varias amenazas en su contra. Como lo reconoce el Informe de Fondo de 

la CIDH sobre el caso de la UP, varios dirigentes de este movimiento se reunieron el 29 de 

junio de 1993 con el entonces Ministro de Defensa, Rafael Pardo, para ponerlo en 

conocimiento de la posible existencia de un plan llamado Golpe de Gracia, solicitando que 

se «investigaran los hechos y se implementaran las medidas de seguridad necesarias para 

proteger a Gilberto Viera, Álvaro Vásquez, Aída Avella, José Miller Chacón, Carlos Lozano 

y Manuel Cepeda, entre otros dirigentes de la Unión Patriótica y del PCC»145. Un participante 

 
141 Testimonio de la esposa y la hija José Antequera En: Comisión de la Verdad. «Unión Patriótica desde las 

Cenizas». YouTube. 03 de marzo 2022. 
142 CNMH. «José Antequera, un legado que no muere». 3 de marzo de 2016.  
143 Fiscalía General de la Nación. Fiscalía declara casos de integrantes de la UP como crímenes de lesa 

humanidad. 20 de octubre de 2014. Bogotá.  
144 Informe 748-CI-00560. Fichas Casos Representativos, 159. 
145 CIDH. Informe de Fondo, 14. 
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de esta reunión le contó desde el exilio a la Comisión el contexto de la misma y la respuesta 

recibida por parte del Gobierno:  

«Supimos de la existencia de ese plan, -que, si era supuesto o real, no sé- pero que se 

planteaba la eliminación de la dirigencia de la Unión Patriótica y se planteaba encartar 

judicialmente a los dirigentes regionales, en el cual estarían implicados altos mandos de la 

cúpula militar. Conociendo ese real o supuesto plan, nos dirigimos al ministro de la Defensa, 

a quien le entregamos copia del documento en donde se anunciaba que nos iban a eliminar a 

los dirigentes del Partido y de la Unión Patriótica.  

» Ese documento llegó a nuestras manos, llegó anónimamente, llegó a la Unión Patriótica, 

lo recibió Aída Avella. Entonces, y ahí se mencionaban nombres, se mencionaba el asesinato 

del secretario nacional de Organización, José Miller Chacón; de Álvaro Vásquez del Real, 

que era el Secretario General del Partido Comunista; de Manuel Cepeda Vargas, de Hernán 

Motta, de Aída Avella, de Jaime Caicedo...  

» Quiénes son considerados objetivos militares y en seguida eran asesinados. Y se 

planteaba allí encartar judicialmente a los dirigentes regionales. Ese plan que presentamos al 

ministro, desde luego, él quedó muy impresionado por eso, pero nos dijo: “Pruebas, necesito 

que me den pruebas”. Dijimos: “Hombre, ministro, nosotros no tenemos pruebas”. Es como 

si tú acudes a la Policía a decir: “Hay unos hombres sospechosos al frente de mi residencia 

que están movilizando allí”, pues yo no sé el nombre de ellos, ni quiénes son, ni si 

evidentemente se están movilizando contra mí o no. Le dijimos: “No, no tenemos pruebas, 

pero allí está el documento”. 

» El doctor Pardo Rueda estaba de ministro de la Defensa. Él después nos dijo: “Lo que 

yo hice fue dar traslado de esta queja de ustedes a la Fiscalía General”. El hecho objetivo es 

que ese documento, esa entrevista, ese documento que tenía fecha 25 de julio de 1993, que 

fue cuando nos reunimos justamente con el ministro en una delegación que estaba integrada 

por Manuel Cepeda Vargas, que era representante a la Cámara; por el representante Ovidio 

Marulanda, representante a la Cámara; por Carlos Lozano Guillén, que era director del 
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periódico Voz y subsecretario del Partido Comunista; y por mí, como senador de la 

República»146. 

Por el asesinato de Chacón fue condenado el Estado colombiano en sentencia del Consejo 

de Estado del 2007 al determinar que: «no obra prueba alguna en el expediente de que se 

hubiera adelantado algún tipo de investigación con ocasión de los hechos señalados por los 

dirigentes del Partido Comunista, mucho menos está acreditado que el Gobierno Nacional 

hubiera ordenado medida alguna dirigida a proteger la vida de las personas amenazadas de 

muerte»147. 

Ante la desatención de las denuncias de la dirección política de la UP por parte del Estado 

colombiano, la organización buscó proteger a sus líderes a través de la solicitud de medidas 

cautelares ante la CIDH. El 29 de noviembre de 1993 Aida Avella, presidenta nacional de la 

UP y Álvaro Vásquez, secretario general del PCC solicitaron a la CIDH medidas cautelares 

para la protección de la vida de los dirigentes de los dos partidos, medidas otorgadas el 3 de 

marzo de 1994. En estas se instaba al gobierno a «disponer la urgente adopción de medidas 

cautelares que protejan la vida e integridad personal de los solicitantes y de la Dirección 

Nacional de la Unión Patriótica y del Partido Comunista Colombiano»148. 

  

 
146 Entrevista 001-VI -00008. Hombre, víctima, senador exiliado. 
147 Consejo de estado. 3 de octubre de 2007. Consejero ponente (E): Mauricio Fajardo Gómez. Radicación 

número: 25000-23-26-000-1995-01626-01(15985), 20. 
148 Citado en Centro Nacional de Memoria Histórica. Todo pasó frente a nuestros ojos, 72. 
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Imagen No. 6 

 

 

Fuente: Semanario Voz. 2 al 6 de diciembre de 1993 
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No obstante, la violencia contra la dirigencia nacional de la UP y el PCC se mantendría a 

lo largo de la década de los años 90 y principios de la siguiente costándole la vida a muchos 

más de ellos y la salida obligada del país de otros tantos, como el asesinato de Manuel 

Cepeda, y el exilio de Aida Avella, Hernán Motta y Jaime Caycedo. Sobre esta violencia 

dirigida contra los liderazgos políticos de la UP y el PCC a nivel nacional el informe 

entregado por el Partido Comunista y la Juco a la Comisión de la Verdad señala:  

 

los perpetradores no mataron simplemente militantes, activistas o simpatizantes del PCC o la 

JUCO, mataron una y otra vez cuadros, dirigentes, jóvenes o maduros que tenían una larga y 

calificada experiencia política, una trayectoria de lucha en la organización del Partido en el medio 

popular”, con lo que se buscó “exterminar y/o diezmar el núcleo de dirección dirigente del PCC y 

la Unión Patriótica149. 

 

La hija del dirigente Teófilo Forero relató ante la Comisión de la Verdad la dimensión que 

asesinatos como el de su padre ha tenido para la colectividad política: 

«De eso se trataba. El Estado tenía que hacer su papel y era desarticular la columna 

vertebral de la organización. Era una organización fuerte, de gente responsable, capaz; a 

pesar de que en el caso de mi padre no tenía esos estudios, pero él a como diera lugar, en la 

parte teórica y de manejo de la organización, él la tenía y ahorita pues, el partido ha perdido 

eso y le falta esa fuerza y se le nota. Uno ve en el partido esa falta de liderazgo que tenían 

estos compañeros»150. 

4.4. El asesinato de candidatos y funcionarios electos popularmente 

«Para mí esto fue genocidio porque fue sistemático, porque mataron 2 candidatos presidenciales, 

mataron todos nuestros senadores, mataron a todos los representantes a la Cámara, mataron a la mayoría de 

los alcaldes y centenares de concejalesé [llanto] y porque mataron a miles de inocentes, de 

campesinos que no tenían que ver en nada simplemente porque habían votado. Era castigarles el voto por la 

 
149 Informe 748-CI-00560. Banderas Rojas en Vuelo Libertario. Informe del Partido Comunista Colombiano 

PCC y la Juventud Comunista Colombiana JUCO, ante la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la 

Convivencia y la No Repetición CEV. 2020. P 96. 
150 Entrevista 276-VI -00027. Mujer, víctima, hija de dirigente político. 
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Unión Patriótica. A mí me parece que eso es un crimen de lesa humanidad, es un genocidio que tendrá que 

aclararse y que el mundo habrá de saber algún día con claridad y tendremos que pedirle perdón a toda esa 

gente en Colombia que padeció en Colombia y que murieron por apostarle a un proyecto de paz y de 

reconciliación»151. 

 

Uno de los principales patrones en la violencia contra la UP es el sistemático asesinato de 

candidatos, candidatas y militantes electos popularmente a cargos de representación popular, 

muchos de los cuales ni siquiera pudieron llegar vivos al día de su posesión. 2 candidatos 

presidenciales, 32 candidatos a concejos, alcaldías o asambleas, 165 concejales, 14 

diputados, 6 congresistas y 17 alcaldes fueron asesinados o desaparecidos. El poder local, 

regional y nacional de la UP fue sistemáticamente eliminado con la doble intención de frenar 

sus gestiones desde las posiciones alcanzadas y de sacarlos del escenario político. La muerte 

de esos candidatos y funcionarios electos popularmente, el ataque sistemático de que fueron 

objeto, es otro elemento que demuestra la intención de destruir al grupo político. 

En la siguiente gráfica se puede apreciar el porcentaje de electos asesinados con respecto 

al total de electos por la UP, según datos del CNMH. En el primer mandato de 1986 una 

quinta parte de electos fueron asesinados. Entre 1990 y 1992 casi una tercera parte fueron 

asesinados.  

  

 
151 Entrevista 001-VI -00046. Hombre, víctima, exiliado. 
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Gráfica No. 18: Porcentaje de electos asesinados 1986-2002 

 

 

Fuente: Datos del CNMH. Todo pasó frente a nuestros ojos. 

 

Ser candidato y ser elegido por la UP era estar en una posición de extremo riesgo para la 

vida. Varios sobrevivientes de la UP señalaron a la Comisión el clima de terror vivido por el 

partido y sectores cercanos, y cómo en un determinado momento la gente que les votaba les 

llegó a pedir que no se presentaran más, porque los iban a matar. En la narración de Lorenzo 

Rentería se puede apreciar la falta de protección y el terror potenciado por estos asesinatos 
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en el Urabá, como el de Mercedes Aldana, candidata al Concejo de Necoclí y Nicolás 

Conrado Saldarriaga concejal de Necoclí el 13 de febrero de 1988 en ese municipio: 

«Yo pasé a trabajar a Necoclí, en Necoclí fui administrador de la plaza de mercado, allá 

trabajé con unos compañeros, entre ellos, recuerdo, estaba Saúl Santos, Saúl Santos era 

concejal de Necoclí; Mercedes Aldana, era aspirante... por esos días estaba aspirando al 

concejo; estaba José Vicente Peña, que se tuvo que ir... se tuvo que asilar posteriormente en 

Suiza, que ya está aquí en Colombia, Y a Mercedes Aldana, casualmente, un día cualquiera 

llegaron, estaba allí en la sede donde vivíamos y llegó un carro, al frente de la sede era un 

restaurante de propiedad de un compañero que llamaba Conrado, Conrado... no recuerdo el 

apellido, llegó un carro de ipso facto, unos de los que iban en el carro se fueron hacia el 

restaurante y una vez de ipso facto asesinaron al compañero Conrado y también a Mercedes 

le hicieron una descarga y la asesinaron. Y ya se rompió allí, surgió el pánico, el terror, y nos 

tocó, nos tocó salir de ese municipio. Ya... a partir de ese momento yo... ¡Ah!, y a mí me... 

ah, el personero de Necoclí para el momento renunció a la personería, el partido me pidió 

que tomara yo ese cargo y me insistieron y de verdad que yo... el miedo no me dejó, yo no 

fui capaz, yo dije que no, recuerdo como si fuera ayer que el sueldo eran 70.000 pesos en ese 

momento y yo no... yo dije: “no, no, no, yo no cojo ese cargo, yo no me... yo sé que me van 

a matar”. Y me replegué en la casa, en la casa de mis padres, me quedé allá ya un tiempo sin 

empleo, sin qué hacer, surgió una necesidad horrible, pero yo sabía que, si me iba para un 

cargo de esos, me asesinaban»152. 

A otros la muerte los alcanzó en su despacho, mientras cumplían las labores por las que 

fueron elegidos. Este es el caso del diputado de la Asamblea de Antioquia, Gabriel Jaime 

Santamaría, asesinado en 1989 en Medellín: 

«Gabriel Jaime Santamaría es asesinado el 27 de octubre de 1989, dentro de la Asamblea 

Departamental. Es algo que uno no entiende. Donde queda la Gobernación en la Alpujarra, 

dentro del recinto de la Asamblea en su oficina como diputado fue asesinado. Y todas 

sabemos muy bien que los asesinatos de los compañeros de la UP intervino el cuerpo de 

vigilancia de esa época los escoltas que se manejaban, que nos proporcionaba el estado con 

 
152 Entrevista 660-VI -00005. Hombre, víctima, activista política. 
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mucha pues, con muy, cómo le dijera, había que exigir demasiado para que nos 

proporcionaran esos escoltas y sabemos que el DAS tuvo que ver, y hay confesiones de 

algunos, y además el que asesina a Gabriel Jaime que lo asesinan los mismos del DAS, a sus 

pies, apenas asesina a Gabriel Jaime a él le habían dejado el silenciador de su arma malo, 

para que al dispararle a Gabriel Jaime ellos oyeran inmediatamente entraran y lo asesinaran 

para que no hablara»153. 

El exterminio se extendió por múltiples municipios. A Diana Stella Cardona, alcaldesa de 

Apartadó la secuestraron unos falsos escoltas el 26 de febrero de 1990, minutos más tarde la 

asesinaron. Su hermana relató el doloroso suceso: 

«A las 5:30 la fueron a recoger eran falsos guardaespaldas, porque según cuentan o 

contaron los porteros, que había llegado alguien antes de las 5:30 y que llamaron a la portería 

que Diana... le dijeron a Diana que había llegado el guardavida, los guardaespaldas. Entonces 

ella dijo “bueno, que me esperen un momentico” y no se demoró en bajar. Pues yo me 

imagino que cuando Diana llegó al parqueadero, a ella no le dio tiempo de nada, pues eso es 

como imaginación de cuando vio los escoltas que no eran de ella, me imagino que ahí dijo 

“uy, ¿esto qué? ¿qué pasó aquí?” y me imagino que la debieron haber montado forzada al 

carro, porque a los cinco minutos lo que dicen los porteros, era que habían llegado otros 

guardaespaldas. Entonces, a Diana la recogieron guardaespaldas falsos. Y ya ahí como a las 

7, según lo que dicen los que investigaron, que a Diana la recogieron debajo del puente 

Pandequeso que es ahora ahí cerquita donde está la construcción grande Bancolombia, que 

la recogieron a las 6:30 de la mañana, o sea que a Diana la mataron inmediatamente. Pero 

nosotros buscando por hospitales, por todos los lados, por... llamando a los amigos y ella 

sabía la cosa, que nada, que nada»154. 

El 4 de marzo de 1987, asesinaron a Leonel Forero, consejero intendencial de Arauca, 

departamento donde los escaños en el concejo perduraron por más tiempo. Leonel provenía 

de una familia del Sumapaz de tradición comunista y tuvo que salir de su territorio por 

amenazas previas contra su vida. Su hermana narró el momento de su muerte: 

 
153 Entrevista 660-VI -00016. Mujer, víctima, activista política. 
154 Entrevista 660-VI -00015. Mujer, víctima, activista política. 
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«El 4 de marzo a las ocho de la tarde asesinan a mi hermano Leonel Forero en Arauca en 

la propia casa, se fue la luz quitaron la luz del pueblo entonces se les hizo fácil tierra caliente 

se sentó ahí en el andén estaba oscuro y pues llegó un hombre, le quitaron los escoltas y todo 

él tenía una pistola era lo único que le habían dado y resulta que pasó una moto por ahí, pero 

no pasó por donde él estaba sino como una calle una casa, había la casa era casi esquina daba 

era con la segunda casa de la esquina y la moto pasó, pero el hombre se bajó y bueno seis 

impactos en la cabeza mi hermano alcanzó a reaccionar, a coger la pistola pero no alcanzó, 

el 4 de marzo de 1987, en Arauca a las 8, 8:30 lo asesinaron, en medio de un apagón pero 

uno de los compañeros escoltas vivía en la casa del frente en la casa creo que estaba en la 

casa en Arauca y resulta que ese hombre es del DAS, es del DAS el tipo que asesinó a mi 

hermano es del DAS»155. 

En el Meta donde la UP tuvo gran influencia y paralelamente sufrió una grave 

victimización, varios cargos electos por la UP fueron asesinados. Julio Cañón, alcalde de 

Vista Hermosa fue uno de ellos. Fue asesinado el 8 de septiembre de 1988. El ex secretario 

de la Unión Patriótica en el Meta narró los hechos: 

«En ese proceso comienzo a observar y a enterarme que el gobernador del Meta en ese 

momento, que era Jorge Ariel Infante Leal, tenía relaciones estrechas con ese grupo 

paramilitar de San Martín y se presentan situaciones que, posteriormente, fueron objeto de 

las actuaciones procesales, como fue el asesinato del alcalde de Vista Hermosa, Julio Cañón, 

que hoy es un crimen de lesa humanidad; Julio Cañón era un campesino, un campesino 

bueno, con una bella sonrisa y en vísperas de su muerte, ellos venían una vez a la semana a 

Villavicencio, para hacer vueltas en la Asamblea y posteriormente buscaban hablar conmigo 

o con nosotros, para que les ayudáramos a conseguir un transporte para regresar a sus 

terruños, no era como ahora que los alcaldes tienen 3 Toyotas y como 20 guardaespaldas 

detrás de ellos, en ese tiempo no había nada de eso, no había nada de eso. Julio me llama a 

mí sobre las 10 de la mañana y me dice, “mira, te estoy llamando desde el despacho del 

gobernador, acabo de salir, voy a tomar la flota Macarena que sale a la una de la tarde”, yo, 

recuerdo que le dije “Julio, por qué no esperas a ver si”, “no, porque tengo que llegar a Vista 

 
155 Entrevista 149-VI -00014. Mujer, víctima, defensora DDHH. 
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Hermosa esta tarde y si me voy después de la una, ya no puedo viajar”, recuerda que en ese 

tiempo no se podía uno mover por el llano después de las cuatro de la tarde, por razones de 

seguridad, bien, a Julio Cañón lo bajan de la flota al llegar al puente del río Ariari y lo 

asesinan. En desarrollo de la investigación que tuvo lugar con posterioridad, no por el 

asesinato de Julio, pero en la que yo fui parte civil, fui representante de parte civil, el sicario 

Zamora, Camilo Zamora, de manera clara, de manera pertinente, de manera abierta como 

estamos hablando los dos, me dijo “mire, la secretaria del gobernador del Meta, Jorge Ariel 

Infante, María Cruz, amante del jefe de seguridad de Víctor Carranza, lo llamó y le dijo en 

qué bus iba Julio Cañón”, es decir, que allí lo que se estableció, es que desde la gobernación 

del Meta, la secretaria del gobernador del Meta, llamaba a … los asesinos para decirles por 

donde iba el candidato a ser asesinado»156. 

Las víctimas más conocidas son las que ocupaban cargos de representación nacional o 

bien eran candidatos a los mismos cargos. Sin embargo, fueron múltiples las víctimas a escala 

local asesinadas o desaparecidas. Los militantes que accedían a los cargos de elección 

popular eran por lo general cuadros o liderazgos dentro de la UP, por lo que además de ser 

eliminados de gobiernos, corporaciones públicas y de la disputa política electoral, afectaron 

el funcionamiento orgánico del partido. El 73,7% de estos crímenes se concentraron entre 

1986 y 1992157, precisamente el periodo de sus mayores éxitos electorales. Además de la 

violencia letal, otro tipo de victimizaciones hicieron que los cargos fueran abandonados 

obligando al desplazamiento forzado o al exilio. 

4.5. Masacres contra la UP 

Las masacres fueron parte de las modalidades de violencia llevadas a cabo contra la Unión 

Patriótica, teniendo como víctimas a militantes, simpatizantes o habitantes de regiones donde 

este movimiento político tuvo una destacada fuerza política. Estas masacres fueron matanzas 

que tuvieron un enorme impacto colectivo, a veces dirigido a destruir un grupo o en otros 

casos a un control territorial mediante el terror: masacres como estas fueron las de las fincas 

 
156 Entrevista 660-VI -00012. Hombre, víctima, defensor DDHH. 
157 Centro Nacional de Memoria Histórica. Todo pasó frente a nuestros ojos, 140. 
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bananeras de Honduras y La Negra y Coquitos, en el municipio de Turbo en el Urabá 

antioqueño cometidas a inicios de marzo de 1988 contra trabajadores bananeros que eran 

parte del movimiento Esperanza Paz y Libertad, fuerza aliada de la UP para las elecciones 

regionales de marzo de ese año. En los hechos estuvieron involucrados grupos 

narcoparamilitares y miembros de las Fuerzas armadas, y las maniobras iniciales de 

confusión sobre su autoría trataron de presentar los hechos como disputas en las que el 

agresor habría sido la UP.  

Esta modalidad de violencia ha sido un método que a través del terror le ha significado 

importantes réditos a quienes las llevan a cabo en términos de control territorial. Según el 

Centro Nacional de Memoria Histórica, por lo menos 448 integrantes de este movimiento 

perdieron la vida en masacres de tres o más personas entre 1984 y 2002158. La muerte 

colectiva de miembros es una de las formas de destruir un grupo, de generar mayor terror y 

es uno de los actos objetivos que constituye genocidio. Para una sobreviviente de la masacre 

de Fusagasugá está claro que el determinante en estos crímenes fue la violencia 

exterminadora contra la UP:  

«No quiero que le pase nada a mi madre, no quiero que le pase nada a mi tío, pero entiendo 

la necesidad que tienen ellos de hacer justicia, de que se sepa la verdad porque nosotros no 

le disparamos a nadie, mi abuela, mi tía de 16 años no agarró un arma esa noche, como 

dijeron, que era todo un enfrentamiento, mostraron armas y cosas que todo eso es mentira. 

Acá el único problema fue que mi abuelo era activo políticamente en un partido político la 

Unión Patriótica, ese fue todo el problema»159. 

Además de su objetivo instrumental de destruir un grupo, las masacres tienen también un 

fuerte componente simbólico de terror ejemplificante: los perpetradores muestran su poder e 

impunidad; justifican sus hechos culpabilizando a las víctimas; generan hechos de terror con 

un fuerte impacto colectivo; extienden la amenaza contra el funcionamiento grupal (riesgo 

de estar en reuniones, participar en asociaciones, etc.). 

En algunas de esas masacres fueron asesinadas otras personas que no participaban 

directamente en la UP, aunque eran compañeros, vecinos o familiares de los militantes. La 

 
158 Centro Nacional de Memoria Histórica con corte del 1 de enero de 2022. 
159 Entrevista 001-VI -00062. Víctima, Mujer, exiliada.  
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masacre como expresión de la violencia extrema se expresó como una acción intimidatoria 

contra colectivos, comunidades y entornos en las que estaban los integrantes de este 

movimiento. 

4.5.1. La masacre contra la JUCO 

El 24 de noviembre de 1987 en Medellín, capital del departamento de Antioquia, fue 

perpetrada una de las masacres más recordadas en el marco de la violencia política contra la 

Unión Patriótica. Hombres armados ingresaron a la sede de la JUCO y la Unión de Jóvenes 

Patriotas (UJP) acribillando a quienes se encontraban presentes, todas personas vinculadas 

con el PCC y la UP. Por el desarrollo de los hechos se trató de una masacre que pretendía 

asesinar un número importante de militantes comunistas vinculados a la UP. En Medellín ese 

año la violencia había cobrado la vida de varios líderes políticos y defensores de derechos 

humanos señalados de comunistas y subversivos.  

De hecho, la emisora Caracol Radio en Medellín informó que tras la masacre había 

recibido una llamada anónima, en la que un desconocido afirmaba que se buscaba el 

exterminio de la «plaga comunista»160. En la sede de la JUCO, ubicada en la calle 56 No, 49-

70 a metros del Parque Bolívar en pleno centro de la capital antioqueña se habían recibido 

varias amenazas por lo que su entrada era vigilada por uniformados de la Policía ante la 

solicitud de la propia organización como una medida de seguridad. 

Esa tarde del 24 de noviembre la dirección de la JUCO pretendía llevar a cabo una reunión 

con varios militantes para tratar temas relacionados con la venta de bonos de financiación y 

con el periódico Voz. En la sede se encontraban diez jóvenes militantes de la JUCO: Orfelina 

Sánchez de 28 años, dirigente de la JUCO, su compañero sentimental Rafael Bolívar 

dirigente de la JUCO, ambos encargados del cuidado de la sede; María Concepción Bolívar, 

de 19 años de edad e integrante de la Unión de Pioneros José Antonio Galán; Iriam Suaza de 

30 años, miembro del Comité Ejecutivo de la JUCO Antioquia; Luz Marina Ramírez de 21 

años, tesorera de la JUCO, integrante del Comité Ejecutivo de la JUCO Antioquia y 

encargada de la organización juvenil de la UP; Pedro Francisco Sandoval de 18 años; 
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Marlene Arango Ramírez de 20 años; Lía Hernández dirigente de la Unión de Mujeres 

Demócratas; Mónica Agudelo de 20 años, encargada de la venta del Semanario Voz; y Luis 

Alexander Naranjo de 17 años, líder estudiantil de la Unión Nacional de Estudiantes de 

Secundaria.  

Los asesinos ingresaron a la sede sin resistencia por parte de los policías que 

supuestamente custodiaban la entrada, que ni siquiera se encontraban en el momento de los 

hechos, intimidaron a Rafael Bolívar y se dirigieron hacia donde se encontraban los demás 

militantes. Una de las personas que se encontraba allí relató ante la Comisión y la JEP esos 

primeros momentos, evidenciando que los asesinos tenían pleno conocimiento de las 

instalaciones: 

«Venían unos tipos ahí, y yo no estaba entendiendo como qué es lo que estaba ocurriendo, 

y miré así y dije “¿quién es esta gente?”, y cuando vi que uno de ellos se levantó la camisa y 

se sacó un revólver o una pistola, yo no sé. Sacó así, yo ahí mismo me quedé así, y yo dije 

“bueno, ¿qué es esto?”, y entonces ellos, vi que Alexander iba a subir las escalas y hubo uno 

de ellos que lo cogió así y bueno, ellos controlaron la situación, controlaron todo ahí, nos 

dijeron para irnos para la cocina, entonces ellos tenían conocimiento de la sede de la Juventud 

porque sabían que la cocina era ahí, un espacio muy pequeño. Era que había un espacio, 

éramos 9 personas, nos metieron a las 9 personas ahí»161. 

La reducción de los militantes en la cocina les permitió a los perpetradores controlar la 

situación por completo y someterlos en un pequeño espacio donde era más probable acabar 

con la vida de todos. La propia Mónica, sobreviviente de estos hechos le narró a la Comisión 

esos angustiosos momentos: 

«TEST: ellos estaban como nerviosos, entonces ¡acostados ya!, pues así, que nos 

acostáramos. y yo quedé así en un rinconcito, y todos así los unos sobre los otros, unos al 

lado de los otros. Eso era un espacio muy pequeño. O sea, cruzábamos piernas, brazos, todo 

ahí, y bueno. Comenzaron a disparar así, ¿sí? lo que me recuerdo fue que yo me puse las 

manos así, pensé que de pronto así me iba a salvar y, de facto, parece que me salvé fue porque 

yo tengo una bala. Aquí me entró una bala por este ojo, por aquí adentro. Increíble porque 

 
161 Entrevista 001-VI -00013. Víctima, mujer, exiliada.  
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fue entre el hueso y el ojo, aquello hizo una entrada así, yo sentí, y entró y aquello se alojó 

aquí, y este brazo quedó partido.   

ENT: O sea, en el brazo izquierdo y en el ojo izquierdo.   

TEST: Sí, yo creo que fue así porque yo estaba así. Y después sentí las rodillas, en las dos 

rodillas entraron balas. Y después tengo uno aquí, uno que me entró por aquí. Yo sentí luego 

el calorcito aquí de la sangre que me bajó y pues yo dije mejor yo me quedo quieta, calma, y 

me hice la que ya no estaba aquí, y se instaló un silencio, eso es lo que se llama el silencio 

como de la muerte, porque era un silencio así, y yo estaba así. Quedé un ratico así, un 

momentico, yo no sé cuánto tiempo fue, cuando decidí abrir los ojos y ahí fue cuando ya vi 

las personas que estaban mirándonos, ya no eran ellos. Yo creo que ellos hicieron aquello y 

se fueron corriendo, y yo me quedé mirando y dije “por favor, ayúdenos”»162. 

Este testimonio también contó el dolor que experimentó al sentir la certeza de haber 

perdido a sus compañeros en la masacre y haber sido una de las pocas sobrevivientes a la 

misma:  

«Yo me acuerdo que mi amiga me miró así toda, con los ojos así, ella estaba ahí y acababa 

de llegar, se salvó por poco. Yo ni sabía que había gente arriba que también se salvó, que 

ellos parece que estaban con mucha prisa, entonces me subieron a un carro de esos, una 

patrulla, y me llevaron para la Policlínica. Cuando llegué, yo me quedé así esperando, y yo 

decía “¿no viene más gente?”. Entre tanto llegó otro, como éramos 9, yo en un momento 

entendí, como ellos no llegaron, yo dije “bueno, los otros están muertos”, y efectivamente 

mataron 5 personas. Sobrevivimos»163. 

La forma en que se desarrolló la masacre pretendía evidentemente asesinar a todas las 

personas que fueron sometidas y obligadas a acostarse en la cocina, pero como la propia 

Mónica lo ha narrado, la disposición de los cuerpos en un espacio tan reducido hizo posible 

que no todas las personas fueran impactadas por las balas de manera mortal. A Rafael Bolívar 

otro de los sobrevivientes a la masacre, las balas no lograron impactarlo porque los cuerpos 

sus compañeras que se encontraban sobre él recibieron todos los impactos164, su hermana 

 
162 Entrevista 001-VI -00013. Víctima, mujer, exiliada.  
163 Entrevista 001-VI -00013. Víctima, mujer, exiliada. 
164 Pilar Lozano, «Un grupo anticomunista se atribuye la matanza de cinco jóvenes en Medellín», El país, 25 

noviembre 1987, Consultado el 17 septiembre 2021. 
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María Concepción Bolívar, que se encontraba embarazada, y su pareja sentimental Orfelina 

Sánchez fueron asesinadas en los hechos. Las otras cuatro víctimas mortales de la masacre 

fueron Luz Marina Ramírez, Pedro Francisco Sandoval, Iriam Suaza y Marlene Arango 

Ramírez quien falleció días después en un centro de salud a consecuencia de las heridas 

sufridas. 

A los impactos que supone el asesinato de seis jóvenes militantes y las graves 

consecuencias físicas y emocionales para los sobrevivientes, se sumaron la persecución y 

otras violaciones de los derechos humanos contra quienes fueron testigos y sobrevivientes. 

Su vida seguía corriendo peligro tras la masacre, por lo que se escondieron, se desplazaron 

de forma forzada o salieron al exilio, viéndose ellas y sus familias profundamente afectadas: 

«Mi mamá culpaba a mi papá por esto, porque es lo que le digo, mi mamá lo que quería 

era tener familia, quería tener los hijos, criarlos y tener una vida normal. Ella socialismos, 

comunismos, eso a ella no le decía nada. Y mi papá tenía una militancia, muy comprometida, 

entonces mi mamá responsabilizó a mi papá, porque es que esto llegó a un punto que nosotros 

en 15 días, de la nada, estábamos todos en Bogotá escondiéndonos, o sea, en una semana 

estábamos todos bien, y de repente, mi mamá un día, yo estudiaba en la universidad, mis 

hermanos estudiaban en los colegios, y mi papá trabajaba en la cooperativa, y en 15 días 

estábamos todos en Bogotá, escondiéndonos, saltando de casas en casas, sin saber quién 

estaba del otro lado haciéndonos amenazas. Después, había cosas que, por ejemplo, el Partido 

Comunista manejaba, no manejaba, porque es que eso no lo maneja nadie. Hasta llegó un 

momento en que tuvimos que decirle al Partido “bueno, sálgase, déjenos en paz, porque antes 

nos están es perjudicando”, ¿cierto? Y yo lo que necesitaba era curarme»165. 

Como lo evidencia este testimonio el impacto de esta masacre repercutió en la JUCO, en 

el propio Partido Comunista y la UP no solo por la pérdida de la vida de sus seis militantes 

sino por la inactivación política de varios de los sobrevivientes, algunos de los cuales incluso 

se vieron forzados a pasar a la clandestinidad para asegurar su supervivencia como el caso 

de Luis Alexander Naranjo. En la masacre murieron varias mujeres que estaban ganando 
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protagonismo y participación en la JUCO, con lo que el impacto colectivo en la participación 

de las mujeres fue si cabe aún más grave.  

 «Tuvimos una etapa de una presencia descollante en las mujeres en la juventud por 

ejemplo en los 80 teníamos departamentos con presencia mayoritaria de mujeres, por 

ejemplo, en Bolívar o por ejemplo en Antioquia cuando precisamente se da esa masacre. 

Veníamos las mujeres con un entusiasmo, con una alegría, diciendo ahora si vamos a mostrar 

cómo es un liderazgo político de las mujeres y bueno esa alegría fue opacada por la situación 

que ocurrió contra la juventud comunista en Medellín, la masacre, en la cual fueron víctimas 

de asesinato político compañeros de la dirección como Luz Marina Ramírez, por ejemplo, 

María concepción Bolívar, la compañera Orfelina Sánchez. Esa irrupción de las mujeres en 

ese liderazgo político es apagado en este caso con la masacre»166. 

Hechos traumáticos colectivos como este marcan los lugares donde sucedieron, las 

actividades que realizaban y el mismo hecho del trabajo juntos. Estos espacios quedan 

asociados a un significado de muerte y persecución. El espacio de encuentro, discusión y 

proyección política que es una sede de cualquier organización política pasó a convertirse en 

un lugar de miedo, zozobra y terror atentando más allá del momento del hecho contra su 

esencia. Las palabras de Magnolia en un evento en la propia sede de la Comisión de la Verdad 

condensan este impacto sobre quienes concurrían a la sede de la JUCO y la UJP en Medellín:  

«Eso fue muy duro […] sentirse como tan impotente que estás en un lugar que crees que 

estás segura y que te matan a la luz del día. Y luego saber que no puedes estar en tu casa, 

saber que fueron preguntando por vos, que fueron preguntando por la dirigente, ¡Si, sabías 

que ya estabas marcada! […] Luego entonces, ya después yo entendí que ya no podía estar 

en mi casa, y comenzar a estar de lugar en lugar, de dormir en aproximadamente 120 casas 

distintas por el temor de ser asesinada o desaparecida»167. 

En este caso, el ataque a la propia sede del grupo dirige un mensaje directo contra dicho 

funcionamiento grupal y altera el comportamiento colectivo porque la posibilidad de realizar 

reuniones y trabajar juntos se convierte en un factor de nueva vulnerabilidad. La 

 
166 Contribuciones a la verdad, La juventud Comunista Colombiana- JUCO habla con la Comisión de la Verdad. 

15 septiembre 2021.  
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responsabilidad de la masacre de la sede de la JUCO al día de hoy no es clara. Según el 

Semanario Voz, un grupo autodenominado Movimiento Obrero Estudiantil Nacional 

Socialista, al servicio del jefe paramilitar Fidel Castaño, se reclamó como autor de los 

hechos168, pero nunca se confirmó la autoría material ni intelectual de la misma. Por su parte 

la responsabilidad en su deber de protección de la Policía Nacional encargada de custodiar la 

sede tampoco fue establecida y la Procuraduría General de la Nación se abstuvo de iniciar 

investigación contra los agentes Alonso Santos, Víctor Manuel Ordoñez y Pedro Nel 

Bolaños, encargados de dicha seguridad pues el comandante del Departamento de Policía del 

Valle de Aburrá los habría exonerado de toda responsabilidad disciplinaria169.  

4.5.2. La Masacre de La Plata, Huila 

El 17 de noviembre de 1988 en la finca Los Medios propiedad de la familia Suns Quina, 

ubicada en la vereda El Retiro de La Plata, Huila se llevó a cabo una masacre que pretendía 

asesinar al dirigente de la UP Rafael Suns y a su hijo Pedro Suns Quina, también militante 

del movimiento político. Sin embargo, las víctimas mortales fueron la esposa de Rafael y dos 

de sus hijos, mientras Rafael y Pedro lograron esconderse en un cafetal y salvar sus vidas. El 

siguiente testimonio entregado a la Comisión de la Verdad revive los angustiosos momentos 

de esa madrugada cuando en la casa se encontraban unas 16 personas, 12 de ellas menores 

de edad, niños entre los 7 meses y los 17 años: 

«A las 4 de la mañana, 4:30 llega un grupo armado y sin mediar palabras, llega disparando 

al frente de la casa donde vivíamos, con armas cortas, y era un tiroteo muy grave, eso se oía 

por un lado por otro, y afortunadamente ese día... ósea la casa tenía dos salidas, una por el 

frente, y otra por detrás. Entonces llegaron fue por el frente, y la puerta de detrás, no se la 

tomaron, donde se la hubieran tomado, de pronto era para matarnos a todos, porque lógico, 

los que quedaron fueron asesinados, entonces nosotros en vista de que estábamos ahí, no 

teníamos como defendernos, en ese momento optamos con salir. 

 
168 Carlos Andrés, Torres Mateus. «Mujeres en la Unión Patriótica», Tesis de maestría en historia, Universidad 

Nacional de Colombia, Bogotá 2020), 129.  
169 VOZ, «Nada será olvidado Bogotá», 23 noviembre de 1989, 15.  
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» Cogieron a mi mamá y cogieron a mi hermana, las mataron, y mataron a mi hermano 

que él no optó por salir, si no que él se metió debajo de la cama, donde él dormía y allá 

apareció muerto también. Y entonces pues da la casualidad que mi papá tenía una escopeta 

del campo, una escopetica vieja y entonces mi hermano, él era muy joven, tenía 17 años... él 

no se salió, si no que cogió esa escopeta y en ese tiroteo, en ese momento él por una rendija 

de la casa él le hizo un tiro a uno de esos que estaba afuera. Bueno lo cierto es que nosotros 

nos salimos, se salió mi papá, mi persona, y el cuñado mío, que era el marido de la hermana 

que masacraron en ese día. Bueno y ya cuando salimos, como a los 5 minutos, o menos, sonó 

una cosa muy dura, una granada, explotaron en la puerta de la casa, y claro, ya cuando 

explotaron esa granada, usted sabe que eso es un impacto muy grande, y de una vez volaron 

la puerta, y de una vez se adentraron los asesinos»170. 

Aunque al parecer el objetivo principal del grupo armado que perpetró la masacre era 

asesinar a los dos militantes de la UP, su intención no era un atentado selectivo sino «arrasar 

con toda la familia» pues su actuar dejó heridas por armas de fuego a varias personas 

incluyendo niños de brazos y a mujeres que debieron ser trasladadas a centros médicos para 

salvar sus vidas, y entre quienes permanecieron en al interior de la casa solo algunos niños 

que se escondieron entre cajas lograron salir ilesos. Las víctimas mortales fueron María Inés 

Quina de aproximadamente 50 años de edad, Oliva María Suns Quina de 40 años y Rafael 

Suns Quina de 17 años. 

La masacre estuvo enfocada contra la única familia de la vereda que integraba la Unión 

Patriótica, por lo que es evidente su intención política, de hecho la estigmatización sobre las 

propias víctimas y militantes de esta agrupación llevó a sobrevivientes y a sectores de la 

comunidad a responsabilizar a Rafael y Pedro como culpables de la masacre contra ellos y 

su propia familia, Carmen Tulia Cornejo sobreviviente y esposa de Pedro recuerda la 

interpretación que tenía para ese momento de la responsabilidad de la masacre y los impactos 

de esta: 

«Desde ahí yo tuve muchas dificultades con él, porque yo lo culpaba, yo le decía que yo 

no tenía que pasar por esto, porque yo no era en esa vez... y ellos se iban a las reuniones, y 

 
170 Entrevista 141-VI -00015. Víctimas, hombre y mujer. 
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yo no sabía, entonces yo lo culpé a ellos, hubo años que yo le decía, yo no vuelvo por allá, 

con usted menos, mejor dicho, si yo me voy al lado suyo yo me... y yo a mis hijos “olvídense 

de su papá”, prefiero pedir limosna, comer en la calle, sobras del restaurante, porque yo a él 

a metros, para mí la vida mía fue, mejor dicho, ya ahora... yo cuento diferente las cosas, yo 

no decía nada, me preguntaban, y yo era como si fuera una tonta»171. 

El contexto de señalamientos y amenazas llevó en este caso a una ruptura comunitaria, 

que se manifestó en las diferentes actitudes ante los hechos, tal y como relata uno de los 

sobrevivientes:  

«Algunos nos prestaron mucha ayuda pero otros también ya por esa razón nos tomaron 

distancia porque supuestamente la conversación en toda parte era que nosotros pertenecíamos 

a un grupo guerrillero y que por eso nos habían hecho eso, por esa razón mucha gente nos 

tenía prácticamente miedo, y nos miraban con mala gana, porque la verdad es que, de eso 

siempre ha pensado la gente, e incluso hasta ahora hay personas que nos miran así, pero más 

sin embargo lo tildan a uno como guerrilleros, porque pertenecemos a un partido de 

izquierda. Entonces después de ese momento la relación de nosotros con la comunidad, 

algunos nos prestaban mucha ayuda, pero a otros pues como que nos […]»172. 

Las repercusiones de la masacre contra la familia Suns Quina además de políticas también 

fueron humanas y familiares, a la orfandad de varios niños y niñas se sumó la desintegración 

de los tres núcleos familiares que habitaban la finca Los Medios y el destierro de varios de 

sus miembros que se vieron forzados a desplazarse a la zona rural del municipio de La Plata 

o a otras regiones del país. Incluso el retorno posterior a la finca estuvo atravesado por el 

terror que dejó instalado la masacre, extendiendo en el tiempo el miedo de los sobrevivientes: 

«Después de un año, dos años de esa tragedia nosotros volvimos, yo volví y nos pusimos 

de acuerdo con mi papá, pero entonces ya nos tocó que dormir en el monte, porque nosotros 

íbamos y no dormíamos en la casa, ósea trabajamos de día, allá limpiando la labranza, porque 

allá teníamos de todo, entonces en vista de que no teníamos nada que hacer, estábamos 

aguantando necesidades, hambre, y usted sabe que en un pueblo uno no, primero que todo, 

uno está enseñado a estar en el campo, y segundo nosotros de oficina no sabemos porque no 

 
171 Entrevista 141-VI -00015. Víctimas, hombre y mujer.  
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teníamos estudio, nosotros no fuimos preparados para trabajar en una ciudad, nosotros nos 

tocó que buscar ya lo último el campo, la casa, ya era muy diferente, ya llegaba uno allá y se 

acordaba uno de tanta cosa, no dormíamos allá en esa casa, nosotros a las 6 y media de la 

tarde íbamos cogiendo las cobijas y nos íbamos a dormir al monte, por ahí en la misma finca 

que tenía un rastrojo por ahí, y dormíamos por ahí debajo de unos cauchos porque nos daba 

mucho miedo de estar ahí, porque nosotros decíamos, ellos se dan cuenta que estamos acá y 

vuelven lógico, porque el panfleto decía volveremos, y entonces pues a nosotros nos causaba 

mucho miedo eso, y la verdad es que pues nosotros nos tocó que dormir un tiempo en el 

monte, a veces llovía y se mojaban las cobijas ,y así, mire que nosotros, mejor dicho, yo creo 

que la historia de nosotros desde esa época cambió muchísimo, ósea nos cambió la vida en 

mal, no en bien»173. 

4.5.3. La Masacre de Caño Sibao 

El Castillo, municipio ubicado en la región del Alto Ariari en el departamento del Meta 

fue uno de los principales fortines políticos de la Unión Patriótica allí sus habitantes 

respaldaron desde 1986 la elección de cuatro alcaldes de esta colectividad: Ernesto Moreno 

designado para el periodo 1986-1988, Manuel Salvador Mazo electo para el periodo 1988-

1990, María Mercedes Méndez electa p entre 1990 y 1992, William Campo Castaño elegido 

para el periodo 1992-1994 y Jorge Enrique Tenorio electo para el periodo 1994-1997. Esta 

fuerza política de la UP se sustentó en la tradición política comunista de un importante sector 

de sus pobladores, como lo indica el alcalde upecista de El Castillo: 

«Yo llegué de alcalde, el gobernador era Jorge Ariel Infante Leal...ese nombramiento era 

por decreto, a raíz de la fuerza política que tenía la Unión Patriótica en El Castillo, donde 

había 10 concejales de la UP y uno del Partido Liberal, la mayor parte era una población 

comunista, toda, o sea, el voto era para el Partido Comunista, o sea, una región muy 

controlada, desde el punto de vista político, por la UP, ¿sí? en ese momento, o por el Partido 
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Comunista, anteriormente. La UNO tuvo también una votación muy alta allá, que tenía 10 

concejales y uno del Partido Liberal. Siempre esa era la estadística histórica»174. 

La violencia contra los militantes y dirigentes de la UP en El Castillo buscó eliminar su 

capacidad política y el control sobre los recursos del Estado a nivel local y regional. En El 

Castillo y los municipios vecinos se cometieron homicidios de varios líderes y militantes del 

partido y se ejerció terror contra sus electores a través de varias masacres. En la masacre 

ocurrida el miércoles 3 de junio de 1992 en Caño Sibao, fueron asesinados 4 dirigentes y un 

militante de la Unión Patriótica. 

Fueron asesinados el recién posesionado alcalde William Ocampo Castaño, la alcaldesa 

saliente María Mercedes Méndez de García, la tesorera de la alcaldía Rosa Peña Rodríguez, 

el coordinador de la Umata (Unidad Municipal de Asistencia Técnica Agropecuaria) Ernesto 

Sarralde y el conductor de la alcaldía, Armando Sandoval. En los hechos también resultó 

herido Wilson Pardo, secretario de la Personería municipal, quien logró huir a pesar de sus 

heridas en la cabeza. Según la declaración dada por Wilson Pardo a la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos, los ocupantes del vehículo regresaban de algunas 

diligencias ante la gobernación del Meta y de reclamar unas armas que el Estado había 

autorizado para su protección personal, cuando fueron impactados por disparos. Igualmente 

señaló que la directora del hospital y la directora del colegio municipal de El Castillo lo 

recogieron en un carro y lo trasladaron al hospital gracias a lo cual salvó su vida175. 

Esta masacre estuvo precedida de una persecución constante contra los dirigentes políticos 

asesinados. La entonces alcaldesa María Mercedes había participado de una reunión el 8 de 

noviembre de 1991 en Bogotá entre la dirigencia nacional de la Unión Patriótica, el Partido 

Comunista y los ministros de Gobierno, Humberto de la Calle Lombana y de Defensa, Rafael 

Pardo Rueda, donde informaron la grave situación de persecución y riesgo que vivían los 

líderes regionales de la UP, entre los que se encontraban la propia Mercedes, quien también 

hacía parte de la dirección regional de la UP y el PCC176. A esta situación se sumó la visita 

 
174 Entrevista 660-VI -00018. Hombre, víctima, exalcalde. 
175 Comisión IDH. Informe de Fondo 170/2017, 103. 
176 Informe 365-CI-00949. «¡Venga esa mano país! Memoria viva de una vergüenza nacional». 2020, 61. 
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realizada al despacho de la alcaldía de El Castillo por dos hombres que buscaban información 

privada de la alcaldesa y el alcalde electo, William Ocampo:  

«El día 8 de mayo de 1992, siendo las cuatro de la tarde, al despacho de la alcaldía se 

presentaron dos individuos, uno de ellos usando el traje de camuflado del Ejército Nacional 

sin gorra y con su debido armamento y el otro, en traje de civil portando unas granadas y 

pistola, dirigiéndose a la señora alcaldesa le manifestaron que eran miembros del Ejército 

Nacional, que necesitaban datos personales de la alcaldesa, del alcalde electo y de toda su 

familia tales como: nombre de la esposa, cédula, nombre de los hijos, lugar de residencia, 

profesión, política que profesa, nivel cultural, etc. Todo ello para ser incluido en el kardex 

que ellos manejan según lo manifestaron»177. 

Esta comunicación estuvo acompañada de una solicitud de explicaciones y medidas de 

seguridad acordes con la situación de riesgo en la que se encontraban los dirigentes políticos. 

Tres días antes de la masacre, el alcalde William Ocampo solicitó expresamente ante el 

Segundo Distrito de Policía, ubicado en Acacías, Meta el servicio de escolta permanente con 

dos agentes, sin que a la fecha de la masacre la solicitud hubiese sido atendida. Esta situación 

de riesgo inminente y permanente también se presentaba sobre otras de las víctimas de la 

masacre como la tesorera de la alcaldía Rosa Peña Rodríguez. 

«Mi esposa Rosa Tulia, líder comunitaria en la cabecera municipal de Vistahermosa y 

activista política, se ve enfrentada a un intento de asesinato cuando buscaba viajar a 

Villavicencio, en días anteriores, precisamente cuando fue asesinada la secretaria del Concejo 

de ese municipio, Luz Marina Arroyave. Encontrándonos en la ciudad de Villavicencio y a 

unos cinco metros de las instalaciones de la Gobernación, fuimos perseguidos por 

desconocidos que portaban armas al cinto (se observan justo en la cintura debajo de la 

camisa) […]. Ese hecho y la inoperancia o ausencia de las autoridades encargadas de velar 

por nuestra seguridad nos obligó a huir escondidos entre un vehículo hasta la ciudad de 

Bogotá, tanto mi esposa Rosa Tulia, como mis hijas, como yo»178. 

 
177 Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, CP: Enrique Gil Botero. Bogotá 

D.C., 11 de febrero de 2009. Expediente: 23.067 (R-199204478 01), 13. 
178 Informe 365-CI-00949. «¡Venga esa mano país! Memoria viva de una vergüenza nacional», 61. 
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Estos antecedentes de riesgo, las solicitudes de medidas de protección al gobierno 

nacional y la falta de respuestas a las mismas, llevó a que las instancias judiciales condenaran 

al Estado en cabeza del Ministerio de Defensa y la Policía Nacional por omisión en su deber 

de protección debido a que «el riesgo en que se encontraba la vida del alcalde afectado era 

evidente para las autoridades y su reacción fue sin duda precaria»179. Por otra parte, por su 

participación en la masacre de Caño Sibao, el Juzgado Penal del Circuito Especializado de 

Villavicencio condenó a León Ángel Cortes Mejía, agente de policía, el Juzgado Primero 

Penal del Circuito Especializado de la misma ciudad, condenó a Idual González, integrante 

de las Autodefensas Unidas de Colombia180 y el Tribunal Superior de Villavicencio confirmó 

en 2009 la condena a treinta años de prisión contra Manuel Pirabán, alias «Pirata, paramilitar 

de las AUC»181. Sin embargo, quienes instigaron y ordenaron la masacre aún no han sido 

investigados ni condenados por la justicia. 

De hecho, parte de esta dinámica de impunidad está asociada a la propia violencia contra 

la UP pues varios de los testigos fueron perseguidos, hostigados e incluso asesinados. El 

sobreviviente a la masacre, Wilson Pardo García tuvo que huir del hospital donde estaba 

siendo atendido de sus heridas, por un intento de asesinato182. El entonces personero de El 

Castillo y líder de la UP, Exienover Quintero quien había declarado ante las autoridades 

judiciales también fue asesinado183. Los paramilitares y testigos en el proceso judicial Idual 

Gonzáles y Héctor Sánchez Trujillo fueron amenazados de muerte y se retractaron en sus 

testimonios en la audiencia184.  

La masacre de Caño Sibao es parte del exterminio político de la UP, pues la violencia que 

le anticipó y le sucedió contra sus dirigentes y electores en El Castillo así lo demuestra. El 

primer alcalde municipal de este movimiento político se vio obligado a desplazarse y 

abandonar el cargo:  

 
179 Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Consejero Ponente: Enrique Gil 

Botero. Bogotá D.C., 11 de febrero de 2009. Expediente: 23.067 (R-199204478 01), 21. 
180 Comisión IDH. Informe de Fondo 170/2017, 103. 
181 Fuente de Archivo Externa 9-OI-811. Centro de Memoria, Paz y Reconciliación. Unión Patriótica: 

Expedientes contra el olvido. 2012, 213. 215.  
182 Centro Nacional de Memoria Histórica. Todo pasó frente a nuestros ojos, 442. 
183 Juzgado 2 Penal del Circuito Especializado de descongestión de Villavicencio sentencia de condena, 

procesado Manuel de Jesús Pirabán y otros, Villavicencio, 29 de abril de 2005 folio 5, párrafo 5. 
184 Ibid. folio 6, párrafo 2, folio 27 párrafos 2 y 3. 
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«Después ya vinieron las amenazas, vinieron las formas de buscar desaparecerme, de 

atentar contra mí, entonces ya la cosa se complicó, se complicó, yo tomé una decisión. Don 

Plinio, el exguerrillo liberal, llegó a la oficina un día y me dijo, “Ernesto, nosotros no 

queremos que usted se muera acá, porque usted sí que ha hecho cosas aquí en beneficio de la 

población y de las escuelas en las veredas”, entonces yo le dije, “bueno, cuál es la propuesta”, 

me dijo, “váyase, que aquí vendrá otro reemplazo, pero usted sirve más porque es una persona 

muy humana y eso lo agradecemos, pero nosotros nos encargamos de usted porque el 

problema es que aquí ya están patrullando gente por los campos de los paramilitares, no 

queremos que lo maten. Yo tomé la decisión de irme para Bogotá, sin renunciar, hasta que 

yo hablé con la dirección aquí de la UP, yo dije, `yo no renuncio hasta que no pongan otro 

compañero allá que sea de la UP»185. 

Por su parte, el alcalde Manuel Salvador Mazo, electo para el periodo 1988-1990 salvó su 

vida de un atentado ocurrido el domingo 3 de julio de 1988 también en Caño Sibao, que 

culminó con la masacre de 17 personas, tres de ellas niños, que se movilizaban en una 

camioneta de transporte público hacia Villavicencio. Los paramilitares que dispararon contra 

los ocupantes del vehículo habían recibido información de que allí iba el alcalde, quien 

finalmente no había podido tomar el transporte en El Castillo.  

Con posterioridad a la masacre de 1992, otros líderes políticos de la UP fueron asesinados. 

Dentro de estos se destaca el asesinato del diputado a la Asamblea del Meta, José Rodrigo 

García, esposo de la exalcaldesa María Mercedes Méndez, quien fue ultimado el 26 de 

noviembre de 1992. Él dejó cuatro huérfanas que no superaban los 12 años, una de ellas 

relató ante la Comisión de la Verdad algunos de los impactos generados por estos asesinatos, 

entre el desplazamiento forzado, crecer con la pérdida traumática de sus padres, el miedo y 

el silenciamiento: 

«Nosotras somos cuatro hermanas que en el momento en que suceden los hechos teníamos 

entre 6 y 12 años, la mayor y yo soy la menor. Los cambios o lo qué afectó nuestra vida, 

evidentemente se desconfigura la conformación familiar perdiendo como las figuras de afecto 

y de protección, siendo niñas pues los padres normalmente son los proveedores y nosotros 

 
185 Entrevista 660-VI -00018. Víctima-hombre-exalcalde UP. 
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quedamos sin esas figuras. Hay también un cambio de roles dentro de nosotras porque 

perdemos esa figura de protección y la desbordamos las menores en la hermana mayor 

teniendo ella 12 años, digamos como que volcamos toda esa responsabilidad en ella. Otra 

afectación que tuvimos fue el desplazamiento, a nosotros nos sacan de nuestro territorio 

original que es el departamento del Meta que era donde vivíamos en ese momento y nos 

llevan a vivir al norte del país en la costa, eso ya implica un montón de cambios, cambio 

cultural, alejadas de lo que pudiéramos haber formado acá a nivel social, amistades, 

relaciones familiares, a crecer en un espacio completamente nuevo y ajeno culturalmente e 

incluso desde el lenguaje, crecer allá alejadas de nuestro territorio, de nuestra historia. 

También una manera de protegernos fue mantenernos muy alejadas del tema político, casi 

como no permitiéndonos enteramos de lo que sucedía a nivel de noticias, ni qué más sucedió 

con el partido volviéndose como eso como un tabú y no mencionarlo era una manera de 

sobrevivir. Esto también produjo en nosotras un mecanismo de defensa y era negar nuestra 

propia historia u omitirla»186.  

La masacre de Caño Sibao, y la masacre de los 17 ocupantes de la camioneta que se dirigía 

hacia Villavicencio reitera la estrecha relación entre competencia electoral, control y 

administración de los recursos públicos y la violencia política contra la UP, así como la 

concentración de la violencia contra el municipio de El Castillo y su reiterada persistencia en 

el voto de la UP. Esta masacre y la violencia política contra la dirigencia política de la UP 

asociada a ésta, terminó por acentuar el proceso de desaparición política de esta colectividad 

en El Castillo, lo que redundó en un hondo golpe para la UP en el departamento del Meta 

pues allí fueron asesinados también líderes de carácter regional y otros que se perfilaban 

hacia este tipo de liderazgo. 

4.5.4. La Masacre de Segovia y La Cruzada, un castigo electoral 

 «La masacre ¿por qué creo que fue? por política, porque el pueblo había ganado las elecciones y la 

ganó la UP, la alcaldesa era de la UP, usted sabe que ya hace rato venían en un exterminio de todos los 

militantes de la UP en todas partes, no todo el pueblo votó por ella pero todo el pueblo pagó»187. 

 
186 Jornada Contra el Olvido, Corporación Reiniciar. Región Meta-Guaviare. Villavicencio. 2020. 
187 Entrevista 058-PR-00635. Hombre, actor armado, exmilitar. 
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El 11 de noviembre de 1988, en dos pequeños municipios de la subregión del nordeste 

antioqueño, tuvo lugar una de las más atroces masacres en la historia del conflicto armado 

colombiano, la masacre de Segovia y el corregimiento de La Cruzada en Remedios. 

Paramilitares en alianza con el destacamento de las Fuerzas Armadas y políticos locales 

asesinaron a 46 personas y dejaron a más de 60 personas heridas188.  

En esta región dominaba el Partido Liberal hasta la aparición de la Unión Patriótica en la 

competencia electoral. En 1988 con la primera elección popular de alcaldes su hegemonía se 

quebró momentáneamente. En Segovia fue elegida Rita Ivonne Tobón como la primera 

alcaldesa por la UP, mientras que en Remedios fue electo como alcalde Elkin de Jesús 

Martínez, además alcanzaron múltiples puestos en los Concejos municipales de la región. La 

hegemonía del Partido liberal fue desplazada por la Unión Patriótica que fue vista como 

alternativa de gobierno y una opción de cambio por los habitantes de esta zona minera 

mayormente explotada por la Frontino Gold Mines Ltda.  

Luego de las elecciones de 1986 en las que la UP obtuvo una posición mayoritaria en los 

Concejos de Remedios y Segovia, surgió un grupo paramilitar en la región denominado 

Muerte a Revolucionarios del Nordeste (MRN), esta organización bajo el argumento de 

acabar con la guerrilla y el comunismo se orientó a eliminar a la Unión Patriótica y restablecer 

el control político precedente. Previó a la masacre intimidaron, persiguieron, amenazaron y 

atacaron a múltiples militantes y simpatizantes de este partido y a decenas de pobladores de 

la zona. La concejala de Segovia, Jael Cano de Ortiz sobrevivió a dos atentados en su contra 

desarrollados el 28 de abril y el 14 de julio de 1988. Mientras que el alcalde electo de 

Remedios Elkin de Jesús Martínez Álvarez fue asesinado el 16 de mayo de 1988 en Medellín 

tras haber sobrevivido a un atentado previo relatado en un apartado anterior.  

La noche del 11 de noviembre un grupo de hombres movilizados en tres camionetas con 

armas de uso privativo de las FF. AA, entre estas granadas y fusiles de largo alcance hicieron 

un recorrido de muerte combinando en su camino asesinatos selectivos con lista en mano 

contra militantes y simpatizantes de la UP -algunos de los cuales habían abandonado el 

 
188 Fuente de Archivo Externa 19-OI-1700. Centro Nacional de Memoria Histórica. Silenciar la democracia. 

Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No Repetición. 2020, 78. 
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liberalismo atraídos por esta nueva fuerza política- con asesinatos masivos e indiscriminados. 

La caravana de la muerte primero pasó por la calle de La Reina, después se dirigió al Parque 

Central Los Próceres, luego tomó el camino hasta la base del Batallón Bomboná y, por 

último, se dirigió al corregimiento La Cruzada de Remedios. En estos cuatro puntos dejó 

muertos a su paso. La entonces alcaldesa presenció con impotencia el desangre:  

«Me subí al techo, y yo me fui casi hasta el frente del bar Johnny Cay y pude ver lo que 

estaba pasando allí. Cuando yo vi todo el horror, como asesinaban niños, como mataban a 

quemarropa... La gente que estaba en el bar Johnny Cay, bajaron la reja metálica que era una 

reja y tenía huecos, por entre las rejas y delante de la gente, les lanzaron las granadas y los 

mataron. ¿Cómo disparan a un niño? ¿cómo disparan a un señor inerte que estaba borracho 

dormido en una mesa en el quiosco? Eso que yo no podía hacer nada. Yo no podía [llanto], 

no podía defender a mi pueblo. Y nadie quiso defendernos. Todos los que pudieron haber 

hecho algo para que la masacre no sucediera, no hicieron nada. Porque todos tenían intereses 

en la región. Porque el patrón del nordeste necesitaba recuperar como lo había prometido, y 

así lo hizo, a sangre y fuego»189.  

En esta masacre se articuló un entramado en el que participaron políticos liberales como 

el excongresista César Augusto Pérez García condenado por este caso por la Corte Suprema 

de Justicia190 y quien fuese el político dominante de la región, aliado con los paramilitares 

Fidel Castaño Gil en ese momento comandante del MRN y Henry de Jesús Pérez de las 

Autodefensas Campesinas del Magdalena Medio (ACMM), con apoyo y complicidad del 

Batallón Bomboná. Ni el Ejército ni la Policía respondieron ante el ataque contra el pueblo, 

se acantonaron en sus respectivas instalaciones e incluso afirmaron que se trataba de un 

ataque guerrillero. Un soldado regular que para el momento de la masacre se encontraba en 

la base del Batallón Bomboná relató la pasividad decretada al interior del ejército ante la 

masacre:  

«En ningún momento hubo autorización de salir de la base, de hecho los últimos muertos 

que hicieron los hicieron al frente de la base y la orden era no dispararle a nadie, o sea, ellos 

 
189 Entrevista 001-VI -00016. Víctima, mujer, exiliada. 
190 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Sentencia 33118. 2013. Actualmente investigado por el 

asesinato de Elkin de Jesús Martínez Álvarez, alcalde de Remedios. 
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de retirada mataron a una gente que llegaba en un camperito y al frente la base, donde había 

un punto de ametralladora, punto 60, una M-60 y nunca se disparó un tiro en la base porque 

la orden nunca fue dispararle a nada, ni la tropa tampoco salió, o sea, la gente salió al otro 

día, de madrugada salió el primer pelotón para Segovia, a ver cómo estaba la cosa, de hecho 

la Policía decía que los estaban atacando y a la Policía nunca la atacaron tampoco, eso fue 

un hecho muy bien coordinado por ellos, al otro día como yo no era conocido en el pueblo a 

mí me dieron un revólver calibre 22 y salí ya con una patrulla del Ejército, pero la misión 

mía era meterme a la iglesia y contar los muertos, cuántos habían sido y efectivamente yo la 

cumplí como me habían dicho, me metí a la iglesia, de civil armado a contar los ataúdes que 

habían ahí, 45 muertos, fue muy... todavía es duro»191.  

Alonso de Jesús Baquero Agudelo alias Vladimir, comandante paramilitar del Magdalena 

Medio que comandó y coordinó la masacre, confesó ante la Corte Suprema de Justicia que 

ésta fue instigada por el político César Pérez en reunión con Fidel Castaño y Henry Pérez, 

motivado por la pérdida del poder local de su partido político192. 

La alcaldesa, concejales, pobladores de Segovia e incluso diferentes instituciones del 

Estado alertaron sobre la difícil situación de seguridad que se vivía por cuenta de los 

hostigamientos por parte de las Fuerzas Armadas y del grupo paramilitar MRN. Sin embargo, 

sus llamados no fueron atendidos y terminaron permitiendo la masacre y otros hechos 

criminales en la región.  

«Tres días antes de sucederse la matanza, los principales dirigentes locales de las 

organizaciones sindicales, de las organizaciones sociales, de las organizaciones gremiales 

acudieron ante las autoridades colombianas y, concretamente, ante la Procuraduría General 

de la Nación para expresar su temor de que iba a ocurrir algo muy grave en el municipio 

porque se venían produciendo escaramuzas del grupo paramilitar Muerte a Revolucionarios 

del Nordeste, que llenó de consignas las paredes de la ciudad con amenazas de muerte en 

contra de dirigentes de la Unión Patriótica. Desde luego que eso no detuvo ni impidió la 

demanda [se quiebra su voz], la... acción paramilitar; pero allí habíamos obtenido, en 

Segovia, ganamos la Alcaldía de elección popular y obtuvimos 7 de los 13 miembros del 

 
191 Entrevista 058-PR-00635. Hombre, actor armado, exmilitar. 
192 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Sentencia 33118. 2013. 
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Concejo Municipal, desplazando a los partidos tradicionales que venían ejerciendo la 

supremacía y el manejo clientelista del país, como ocurrió con otros caciques electorales en 

otras regiones del país. Ocurre que el grupo paramilitar Muerte a Revolucionarios del 

Nordeste, según opinó en ese momento el ministro de gobierno, había sido extinguido»193.  

La alcaldesa recuerda que envió mensajes a diferentes instancias del Estado con la 

angustia de estar ante la proximidad de una matanza: 

«Envié telegramas urgentes al gobernador de Antioquia, al jefe de orden público 

departamental, al procurador general de la nación, a César Gaviria que era el ministro de 

gobierno, diciéndoles lo que acababa de ver y que, según mis investigaciones y todo lo que 

se venía sucediendo, yo tenía ya todos los indicios de que la masacre era inminente. Hasta el 

día de hoy, yo nunca recibí respuesta de ellos»194.  

En audiencia de versión voluntaria por parte José Mansilla García, Ex director del DAS 

seccional Antioquia ante la JEP por el Caso 006: victimización de miembros de la Unión 

Patriótica. Este organismo judicial reveló una comunicación interna del DAS en la que un 

agente de la institución reportaba a su superior Mansilla sobre el riesgo de las alcaldías y 

concejales de la UP en la zona, por tanto, la dirección del DAS estaba al tanto de las 

condiciones de riesgo de los municipios donde la UP triunfó electoralmente: 

  

Apartadó, Mayo 27 de 1988 

Of. No. 05. DAS.ANT.POA 

Sr. Doctor JOSE MANSILLA GARCIA 

Director Seccional DAS 

Medellín 

Para los fines que estime convenientes, adjunto al presente recinto el escrito y el sobre, con el cual 

el grupo denominado “MUERTE A REVOLUCIONARIOS DEL NORDESTE”, viene 

amenazando a los actuales Alcaldes, a los electos y a los Concejales de los Municipios de 

Apartadó, Yondó, Segovia, Mutatá y Remedios. El escrito fue puesto al correo en Medellín, y se 

sometió a exploración dactiloscópica, con resultados negativos. Sería conveniente que se busque 

información en el sitio del correo donde fueron puesto los escritos.  

 
193 Entrevista 001-VI -00008. Hombre, víctima, senador exiliado. 
194 Entrevista 001-VI -00016. Mujer, víctima, exiliada. 
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Atentamente,  

Dr. AMBROSIO NIÑO CORDOBA 

Jefe Puesto Operativo DAS Engdo195 

  

La masacre fue un mecanismo de terror y castigo contra la población de Segovia y una 

cruenta acción contra la Unión Patriótica para eliminarla del poder local. En este caso quedó 

en evidencia la articulación entre élites políticas-económicas, el batallón del Ejército, la 

Policía y grupos paramilitares. Constituyó también un ataque directo a la democracia local al 

atacar el Gobierno elegido popularmente y constriñendo en el futuro el comportamiento 

electoral. La historia del municipio se partió en dos después de la masacre y dejó traumas y 

huellas profundas en sus ciudadanos. En el entierro de las víctimas se sentía aún la zozobra. 

Un soldado testigo de los hechos lo recuerda así:  

«Empezaron a sacar los ataúdes para hacer como un desfile para enterrarlos, no me 

acuerdo la hora, me acuerdo que todo el mundo iba con los ataúdes al hombro y sonó como 

un redoblante de un tambor y la gente creyó que los estaban atacando otra vez, y todo el 

mundo soltaron los ataúdes, los tiraron al piso y todo el mundo salió a correr, entre ellos yo, 

porque yo estaba por fuera del comando de la policía, yo de hecho también eche a correr y 

me tiré a las trincheras que tenía la policía que estaba allá compartida con soldados»196.  

Luego de la masacre, en un intento por consolidar la impunidad, la violencia se dirigió 

contra quienes aportaron pruebas de los hechos. Varios testigos de los hechos con pruebas 

ante las instancias judiciales fueron asesinados. Los muertos se extendieron más allá de 

masacre más allá del 11 de noviembre de 1988, como un intento de implantar la impunidad. 

La alcaldesa rememoró a algunas de las personas que perdieron la vida buscando justicia:  

«En ninguna masacre participó tanta gente en las denuncias, porque a todo el mundo le 

dio mucho miedo y es lo más humano, pero en Segovia la gente hacía filas. Las colas daban 

la vuelta a la manzana para ir a declarar. Todas las personas que presentaron esas pruebas 

contra el Ejército, contra la Policía, contra miembros del directorio liberal de Antioquia, 

 
195 Jurisdicción Especial Para La Paz. Caso 06: victimización de miembros de la Unión Patriótica. Versión 

voluntaria José Mansilla García. Noviembre 9 de 2021, 150. 
196 Entrevista 058-PR-00635. Hombre, actor armado, exmilitar. 
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contra los amigos de César Pérez ante todos los juzgados que estuvieron allí de orden público, 

de instrucción criminal, todas esas personas fueron asesinadas. Los que no presentamos, 

bueno, a mí porque no pudieron, pero la única persona que entregó pruebas y que todavía 

está viva es Jael Cano. Pero todos los otros fueron asesinados. Fue asesinada Gloria Vásquez 

que era concejal y que había hecho varias grabaciones de conversaciones de miembros del 

Partido Liberal de Antioquia con miembros de la Policía y con miembros del Ejército 

gestando la masacre. Gloría Vásquez de Valencia grabó a tenientes del Ejército y tenientes 

de la Policía hablando con delegados de César Pérez García diciendo «no se les de nada. 

Mire, es que ya tenemos todo organizado. Es que el patrón, él dijo que Segovia y el nordeste 

lo recupera, si es necesario, a sangre y fuego». Y así lo hicieron. Y después fue Tomás 

Valencia, el marido de Gloria Vásquez de Valencia. Lo asesinaron 10 días después de su 

esposa. Quedaron 7 niños huérfanos, y la mayor tenía 12 años. Y esos 2 crímenes siguen en 

la impunidad. Luego fue Carlos Alcaraz quien también presentó pruebas. Luego, Eliécer 

Cárdenas, que lo mató un policía en la calle, le puso su arma de servicio en el cuello y lo 

mató a las 6 de la tarde»197.  

Esta alcaldesa sufrió afectaciones psicológicas y problemas de salud a raíz de todos los 

hechos sucedidos durante su alcaldía. Finalmente tuvo que salir al exilio. La masacre fue 

declarada por la Corte Suprema de Justicia como un crimen de lesa humanidad, por tanto sin 

prescripción temporal. Ha sido uno de los pocos casos donde la justicia ha reconocido 

mediante condena la responsabilidad de políticos de partidos tradicionales en el genocidio 

contra la UP. 

4.6. La tragedia extendida de la desaparición forzada 

Cientos de familias de militantes o simpatizantes de la UP también sufrieron y lo 

continúan haciendo el trágico drama de la desaparición forzada en un país que suma más de 

120.000 de estos casos relacionados con el conflicto armado. El auto de la JEP dio a conocer 

 
197 Entrevista 001-VI -00016. Víctima, mujer, exiliada. 
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que por lo menos 1.117198 víctimas de la UP fueron desaparecidas forzadamente (algunas de 

estas fueron después encontradas muertas)199.  

Según el análisis del Proyecto JEP-CEV-HRDAG, el mayor impacto de la desaparición 

forzada contra la UP se da en los periodos entre 1986 y 1989 y entre 1994 y 1997 (23% de 

las víctimas en ambos periodos). 

 

Gráfico No. 19: Víctimas de desaparición forzada UP por periodo presidencial 

  

Fuente: 

Proyecto conjunto JEP-CEV-HRDAG de integración de datos y estimaciones estadísticas. 

Según el proyecto JEP-CEV-HRDAG, la desaparición de miembros de la UP se atribuye 

principalmente a los paramilitares quienes perpetraron aproximadamente el 54% de los 

hechos, agudizando su accionar entre 1994 y 1997. Las desapariciones por múltiples 

 
198 Jurisdicción Especial para la Paz (JEP), Auto No. 075 de 2022, 7 de abril de 2022. Página 36. 
199 El proyecto JEP-CEV-HRDAG, al analizar el potencial subregistro, estima que esta cifra puede estar entre 

las 1294 y 1391 víctimas de desaparición forzada. 
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actores200 representan al menos la quinta parte de las víctimas de la UP desaparecidas, 

aproximadamente el 21 % con picos en los períodos 1986–1989 y 1994–1997. Las 

desapariciones forzadas en donde se vincula directamente al Estado corresponden al 16 % de 

las víctimas, siendo 1990-1993 el periodo de mayor apogeo. A las guerrillas de las FARC-

EP se le atribuye alrededor del 7 % de las desapariciones y el periodo de 1986–1989 el 

momento de la mayor cantidad de víctimas desaparecidas por este actor armado. 

 

Gráfico No. 20: Responsables desaparición forzada contra la UP  

 

Fuente: Proyecto conjunto JEP-CEV-HRDAG de integración de datos y estimaciones estadísticas 

 

 
200 Se cataloga como víctima de múltiples actores cuando participan en el hecho múltiples actores armados, esto 

permite dar cuenta de alianzas o colaboraciones. En este caso la mayor parte de los casos hacen referencia a 

alianzas entre paramilitares y el Estado (aproximadamente el 67 % de la responsabilidad de la categoría 

múltiples).  
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El 89% de las víctimas de desaparición fueron hombres mientras que el 11% mujeres. En 

la desaparición forzada son las mujeres las que mayoritariamente han ejercido la labor de 

búsqueda de los desaparecidos afrontando lo que esto conlleva para sus vidas. 

En términos geográficos la desaparición forzada se concentró en las regiones del Ariari-

Guayabero (13,8 %), del Urabá (el 13,5 %) y el Magdalena Medio (12 %), regiones donde la 

UP tuvo un éxito electoral local significativo y la organización contaba con una aceptación 

social amplia. En el Ariari-Guayabero la desaparición de miembros de la UP ocurrió 

principalmente en los períodos de 1986–1989 y entre 2002-2005, para el Magdalena Medio 

durante 1986–1989. Sin embargo, fue en la región del Urabá entre 1994–1997 donde hubo el 

mayor incremento de la cantidad de desaparecidos forzados de la UP en un periodo de cuatro 

años. 

Ahora bien, en la escala municipal, las desapariciones se concentran en municipios del 

Meta, Antioquia y las dos más grandes ciudades, Bogotá y Medellín. Segun datos del 

Proyecto JEP-CEV-HRDAG, los once municipios con más víctimas de desaparición forzadas 

documentados son: Apartadó (Antioquia) 61 víctimas, Turbo (Antioquia) con 60 víctimas, 

Bogotá con 56, El Castillo (Meta) con 48, Dabeiba (Antioquia) 47, Murindó (Antioquia) con 

40, Medellín con 33, Villavicencio (Meta) con 31, Vista Hermosa (Meta) con 29, y Riosucio 

(Chocó) 28 y Mapiripán (Meta) con 28. En el mapa de calor a continuación presentado se 

puede ver la concentración de esta violación de derechos humanos, también es evidente que 

se presentaron víctimas en una gran parte de municipios de Colombia con el objetivo de 

eliminar el partido político UP y extender el terror a la militancia en un proceso genocida. 
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Mapa No. 4: Desaparición forzada UP por municipio 1984-2021 

 

 

Fuente: Proyecto conjunto JEP-CEV-HRDAG de integración de datos y estimaciones estadísticas 

4.6.1 Los desaparecidos forzados 

La desaparición afectó a militantes de la UP de diferentes sectores y lugares: estudiantes, 

sindicalistas, líderes agrarios, dirigentes locales y regionales. En la noche del 19 de febrero 

de 1988 Tarcisio Medina Charry salió de la Universidad Surcolombiana en Neiva, donde 

estudiaba literatura y lingüística, a pocas cuadras de allí fue detenido por la Policía junto a 

otros jóvenes estudiantes en un operativo irregular comandado por el subteniente César 

Augusto Orozco Gómez. Tarcisio tenía 21 años, era militante de la Juventud Comunista y se 

había vinculado al recientemente creado partido de la UP. En su mochila portaba un par de 
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ejemplares del periódico VOZ. Desde ese momento permanece desaparecido, su familia no 

ha podido hallar sus restos mortales. En un primer momento los familiares adultos intentaron 

ocultarle la trágica noticia a sus hermanas pequeñas para evitar su sufrimiento, su hermana 

menor, reconstruyó esta situación:  

«Al tercer día mi tía nos dice, le dice a mi papá regañándolo “dígale la verdad a las niñas, 

dígale que Tarsicio no va a volver, a Tarsicio lo mataron” yo me acuerdo que mi tía... esa fue 

la forma como nosotros nos enteramos. Mi tía nos dijo “su hermano lo mataron y él no va a 

volver” yo “pero cómo y si lo mataron entonces, ¿por qué no podemos verlo?” entonces, mi 

tía nos dijo “no, es que la Policía se los llevó” nosotros no entendíamos porque mi papá 

siempre nos decía “si ustedes se llegaran a perder, ubiquen un policía” y mi papá nos daba 

un papelito con el nombre y la dirección de la casa, en ese tiempo no había celulares. Yo le 

decía ‘papi pero entonces ¿cómo la Policía fue hacerle daño a mi hermano si ellos son buenos, 

si ellos ayudan a la gente?»201. 

La comunidad universitaria, familiares y su organización emprendieron enseguida una 

intensa búsqueda, sin embargo, las reacciones de las autoridades fueron de persecución y 

hostigamiento:  

«La Policía comenzó una serie de amenazas en contra de mi familia, en contra de mi tía 

que era donde vivía mi hermano, los asediaban, le llegaban allá a la casa a mi familia, yo 

recuerdo que estábamos en la finca y el Ejército llegaba rompiendo puertas, abriendo todo y 

decían que nosotros lo teníamos ahí escondido y que solamente queríamos perjudicarlos. 

Nosotros estábamos pequeños, yo tenía 10 años, mi hermana tenía 12 [Llanto] y pues era 

muy duro verlos. Nos decían que nosotros lo estábamos ocultando, que era un guerrillero, 

que había sido seguramente herido por ahí en algún combate y que ahorita queríamos 

culparlos a ellos […] El subteniente fue condenado, pero ya él se había ido, nosotros supimos 

que él había pasado a engrosar las filas de grupos paramilitares»202.  

El 10 de agosto de 1988 en Miranda, Cauca, Javier Castillo Castillo quien se desempeñaba 

como diputado por la Unión Patriótica ante la Asamblea departamental del Cauca fue 

secuestrado por sujetos fuertemente armados que se movilizaban en una camioneta azul. 

 
201 Entrevista 140-VI -00016. Mujer, víctima, lideresa social. 
202 Ibid 
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Desde ese momento permanece desaparecido. Un dirigente de la UP en el Norte del Cauca y 

compañero de Javier aún espera la verdad sobre su paradero: 

«Más o menos en agosto del 88 desaparecieron a Javier Castillo, era el diputado de la 

Unión Patriótica al Norte del Cauca, pues lamentablemente hasta el día de hoy Javier está 

desaparecido. Fue secuestrado en el municipio de Miranda por individuos digamos 

poderosamente armados, quienes se movilizaban en una camioneta azul y se lo llevaran y es 

el día hasta ahora el compañero no aparece»203.  

Unos meses antes de la creación formal de la UP, el 5 de septiembre de 1984, Miguel 

Ángel Díaz y Faustino López fueron secuestrados y desaparecidos en Puerto Boyacá donde 

se encontraban haciendo unas diligencias en la oficina de instrumentos públicos de este 

municipio. Sujetos armados los obligaron a subir a un carro y desde entonces no se conoce 

su paradero. Miguel Ángel tenía 33 años, era sindicalista y dirigente de la Federación 

Nacional de Trabajadores al Servicio del Estado, Faustino tenía 82 años y era un dirigente 

agrario. Ellos dos habían viajado desde Bogotá hacia este municipio del Magdalena Medio a 

gestionar la creación de Juntas Patrióticas en esta región, forma de organización básica de la 

Unión Patriótica, pensando en su lanzamiento. Por esta razón son recordados como los 

primeros desaparecidos forzados de la UP. 

Gloria, la esposa de Miguel y sus tres hijas Fernanda, Juliana y Ángela, incansables 

buscadoras de su padre y de la verdad, hablaron con la Comisión sobre las circunstancias que 

rodearon su desaparición: 

«En la parte política tenía cargo en la dirección nacional del Partido [Partido Comunista 

Colombiano], era el responsable financiero y por esa razón en el marco de la creación de las 

juntas patrióticas viajó a Puerto Boyacá, pero por el camino fue mirando qué posibilidades 

había de creación de juntas patrióticas, y fue a Puerto Boyacá, a legalizar una casa que era 

del Partido. Él estuvo en Puerto Boyacá y viajó con un señor de 82 años, Faustino López, 

que fue dirigente agrario en Puerto Boyacá, y al ser allí dirigente agrario fue amenazado y 

tuvo que salir. La desaparición fue para ellos 2 el mismo día, el 5 de septiembre que llegaron 

a Puerto Boyacá, él hizo sus papeles, fue a la oficina de instrumentos públicos, arregló lo de 

 
203 Entrevista 156-VI -00003. Hombre, dirigente político, exiliado. 
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la casa, y cuando ya salía de la oficina que tenía listo todo para salir para Bogotá, fue 

empujado en la puerta de la oficina de registro, a un carro que posteriormente fue visto en la 

brigada, en la estación de policía. A partir de ahí, llevamos 36 años y no hemos sabido 

absolutamente nada de Miguel Ángel»204. 

En esta doble desaparición forzada participó un agente del DAS, Jorge Luis Barrero, 

condenado el 29 de mayo de 1986 a 5 años de prisión de los cuales solo pagó 3 pues fue 

puesto en libertad condicional205. A partir de entonces se inició la práctica de la desaparición 

extendida contra miembros de la UP, como parte de la estrategia de terror para eliminar el 

partido. 

 

La sentencia en contra de Jorge Luis Barrero tiene 2 datos que para mí son... muy importantes y 

que reflejan el nivel de complicidad del Estado en todos los escenarios, y es que dice primero: más 

o menos participaron entre 4, 5 personas que son muy fácilmente identificables y que nosotros 

después de 36 años no lo hemos podido conocer. Y segundo: que la desaparición forzada de 

Miguel Ángel y de Faustino tiene un móvil en común, que eso pertenece al Partido Comunista, es 

decir, ya desde sus inicios se sabía que lo que se perseguía era... el hecho de tener un pensamiento 

diferente a lo que el Estado consideraba se debía, ya se estaban persiguiendo las ideas de izquierda, 

ya se estaba gestando el genocidio por pensar diferente206. 

4.7. «Me mandaron un rocket y me rompieron las medias»207: atentados contra la 

militancia de la UP  

Aunque la magnitud del genocidio contra la Unión Patriótica significó el asesinato de 

miles de sus integrantes, otros cientos de ellos pudieron preservar sus vidas, incluso tras sufrir 

diferentes amenazas y atentados que no lograron su objetivo. En torno a la militancia de este 

partido se desarrolló una compleja arquitectura de la muerte que pretendió eliminarlo del 

escenario de participación política nacional, muchos de sus liderazgos fueron víctimas de 

 
204 Entrevista 660-VI -00009. Mujeres, víctimas, buscadoras. 
205 Centro Nacional de Memoria Histórica. Desaparición forzada Tomo II: Huellas y rostros de la desaparición 

forzada (1970 - 2010). Bogotá: Imprenta Nacional, 2013, 77. 
206 Ibid. 
207 Entrevista 660-VI -00008. Víctima, Mujer, exiliada. 
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atentados que buscaban su asesinato. Muchos atentados tuvieron un nivel estructurado de 

planificación que contemplaba, entre otras cosas, la selección de la víctima, la evaluación del 

posible impacto público de su muerte y un seguimiento que pretendía determinar zonas y 

lugares frecuentados, horarios de desplazamiento, puntos de vulnerabilidad en su entorno 

cotidiano y posibilidades de asegurar el escape de los sicarios. 

El atentado cometido contra los dirigentes de la Unión Patriótica y miembros de la 

dirección regional del Partido Comunista en Santander, Adela Solano Rivera y Alirio Zaraza 

Martínez, se llevó a cabo el 29 de julio de 1988 sobre las seis y media de la tarde, cuando 

hombres armados que se movilizaban en una motocicleta de alto cilindraje sobre la avenida 

Libertador en la ciudad de Bucaramanga dispararon contra los dirigentes dejando a Adela 

parapléjica, sin movilidad, funcionalidad y sensibilidad en gran parte del cuerpo, mientras 

Alirio resultó asesinado208. Otro líder político de la UP, Olgher Santodomingo quien fue 

también secretario general del sindicato de la USO, sobrevivió a estos planes mortales porque 

se habían desplazado forzadamente de su ciudad ante señales de un posible atentado. Olgher 

le contó a la Comisión como su familia en Barrancabermeja, Santander, estuvo a punto de 

morir cuando él se encontraba en Bogotá buscando proteger su vida:  

«En la madrugada del 8 de abril del 91, tiraron una granada de fragmentación en el cuarto 

de habitación donde estaba mi esposa y Pavel, Pavel estaba ahí de 9 años, la habitación queda 

en el segundo piso, da a la calle una ventana y entonces, tiraron la granada, rompieron el 

vidrio de la ventana y lo que pasa es que la cortina era una cortina muy gruesa, y entonces 

cuando llegó pues se bajó la granada y se rodó un poquito, entra la granada y en el piecero 

de la cama cae justo la granada. Esa es la habitación matrimonial. Nancy estaba durmiendo 

ahí con Pavel, porque Pavel era el menor. Ella lo que hace es, porque alguna vez lo hablamos 

de que de pronto podían venir y desde ahí disparar. Entonces lo que ella hizo fue tirarse al 

otro lado de la cama y la cama tenía cajoneras abajo, y ella se tira ahí y la granada queda en 

la piecera y explota; lo que dice la Policía es que el ángulo de explosión de la granada fue 

hacia el suelo, entonces abrió un agujero del segundo al primer piso y las esquirlas volaron, 

 
208 CIDH, Informe de Fondo, 70. 
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quedaron muchas encima de la cama, y a ella sólo le cayó una en la toalla que tenía puesta, 

porque se había duchado y se había acostado con la toalla puesta»209. 

Otros atentados resultaron fallidos debido a la propia resistencia de las víctimas, René 

Cabrales, sindicalista de la Universidad de Córdoba y militante de la Unión Patriótica, el 10 

de junio de 1996 sobrevivió a un atentado en su contra al responder con su arma personal, 

que había recibido para su protección por parte de las autoridades, a los hombres que 

pretendían asesinarlo en su residencia ubicada en la ciudad de Montería. Así se lo relató a la 

Comisión: 

«Cuando ella (la hija) va a entrar a la casa, los tipos se meten detrás de ella, un grupo 

armado como de 5 personas. Se meten. No logro verlos bien porque está la luz de la sala 

apagada, solamente iluminada con el reflejo del televisor. Entran gritando: “Somos de las 

ACCU (Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá), venimos por René, todo el mundo 

al suelo, esto es un atentando”. Yo estoy en la cama en el cuarto. Cuando escucho eso, echó 

mano del revólver. Mi hija trata, le entrega la niña a mi mujer, a la abuela, y trata como de 

impedir que ellos entren, pero uno de ellos le hace un disparo que le roza, le hirió solamente 

el dedo meñique y le rompió el bolso que ella tenía... Al ver esto, lógicamente yo abro fuego 

también, pero no acierto a darle al tipo de lleno. Dicen que lo herí, pero no es cierto, no es 

cierto. Ellos disparan indiscriminadamente contra todos. A mi hija, la mayor de las hembras, 

pues son 4 hijos -2 varones y 2 hembras-, o sea, a la tía de la niña que murió, la hieren por la 

espalda, le hace una ráfaga como de 6 tiros: hombros, glúteos, piernas. A mí me hieren, un 

balazo en el hombro derecho que de una vez me inutiliza el brazo. Tomo el arma con la mano 

izquierda y, pues, se las muestro. Ellos al ver a su amigo herido lo retiran y se van»210. 

Sin embargo, aunque René pudo sobrevivir al atentado, una de sus nietas que tenía la edad 

de 2 años y 8 meses murió tras recibir un impacto de bala. Tras este atentado y en una 

situación de inminente riesgo para su vida y la de su familia, tuvo que desplazarse 

forzadamente y años después salir al exilio. Su esposa Ruby presenta el dolor de estas 

circunstancias, la pérdida de su nieta y del sentido de la vida: 

 
209 Entrevista 185-VI -00002. Víctima, Hombre, exiliado. 
210 Entrevista 001-VI -00011. Hombre, víctima, exiliado. 
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«Yo me quedé con el hijo mayor. El día del atentado la esposa de mi hijo mayor estaba de 

8 meses de embarazo. Ella presenció todo eso. Al mes del atentado nació la niña, se llama 

Isabela. Mi mamá también vivía conmigo. Ella vivía en Barranquilla, pero se desplazó a 

acompañarme porque yo después del atentado... a mí no me importaba nada... [llanto]. Yo 

quería mucho esa niña, fue nuestra primera nieta y nosotros la estábamos criando. Esa niña 

era la vida de todos en la casa... [llanto]. Entonces, después de eso, no me importaba nada. 

Si mi mamá no hubiera estado conmigo quizá yo me hubiera muerto. No me importada nada. 

Entonces yo me quedé viviendo con mi hijo y mi mamá y las hijas las tenía en Bogotá. En el 

99. Me radiqué con René en Bogotá...Nos radicamos toda la familia en Bogotá»211. 

René y su esposa, y posteriormente su otra hija, se verían forzados posteriormente a 

abandonar el país y salir al exilio debido a la persistencia de la persecución. Esta historia se 

repitió decenas de veces a lo largo del país, debido al intento de asesinar a varios militantes 

y dirigentes de la UP, como en el caso de Ricardo Rodríguez ex secretario de la UP en el 

departamento del Meta y abogado de «los casos de Luis Eduardo Yaya, Carlos Covac, Néstor 

Henry Rojas, José Riveros y la posterior acumulación a un solo proceso por presuntas 

existencia(s) de delitos conexos de las averiguatorias por la masacre de Caño Sibao y la 

Escuela o Cementerio Clandestino encontrado en el municipio de Puerto López en la 

Hacienda San Pablo y la Sesenta»212. Ricardo dio su testimonio ante la Comisión de la 

Verdad donde narró el atentado sufrido el 23 de junio de 1989. Como en otros muchos casos, 

la preeminencia de ser víctima de un atentado acompañó a muchos dirigentes de la UP. 

«Alguien de la Séptima Brigada me dijo “mira, Ricardo, a ti, en los 15 días que vienen te 

van a hacer un atentado en tu apartamento y te van a poner bombas en todos los apartamentos 

que ellos conocen, porque no han podido darte de baja por atentado sicarial”, estoy diciéndote 

que quién me da esa información es el tercero del servicio de inteligencia de la Séptima 

Brigada, […] ponen una carga de dinamita en mi apartamento en El Barzal, en Villavicencio, 

con tan mala fortuna de que era un apartamento de un solo piso, con un gran... zarzo y daba, 

exactamente, al frente del parqueadero de las urgencias del Seguro Social, la explicación que 

me dio Maza Márquez a mí, fue que la bomba, la carga que pusieron, explotó y salió por el 

 
211 Entrevista 156-VI -00002. Mujer, Víctima, exiliada.  
212 Entrevista 660-VI -00012. Documentos anexos, 1. 
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corredor del zarzo, contra el parqueadero del Seguro Social y no se regresó, porque nada la 

devolvió y eso permitió que yo saliera, yo salí con vida de ese atentado»213. 

Los atentados que resultaron fallidos fueron en muchos casos el detonante del exilio de 

sus víctimas, Ricardo tuvo que salir al exilio para proteger su vida tras la certeza que el 

gobierno no garantizaba su seguridad: «yo llego a Bogotá, Angelino Garzón, de la UP, 

conversa conmigo, nos reunimos con el Procurador Valdivieso, doy la declaración que di y 

a los dos días Presidencia me dice “nosotros no podemos garantizar su seguridad en 

Colombia” y a los dos días salgo del país»214. 

Los candidatos políticos de la UP y sus líderes electos a cargos públicos también sufrieron 

varios atentados que buscaban acabar con sus vidas y sacarlos de la contienda política o 

eliminar la representación de este partido en las corporaciones públicas y las alcaldías 

municipales conquistadas. La campaña política de Rita Ivonne Tobón estuvo atravesada por 

varios intentos de acabar con su vida:  

«Yo una vez conté, eso fue mi hijo que me acordó de eso, muy duro que él se acuerde eso 

porque tenía cuatro años, o sea, algo que yo no me acordaba, pero a esa edad son esos detalles 

que un adulto no tiene en cuenta, que a la nevera le habían dado 39 tiros. O sea, no son los 

disparos ni la nevera lo que me duele. Es el dolor que mi hijo se acuerde de eso. Bueno, 

entonces frente a esos hechos nos fuimos para la casa de la que era mi suegra en ese entonces, 

como por mayor seguridad, entonces pasó un jeep del Ejército sin esconderse, ya no se 

escondían, y desde allí los vecinos vieron, nos lanzaron cuatro granadas a la casa y, pues, 

destruyeron buena parte de la casa. Afortunadamente era una casa muy grande. Eso fue en la 

campaña. Yo tuve que enviar mis hijos a vivir con familiares lejanos que nadie relacionaba 

conmigo, que mis hijos no los conocían. Estoy hablando de unos niños que tenían 5, 6 y 3 

años y medio. Yo sobreviví a cinco atentados en total desde la campaña electoral hasta el 

momento de salir. Todas las fechas no las recuerdo. Esos son momentos que uno no quiere 

volver a recordar»215. 

 
213 Entrevista 660-VI -00012. Hombre, víctima, exiliado. 
214 Ibid. 
215 Entrevista 001-VI -00016. Víctima, Mujer, exiliada. 
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La intención homicida de estos actos contra las líderes del partido que ocupaban cargos 

de elección popular tuvo su punto más álgido en términos de la sofisticación y determinación 

homicida en el atentado perpetrado contra la entonces concejala de Bogotá, Aida Avella 

quien, además ejercía la presidencia de la UP para el momento. El 7 de mayo de 1996 en la 

autopista norte de Bogotá un impresionante operativo incluyendo disparo de una bazuca 

intentó asesinarla cuando se dirigía al Concejo. Aida Avella narró estos angustiosos sucesos 

de lo que supuso un atentado con arma antitanque de grueso calibre para destruir incluso un 

blindado: 

«Iba a leer unos documentos para el Hospital Santa Clara que teníamos un debate. Yo 

llevaba un espejito y miraba por ahí, era mi retrovisor, vi que ya no estaban los tipos, entonces 

saqué los documentos, me puse a leerlos, cuando los estoy leyendo el escolta que iba a atrás, 

era un carro muy grande, un carro que era del Cartel de Medellín, completamente blindado. 

En la repartija que habían hecho para las entidades habían tocado varios carros para el 

concejo. Entonces yo iba tranquila leyendo mi documento, cuando el escolta que va atrás de 

pronto grita: “¡nos disparan con una bazuca!”, y yo inmediatamente voltee a mirar y vi un 

tubo grueso y el hombre que iba en el platón estaba parado y tenía el aparato acá, de aquí 

salía un tubo grandísimo; inmediatamente lo único que pasó por mi cabeza fueron mis hijos 

y cogí el teléfono, uno que funcionaba con una consola, uno espichaba una letra y contestaban 

de la alcaldía, yo usaba ese teléfono para avisar cualquier cosa, entonces me conocían mucho 

la voz y yo dije: “señorita, ¡me están matando!” 

» Se sintió una explosión, pero no donde estábamos nosotros, se sintió un gran ruido y el 

carro se estremeció y todos miraban y la gente estaba aterrada. La gente se dio cuenta que 

nos estaban disparando y salió de los carros, se botó a la autopista. Bueno, el rocket cae cinco 

vehículos adelante […] seguramente, la seña era que la explosión, porque habían hecho un 

trancón, fue premeditado, nosotros llegamos y quedamos en un trancón y detrás el carro que 

me dispara, que queda como a 15 metros, es decir, tenía que haber un cubrimiento lateral de 

los asesinos, que seguramente esperaban que nosotros saliéramos corriendo o que ya nos 

hubieran matado. Estos rockets tienen dos cargas, una que abre la zona blindada (porque era 

contra tanques de guerra blindados), uno que entra...eso me lo explicó el coronel de la Policía 

que después va a al concejo, él me dijo: “la primera carga era para abrir lo blindado y lo 
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segundo es para volver eso nada, no habríamos sabido ni quien iba en ese carro”, es decir, 

era un atentado que estaba con toda la técnica, pero les falló. 

» Yo llegué al concejo muy rápido, estaba lleno de periodistas; cuando me bajé, estaban 

mis secretarias, estaba llorando Blanquita, la secretaria de la UP, como cosa rara yo llevaba 

un vestido sastre con faldas. Entonces, ella se me acercó muy disimulada, me agarró del brazo 

y me dijo: “tiene las medias rotas”, entonces yo me miré las medias de nylon, en las rodillas 

tenía un roto y dije: “me mandaron un rocket y me rompieron las medias”. Después de que 

me nos dispararon el rocket empezaron los tres hombres a disparar revólveres, entonces el 

carro quedó como 30 balazos o más, hicieron mucho por el lado donde está la gasolina, ahí 

había varios impactos, parece que algo estaban craneando los tipos, lo que no contaban era 

que era un carro de muchísimo blindaje... aunque yo creo que sabían y por eso me disparaban 

rockets. Bueno, ahí salimos y a los dos días me tocó irme del país»216. 

Muchos otros dirigentes abandonaron el país de manera forzada ante la alerta de posibles 

atentados en su contra, o después de haber sobrevivido a varios. La intencionalidad de estos 

atentados fue matar a sus objetivos, pero en unos casos la suerte, en otros la habilidad, las 

precauciones o las circunstancias in extremis de quienes estaban sometidos a un riesgo 

inminente siempre presente, truncaron dichas acciones. Estos hechos que tenían la intención 

de matar causaron en muchas ocasiones lesiones graves en la integridad física o mental de 

los miembros del grupo político, que de forma masiva se dieron en este caso. Al menos 379 

miembros de la UP fueron víctimas de atentados. 

4.8. Amenazas de muerte 

Muchas de las violaciones de derechos humanos cometidas contra la dirigencia, militancia 

y simpatizantes de la UP fueron precedidas o acompañadas de amenazas contra sus vidas. 

Las amenazas fueron acciones intimidantes que ponían en riesgo la integridad personal de 

quién las recibía impidiendo el normal desarrollo de su actividad política, por lo que este tipo 

de acciones constituyeron una forma recurrente en la violencia contra la Unión Patriótica, 

 
216 Entrevista 660-VI -00008. Mujer, Víctima, Exiliada. 
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siendo en sí mismas actos de terror que impactaron en sus integrantes. Vivir amenazado se 

convirtió durante muchos años en parte de la cotidianidad de la UP. 

«Allá me llegó un sufragio pequeño donde me insultaban que me cuidara que yo era una 

subversiva, que llorona hija de tantas, y pero que a mí me amenazaban era con mi familia 

mis hijos, que yo tenía familia me conocían ahí, y también empezó a llegar unos escritos a la 

finca y mis padres asustados recién pasó lo de mi hermano y lo del asesinato del otro y ellos 

empezaron a sentir tan solitos y yo lo que hice fue encerrarme con mis hijos yo no yo salí a 

la calle. Y también caí en esa depresión caí en ese día, me sentía tan indefensa que me daba 

miedo denunciar, me daba mucho miedo eso hacer la denuncia me daba pánico que hacer la 

denuncia yo no era capaz y la misma gente del partido yo lo único que hice fue contar con el 

partido las denuncias y todo fue con ellos»217. 

Las amenazas en los testimonios recogidos por la Comisión están siempre ligadas al 

conjunto de otros hechos, a veces preceden y en otros siguen a homicidios, desapariciones o 

atentados. Sin embargo, hay un enorme subregistro sobre estas violaciones, por la tendencia 

en general a registrar el hecho considerado más grave. Muchas de ellas tampoco fueron 

denunciadas hasta que se hicieron inminentes. Sin embargo, sí es posible acercarse a los 

daños y dolores causados por las amenazas a la UP y sus integrantes. Algunas de estas las 

narra una exiliada de la UP cuyo exilio fue precedido por varias amenazas de muerte: 

«El pánico a denunciar era terrible, en 1987 ya empezó los desplazamientos que para 

Bogotá, que para Cali, que para los llanos, y así empecé con eso y ya yo tenía que pensar en 

la familia mis hijos y el papá de mis hijos cuando yo estuve en Arauca, cuando yo regrese él 

me quitó los niños, por un tiempo me los escondió porque él decía que yo me había vuelto 

guerrillera [risas] por haberme ido por allá y eso me trajo muchos problemas a mí y él me 

decía que me iba quitar los niños porque yo me, ah porque él se dio cuenta del sufragio ese 

entonces me decía que yo lo iba hacer matar y que era mi culpa y que mire todo lo que pasaba, 

me juzgaba que todo lo que nos había pasado era porque andábamos metidos en la política, 

entonces yo ya tuve que pensar en que no podía estar ahí, y ya me fui, yo me fui sola tuve 

que dejar mis hijos y yo no los vi crecer»218. 

 
217 Entrevista 149- VI -00014. Mujer, Víctima, Exiliada.  
218 Entrevista 149- VI -00014. Mujer, Víctima, Exiliada.  
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En las amenazas permanentes que se dieron en la UP, las propias víctimas fueron muchas 

veces responsabilizadas por lo sucedido. Las amenazas conllevan un fuerte mensaje de terror 

y de control de la conducta, y cuando se persiste en ella como en el caso de esta militancia, 

los responsables o incluso la reacción social alrededor señala a las víctimas por no haber 

dejado su trabajo. En el caso de las mujeres, aunque las situaciones han tendido a una menor 

visibilidad, los impactos en sus familias y la relación con sus hijos han condicionado todas 

sus vidas y como en otros casos, las mujeres son más responsabilizadas de una forma injusta 

y discriminatoria por seguir su participación política. En muchas ocasiones dichas amenazas 

fueron dándose con una gravedad cada vez mayor. Para muchos militantes como Luis Carlos 

Acero, dirigente nacional de Fensuagro, las amenazas se intensificaron con su liderazgo en 

conflictos laborales y por el acceso a la tierra:  

«Nosotros hicimos un Comité pro-tierra y movíamos ahí más de 1.000 o 2.000 personas 

ahí cerca a Bogotá y eso nos trajo como consecuencia que nos comenzaron a mandar 

sufragios, llamadas por teléfono, presencia de personas no conocidas en la oficina que 

preguntan por mí o por cualquiera de los miembros de la federación. Nos decían que estamos 

comprometidos con la Unión Soviética y nos mandaban sufragios hasta que me mandaron 

una amenaza directa a mí que decía, “Señor Luis Carlos Acero ha sido juzgado, hallado 

culpable y espere ejecución”. Cosas de ese tamaño se empezaron a dar»219. 

Varias de las amenazas contra dirigentes y militantes concluyeron con el asesinato de las 

víctimas, como ocurrió con el entonces recién electo senador Leonardo Posada quien fue 

acribillado por sicarios el 30 de agosto de 1986. Meses antes había aparecido «en la antigua 

sede de la Unión Patriótica en Barrancabermeja, un grafiti que decía: fuera comunistas de 

Barrancabermeja, fuera Leonardo Posada»220. Este tipo de antecedentes pesó de manera muy 

fuerte sobre la militancia de la UP, muchas dirigentes para proteger sus vidas y evitar que las 

amenazas se consumaran se vieron forzadas a abandonar su militancia, su familia y el país, 

así lo relató Imelda Daza dirigente de la UP en el Cesar, ante la Comisión: 

 
219 Entrevista 156-VI -00007. Hombre, Víctima, Exiliado.  
220 Centro Nacional de Memoria Histórica. Todo pasó frente a nuestros ojos, 166. Tomado de Archivo 

Corporación Reiniciar carpeta Leonardo Posada Pedraza, Bogotá. 
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«A mi casa, en Valledupar, me habían mandado una corona de flores con una cinta verde 

y amarilla -eran los colores de la Unión Patriótica- y un remedo de tarjeta funeraria donde 

me invitaban a mi sepelio. Más amenazas, imposible. Eso lo tiraron en el antejardín de mi 

casa el día que enterrábamos a José Francisco Ramírez, un abogado ilustre que había 

presidido la negociación entre los campesinos y la Gobernación del Cesar durante el paro del 

nororiente. Entonces, bueno, las amenazas en Bogotá, aquí nació Lina en diciembre del 87. 

En febrero, yo empecé a trabajar aquí como profesora en la Universidad Libre, la vida parecía 

normalizarse. Más o menos en abril, empezaron las amenazas telefónicas. Me llamaban y me 

decían: “Ajá, Imelda Daza, comunista de mierda”, pun, y tiraban el teléfono. Después 

llamaban y decían: “Ya sabemos dónde está, ya sabemos cómo se mueve”, etc. Amenazas, 

insultos, agresiones. A veces no me decían el nombre ni nada, sino simplemente gritaban 

groserías. Las amenazas se acentuaron. Un día de junio, Lina tenía 6 meses de nacida, a las 

11:30 de la noche, llamaron y me dijeron: “Se llegó la hora, vieja tal por cual, todos los 

comunistas se tienen que morir, vamos por usted”. Entonces, yo llamé inmediatamente a 

todos los teléfonos que me habían sugerido, y sí, vinieron los amigos de Foro Nacional por 

Colombia. Entonces, ellos entraron el carro por el parqueadero y de ahí salí yo con mis 3 

hijos y mi sobrina. Salimos y me llevaron al apartamento de otra amiga. Ahí amanecimos, 

ahí pasó el día. Había llegado aquí, a Bogotá, la directora de Diaconía, que tenía su sede en 

Lima, ella se ofreció para alojarme en su apartamento en Lima y para que yo me fuera para 

allá mientras se aclaraban las cosas. Pero no podía recibirme con 3 hijos. Entonces, a los 2 

días salí para Lima, Perú, y Flavio se regresó para Valledupar con los 3 niños a la casa de mi 

mamá, porque era a quién podía yo dejarle una niña de 6 meses, otro niño de 2 años y medio 

y el otro de 4»221. 

Las amenazas en otras ocasiones llevaron a los militantes a prácticamente adoptar 

dinámicas clandestinas para intentar no dejar de hacer política, sin embargo, también 

repercutió en acercar a varios de estos al movimiento guerrillero para quien era más común 

este tipo de situaciones. Un dirigente juvenil de la JUCO y quien años después de la 

 
221 Entrevista 001-VI -00007. Mujer, Víctima, Exiliada. 
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experiencia de la UP se iría a la guerrilla de las FARC, le relató esta experiencia a la Comisión 

de la Verdad de la siguiente manera: 

«A finales del 90, me quedo una noche fuera de la casa, yo le decía a mi mamá “yo hoy 

no voy a llegar. Si yo mañana a las 8 de la mañana no llego, búsqueme porque fue que me 

pasó algo”. En ese tiempo, era disciplinado, siempre andaba revisando si me seguían, 

revisaba la salida de la sede del partido. Todas esas cosas. Y, entonces, una noche de esas 

que yo me quedo, yo voy llegando muy madrugadito como a las 7 de la mañana, y yo meto 

la llave y, de pronto, veo que se corre una cosa debajo de la puerta. Yo pensé, inicialmente… 

En ese tiempo, había gente que hacía unas cadenas con unas moneditas y no sé qué y la virgen 

de no sé. Yo pensé que era una cosa de esas, cuando yo la veo y era cuestión como una libreta 

negra. Entonces la levanto y era un sufragio en el que invitaban a mi sepelio. Ahí yo me 

asusté y agarré y me llevé el sufragio, no lo podía botar en la basura de la casa y me acuerdo 

que yo no sabía qué hacer, y encontré alguno de esos conteiner y lo boté. Y, entonces, fui y 

le dije a un compañero del Partido: le dije que me habían mandado un sufragio, y me creyó. 

Entonces me dijo “mira, tienes que buscar casas de seguridad”, tal, tal, tal. Él tenía mucha 

experiencia: él trabajó con el movimiento (con el movimiento armado). Entonces me dijo 

“no, tienes que hacer esto y esto” y ya me pasó así material para que yo leyera de medidas 

especiales de seguridad y tal»222. 

Las amenazas y la zozobra por sus vidas llevaron a algunos militantes a tomar la decisión 

de ingresar a las FARC, no tanto por una convicción sino como una medida que era entendida 

como la única posibilidad para sobrevivir: «me encuentro yo en Ibagué con un cuadro tenaz. 

Mi mujer ha sido perseguida porque hizo campaña de Jaime Pardo, mi exmujer, la 

perseguían. Lo que ella me dijo fue que se moría ella o alguna cosa tenía que hacer, entonces, 

ella se fue para la guerrilla y dejó los niños encargados»223, quien le contó esta historia a la 

Comisión de la Verdad, terminaría saliendo al exilio por las amenazas de muerte y el 

hostigamiento asociados a estas: 

«Tratamos de sobrevivir hasta... pero de todas maneras se sufrió la persecución porque de 

repente llegaban cartas, le llegan a uno cartas a la casa: “ya sabemos, la tenemos ubicada”. 

 
222 Entrevista 127-PR-03004. Hombre, Actor Armado, Exiliado. 
223 Entrevista 001-VI -00017. Hombre, Víctima, Exiliado. 
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Eso ya fue en el 96-97, algo así. Yo le dije: “no, pues va a tocar es... ya no podemos aquí en 

este país”. Entonces, había una hermana de ella en Europa, en Suecia, una de las mayores, y 

le dijo: “pues, aquí véngase si quiere, pero el problema es cómo, tiene que tener una razón”. 

Entonces, fue cuando se acudió a los compañeros del Comité Central del Partido Comunista, 

dijimos: “nosotros no podemos vivir más acá, si nos pudieran ayudar a salir”, les mostramos 

las cartas, les mostramos todo. “Pero ¿por qué no se quedan?”, “no, pues es que ¿qué?, que 

nos maten, ¿cuántos han matado?»224. 

Las amenazas de muerte también tuvieron en algunos momentos y regiones un carácter 

colectivo, listas compuestas de varios militantes o simpatizantes fueron elaboradas y dejadas 

en lugares de un significado importante para la UP, como sedes políticas y sindicales, 

aumentando la sensación de terror y vulnerabilidad de quienes eran amenazados, así como el 

carácter selectivo de estas amenazas. Gloria Romero militante de la UP relató a la Comisión 

cómo en 1991 en la sede del PCC en Bosa, en Bogotá fueron amenazadas decenas de 

militantes comunistas pertenecientes a la Unión Patriótica: 

«Un día fuimos a la sede del Partido Comunista y encontramos a una compañera llorando 

en el sitio donde teníamos la reunión, ese salón tenía dos puertas, dijo “camine vamos a la 

otra puerta” y en la puerta principal habían colocado una cruz, habían pintado un cementerio 

y un camino y muchos insultos y amenazas y debajo de la puerta habían dejado varios 

sufragios, en la lista habíamos 30 compañeros amenazados de muerte. En esos 30, la novena 

era yo, y a la compañera que estaba llorando se llamaba, de apellido Palacios, entonces eso 

fue traumático porque ella lloraba mucho y estaba muy alterada, decía que a ella la habían 

amenazado y que la iban a matar»225. 

El objetivo de las amenazas era bloquear el trabajo político, desincentivar la militancia o 

convertirla en algo tan peligroso que hiciera a la gente desistir. El impacto de las amenazas 

no puede verse aisladamente, sino en el conjunto de la victimización de la UP. Las amenazas 

contra integrantes en un contexto en el que se cometían diariamente asesinatos o 

desapariciones son potentes mecanismos de terror que asocian la amenaza a la inminencia de 

la muerte.  

 
224 Entrevista 001-VI -00017. Hombre, Víctima, Exiliado. 
225 Entrevista 113-VI -00009. Mujer, Víctima, Exiliada.  
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El conjunto de amenazas contra la militancia de la UP tuvo un rol importante en el 

genocidio contra este movimiento, cientos de liderazgos y activismos políticos se 

inmovilizaron, fueron asesinados o se fueron del país tras las amenazas de muerte en su 

contra desestabilizando e impidiendo el ejercicio político de la colectividad. Incluso muchos 

de sus integrantes luego de permanecer en el exilio por varios años regresaron al país y se 

vieron nuevamente sometidos a amenazas contra sus vidas. Esta situación ocurrió con Jaime 

Corena Parra, quien fue incluso secuestrado por las Autodefensas Unidas de Colombia en 

San Pablo, sur de Bolívar: 

«En San Pablo me secuestran y me dicen “Usté es un vocero guerrillero de las FARC”, y 

yo no estaba militando en política. Me interrogan y me dicen “si usté no sale de este 

interrogatorio, ¡pues lo fusilamos!, porque para nosotros usté es un vocero de las FARC”. 

Traen a desertores de las FARC y del ELN a que me identifiquen. Total, que prueban que yo 

no soy guerrillero, imagínese, me dejan salir y me dicen “vamos a investigar y si llegamos a 

la conclusión de que usté tiene vínculos con las FARC, pues nosotros lo matamos, así de 

sencillo”. Con esa advertencia salí en el 2002 hacia Barrancabermeja. Obtuve unos pasajes 

para volver a España»226. 

El retorno a la política de la UP, tras la devolución de su personería jurídica en 2013, le 

ha significado a sus militantes ser blanco nuevamente de amenazas de muerte por parte de 

los grupos armados que operan en la actualidad, así, aunque han cambiado las nombres o 

siglas de los responsables de las mismas, el contenido anticomunista y la intención de 

exterminar a la Unión Patriótica no ha desaparecido. Las víctimas de la UP han presentado 

ante organismos internacionales como la CIDH, la primera de estas el 4 de mayo de 2015 

estaba firmada por el autodenominado grupo Águilas Negras dirigida contra Aida Avella, 

presidenta de la UP: 

«Queremos manifestarle nuestra firme decisión de la operación exterminio en contra de 

la UP. Concretamente le manifestamos que declaramos objetivo militar a todos los candidatos 

aspirantes a congreso de la república y cámara de nacional y les queda prohibido aspirar a 

curules en las elecciones próximas no queremos más UP en el gobierno nacional 

 
226 Entrevista 660-VI -00003. Hombre, Víctima, Exiliado.  



 
 

170 
 

 

departamental y municipal. Los declaramos objetivo militar a usted y a todos sus candidatos 

les recordamos los tenemos ubicados por departamentos»227. 

En 2017 una nueva amenaza fue dejada en la sede de la UP en Bogotá, esta vez firmada 

por el grupo Autodefensas Gaitanistas de Colombia quien manifestaba su propósito de 

«erradicar de Colombia cualquier vestigio de izquierda», presionaba a los entonces miembros 

del Comité Ejecutivo de la UP a renunciar a sus cargos y a los candidatos políticos del partido 

a desistir de participar en las elecciones que se avecinaban228. Por su parte, Imelda Daza 

sufrió un intento de atentado en 2015 cuando regresó para participar en la pedagogía del 

acuerdo de paz con las FARC-EP, tras muchos años de exilio. Estos casos de alto perfil 

muestran el mantenimiento de oscuras estructuras criminales que siguen buscando su 

objetivo de cerrar el espacio político y atacar su militancia. 

4.9. Atentados a sedes políticas 

Los atentados contra sedes políticas supusieron intentos por aniquilar al movimiento 

político, sus dinámicas organizativas y espacios de reunión y seguridad. Las sedes de la UP 

y de partidos integrantes de esta como el Partido Comunista de Colombia (PCC) y las del 

periódico VOZ, su prensa oficial, fueron blanco en reiteradas ocasiones de acciones 

terroristas que pretendieron quitarle espacios de organización, confluencia y participación 

política a la Unión Patriótica y llenar de miedo a su militancia. Este tipo de acciones 

constituyeron un actuar reiterado y persistente en el tiempo en varios municipios del país, 

por lo que se pueden entender como una dinámica premeditada de quienes buscaban acabar 

con la UP y no como hechos aislados. 

El 5 de diciembre de 1985, año en que se constituyó el movimiento político se registró un 

atentado contra la sede de la Juventud Comunista (JUCO) en el centro de Bogotá donde 

resultó asesinado el dirigente de esta organización y militante de la UP, Jesús Alberto García; 

menos de dos años más tarde en la madrugada del 20 de julio de 1987 la misma sede volvía 

a ser atacada con bombas acabando por semidestruirla. La dirigencia del Partido Comunista 

 
227 CIDH, Informe de Fondo, 22. 
228 Ibid  
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denunció la actitud sospechosa de los uniformados de la Policía encargados de custodiar la 

sede política: 

 

Coincidencialmente, 10 minutos antes los agentes que prestaban vigilancia sobre las sedes de la 

JUCO y de la Unión Patriótica identificados con placas 21712 y 11729, se retiraron. 

Posteriormente, cuando ya habían colocado la bomba, regresaron. Un individuo desde el 

Restaurante “La Ramba” (situado frente a la sede de la JUCO), hizo algunos disparos, ante lo cual 

se le solicitó a los citados agentes que los conminaran, negándose éstos a cumplir con sus 

funciones229.  

 

Militares que hoy comparecen ante el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y 

no Repetición, reconocieron en sus testimonios ante la Comisión de la Verdad que en varias 

ocasiones participaron de actos de violencia contra las sedes de estas organizaciones, por lo 

que es posible establecer que parte de estas acciones fueron planeadas y ejecutadas por 

miembros de las fuerzas armadas del Estado, así lo relató un Mayor retirado del Ejército: 

«A mí me ordenaron hacer cositas que hicieran boom, pero inclusive tenía que dar las 

instrucciones de cómo era que funcionaba eso, pero nunca las puse yo, pero sí para que las 

colocaran en otras partes. Y ahí que yo sepa sí se colocó en la CUT, CTC; centrales obreras 

y el periódico Voz de esa época, sí en el 86 encuentran ustedes algún artículo o algo que en 

alguno de estos sitos algo hizo boom, posiblemente tenga que ver con el Estado, con el 

gobierno, con Fuerzas Armadas, con el Ejército, con inteligencia militar de la Brigada, 

porque eso lo hacía la Brigada, pero sí me mandaba “mire, dele las instrucciones a fulanito, 

cómo tiene que hacer, qué tiene que mover, cómo tiene que articular”, porque todo aparato 

pues tiene un power, un botón de inicio, y entonces se puede programar para que tanto tiempo 

después haga lo que tiene que hacer.[…] No sé si todavía exista alguna estadística, haya algún 

medio de comunicación, haya algún archivo algo que hable por allá de atentados, pero uno 

que se hizo y eso sí sale inmediato, eso es a los minutos que sale publicado eso, en el 87 el 

periódico Voz, algo que por ahí pasó por mis manos causó algunas víctimas civiles que 

 
229 Semanario Voz. «Gravemente implicadas autoridades en actos terroristas», Julio 23 de 1987, 3.  
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andaban transitando por ahí. Quedaron heridas, tengo entendido que quedaron... no sé si 

después de heridas también pasó…»230. 

Varias sedes políticas de la UP fueron atacadas en más de una ocasión como ocurrió con 

la sede en Bucaramanga donde, entre otras, sesionaba y tenía ubicación la Junta 

Departamental de la UP. Esta sede como lo recuerda Julio Avella, uno de los dirigentes 

regionales fue prácticamente destruida en tres ocasiones en los primeros ocho años de 

existencia el movimiento231. De igual forma, los relatos recibidos por otras militantes 

víctimas de este genocidio evidencian la reiteración de esta práctica en el sur occidente del 

país:  

«Por los días en que se rompió el acuerdo de paz entre las FARC y el Gobierno, en esos 

días simultáneamente ocurrió el atentado a la sede nuestra en Popayán, es una sede que está 

ubicada en el Centro Histórico de la Ciudad y eso ocurrió temprano como a las 7 de la noche, 

la sede nuestra en esa época estaba ubicada en una área residencial y como era de notarse 

pues colocaron una bomba y nosotros tuvimos que acudir a ver qué había pasado, 

afortunadamente no hubo pérdidas de vida humanas, ni heridos, solamente daños 

materiales232. 

» Cuando ya se desata la guerra sucia, pues, claro, las primeras cosas a donde llegó 

también el coletazo, fue al Partido. De hecho, creo que es la única organización en Nariño a 

la que le han metido un bombazo en su sede. Creo que es la única. O sea, que yo sepa, no han 

habido otras digamos, ¿no? Fue ahí en la carrera 22 cuando el Partido estaba en la 22, en la 

calle de las chocolateras. Eso debió haber sido como en el 89-90»233. 

En otras regiones como el Urabá, la UP no solo experimentó este tipo de acciones 

terroristas, sino que se vio sometida a la estigmatización por parte de las autoridades 

gubernamentales, ante el atentado sufrido contra la sede de este movimiento en Apartadó el 

27 de octubre de 1988. La CIDH constató en su Informe de Fondo que el propio ministro de 

Defensa declaró que: «pues sería que tenían explosivos en su sede»234, responsabilizando del 

 
230 Entrevista 153-PR-00369. Hombre, Actor Armado. 
231 Entrevista 156-VI -00004. Hombre, Víctima, Exiliado.  
232 Entrevista 660-VI -00002. Hombre, Víctima, Exiliado.  
233 Entrevista 127-PR-03004. Hombre, excombatiente, Exiliado. 
234 CIDH. Informe de Fondo. Cita 35, 15. 
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atentado a la propia UP. En la Orinoquía también se vivió este tipo de atentados, el 19 de 

marzo de 1991 cuando se realizaba una reunión entre la dirigencia regional del movimiento 

político se presentó un ataque con explosivos a su sede en Mesetas, departamento del Meta, 

donde resultaron heridos tres dirigentes, algunos con lesiones de gravedad235. La Comisión 

tuvo conocimiento a través de los testimonios recibidos que otras sedes como las de Ibagué, 

en el Tolima, Santander de Quilichao y Buenos Aires en el Cauca, también fueron objeto de 

atentados.  

Estos hechos terminaron por extender el miedo en muchos militantes que decidieron no 

volver a las sedes políticas o reducir sus visitas a las mismas, con lo que la principal función 

de estos espacios que era permitir el encuentro político de la militancia se vio truncado por 

el proceso de exterminio de la UP. Testimonios como de Mónica Agudelo, sobreviviente a 

la masacre de la Juco en Medellín, evidencian este tipo de decisiones ante el temor de 

arriesgar sus vidas: «yo no iba a la sede de la UP porque tenía miedo que eso aconteciera, o 

sea, que pusieran una bomba, en la casa de la UP. Yo tenía miedo de eso, de ir allá. Yo decía: 

bueno, por lo menos no voy allá que allá es que lo pueden a uno matar»236. Los atentados a 

las sedes y la persecución, vigilancia y tareas de inteligencia contra el grupo en esos 

contextos, llevó al abandono de las actividades colectivas en las sedes políticas de la Unión 

Patriótica. Ana Celmira Romero quien hoy se encuentra en el exilio le relató a la Comisión 

como incluso este tipo de actos los llevaron a abandonar completamente sedes del 

movimiento político: 

«A nosotros nos infiltraban demasiado, llegaba mucha gente. En esa época logramos 

obtener y arrendar una casa para la Unión Patriótica, una sede política en Bosa. Ahí hacíamos 

nuestras reuniones y logramos que un policía nos la cuidara, pero luego, desafortunadamente, 

llegaban muchas amenazas, llegábamos a reuniones y eran llamen y llamen, que nos iban a 

poner una bomba y a no sé qué. Fue tanta la presión que ya no pudimos volver a la sede 

política y nos tocó cerrarla porque era ya un riesgo llegar allá»237. 

 
235 CIDH. Informe de Fondo. 100. 

236 Entrevista 001-VI -00013. Mujer, Víctima, Exiliada.  
237 Entrevista 113-VI -00008. Mujer, Víctima, Exiliada.  
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Los atentados terroristas contra las sedes políticas de la UP y sus organizaciones políticas 

se presentaron de manera extendida en el tiempo. El 22 de diciembre 1996 las instalaciones 

del periódico Voz ubicadas en Bogotá en el edificio Las Nieves situado en la carrera 8 entre 

las calles 19 y 20 fueron atacadas con una bomba, tres días antes la anterior sede del Comité 

Central del PCC ubicada en la calle 18A entre la avenida Caracas y la carrera 15 también fue 

impactada por un artefacto explosivo. El 21 de mayo 2001, un nuevo atentado contra la sede 

del periódico Voz en la capital del país fue frustrado cuando la Policía fue alertada de un 

camión cargado de 250 kilos de explosivos parqueado frente al periódico. 

Estas acciones violentas contra las sedes políticas del movimiento político cumplieron un 

papel importante en el genocidio perpetrado en su contra, generaron terror en la militancia, 

significó la pérdida de vidas humanas y obligaron a abandonar a la UP y el PCC varias de 

sus sedes de manera momentánea o definitiva, es decir, impidieron el ejercicio político del 

movimiento y buscaron sacarlo del escenario de participación nacional y limitar de forma 

violenta su organización. De forma reiterada, años después de que la UP retomara su 

personería jurídica y volviera a participar de las contiendas electorales, nuevamente sus sedes 

fueron atacadas de manera violenta. El 11 de octubre de 2019 la sede de la UP y el PCC en 

Bogotá fue impactada con un artefacto incendiario y por varios disparos de armas de fuego. 

Los perpetradores dejaron un panfleto que escuetamente reflejaba el mensaje violento que el 

atentado buscaba llevar: “regresamos”238. De manera similar otras reuniones colectivas fuera 

de las sedes fueron también atacadas en el marco del plebiscito en el proceso de la firma de 

los acuerdos de paz con las FARC-EP, Imelda Daza estuvo en uno de estos hechos ocurrido 

en Cartagena el 6 de mayo de 2016 en la sede de SUTIMAC (Sindicato Único de 

Trabajadores de la Industria de los Materiales de la Construcción), en su testimonio brindado 

a la Comisión narró la incursión de un sicario y la respuesta rápida de sus escoltas y los de 

otros líderes sindicales que les permitió sobrevivir: 

«Aparece un tipo que llega aquí y, cuando va subiendo la escalera, el escolta de este 

sindicalista que está por aquí sentadito le pregunta al hombre que va subiendo: “Ey, ey, 

compa, ¿qué pasa?”. Y cuando este le dice así a este, este desenfunda el arma y este fue más 

 
238 El Tiempo. «Atentado contra sede del partido Comunista y la UP en Teusaquillo», 11 de octubre de 2019. 
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rápido y se dispararon al mismo tiempo. Este le hace un tiro que le rompe la piel del cráneo 

-8 puntos le cogieron-, pero no penetró, y él hiere al sicario en la mano derecha... no pudo 

seguir accionando el arma. Este hombre se devuelve y, al mismo tiempo, empiezan los 

disparos contra esta ventana donde estábamos nosotros. Parrapapapapá. Hicieron reventar 

una bomba que llaman de aturdimiento. Eso es una explosión horrible. Y dispararon contra 

esta ventana seguida. Los dos escoltas que habían llegado estaban con nosotros dentro de la 

sala. 

Al primer tiro aquí, que ellos oyeron muy bien, nos gritaron: “¡Al piso! ¡Al piso! ¡Todos 

al piso!”. “¡Apaguen la luz! ¡Apaguen la luz!”. Cuando run, esta ráfaga, claro, por eso no le 

pegó a nadie, porque ya todos estábamos tirados al piso. Eso, para mí, cuando me 

preguntaban los periodistas: “¿Cuánto duró eso?”, yo decía: “Como 15 minutos”. No, me 

dicen que duró 2 minutos y medio todo. En seguida llegó la Policía, así, rápido y todo se 

calmó y entonces ya, pues, la Policía cubrió esta área y nosotros salimos por aquí y nos 

fuimos»239. 

4.10 Familias Upecistas  

Familias completas, cuyos integrantes eran militantes o simpatizantes de la UP, fueron 

blanco de la violencia política como una forma de castigar la pertenencia o liderazgo en este 

movimiento de alguno de los miembros de la familia o como una manera de atacar lo que la 

propia familia en su conjunto representaba para el partido o para su comunidad.  

En esa persecución a las familias upecistas se llevaron a cabo varias violaciones de 

derechos humanos contra diferentes miembros, que se prolongaron en el tiempo, incluso que 

no necesariamente tenían una militancia formal o reconocida en la UP. Estas formas de 

extensión de la violencia contra las relaciones familiares perseguían aumentar el nivel de 

sufrimiento en las víctimas, dado que muchas veces se les achacaba el riesgo para el resto de 

sus familias, como para perjudicar al proyecto político. La violencia contra las familias 

consideradas upecistas o como forma de atacar al liderazgo d ciertos miembros de la misma, 

 
239 Entrevista 001-VI -0007. Víctima, mujer, dirigente política. 
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también constituyó un ataque al propio partido, convirtiendo cualquier tipo de vínculo, 

incluso los familiares, en un riesgo vital para las personas.  

A las familias con militancias en la UP se les estigmatizó y persiguió por compartir una 

identidad política considerada enemiga y por sus vínculos afectivos con quienes participaban 

públicamente en la lucha por la democracia. Es decir, la extensión de la violencia a relaciones 

y redes de vínculos conlleva una percepción de amenaza que usa las familias o los hijos como 

un ataque no solo a la acción política como tal, sino a la identidad compartida. 

La violencia contra familias se extendió también en el tiempo, con hechos que suponen 

un ataque a la UP, así como a cualquier intento de buscar justicia en los casos por parte de 

otros familiares. También se dan hechos colectivos, como masacres y asesinatos con sevicia 

con un grave impacto aterrorizante.  

4.10.1. Familia Reyes- Malagón Gordillo 

Uno de estos casos es de la familia Reyes-Malagón Gordillo, oriundos del departamento 

del Meta, en donde participaron activamente de la vida política. José Rafael Reyes Malagón 

fue el primero en ser asesinado. Sicarios le dispararon cuando se encontraba esperando una 

radiografía en una clínica en Granada, Meta, el 30 de julio de 1986. José Rafael era diputado 

a la Asamblea Departamental del Meta para el período 1986-1988. También había sido 

elegido como concejal en el municipio de Granada y fue uno de los fundadores de la UP en 

ese departamento. Previo al surgimiento de la UP había participado como concejal y diputado 

representando al Partido Comunista Colombiano. Su caso fue asumido por el abogado Pedro 

Nel Jiménez Obando, asesinado un mes después el 1 de septiembre de 1986 en Villavicencio 

y se convertiría en el primer senador de la UP asesinado. La muerte de Reyes Malagón estuvo 

precedida de amenazas y otras violaciones de derechos humanos contra compañeros de 

militancia de su departamento tras los triunfos electorales de 1986. Como la mayor parte de 

los casos de la UP, su crimen continúa en la impunidad240. Una habitante de la región por 

esas épocas recordó la conmoción que produjo su asesinato:  

 
240 Fuente de Archivo Externa 1003919-FS-831. Corporación para la Defensa y Promoción de los Derechos 

Humanos Reiniciar. José Rafael Reyes Malagón. 2013, 1-4. 



 
 

177 
 

 

«Un diputado de la Asamblea, a él lo asesinaron también, a él lo mataron aquí... Reyes 

Malagón, fue un gran político y él fue de la Unión Patriótica y entonces a él lo asesinaron y 

así asesinaron a muchos líderes acá, muchos […] yo me acuerdo mucho de Reyes Malagón 

porque pues yo no era tan política en ese tiempo, entonces nosotros salimos a las marchas 

cuando lo fueron a enterrar a él que lo pusieron al frente del batallón y les gritaban cosas, 

nadie decía nada, todos ayudaron a enterrarlo»241. 

Tiempo después, el 20 de junio de 1996, fue asesinado su hermano, Pedro Malagón 

Sarmiento junto con su hija Elda Milena Malagón Hernández de 16 años en Villavicencio. 

Dos sicarios les dispararon cuando salían a la puerta de su casa para ver un trabajo de pintura 

que habían contratado para sus ventanas, su hija en un intento por protegerlo se le lanzó 

encima, recibiendo dos impactos de balas.242 Pedro Malagón al momento de su muerte era 

diputado a la Asamblea Departamental del Meta por la UP, años antes había sido concejal de 

El Castillo también por esa colectividad, perteneció al PCC y fue cofundador del Comité 

Regional de Derechos Humanos del Meta. Previo a su muerte había recibido múltiples 

amenazas, un atentado, llamadas intimidantes, sufragios y había tenido que desplazarse con 

su familia por un tiempo a Mesitas de El Colegio, Cundinamarca243. 

«Al sepelio, a pesar del clima de terror contra lo que aún quedaba de la UP en el Meta, 

acudieron miles de labriegos pobres en un sentido adiós a quien nunca los abandonó en su 

lucha por la tierra. El gobernador de entonces recordó el cariño que todos le profesaban al 

“viejo Peter”, muerto a sus cincuenta y seis años y quien cerraba el ciclo de magnicidios de 

la UP en el Meta»244. 

El Tribunal Administrativo del Meta declaró en el 2003 a la Nación, en cabeza del 

Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) responsable por la muerte de Pedro y Elda 

Milena por las falencias en su protección: 

 

 
241 Entrevista 261-VI -00012. Mujer, víctima, activista. 
242 Fuente de Archivo Externa 9-OI-811. Centro de Memoria, Paz y Reconciliación. Unión Patriótica: 

Expedientes contra el olvido. 2012, 214-215. 
243 Fuente de Archivo Externa 1003950-FS-134. Corporación para la Defensa y Promoción de los Derechos 

Humanos Reiniciar. Pedro Malagón Sarmiento. 2013, 1. 
244 Fuente de Archivo Externa 9-OI-811. Centro de Memoria, Paz y Reconciliación. Unión Patriótica: 

Expedientes contra el olvido. 2012, 215. 
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El tribunal encuentra que la actuación del Departamento Administrativo de Seguridad para la 

protección de la vida e integridad personal del dirigente político gravemente amenazado no fue 

adecuada, porque la función del organismo oficial no se satisface con la conformación de un grupo 

de escoltas, se echa de menos la vigilancia permanente que este personaje y su familia merecían 

por la representatividad política que el encarnaba, si de un Estado democrático y participativo se 

quiere hablar245. 

 

Días antes del crimen, el Ejército allanó la sede del Partido Comunista Colombiano de 

Villavicencio, incautando dos chalecos antibalas y dos armas de fuego, con los papeles en 

regla, que pertenecían a la seguridad del diputado, generando un contexto mayor de 

desprotección246. En el año 2015 la Unidad de Derechos Humanos de la Fiscalía General de 

la Nación declaró el crimen de Pedro y su hija Elda Milena como de Lesa Humanidad, 

garantizando así que no prescriba247. 

La tragedia familiar no terminó allí. El 22 de octubre de 2001, cuando se desplazaban en 

un vehículo en la ruta entre San Juan de Arama y Granada, en un lugar conocido como 

«Trocha 5» fueron interceptados por un grupo de paramilitares José Ignacio Reyes Gordillo, 

Nidia Reyes Gordillo y José Francisco Reyes Gordillo, sobrinos de Pedro Malagón 

Sarmiento y José Rafael Reyes Malagón. Los paramilitares luego de disparar contra el 

vehículo, los obligaron a bajar y los asesinaron cerca de la carretera. Los cuerpos presentaban 

signos de tortura como quemaduras y hematomas. Luego del sepelio, la hermana de las 

víctimas Zulma Reyes Gordillo se vio en la obligación de desplazarse hacía Bogotá, pues al 

conjunto residencial donde vivía llegaron sujetos con la intención de asesinarla248. 

La victimización de la familia Reyes Gordillo se extendió por década y media contra una 

familia de tradición comunista, con militancia activa en la UP en dos generaciones y 

comprometida con la política local. El Tribunal Administrativo del Meta en el 2010249 y el 

 
245 Tribunal Administrativo del Meta. Sentencia Pedro Malagón y Milena Malagón. 25 de febrero de 2003, 19. 
246 Fuente de Archivo Externa 9-OI-811. Centro de Memoria, Paz y Reconciliación. Unión Patriótica: 

Expedientes contra el olvido. 2012, 214. 
247 Verdad Abierta. Declaran de lesa humanidad crimen de exdiputado del Meta. Mayo 27 de 2015.  
248 Fuente de Archivo Externa 004004-FS-233. Corporación para la Defensa y Promoción de los Derechos 

Humanos Reiniciar. José Ignacio Reyes Gordillo. 2013, 2. 
249 Tribunal Administrativo del Meta. Sentencia masacre Reyes Gordillo. 2 de febrero de 2010. 
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Consejo de Estado en el 2017250 encontraron responsable a la Nación- Ministerio de Defensa 

– Policía Nacional de los daños y perjuicios causados por la muerte de los hermanos Gordillo. 

Entre otras cosas el Consejo de Estado ordenó al Ejército y la Policía ofrecer disculpas 

públicas a los familiares de las víctimas. Hecho que se cumplió el 22 de octubre de 2018 por 

parte del general Sergio Alberto Tafur García, comandante de la Cuarta División del Ejército, 

y el coronel Nicolás Alejandro Zapata Restrepo, comandante de la Policía del Meta.251 

4.10.2. Familia Palacios Romero  

«La afinidad política en general era de toda la familia, porque obviamente pues siempre uno tiene como 

espejo al padre y nosotros sabíamos del sacrificio que él también hacía, porque ese sacrificio que él ponía 

para ayudar a esas personas era como también un poco de tiempo que nosotros veíamos que nos robaban a 

nosotros para no tenerlo con nosotros, pero que él hacía ese trabajo que para él era importante y obviamente 

que para mucha gente también era importante que él hiciera ese trabajo. Creo que esa era la participación, 

nosotros si bien no teníamos una militancia como tal en un grupo, sí teníamos la simpatía por el proyecto 

político»252. 

 

Antonio Palacios y Belarmina Romero eran las cabezas del hogar Palacios Romero, 

víctima de la masacre ocurrida el 18 de agosto de 1991 en la finca El Cafetalito, en 

Fusagasugá, Cundinamarca. Antonio Palacios era un reconocido dirigente popular de la UP 

en este municipio ubicado a 2h30 de Bogotá, su trabajo político estuvo asociado a la 

organización Provivienda que intentaba ayudar a solucionar la demanda de vivienda, 

servicios públicos y saneamiento básico de miles de personas desplazadas o sin techo en el 

país, demandas que para la década de los años ochenta habían tenido una importante presión 

sobre el municipio de Fusagasugá. De hecho, el propio barrio Los Comuneros donde vivían 

era resultado de este trabajo político, en medio del cual Antonio jugaba un papel central 

debido a su oficio de maestro de construcción. 

 
250 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B. 50001-23-31-

000-2003-10357-01(38441). 30 de marzo de 2017. 
251 El Tiempo. Ejército y Policía pidieron perdón por crimen de exmilitantes de la UP. Octubre 22 de 2018. 
252 Entrevista 001-VI -00018. Víctima, Hombre, exiliado. 
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La incursión armada de tropas del Batallón de Artillería, adscritos a la XIII Brigada del 

Ejército en conjunto con hombres armados sin uniforme militar en la casa de la familia 

Palacios Romero en la madrugada del 18 de agosto de 1991, culminó con la masacre de casi 

toda la familia. 

«Mi madre lo que me cuenta en ese momento es que como a las 2 y media de la mañana 

habían llegado un grupo de militares, que estaban con vestimenta militar y con armas largas. 

Que alguien había llamado a la puerta donde estaba durmiendo mi padre con ella y los 

llamaron, él cuando se levantó a abrir la puerta, ahí fue cuando accedieron a la casa, al lugar 

donde él estaba y comenzaron a torturarlo. Lo comenzaron a golpear y entonces claro, cuando 

lo estaban golpeando ahí, mi hermano comenzó a salir de su habitación también a preguntar 

por qué lo estaban golpeando, y comenzaron a golpearlo a él también con las culatas de los 

fusiles. Él estaba indignado, él estaba furioso porque le estaban golpeando a mi padre que lo 

tenían ahí agarrado, entre un montón de militares lo tenían agarrado ahí. Y él se oponía a eso, 

y lo golpearon y finalmente él cayó, y cuando cayó le pegaron un tiro en la nuca. A mi padre 

también lo mataron ahí»253. 

Los militares recurrieron al uso de la sevicia y la tortura para consumar la masacre, en los 

hechos violentos también fueron ultimados 5 miembros de la familia, incluyendo una niña 

de 16 años. Así lo relató a la Comisión una sobreviviente que apenas tenía 4 años: 

«Mi tía Blanca me tenía a mí, y ella decía de cómo estaban golpeando a alguien afuera. Y 

después, la otra imagen que tengo es ver a un hombre apuntándole en la frente a mi tía Blanca 

y le disparó, y ver la sangre en mi ropa. Eso es lo que recuerdo. Y después, de mi abuela 

rogando porque no nos mataran, de un hombre que como que en un momento tuvo que tomar 

una decisión, dio media vuelta y se fue y no nos mató en ese momento»254. 

En la incursión fueron asesinados Antonio Palacios (padre), Camilo Palacios Romero 

(hijo), Blanca Palacios Romero (hija), Yaneth Palacios Romero (hija) y Rodrigo Barrera 

Vanegas (pareja de Yaneth). De las personas presentes en la casa solo Belarmina Romero 

(madre), una niña de 4 años y un bebé de meses de nacido (hijo de Yaneth y Rodrigo) 

sobrevivieron a la masacre. Las ejecuciones de estas 5 personas fueron presentadas por la 

 
253 Entrevista 001-VI -00018. Víctima, hombre, exiliado. 
254 Entrevista 001-VI -00062. Víctima, mujer, exiliada. 
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XIII Brigada del Ejército como fruto de un combate entre sus unidades e integrantes del 

Frente XXV de las FARC. En el comunicado el Ejército dijo que los “abatidos” tenían en su 

poder «un fusil R-15, una subametralladora ingram, dos escopetas, numerosos proveedores, 

explosivos, documentos de interés militar y drogas varias y que ofrecieron resistencia 

armada»255. Nada de eso era cierto. Este caso muestra que la práctica de presentar personas 

asesinadas como muertos en combate que han sido llamados como «falsos positivos» no solo 

se dio en el periodo 2002-2008, sino que existen otros muchos casos que siguieron ese mismo 

modus operandi, incluso contra miembros de la UP. Los propios testimonios de los 

sobrevivientes, las evidencias materiales y las investigaciones posteriores dejaron ver que no 

había existido ningún enfrentamiento armado y que se trató de una ejecución extrajudicial, 

como mostró el proceso de investigación y señalan dos integrantes de la familia Palacios 

Romero:  

«La primera cosa que no cerraba en esta historia era que las fotos que ellos sacaron en una 

mesa supuestamente que pusieron ahí, que le pusieron un mantel que ya llevaban y lo 

pusieron ahí, fue para presentar las armas que habían incautado ahí. […] Y hay un hecho que 

tuerce todo esto, es que cuando ellos presentan esto como un combate entre guerrilleros y el 

Ejército, la situación que tuerce toda esta investigación y que se les derrumba a ellos toda su 

versión, es que en mi casa no hubo ningún impacto de bala en ninguna pared. Lo estuvieron 

examinando con lupa, ellos y todos los que participaron en la investigación no encontraron 

un impacto de bala en ninguna pared. Todos los impactos estaban dados donde a cada uno le 

dispararon en la nuca y el impacto quedó en el piso, los impactos del piso corresponden a 

cada una de las ejecuciones que hicieron de ellos a cada uno»256. 

«Aquí había Policía cuando yo llegué. Seguí buscando y di la vuelta por atrás, por donde 

vivía mi hermana Janeth, que había salido y la habían matado ahí en pijama, y a mi cuñado, 

que le habían pegado un tiro también y lo habían matado ahí afuera en el corredor. Me 

sorprendí porque, además de que estaba botado ahí, muerto, le encontré un maletín en la 

mano. Se me hizo extraño. ¿Por qué tenía un maletín en la mano? Lo mire y era un maletín 

que adentro tenía una plancha con el cable por fuera. Me decían que no me fuera a arrimar 

 
255 El Tiempo, «Todos eran guerrilleros: Ejército». 20 de agosto de 1991. 
256 Entrevista 001-VI -00018. Víctima, hombre, exiliado. 
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ahí, que era una bomba. Yo pensaba: ´Pero ¿qué bomba?’ Y miraba otra vez y lo que había 

era un maletín con una plancha»257. 

En el intento por construir pruebas de la existencia de un combate con supuestos 

guerrilleros el Ejército sumó la presentación de dos cuerpos de personas abatidas que no 

pertenecían a la familia Palacios Romero y que según los sobrevivientes no se encontraban 

esa noche en la vivienda cuando se fueron a dormir.  

La actuación militar también se centró en el otorgamiento al Teniente Coronel Víctor 

Manuel Bernal Castaño, quien para la fecha oficiaba como comandante del Batallón de 

Artillería, de un cupo en el Curso de Comando y Estado Mayor impartido por la Escuela de 

las Américas en Estados Unidos entre enero y diciembre de 1992, cuando la Procuraduría 

General de la Nación había abierto investigaciones en su contra el 20 de agosto de 1991, 

evidenciando su nula intención de colaboración con el esclarecimiento de los hechos258. La 

propia Justicia Penal Militar buscó garantizar la credibilidad de los militares y en 2006 el 

Juzgado Primero de División de Justicia Penal Militar archivó todo proceso investigativo y 

declaró la extinción de la pena proferida en primera instancia contra el Sargento Segundo 

William Ramírez Mora por el delito de homicidio agravado259. 

Las únicas investigaciones que prosperaron fueron las desarrolladas en materia 

disciplinaria por la Procuraduría General de la Nación que solicitó la destitución contra el 

subteniente Tomás Emilio Cruz Amaya y el sargento segundo William Ramírez, la 

suspensión por 30 días del teniente coronel Beltrán y la absolución del capitán Jairo Alonso 

Porras quien inicialmente tenía una suspensión de 30 días260. El Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca el 21 de abril de 1994 señaló la responsabilidad del Ministerio de Defensa y 

acordó una indemnización por perjuicios morales y materiales a los sobrevivientes de la 

familia Palacios Romero261. 

 
257 Testimonio de Yolanda Palacios en: Yezid Campos, El Baile Rojo, Relatos no contados del genocidio contra 

la UPP. Icono, Bogotá. 2014, 119. 
258 Informe 748-CI-00658, Desde el inicio hasta el final: Estados Unidos en el conflicto armado colombiano. 

Observatorio para el Cierre de la Escuela de las Américas – SOAW|FOR Presente por la Paz – FORPP| 

Internacional Cristiano de Solidaridad con los pueblos de América Latina Oscar Romero – SICSAL.  
259 Comisión IDH. Informe de Fondo 170/2017, 221. 
260 El Tiempo. «Masacre de Fusagasugá ya tiene responsables». Marzo 26 de 1993.  
261 Comisión IDH. Informe de Fondo 170/2017., 222. 
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Sin embargo, la búsqueda de justicia por parte de los familiares sobrevivientes también 

acarreó una persecución con amenazas, hostigamientos y revictimizaciones. En el marco de 

la investigación adelantada por la Justicia Penal Militar, los testigos y familiares eran citados 

a la propia Brigada XIII a rendir sus declaraciones, que estaba acompañado por seguimientos 

de vehículos extraños262, lo que finalmente llevó al exilio de Belarmina Romero, Antonio 

Palacios Romero y Marcela Palacios quien apenas tenía 4 años cuando abandonaron el país 

en 1992, forzándolas a situaciones de profundo dolor: 

«Nunca fue de compartir con los vecinos, siempre estaba todo encerrado, y más en ese 

entonces, ella (la abuela Belarmina) no quería que abrieran las cortinas, estábamos ahí y ella 

iba y me buscaba al jardín, volvíamos, y esa era la rutina. En ese entonces, también recuerdo 

que ella lloraba todas las noches, y bueno, estar sentada en el living, porque no había tele ni 

nada, viendo una chimenea, y ella estar llorando y me abrazaba y me abrazaba; en ese 

entonces ¿no?, en la casa ahí de Lagomar cuando fue la primera vez que vinimos»263. 

La persecución llevó a varios exilios de los sobrevivientes que estuvieron precedidos de 

desplazamientos forzados, mientras trataban de tener información y buscar justicia, así como 

de evitar la pérdida de la finca donde ocurrieron los hechos, debido al exilio. Belarmina en 

compañía de su nieta regresaron a Colombia a mediados de los años 90, pero se vieron 

forzadas a desplazarse varias veces de Fusagasugá y dentro de Bogotá: «fuimos a vivir en 

algún momento a Soacha. O sea, nos movíamos mucho. Después, bueno, nunca estuve más 

de 2 años en un mismo colegio, a veces hasta en un mismo año me cambiaban de colegio»264. 

Las amenazas sobre sus vidas finalmente las llevaron nuevamente a salir al exilio hacia el 

sur del continente: 

«Una vez en el puesto del colegio, esto yo ya tenía como 14 años, como en el 2003, me 

apareció un cartel que decía: “váyanse de acá o vas a ser picadillo”, algo así. Y ahí volvemos 

a Bogotá. Después, creo que fue una camioneta que la pararon y le dijeron que si no nos 

íbamos y dejábamos de joder con todo eso, a mí me iban a meter en una bolsa y me iban a 

entregar en pedacitos»265. 

 
262 Entrevista 001-VI -00018. Víctima, hombre, exiliado. 
263 Entrevista 001-VI -00062. Víctima, mujer, exiliada. 
264 Ibid. 
265 Ibid. 
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Las muertes de casi toda la familia, las amenazas a los sobrevivientes y la manipulación 

de la investigación judicial tuvieron un impacto en sus vidas, difícil de poder expresar: 

«tuvimos que dejar todo lo que teníamos, no solo los proyectos de vida, no solo los sueños, 

todos nuestros amigos, nuestras cosas, sino también todos los bienes que tuvimos. Nosotros 

tuvimos que abandonar la finca e irnos porque ya la presión era muy grande, las amenazas 

venían»266.  

Estas situaciones de persecución y violencia prolongadas en el tiempo tras la masacre 

sobre los Palacios Romero han llevado incluso a algunas de las integrantes de sus segundas 

generaciones a convivir con el miedo hasta hoy: «a veces hablas con personas que no sabes 

quiénes son, y capaz que decís: “bueno, yo vengo y hago esto”, y no sabes con quién estás 

hablando y vivís con ese miedo de “no sé si es de derecha, de izquierda, si es militar, si es no 

sé qué”, y te da miedo hablar»267. La experiencia de dolor e impunidad ha repercutido incluso 

en la sensación de máximo agotamiento con respecto al tema del movimiento político y su 

tragedia. Incluso un corto desplazamiento para dar su testimonio a la Comisión que se tomó 

en el exilio era un obstáculo que mostraba no sólo la dificultad práctica, sino todavía un 

enorme sufrimiento. 

«yo entiendo la necesidad que tienen mis tíos y mi madre de buscar justicia en realidad, 

porque su vida se modificó en base a lo que pasó ese día. Yo entiendo la necesidad que tienen 

ellos, pero a veces... ahora estoy en una posición en la que no quiero saber nada del tema, yo 

realmente por eso en parte estoy trabajando mucho y realmente no podía ir a Buenos Aires, 

pero te desgasta mucho todo esto»268. 

4.11. Con lo que quepa en la maleta, desplazamientos forzados a militantes de la UP 

 Colombia es el país con mayor número de desplazados internos en el mundo con más de 

8 millones de víctimas de acuerdo con el Registro Único de Víctimas. Trágicamente este 

número sigue creciendo. Para un partido político como la Unión Patriótica esta victimización, 

aunque no letal, transformó la vida personal y colectiva de la organización de forma 

 
266 Entrevista 001-VI -00018. Víctima, hombre, exiliado. 
267 Entrevista 001-VI -00062. Víctima, mujer, exiliada. 
268 Ibid. 
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definitiva. Los desplazamientos directamente exigidos por sus victimarios o como 

mecanismo de protección ante amenazas y ataques previos, buscaron salvaguardar la vida. 

Como consecuencia la actividad política y los tejidos sociales de la organización se 

fracturaron. Los desplazamientos en la mayor cantidad de los casos fueron una respuesta para 

escapar a la muerte, es decir una respuesta al intento de eliminación de la militancia y 

afectaron a una parte muy importante de miembros del partido UP. 

 El desplazamiento forzado es la segunda victimización más frecuente contra militantes 

de la UP después de los homicidios con por lo menos 2.217 víctimas269. Durante 1994-1997 

se concentró el 29% de los desplazamientos, entre 1998 y 2001 el 20%, seguido de un 

incremento entre 2002 y 2005 del 28%. 

El desplazamiento funcionó como un mecanismo de expulsión territorial de la militancia 

UP, expulsando una parte importante de sus liderazgos locales y con esto desarticulando su 

dinámica social. El pico más alto se encuentra precisamente entre el 1996-2000 cuando la 

UP es expulsada definitivamente de su presencia política en escenarios locales, regionales y 

nacionales en medio de un repunte del paramilitarismo unificado bajo las AUC. Lorenzo 

Rentería militante de la UP en el Chocó y en el Urabá antioqueño huyó ante la inminencia de 

su asesinato: 

 «Cuando yo regreso a la casa ya me dicen que habían llegado unas personas averiguando 

por mí y amenazando fuerte, me dejaron la razón que tenía que desaparecer del pueblo, que 

si yo no salía ese mismo día, no respondían por lo que me ocurriera y que ya habían 

averiguado que yo era un miembro de la Unión Patriótica y que ya la Unión Patriótica quería 

nuevamente volver a la región disimulada para volver a tener su hegemonía política y que no 

lo iban a permitir, el que siguiera en esa actividad se iba a morir. Eso me obligó a que 

inmediatamente, el mismo día yo me organicé con mi hermano, en Turbo no quise coger bus 

por estrategia, cogí uno de esos que les llamamos chivera, lo cogí en Turbo hasta Apartadó 

 
269 Jurisdicción Especial para la Paz (JEP), Auto No. 075 de 2022, 7 de abril de 2022. Página 36. Por su parte, 

el Proyecto JEP-CEV-HRDAG, al analizar el potencial subregistro, estimó que el desplazamiento forzado 

puede llegar a estar alrededor de las 5500 víctimas, dato más probable en el rango de incertidumbre. Documento 

JEP- CEV- HRDAG. 13 de agosto de 2021. 
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y en Apartadó cogí un bus, ahí sí cogí un bus porque en Apartadó pues pensaría yo que no 

me conocían y entonces viajamos a Medellín y de Medellín llegamos a Bogotá»270.  

Aunque la mayor parte de los desplazamientos conocidos son del campo a la ciudad o de 

ciudades pequeñas a ciudades intermedias y finalmente a las capitales como grandes 

receptoras de esta diáspora, hay una parte importante de los desplazamientos previos 

intraurbanos. Movimientos que militantes de la UP y sus familias debieron convertir en rutina 

de vida para intentar reducir el riesgo, traslados constantes de casa a casa, trastocando su 

concepción de hogar, militancia y rutina. Yomaira Agudelo, viuda de Alberto León Muñoz, 

secretario ejecutivo de la UP en Medellín, asesinado en esa ciudad el 6 de noviembre de 

1987, vivió junto a su familia una zozobra constante que los obligó al constante movimiento: 

«Nosotros sufrimos mucho desplazamiento urbano, yo lo viví, teníamos que estar 

mudándonos, durmiendo en otras casas, y tú cómo le explicas a un niño pequeño que lo 

saquen al amanecer de una casa y amanezca en otra casa, desubicado y “¿yo por qué estoy 

aquí? ¿dónde está mi cama y mis juguetes?”. Es esa historia tras todo esto que se tiene que 

saber y que se tiene que contar, y por eso estos niños también crecieron con tanto temor y 

tanto temor a la vida, lamentablemente ya hemos tenido muchas pérdidas por suicidio»271.  

4.11.1. Empaca lo que puedas y te tiras al vacío 

 Los desplazamientos afectaron al núcleo familiar completo transformando el curso de 

vida de diferentes generaciones. En el proceso se tienden nuevos puentes y tejidos sociales y 

se fortalecen lazos de solidaridad para continuar con la vida en medio del terror. María Josefa 

Serna, quien fue dirigente regional de la UP en Antioquia y viuda de Francisco Gaviria, 

secuestrado, torturado, desaparecido y asesinado el 10 de diciembre de 1987 en Medellín, 

tuvo que desplazarse con sus hijas tras la muerte de su esposo ante el riesgo creciente sobre 

su familia: 

«Bueno cuando me dicen, no te podemos garantizar la vida pues la verdad hay mucho 

terror, hay mucho pánico y yo lo único que pienso es en salvar a mis hijas porque había 

 
270 Entrevista 660-VI -00005. Hombre, víctima, activista. 
271 Entrevista 660-VI -00016. Mujer, víctima, activista. 
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presión para que yo saliera de Medellín. Mi familia no quería, pues sobre todo mi mamá y 

papá, y yo pues les di las explicaciones correspondientes, además yo les decía, si yo me quedo 

aquí pongo en peligro a toda la familia, se van a desquitar con toda la familia.  

» Porque además habían salido anuncios que iban acabar con la plaga comunista hasta la 

raíz con los hijos, los padres, todo esto ya tú lo tienes grabado en tu cerebro. Entonces eso 

comienza a funcionar cuando hay esta serie de hechos y pues emigro para Bogotá, las amigas 

me reciben con mis hijas. Tú sales como salen los desplazados de este país, empaca lo que 

puedas y te tiras al vacío prácticamente, tú no sabes qué te espera, qué va a pasar, no hay 

tiempo de organizar nada de nada, es simplemente te salvas y ya, te salvas o te mueres esa 

fue la alternativa.  

 » Con la ayuda de amigas y amigos yo pude rehacer, si se puede llamar rehacer, construir 

un pedazo de la vida o ayuda para conseguir para alquilar etcétera, para conseguir un colegio 

el que fuera, cualquier colegio, tu ahí no miras si es bueno o si es malo, si es regular, si es 

gris, si es blanco no, tú necesitas un techo, pero tú necesitas que tus hijos tus hijas estudie y 

para mí eso era básico»272. 

 En el plano organizativo los desplazamientos forzados rompieron la estructura del 

partido, expulsando de los territorios a los liderazgos locales que cohesionaban la dinámica 

organizativa, algunos ocupaban cargos de elección popular otros ocupaban puestos de 

liderazgo interno. Así el desplazamiento buscó desactivar territorialmente a la UP, la 

renuncia de la militancia de sus integrantes y finalmente la desaparición de su presencia por 

el terror extendido. Daniel Sierra, líder y concejal de Coyaima tuvo que huir ante el acecho 

de paramilitares: 

 «Un día estaba yo tomándome un tinto cuando llegó el comandante de la policía y me 

dijo “¿usted es Daniel Sierra?, le dije “sí, yo soy Daniel Sierra”, “oiga hermano, nosotros 

sabemos que usted es buen concejal, buena persona. Usted tiene una panadería aquí, tiene 

una mujer muy bonita; lo mejor hermano es que se vaya. Váyase porque hay unos manes que 

son paramilitares lo están buscando hermano, antecedentes suyos, a mí me preguntaron que 

usted quién era y yo les dije que usted era buena persona pero que lamentablemente hay que 

 
272 Entrevista 660-VI -00007. Mujer, víctima, lideresa. 
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darle a ese man”. Entonces, cuando el fiscal, un fiscal que se llamaba Camilo Villareal -muy 

bella persona también-, me llamó y me dijo “Daniel, ¿por qué no se va mano?, váyase de 

aquí mano, mire que lo van a matar mano, lo van a joder mano”. Cuando el cura Braulio, dijo 

“Danielito váyase, yo le regalo 50 mil pesos pa' que se vaya mano y después viene por la 

familia, mire que esto está muy peligroso”. Entonces, un día me dijo una cuñada “mire que 

los paramilitares hoy domingo lo estaban buscando a usted ¿dónde estaba usted?”, “no pues, 

yo estoy... llevé la niña mía al internado a Fusa”, dijo “uy, hubiera estado usted aquí en el 

pueblo lo habían matado porque estaban esos manes locos buscándolo a usted pa' matarlo 

mano”. Entonces tuve que venirme yo primero, primero para Ibagué, llegué a Ibagué y en 

Ibagué me dijo el compañero Raúl Rojas que era el político de la Unión Patriótica 

“compañero Sierra, usted tiene que irse pa' Planadas - Tolima o si no pa' Mariquita porque 

usted no puede estar más en Coyaima porque lo van a matar, entonces, yo dije ‘no, yo no me 

quedó por allá en el Tolima, yo me voy para Bogotá»273. 

 El viaje con la maleta al hombro, con las pocas cosas que cabían dentro, fue para muchos 

el fin de su militancia, otras se reinventaron para seguir desde su nuevo lugar de vida con la 

organización política, algunos pocos lograron retornar a ejercer con cautela la política en sus 

territorios. Para otros, el desplazamiento forzado interno fue tan solo el inicio de un viaje más 

largo que los llevaría fuera de su patria: el exilio. 

4.12. Nosotros podemos caminar sin esperar la muerte: El exilio de la UP 

La persecución sistemática contra la Unión Patriótica expulsó a cientos de sus militantes 

del país, forzó a líderes políticos a abandonar sus hogares, sus familias y sus sueños para 

proteger su vida en el exterior. El país en que habían nacido y en el que hacían un ejercicio 

su participación política les fue negado por la violencia que buscaba exterminar a la UP, su 

derecho a participar en política y a organizarse para incidir en los asuntos de interés público 

fue cercenado, personas cuya razón de ser era la política se vieron obligadas a dejar de hacerla 

y el movimiento político al que pertenecían se fue desmembrando y debilitando 

continuamente por su exilio: 

 
273 Entrevista 660-VI -00006. Hombre, exconcejal, víctima. 
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«Yo pienso que a mí en el exilio no me mandaron a un destierro, sino que me eliminaron 

socialmente, eliminar mi razón social. […]Lo cierto es que, cuando yo salí de mi país, cuando 

el avión arrancó, yo sentí como si el corazón se hubiera desprendido un pedazo. [Llora] Yo 

tuve una cosa aquí en el pecho muchos años. Yo lo llamé mi dolor de patria porque era una 

cosa que no me dejaba respirar y era un dolor, un dolor que yo creo que por ahí hace 5 o 3 

años ha pasado un poco. Uno pierde su status quo, uno pierde su gente, uno pierde el derecho 

a ser dirigente, pierde el derecho a elegir y a ser elegido. Uno, un dirigente político, pierde 

todo y, sobre todo, el derecho al voto. Eso para nosotros es muy reivindicativo. El derecho a 

tener sus bases, a orientarse con sus bases, a dirigirlas. Uno queda como huérfano en un 

camino de solitarios [llora]»274.  

El exilio en el caso de la militancia de la UP fue un proceso precedido por una serie de 

violaciones de derechos humanos que finalmente forzaron a muchos a abandonar el país, aún 

contra su voluntad cientos de personas vinculadas a este movimiento político de manera 

abrupta se vieron sometidas a desplazarse a otros países. El relato de Antonio Palacios, 

exiliado en el sur del continente, deja en evidencia la diferencia de una salida del país tras un 

sueño o proyecto personal a la necesidad de hacerlo para salvar la vida:  

«Nadie quiere salir de Colombia, nadie quiere salir, para mí uno no se prepara para irse 

del país a no ser que tenga un proyecto en otro lado. Pero esto no, esto es una situación 

diferente, esto es una situación forzada, esto es una situación traumática, es una situación 

donde uno tiene que insertarse en un lugar donde nadie lo conoce, donde tiene que ir a luchar 

por un trabajo, donde uno tiene que tratar por lo menos de aprender un oficio para poderse 

ganar la vida; en mi caso, lo hice. Pero sí, tenés que insertarse en un montón de cosas en 

contra»275.  

La decisión extrema de salir del país y dejar su militancia política fue una acción contra 

su propia voluntad, de ninguna manera fue un viaje planeado, en la casi totalidad de las 

experiencias fue una medida rápida, urgente e incluso muchas veces esquivada, esperando 

que quizá no fuera necesaria. Fueron muchos quienes tomaron la decisión de exiliarse solo 

tras sobrevivir a varios intentos de acabar con sus vidas, fue común escuchar entre los 

 
274 Entrevista 001-VI -00010. Víctima, mujer, exiliada, dirigente política Ginebra, Suiza. 
275 Entrevista 001-VI -00018. Víctima, hombre, exiliado, líder político Santiago de Chile. 
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testimonios recibidos por la Comisión de los exiliados de la UP frases como: “en ese 

momento a mí ya me habían hecho 3 ensayos para asesinarme, pero yo ya estaba tan 

embarcado en ese problema que ya echar para atrás no podía”276. Esos relatos permiten 

dimensionar la voluntad de quienes se exiliaron de persistir en el proyecto político que 

representaba la UP en Colombia antes que abandonar su lucha y su país. 

La violencia desatada contra la Unión Patriótica forzó a sus integrantes a enfrentarse a una 

reflexión que les presentaba la disyuntiva de permanecer en el país arriesgando sus vidas o 

irse al exilio con las cargas políticas que para muchos de los militantes de izquierda de los 

años 80 y 90 significaba tomar esta decisión, el testimonio de Luis Matta permite acercarse 

a su dimensión y comprender mejor la tensión entre permanecer o salir del país. En muchas 

de las historias recogidas por la Comisión llegó un momento en que la gente dijo: ya no más: 

«También quiero decirles algo, algo curioso, el exilio estaba muy mal visto. Yo recuerdo 

que era una cantidad de sentimientos de culpa. O sea, si te vas dejabas todo tirado, pero si te 

quedas te matan. Al final ¿quién iba a proteger mi vida, a mi esposa, mis hermanos, la 

familia? 

» Quiero ser honesto, a la larga no me da pena decirlo, sentí miedo y no quería ser una 

consigna de mañana, ese no era el punto, yo estaba cansado de gritar. Hay un video mío, lo 

encontré en el sepelio de Manuel Cepeda, yo era grafitero haciendo un grafiti  en Bogotá, en 

la séptima en medio de la multitudinaria manifestación en Bogotá. Yo duré muchos años 

viendo grafitis míos que no se borraban, como en Cali. Yo estaba acostumbrado a gritar 

consignas, pero en un momento me di cuenta que no quería que gritaran una consigna para 

mi o que pasara algo grave con mi familia que lamentar por lo que decidí irme y me voy para 

España. Mi esposa está embarazada, se va un poco más tarde y allá nace nuestro hijo»277. 

Otros dirigentes políticos son contundentes en esta reflexión: «el exilio no es el camino, 

pero si no estuviera en el exilio no sabría si estaría con vida»278. Esta forma de asumir la 

disyuntiva terminó llevando a decenas de líderes nacionales, regionales y locales de la UP a 

abandonar el país para evitar ser asesinados. La dirigencia política, columna vertebral del 

 
276 Entrevista 660-VI -00012. Víctima, hombre, exiliado Bogotá.  
277 Entrevista 001-VI -00046. Víctima, hombre exiliado Toronto, Canadá.  
278 Entrevista 156-VI -00007. Víctima, hombre, líder sindical exiliado Ginebra, Suiza. 
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partido político fue diezmada a través de su asesinato o de la desaparición forzada, muchos 

de quienes sobrevivieron a ese exterminio lo hicieron gracias a que dejaron el país antes de 

que se consumara alguna de estas violaciones a los derechos humanos en su contra. El 

testimonio recibido por la Comisión de Óscar Dueñas, ex presidente de la UP que tuvo que 

salir del país en 11 ocasiones por amenazas de muerte e intentos de atentado, deja en claro la 

contundencia de la violencia homicida contra la dirección de la UP a finales de 1988: 

«Con ocasión de una información de que el señor apodado El Mexicano había dado 30 

millones de pesos para matar a Jaramillo, 30 para matar a Antequera, 30 para matar a Corena 

y 30 para matarme a mí. Entonces, la Dirección de la UP determinó que según el peligro 

fuéramos saliendo cada mes. Y en diciembre salió Corena que es el más amenazado, él nunca 

volvió a Colombia; en enero salí yo; en febrero, principios de marzo, salió Jaramillo también 

a la RDA, Antequera no salió y lo mataron»279. 

Beatriz Gómez Pereañez, quien fue dirigente de la UP en Antioquia y ejerció el cargo de 

diputada ante la Asamblea de ese departamento a principios de los años 90 es una 

sobreviviente del exterminio gracias a que salió del país antes de ser asesinada, situación que 

por demás parecía cada vez más posible luego de ser víctima de amenazas y atentados en su 

contra. Esa violencia que obligó al exilio de las dirigentes regionales significó también la 

pérdida de la representación política de la UP en los diferentes espacios departamentales de 

la política como los concejos y las asambleas, expulsándolo de la política de manera violenta 

y progresiva. Beatriz relató ante la Comisión de la Verdad desde su exilio la persecución que 

la llevó finalmente a salir del país y dejar su cargo como diputada: 

«A mí me hicieron cacería humana y me hicieron salir del país, porque yo no quería salir 

del país. En la diputación, en 1991, el primer intento de asesinato fue un operativo que me 

hicieron en Villanueva, me la hicieron con Felipe Santos […] no voy a recontar sino esta: el 

8 de mayo de 1996 recibí amenazas por parte del grupo autodenominado FRUANCO, Frente 

Unido Anticomunista, que me señala de pertenecer a las FARC y deplorando las actuaciones 

de la Unión Patriótica. Las amenazas aumentaron porque me tocó cambiarme de casa en 

repetidas ocasiones, dejar de ir a la casa de mis padres ante hombres desconocidos a los 

 
279 Entrevista 001-VI -00042. Víctima, hombre, exiliado Bogotá.  
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alrededores de mi casa. En una reunión en la Cuarta Brigada, siendo Álvaro Mario Celis 

presidente, hablando con los militares sobre la defensa de los diputados, yo le pregunté: “¿Y 

yo qué necesito?” y me dijeron: “A usted ni un tanque de guerra la salva” y risas. Me decía 

que tenía el teléfono rojo, que tenía comunicación con Tirofijo. Para mí, los 6 años en la 

diputación fueron... yo me levantaba y me acostaba con la muerte, yo me tocaba para ver si 

yo estaba viva y yo, a veces, no creía que yo estaba viva. Yo decía: “Pero ¿es verdad que 

estás viva?” y a veces me parecía que eso era la muerte, un sueño. Entonces, mi madre me 

dijo: “Prefiero que se vaya que llevarle flores al cementerio»280. 

Su salida del país se dio en agosto de 1996, cuando incluso sus propios escoltas se 

encontraban atemorizados por las amenazas en su contra y luego del asesinato del concejal 

de Turbo por la UP Iván Antonio Correa, tras lo cual ella junto a la dirección del partido 

tomaron la decisión del exilio281. La magnitud del exilio como síntoma del exterminio que 

enfrentó la Unión Patriótica se expresó en la salida del país de sus dirigentes Aida Avella y 

Hernán Motta, quienes enfrentaron una persecución intensa que pretendía acabar con sus 

vidas. La presidenta de la UP y concejala de Bogotá se vio obligada a exiliarse en Europa 

luego de sobrevivir al atentado con un rocket en plena autopista norte de la capital de la 

república el 7 de mayo de 1996 ya referido en este informe, por su parte Hernán Motta, el 

último senador de la UP y quien había sustituido en el Congreso de la República a Manuel 

Cepeda Vargas asesinado el 9 de agosto de 1994 en Bogotá, se vio obligado a salir del país 

en octubre de 1997:  

«Entonces, desde ese mismo año comenzaron a incrementarse, digamos, las amenazas de 

las que ya venía siendo objeto mediante llamadas intimidatorias a mi casa, a mi oficina de 

parlamentario, a la sede de la Unión Patriótica -de la cual fui su presidente nacional-, a la 

sede del Comité Central -del cual fui miembro de su comité ejecutivo-, ¡amenazas que se 

llevaron incluso a emisoras! A emisoras de la ciudad llamaban a amenazarme y declararme 

objetivo militar y a darme plazos para abandonar el departamento y el país. Además de 

panfletos; hecho, pues, que fue registrado por la prensa. Además, fui declarado objetivo 

militar en la cumbre paramilitar del Magdalena Medio en la que participaron financiadores y 
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participaron impulsores del militarismo, y que estuvo presidida por Carlos Castaño, que era 

el gran capo paramilitar, y en la que estuvo su asesor José Miguel Narváez, que a su turno 

era un alto funcionario de inteligencia del Departamento Administrativo de Seguridad. 

Bueno, en tales circunstancias y ante el conocimiento de planes criminales contra mi vida y 

contra mi esposa y mis hijas, pues yo fui determinado a retirarme del Senado de la República, 

donde venía ejerciendo mis funciones legislativas y mis funciones parlamentarias como 

senador de la Unión Patriótica, y cuando faltaban todavía más de 9 meses para terminar el 

periodo legislativo. Eso fue en octubre del año 97. Y, desde luego, fui determinado a optar 

por el exilio forzado»282. 

El exilio de cientos de líderes de la UP hizo parte fundamental del proceso de 

descabezamiento del movimiento político al forzarlos a dejar el país. Dicho exilio forma parte 

del conjunto de violaciones cometidas contra miembros y cargos de la UP, que constituyen 

un genocidio político que impidió su funcionamiento como grupo, al expulsar a una parte 

importante del mismo de su territorio impidiéndoles permanecer en éste en condiciones 

seguras.  

De hecho, la tranquilidad que podía brindar la seguridad de los países donde se exiliaron 

fue una de las esperanzas que abrazaron con intensidad quienes salieron forzadamente del 

país. La sensación de no estar en peligro permanente y que sus seres queridos no estaban 

expuestos a la violencia de quienes pretendían asesinarlos se convirtió en una casi 

tranquilidad reconfortante que apaciguaba el dolor de abandonar contra su voluntad el país y 

el movimiento político. Beatriz Gómez, exiliada en Suiza, plasmó estas sensaciones en un 

poema escrito desde ese país europeo y compartido con la Comisión en su testimonio: 

«Nosotros hemos perdido muchas cosas  

Pero no nuestra dignidad  

Es necesario estar seguros que nosotros estamos contentos aquí   

Nosotros podemos caminar sin esperar la muerte  

Nosotros podemos dejar la brisa tocar nuestro cuerpo y que nos acaricie coquetamente  

Nosotros podemos sentarnos sobre los bancos, sobre la hierba, sobre los jardines  
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Y descansar  

Tocar las flores  

Mirar el sol y dejar que este nos dé sus rayos  

Nosotros podemos caminar por las calles   

Mirar la gente que pasa sin tener miedo de un disparo   

Nosotros miramos con nuestros ojos las cosas que nosotros queremos  

Nosotros podemos estar en la multitud y sentir su calor humano, sin sentir el miedo de la 

muerte  

Nosotros sentimos la libertad   

Nosotros sentimos el aire  

Nosotros podemos salir sin esperar siempre la muerte  

Nosotros podemos salir sin escoltas detrás de nosotros  

Nosotros nos reencontramos con nosotros mismos»283. 

El exilio, sin embargo, no siempre aseguró la tranquilidad de los militantes expulsados del 

país pues algunos tuvieron que enfrentar la persecución violenta en sus lugares de refugio. 

En Quito fue encontrado muerto Joaquín León Tovar el 30 de junio de 1994, donde se 

encontraba exiliado por las amenazas contra su vida en el departamento del Meta284, meses 

después arribó a la capital de Ecuador Carlos Andrés Pérez alcalde de Chigorodó por la UP, 

debido a amenazas contra su vida luego de recuperar su libertad al ser injustamente detenido, 

torturado en instalaciones del Batallón y acusado de ser presunto determinador intelectual de 

la masacre de La Chinita. Las amenazas y el riesgo para su seguridad se extendieron al país 

vecino donde el grupo paramilitar autodenominado MACOGUE lo amenazó de muerte y 

puso su condición de exilio en una situación de alto riesgo que lo forzó junto a su familia a 

estar en la clandestinidad y salir de este país de refugio.  

«Nosotros nos auto desaparecimos porque con toda la experiencia de Urabá y todo había 

que hacerlo. Entonces la hermana nos presentó otra hermana y la otra monjita nos buscó una 

iglesia diferente. Nos llevó a esa iglesia y nos metimos nosotros y nadie sabía, había una 

piecita y ahí con mi hijo y mi esposa nos metimos. Ustedes me ven como muy sereno, pero 

 
283 Entrevista 001-VI -00010. Víctima, mujer, exdiputada exiliada Ginebra, Suiza.  
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es muy duro. Nosotros cómo íbamos a salir de la iglesia. Tenemos en la mente que si salíamos 

nos agarraban. Era imposible para empezar a hacer la conexión y hacer la vuelta en la 

embajada de Suiza para que nos tramitaran la salida. Pero esas monjas son unos ángeles. Nos 

hicieron la conexión con las iglesias y luego iba a ver las cosas de Suiza. Entonces nos dijeron 

“ya tiene la orden para irse a Suiza”. Pero nos miramos “¿cómo vamos a salir? ¿quién nos va 

a ayudar?”, “mi marido que tiene un carro con carpitas. Entonces se van en la parte de atrás 

y se agachan” y así se hizo. Ese trayecto al aeropuerto... con todo el contexto, con la amenaza 

paramilitar, con la desaparición de esa gente, entonces muy fuerte. Estamos seguros solo 

cuando el avión está arriba. Esa fue la sensación que tuvimos»285. 

En Europa también se sintió la persecución en contra de los exiliados de la UP, durante 

los gobiernos de Álvaro Uribe (2002-2010) militantes que se encontraban en Suecia como 

refugiados políticos y personas que se habían organizado en torno a la Asociación Jaime 

Pardo Leal, fueron objeto de seguimientos, señalamientos y perfilamientos por agentes de 

inteligencia del Estado colombiano y por integrantes de cuerpo diplomático colombiano 

como el primer secretario de la Embajada en Estocolmo entre 2003 y 2006. Este proceso de 

señalamientos y persecución se mantendría por lo menos hasta 2008286. 

El proceso del exilio puede entenderse como una violación a los derechos humanos en 

contra de los cientos de militantes obligados a salir del país, pero también como consecuencia 

de una cadena de violencias que precedió y obligó la decisión del exilio. La salida forzada 

trajo consigo impactos negativos para las personas que se vieron obligadas de la noche a la 

mañana a enfrentar culturas, idiomas, climas y sociedades totalmente diferentes a las que los 

habían visto crecer y convertirse en personas destacadas en las dimensiones sociales y 

políticas. El proceso de adaptación e inserción de los exiliados de la UP supuso cargas 

emocionales y políticas que han perdurado en el tiempo. 

La culpa como manifestación del dejar atrás la militancia política en Colombia para salvar 

sus vidas mientras sus compañeras y compañeros seguían intentando mantener a flote el 

proyecto político de la UP y muchas veces fueron asesinados, fue una de las sensaciones más 

reiteradas en los testimonios tomados en el exterior por la Comisión de la Verdad, el 

 
285 Entrevista 156-VI -00001. Víctima, hombre, exalcalde UP en Chigorodó. 
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testimonio de Luis Matta recibido en Canadá es ilustrativo de estos sentimientos que 

muestran el dolor de las pérdidas, los dilemas vitales enfrentados, y la profunda carga 

emocional que genera la impunidad de los hechos: 

«Yo trabajaba en construcción en esos días aquí en Toronto, una noche llegué, mientras 

comía me puse a ver las noticias y vi que habían asesinado a un defensor de derechos 

humanos en Cúcuta. Entonces tuve presentimiento y abrí la noticia y habían matado a 

Tirso…[llanto]. Para mi fueron unos días muy terribles en este país. Yo fui a trabajar al otro 

día porque es anoche llore lo que pude, llore ese día en la construcción. Yo me especialicé 

en pegar unas cosas que se llaman tyvek, que es un plástico que ponen aquí para aislar el frío. 

Entonces uno va pegado es plástico y ese día trabajé como sin ánimo pensando en Tirso. 

Luego vino una etapa muy dura en la que perdí la capacidad de dormir, comencé a soñar 

mucho con él y se me revolvió todo lo de la Unión Patriótica y comenzó una época de mucha 

tristeza y culpabilidad en este país, me sentía despreciable...[llanto] de haberme venido y 

haber dejado Colombia mientras otra gente se quedó trabajando allá como Tirso. Me sentía 

despreciable y muy mal. 

[…] Esa época de olvidarnos de todo fue una época muy difícil porque para mí fue 

consumirme y empezar a recuperar. Entonces vivíamos en un lugar y me iba para un 

cementerio antiguo que quedaba por ahí. Es de los más antiguos que hay en este país y como 

los nombres en las tumbas se han borrado o son tumbas sin nombre en muchas ocasiones, yo 

reflejaba el nombre de mis compañeros en esas tumbas sintiéndome culpable de que yo me 

había ido de Colombia y otra gente se había quedado al frente luchándola. Por eso yo quiero 

dejar claro que no soy una víctima como las verdaderas víctimas del genocidio. Yo soy una 

persona privilegiada, que vivió bien, que viajó mucho, me invitaron a dictar conferencias y 

escribir libros. Yo no tengo derecho a tener ese título. Lo único que quiero es contar. Tuve 

mucho dolor con lo que pasó»287. 

Para muchos de los exiliados estos sentimientos se incrementaron ante la ruptura familiar, 

decenas de madres se vieron obligadas a salir del país sin sus hijos por lo que la sensación de 

desarraigo fue mayor, Imelda Daza líder de la UP en el Cesar tuvo incluso que transitar por 
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varios países, pues en Perú inicialmente le fue negado el asilo, viéndose obligada a 

desplazarse hacia el norte de Europa, sometiéndose a condiciones aún más difíciles debido 

al clima, la distancia y la diferencia entre sociedades latinas y nórdicas, sus recuerdos de esta 

experiencia se los manifestó así a la Comisión de la Verdad: 

«Yo no entendía nada de nada, yo no sabía dónde estaba. Yo llegué a Lima sonámbula. 

Yo levitaba, no sabía qué me había pasado, no entendía esto. Muy mal, muy mal. Ana Chaplin 

me ofreció su vivienda, me dijo: “Si quieres asistencia psicológica, te podemos ayudar aquí, 

Diaconía te puede atender”, “No”, yo decía, “es muy difícil que un psicólogo entienda esto 

que a mí me está pasando. Yo hago el esfuerzo y si tú me permites llamar a Colombia desde 

las oficinas de Diaconía y preguntarle a mi mamá por los niños, yo con eso me conformo”. 

Entonces, sí, acordamos que cada 2 días yo podía ir a la oficina y llamar. Entonces, ella me 

ofreció llevarme a la embajada, a la oficina de migración y pedir asilo en el Perú y que 

después vendría mi familia y que me ayudaría con los tiquetes y a instalarme ahí en Lima. 

Pues sí, yo decía: “Con tal de salir de Colombia y de estar con mis hijos, sí”. Hicimos la 

solicitud, me contestaron rapidísimo, a unos 10 días después, me dijeron que no»288. 

Las sensaciones de la desintegración familiar y su impacto en quienes se exiliaron incluso 

han hecho que algunas de las militantes que siguen fuera del país contemplaran como una 

opción estar en Colombia en compañía de sus seres queridos a pesar de la angustia y el terror 

de la persecución contra sus vidas, Luz Mery Forero presentó esta dimensión de los impactos 

del exilio de la siguiente manera: 

«Allí en Colombia con todos los traumas con todos los problemas con toda la persecución 

psicosis y tortura como siempre lo he dicho por pensar diferente, estábamos en familia y 

bueno por lo menos más cerca, no reunidos, pero si más cerca de la familia, en el exilio hay 

una ruptura total, porque hay desprendimiento de la familia, de todo. Es un experimento 

terrible aceptar el hecho del exilio, yo llevo 10 años y creo que no he logrado asimilarlo no 

he logrado aceptar y yo me quiebro muchísimo al pensar en la gente, en los procesos en lo 

que le está pasando, quiero vivir muchas cosas con ellos, quiero abrazar a mi hija y no lo 

puedo hacer»289. 

 
288 Entrevista 001-VI -00007. Víctima, mujer, exiliada, dirigente política Bogotá.  
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«El exilio es destierro, es desarraigo, es ruptura brusca con todo, es sentirse analfabeta, es 

sentir no pertenecer, es sentirse en un estado de transitoriedad que es terrible». Así describió 

Imelda Daza parte del significado del exilio ante la Comisión de la Verdad, para ejemplificar 

esta realidad hostil con la que se enfrentaron las exiliadas de la UP, la dirigente política narró 

una de las situaciones que describen la dificultad para insertarse en sociedades atravesadas 

por grandes problemas como el racismo: 

«El dueño de las viviendas hizo una reunión para organizar, allá eso es rutinario, una 

asociación de habitantes de ahí para los servicios comunes atenderlos colectivamente. 

Entonces, de pronto, la vocera del municipio preguntó: “¿Alguna inquietud de parte de 

ustedes?”. Y un hombre que vivía detrás de nosotros dijo: “Yo quiero protestar porque aquí, 

en este barrio, habitan extranjeros inmigrantes. Yo me vine del barrio porque allá me 

aburrieron los niños inmigrantes que venían a mi casa a tirarle piedras a las ventanas, que me 

tiraban basura en mi jardín. Y me vine porque ese barrio se ha llenado de inmigrantes y llegó 

aquí y los tengo al frente”. Y después dijo una señora: “Pues, yo también quiero decir que yo 

me siento muy incómoda aquí viviendo, teniendo de vecinos a familias inmigrantes”. Yo le 

había pedido a un amigo que nos acompañara a esa reunión, él hablaba sueco. Entonces, yo 

le dije: “Víctor, ¿qué están diciendo?”. Él me traducía todo y yo le dije: “Víctor, pero 

explícales quiénes somos nosotros, diles que soy refugiada política, que yo era una luchadora 

por la justicia social en Colombia, que yo soy profesora universitaria, que yo no soy una 

mujer agresiva ni mis hijos son maleducados”. Entonces Víctor, todo lleno de miedo también, 

les explicaba y hacían que no, que no, que no les importaba y le dijeron al dueño: “Si usted 

no saca de aquí a esas dos familias de inmigrantes, nuestro contrato de arrendamiento se va 

a terminar muy pronto”. La funcionaria de la comuna le provocaba que la tierra se la tragara, 

porque cuando se hace evidente el racismo ellos se avergüenzan y de verdad, se 

avergüenzan»290. 

Los impactos emocionales se conjugaron con la destrucción de sus identidades políticas 

que en exilio se perdieron o se transformaron radicalmente, líderes políticos, dirigentes 

sociales y líderes comunitarios se vieron obligados de la noche a la mañana a cambiar sus 
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roles y dedicarse a trabajos para los que no se habían formado o a los que simplemente no 

habían contemplado ni remotamente como su proyecto de vida. Para Luis Carlos Acero, 

quien fue dirigente nacional de Fensuagro en Colombia por lo que su vida había estado ligada 

directamente al campo, a las actividades rurales y a la organización de los trabajadores 

agrícolas de todo el país, en España su vida se transformó totalmente: 

«Ese fue un momento muy duro porque trabajaba y muchas veces me tocó someterme a 

trabajos donde los que trabajan conmigo, porque eran oficiales, les pagaban por la cantidad 

de trabajo que hicieran. Es decir, hay que hacer 50 metros y si hacían 25 les pagaban por 

metro y ellos hacían a lo máximo para que rindiera. A mí me pagaban por día y me toca 

alcanzarles material al trote que ellos fueran. Ese tipo de cosas era muy duro, muy fuerte. Así 

trabajé yo como 6 meses […] Yo que toda la vida había sido líder social, campesino, que 

trabajaba en el campo con el café, pero llegar a hacer esos trabajos era otra situación»291. 

Una experiencia como la de Olgher Santodomingo, quien fue dirigente nacional de la USO 

y la CUT dos de las principales organizaciones sindicales del país, líder político de la UP en 

Barrancabermeja una de las ciudades más emblemáticas de los movimientos políticos y 

revolucionarios en Colombia, en 2001 se exilió en España luego de sobrevivir a varios 

intentos de asesinato, allí su vida aunque ha tratado de mantenerse cercana a la militancia 

política se ha transformado al punto de que su actividad laboral desde hace tres años se ha 

centrado en la enseñanza292. La transformación de las vidas y los roles sociales de quienes 

por militar en la Unión Patriótica se vieron obligados a exiliarse representa también una 

afectación incalculable para el proyecto colectivo de este partido pues son cientos de 

liderazgos exiliados, cientos de personas activas en la política nacional que dejaron de estarlo, 

hombres y mujeres que fueron expulsadas de sus espacios políticos y que no pudieron seguir 

dándole vida a la UP. El último senador de la UP, Hernán Motta es un claro ejemplo de la 

desactivación política de esos liderazgos y la prohibición de los derechos políticos de la 

Unión Patriótica: 

«Es muy complicado, porque imagínate, con los brazos cruzados: leer la prensa 

colombiana y no poder hacer mayor cosa desde aquí, ¿no? A pesar de que siempre he 
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mantenido una comunicación con Colombia, con el Partido, con la Unión Patriótica. Pero 

desde luego ya no una actividad tan intensa como la que yo tuve en Colombia, pues, que 

llegué a ser el único senador, en ese momento, vivo de la UP. Entonces, tareas a nivel 

nacional, desplazamiento a los distintos sectores, participar en muchas cosas de la vida 

política y de manera muy activa, pues, en la elaboración de proyectos de ley»293. 

El exilio también ha sido la realidad desde donde decenas de militantes de la UP han 

intentado preservar el derecho a participar políticamente, haciendo de su experiencia de 

expulsión violenta una dinámica de resistencia. Muchos de los exiliados se volvieron 

difusores de la situación de violencia a la que se enfrentaban sus compañeros que 

permanecieron en Colombia, algunos lo hicieron a través de colectividades y organizaciones 

dedicadas a visibilizar las problemáticas del país en el exterior, como los acuerdos de paz 

mientras otros incluso buscaron mantener los vínculos con los sobrevivientes de su partido y 

se resistieron a abandonar su militancia política y construyeron nodos y colectivos de sus 

organizaciones como el Partido Comunista, la propia UP y más recientemente partidos y 

movimientos como el Polo Democrático Alternativo, Marcha Patriótica y Colombia Humana. 

La vivencia política de Olgher Santodomingo es ilustrativa en ese sentido: 

«Yo soy actualmente presidente de una asociación de inmigrantes y refugiados que se 

llama Entre Iguales y de un Comité de defensa de los derechos humanos en Colombia que se 

llama Comadeco, Comité Madrileño de Defensa de los Derechos Humanos en Colombia, y 

bueno soy militante del Partido Comunista Colombiano, tenemos un comité de zona en 

España, yo soy responsable político de ese comité de zona y además participo de un comité 

que se llama Sí a la paz en Colombia, o sea, y bueno he participado también en varias otras 

actividades que tienen que ver con la denuncia, con la solidaridad con Colombia, he 

participado por ejemplo en las últimas elecciones de presidenciales como testigo electoral de 

Colombia Humana, entonces yo estoy. Sí, yo allí participo mucho de cosas, últimamente es 

que ya menos, pero si, de todas maneras, estoy»294.  

La posibilidad del retorno ha acompañado a la mayoría de exiliados de la UP 

contemplando la opción de rehacer su vida social, familiar y política en Colombia. Sin 
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embargo, la estigmatización, la persecución y el exterminio de la oposición política son 

factores que se mantienen en el desarrollo del conflicto armado en el país, por lo que muchos 

de esos retornos han sido impedidos o han sido atravesados por nuevas violaciones de 

derechos humanos. José Antonio López Bula, ex alcalde de Apartadó y quien debió exiliarse 

tras ser detenido acusado falsamente de ser uno de los autores intelectuales de la masacre de 

La Chinita en 1994, le relató a la Comisión de la Verdad cómo debió salir de emergencia de 

Urabá en uno de sus intentos de regresar tras ser alertado de que los paramilitares buscaban 

asesinarlo, un guarda de seguridad amigo de éste lo ayudó a salir de la región y le dejó ver 

los mensajes que los jefes paramilitares estaban circulando entre sus redes para encontrarlo, 

en los mensajes se leía: «dígame ¿a dónde está López Bula? ¿con cuántos escoltas anda? 

¿dónde va a estar? “para nosotros es muy importante… mi jefe necesita esa información de 

inmediato»295. Ante esa situación el dirigente político se vio forzado a salir nuevamente de 

Urabá. Esta situación ha sido repetitiva con varios exiliados que han regresado con la 

intención de participar políticamente. 

La dimensión del exilio de la UP ha sido particularmente difícil de determinar por la 

misma naturaleza de la victimización, de la situación clandestina en la que muchos de los 

exiliados salieron del país, por la negativa en muchas ocasiones a reconocer esta forma de 

victimización como pare de las entidades del Estado como en el exterior o por la propia 

condición del refugiado político que no puede acercarse a estas entidades por la posible 

pérdida del estatus de refugio. Pero la Comisión ha podido determinar que por lo menos un 

40% de los testimonios tomados en el exterior han referenciado la persecución política como 

el principal motivo para la salida del país296, en los 295 testimonios tomados a sobrevivientes 

de la UP297 por la Comisión también se pudo conocer que al menos 47 testimonios refirieron 

como impacto individual y drástico en sus vidas en el exilio, al experimentar cambios en sus 

actividades cotidianas y costumbres, el impacto del desarraigo y del abandono obligado de 

 
295 Entrevista 426-VI -00003. Hombre, Víctima, Exiliado, líder político Apartadó, Antioquia. 
296 Ver Las verdades del exilio: La Colombia fuera de Colombia. Capítulo de exilio. 
297 Se tomaron 334 testimonios, de los cuales 295 a víctimas y sobrevivientes de la UP, y 39 a testigos de 

violaciones de derechos humanos a personas de la UP.  
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su territorio y militancia298. El 28 % de los testimonios de la UP tomados por la Comisión 

relató entre las violaciones sufridas por miembros de la UP el desplazamiento y el exilio299.  

4.13. Torturas, tratos crueles, inhumanos y degradantes contra militantes de la UP 

Las violencias ejercidas contra la militancia de la Unión Patriótica estuvieron 

generalmente asociadas al desarrollo de varias violaciones de derechos humanos en contra 

de una misma víctima. Si bien numerosos integrantes de la UP enfrentaron tratos crueles, 

inhumanos y degradantes como parte de otros hechos violentos en su contra, como las 

amenazas de muerte, el asesinato o la desaparición forzada, también otros fueron objeto de 

esos tratos crueles o de torturas como una violencia en sí misma que buscaba forzarlos a 

entregar información que supuestamente conocían, a auto incriminarse o castigarlos por 

aparentes delitos o actos cometidos en contextos de detenciones arbitrarias por agentes del 

estado y conducidos a instalaciones militares, de policía o a centros de reclusión. El paso 

contra su voluntad por estas dependencias significó en muchas ocasiones la vulneración de 

la dignidad humana para muchos de los integrantes de la UP que fueron sometidos a 

condiciones de sufrimiento físico y mental, la experiencia de Julio Avella militante exiliado 

en Europa, retenido ilegalmente en las instalaciones de la Armada Nacional en 

Barrancabermeja, Santander y luego trasladado a la Quinta Brigada ubicada en Bucaramanga 

en 1988 evidencia la forma humillante de su reclusión:  

«Cuando llegamos a Base Galán de la Marina, entonces automáticamente separan a tres 

personas: una joven, que en la detención supe que era profesora y venía de Bogotá; un 

compañero que nos habíamos conocido de la juventud, Alirio Saraza y mi persona. Bueno, a 

mí me taparon la boca y estaba en el baño de las oficinas del Capitán, con cinta esa que 

envuelve y que huele terrible y escuchamos cuando llegó el concejal Higuita de la Unión 

 
298 Análisis de datos recopilados durante la escucha a víctimas, familiares y sobrevivientes de la Unión 

Patriótica. Base de datos de víctimas, familiares y testigos (fichas) de la Comisión de la Verdad, corte del 9 de 

junio de 2022. Adicionalmente, se utilizan los datos de contexto, impactos, afrontamientos, resistencias y 

medidas de no repetición. 
299 Se documentaron un total de 102 desplazamientos forzados y 79 exilios, del total de 671 violaciones de 

derechos humanos documentadas contra miembros de la UP por la Comisión de la Verdad. Es necesario 

recordar que una persona puede ser víctima de varias violaciones de derechos humanos. Base de datos de 

víctimas, familiares y testigos recolectados por la Comisión a fecha de corte del 9 de junio de 2022.  
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Patriótica y llego Serpa Uribe a hablar con el comandante. “Aquí en el registro no tenemos a 

nadie, mire los libros doctor, aquí no aparece nadie con ese nombre”, “el señor tal, tal, tal 

que está fuera”, “sí, lo dejamos ir”. Después los interrogadores nos decían “pórtense bien, ya 

dejamos ir al señor Alirio. ¿por qué vino al Magdalena Medio? ¿con quiénes se entrevistó”, 

“yo vine a esto, esto y esto y ahí están los campesinos que pueden dar testimonio de eso, de 

a qué vine al sur de Bolívar”. 

» Nos pasearon varias veces con la chica. Nos metían en una camioneta tapados con una 

lona y nos sacaron a dar recorrido... “vamos a ver dónde los podemos tirar” y empezaron las 

amenazas… Nosotros ahí metidos en esa camioneta, vendados.  

» Yo estuve 3 días sin poder comer nada, me tocaba tomar de la misma orina del baño 

donde estaba porque no nos dieron nada. Eso fue un viernes. Nos sacaron el domingo en la 

madrugada nos subieron en unos taxis hacia Bucaramanga para otro reconocimiento. […] 

Entonces salí hasta el martes. Para mí eso sí fue tortura. Estar en un cuarto donde no me podía 

ni sentar y las paredes son de esas ásperas de cemento que tienen chuzos que en mismo 

cemento quedan unas puntas. Entonces ahí estuve esa noche metido así y no podía ni 

agacharme ni nada, eso fue terrible porque todos desde el viernes que nos habían detenido 

hasta ese día sin comer, sin nada y sin dormir porque era interrogatorio sobre interrogatorio, 

dele, dele, dele, Esos son elementos de tortura practicados por el Ejército, entonces ese 

momento fue terrible»300. 

En este tipo de detenciones el detenido era sometido a una afectación directa a su derecho 

a la integridad personal al obligarlo a condiciones inhumanas de reclusión y al serle negado 

el derecho a satisfacer sus necesidades básicas como la alimentación y el sueño. Los espacios 

reducidos que impedían este derecho solían también tener condiciones inhumanas como la 

ausencia de luz natural o el sometimiento a estar junto a excrementos humanos: «la reclusión 

era en una celda que no tenía luz sino una pequeña claraboya donde había luz natural más o 

menos 4 o 5 horas en el día y las heces de todos los que estaban en el lado de arriba pasaban 

por ahí»301.  

 
300 Entrevista 156-VI -00004. Hombre, víctima, exiliado Ginebra, Suiza. 
301 Testimonio de Jairo Nepomuceno, exdirigente sindical, excandidato alcaldía de Ibagué (exiliado en Bélgica), 

En: Comisión de la Verdad. Unión Patriótica desde las Cenizas.  
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Las detenciones de algunos militantes también conllevaron sometimientos a condiciones 

degradantes como la desnudez forzada y la zozobra de un posible abuso sexual, «nos hacían 

quitar toda la ropa y dejarnos en interiores no más... “ahí les tenemos un negro que los va a 

violar a ustedes” y nos sacaban un soldado grandísimo y uno a esa edad pues…»302. La 

Comisión documentó casos de violación sexual de mujeres y hombres militantes de la UP 

como formas de tortura. Este tipo de actos buscaba disminuir la capacidad física y mental de 

quienes eran detenidos como en este caso, pero también fueron sufridos por algunas 

militantes que enfrentaban a integrantes de la fuerza pública en búsqueda de justicia, Luz 

Mery Forero, hermana de Leonel Forero asesinado el 4 de marzo de 1987 en Arauca, le contó 

a la Comisión desde el exilio su experiencia al reclamar por el asesinato a un agente del DAS:  

«Yo me acuerdo que fue en la semana Santa de ese año de 1987, y me llevan así por todo 

el pueblo ahí para abajo hasta la estación de policía bueno era el caso me llevaron y me 

metieron por allá como un sótano una cosa así un escarpar allá abajo y ya la policía y todo y 

ya la gente del Partido, la gente de los medios, de la Unión Patriótica y junta de los derechos 

humanos, claro se dieron cuenta y bueno la gente ya sabían yo era la hermana de Leonel la 

gente vino apoyarme y pues llegamos ahí me metieron por allá y luego me encerraron ahí en 

una celda oscura, fea, horrible pero nadie dijo nada y ese tipo llegó después el hombre ese, y 

me decía que, que si estaba muy gallito o una cosa así fue que me dijo entonces yo le dije 

desgraciado asesino entonces cogió la pistola así esto es lo que quiere si esto, me agarraba si 

con esto lo maté para usted también hay, me hacía así y con la pistola era todo brillante así 

me la pasaba por la cara por los senos la pasaba así, me decía: sí maldita con lo mismo. 

¿Sabes qué hizo ese desgraciado? llevaba las fotos de levantamiento de mi hermano y me las 

puso así y se reía, después yo en cambio yo lloraba me sentía impotente ahí encerrada 

entonces se me metió ahí yo dije este me mata aquí porque las oficinas y esa cuestión era 

como el mezanine y yo baje por allá y me tenían encerrada y es oscuro y el tipo entro ahí».303 

La tortura también fue parte del terror y la sevicia utilizada contra la militancia de la UP, 

como se evidencia en el Informe de Fondo de la CIDH el dirigente de la UP y secretario 

 
302 Luis Alonso Pardo, ex consejero de paz de Pasto, En: Comisión de la Verdad. Unión Patriótica desde las 

Cenizas https://www.youtube.com/watch?v=tWEsYMPDKlI  
303 Entrevista 149-VI -00014. Víctima, mujer, militante.  
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general del Sindicato de Trabajadores de la Construcción (SUTIMAC) Otoniel Casilimas 

Cantor fue desaparecido el 12 de enero de 1994 junto a su acompañante en Tocaima, Tolima. 

Su cuerpo fue encontrado en el municipio de la Mesa, Cundinamarca  

 

con signos de tortura (lo quemaron, le trituraron las manos, le cortaron la lengua, el pene y le 

quitaron las uñas), con más de diez disparos en la sien, aunque ninguna de estas características 

quedó registrada en el acta de defunción304. 

 

Estos hechos hacen parte de un conglomerado de actos que constituyen tratos crueles, 

inhumanos y degradantes contra parte de la militancia de la UP que suponen violaciones 

graves a su integridad física y psicológica y la dignidad humana.  

4.14. Descabezamiento de la UP en Urabá: la detención ilegal de su dirigencia 

Las detenciones de integrantes de la UP y los tratos crueles, inhumanos y degradantes que 

en ocasiones se asociaron a las mismas, tuvieron un capítulo particular en la zona de Urabá, 

donde su dirigencia fue detenida ilegalmente y sometida a varios vejámenes en las 

instalaciones militares y las cárceles de reclusión, permitiendo que esta práctica conllevara 

un proceso de reforzamiento de la estigmatización de la UP y la pérdida de su fortalecimiento 

político en la región donde tenían una importante presencia. 

Con la posibilidad que abrió la elección popular de alcaldes, la Unión Patriótica entró en 

un proceso de fortalecimiento y consolidación política en la región del Urabá, desde 1986, 

elección tras elección, el movimiento político conseguía ganar más alcaldías. Para el periodo 

1986-1988 ocupó tres gobiernos locales, para el periodo 1988-1990 conquistó nuevamente 

tres, para el periodo 1990-1992 logró cinco alcaldías y para el periodo 1992-1994 conquistó 

4 en los municipios de Apartadó, Chigorodó, Mutatá y Turbo en el departamento de 

Antioquia y dos en Murindó y Unguía, municipios del departamento del Chocó, haciéndose 

así a 6 alcaldías su máximo registro en la región. Una situación similar se presentó en los 

 
304 CIDH. Informe de Fondo, 109. 
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concejos municipales donde la UP fue ocupando progresivamente una posición más fuerte 

desplazando de los mismos a los partidos Liberal y Conservador. 

El contexto en el que se daba este fortalecimiento político de la UP estaba atravesado por 

el proceso de desmovilización del EPL, que desató fuertes enfrentamientos entre sus 

integrantes y la guerrilla de las FARC que los consideraba traidores al proceso 

revolucionario. Este conflicto desató fuertes ataques contra ex guerrilleros del EPL y 

miembros del movimiento político Esperanza Paz y Libertad por parte de las FARC y el 

rearme de un grupo de ex integrantes del EPL que constituyeron los Comandos Populares, 

que buscaron responder a esa violencia y que terminarían vinculándose a las estructuras 

paramilitares de Carlos Castaño. En medio de estos enfrentamientos y rearmes Urabá veía la 

consolidación de la UP como la principal fuerza de la región. 

«Entonces surgió toda una proliferación de la violencia en la región que fue totalmente 

incontrolable. En esa proliferación de la violencia, asesinatos, estigmatización a la Unión 

Patriótica y casi todos los alcaldes de la región de la Unión Patriótica fueron detenidos: José 

Antonio López Bula, Nelson Campo Núñez. Entonces casi todos fueron detenidos. El último 

alcalde detenido fui yo»305. 

En efecto, la persecución contra la UP en Urabá tuvo como uno de sus principales 

mecanismos la judicialización infundada de su dirigencia y el sometimiento a actos de tortura 

de algunos de estos líderes. Las autoridades judiciales de la región encabezadas por la Fiscalía 

Especial de Urabá aprovecharon el marco legal especial que les daba la justicia regional y la 

denominada “justicia sin rostro”, para encausar investigaciones, capturas y detenciones de 

varios líderes de la UP. Esta utilización judicial de mecanismos que limitaban el derecho a la 

defensa llevó a la detención de por lo menos 40 integrantes de la UP en 1994, muchos de los 

cuales ocupaban cargos públicos, algunos de elección popular como alcaldías y otros 

aspiraban a cargos de representación nacional. 

El primer indicio de estos procesos fue conocido en septiembre de 1993 por el entonces 

ex alcalde de Apartadó y candidato a la Cámara de Representantes José Antonio López Bula, 

quien tuvo acceso al expediente:  

 
305 Entrevista 156-VI -00001. Víctima, hombre, exalcalde UP en Chigorodó. 
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«¡El tipo estaba asustadísimo! y me entrega un expediente y me dice: “mire, yo le pido el 

favor, si usted hace público esto, a mí, me matan”, era una copia de un expediente que se 

estaba surtiendo ante la Fiscalía, que era la copia de la justicia sin rostro, ante la Fiscalía 

regional en Medellín, en ese expediente, se acusaba a los Alcaldes de la UP, de Apartadó, 

Turbo y Chigorodó, a líderes sindicales de la UP, y a mí por ejemplo, de ser auxiliadores de 

las FARC, de contrabandear armas de Panamá para las FARC. Había testimonios, allí de 

personas que decían eso y esos testigos, tenían códigos, porque era la justicia sin rostro, 

testigos 001, 002, “dicen que López Bula, se reunió con las FARC”, que Nelson Campos, 

que el alcalde tal»306. 

Este proceso no fue finalmente llevado a cabo, debido a las presiones de los alcaldes de la 

UP que convocaron a movilizaciones sociales alertando sobre la existencia de este. Sin 

embargo, en este contexto se sucedieron dos hechos de violencia en la región que fueron 

aprovechados por la Fiscalía en contra de la dirigencia de la UP: la masacre de La Chinita 

cometida por el V Frente de las FARC el 23 de enero de 1994 en Apartadó y el asesinato del 

candidato de la UP a la alcaldía de Chigorodó, Gabriel Ortega ocurrido el 21 de mayo de 

1994.  

«Justamente como fui alcalde 92-94 y ya iba como en junio entonces estaban los 

precandidatos para las siguientes elecciones y asesinaron a Gabriel Ortega Orozco. Que era 

del Partido Comunista y de la Unión Patriótica. Lo asesinaron en Chigorodó y por ahí 

buscaron la vía diciendo que había sido el alcalde de Chigorodó, Carlos Andrés Pérez, quien 

mandó asesinar a este candidato porque disque no quería ese candidato sino a otro candidato. 

Entonces buscaron esa vía. Pero, así como todos los alcaldes de Urabá y dirigentes políticos 

de la Unión Patriótica, el primer indicio fuerte fue la masacre de La Chinita. Pero yo les digo, 

respetado señores, eso no fue nuevo. Anteriormente el Fiscal Mantilla, en el 92, antes de la 

masacre de La Chinita, querían meternos presos porque estábamos conectados con la 

guerrilla y decían que éramos guerrilla. Hicieron un proceso contra nosotros. O sea, lo de La 

Chinita también les cayó como anillo al dedo para repetir la misma fórmula»307. 

 
306 Entrevista 426-VI -00003. Víctima, hombre, exalcalde UP en Apartadó. 
307 Entrevista 156-VI -00001. Víctima, hombre, exalcalde UP en Chigorodó. 
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Por estos dos procesos fue detenida gran parte de la dirigencia de la UP en Urabá, entre 

ellos José Antonio López Bula, como se señaló candidato a la Cámara de Representantes por 

Antioquia: 

«Después de La Chinita, obviamente, las reuniones con el Gobierno se intensifican, Fabio 

Villegas viene mucho,-yo voy al Ministerio-, Aníbal Palacio, por Esperanza Paz y Libertad, 

hacemos reuniones tripartitas, y estamos avanzando, en decir, bueno hermano, ¿cómo 

paramos esta vaina?, pues, la única manera, una manera es que nos pongamos de acuerdo, 

hacemos en la última reunión, en principios de febrero, en la Brigada aquí, yo voy a esa 

reunión y salimos muy optimistas de allí, y a los tres días me detuvieron, acusado de ser autor 

intelectual de la masacre. El 4 de febrero, una fiscal sin rostro, […] viene comisionada por el 

doctor de Greiff, y se encarga de la investigación, pero la oficina la tiene en la Brigada, -

despacha desde la Brigada- y a mí, me llevaron detenido a la Brigada y a todos los 

alcaldes...»308. 

Por la masacre de La Chinita fueron detenidos decenas de líderes de la UP y bajo la 

acusación de haber participado en el asesinato del candidato Gabriel Ortega de la UP fueron 

detenidos en junio de 1994 el acalde de Chigorodó, Carlos Andrés Pérez, el secretario de 

planeación y obras públicas, Manuel Hernández, el administrador de la casa de Cultura, Julio 

Enrique Cavadía Mestra, el funcionario de la alcaldía, Melquin Bello Gil, el administrador 

de la Plaza de Mercado, Miguel Felia Bello, el dirigente político Héctor Rivas y los escoltas 

de la Alcaldía, Cipriano Ordóñez Ruiz y Carlos Alberto Garcés Rojas. Estos detenidos fueron 

traslados al Batallón Voltígeros, sede de la XVII Brigada ubicada en el municipio de Carepa 

donde permanecieron por varios días a disposición de la Fiscalía Especial de Urabá:  

«Cuando me detienen fui trasladado a la 17 Brigada. Ahí vivía la fiscal, o al menos 

despachaba ahí y ahí definió mi situación jurídica. Ahí mismo llevaron a José Antonio López, 

que era el alcalde de Apartadó. Llevaron a los secretarios que estaban conmigo y parte de los 

escoltas. Allí mismo fui torturado por el agente A.A., dentro de las instalaciones de la 17 

Brigada. Agente del Ejército. Con insultos y golpes. Él decía “ahora si la fiscal lo tiene 

agarrado de las huevas. Ahora si vamos a terminar con usted, así como terminamos con los 

 
308 Entrevista 426-VI -00003. Víctima, hombre, exalcalde UP en Apartadó. 
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de San José de Apartadó, los de Mutatá”. Se había tomado como unos tragos. Después, no 

contento con esto me agarraba y me daba golpes en el abdomen»309. 

Como fue conocido por la CIDH, varios de los detenidos fueron objeto de tratos crueles, 

inhumanos y degradantes sometiéndolos a actos de tortura durante su estancia en el Batallón 

permanecieron «en un camión, en donde fueron constantemente insultados y solo podían salir 

para ir al baño (y) las condiciones climatológicas eran extremas y la alimentación era 

deficiente»310. Algunos de los casos referidos por la CIDH son los de Alcira Rosa Quiroz 

Hinestroza que fue golpeada y amenazada de ser violada y permaneció por veinte días en un 

cuarto pequeño donde era insultada y amenazada de muerte, para luego permanecer por una 

semana en un camión estacionado donde era insultada y solo podía salir para ir al baño. 

Igualmente refiere el caso de Gonzalo de Jesús Peláez Castañeda quien permaneció en un 

cuarto subterráneo donde era permanente amenazado y torturado psicológicamente con la 

intención de obtener información sobre guerrilleros de las FARC311. 

Estas detenciones se caracterizaron por las irregularidades en el proceso judicial, a la 

ubicación de la Fiscalía al interior del propio Batallón Voltígeros que evidentemente pone en 

entredicho la imparcialidad investigativa, se sumaron varias condiciones ilegales en contra 

de los detenidos. Como la indagatoria de los mismos sin presencia de sus abogados en por lo 

menos 24 de las 44 indagaciones tomadas, los 20 restantes  

 

fueron asistidas por “ciudadanos honorables” vinculados al Batallón y uno de los defensores 

resultó ser un soldado que fungía también como mensajero de la Fiscalía312.  

 

Igualmente se dio el recurso de informes anónimos de inteligencia militar y de testigos 

con identidad reservada por lo que la propia Fiscalía 20 de Medellín el 31 de enero de 2006 

al decidir la preclusión de la investigación en el caso de los detenidos por la Masacre de La 

Chinita reconoció que fue un caso de “criminalización indebida”313. 

 
309 Entrevista 156-VI -00001. Víctima, hombre, exalcalde UP en Chigorodó. 
310 Comisión IDH. Informe de Fondo 170/2017, 216.  
311 Comisión IDH. Informe de Fondo 170/2017, 216-218.  
312 Comisión IDH. Informe de Fondo 170/2017, 214.  
313 Ibid. 
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Los detenidos fueron trasladados a las cárceles La Modelo en Bogotá y Bellavista en 

Medellín donde enfrentaron condiciones difíciles como el distanciamiento de sus familias 

que permanecían en Urabá y el sometimiento de algunos a estar detenidos en patios comunes 

cuando el motivo de su detención obedecía a causas políticas, desde allí enfrentaron sus 

procesos judiciales que a la postre demostraron la inocencia de todos los implicados, algunos 

teniendo que purgar penas incluso de 12 años de manera injustificada como el Alcalde de 

Apartadó, Nelson Campos, a pesar de la existencia de pruebas sin mayor sustento real, el ex 

alcalde Bula evidencia una de estas: 

«Empezábamos a aportar pruebas, que empezaban a tumbar eso, la primera, 28 de 

septiembre del 93, decía yo estaba reunido con Iván Márquez, en el alto Mulatos planeando 

la masacre, y yo estaba en la clínica Las Vegas porque mi mujer estaba pariendo ese día y 

hay videos del parto, le hicieron cesárea y ahí aparezco yo y aparecen el pediatra y el 

ginecólogo, y yo aparezco pagando, con mi tarjeta de crédito la cuenta cuando salimos el 29, 

imagínese, este señor estaba en Mulatos y está en una clínica en el Poblado de Medellín»314. 

Las detenciones por el caso de La Chinita terminaron siendo declaradas por la Corte 

Suprema de Justicia315 y el Consejo de Estado como producto de un proceso ilegal y sin 

ningún tipo de garantías procesales por lo que estas instituciones culminaron absolviendo e 

indemnizando a los procesados y condenando a la Nación por los hechos. Por su parte, los 

detenidos en el caso del asesinato del candidato a la alcaldía de Chigorodó, Gabriel Ortega 

retomaron su libertad tras once meses de detención, recibieron la absolución disciplinaria de 

la Procuraduría General de la Nación316 y el Estado fue condenado por instancias como el 

Consejo de Estado, obligando a indemnizar a algunos de los detenidos. Sin embargo, muchas 

de estas absoluciones llegaron cuando los procesados ya habían cumplido sus condenas en 

prisión, como el caso del alcalde Nelson Campos. Este es un caso emblemático de lo que se 

ha denominado también eufemísticamente como un “falso positivo judicial” puesto que todos 

los detenidos eran civiles inocentes que fueron acusados de ser criminales, miembros de 

 
314 Entrevista 426-VI -00003. Víctima, hombre, exalcalde UP en Apartadó. 
315 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia de casación del 20 de junio de 2005. 
316 Procuraduría delegada para la Defensa de los Derechos Humanos, Santafé de Bogotá, 15 de septiembre de 

1998. Expediente 149557, 13. 
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grupos armados ilegales y de perpetrar además otros supuestos delitos, sometidos a procesos 

sin garantías y en algunos casos torturas.  

Pero con el fin de la privación de la libertad de los detenidos no pararon las violaciones 

de los derechos en humanos en su contra, muchos de ellos no pudieron regresar a Urabá 

viéndose forzados a desplazarse forzadamente e incluso algunos tuvieron que abandonar el 

país, Carlos Andrés Pérez, alcalde de Chigorodó entre 1992 y 1994 fue uno de ellos: 

«Éramos como 6 el grupo. Nosotros felices para regresarnos a Urabá, pero antes me dijo 

uno de esos señores ahí que manda en la cárcel “no, pero usted piérdase, para el Urabá no se 

vaya, para ya usted no puede ir”. Pero no le creí. A los 3 días llamaron a la casa donde estaba 

“que nos tenían localizados y que nosotros para Urabá no podíamos ir”. Entonces nos tocó 

escondernos e irnos para Bogotá. En Bogotá tuvimos que buscar la posibilidad de salir del 

país. Nos presentamos al CINEP para salir del país porque no podía permanecer mucho 

tiempo más en Colombia. Es por eso que me sacan clandestino por la frontera del 

Ecuador»317. 

Varios fueron los dirigentes políticos de la UP en el Urabá que terminaron saliendo al 

exilio debido a la persecución violenta que sufrieron:  

«cuando salgo de la cárcel me vinculo como consultor a un programa del PNUD 

(Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo) de República Dominicana –estoy allá 

dos semanas, regreso a Medellín -vuelvo y viajo etc.-. y por amenazas me toca irme del país 

–definitivamente- comprobamos que no hay condiciones para seguir y ya habiendo sido 

aprobada la entrada al territorio suizo, lo único que hice fue ir a la embajada a decirles ya 

estoy listo y viajar con mi familia»318. 

La violencia incluso se presentó en el exterior donde fueron hostigados, amenazados y 

perseguidos intentado acabar con sus vidas, dirigentes como Carlos Andrés Pérez le 

entregaron evidencias a la Comisión sobre el actuar de grupos paramilitares que intentaron 

ubicar a refugiados colombianos en Ecuador para asesinarlos, y cómo tuvieron que ocultarse 

durante unas semanas debido a estas amenazas y al hecho de que otra familia colombiana 

que estaba con ellos fuera detenida acusada de querer preparar un atentado contra el 

 
317 Entrevista 156-VI -00001. Víctima, hombre, exalcalde UP en Chigorodó. 
318 Entrevista 426-VI -00003. Víctima, hombre, exalcalde UP en Apartadó. 
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presidente colombiano Samper en Ecuador. En un comunicado enviado a la directora del 

programa para refugiados de la ONU, ACNUR en Ecuador en 1994 por parte del grupo 

paramilitar Por una Colombia Libre de Comunistas y Guerrilleros (MACOGUE) se puede 

leer: 

 

Queremos solicitarle de su cooperación para nos informe en el menor tiempo posible sobre el 

paradero exacto (si es que todavía se encuentran en su país) de los siguientes bandoleros:  

2.CESAR DIAZ GARCIA o JEHISON ¿SMIT MAYOUA? alias comandante Jorge A Romero, 

conocido por sus andanzas en varios Departamentos como el Meta, Casanare y los Santanderes en 

donde ha comandado a varias cuadrillas del proscrito Ejército Popular de Liberación E.P.L además 

pertenece a la Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar en donde está como negociador de paz y 

representante político319. 

  

 
319 Macogue, Apiay octubre 5 de 1994 entregado en Entrevista 156-VI -00001. Víctima-hombre, exalcalde UP 

en Chigorodó. 
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Imagen No. 7 

 

 

Fuente: Macogue, Apiay octubre 5 de 1994 
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La detención ilegal, tortura, amenazas, desplazamiento forzado y exilio que enfrentó la 

dirigencia de la UP en Urabá en 1994, cuando eran la principal fuerza política de la región, 

pretendió cerrarle el paso a ese fortalecimiento progresivo, como señalan las propias 

víctimas. La masacre de la Chinita, cometida por las FARC fue utilizada posteriormente para 

criminalizar a la UP, pues la responsabilidad de la guerrilla intentó ser ilegalmente trasladada 

a la dirigencia política de la UP: 

«Era un proceso que ya venía ejecutándose, La Chinita cae como anillo al dedo, tenía una 

estrategia, que ya venía andando, que era sacarnos de esta región, una estrategia de Estado, 

una política de Estado, en la que se utiliza a la justicia, como un componente de esa política, 

al mismo tiempo que se utilizaban los grupos paramilitares, como otro componente diferente. 

Nosotros, después conocimos que era llamado el Plan Retorno, que era sacar a la UP, de aquí 

como fuera»320. 

Estas acciones se enmarcaron en medio de las elecciones a Congreso de la República 

programadas para marzo de 1994, en las que el propio José Antonio López Bula, ex alcalde 

de Apartadó, encabezaba la lista de la UP a la Cámara de Representantes por el departamento 

de Antioquia, por lo que la recta final de la campaña se dio en medio de la detención. La 

campaña a las alcaldías, concejos y asambleas departamentales también estaba lanzada y este 

conjunto de violaciones de derechos humanos no solo impidieron la culminación de los 

gobiernos de la UP en los municipios de Chigorodó y Apartadó en el periodo 1992-1994, 

sino que estigmatizaron a una fuerza política en pleno proceso electoral sobre dos elementos 

álgidos de la política regional: la matanza de decenas de personas en La Chinita, barrio de 

invasión donde Esperanza Paz y Libertad, la segunda fuerza política de la región, tenía una 

importante presencia política, y el asesinato de un candidato de la propia UP dando la 

impresión de una organización descompuesta y que también resolvía sus conflictos por medio 

de las armas. En palabras de uno de los alcaldes detenidos: «es realmente cuando nos quitan 

la posibilidad de seguir administrando y dirigiendo la Unión Patriótica en la región de 

Urabá»321. 

 
320 Entrevista 426-VI -00003. Víctima, hombre, exalcalde UP en Apartadó. 
321 Entrevista 156-VI -00001. Víctima, hombre, exalcalde UP en Chigorodó. 
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Estas detenciones arbitrarias, torturas, desplazamientos y exilios forzados, sumadas a 

continuas persecuciones y traumas, causaron lesiones graves a la integridad física y mental 

de estos miembros de la UP y los sometieron a condiciones de vida que llevaron precisamente 

a que el movimiento pasara de 6 alcaldías entre 1992 y 1994 a solo dos gobiernos locales 

para el periodo 1994-1997 en Urabá, dando un grave golpe a uno de los últimos reductos 

políticos del movimiento político, afianzando su exterminio. Las lesiones graves a la 

integridad física y mental de los miembros del grupo, así como el sometimiento a condiciones 

de vida que den lugar a la destrucción del grupo, son dos de los actos objetivos que configuran 

el crimen de genocidio. La criminalización del movimiento hizo durante mucho tiempo 

imposible el funcionamiento de la UP, o siquiera la posibilidad de hablar de todo lo sucedido, 

en medio de un fuerte ostracismo social y persecución política.  

5. Relaciones, distanciamiento y separación formal de las FARC 

El surgimiento mismo de la UP lo llevó a ser un movimiento político con una relación 

directa con la propuesta de la guerrilla de las FARC, su aparición política como instrumento 

ideado en los Acuerdos de la Uribe entre la guerrilla y el gobierno Betancur para buscar el 

tránsito de los insurgentes a la política legal hizo que desde su concepción misma las FARC 

estuvieran involucradas con el partido político además de ampliar sus bases a otros 

movimientos políticos y sectores sociales. Promovieron su creación, participaron de la 

constitución de su plataforma política y destinaron algunos combatientes para que con los 

permisos gubernamentales se incorporaran al movimiento político y participaran en las 

contiendas electorales como candidatos. De allí que en la UP concurrieran las intenciones de 

una salida política al conflicto armado con las trayectorias políticas y territoriales de las 

FARC y de otras organizaciones sociales y movimientos políticos que se sumaron al nuevo 

proyecto como el Partido Comunista y varias organizaciones campesinas y juntas de acción 

comunal.  

Este tipo de relacionamientos no se ha dado de manera unidireccional en este y otros casos, 

pues si bien muchas guerrillas se han concebido a sí mismas como la vanguardia del proceso 

revolucionario, los movimientos y organizaciones como colectivos políticos también han 



 
 

216 
 

 

buscado agendar o presionar debates públicos y al interior mismo de la izquierda y sus 

diferentes organizaciones. La UP también es un reflejo de estas relaciones y debates políticos, 

siendo claro que a su interior también se presentaron tensiones y rupturas políticas entre los 

diferentes sectores que allí confluían. Uno de esos temas fue precisamente la relación inicial 

con la guerrilla de las FARC y lo que esto implicaba en el desarrollo mismo de la actividad 

política y la apuesta por la solución política del conflicto armado. 

Las relaciones con las FARC, así como los debates y tensiones políticas al interior de la 

UP deben ser entendidas bajo estas dinámicas del contexto del conflicto armado que 

justamente este movimiento pretendía ayudar a solucionar. Dinámicas como la denominada 

“combinación de todas las formas de lucha” precisamente demandan una comprensión 

contextualizada, pues su reducción a simple instrumentalización del aparato armado a un 

aparato político sólo refuerza un proceso estigmatizante que ha promovido y justificado la 

violencia contra la misma UP.  

De hecho, las redes criminales que desarrollaron la violencia contra la UP recurrieron 

justamente al señalamiento de manera estigmatizante de este movimiento, lo que permitió 

construir un marco justificante de la violencia en el que más de cinco mil personas militantes 

fueron asesinadas o desaparecidas de manera forzada, personas civiles o insurgentes que se 

encontraban en condición de legalidad debido a la tregua pactada con el gobierno y su 

presentación a las elecciones y ejercicio político en diferentes niveles institucionales. Esta 

forma de señalamiento descontextualizado desconoce los debates al interior de la UP en torno 

al deslinde político con las FARC, el contexto del propio acuerdo inicial de paz, y la presión 

por acentuar la solución política como salida al conflicto tras la ruptura de la tregua en 1987. 

5.1 La combinación de todas las formas de lucha, entre tácticas, estigmatizaciones y 

justificaciones del horror 

La llamada “combinación de formas de lucha” ha sido un elemento de la política nacional 

y el conflicto armado remontable a las dinámicas mismas de la llamada Violencia en la mitad 

del siglo XX donde liberales, conservadores y comunistas apelaron a promover y desarrollar 

grupos que recurrieron al uso de las armas con motivaciones políticas. Ante los gobiernos 
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autoritarios de Ospina Pérez (1946-1950) y Laureano Gómez (1950-1951) el partido Liberal 

y el partido Comunista desarrollaron guerrillas y autodefensas campesinas buscando 

protegerse de los grupos armados conservadores como los chulavitas y los pájaros322. Pero 

los comunistas ante la violencia desatada por dichos grupos que persistieron en la década de 

los años 50 mantuvieron las expresiones de autodefensas campesinas como una respuesta a 

esa violencia desatada desde las élites liberales y conservadoras.  

La apuesta de la autodefensa campesina no fue pensada por el Partido Comunista como 

una dinámica exclusiva para su militancia sino como una estrategia para que los campesinos 

pudiesen hacer frente a la violencia conservadora. Incluso antes del golpe militar de Rojas 

Pinilla comunistas y las bases liberales afrontaron conjuntamente la violencia, en el sur del 

Tolima en la comunidad de El Davis, Limpios y Comunes, como se les conocía popularmente 

a liberales y comunistas conformaron pequeños grupos para enfrentar la violencia 

conservadora323. El actual secretario general del Partido Comunista, Jaime Caycedo 

rememoró esta apuesta política de su organización de la siguiente manera: 

 

El Partido Comunista asume desde el año 1949 el tema de la autodefensa de masas como parte de 

una política, autodefensa popular de masas y desde luego desde el año 61 como se ha dicho ha 

planteado el tema del desarrollo de las distintas formas de lucha no solamente como se ha querido 

plantear como si fuese, el ir hacia la lucha armada como un proyecto y una vía revolucionaria, 

surge fundamentalmente en el contexto de la resistencia popular y social y en el marco de un país 

complejo, que no se puede reducir simplemente a una situación de guerra rural324.  

 

Esta apuesta del Partido Comunista que se conocería como la combinación de todas las 

formas de lucha revolucionaria es una postura propia que tiene raíces históricas en la 

particular situación de riesgo de sus integrantes en las zonas de autodefensas campesinas 

desde 1949, no es una invención teórica de su IX Congreso desarrollado por riesgo de sus 

participantes en condiciones de clandestinidad en Viotá, Cundinamarca en el año 1961, 

 
322 Agrupaciones armadas rurales inicialmente de inspiración conservadora que perseguían a los miembros del 

partido Liberal, a quienes consideraban la chusma, y a los integrantes del partido Comunista.  
323 Molano, Alfredo. A lomo de mula. Viajes al corazón de las FARC, 20-31. 
324 Intervención de Jaime Caycedo en el VII simposio ‘Combinación de todas las formas de lucha’. Comisión 

de la Verdad, 31 de marzo de 2021.  
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cuando por primera vez en un documento oficial de esta organización se hizo referencia al 

término y tampoco proviene de Moscú, donde incluso se estaba planteando desde 1956 la 

idea de la convivencia pacífica con las potencias occidentales y el tránsito pacífico hacia el 

socialismo, distanciándose de una estrategia que recurriera a apuestas armadas como camino 

para la toma del poder por parte del movimiento comunista internacional.  

El X Congreso del Partido Comunista celebrado en 1966 reafirmó la idea de la 

Combinación de las formas de lucha en el marco de un incremento de la violencia contra las 

zonas campesinas de influjo comunista, dos años antes había ocurrido la ofensiva contra 

Marquetalia y las denominadas repúblicas independientes en el sur del Tolima. En 1966 se 

constituyeron oficialmente las FARC como guerrilla luego que algunas comunidades que 

habían soportado la ofensiva pasaran a una versión de guerrilla dejando atrás la autodefensa 

campesina. Sin duda el Partido Comunista fue importante en este surgimiento pues apoyó a 

las comunidades campesinas en su resistencia y varios de sus militantes ingresaron a las 

propias filas de la naciente guerrilla como el propio Jacobo Arenas; la relación entre estas 

dos organizaciones se mantendría por las siguientes tres décadas como lo reconoció el propio 

Manuel Marulanda Vélez al referirse a la vinculación de las FARC con el PCC hasta 1977: 

 

Nunca fuimos y nunca seremos un puñado de infatuados que trate de dictar la línea a los demás, o 

defensores de la absurda tesis de que ‘la guerrilla crea el partido’. Nos venimos guiando por las 

orientaciones del único partido que ha estado con nosotros siempre: el Partido Comunista, y lo 

seguiremos haciendo invariablemente325. 

 

El Partido Comunista durante el Frente Nacional y tras recuperar la posibilidad de 

participar políticamente de manera abierta luego de su ilegalización durante la dictadura de 

Rojas Pinilla, se mostró ambivalente con el respaldo a la lucha armada pues aprovechó los 

espacios abiertos para la participación política y concurrió a la competencia electoral a través 

de sectores liberales y de frentes políticos como la UNO, donde su liderazgo fue central, y 

gracias al cual obtuvo representación parlamentaria, en concejos municipales y asambleas 

 
325 Manuel Marulanda, Cuadernos de campaña, 1973, 30  
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departamentales. Para el XIII Congreso, desarrollado en 1980 el Partido asumió la decisión 

política de privilegiar la lucha democrática, así lo evidencian los documentos conclusivos: 

 

Se plantea la posibilidad de un viraje democrático, para cambiar la situación política en un sentido 

positivo. La lucha por la democracia se convierte en el centro principal de los objetivos del 

movimiento revolucionario, en la esencia de la unidad y de la alianza popular, en el elemento 

común de las luchas de masas, tanto reivindicativas como políticas326. 

 

En algunas regiones del país donde se dio una presencia histórica del Partido Comunista, 

su organización juvenil, la JUCO y los primeros grupos armados de las FARC se presentó 

una indiferenciación política y organizativa que llevó también a una construcción de 

militancias políticas de jóvenes comunistas que ingresaron a las FARC de forma individual, 

casi que como una consecuencia de su entorno y la politización de sus círculos comunitarios. 

El testimonio de un ex comandante de frente en las FARC que ingresó en 1981 a la guerrilla 

pone en contexto esta situación: 

«TEST: Entonces, yo me fui a los 16 años y todavía no había entendido que yo me fui 

porque había un grupo armado, me generó posibilidades, digámoslo así, un proyecto de vida. 

ENT: ¿Ellos pasaban por la casa? 

TEST: Sí, ellos pasaban por la casa y mantenían ahí, ahí como que había, pues yo no tenía 

mucha conciencia política; yo a mi papá sí le veía en ese tiempo La Voz, él la mantenía ahí. 

La Voz es el periódico del Partido Comunista en ese tiempo. O sea, yo no tenía conciencia 

política, porque ellos tampoco le decían nada a uno, simplemente yo sí me daba cuenta de 

que ellos votaban y votaban por la UNO en ese tiempo. Y tenían el periódico, y tenían ciertos 

relacionamientos ahí con algunos líderes de las juntas de acción comunal y de las 

comunidades»327. 

La vivencia de otra ex comandante de las FARC coincide con esta experiencia al narrar 

lo ocurrido en otra zona de fuerte arraigo comunista como el Urabá: 

 
326 Resolución Política del XII congreso PCC, 1980:88. citado en Díaz, Daniel, El campo de la izquierda en 

Colombia. 2021, 46. 
327 Entrevista 058-PR-03072. Hombre, comandante de frente de las Farc, militante Partido Comunes. 
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«El partido que más estaba arraigado en la región era el Partido Comunista colombiano y 

la Juventud Comunista colombiana. Cuando yo me vine..., ah, y siempre se escuchaba pues 

la bulla y diarios esas manifestaciones, esas marchas, eso era... ya estaba en apogeo también 

el tema de los sindicatos, porque en Urabá fue mucho lo del sindicalismo, entonces, estaba 

en apogeo... el Partido Comunista, la Juventud Comunista, el tema de los sindicatos y como 

que en ese ambiente me crecí, se escuchaba por ahí de vez en cuando decir: “No, que es que 

los muchachos del monte”, porque cuando eso tampoco se hablaba de la guerrilla habíamos 

4 hermanos en la Juventud Comunista. La Juventud Comunista nos reunía... la reunión era 

cada 15 días y, claro, éramos un grupo... ahí era el ambiente de jóvenes y todo esa situación, 

pero los dirigentes del Partido y los dirigentes de la Juco aprovechaban... nos aprovechaban 

como jóvenes para ponernos a... meternos en el cuento pues y de política. En ese ambiente 

de estar yo en la Juventud Comunista... yo todavía no conocía la guerrilla, pero estaba en ese 

ambiente de Juventud Comunista y desde allí comenzaron a hablarnos del tema de la 

guerrilla: de la combinación de todas las formas de lucha, que la organización armada era la 

expresión más elevada de la lucha revolucionaria, y nos fueron induciendo a todos esos 

jóvenes a participar dentro de la lucha armada»328. 

Otra experiencia de un líder sindical y dirigente del Partido Comunista del Magdalena 

Medio permite comprender otra arista de esta superposición territorial con las FARC y los 

diversos relacionamientos que gracias a estos se daban:  

«El partido ha tenido siempre destacada gente que va {eh}, o estaba en la FARC sobre 

todo que por eso decían que era el brazo armado del partido, pero que eran militantes 

comunistas que lo que hacían era trabajo de militancia dentro incluso en la guerrilla que no 

eran, ni siquiera se armaban; a veces muchos de ellos ni se armaban, sino que simplemente 

iban a hacer trabajo político, ¿no?, en las zonas rurales y tal. Yo de hecho fui alguna vez a 

{a} hacer un curso a un grupo de campesinos en el... ahí en el Magdalena Medio y era un 

curso de formación política y tal a militantes del partido, campesinos y de pronto veo que 

viene una comisión de la guerrilla que es la que protegía digamos la reunión, toes yo hablé 

con ellos y le decía “bueno ¿y ustedes por qué no participan del curso? si ustedes son 

 
328 Entrevista 058-PR-02107. Mujer, excomandante guerrillera, desmovilizada. 
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guerrilleros pues participen”, y entonces... “no pues buscar que hagan turnos y toes ustedes 

y yo hago doble turno, yo doy una formación en la mañana y otra en la tarde y tal”, y 

efectivamente. Y eso, de hecho, es decir, uno hace formación política, yo nunca he cogido 

un fusil para nada ¿me entiende?, yo no puedo... Si alguna vez tuve una pistola, la tuve porque 

me la dieron dizque porque ya como dirigente tenía que tener, dirigente sindical, que de 

pronto me fueran...»329. 

Estas experiencias permiten comprender la complejidad de esa superposición territorial 

del Partido Comunista y las FARC durante varias décadas en algunas regiones del país, por 

lo que se puede entender como una ambivalencia la posición política del Partido con respecto 

a la lucha armada que experimentó hasta inicios de la década de los años 80. En el evento de 

Aportes a la Verdad de la JUCO el secretario general de esta organización entre 1999 y 2002, 

Nixon Padilla precisó la concepción del Partido Comunista con respecto a la lucha armada y 

la participación política de manera abierta y legal en las décadas de los años 60, 70 y 80:   

«Para nadie es un secreto que los años 60, 70, 80 buena parte del debate tenía que ver con 

si era posible hacer una lucha legal o si todas las condiciones estaban dadas para la 

continuidad de una lucha armada. Ustedes conocen muy bien la postura del Partido 

Comunista para nosotros era importante, en primer lugar, que las acciones políticas del 

espectro revolucionario fueran desde el movimiento de masas, es decir para nosotros la idea 

de aventuras, de grupos individuales etcétera, no tenían cabida y por lo tanto la organización 

social para nosotros era lo central y eso lo podíamos hacer desde la perspectiva de la lucha 

política abierta legal y nosotros optamos por asumir esa conducta y continuar en esa conducta 

por continuar en esa conducta muchos colegas que hoy los vemos en otros lados nos llamaban 

en aquella época mamertos, pero en aquella época nos llamaban mamertos porque no 

asumíamos la conducta de ir a la lucha armada o de declarar la lucha armada, como la lucha 

fundamental, entendíamos la existencia de la lucha armada, el origen de la lucha armada y 

por qué persistía lucha armada y entendíamos que la lucha armada no era una voluntad de 2 

o 3 individuos de alzarse en armas, sino que habían unas condiciones políticas sociales y que 

 
329 Entrevista 185-VI -00002. Hombre, víctima, líder político exiliado. 
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la única solución a eso era una salida política negociada. La salida política negociada fue la 

conducta central de la Juventud Comunista durante todo el período del conflicto armado»330.  

Sin embargo, al interior del propio Partido y su dirigencia política el debate en torno a la 

comprensión de la táctica de la combinación de formas de lucha también tenía lugar para José 

Cardona Hoyos integrante del Comité Ejecutivo Central y dirigente de la Regional Valle y 

Cauca, quien sería asesinado el 8 de mayo de 1986 en Cali, presumiblemente a manos de las 

FARC. Esta táctica era asumida por algunos sectores del propio Partido como un privilegio 

o una aceptación de la lucha armada en detrimento de la acción de masas. Lo que para él era 

una concepción errónea de la combinación de formas de lucha, en una carta enviada al Pleno 

del Comité Central del Partido desarrollado en febrero de 1983 Cardona y otros 6 profesores 

comunistas de la Universidad Santiago de Cali, señalaba que había dos comprensiones de las 

conclusiones del XIII Congreso que orientaba el privilegio de la lucha de masas: 

 

Nuestro criterio no es, como se ha afirmado calumniosamente, adverso a la combinación de formas 

de lucha, sino concordante con la línea del XIII Congreso, en el sentido de que la forma principal 

en las condiciones actuales es la acción de masas331. 

 

Posteriormente en un texto titulado Ruptura: una camarilla corre al Partido Comunista, 

publicado apenas dos días antes de su asesinato, el dirigente político señalaba nuevamente 

con una crítica dirigida a la dirigencia del Comité Ejecutivo Central de PCC que lo había 

expulsado en 1983, que el Partido Comunista había asumido otra forma de entender la 

combinación de las formas de lucha al no ejercer una política crítica con la lucha armada: 

 

NATURALMENTE ES NECESARIO CONDENAR LAS ACCIONES AVENTURERAS QUE 

SE COMETEN CON PRETEXTO DE ESA LUCHA (ARMADA), ASÍ COMO LOS ACTOS 

TERRORISTAS AISLADOS, LOS SECUESTROS Y ACCIONES CON QUE ALGUNOS 

GRUPOS TRATAN DE SUSTITUIR LA ACCIÓN DE LAS MASAS. TODA ACCIÓN QUE SE 

SEPARE DE UNA UTILIZACIÓN ACERTADA DE LA COMBINACIÓN DE LAS FORMAS 

 
330 Intervención de Nixon Padilla en Contribuciones a la Verdad. La Juventud Comunista Colombiana. 15 de 

septiembre de 2021. 
331 Informe 440-CI-00269. José Cardona Jiménez. Caso: asesinato de José Cardona Hoyos, 2020, 9. 
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DE LUCHA BASADA EN LA POLÍTICA DE MASAS DIFICULTA Y ENTRABA LA 

ACCIÓN REVOLUCIONARIA332. 

 

El PCC orientó en su XIII Congreso desarrollado en 1980 la consigna de luchar por la 

“apertura democrática” y la tregua, mientras las FARC en su VII Conferencia celebrada en 

1982, aprobó su plan para la toma del poder. Estas decisiones antagónicas provocaron un 

escenario muy convulso para la realidad que enfrentarían luego los integrantes y 

simpatizantes del Partido y la Unión Patriótica. El PCC debido a sus afinidades ideológicas 

con las FARC y al reconocimiento que hacían de la trayectoria guerrillera de este grupo como 

la única forma de sobrevivencia de comunidades campesinas organizadas atacadas por el 

Estado en la década de los años 60, no contó con una postura crítica y generalizada con 

respecto al desarrollo del proceso de paz y a la articulación del movimiento guerrillero en la 

política legal. De hecho, fue el propio surgimiento de la UP en 1985 el que va a ir abriendo 

espacio a ese debate político, Óscar Gómez quien fue delegado por las FARC para trabajar 

en la conformación de la UP y quien posteriormente se mantuvo en el movimiento político y 

no regresó a las filas guerrilleras, narró su perspectiva de esta tensión política de la siguiente 

manera: 

«Como militante comunista desde muy joven, desde los 13 años, pues, obviamente que 

me identificaba con el proyecto político e ideológico del partido y con una cosmovisión, 

digamos, marxista del mundo; y que también me identificaba con la política del partido en 

su momento que implicaba una estrategia, que era la combinación de todas las formas de 

lucha. O sea, yo tengo que reconocer que, durante toda una etapa mía, yo me identifiqué 

plenamente con ese planteamiento. ¿En qué momento eso comienza a cuestionarse? Se 

comienza a cuestionar es cuando se abren las posibilidades de la paz, a principios de los 80 

durante el gobierno de Belisario que hace la convocatoria para las negociaciones de paz, y 

donde yo estoy articulado a una serie de vínculos políticos e institucionales muy diversos 

que, en función de esa negociaciones de paz y en función de la construcción política que se 

iba a hacer posterior -que era la Unión Patriótica-, pues, en esas reflexiones, en ese diálogo 

 
332 Ibid., 3. Mayúsculas en el original. 
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con distintos actores políticos y sociales y también religiosos, pues el tema de la lucha armada 

y su perspectiva, pues se cuestionaba completamente, y que solamente se podía consolidar la 

paz, si se renunciaba a la guerra. Y comenzaba también a recoger debates que se daban 

internacionalmente sobre el tema de paz y guerra en el contexto internacional; uno era el 

mundo en medio de la guerra fría entre la Unión Soviética y Estados Unidos, en donde cada 

país intentaba arrebatarle un país al otro, y los proyectos lograban consolidarse o triunfar en 

base al apoyo política, militar y económico de uno de los actores. Por ejemplo, el caso de la 

guerra de Vietnam, el tema de Angola o el tema de Cuba, ¿no? o más recientemente la 

revolución nicaragüense del año 78, etc., pero el mundo ya estaba cambiando y esa lectura 

había que hacerla»333.  

Un excombatiente de la guerrilla de las FARC recordó en su testimonio dado a la 

Comisión de la Verdad como la apuesta comunista en el país se podía entender antes de la 

caída del muro de Berlín como una intencionalidad política común que perseguía la conquista 

del poder, de allí que la experiencia política del Partido Comunista y la guerrilla de las FARC 

se pensaran como dos organizaciones que perseguían un logro similar por caminos diferentes: 

«Eso hacía parte de un sólo entramado que era el plan estratégico. En ese tiempo, los 

comunistas colombianos estaban unificados alrededor de la conquista del poder, por la vía 

que fuera necesaria. Entonces, eso se acaba cuando termina el socialismo real, que era 

también el que más cuadros, tal vez, le formó a la gente del Partido. Cuando cae el muro, se 

arma una discusión que... de la que hablábamos la vez pasada: o sea, el Partido se parte en 

los perestroikos y los ortodoxos. Y los ortodoxos fuimos los que dijimos “no, aquí no hay.... 

aquí nada que hacer”, digamos. Y así como estaba la guerra sucia, aquí la cosa es “nosotros 

nos defendemos o esta gente nos acaba a todos”, digamos. En cambio, la gente que se quedó 

en la legalidad decía “justamente, pa' que no nos maten a todos, las FARC tiene que entrar 

en un proceso de desmovilización, desarme y reincorporación a la vida civil”, cosa que no 

aceptó nunca el Secretariado Histórico (yo digo, el Secretariado Histórico o sea 'Jacobo 

Arenas', 'Marulanda', 'Alfonso Cano', 'Raúl Reyes', 'Timoleón Jiménez', 'Iván Márquez'), 

digamos. Ellos no aceptaron eso. 'El Mono', entre esos»334. 

 
333 Entrevista 660-VI -00011. Hombre, víctima, exdirigente UP. 
334 Entrevista 127-PR-03004. Hombre, Actor Armado, Exiliado. 
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El surgimiento de la UP fue en realidad un acontecimiento político trascendental para el 

país, su carácter como instrumento de transición para los insurgentes hacia la política legal 

permitió que la guerrilla de las FARC destinara integrantes y esfuerzos políticos a fortalecer 

la posibilidad de una apertura democrática en el país a través del propio sistema político y no 

al margen de este. Por eso la UP fue también un mecanismo de apertura democrática en sí 

mismo pues se consolidó como la representación política de miles de colombianos que no se 

identificaban con los dos partidos hegemónicos del país, marcando una grieta al sistema 

controlado y cerrado del Frente Nacional que aún guardaba ciertos rasgos de continuidad, y 

agrupando en torno de sí a organizaciones políticas locales, regionales, partidos políticos y 

miles de organizaciones sociales, comunitarias y de trabajadores en todo el país.  

 

Imagen No. 8: Lanzamiento de la UP en Bogotá, mayo de 1985 

 

 

Braulio Herrera (derecha), Teófilo Forero (de cachucha en la segunda fila), Jaime Pardo Leal 

(centro), Jesús Aníbal Suárez (izquierda) y José Antequera (izquierda de gafas) 
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La propia guerrilla de las FARC que, por supuesto participó de la invención del 

movimiento político desde la negociación de una posible alternativa al abandono de la lucha 

armada con el gobierno Betancur en La Uribe, era consciente que la UP era un movimiento 

en el que su presencia era una más entre otras colectividades políticas y organizativas que 

allí convergían. Un documento interno de las FARC de 1985 que daba los lineamientos 

políticos a sus frentes para trabajar en la conformación del nuevo movimiento así lo 

evidencia: 

 

1. Además de necesario es de una importancia capital definir desde ya el concepto del Estado 

Mayor Central en el sentido de que las FARC se convierten en la plataforma de lanzamiento de 

un nuevo movimiento político nacional. Este movimiento lleva hoy el nombre de Unión Patriótica. 

Hay que analizar qué se quiere significar con la frase: “Las FARC se convierten en la plataforma 

de lanzamiento de un nuevo movimiento político”. Como quien dice: Las FARC no son al mismo 

tiempo solas la Unión Patriótica, sino, solamente parte del nuevo movimiento, esto es, que la UP, 

es un nuevo movimiento político de las masas populares colombianas. Un movimiento amplísimo 

donde caben obreros, campesinos, toda la gente susceptible de movilización y lucha, proveniente 

de las capas intermedias de la población, estudiantes, profesores, maestros, profesionales, 

artesanos, pequeños y medianos industriales, pequeños y medianos comerciantes, inclusive la 

burguesía no monopolista, personalidades democráticas de cualquier color político, liberales, 

conservadores, socialistas, comunistas, católicos, protestantes y de otras creencias religiosas, 

gente de diversas corrientes de opinión, gentes sin partido, esto es, una Unión Patriótica de pueblo, 

pero de pueblo luchador por las grandes transformaciones de la vida económica, social y política 

de la nación. 

Todos los frentes deben tener clara esta definición política de la UP y sobre esta base tener 

perfectamente claro que, en la batalla por darle dimensiones nacionales a la UP, por hacer de esta 

un nuevo movimiento político de millones de colombianos, las FARC pondrán todo lo que tengan 

a su disposición, es decir, su influencia, cuadros, dinero y pensamiento en bien de la formación 

del nuevo movimiento.  

2. ¿Qué debe ser como organización la UP? En primer lugar, los frentes pueden comenzar de arriba 

abajo, o de abajo a arriba, es decir, pueden comenzar por la organización de los Comandos 

Departamentales, Regionales y Municipales, o por la organización de los Comandos 

Departamentales, Regionales y Municipales, o por la organización de Amplios Comités de Base 
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de la Unión. Habrá́ que tener en cuenta a los movimientos o corrientes de opinión política que 

vengan a la UP. Ellas expresan determinados intereses, concepciones políticas, ideológicas o 

filosóficas diferentes a las nuestras, pero si están interesadas en la U.P., bienvenidas sean. 

Y claro, esas corrientes de opinión querrán estar representadas en los Comandos de Dirección. 

Pues tienen todo el derecho para que se les tenga en cuenta y en este caso debe aceptarse su 

participación en los Comandos de Dirección de la UP, de la misma manera que se acepta su 

vinculación a los Amplios Comités de Base de la Unión. Si se habla de amplitud, ella se da tanto 

en los Comandos de Dirección como en los Comités de Base. Esto quiere decir que allí́ cabe todo 

el mundo, pero para la lucha, para que todos y cada uno seamos abanderados de la plataforma 

nacional de la Unión Patriótica335. 

 

Queda claro que las FARC no buscaban ser la dirección política de la UP y que estaban 

dispuestas a sumarse a otras agrupaciones y concepciones ideológicas sobre la idea de 

compartir una plataforma política de transformación social y de apertura del régimen político, 

pero también llama la atención que la guerrilla no se plantea allí el posible tránsito de sus 

frentes y estructuras militares hacía la política legal por el instrumento Unión Patriótica, lo 

que deja en el aire una contradicción entre integrarse a las luchas sociales y políticas de 

grandes sectores de la población a través del nuevo movimiento político, como parte del 

desarrollo de la tregua, y la estrategia militar. En la VII Conferencia las FARC trazó el Plan 

Estratégico a 8 años, por lo que la no especificación de la posibilidad de hacer el tránsito de 

sus estructuras militares a la política legal y la vida civil pareció dejar dicho plan en pausa 

mientras el desarrollo de la tregua. El Pleno Ampliado del Estado Mayor Central de las 

FARC, llevado a cabo entre el 27 de diciembre de 1984 y el 2 de enero de 1985 orientaba 

dicha suspensión así: 

       

Los planes de la tregua deben empalmarse conscientemente con los planes militares partiendo de 

que estos últimos son parte del Plan Estratégico de 8 años. Sin embargo, debemos estar claros que 

el plan de la tregua para cada uno de los frentes no hace parte del Plan de los 8 años, pero es la 

 
335 FARC-EP, Guía de Organización de la Unión Patriótica (U.P.) 1985. Citado en Centro Nacional de Memoria 

Histórica. Todo pasó frente a nuestros ojos, 88. 
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base para crear todas las condiciones de su ejecución que comenzará en caso de ruptura de la 

Tregua336. 

     

Estas decisiones políticas son corroboradas por un líder delegado de las FARC-EP para la 

conformación de la UP, quien señaló a la Comisión en su testimonio que:  

«la orientación era, precisamente, construir un proyecto político que no estuviera sujeto 

al partido, sino lo más independientemente posible del partido. Ese fue el pensamiento 

original»337.  

Desde sus inicios la Unión Patriótica no se constituyó como un apéndice orgánico de las 

FARC, ni del Partido Comunista, pero es claro que estas dos eran las fuerzas políticas con 

mayor capacidad de incidencia a su interior, por lo que sus decisiones y apuestas políticas 

tenían repercusión en toda la UP. El desarrollo mismo del conflicto armado y su interacción 

con el plano político legal fueron decisivos para el cierre de la apertura democrática que la 

experiencia de la UP pretendía ayudar a consolidar. En lo político la irrupción de este 

movimiento en el plano electoral y su desempeño en las elecciones de 1986 la posicionaron 

como la tercera fuerza política del país, pero también fue el pretexto para acrecentar el 

señalamiento estigmatizante de estar recurriendo a la dualidad de armas y urnas que se 

sumaba a la acusación de servir como mecanismo de expansión de las FARC en territorios 

donde su fuerza política crecía y hacía presencia. 

Por su parte, el contexto del conflicto armado también repercutió en el desarrollo de la UP 

y reforzó el cierre de la apertura democrática. En primer lugar el evento de la toma y retoma 

del Palacio de Justicia ocurrida el 6 de noviembre de 1985 acrecentó los rechazos a los 

procesos de paz en curso desde los sectores que ya venían oponiéndose a estos, por lo que la 

acción del M-19 que pretendía enjuiciar públicamente al presidente Belisario Betancur por 

el incumplimiento de lo pactado con el grupo guerrillero también dio razones a quienes 

presionaban por el cierre político del escenario que se abría con la UP y los acuerdos de La 

Uribe. Pero el elemento decisivo fue sin duda la ruptura de la tregua entre las FARC y el 

 
336 FARC-EP, Pleno Ampliado del Estado Mayor Central de las FARC-EP. Diciembre 27 de 1984-enero 2 de 

1985, Conclusiones. Citado en Centro Nacional de Memoria Histórica. Todo pasó frente a nuestros ojos, 90. 
337 Entrevista 660-VI -00011. Víctima, hombre, exintegrante de FARC EP, exiliado. 
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gobierno, presionada por la guerrilla que en medio de un cese al fuego que ya de por sí era 

débil desarrolló un ataque en Caquetá en junio de 1987 contra una patrulla militar que dejó 

32 soldados muertos y otros 39 heridos. Ante esta ruptura y la decisión ya tomada de las 

FARC de hacer un deslinde con la UP llamó a sus integrantes a retornar a los campamentos 

y el movimiento político quedó expuesto a la inexistencia del acuerdo de paz que había 

posibilitado su surgimiento y a la estigmatización política y la presión militar y política de 

quienes querían impedirles su participación política.  

«Llegó un momento donde se rompe la tregua y no hubo la capacidad, ni del Estado, ni 

del instrumento político que no tenía que ver con la guerrilla. Porque, por ejemplo, en la 

sedes políticas nuestras hubo uno que otro delegado de las FARC en ese proceso, pero era 

una persona, por lo menos en el Norte del Cauca con unas características especiales, porque 

tenían permisos, no sé cuál era la figura, no sé si tenía un permiso especial de amnistía, pero 

todos los demás no teníamos que ver con la lucha armada directamente ni mucho menos, 

ideológicamente, raíces, pero como Rubén Darío por ejemplo, que era un hombre que venía 

del movimiento sindical. Entonces, para responderte, el aparato político tampoco tuvo la 

capacidad de responder frente a esto, porque no existían esquemas de seguridad, como 

existen hoy en día y uno dice “bueno, nosotros los que no concebimos la lucha armada como 

una salida, pero que sabíamos que la guerrilla era un producto histórico, tenía causas 

históricas”, pero nosotros sabíamos que lo fundamental era la lucha social. Pues muchas 

veces, quedamos atrapados sin salida»338. 

El repliegue de los guerrilleros de las FARC que estaban delegados para ayudar a 

constituir y consolidar la UP dejó al movimiento político en una situación de exposición ante 

quienes se habían opuesto al proceso de paz y habían acusado al movimiento político de ser 

la expresión de una “paz armada”. Para 1987 la respuesta violenta contra los resultados 

obtenidos en las elecciones de 1986 ya había dejado cientos de muertos en la UP, entre ellos 

varios de sus militantes electos a cargos de elección popular, incluso en octubre de este año 

sería asesinado su candidato presidencial Jaime Pardo Leal. Aida Avella, dirigente de la UP 

y sobreviviente al genocidio narró ante la Comisión lo que significó la ruptura de la tregua y 

 
338 Entrevista 156-VI -00003. Hombre, Víctima, Exiliado. 
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los impactos para quienes persistieron en el proyecto político de la UP en medio de un 

contexto de persecución y estigmatización política: 

«Cuando yo estuve en la Comisión Interamericana dando mi testimonio... eso lo dijo la 

abogada costarricense que habían contratado con 15 mil dólares por esa audiencia [ver la Up 

como parte de la estrategia de combinación de todas las formas de lucha], cuando yo estuve 

allá: “es que ustedes eran el brazo político de las FARC”, y una de las magistradas le contestó: 

“doctora, por favor, ¿me vuelve a repetir lo que usted ha dicho?, ¿de manera tal que ustedes 

consideran que al brazo político tenían que matarlo?”, así fueran, que no eran, porque ahí se 

quedaron los civiles, se quedó la gente que conformó la Unión Patriótica, se quedó la gente 

que nunca tuvo armas en las manos, los otros se devolvieron porque vieron su vida en peligro 

y se fueron, y las FARC se fueron de la UP, ¿quedamos quiénes?, los hombres, las mujeres, 

los periodistas independientes, mucha gente que llegó, los conservadores que no querían estar 

en el Partido Conservador, los liberales que no querían estar en el Partido Liberal, gente que 

querían un cambio. Entonces ahí la magistrada le pregunta: “¿de manera tal que decidieron 

matar a la gente así?”[…] Eso lo entendieron más la gente que estaba por fuera que la gente 

estaba adentro, que mucha se comió el cuento, y ese es un pésimo planteamiento y por eso 

peleamos en la época pasada con la publicación del libro sobre la Unión Patriótica, porque 

iba en dirección de ese planteamiento y es que a nadie pueden asesinar por su concepción 

política, y ese fue el requerimiento que hizo la magistrada: “¿cómo así?, ¿ustedes reconocen 

que hubo matanza de la gente que estaba en el movimiento político Unión Patriótica?, eso es 

gravísimo”, decir eso yo creo que catapultó semejante defensa que estaba haciendo la señora, 

que no tenía ni idea qué era Colombia y que la contratan solamente porque había sido una 

funcionaria. Yo creo que eso tiene que quedar supremamente claro, es que la UP era un 

movimiento creado para posibilitar que vinieran los armados a la cuestión política y que 

fueran dejando las armas paulatinamente, eso fue, era un mecanismo para eso. Ya sin ellos, 

la Unión Patriótica continúa su trabajo y ellos continúan la matanza. Ahora, decir que 

nosotros éramos el brazo político...teníamos, desde luego, los 10 puntos fueron hechos con 

ellos pero ¿Qué tiene de malo pelear por una reforma agraria en Colombia?»339. 

 
339Entrevista 660-VI -00008. Mujer, líder política, víctima. 
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El señalamiento de la UP a brazo político de las FARC sirvió como promotor y 

justificación de la violencia sistemática y generalizada en su contra, el repliegue de las FARC 

a sus campamentos no logró revertir el imaginario ya instalado sobre la idea que la UP era 

su expresión pública. Este estigma desconoció la pluralidad política que se expresaba en la 

UP, la autonomía de un movimiento que tenía sus propios espacios de decisión democrática 

y dirección política, el carácter público de una organización con liderazgos visibles, públicos 

y en constante interlocución con las autoridades nacionales, así como la ubicación pública de 

sus sedes. Mientras los ataques se llevaban a cabo, el Estado no ofreció ninguna garantía para 

realizar el trabajo político y la impunidad se fue consolidándose en la mayoría de los 

crímenes. 

 

Imagen No. 9: Diálogo entre delegados de la UP y el presidente Belisario Betancur  

 

 

 

Los gobiernos entablaron interlocución de manera reiterada con la UP y sus dirigentes 

como se observa en la fotografía anterior y reconocieron el carácter político del partido 

político al otorgarle personería jurídica y permitirle su participación en elecciones políticas. 
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El propio consejero presidencial Carlos Ossa Escobar sostenía en abril de 1987 al referirse al 

carácter de la UP: 

 

Nosotros separamos claramente lo que son las FARC y lo que es la Unión Patriótica. Las FARC 

son un movimiento armado en tregua. La UP es un movimiento político legalmente reconocido. 

El manejo de la situación genera tensiones, dificultades, la gente puede pensar que la misma 

existencia de las FARC, sin que se desmovilice, genera un ambiente de tensión al mismo tiempo 

es difícil para la UP. Por eso insistimos en la necesidad de separar a la Unión Patriótica de las 

FARC340.  

 

Es decir, el gobierno aun cuando reconocía el carácter legal y político de la Unión 

Patriótica no impidió que el estigma de brazo político de las FARC siguiera creciendo y 

mucho menos frenó el proceso de persecución y exterminio que ya se adelantaba en su contra. 

Esa reducción política también cae en el desconocimiento de los debates y tensiones políticas 

al interior mismo de la UP que cuestionaban el carácter del movimiento y su estrategia 

política tras el deslinde de las FARC y la finalización de la tregua. De forma más amplia, la 

estigmatización de la izquierda política y los señalamientos esconden una intencionalidad 

más allá de eso: el cierre del espacio político electoral y acabar con la organización política 

que cuestionaba la política tradicional. 

La prolongación del conflicto armado y el propio exterminio de la UP también llevó a 

condiciones particulares en las que militantes comunistas decidieron pasar a integrar el 

movimiento guerrillero como una consecuencia de los riesgos que suponía mantenerse en la 

legalidad. Bajo una comprensión del cierre de los espacios democráticos varios comunistas 

decidieron integrarse a las FARC en el marco de la existencia de la UP, el siguiente 

testimonio de un ex guerrillero del Frente 29 evidencia esta realidad: 

«TEST: Y yo había conocido... En ese tiempo, ya era el comandante del 29 frente, era 

Joaquín Posada. Yo lo había conocido a Joaquín en la cordillera... más hacia el otro lado de 

la occidental, hacia Samaniego [Nariño]. Y entonces llegó. Cuando yo llegué, él me dijo “¡¿y 

usted qué, hermano?! ¡¿usted qué hace aquí?!”. Entonces yo le dije, no, le dije “vine a 

 
340 Citado en Centro Nacional de Memoria Histórica. Todo pasó frente a nuestros ojos, 94. 
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quedarme”. Y, entonces, le conté, más o menos, que estaba tenaz la situación y me dijo “uy, 

sí, hermanito, esto está mal, hijueputa, eso los van a matar a todos; si no se organizan, los 

van a matar a todos”. Y ahí me quedé y ahí empezó mi periplo. Siempre milité en el 29 frente 

de las FARC; siempre, en Nariño. Y ahí empezó mi periplo.  

ENT: ¿De dónde había conocido a Joaquín Posada de otro espacio? ¿en el marco del trabajo 

con la Juco?  

TEST: Sí, sí porque una vez fui porque había... él estaba, digamos, ya había asumido la 

jefatura del frente en ese tiempo, y yo fui a una cuestión de formación política para los 

combatientes, entonces yo fui y estuve dando charlas y todo. Naturalmente, eso no lo sabía 

el Partido, porque al Partido no le gustaba que nosotros... O sea, no le gustaba que hubiese... 

como esa dualidad de relación con el movimiento y la militancia del partido. O sea, a uno lo 

podían expulsar por eso, digamos. Y yo hacía esas cosas, digamos, ¿no? Entonces ahí viene... 

Ya llegué ahí y ahí empezó mi vida como combatiente»341. 

5.2. Insistir en la apuesta por la salida política al conflicto armado 

La ruptura de la tregua entre el gobierno de Virgilio Barco y las FARC fue decisiva para 

el rumbo político de la UP, pues profundizó la confrontación armada que no había 

desaparecido del todo a pesar del cese al fuego que se venía dando, y puso a la militancia de 

la UP en una situación de completa exposición ante un estigma enraizado en la opinión 

nacional de ser el brazo político de la guerrilla, pues con la decisión de las FARC de replegar 

a sus campamentos a los insurgentes que con permiso gubernamental participaban en la UP 

de manera abierta, no desapareció el estigma y se mantuvo como señalamiento y justificación 

de la violencia contra el movimiento político.  

Al rompimiento de la tregua se sumaba un panorama político en el plano internacional 

que generó debates y reflexiones en las agrupaciones de izquierda a nivel mundial, en el 

bloque socialista de la Europa del Este se contemplaba la necesidad de un replanteamiento 

político al modelo económico de sus países. Bajo la dirección de Mijaíl Gorbachov la URSS 

emprendió desde 1985 una serie de reformas en el plano político y económico que 

 
341 Entrevista 127-PR-03004. Hombre, excombatiente FARC, exiliado. 
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transformaron a la principal sociedad socialista y a la postre le llevaría a su desaparición, este 

proceso fue conocido como la Perestroika y tuvo impactos profundos en movimientos como 

la propia Unión Patriótica.  

Algunos de sus dirigentes políticos debido a la persecución en su contra y al riesgo que 

corrían sus vidas en el país realizaron viajes por Europa para buscar protección temporal, 

denunciar la situación de la UP en Colombia e intercambiar con otras organizaciones y 

gobiernos afines al movimiento político. Varios integrantes de la Dirección Nacional como 

Bernardo Jaramillo, Jaime Corena, Guillermo Banguero y Óscar Gómez (Álvaro Salazar) 

compartieron algunos de estos viajes. Óscar Gómez ex integrante de las FARC, quien dejó 

las armas para conformar la UP y se mantuvo en ese proyecto político, narró a la Comisión 

de la Verdad la situación con la que se encontraron en el Bloque Socialista en una gira de 

finales de 1988: 

«A nosotros nos tocó en Varsovia las manifestaciones de los obreros y los estudiantes y 

la policía dándole bolillo; el mismo miembro del comité central del Partido Comunista 

polaco, de apellido Siasek nos dijo: “aquí la cosa es muy sencilla, la clase obrera no cree en 

nosotros y los jóvenes tampoco”, a lo que Bernardo le dijo: “entonces entréguenle el poder a 

la iglesia católica y no jodan más” [risas] […] Alemania oriental yo creo que fue lo más 

revelador, porque es que después de la visita a Alemania oriental iniciábamos las visitas a 

los países de Europa occidental, íbamos para Austria y Alemania occidental y Suecia y 

España… pero en Alemania oriental lo que nos dice la dirigencia del Partido Comunista 

alemán es: “aquí ya no hay nada que hacer. No miren para acá, ustedes tienen una opción y 

esa opción se llama la socialdemocracia, vayan y hablen con ellos en Europa occidental”… 

muy contundente. Que desde un partido de gobierno… y eso era en el 88, todavía no se había 

derrumbado… El muro de Berlín se demoró dos años más en caer, pero ya se sabía que eso 

se estaba derrumbando. Entonces eso nos quedó claro después de esa gira y de cuál era la 

apuesta política que teníamos que hacer. Que finalmente, pues no se pudo»342. 

Las reflexiones que estos intercambios produjeron entre los dirigentes de la UP fueron 

decisivas en las discusiones y el futuro político del movimiento. Al regreso al país varios de 

 
342 Entrevista 660-VI -00011. Hombre, víctima, exdirigente político. 
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ellos tomaron la decisión de promover un debate al interior de la UP sobre la necesidad de 

profundizar la salida negociada al conflicto armado como apuesta política, lo que a su vez 

implicaba también un cuestionamiento a la vigencia de la lucha armada en el país y la 

posibilidad de un carácter político diferente para el movimiento. Quienes promovieron estos 

debates fueron conocidos entre la militancia política y la opinión pública como los 

perestroikos. Este debate suponía un replanteamiento profundo al interior de la UP y del 

propio PCC, los jóvenes dirigentes articulados por Jaramillo y José Antequera en conjunto 

con una línea más socialista dentro de la dirección nacional de la UP cuestionaban la misma 

acción revolucionaria comunista y empujaban por una visión más cercana al reformismo 

democrático. El testimonio de Iván Cepeda, hijo del dirigente comunista y senador asesinado 

de la UP Manuel Cepeda, y quien ha estudiado la violencia contra esta colectividad pone en 

dimensión el significado de este grupo de dirigentes y de sus cuestionamientos a la estrategia 

comunista: 

«El Partido Comunista digamos finales de tal vez la década de los 70, diseñó una estrategia 

en la cual se pensaba que la participación de la organización política en la vida pública y 

legal era parte de las luchas sociales que incluso se expresaban en forma armada. Y hubo 

miembros del Partido Comunista que pasaron a ser parte de la insurgencia armada; incluso, 

hubo miembros de la insurgencia armada que tomaron nombres de militantes políticos del 

Partido Comunista. El Partido Comunista hizo presencia en muchos de los territorios donde 

surgió la guerrilla y existieron familias de militantes comunistas en las que hubo también 

miembros de la guerrilla. Esa concepción fue severamente criticada a finales de la década del 

80. Puesto que había militantes del Partido Comunista que criticaron severamente esa 

concepción, que permitió justificar en algunos momentos esos asesinatos. Ahora bien, dicho 

eso, parte del discurso que utilizaron y siguen utilizando autores, cómplices, incitadores del 

genocidio, es señalar que los crímenes que se produjeron contra personas que estaban en la 

legalidad, en situación inerme, era el haberlos identificado como parte de una, digamos, 

cobertura civil o un componente civil de una organización armada. Lo cual nosotros hemos 

rechazado abiertamente»343. 

 
343 Entrevista 001-VI -00066. Hombre, Víctima, Senador. 
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Al interior del Partido Comunista este debate había empezado con posiciones como las de 

José Cardona Hoyos, quien desde el Comité Ejecutivo Regional del Valle y Cauca criticó lo 

que para él fue la manera de asumir la combinación de formas de lucha desde el Comité 

Ejecutivo del Partido que a su modo de ver daba prioridad a la lucha militar sobre la lucha 

de masas. Cardona que fue expulsado del PCC en 1982 con varios de sus compañeros, criticó 

la experiencia misma de la UP al verla como el desplazamiento de la dirigencia comunista 

por parte de las FARC:  

 

El PC decidió respaldar la acción insurgente quitándole toda credibilidad al discurso de la paz y 

de la apertura democrática, mientras que sus dirigentes históricos y parlamentarios continuaban 

desplegándolo en los periódicos y asambleas de organizaciones populares. La organización de la 

violencia se echó a andar y contó con el visto bueno del Comité Ejecutivo Central344 

 

Al interior de la UP el debate se venía dando desde 1986 cuando la posibilidad de la 

ruptura de la tregua y el repliegue de las FARC era cercana, de hecho, parte de este debate 

profundizaba la irresuelta discusión sobre la combinación de las formas de lucha, lo que llevó 

a ahondar la discusión de una separación de las FARC y la UP. Óscar Gómez, en su 

testimonio puso en contexto esta decisión política: 

«El otro evento tiene que ver con la consolidación de la estrategia de las formas de lucha, 

y es que en diciembre de 1986 se realiza en el Sumapaz un pleno del comité central del 

Partido Comunista donde asisten todos los miembros del comité central, esto quiere decir: 

los miembros del Partido y los miembros de las FARC que son del comité central, que para 

esa época eran los 5 del secretariado. Y allí las FARC expone en ese pleno del partido el plan 

estratégico que habían aprobado en la [séptima] conferencia de las FARC en el año 82, que 

fue la que planteó la construcción del ejército de guerrilla y ahí fue cuando le agregan la sigla 

EP [Ejército del Pueblo] a la sigla FARC y cómo hace toda la construcción alrededor de la 

cordillera oriental. Eso aparentemente se había pausado por la etapa del gobierno de Belisario 

Betancur, los acuerdos de paz y todo, pero lo que hicieron fue darle aprobación y continuidad 

al plan estratégico.  

 
344 Informe 440-CI-00269. José Cardona Jiménez. Caso: asesinato de José Cardona Hoyos, 2020, 11. 
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» “[…] Entonces, se plantea, tanto de las FARC como del Partido Comunista, un deslinde 

que era más formal, más de cara a la opinión pública, porque no iban a renunciar a tener el 

control sobre la Unión Patriótica, y otros que dijimos: “bueno, va a haber el deslinde, pero 

entonces hagámoslo real” [...], o sea, apostémosle a la paz de verdad y jalonemos el proceso 

de paz»345. 

Estas decisiones políticas eran parte del marco histórico en el que los dirigentes de la UP 

que habían decidido profundizar la apuesta de una salida política al conflicto armado 

presionaban para que el conjunto del movimiento asumiera esta estrategia política. El propio 

Pardo Leal, había respondido en una entrevista al diario El Tiempo sobre su actitud frente a 

la guerrilla: “Necesitamos recuperar el camino perdido en el proceso de paz. Necesitamos 

renovarlo. En este momento la lucha armada no es la vía correcta”346. De esta forma, la 

decisión del deslinde daba un marco favorable para que esta visión de un proceso de paz 

tomara más fuerza en la UP, Jaime Corena vicepresidente de la UP, líder el FAM y quien 

decidió no regresar al país tras una de las salidas forzadas a Europa lo sintetiza así: 

«Yo hablé con Jaramillo Ossa varias veces, después no pudimos hablar porque lo mataron 

y a Antequera. Nosotros planteábamos ya en ese tiempo que había que pasar a un proceso de 

paz de verdad que permitiera una interlocución civil, que no nos acusaran de ser miembros 

de la guerrilla ni de ser voceros públicos de la guerrilla, pero eso yo lo digo cuando ya yo he 

visto la cadena de muertes de la UP. Es que yo la vi. En el 88 es una cadena de muerte, yo 

soy vicepresidente de una cadena de muerte. Y llego a ser vicepresidente hasta febrero del 

89 pero ya yo estoy en Viena. Pero saliendo y entrando del país, es que esto no era fácil. 

Nosotros tuvimos que salir del país amenazados: Jaramillo Ossa, Álvaro Salazar, mi persona 

y Guillermo Banguero entre abril del 88 hasta junio del 88. […] Cuando matan a Antequera, 

que le causan heridas al presidente Samper en el aeropuerto, los amigos de Europa me dicen 

“Jaime quédese... porque a ustedes los van a matar”, y yo pido el asilo político en Austria y 

me lo dan los austriacos»347. 

 
345 Entrevista 660-VI -00011. Hombre, víctima, exdirigente político. 
346 Citado en: Centro Nacional de Memoria Histórica. Todo pasó frente a nuestros ojos, 95. 
347 Entrevista 660-VI -00003. Hombre, Víctima, Exiliado. 
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En el V Pleno de la Junta Nacional de la UP, desarrollado entre el 22 y el 24 de febrero 

de 1987 las FARC hacen oficial su retirada de la UP y llaman a sus militantes a reintegrarse 

a los frentes guerrilleros, para quienes apostaban en el debate interno de la UP por acentuar 

ese deslinde la decisión de las FARC era también una posibilidad política de presionar un 

proceso de paz. De hecho, el grupo de dirigentes que lideraba Bernardo Jaramillo logró ser 

muy influyente en los debates y posturas públicas del movimiento, en el VI Pleno de la Junta 

Nacional de la UP se sumaron a su Dirección Nacional miembros como Diego Montaña 

Cuellar, Jaime Coreana, Oscar Dueñas, Julio Santana y Darío Romero que lo hicieron como 

“tendencia socialista”. En esa Dirección ya se encontraban líderes críticos de la política de la 

UP como José Antequera, Oscar Gómez (Álvaro Salazar), Guillermo Banguero, Alberto 

Rojas Puyo y Angelino Garzón348, dirigentes que se sumaron a la mirada crítica que 

proponían los llamados perestroikos. 

Los debates internos y las tensiones que necesariamente estos generaban con sectores 

como el PCC se hicieron más visibles en el contexto del proceso de paz entre el M-19 y el 

gobierno de Virgilio Barco pues esto daba un marco político para que quienes impulsaban la 

postura de salida política al conflicto armado dentro de la UP marcaran con más fuerza su 

posición y buscaran que el conjunto del movimiento y las organizaciones guerrilleras optaran 

también por esa estrategia. El Discurso de Bernardo Jaramillo en el Foro Por la Paz y la 

Democracia desarrollado en Ibagué en febrero de 1989 fue una puesta en público de los 

puntos centrales del debate político que se vivía al interior de la Unión Patriótica. Es decir, 

salida política al conflicto armado, cuestionamiento a la lucha armada y los métodos de las 

guerrillas y la opción de un nuevo movimiento político, esta es la transcripción de parte de 

ese discurso: 

 

Nosotros estamos convencidos que han cambiado muchas cosas en Colombia. De que se ha abierto 

el espacio y la convicción de la mayoría de los colombianos que la única alternativa y la única 

salida, es la salida política; y que la salida política al conflicto armado pasa por el diálogo entre el 

Gobierno y la insurgencia, toda ella en su conjunto, y la interlocución también válida de la 

sociedad civil para encontrar caminos de reconciliación. 

 
348 Vanegas, Napoleón. Bernardo Jaramillo. Es un soplo la vida. 2015, 86-88. 
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Pero también creemos que la iniciativa gubernamental adolece de profundas fallas. Que no se 

puede ser consecuente con la paz y reclamarla mientras se mantienen los operativos militares a lo 

largo y ancho de la patria. 

De que no se puede ser consecuente con la paz y hablar de paz, mientras no se combate 

efectivamente a los grupos paramilitares. 

De que no se puede hablar de paz, ni ser consecuente con la paz cuando no se castiga 

ejemplarmente a los miembros del estado comprometidos con la violencia contra la población civil 

Pero también he reseñado que Colombia no soporta otra experiencia como la de nuestro 

movimiento la Unión Patriótica, como la del Frente Popular, como la de A Luchar, que han pagado 

con la vida de sus principales dirigentes su decisión de la lucha por la democracia en condiciones 

de legalidad. 

Nosotros hemos reiterado la necesidad y la convicción de que ese diálogo debe ser directo y de 

que las dos fuerzas en contienda tienen deben sentarse en la mesa de conversaciones dispuestos a 

hacer concesiones a la contraparte. 

La única razón de ser de la UP, compañeros, convenzámonos de eso de una vez, es el de abrir la 

perspectiva de un movimiento mucho más amplio, así en ese desarrollo y consolidación de ese 

movimiento más amplio desaparezca la Unión Patriótica349. 

 

Esta apuesta alcanzó a tener algunos alcances en desarrollos como el intento de 

construcción del Frente de Izquierda que pretendía el desarrollo de un nuevo movimiento con 

la articulación de A Luchar y el Frente Popular, que seguía la intención de explorar una 

iniciativa política que compartía elementos del debate que Bernardo y los otros dirigentes 

venían planteando al interior de la UP. Jaime Corena relató parte de esos esfuerzos de la 

siguiente manera: 

«Algo así lo dijo. Incluso dijo que ahí habían dos concepciones: una de movimiento que 

perdieron el voto la primera vez en las FARC y otra segunda que luego se pudo desarrollar, 

que el movimiento era distinto del partido. Nosotros pensábamos que por ahí iba, podía ser 

un movimiento para cambiar al país. Estábamos buscando una cosa grande. Es más, Jaramillo 

Ossa, Antequera y mi persona, los 3, eso está en el periódico El Tiempo del año 88, ustedes 

lo pueden encontrar, es sobre un paro cívico. Firmamos una declaración conjunta, véanlo 

 
349 Redrevolcon. Bernardo Jaramillo Ossa UP.  
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para la historia, Frente Popular que ustedes saben qué es, […] firma Jaime Fajardo y Víctor 

Mujica y firmó A Luchar, que no estaba de acuerdo con las cuestiones electorales. […] Pero 

nosotros, por lo menos mi persona y otros decimos “la unidad, Jaramillo, tiene que ser con 

Pizarro”. ¡Imagínese este país con Pizarro y Jaramillo Unidos en ese momento histórico! »350. 

Con el asesinato del propio Bernardo Jaramillo y de José Antequera, así como el exilio de 

Jaime Corena y Óscar Gómez, entre otros, tanto esta iniciativa como el debate político que 

la propiciaba perdió sus promotores principales y por tanto sus propios alcances. Al interior 

de la UP los sectores hegemónicos anteriores a estos debates se mantuvieron y el rumbo 

político del movimiento estuvo definido mayoritariamente por la dirigencia del PCC que se 

había opuesto a las propuestas de replanteamiento de los denominados perestroikos, a esto 

se sumó la salida de un importante grupo de dirigentes del PCC y la UP hacia el naciente 

movimiento Alianza Democrática M-19, surgida de los acuerdos de paz entre ese grupo 

guerrillero y el gobierno nacional en 1990, entre estos estuvieron entre otros, Angelino 

Garzón. 

En esta misma dirección contribuyó el carácter mismo del debate en la UP, pues si bien 

tuvo alcances nacionales y superó incluso las fronteras del propio movimiento no dejó de ser 

un debate de la dirección nacional y entre los líderes políticos, así lo dejaba ver el propio 

Bernardo en una entrevista realizada en 1988 ante la pregunta de las diferencias y 

diversidades territoriales de la UP.  

   

¿Es efectivo que la adhesión a la Unión Patriótica se hace teniendo en cuenta que es una fuerza 

política con respaldo militar? -Eso ocurre especialmente en aquellas regiones donde existe un 

mayor desarrollo del movimiento revolucionario. La gente ingresa y apoya a la Unión Patriótica 

sobre la base de que ésta sería la expresión política de las FARC; pero en otros lugares como las 

grandes ciudades eso no es así. Hay sectores que consideran muy importante que haya surgido 

como una propuesta de las FARC; otros, por el contrario, nos ven como una alternativa diferente 

a la lucha armada351.  

 
350 Entrevista 660-VI -00003. Hombre, Víctima, Exiliado. Cabe aclarar que no es León Valencia quien firma esa 

declaración pues él se encontraba efectivamente en la estructura armada de la UC-ELN, quienes firman son 

dirigentes civiles del movimiento A Luchar. 
351 Harnecker, Marta. Entrevista con la nueva izquierda. Bernardo Jaramillo (UP)/ Nelson Berrío (A Luchar). 

1989, 12. 
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Las FARC abandonaron la idea de una representación política pública y se volcaron de 

lleno al desarrollo del Plan Estratégico lo que las llevó a un incremento de la confrontación 

armada y a la priorización de la estructura militar del grupo. En sus zonas de presencia 

prohibió en 1997 la participación electoral y desarrolló un boicot a las elecciones, dejando 

de considerar a cualquier partido o movimiento político como un interlocutor o representante 

por lo que se encaminaron en la construcción de sus propias estructuras políticas para tener 

presencia e injerencia en las comunidades lo que daría origen posteriormente al Partido 

Comunista Clandestino de Colombia y al Movimiento Bolivariano por la Nueva Colombia. 

Pablo Catatumbo, quien integró el Secretariado de las FARC, narró lo que llevó a las FARC 

a la creación de estas estructuras políticas: 

«Posteriormente eso hizo crisis, obviamente cuando la situación que se presentó en el 84 

con la Unión Patriótica, pues que se vino esa masacre y ya era distinto porque la guerrilla ya 

había dado el tránsito de guerrilla de resistencia a guerrilla ofensiva y entonces el enemigo 

pues los adversarios entendieron, o por lo menos fue la interpretación que le dieron, que el 

Partido Comunista y las FARC pues eran lo mismo, que actúan en convivencia y que los 

dirigentes del partido pues eran los dirigentes de la guerrilla, pues cosa que no era así, pero 

así fue y comenzaron a matar fue al partido, y evidentemente mataron mucha gente. Eso con 

el tiempo produjo la ruptura, por lo menos oficial, del partido y las FARC, entonces es cuando 

el partido decide no jalarle más a la combinación de las formas de lucha y que las FARC 

tengan su dirección, y que las FARC hagan su lucha y nosotros la nuestra, porque las FARC 

si creían... pero se rompe el vínculo orgánico dijéramos, orgánico entre el Partido Comunista 

y las FARC, y las FARC crean otro partido que es el partido PC3, el Partido Comunista 

Clandestino. Pero bueno, ya había pasado la masacre, habían matado a la gente, medida que 

debimos haber tomado mucho antes, aunque para los adversarios eso daba igual, porque ellos 

actuaban mediante una concepción política que era la doctrina de la seguridad nacional, la 

doctrina del enemigo interno, y para ellos el enemigo era el Partido Comunista, los defensores 

de derechos humanos, todo el que se opusiera al gobierno era un enemigo»352. 

 
352 Entrevista 153-PR-03086. Hombre, actor armado, miembro del Secretariado de las FARC. 
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La apuesta política que contenía el debate político al interior de la UP por la separación 

de las FARC y la apuesta por insistir en la salida negociada al conflicto armado era también 

un afán por darle un carácter político de movimiento independiente y autónomo, y desmontar 

la idea estigmatizante que suponía la acusación de estar desarrollando la combinación de 

todas las formas de lucha, señalamiento que era ya un marco de justificación para el 

exterminio político que venía sufriendo.  

«El 30 de abril, en Moscú, en un almuerzo, nos encontramos con Guillermo Ungo, 

presidente del FDR [Frente Democrático Revolucionario] del Salvador, que tenía una 

asociación con el FMLN [Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional], y Guillermo 

Ungo decía “Pero ustedes los de la UP son muy valientes, ustedes están nadando en una 

piscina llena de tiburones. ¿Cómo vas a hacer política en un espacio en donde te van a matar?” 

y empezamos a reflexionar. Y todos nos decían lo mismo, los socialdemócratas, los 

comunistas, los liberales: “eso es un batallón de sacrificio”. Lo cierto es que la UP asumió 

ese costo. Uno de los partidos que tenía más peso ahí, el PC asumió ese costo, pagó ese costo 

en la vida de muchas personas»353. 

En la visión contrainsurgente esta concepción como parte del enemigo interno pesó más 

que la decisión política de la UP y sus dirigentes por posicionar una idea de independencia y 

autonomía. Aunque la UP nació justamente de un acuerdo de paz entre el gobierno 

colombiano y la guerrilla de las FARC con la esperanza de ser el instrumento de tránsito de 

la insurgencia a la política legal este propio carácter intensificó el ya histórico anticomunismo 

que hacía carrera en parte de las élites y en los militares, la estigmatización sobre este 

movimiento señaló permanentemente a la UP como brazo político de la guerrilla incentivó y 

justificó la violencia en su contra. El deslinde político entre las FARC y la UP después de la 

ruptura de la tregua en 1987 y el esfuerzo de una corriente política al interior de la UP que 

presionaba por hacerla más profunda a través de la insistencia en la salida negociada al 

conflicto no lograron revertir el señalamiento estigmatizante de hecho varios de los propios 

promotores de estas iniciativas como Bernardo Jaramillo Ossa y José Antequera fueron 

 
353 Entrevista 660-VI -00003. Hombre, Víctima, Exiliado. 
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asesinados bajo la justificación de ser parte de la guerrilla de las FARC a través de la UP. Y 

la violencia de exterminio contra la UP se prolongó durante las siguientes décadas. 

6. Consecuencias y coletazos de la violencia 

La violencia extendida en contra de la UP condujo finalmente a su eliminación de la 

política electoral y de la democracia formal colombiana. Además de perder su representación 

política, su presencia y poder social fue arrasado regionalmente. El genocidio en su contra 

no solo afectó al grupo político y sus círculos cercanos, sino a toda la democracia colombiana. 

En las regiones donde su éxito electoral fue mayor y la violencia se dirigió con más crudeza, 

el terror se extendió al conjunto de movimientos y partidos políticos, en particular a los 

alternativos o de izquierda, así como a las organizaciones sociales allí existentes, afectando 

de raíz el derecho a organizarse y la capacidad política de la sociedad. La expulsión de la UP 

de la democracia formal fue rápida pero escalonada: de la violencia se pasó a la pérdida de 

garantías jurídicas para su permanencia como partido político. 

En el XI Pleno Nacional de la UP llevado a cabo el 3 de abril de 1990, tras el magnicidio 

de su candidato presidencial Bernardo Jaramillo Ossa y luego de afrontar en los últimos años 

de los ochenta la peor campaña de victimización en su contra, decidieron no participar en las 

elecciones presidenciales del 27 de mayo siguiente. Además de Jaramillo Ossa en esas 

elecciones fueron también asesinados los candidatos presidenciales Carlos Pizarro 

Leóngomez y Luis Carlos Galán Sarmiento, que representaban fuerzas políticas alternativas 

al bipartidismo hegemónico. Y en la memoria estaba fresco aún el recuerdo del magnicidio 

del anterior candidato presidencial de la UP, Jaime Pardo Leal en 1987. 

Renunciar a su aspiración presidencial era un acto de cuidado ante la alarmante 

desprotección, en la que aspirar a la presidencia y además por un partido de izquierda era 

casi ponerse una lápida encima. Pero también fue un primer indicador de su expulsión 

política, aspirar al máximo poder del país no era posible. El asesinato de Jaramillo genero 

una ola inmediata de terror en la militancia de la UP y en sus campañas políticas. Para 1990 

en las elecciones locales y regionales múltiples candidaturas declinaron su participación o lo 
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hicieron bajo plataformas, alianzas u otros nombres para ponerle frente a la estigmatización 

y eludir los ataques. 

6.1. Los pasos de animal grande: el acecho a los últimos cargos de elección popular 

y la dirigencia de la UP 

Aunque la UP continuó participando en las elecciones al Congreso de la República y en 

las elecciones locales y regionales, su presencia fue mermándose paulatinamente hasta 

asfixiarse por completo en el 2002. En 1994 llegaría otro contundente golpe, el magnicidio 

del último de sus senadores: Manuel Cepeda Vargas el 9 de agosto en la ciudad de Bogotá 

por agentes del Estado en complicidad con paramilitares, hechos por los cuales fue 

condenada la nación por parte de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el 

2010354. Su hija María Cepeda Castro, recuerda que su padre le comentaba preocupado sobre 

el acecho que sufría la dirigencia de la UP: 

«Él me comentaba que la cosa estaba muy dura, que él sentía los pasos de animal grande. 

En ese momento todavía no era senador porque a él lo eligen y no alcanza a posesionarse 

porque lo matan. Él era Representante a la Cámara. Ya habían matado mucha gente y ellos 

ya habían denunciado. Es más, ellos habían estado con Aida y con el compañero Motta, que 

aquí traje su foto, una persona muy cercana a mi papá. Él era suplente al Senado. Él, Aida y 

mi papá van a visitar el ministro... era Serpa y denuncian el plan Golpe de Gracia. Ellos le 

dicen “a todos nos tienen amenazados y lo están cumpliendo”. En ese plan Golpe de Gracia 

es que matan a Miller Chacón, que hacía parte de la lista y mi papá en ese momento era el 

presidente de la UP, aparte de que había sido elegido Senador»355. 

 Su curul fue asumida por Hernán Motta, quien había sido previamente congresista y 

destacado dirigente de ese partido. Su trabajo legislativo y las denuncias contra el genocidio 

que adelantaba desde su curul fueron abandonados ante la alta probabilidad de convertirse en 

el próximo de la lista. El exilio fue su alternativa para la vida. 

 
354 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Manuel Cepeda Vargas VS. Colombia. Sentencia 26 de 

mayo de 2010. 
355 Entrevista 156-VI -00006. Mujer, víctima, exiliada. 



 
 

245 
 

 

 Las víctimas e integrantes de la Unión Patriótica han manifestado ante la Comisión que 

estos crímenes y la persecución contra la dirigencia en la mitad de los años noventa se 

enmarcan dentro del Plan Golpe de Gracia, plan de exterminio contra la UP que buscaba 

atacar sus últimas representaciones políticas y liderazgos, sobre lo que profundizaremos más 

adelante. 

En 1997 tras la violencia contra su dirigencia nacional y tras sufrir el exterminio en el 

Urabá, su principal fortín político, la UP decide no participar en las elecciones locales y 

regionales de 1997. Primero fue expulsada del ámbito nacional ahora lo era en la escala 

regional y local. Su presencia sólo continuó en algunos casos concretos como Arauca, donde 

alcanzaron varios escaños en concejos y una alcaldía hasta el 2000. Arauquita fue la última 

alcaldía alcanzada en el año 2000 y también en ese año se dio la elección de los dos últimos 

diputados por la Unión Patriótica. Paradójicamente, en el 2002 las FARC-EP los persiguieron 

y hostigaron para lograr que abandonaran el ejercicio político, en concordancia con su 

planteamiento de vaciamiento institucional y ataque contra la representación del Estado en 

los territorios con su influencia, agudizado luego del fracaso del Caguán.  

6.2. El desenlace final: pérdida de la personería jurídica 

 La intensa violencia contra la UP y su escalonada expulsión de los escenarios electorales 

lleva a un desenlace institucional que victimizaría aún más a esta fuerza política. El Consejo 

Nacional Electoral en el 2002 decidió despojar de la personería jurídica a la UP como 

consecuencia del retiro de sus candidatos de los escenarios electorales dado que las normas 

preveían que, al no lograr unos resultados electorales mínimos, perdía la posibilidad de 

continuar jugando un rol político. La UP no logró alcanzar el umbral mínimo de votos ni la 

representación nacional contemplada por el Estado para ser reconocida legalmente, los cuales 

eran en su momento obtener al menos 50.000 votos por medio de sus candidaturas o mantener 

representación en el Congreso: 

  

[L]a Ley [Electoral] presupone que dicho partido o movimiento político no cuenta con el suficiente 

apoyo popular y por consiguiente no se constituye en un canal de representación eficiente de los 

intereses de la comunidad. De suerte que, al no contarse con el apoyo popular requerido, el partido 
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o movimiento político no reúne los méritos suficientes para gozar de los favores del Estado, siendo 

llamado a perder su personería jurídica356. 

 

Previamente el Partido Comunista Colombiano, parte integrante y estructurante de la UP, 

había perdido su personería jurídica en 1998. Con esto dos fuerzas con importante presencia 

y dinamismo nacional ya no contaban con reconocimiento legal por parte del Estado como 

consecuencia de la violencia de décadas en su contra, lo que para su secretario general Jaime 

Caycedo Turriago: 

«Consistió en sacarnos del escenario político, en el año 98 al Partido Comunista nos 

mandan una nota de la Registraduría: “ya no hay más personería jurídica, ustedes no 

cumplieron con los requisitos”, los requisitos dicen que hay que sacar tantos votos y en el 

año 2002 a la Unión Patriótica le dicen lo mismo luego del asesinato de nuestro querido 

camarada Eliodoro Durango»357. 

La pérdida de la personería jurídica fue leída por sus militantes como el punto culmen de 

su exterminio, al eliminar simbólicamente su existencia e impedir su entrada al juego 

electoral. Así el exterminio físico se combinó con la desaparición legal para eliminar a la UP 

y expulsarla de la competencia democrática formal. Un proyecto y una corriente políticos y 

de pensamiento de izquierda fue borrada a la fuerza: 

«Lo que nosotros hemos llamado la Nueva Modalidad del Anticomunismo -que ya no es 

el de la Guerra Fría exactamente, de mediados del siglo anterior- es el anticomunismo 

paramilitar, el anticomunismo que es un instrumento de toda la expulsión de los comunistas 

del Congreso de la República que determina el exilio de Aida Avella en el 97, el asesinato 

de Manuel Cepeda, de José Miller Chacón -que ya habían asesinado a Teófilo [Teófilo 

Forero]. Por fuera del Congreso de la Republica a partir del asesinato de Cepeda y del exilio 

del compañero Motta y de la salida del país de Aida Avella, que era presidenta del Concejo 

de Bogotá; y la pérdida, por lo tanto, de la personería jurídica del Partido Comunista en el 

año 98 y de la Unión Patriótica en el año 2002. Es decir, se cumple el plan de sacar de la vida 

 
356 Consejo Nacional Electoral. Resolución 7477 del 20 de noviembre de 2002. Citado en Informe 365-CI-

01181. Centro Nacional de Memoria Histórica. Todo pasó frente a nuestros ojos. 2018, 330. 
357 Espacios de Contribución a la Verdad 442-PR-02001. Hombre, político, víctima. 
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política, del escenario político a través del genocidio, a través del exterminio y a través de la 

amenaza a la fuerza política que representan las posturas de la izquierda. Bajo la imagen de 

que eran parte de la insurgencia guerrillera o algo por el estilo»358. 

Este proceso de expulsión violenta sucede paradójicamente en medio de un momento 

democrático para Colombia impulsado por la Constitución de 1991, en cuya construcción 

participó la UP. El espíritu de la vigente constitución pretendía dejar atrás los reductos del 

bipartidismo del Frente Nacional y modernizar el país propendiendo por la apertura política 

y el respeto y garantía de las diferentes expresiones partidistas y sociales. Sin embargo, en 

medio de su vigencia, se terminó de consumar el más cruento exterminio contra un partido 

en el continente. Estos intentos de apertura política, en los que también se inscriben los 

procesos de paz como el de La Uribe, han sido frecuentemente cerrados por la violencia en 

la historia del país. A la vez que la apertura que permite la participación a nuevas fuerzas 

políticas ha generado nuevos conflictos y tensiones con élites del país acostumbradas a 

detentar el poder. 

6.3. La persecución a la denuncia: Una violencia que buscaba ocultar la violencia  

A pesar de la separación pública entre la UP y la guerrilla de las FARC desde la ruptura 

de la tregua en 1987 que daba por finalizado el acuerdo de paz con las FARC y el Estado, 

que entre otras buscaba frenar las justificaciones estigmatizantes del proceso de exterminio 

al que venía siendo sometido el partido político, la violencia en su contra no cesó. Por el 

contrario, como ya lo hemos visto, se mantuvo como una dinámica constante y llevó a que 

en algunos años se sobrepasaron los 400 asesinatos o desapariciones forzadas durante la 

década de los años 90. En esta espiral de violencia que ya arrastraba la UP desde la década 

anterior y que buscaba su destrucción como agrupación política a lo que se sumó la violencia 

asociada a la intención de “minimizar” la dimensión de esta o de impedir el conocimiento de 

sus responsables y ejecutores directos. 

El 27 de octubre de 1989 fue asesinado Henry Bello en la ciudad de Bogotá cuando se 

encontraba detenido en la Estación de Policía de Bosa, sus compañeras de militancia 

 
358 Entrevista 276-CO-00477. Hombre, político, víctima. 
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recuerdan que «Henry llevaba el periódico del Partido Comunista y por eso empezaron a 

decirle que era comunista, que era guerrillero y lo empezaron a maltratar delante de todos en 

el patio a la madrugada. El policía estaba borracho y lo hizo sacar y arrodillar y le dijo 

“quítese la camisa porque usted es un no sé qué guerrillero»359. Sin embargo, lo que 

desencadenó fue una seguidilla de amenazas, persecuciones y violaciones de derechos 

humanos en su contra. Ana Celmira Romero narró ante la Comisión una de estas 

circunstancias: 

«Las denuncias se presentaron a organizaciones de derechos humanos en Colombia, a la 

Defensoría del Pueblo, a la Procuraduría, se hicieron cartas a los medios de comunicación, 

pero lo único que nos dijeron era que nosotros salimos con mi hermana y cuando llegamos a 

la casa habían llamado a mi mamá a decirle “sus hijas estuvieron en tal parte, dígales que no 

hablen mucho”. Llegamos y mi mamá estaba super angustiada y con nervios. Un día mi 

hermana, ella trabajaba en el barrio El Olarte, que pertenece a Bosa, y había una sede de la 

UP, y cuando llegó le tenían una nota de amenaza donde decían que si seguíamos hablando 

de Henry nos iba a pasar lo mismo y que ellos nos conocían. Entonces llegó esa nota a la 

sede de la UP y le dijeron a Gloria que no podíamos seguir con eso y a mí también me 

llegaron amenazas, una noche nos llamaron por teléfono y dijeron que a todos los comunistas 

nos iban a cocinar en agua hirviendo y que iban a acabar con todos nosotros»360. 

El hostigamiento que siguió contra quienes estaban haciendo las denuncias les implicó 

desplazarse forzadamente y abandonar el ejercicio de reclamo, Ana Celmira Romero junto a 

su hermana tuvieron que salir de Bosa hacia otra localidad, pero sus padres debieron dejar 

Bogotá y desplazarse al municipio de Silvania para proteger sus vidas. La propia madre de 

Henry recibió amenazas de muerte contra ella y sus dos hijos por lo que también debió 

abandonar las denuncias. 

Las dinámicas de violencia que aseguraban la impunidad sobre los responsables de los 

asesinatos y violaciones de derechos humanos en contra de la militancia de la UP fue una 

dinámica recurrente en el país. El asesinato de la alcaldesa de Apartadó, Antioquia Diana 

Stella Cardona, ocurrida en la ciudad de Medellín cuando unos falsos escoltas del DAS 

 
359 Entrevista 113-VI -00008. Víctima, mujer, exiliada.  
360 Entrevista 113-VI -00008. Víctima, mujer, exiliada.  
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suplantando a su esquema de seguridad la recogieron para trasladarla al aeropuerto el 26 de 

febrero de 1990, también estuvo como muchos otros homicidios de funcionarios públicos 

electos por la UP rodeado de otra violencia que buscaba minimizar el impacto de un posible 

esclarecimiento de los hechos. Su familia quien intentó indagar por su cuenta sobre los 

responsables del crimen debió dejar de hacerlo justamente por la persecución que vino tras 

este ejercicio: 

«Nosotros teníamos una tía que era magistrada que se llama Gema Saldarriaga Agudelo. 

Mi tía empezó a investigar y lo que sé fue que le mandaban unas fichas prácticamente 

diciendo que ella era la segunda, o sea la segunda de las muertes de la familia si seguía 

investigando. Ella, inclusive, pidió un año sabático por las amenazas y no se lo dieron. Ella 

tuvo que sacar una licencia no remunerada para poderse ir. Entonces, esas investigaciones se 

quedaron ahí. Hubo, sí, denuncia, pero cuando la tía empezó a explorar, también resultó 

amenazada. Entonces ahí quedó parada toda la investigación, porque nosotros no movimos 

el caso de Diana por temor a que mataran a mi hermano Álvaro, a mi hermano Alberto que 

también era militante de la Unión Patriótica... Él tuvo también que salir de la ciudad. Se 

radicó en Bogotá porque era una ciudad metrópoli donde se podía mover más fácil... 

huyendo, porque también recibió amenazas»361. 

Los propios jueces encargados de esclarecer casos de graves violaciones de derechos 

contra la UP como la masacre de Honduras y La Negra fueron blanco de persecución y 

violencia. La Juez segunda de Orden Público, encargada de investigar los hechos de esta 

masacre y quien venía haciendo un trabajo serio y diligente fue perseguida hasta tener que 

exiliarse del país: 

«Yo investigué el caso... Y primero dicté un auto de detención, porque las pruebas fueron 

más claras. Las pruebas que empezaron a salir con más claridad fueron las que aparecieron 

contra los militares y algunos paramilitares y contra el alcalde de Puerto Boyacá. Entonces, 

se ordenó la destitución de los militares, del alcalde de Puerto Boyacá y la detención de los 

paramilitares. Y luego, en una segunda oportunidad, pues dicté la auto detención contra Pablo 

Escobar y Rodríguez Gacha, por ejemplo. Y. la orden de captura contra todos. Cuando 

 
361 Entrevista 660-VI -00015. Víctima, mujer, activista.  
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empecé a investigar, empecé a recibir amenazas. Un sufragio llegó a casa y en el periódico 

apareció, en una ocasión, que habían desarticulado un atentado contra mí»362. 

A pesar de su exilio el castigo por evitar la impunidad fue el asesinato de su padre en 

Colombia. María Elena Díaz, juez que tomó el caso en su reemplazo, también fue asesinada 

en una calle de Medellín el 18 de julio de 1989. Varios abogados y apoderados judiciales de 

víctimas de la UP también serían perseguidos impidiendo que pudiesen desarrollar su trabajo, 

Ricardo Rodríguez, ex secretario de la UP en Meta y quien investigaba la masacre de Caño 

Sibao de 1988 se vio obligado a salir al exilio. Otro ejemplo, es el del reconocido abogado 

Eduardo Umaña Mendoza que entre otros adelantaba procesos judiciales de víctimas de la 

UP, quien sería asesinado el 18 de abril de 1998 en su oficina en Bogotá. 

6.3.1. Familias Úsuga Higuita y Guisao Úsuga, exterminio familiar y persecución a la 

denuncia 

Adriana Quintero Úsuga fue contundente en su testimonio brindado desde el exilio a la 

Comisión de la Verdad: «Todos los que han denunciado están desaparecidos»363. Así, 

resumió la violencia experimentada por su familia como consecuencia de la pertenencia a la 

Unión Patriótica y de las denuncias que fueron haciendo ante cada asesinato, desaparición o 

desplazamiento forzados. Los Úsuga Higuita ha sido una familia militante de la UP en la 

región de Urabá que se ha enfrentado a la violencia contra este movimiento cuyo principal 

sustento estuvo en la estigmatización política y en la respuesta al fortalecimiento político por 

parte de este partido en esa región durante la década de los años 90. Las primeras muestras 

de esa violencia en su contra vinieron en el año 1995, cuando el 16 de agosto en la vereda 

Tierras Altas del municipio de Apartadó, Antioquia hombres del Ejército Nacional 

pertenecientes al Comando de Fuerzas Especiales No.1364 arremetieron contra las personas 

que se encontraban en la casa de Dioselina Higuita y Luis Fernando Úsuga Rivera, la misma 

Adriana narró estos hechos a la Comisión de la siguiente manera:  

 
362 Entrevista 001-VI -00027. Víctima, mujer, juez exiliada. 
363 Entrevista 0001-VI -00015. Víctima, mujer, exiliada.  
364 OMCT. Colombia: Plan de exterminio contra familia Úsuga, graves amenazas contra Álvaro Guisao. 25 de 

abril de 2005. 
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«Tropas del Ejército y paramilitares llegan a la casa de mis abuelos antes de la media 

noche. Lo que cuentan mis tíos que se encontraban en otra vereda jugando fútbol, es que 

cuando ellos llegan al patio de la casa, hay como una redada por parte de un grupo armado 

donde les dicen a ellos que se tiren al piso, y entre ellos iban dos tíos que eran los hermanos 

de mi mamá: Rubén Úsuga, él alcanza a llegar a la casa, lo detienen dentro de la casa de él; 

Wilson, intentan detenerlo en el patio de la casa de mi abuela y él logra escaparse; y hay un 

primo menor de edad que él si no logra escapar, a él lo retienen y lo encierran en la habitación 

con mi abuela. El otro tío que se encontraba ahí era Orlando, hermano también de mi mamá. 

Todos ellos hacían parte de la Unión Patriótica. O sea, en esa zona la mayoría era gente muy 

organizada, todos como en pro del bien de todos. Mi tío lo tienen en la sala, lo que cuenta mi 

abuela, él intenta escapar y le disparan. Él queda entre la casa de mi abuela y la casa de mi 

tío Rubén que era muy muy cerca. O sea, los dividía un patio, como una media quebradita, 

un riachuelito pequeñito, y ya estaba la casa de mi tío Rubén. Allí el cuerpo de él lo dejan 

hasta el otro día. A mi abuela, pues, la encierran con el nieto de ella, y al otro día entonces le 

dicen a Rubén que tiene que ir hasta la inspección de policía de Río Grande que queda a la 

salida ya de todas esas veredas en la zona bananera, llegando a Apartadó, a que el inspector 

de policía venga a hacer el levantamiento. El cuerpo lo intentan sacar de la zona, pero el 

helicóptero no alcanza a aterrizar, no hay como el espacio, entonces ellos ya le piden a la 

familia que alguien tiene que ir por el inspector y que ellos tienen que firmar un acta de buen 

comportamiento de que no van a sacar el cuerpo de la zona, ni van a denunciar, entonces él 

es presentado como un guerrillero dado de baja en combate»365. 

La estigmatización contra la familia Úsuga y las comunidades que habitaban esta región 

de Urabá como pertenecientes o colaboradores de la guerrilla de las FARC se acrecentaba 

por su pertenencia política a la UP, lo que en su vida cotidiana representaba la continuidad 

de la persecución por parte de la fuerza pública y los grupos paramilitares que se fortalecían 

en la región. Rubén Úsuga fue amenazado por militares tras el asesinato de su hermano, lo 

que llevó a la familia Úsuga Higuita y Guisao Úsuga, conformada por Rosalba Úsuga, 

Ananías Guisao y sus hijos a desplazarse forzadamente ese mismo año:  

 
365 Entrevista 0001-VI -00015. Víctima, mujer, exiliada Ginebra, Suiza. 
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«Rubén en San José de Apartadó se encuentra con las mismas tropas y hay 2 sargentos 

que estuvieron esa noche ahí, él incluso denuncia esos hechos años después, […] donde le 

dicen que él tiene que abandonar la zona si no quiere que le pase lo mismo que a su hermano. 

Entonces a raíz de todos esos hechos, se desplaza pues mi abuela, la familia de Rubén, 

nosotros, la familia Guisao Úsuga que vivían en Arenas Altas»366.  

Dos años más tarde, entre el 24 y 27 de noviembre de 1997 en medio de la masacre del 

corregimiento de La Balsita, en el municipio de Dabeiba fueron asesinados Ananías Guisao 

Selada, esposo Rosalba Úsuga Higuita. En esta masacre serían ultimadas otras 16 personas y 

4 más terminarían desaparecidas, entre las que están la propia Rosalba y su hijo Joaquín 

Emilio Guisao Úsuga367, tres hijos más de este matrimonio serían rescatados por la Cruz Roja 

Internacional en el departamento de Córdoba en inmediaciones de una finca de Carlos 

Castaño. En 1998 también fue desaparecido en Santa Marta, a donde se había desplazado, 

Luis Fernando Úsuga Higuita padre de Rosalba. Estos hechos provocaron el desplazamiento 

forzado hacia la ciudad de Medellín de la casi totalidad de la familia. 

  

 
366 Ibid. 
367 Semanario Voz. Exterminan Familia Úsuga. 13 al 19 de septiembre de 2000. En Entrevista 0001-VI -00015 

Otros documentos. 
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Imagen No. 10: Cartel de denuncia del Movimiento de Víctimas de Crímenes de Estado 

(Movice) sobre Rosalba Úsuga Higuita 

 

 

 

La búsqueda de estos familiares y de justicia en los casos de los homicidios también fue 

asumida como una tarea familiar, Ángel Quintero Mesa se integró a la Asociación de 

Familiares Detenidos Desaparecidos (Asfaddes) y lideró la búsqueda de justicia, sin 

embargo, ese propio ejercicio considera Adriana Quintero, su hija, fue la motivación para la 

continuidad del arrasamiento de su familia: 

«Mi papá termina prácticamente al frente de todo el caso del resto de la familia, y él queda 

como en la búsqueda del resto de familiares, en la denuncia. Él anima a Rubén también para 

que declare ante la Fiscalía, y a Rubén lo desaparecen el 25 de agosto del 2000 en la ciudad 

de Medellín. Rubén estaba con Wilson, que era el menor de los hermanos, y con un sobrino. 

Ese sobrino, Arbey Pozo Úsuga, sobrino de Rubén, es hermano del chico que estuvo cuando 

asesinan a Orlando, el que encierran con la abuela. Se llama Davinson Pozo Úsuga, él termina 
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siendo desaparecido en el 2000 con Rubén y con Wilson Arbey, era menor de edad también 

al momento de que lo desaparecen. Arbey tenía 17. Wilson, 25. Mi tío Rubén tenía 40, más 

o menos»368. 

La búsqueda de estos nuevos familiares desaparecidos también fue asumida por Ángel 

quien indagó con los testigos de los hechos en que desaparecieron sus dos cuñados y su 

sobrino y declaró varias veces ante la Fiscalía en el proceso. Este papel de buscador ya le 

había valido para ser víctima de un atentado en su contra en 1997 y para recibir varias 

amenazas, de hecho, Ángel tuvo un estudio de seguridad cuyo resultado le sugería abandonar 

el país para proteger su vida, pero su decisión de hacerlo solo en compañía de sus familiares 

retrasó el exilio y terminó siendo víctima también de la desaparición forzada.  

«A mis tíos los desaparecen el 25 de agosto, y mi papá va el 6 de octubre a declarar dentro 

de ese proceso. Mi papá tenía acompañamiento de Brigadas Internacionales de Paz, igual, 

pues, a algunas personas de ASFADDES. Ese día en la tarde, Brigadas tenía una reunión 

interna y ellos no tenían, o sea, no había gente disponible para hacer acompañamiento. Mi 

papá me llama el 4 de octubre, miércoles, me llama desde la oficina. Eran tipo 3 de la tarde 

más o menos cuando él me llama y me dice “Tata - porque así era que él me llamaba - ¿usted 

qué piensa de que nos cambiemos de ciudad o de barrio?”. Yo me acuerdo que yo le contesté 

“¿otra vez?”. Ahí me di cuenta de que estaban pasando cosas que yo no sabía. De hecho, yo 

no vivía en la casa. Yo trabajaba interna en una casa de familia, entonces a veces iba cada 8 

días, o a veces iba cada 15 días, solamente 2 días, sábado y domingo en la noche otra vez que 

me tenía que regresar. Yo lo que le contesto es “pues si no hay de otra”, y me dijo “bueno, el 

sábado hablamos en la casa”, o sea el 7, y yo le dije “listo”. Eso ya hace 19 años y aquí estoy 

esperando.  

» [...] Mi papá sale entonces de la oficina, pues con los compañeros, con Martha, Sosmery, 

Claudia Monsalve, yo no recuerdo si Adriana Dios estaba, Silvia Quintero, y se van por la 

avenida La Playa a tomarse una cerveza, y a eso de las 10 de la noche Claudia dice que ella 

ya tenía que irse para la casa y mi papá se ofrece a llevarla al transporte. Pues lo que él les 

dice a los demás es que lo esperaran que él volvía, y nunca regresó. Hasta ahí se supo de ellos 

 
368 Entrevista 0001-VI -00015. Mujer, víctima, exiliada. 
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dos. Nunca regresó. Al otro día, el 7, salgo y estando en Aranjuez me da como una sensación 

muy rara, además porque ese día habíamos quedado de hablar con mi papá, entonces yo “tan 

raro, ni mi papá llama, ni...”. No teníamos teléfono en la casa, pero en el piso de arriba la 

señora, ella nos pasaba el teléfono cuando eran cosas así de urgencia o algo. Me dio por 

llamar a esa señora para que me pasara a mi mamá, y me dice la señora “mire, su mamá salió 

de la casa con sus hermanos. Ella le dejó dicho que se vaya para donde los Monitos”. Los 

Monitos eran Brigadas, era como la señal que teníamos...»369. 

La Comisión Colombiana de Juristas y la propia familia Úsuga denunciaron que las líneas 

telefónicas de Asfaddes en Medellín se encontraban ilegalmente interceptadas por el Gaula 

Urbano de Medellín y que este grupo de las fuerzas armadas desarrollaban seguimientos a 

los integrantes de esta organización por lo que se presume que fueron partícipes de la 

desaparición de Ángel y Claudia. Para ese momento el comandante del Gaula Medellín era 

el hoy retirado general de la Policía, Mauricio Santoyo Velasco, quien se ha sometido ante 

la JEP con un plan de verdad que promete aportar al esclarecimiento de este caso y otros en 

los que el ex general podría estar comprometido370. 

La desaparición forzada de Ángel Quintero ocurrida el 6 de febrero del año 2000 en 

Medellín suscitó el desplazamiento forzado nuevamente de Adriana Quintero, su mamá y sus 

4 hermanos esta vez hacia Bogotá donde fueron protegidas por Brigadas Internacionales de 

Paz y Asfaddes. Pero la persecución la siguieron experimentando los integrantes de la familia 

Úsuga Guisao que permanecieron en Medellín lo que les obligó posteriormente también a 

desplazarse de manera forzada a Bogotá. 

«Yo regreso después, en el 2005 voy a la casa de la tía Berta, la mamá de Arbey, entonces 

ella se habla con el resto de la familia y van los Guisao, ese día hicimos comida, casi fueron 

todos, digamos, los que quedaban en Medellín. Yo me regreso para Bogotá y al otro día me 

llama uno de ellos, Álvaro, y me dice “prima, nos van a matar”, y yo “¿qué pasó?”. Resulta 

que a él, el 7 de abril, intentan desaparecerlo. Álvaro era el que estaba con mi mamá y con 

mi papá en el 97 en Apartadó cuando le hacen el atentado a mi papá. A ellos les habían 

 
369 Entrevista 0001-VI -00015. Víctima, mujer, exiliada Ginebra, Suiza.  
370 El Espectador. «¿Protege a alguien con su silencio?»: familia de Ángel Quintero a general Santoyo, 8 de 

octubre de 2021. 
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seguido por varios años en Medellín, pero ellos como que trataban ahí de mantenerse de un 

lado a otro, pero siempre tenían como esa, se encontraban con gente y les preguntaban “¿y 

su papá? ¿y su mamá? Yo sé quién es usted”, y era gente incluso de Urabá, los conocían a 

ellos. A él lo intentan desaparecer ese 7. Él pone el denuncio y la cosa queda así. Al día 

siguiente, cuando él va llegando a la casa, un menor de edad le entrega un sobre. El sobre es 

de una funeraria de Medellín, y ahí estaba el escrito de que tenían a toda la familia ubicada, 

y que nos iba a pasar lo mismo que a los tíos, haciendo referencia de los que habían 

desaparecido en agosto, entonces ya ellos tienen que salir también de Medellín. Entre el 7 y 

el 8 de abril llegan ellos también a Bogotá»371. 

La persecución que se extendió contra las familias Úsuga Higuita y Guisao Úsuga llevó a 

que, en el 2005, 18 integrantes de las familias se vieran obligadas a salir al exilio. Luego en 

2007 con la persecución que experimentaron quienes permanecieron en Colombia, el Comité 

Internacional de la Cruz Roja asistió la salida de otros 20 integrantes de las familias. Para 

2007 ya eran 38 los familiares exiliados en Europa. Adriana es contundente con la conclusión 

del por qué la familia entera salió del país: «la verdad es que nosotros no teníamos otra 

opción. O era el exilio, o una tumba. Difícil, porque esto es como estar muerto en vida»372. 

7. Destruir al grupo Unión Patriótica como objetivo 

El proceso violento del que fue objeto la UP llevó a la destrucción de este movimiento 

político. Su militancia, sus dirigentes y sus simpatizantes experimentaron una violencia 

sistemática y generalizada que persiguió su eliminación y desactivación política, lo que 

necesariamente significaba debilitar a la UP al impedir que sus integrantes pudieran seguir 

haciendo política en sus entornos sociales. La violencia contra la UP marcó la aniquilación 

del movimiento político y la pérdida de miles de sus integrantes, en palabras de Consuelo 

Arbeláez, militante de la UP y viuda del diputado Gabriel Jaime Santamaría, asesinado en 

Medellín, esa violencia acabó con todos sus compañeros de militancia: 

 
371 Entrevista 0001-VI -00015. Mujer, víctima, exiliada. 
372 Ibid. 
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«Yo soy una sobreviviente inocente porque por todas las cosas que viví... porque es que 

no solo me matan a todos los compañeros y amigos con los que yo militaba, pues, con los 

que luchaba desde la Juco y eso me parece que ser sobreviviente así eso es como como una 

tortura, yo perdí todos los afectos ¿cierto? Mejor dicho, me quedé sola, fui quedando sola 

realmente. Entonces yo todos esos compañeros los tengo como un tatuaje en lo más hondo 

de mi ser»373. 

La profundidad de este testimonio permite comprender la dimensión de una violencia que 

fue sistemática y extendida contra todas las personas integrantes de la UP, por lo menos 9.500 

hechos violentos se cometieron contra militantes y simpatizantes del movimiento político. 

Estos hechos les costaron la vida a 5.733 personas, 5.195 de ellas con un vínculo directo con 

la Unión Patriótica, mientras otras miles de personas fueron víctimas de violencias no letales 

que alteraron sus vidas y en muchos casos les impidió continuar con su militancia política, 

como el caso de los 2.217 militantes que se vieron obligados a desplazarse forzosamente. 

Estas cifras ponen en evidencia el propósito de exterminio físico de la UP, si bien no se 

ha podido establecer cuántas personas militaban o integraban el partido político, un listado 

elaborado por el Ejército Nacional en su ejercicio de inteligencia establece que para agosto 

de 1994 por lo menos unas 2.640 personas hacían parte de la UP374, lo que permite acercarse 

a una posible dimensión del exterminio y destrucción del movimiento político que vio morir 

o desaparecer de manera forzada a más de cinco mil de sus militantes. 

La magnitud de estas cifras y la vivencia de las propias víctimas permiten establecer con 

certeza que tras la violencia contra la UP había una clara intención por destruir el grupo 

político y expulsarlo del escenario de participación política a nivel nacional, en palabras de 

René Cabrales, sobreviviente a un intento de asesinato en Montería, Córdoba hoy en el exilio: 

«La percepción era esa... era destruir todo lo que había organizado, la organización tanto 

política como sindical en el departamento y de los campesinos, porque también el sector 

campesino y el sector indígena también sufrió de todos estos atentados, tuvieron muchas 

 
373 Entrevista 660-VI -00013. Mujer, víctima, exiliada. 
374 Ejército Nacional, Listado integrantes UP, 11 de agosto de 1994. 
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víctimas. Y el objetivo era, en el caso de nosotros, destruir a la organización Unión Patriótica, 

tenía que desaparecer»375.  

En algunas poblaciones del país este propósito fue conseguido, llevando a la UP a la 

mínima expresión o a su aniquilación, al rememorar su paso por el Concejo municipal, el ex 

alcalde de Chigorodó por la UP Carlos Andrés Pérez, recordó ante la Comisión: «Si me voy 

atrás, en la foto del concejo de Chigorodó, 5 muertos y el único vivo, yo pero en el exilio»376. 

Este testimonio da cuenta de la intencionalidad de esa violencia, que también se replicó en 

lugares como Riosucio, Chocó como lo evidencia el relato de Ayenlo Castro, exconcejal y 

ex alcalde de este municipio chocoano: 

«El que olía a UP tuvo que huir o morir, eso fue no hubo más sí. Y en la alcaldía incluso 

en la última que fue la ejerció, fue donde mataron a Benjamín, mataron mucho cuando hubo 

la incursión paramilitar incluso el alcalde tuvo que huir, eso fue un desastre grandísimo que 

en últimas la aseadora la que hacía los tintos la que barría quedó como alcaldesa encargada 

porque no había quien, todo el mundo tuvo que huir sí., todo mundo desapareció. El que 

logró huir huyó y el que no lo mataron […] yo le doy gracias a dios tener vida ante toda la 

catástrofe que se vino, como murieron mis amigos, muchos que nunca más volví a ver ni 

saber ni siquiera donde quedaron, enterrados o tirados al río Atrato, no tengo ¿qué te 

dijera?»377. 

La CIDH al presentar el caso del asesinato del candidato presidencial Bernardo Jaramillo 

Ossa recordó que el despacho del Fiscal Octavo Especializado de Bogotá calificó este 

homicidio como crimen de lesa humanidad dado que el su asesinato «se ejecutó al interior de 

un plan sistemático y generalizado, orientado a exterminar a un grupo político plenamente 

identificado, integrante de la población civil»378. Para la militancia sobreviviente de la UP 

esto concuerda con la forma en que han caracterizado la violencia en contra de su 

movimiento, para los sobrevivientes lo que ocurrió ha sido un genocidio político, en sus 

propias palabras: 

 
375 Entrevista 001-VI -00011. Hombre, víctima, dirigente sindical, exiliado. 
376 Entrevista 156-VI -00001. Hombre, víctima, exalcalde UP. 
377 Entrevista 660-VI -00010. Hombre, víctima, exconcejal y exalcalde UP. 
378 CIDH. Informe de Fondo, 92. 
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«Para mí esto fue genocidio porque fue sistemático, porque mataron dos candidatos 

presidenciales, mataron todos nuestros senadores, mataron a todos los representantes a la 

Cámara, mataron a la mayoría de los alcaldes y centenares de concejales… [llanto] y porque 

mataron a miles de inocentes, de campesinos que no tenían que ver en nada simplemente 

porque habían votado. Era castigarles el voto por la Unión Patriótica. Para mí es un genocidio 

que tendrá que aclararse y que el mundo habrá de saber algún día con claridad y tendremos 

que pedirle perdón a toda esa gente en Colombia que padeció y que murieron por apostarle a 

un proyecto de paz y de reconciliación»379.  

7.1. Pertenecer a la UP como razón de la victimización 

El conjunto de la violencia cometida contra integrantes de la UP tiene una relación directa 

con la propia pertenencia de las víctimas a este movimiento. La amplitud y extensión de la 

violencia y en particular de los asesinatos y desapariciones forzadas de los integrantes de la 

UP muestra que no se trata de una dinámica de casos aislados o esporádicos, sino que el 

modus operandi, las amenazas, la reiteración de la persecución a quien asumía cargos muestra 

la propia motivación de las violaciones cometidas. Las palabras de Aida Avella, actual 

presidenta de la UP, también señalan la relación entre pertenencia al movimiento político y 

la victimización en su contra: «¿por qué nos matan a nosotros? nos matan porque tenemos 

los 10 puntos que sacamos de la Unión Patriótica»380. Es decir, por desarrollar la Plataforma 

política del movimiento, por compartir una identidad política. 

Al respecto coinciden Guillermo Torres, conocido en la guerra como Julián Conrado, 

quien integró la UP como uno de los insurgentes que impulsó la formación del grupo político 

como posibilidad de integración de las FARC a la vida civil, y el comandante paramilitar 

Hebert Veloza, conocido como HH quién es responsable de varios de los crímenes contra 

militantes de la UP, especialmente en la zona de Urabá. En testimonio brindado ante la 

Comisión de la Verdad, Guillermo Torres, hoy alcalde del municipio de Turbaco enfatizó en 

ese sentido el carácter de militantes políticos de las víctimas:  

 
379 Entrevista 001-VI -00046. Hombre, Víctima, Exiliado. 
380 Entrevista 660-VI -00008. Mujer, víctima, dirigente política. 
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«La UP la acabaron a sangre y fuego, esa es la conclusión de la UP, pero de la UP ninguno 

estaba armado, ninguno, a todos los mataron desarmados. A todos los que mataron de la UP 

los mataron desarmados, incluso a muchos los mataron en su oficina, saliendo de su oficina 

(senadores, alcaldes, concejales), […] me acuerdo de mucha gente que estuvo conmigo, de 

Jaime Pardo; de Antequera, de un humor bellísimo; de Teófilo Forero; de Miller Chacón; de 

Manuel Cepeda; de toda esta gente. Quiero acordarme de alguien de Montería que hizo 

escuela regional conmigo, de la JUCO [Antonio Sotelo], pero él no se fue para la guerrilla, 

él era de la JUCO, pero acompañaba a Teófilo Forero. Teófilo Forero no era guerrillero; 

Manuel Cepeda no era guerrillero…»381. 

Por su parte, el comandante paramilitar Hebert Veloza reconoció el 9 de junio de 2008 en 

versión libre ante el Despacho 17 de la Unidad de Justicia y Paz de la Fiscalía General de la 

Nación en Medellín, haber ordenado el asesinato de Luis Eduardo Cubides Vanegas, 

militante de la UP. Sobre las razones de este sostuvo:  

 

Algo que es difícil y que ha sido difícil reconocerlo o negado (sic) por nosotros, de que el hecho 

de pertenecer a la UP era solo un motivo para darle muerte a una persona y hay que reconocerlo 

que [...] la UP fue creada, por quién, por las FARC, [...] fue el resultado de unos acuerdos previos 

con un gobierno donde resultó un proyecto político, donde resultó la UP [...] y fueron muertos por 

eso, por pertenecer a la UP [...]382. 

  

En la audiencia pública del Caso militantes de la Unión Patriótica vs Colombia, celebrada 

el 9 de febrero de 2021 por la Corte IDH, la Comisión IDH al comentar y pedir la negación 

de la solicitud del Estado colombiano de excluir a más de dos mil víctimas del listado de 

víctimas de la UP presentadas ante este tribunal por no haber podido precisar su 

identificación y pertenencia al partido, dejó en claro la relación entre militancia política y 

violencia al sostener entre otros argumentos que:  

 

 
381 Entrevista 276-PR-03520. Hombre, exguerrillero, político, alcalde. 
382 Citado en CIDH. Informe de Fondo, 112.  
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Sobre la excepción de falta de competencia temporal de la Corte para establecer como víctima 

según lo señaló a la Unión Patriótica en tanto es un partido político, la Comisión desea dejar muy 

claro que en su Informe de Fondo no estableció violación de ningún derecho en perjuicio de una 

persona jurídica sino que concluyó que el Estado violó los derechos políticos, libertad de 

pensamiento, expresión, libertad de asociación e igualdad en virtud de que el móvil de las graves 

violaciones a derechos humanos del exterminio de la persecución contra las víctimas fue la 

pertenencia al partido político383. 

7.2. Impedir el ejercicio político 

Romper la organización fue el propósito detrás de todo asesinato, desaparición forzada, 

desplazamiento, exilio o detención ilegal de cualquier integrante de la UP, pues impedir que 

los tejidos internos del movimiento se mantuvieran garantizaba la desaparición de este. El 

asesinato de militantes siempre representó un daño colectivo pues desestructuró nodos 

organizativos y promovió el terror entre sus compañeros, cada caso de violación de los 

derechos humanos en contra de un militante trascendía a su entorno cercano en el movimiento 

llegando a desestabilizar la organización y las comunidades en las que incidía.  

En dicho propósito se desarrolló un patrón de violencia contra la dirigencia nacional del 

movimiento que repercutió en la imposibilidad de su consolidación organizativa, dos 

presidentes del movimiento fueron asesinados cuando también eran candidatos a la 

presidencia de la República, mientras otra más tuvo que dejar el país al sobrevivir a un ataque 

con armas antitanques, Jaime Pardo Leal, Bernardo Jaramillo y Aida Avella fueron blanco 

de la misma violencia homicida y sólo esta última logró sobrevivir. La violencia contra su 

dirección nacional cobró la vida de líderes como Teófilo Forero, José Antequera, Miller 

Chacón y Manuel Cepeda Vargas evidenciando una dinámica sistemática y generalizada de 

alto impacto para la estabilidad política del movimiento. 

Varios dirigentes nacionales como el caso de la misma Aida Avella, Jaime Corena quien 

era vicepresidente de la UP o Hernán Motta, último senador de la UP, salvaron sus vidas 

saliendo al exilio ante la inminencia de ser asesinados. Estas salidas forzadas si bien 

 
383 Corte IDH. Audiencia Pública. Caso Integrantes y Militantes de la Unión Patriótica Vs. Colombia. 9 de 

febrero de 2021. 
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permitieron que los líderes políticos preservaran sus vidas fueron golpes contundentes contra 

la articulación y funcionamiento de la UP como organización nacional y como representación 

política de intereses sociales del mismo orden. 

 

Imagen No. 11: Imagen de la campaña de Hernán Motta al Senado 

 

 

Fuente: Centro de Memoria, Paz y Reconciliación. Unión Patriótica imágenes de un sueño. 

CPDH. 2015384. 

 

El patrón de asesinato y persecución letal hacia los liderazgos políticos de la UP se 

extendió a todas las regiones donde el movimiento alcanzó un grado considerable de 

 
384 Centro de Memoria, Paz y Reconciliación. Unión Patriótica imágenes de un sueño. CPDH. 2015, 62. 
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representatividad política. Como se ha presentado las regiones más afectadas fueron Urabá, 

Magdalena Medio, Ariari-Guayabero, Nordeste Antioqueño, y Bogotá, pero la dinámica 

estuvo presente en casi todos los departamentos. Direcciones regionales fueron 

sistemáticamente atacadas con el asesinato o desaparición forzada de sus dirigentes, entre 

muchos otros, se puede señalar el asesinato de Gustavo Walberto Guerra Doria, Coordinador 

departamental de la UP en Córdoba, ultimado el 3 de agosto de 1989, luego de reemplazar 

en el cargo al también asesinado, Alfredo Cuajavante Acevedo. 

La Unión Patriótica tenía claro el patrón de violencia y exterminio que se adelantaba en 

su contra para impedir su ejercicio político. El 13 de octubre de 1990, en el «Diario 

Vallenato» en una comunicación al gobernador del departamento del Cesar el movimiento 

político denunció: «se ha venido adelantando una persecución tendiente a eliminar 

físicamente los más destacados dirigentes de la UP entre ellos el diputado, compañero Alexis 

Hinestroza»385. El 16 de noviembre de 1998, Hinestroza junto a Diosnel Santiago (dirigente 

sindical), Eduber Ardila Lemus, Wilson Ardila Lemus, Edilberto Higuita Bautista, Luis 

Antonio Sánchez Navarro y Misael Brahan Peña fueron asesinados en el corregimiento 

Estados Unidos, del municipio de Becerril. 

La naturaleza y razón de ser de un grupo político evidentemente es hacer política, intentar 

representar los intereses de un sector de la población, participar de los debates de interés y 

temas públicos, y competir por el control del poder en un país. A la UP esto le fue impedido 

por el desarrollo de la violencia sistemática y generalizada en su contra, Oscar Dueñas 

presidente de la UP, en su testimonio dado a la Comisión de la Verdad, retrató cómo ese 

ejercicio político no fue posible: 

«Yo ya llevaba muchos años de persecución, entonces... no digo que lo veía como algo 

natural, sino que ya tenía experiencia en eso, y mi forma de vivir era muy espartana, de 

manera que yo no salía de noche, yo no tomaba, no ofrecía situaciones que fueran 

aprovechadas para cualquier atentado; y cuando se tenía conocimiento de que ya había habido 

el estudio de campo para cualquier ataque pues yo salía del país, pero regresaba. Era muy 

lamentable que nosotros como dirección nos reuníamos generalmente o en la sede de la UP 

 
385 CIDH. Informe de Fondo, 123. 
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o en el Concejo de Bogotá, que nosotros no pudiéramos profundizar sobre los temas de la 

ideología propia del partido, o sobre la plataforma, o sobre lo que deberíamos proyectar a 

nivel nacional, porque, aunque tratáramos inicialmente alguno de esos aspectos, surgía de 

inmediato el conocimiento de que habían matado a alguno. O si se reunía la Dirección 

Nacional Ampliada, cuando nos volvíamos a reunir, era factible que hubieran matado a 

alguien que había estado en la reunión anterior»386. 

Estas dinámicas del nivel nacional se replicaban constantemente en el plano regional 

haciendo de ese impedimento y de la progresiva destrucción de la naturaleza del grupo 

político una realidad palpable en las regiones y departamentos del país. En palabras de un 

dirigente regional de la UP: 

«Desde todos los municipios del departamento, la dirección departamental de la UP 

recibía informes de obstrucción de su actividad política lo mismo que casos de persecución 

y detenciones arbitrarias de los activistas de la campaña en curso, lo cual amarró y desgastó 

a la dirección en una permanente labor de denuncia, en desmedro de la propuesta actualizada 

y la iniciativa innovadora»387. 

Un movimiento político que no puede desarrollar su actividad política es forzado a su 

desaparición, su militancia y dirigencia al ser perseguida, desplazada, exiliada o asesinada 

no pueden garantizar la estabilidad y consolidación del grupo y el mismo termina siendo 

destruido. Un partido político que no concurre a elecciones como medida para proteger a sus 

candidatos y líderes, como hizo la UP en las elecciones regionales de 1990 y de 1997, y al 

que le es negada por el Estado su participación a cualquier disputa electoral desde 2002, es 

una agrupación política a la que su propia existencia como colectivo le es negada. 

7.3. Los planes de exterminio  

 Desde un momento muy temprano en la vida de la UP la violencia en su contra empezó 

a cobrar sistematicidad y masividad, frente a esto la organización denunció la existencia de 

al menos cinco planes de exterminio en su contra en diferentes momentos de su historia 

 
386 Entrevista 001-VI -00042. Hombre, víctima, expresidente UP. 
387 Entrevista 234-PR-00001. Hombre, víctima, líder político. 



 
 

265 
 

 

orientados a eliminar a su dirigencia y su militancia, algunos de ellos a escala regional y otros 

a escala nacional. De acuerdo con las denuncias adelantadas públicamente estos planes 

fueron diseñados e implementados por un entramado entre sectores de las Fuerzas Militares, 

organizaciones paramilitares, sectores políticos y económicos. En los informes y testimonios 

recibidos por la Comisión, las víctimas y sobrevivientes han reafirmado la existencia de 

dichos planes como fases del genocidio político en su contra. Dos de estos planes tuvieron 

de acuerdo con las víctimas una escala nacional: el «Plan Baile Rojo» (1986) y el «Plan 

Golpe de Gracia» (1992) y dos de escalas regionales: el «Plan Esmeralda» (1988) y «Plan 

Retorno» (1993)388. Estos planes fueron denunciados por la UP públicamente o ante las 

autoridades para que se investigaran en función de informaciones recabadas por el partido. 

En 1986 una militante de la UP, quien era personera municipal, asistió a una reunión social 

donde políticos, empresarios y militares habrían anunciado la puesta en marcha de acciones 

para frenar el ascenso de la UP y defender los intereses de la patria.  

 «Unos personeros conservadores me invitaron a un cóctel que había en la noche en un 

centro de convenciones en las afueras de la ciudad. Es Cúcuta o Bucaramanga, pero no 

recuerdo exactamente. Yo llegó allí, era un sitio supremamente elegante, y estaban sirviendo 

caviar, champaña, y allí veo gente de Acdegam [Asociación Campesina de Ganaderos y 

Agricultores del Magdalena Medio] que me conocían, y había mucha gente. Yo pienso que 

había más de 600 personas. Y quien tomó la palabra […] empezó a, bueno, agradeciendo a 

quienes habían aceptado de asistir, y dijo que el momento era histórico y que a partir de esa 

noche la situación del país entero iba a cambiar porque ahí se estaba pidiendo a todos de unir 

fuerzas y unir bolsillos para frenar el avance de la izquierda colombiana. Que la UP no podía 

seguir adelante y que ya habían visto los resultados y que, por lo tanto, ellos ya se estaban 

organizado con ayuda de la segunda división del Ejército que estaba situada en Bucaramanga, 

la sede era en Bucaramanga, y era dirigida por Faruk Yanine Díaz. […] dijo allí que ellos ya 

se estaban organizado. Acdegam iba a participar con una buena suma de dinero para 

organizar grupos de defensa de los intereses nacionales, es decir, los del Partido Liberal y los 

 
388 Informe 066-CI-00899. Centro Nacional de Memoria Histórica y Corporación para la Defensa y Promoción 

de los Derechos Humanos Reiniciar. Reconstrucción de la memoria histórica del caso de la Unión Patriótica. 

2018, 40. 
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del Partido Conservador, para evitar que la izquierda se apropiara de ellos. […] A mí me dio 

tal susto y no sabría cómo llamarlo, que me dieron unas náuseas que me tuve que ir corriendo 

al baño, y en el susto y en las carreras no me di cuenta que entré al baño de hombres. Y lo 

peor es constatar que allí estaba como asistente a ese mismo evento uno de los procuradores 

departamentales de Antioquia»389. 

 Tras la primera participación electoral de la UP que la posicionó como la tercera fuerza 

política en el país, se activó, de acuerdo con las denuncias de la organización, el plan Baile 

Rojo cuyo objetivo fue la eliminación de la dirigencia y de los y las militantes electos en 

cargos de elección popular en el congreso, asambleas departamentales, concejos y alcaldías. 

Braulio Herrera congresista de la UP e integrante de FARC denunció en una intervención el 

3 de septiembre de 1986 esta amenaza: 

 «Queremos informarles que tenemos conocimientos muy serios, de un plan en marcha 

que se llama plan exterminio, plan en donde están comprometidos personajes muy 

importantes de este país, interesados en desestabilizar la vida política nacional, interesados 

en ver en Colombia un régimen de carácter fachista, ese plan exterminio tiene dos objetivos: 

uno, agredir todos los frentes guerrilleros de las FARC en tregua, para llevar a la ruptura de 

la tregua, ese plan fue elaborado antes de la posesión del Gobierno de Virgilio Barco, el 

propósito era generar al Gobierno Barco una situación de hecho, una situación de guerra, 

llevando a la ruptura del proceso de paz, pero además, la otra parte terrible de este plan, es el 

llamado Baile Rojo, el término baile en el lenguaje de la inteligencia militar, significa 

matar»390. 

En el marco de dicho plan habrían sido asesinados y/o desaparecidos Leonardo Posada 

Pedraza, Representante a la Cámara por el departamento de Santander, asesinado en 

Barrancabermeja el 30 de agosto de 1986. Pedro Nel Jiménez Obando, senador por el 

departamento del Meta, asesinado en Villavicencio, el 30 de septiembre de 1986. Octavio 

Vargas Cuéllar, representante por el Meta y Territorios Nacionales asesinado en San José del 

Guaviare el 14 de diciembre de 1986. Pedro Luis Valencia Giraldo, senador por Antioquia, 

asesinado en Medellín el 14 de agosto de 1987. También fueron asesinados sus dos únicos 

 
389 Entrevista 001-VI -00016. Víctima, mujer, exiliada. 
390 Citado en Ortiz Sánchez, Nicolás Andrés. La palabra desarmada. 2020, 16. 
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candidatos presidenciales; Jaime Pardo Leal el 11 de octubre de 1987 y Bernardo Jaramillo 

Ossa el 12 de marzo de 1990, además de múltiples concejales, diputados y alcaldes y 

liderazgos locales y regionales. 

Estos asesinatos de altos cargos y representantes en el tiempo de éxito electoral de la UP 

en los comicios de 1986 y 1988, muestran una correlación entre la violencia y los procesos 

de participación democrática de la UP, eje central del genocidio en su contra. En medio de 

esta situación que ya había sido denunciada como un plan de exterminio, la UP experimentó 

el nivel más intenso de violencia letal en 1988, con más de 600 víctimas mortales. 

En medio de esta dinámica de exterminio nacional, la UP denunció la existencia a nivel 

regional del Plan Esmeralda entre 1988 y 1990 en los departamentos del Meta, Caquetá y 

Guaviare, región donde la UP tuvo especial acogida y su éxito electoral fue notable. Así se 

habría pretendido eliminar la influencia y presencia de la UP y el Partido Comunista 

Colombiano de la región con mayor intensidad en municipios como Vista Hermosa, El 

Castillo, Granada, Cubarral, El Dorado, Mesetas, La Uribe, Fuente de Oro, Puerto Lleras, 

Puerto Rico, Lejanías, San Juan de Arama, La Macarena, San Martín Villavicencio, Puerto 

López y Puerto Gaitán en el departamento del Meta; y San José del Guaviare, Calamar y 

Miraflores en el departamento del Guaviare391. Esta región tiene una trayectoria política 

particular con influencia histórica del Partido Comunista Colombiano y de las FARC. El 

ataque a la UP en esta región responde también a la estigmatización de territorios enteros 

como fortines comunistas o las «repúblicas independientes» en otra época. 

En 1992 otro plan se habría puesto en marcha contra la UP tras haber afrontado un primer 

y agudo ciclo de violencia que ya había conseguido parcialmente eliminarla y reducir su 

presencia nacional y local. El plan Golpe de Gracia habría sido desplegado entre 1992 y 1998 

con el objetivo de eliminar la dirigencia de la UP y los últimos cargos de elección popular 

que conservaban. En el año 1993 llegó a la dirigencia de la UP una información sobre la 

existencia de dicho plan, que comprometería a la cúpula militar y ponía en riesgo a la 

dirigencia de la organización. El Golpe de Gracia hacía referencia al golpe final para la 

 
391 Informe 066-CI-00899. Centro Nacional de Memoria Histórica y Corporación para la Defensa y Promoción 

de los Derechos Humanos Reiniciar. Reconstrucción de la memoria histórica del caso de la Unión Patriótica. 

2018, 46. 
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eliminación y expulsión definitiva de la Unión Patriótica y sus últimos espacios de 

representación y poder adquiridos.  

«Ese año recibimos el anónimo del golpe de gracia y son las cosas que han pasado por las 

manos de uno. Y tal vez en un momento de muchísima angustia, de mucho estrés que 

manejábamos, porque todos los días enterramos gente, absolutamente todos los días. 

Entonces no había cómo pensar pero tampoco teníamos las fotocopias como ahora, en la 

esquina, a la mitad la esquina, etcétera. Ese documento que pasó por mis manos había 

cobrado una validez ¡enorme! en estos momentos porque fue alguien que estuvo en la reunión 

donde estaban planificando el golpe de gracia. Ahí venía la cúpula militar de ese momento y 

nos hacían una advertencia. “Por favor este golpe de gracia va dirigido contra los dirigentes 

a nivel nacional y regional, no se dejen matar”. Y nos hacían una observación, “lo único que 

les pido es que no lo den a conocer recientemente porque se sabrían quién les dijo”. Es decir, 

que era alguien que había estado en la reunión donde se reunía la cúpula militar para saber 

dos cosas: si nos seguían matando o si nos iniciaban procesos judiciales amañados. Ganó la 

primera, por eso nos advertían: no se dejen matar»392. 

 Tras recibir la información de dicho plan, la UP adelantó múltiples denuncias frente al 

Gobierno de César Gaviria (1990-1994), en escenarios internacionales como la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos y en espacios de representación política como el 

Congreso de la República. El Gobierno desestimó la existencia misma del plan, tal y como 

como lo reconstruyeron los familiares del senador Manuel Cepeda Vargas, asesinado en 

1994. En un peritaje sobre el impacto psicosocial presentado ante la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos en el caso del asesinato del senador Manuel Cepeda en 2009, el 

expresidente Ernesto Samper que fue entrevistado para tener información sobre el contexto 

de los hechos que se dieron dos días después de iniciar su mandato se dio el asesinato, 

describió la situación que se venía dando en el país como que  

 

 
392 Entrevista 660-VI -00008. Mujer, política, víctima.  
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en ese tiempo se “cobraba”, asesinando a gente de la UP, los atentados que hubieran cometido las 

FARC, en una forma de ajedrez mortífero contra personas indefensas393. 

 

«El Estado y el gobierno desestimaron totalmente esas denuncias, incluso dijeron -

declaraciones públicas- que, de lo que se trataba era de una estrategia preparatoria de las 

elecciones de 1994, así que la UP estaba utilizando esa estrategia de auto victimizarse para 

ganar el favor popular en las elecciones. Ahí está la respuesta: “en dicha reunión, los 

mencionados señores informaron de un supuesto plan para atentar contra la vida de ese 

movimiento y del Partido Comunista Colombiano. Según estas personas, dicho plan tendría 

origen en altos oficiales de las Fuerzas Militares. Sin embargo, las personas arriba 

mencionadas no aportaron pruebas o evidencia sobre el asunto, y tampoco facilitaron 

nombres de los presuntos implicados. 

» Mi padre hizo ante esas circunstancias un debate de control político en la Cámara de 

Representantes, convocó un primer debate a mediados del año 93 e hizo la recapitulación de 

estos hechos que estoy mencionando, pero ese debate no tuvo ningún tipo de repercusión. Y 

ante esa circunstancia, en octubre de 1993, hizo un segundo debate en la plenaria de la 

Cámara, en la que emplazó al alto mando militar, a varios ministros. Y en ese debate acusó 

directamente al general Harold Bedoya Pizarro y al general Rodolfo Herrera Luna, que era 

el comandante de la Novena Brigada del Ejército, que tiene su sede en Huila, pero que abarca 

también el departamento del Caquetá, una brigada que tiene una cobertura de tres 

departamentos, si no estoy mal: Tolima, Huila y Caquetá; de ser ambos, el general Bedoya y 

el general Herrera Luna, los autores del plan o de la Operación Golpe de Gracia, y además, 

trabajar estrechamente con los grupos paramilitares»394. 

Tras denunciar la existencia de dicho plan y no obtener respuestas orientadas a la 

protección del grupo, como un presagio empezaron los asesinatos, atentados, acusaciones 

judiciales y exilios forzosos de los restos de la dirigencia de la UP. Con esta violencia terminó 

la participación de la UP en el Congreso de la República y se redujo al mínimo su presencia 

 
393 Entrevista con expresidente E. Samper, recogida en el Peritaje ante la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos sobre impacto psicosocial del asesinato del senador Manuel Cepeda. Carlos Martín Beristain, médico 

y doctor en psicología. 27 de noviembre de 2009. 
394 Entrevista 001-VI -00066. Hombre, Víctima, Senador. 
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local en concejos, alcaldías y asambleas. Hernán Motta senador de la UP, quien debió irse al 

exilio tras una serie de amenazas y hostigamientos en su contra presuntamente en el marco 

de ese plan, reconstruyó los hechos violentos tras denunciar el plan: 

«Desgraciadamente, ese plan comenzó a cumplirse y, evidentemente, de quienes 

aparecieran en su lista, en ese mismo año de 1993, el 23 de noviembre fue asesinado a plena 

luz del día en la capital de la República José Miller Chacón, secretario nacional de 

Organización del Partido Comunista. Fue asesinado, en ese mismo año del Plan Golpe de 

Gracia, Oliverio Molina, presidente nacional de Sintrainagro, la organización sindical que 

agrupa a los proletarios agrícolas y ganaderos del país. Un hombre muy valioso, muy querido. 

Bueno, Manuel Cepeda Vargas fue asesinado el 9 de agosto de 1994. De quienes aparecen 

en la lista, Malagón, Pedro Malagón, que era un diputado de la Asamblea departamental del 

Meta, apareció en la lista y fue asesinado; Aída Avella fue objeto de un atentado personal en 

la capital de la República, del que, providencialmente resultó ilesa. Y muchos otros 

compañeros y líderes de la Unión Patriótica y del Partido Comunista fueron asesinados. Pero 

además de esto, el otro elemento que tenía que ver con el encartamiento judicial de los líderes 

regionales, 90% de los alcaldes que fueron elegidos, los alcaldes de la Unión Patriótica que 

fueron elegidos el 8 de marzo de 1992, el 90% fueron judicializados y privados de su libertad 

bajo la jurisdicción regional de los testigos secretos de la justicia sin rostro en juicios 

amañados. ¡El 90% de los alcaldes elegidos en juicios amañados! Quienes, finalmente, fueron 

dejados en libertad por falta... por falta de pruebas»395. 

 Días después de su exilio Hernán Motta junto con Aida Abella, concejal de Bogotá para 

ese momento, Beatriz Gómez, Diputada de Antioquia y Carlos A. Pérez, exalcalde de 

Chigorodó, enviaron desde Europa el siguiente mensaje que alerta sobre la fragilidad de la 

democracia colombiana y el genocidio en curso contra la UP: 

  

Colombia vive desde el 26 de octubre hasta mayo de 1998 un intenso debate electoral para la 

elección de gobernadores, diputados, alcaldes, concejales y juntas administradoras locales. En 

marzo de 1998 se elegirá al nuevo parlamento y en mayo se efectuará la primera vuelta para la 

elección presidencial. 

 
395 Entrevista 001-VI -00008. Hombre, víctima, senador exiliado. 
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Este proceso electoral se desarrolla en el marco de un régimen político bipartidista, represivo, 

excluyente y autoritario. Nos encontramos ante unas elecciones totalmente militarizadas. 

Paradójicamente la “garantía” del ejercicio ciudadano de los derechos políticos ha sido entregada 

a los militares al tiempo que el ex comandante general de las FF.AA. ha proclamado sus 

aspiraciones presidenciales. 

  

El terrorismo de Estado y las prácticas clientelistas han colocado a la clase política dirigente, al 

Estado y al actual gobierno de Colombia en el Primer lugar en el mundo por las violaciones a los 

derechos humanos y en el tercero por la corrupción. Aún repercute el proceso contra el presidente 

Ernesto Samper por el financiamiento de su campaña electoral con los dineros de las mafias del 

narcotráfico. 

  

Esta política represiva se ha endurecido con la acción criminal del paramilitarismo en proceso de 

legalización a través de las llamadas Asociaciones de seguridad Convivir, creadas por el gobierno. 

  

Durante décadas el régimen político colombiano ha negado las garantías para la acción política, 

sindical y social de personas, grupos o movimientos no ligados a las elites del bipartidismo liberal-

conservador. 

  

Candidatos presidenciales, congresistas, voceros populares de partidos de izquierda, de grupos 

desmovilizados, de corrientes independientes, regionales, indígenas y cívicas han sido asesinados 

o desaparecidos en medio de la mayor impunidad. Cursa ante la Comisión Interamericana de 

DD.HH. de la OEA la denuncia al Estado colombiano por Genocidio político en el caso del partido 

comunista y la Unión Patriótica. 

  

Actualmente más de un millón de colombianos y colombianas son desplazados forzosos víctimas 

de la violencia política, especialmente paramilitar y oficial. 

  

Centenares de colombianos viven como exiliados políticos ante las amenazas y/o atentados. 

  

Las amenazas y la muerte rondan actualmente a miles de colombianos y colombianas. Por graves 

amenazas contra la vida y las de sus familiares debió salir del país esta semana el senador 
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comunista Hernán Motta. Este cuadro de represión y terrorismo de Estado desmienten las 

afirmaciones oficiales sobre las supuestas “garantías” electorales en Colombia. 

  

Solo una terca voluntad de paz, una obstinada lucha por la democracia y el propósito de construir 

una alternativa popular al bipartidismo ha llevado a diversos sectores políticos, sociales, cívicos, 

culturales y étnicos, ajenos al bipartidismo y al régimen político, a participar con candidatos 

propios en el actual debate electoral colombiano. 

  

Pero esta participación electoral de sectores independientes y opositores no puede interpretarse 

como la existencia de garantías democráticas en Colombia. Mucho menos con la legitimación del 

régimen político. Cada alternativo, independiente u opositor en Colombia es un valiente 

testimonio de rechazo a la violencia política y a la antidemocracia. Es un voto para la paz, la 

democracia y la renovación política del país. 

  

Solicitamos a las organizaciones políticas y sociales, a los grupos parlamentarios, a los artistas, a 

los estudiantes y a los trabajadores y a todos los hombres y mujeres del mundo a expresar su 

protesta frente a esta situación ante el gobierno colombiano. Ante sus consulados y Embajadas. 

Utilizando el fax, la carta, el internet, periódicos y revistas para que se sienta la voz de la 

comunidad internacional rechazando la ausencia de democracia y la violencia política contra el 

pueblo colombiano. 

  

Esos mensajes deben señalar la importancia de una solución política para la paz, mediante el 

diálogo y la negociación. Octubre 29 de 1997396. 

  

Paralelamente, en el Urabá desde 1993 se denunció la existencia según las víctimas de un 

«plan Retorno», que tendría el objetivo de acabar con los gobiernos locales alcanzados por 

la UP y eliminarla de la región. El Urabá se había convertido en un gran bastión de poder 

para este partido político, habían alcanzado varias alcaldías, (para 1992 la UP había 

conseguido 6 alcaldías de 14 posibles en la región). Las votaciones para instancias regionales 

y nacionales eran altas y la acogida social era amplia.  

 
396 Equipo Nizkor. Colombia - Se exilian varios dirigentes colombianos. 25 de octubre de 1997. 
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 En la sentencia contra el excomandante paramilitar del bloque Bananero Hébert Veloza 

García alias `HH´ se confirmó la participación de grupos paramilitares con complicidad de 

la fuerza pública en la violencia contra la UP y el movimiento sindical en el Urabá397 

precisamente en el tiempo en el que presuntamente se habría ejecutado dicho plan. Así 

mismo, el segundo año de mayor victimización contra la UP fue 1996, relacionado en su 

mayoría con la aguda violencia del Urabá.   

En esta región compartida por Antioquia y Chocó, la UP alcanzó las Alcaldías de los 

municipios de Acandí, Apartadó, Chigorodó, Murindó, Mutatá, Riosucio, Turbo y Unguía, 

siendo la fuerza política preponderante de una zona económicamente estratégica. Algunos de 

los alcaldes fueron involucrados en montajes judiciales como en el caso de la masacre de La 

Chinita en Apartadó, cometida por las FARC-EP el 23 de enero de 1994, sobre la cual se les 

adjudicó responsabilidad sin pruebas y fueron sometidos a procesos arbitrarios el alcalde de 

Apartadó, Nelson Campo Núñez, el exalcalde, José Antonio López Bula (candidato a la 

Cámara de Representantes por el departamento de Antioquia) y el alcalde de Chigorodó, 

Carlos Andrés Pérez. Finalmente se comprobó que estas acusaciones no tenían base y se 

justificaron mediante la estigmatización de los miembros de la UP. 

El conjunto de estos planes expresa que las acciones que se dieron de forma sistemática y 

generalizada se denunciaron incluso antes de llevarse a cabo, durante diferentes momentos 

de su historia y su concentración regional. En la siguiente gráfica se presenta las víctimas 

mortales de la UP en relación con los años de inicio de los planes denunciados por las 

víctimas. 

 

 

 

 

 

 

 

 
397 Tribunal Superior de Bogotá. Sala de Justicia y Paz. Sentencia de Hebert Veloza García, alias “HH”. 

Magistrado Ponente: Eduardo Castellanos Roso. 30 de octubre de 2012. 



 
 

274 
 

 

Gráfico No. 21: Histórico de víctimas mortales vs planes de exterminio.  

 

Fuente: Proyecto conjunto JEP-CEV-HRDAG de integración de datos y estimaciones 

estadísticas.  

 

La Comisión de la Verdad en su ejercicio de contrastación solicitó ante el Ministerio de 

Defensa información sobre la existencia de estos planes. Ante los requerimientos de la 

Comisión solicitando información sobre planes u operaciones contra la UP de 1983 a 1998 

como el Plan Esmerada, Plan Retorno, Plan Baile Rojo, Golpe de Gracia; y planes u 

operaciones directamente relacionados con la salvaguarda y garantías de seguridad de los 

miembros de la UP en esos años. Las Fuerzas Militares y sus diferentes componentes 

argumentaron no tener información sobre la existencia de dichos planes o información 

relacionada398. Aunque se señale que no se tiene conocimiento de documentos que soporten 

 
398 Comando General de las Fuerzas Militares. N° RADICADO ‘120007179402.Respuesta solicitud sobre el 

caso victimización de los integrantes de la Unión Patriótica. 23 de octubre de 2020.  



 
 

275 
 

 

la existencia de dichos planes, existe una correlación entre la dinámica de victimización 

temporal y regional de la UP y las denuncias de víctimas y sobrevivientes sobre la puesta en 

marcha de estos.  

7.4. Un genocidio político 

La violencia cometida contra la UP fue generalizada y sistemática, asesinatos, masacres, 

desapariciones forzadas, atentados, detenciones injustificadas, amenazas de muerte, 

desplazamientos forzados, torturas, exilios y otras violaciones de los derechos humanos se 

sucedieron entre 1984 y 2002 en contra de su militancia, con una clara intención de 

exterminio del partido, sus formas organizativas, liderazgos, cargos políticos y estructuras. 

En todos los territorios del país donde este movimiento político tuvo presencia, la violencia 

en su contra también tuvo lugar y sus desempeños políticos marcaron la pauta de una 

respuesta violenta que tomaba intensidad conforme justamente a sus resultados electorales y 

a su consolidación en los territorios y arremetidas por expulsarlo de estos. 

Contra la UP se desarrolló un proceso de violencia exterminadora que le costó la vida a 

por lo menos 5.195 personas que pertenecían a esta colectividad (5.733 si se consideran las 

víctimas no militantes), otros miles de integrantes sufrieron otro tipo de violencias y 

violaciones de derechos humanos que, aunque no les costó sus vidas, les generaron graves 

lesiones físicas, como en los casos de quienes sobrevivieron a los atentados o fueron objeto 

de torturas y violencias sexuales. Una gran proporción de estas víctimas también acarrearon 

afectaciones psicológicas por las violencias recibidas contra sí mismas como en el caso de 

quienes se desplazaron forzadamente, sufrieron amenazas o salieron exiliados, en los mismos 

casos de tortura, privación injusta de la libertad o violencias sexuales, pero también las 

acarrearon debido a violencias contra sus familiares o compañeros de militancia, que en 

muchas ocasiones eran los mismos, pues indudablemente los familiares y compañeros de 

quienes fueron desaparecidos de manera forzada o asesinados recibieron el impacto 

emocional y mental de estos crímenes. El conjunto de la militancia y simpatizantes de la UP 

sufrió el impacto de dicho exterminio, al ver cómo eran asesinados, desaparecidos, 

amenazados o desplazados de forma forzosa la mayoría de sus cargos organizativos y 
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políticos. Por su parte, las consecuencias familiares de estos hechos han marcado la vida de 

decenas de miles de personas con relaciones afectivas y familiares con miembros de la UP 

victimizados. El desplazamiento forzado y el exilio fue otra forma de someter al movimiento 

UP a condiciones que hacían inviable su existencia, pues un militante fuera de su entorno y 

tejido social en donde cobraba una relevancia como sujeto político perdía la posibilidad de 

desarrollar su ejercicio que lo vinculaba con su propio colectivo político, la militancia era 

sometida a condiciones de inviabilidad. 

Esta fue una violencia intencional que seleccionó también a sus objetivos y que fue 

masiva, estando concentrada en quienes justamente compartían la militancia de la Unión 

Patriótica, cientos de dirigentes y miles de militantes fueron víctimas de esta violencia 

homicida, así como sus representantes políticos: 2 candidatos presidenciales, 6 de sus 16 

congresistas, 17 diputados departamentales y 163 concejales, lo que deja una vez más en 

claro la relación entre violencia de exterminio y pertenencia al grupo político. Responsables 

de la violencia contra esta colectividad como el exjefe paramilitar HH han dejado claro que 

la motivación para atentar contra la vida de los militantes de la UP era justamente su 

pertenencia a este grupo político399, es decir era la identidad política UP la razón que 

conectaba los miles de violaciones a los derechos humanos en contra de esta colectividad. 

Otros exjefes paramilitares de las AUC, como Salvatore Mancuso, reconocieron su 

responsabilidad en los ataques a la UP señalando que muchos de ellos se dieron por órdenes 

o en colaboración con sectores del Estado400. En encuentro privado con la Comisión, el ex 

jefe del cártel de Cali, Miguel Rodríguez Orejuela, señaló a la Comisión que los hermanos 

Castaño tenían un claro objetivo de eliminar la posibilidad de participación de la izquierda 

en las elecciones, lo que explicaría también ese ataque a la UP401. 

La intencionalidad de este conjunto de violencias estaba centrada en la destrucción del 

grupo Unión Patriótica. Lo que implicaba expulsarlo del escenario de participación política, 

que paradójicamente se le había abierto como una manera de sacar la violencia de ésta, por 

lo menos en lo que tenía que ver con el conflicto entre las FARC y el Estado colombiano. Es 

 
399 CIDH. Informe de Fondo, 112.  
400 Comisión de la Verdad. Salvatore Mancuso y Rodrigo Londoño hablan con la Comisión de la Verdad. 4 de 

agosto de 2021. 
401 Entrevista telefónica, junio 26 de 2022. 
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evidente que la violencia en su contra perseguía el propósito de su aniquilamiento y consiguió 

el exterminio del movimiento, por lo que se puede interpretar el conjunto de las violencias 

en su contra UP como un genocidio político.  

En este proceso convergieron de manera simultánea varias prácticas que permitieron la 

concreción del genocidio: la construcción de una otredad negativa, que en el marco de la 

Doctrina de Seguridad Nacional y la lucha contrainsurgente tomó la faceta del enemigo 

interno, que como hemos visto se presentó bajo la estigmatización de «brazo político de la 

insurgencia»; múltiples y diversos mecanismos de terror y hostigamiento contra su 

militancia; el exterminio físico con ejecuciones, asesinatos y desapariciones forzadas; la 

imposibilidad de mantener su organización eliminando su capacidad organizativa, mediante 

asesinatos y desapariciones, atentados contra sus sedes y amenazas contra sus militantes, 

desplazamiento forzado; la fragmentación política y social que se expresó en condiciones 

que impedían su normal funcionamiento como partido y movimiento político; y políticas de 

debilitamiento como las detenciones injustificadas bajo procesos judiciales manipulados o 

señalamientos como guerrilleros que limitaron sus capacidades organizativas y generaron 

ostracismo social402. Estas prácticas tenían un objetivo en común: destruir el grupo UP. El 

testimonio de las propias víctimas le ha permitido a la Comisión de la Verdad comprender la 

vivencia y reflexión de esa experiencia: 

«Este fue un genocidio que se desató desde un principio contra el nacimiento y el 

desarrollo de la Unión Patriótica y para cortarlo de raíz procedieron precisamente a asesinar 

o a desaparecer a los dirigentes hombres y mujeres que estaban desarrollando la plataforma 

de la Unión Patriótica y que de una u otra manera rescatábamos y valorábamos los procesos 

de paz que se iniciaban en este país»403. 

En diversos fallos judiciales los tribunales han identificado que la identidad política como 

integrantes de la UP fue un elemento decisivo para seleccionarlas como víctimas, y que la 

intención de acabar con el partido político y sus militantes, para impedir su participación 

electoral y su gestión de los recursos públicos estuvo detrás del accionar de las redes 

criminales que lo atacaron; redes que se encontraban conformadas por la articulación de 

 
402 Informe 066-CI-00899. Reconstrucción de la memoria histórica del caso de la Unión Patriótica. 2018, 40. 
403 Entrevista 660-VI -00016. Mujer, víctima, activista. 
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agentes del Estado, grupos para estatales, sectores económicos legales e ilegales y dirigentes 

políticos. 

La categoría genocidio en el derecho internacional surgió como una forma de prevenir y 

sancionar el exterminio de colectivos humanos con una identidad específica compartida, y 

fue aprobada el 9 de diciembre de 1948, un día antes de la proclamación de la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos, la Convención para la prevención y sanción del delito 

genocidio. Su artículo 2, que contempla la definición de este y que fue reproducido por el 

Estatuto de Roma en su artículo 6, lo ha definido como404: 

 

Se entiende por “genocidio” cualquiera de los actos mencionados a continuación, perpetrados con 

la intención de destruir total o parcialmente a un grupo nacional, étnico, racial o religioso como 

tal: 

a) Matanza de miembros del grupo; 

b) Lesión grave a la integridad física o mental de los miembros del grupo; 

c) Sometimiento intencional del grupo a condiciones de existencia que hayan de acarrear su 

destrucción física, total o parcial; 

d) Medidas destinadas a impedir nacimientos en el seno del grupo; 

e) Traslado por la fuerza de niños del grupo a otro grupo. 

 

Aunque en esta definición fueron excluidos los grupos políticos como grupo de especial 

protección se reconoce que en el proyecto original de la Convención sí se encontraban 

contemplados, pero fueron excluidos a solicitud de los países socialistas bajo la idea de que 

no eran fácilmente identificables y que su inclusión podría acarrear intromisiones en los 

asuntos internos de los Estados. Lo que evidencia una motivación concreta en su exclusión 

no una dimensión particular en la naturaleza de los grupos políticos para no ser considerados 

como posibles objetos de un genocidio, sino el riesgo que veían algunos países de que fueran 

así considerados procesos de represión violenta contra la oposición política en muchos países, 

como precisamente sucedía en los años cuarenta en la URSS con la existencia de la Dirección 

 
404 El artículo 6º del Estatuto de la Corte Penal Internacional de 1998, transcribe de manera literal este mismo 

artículo. 
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General de Campos (Gulag) donde había millones de personas detenidas precisamente por 

motivos políticos405. 

En Colombia varios fallos judiciales han reconocido la ocurrencia del genocidio político 

contra la UP constituyendo avances importantes en la comprensión del proceso de exterminio 

sufrido por esta colectividad406. Mediante sentencia de marzo de 2017, el Consejo de Estado 

donde revisó los asesinatos de varios líderes de la UP y el PCC y consideró la relación 

existente entre el crimen de genocidio y los delitos de lesa humanidad: 

 

[…] existe una relación inescindible entre el crimen de genocidio y los delitos de lesa humanidad, 

por cuanto se identifican en su concepto, naturaleza y fundamentos como graves violaciones a los 

derechos humanos y que se concretan en diversas manifestaciones de desprecio de la dignidad 

humana. Usualmente se cometen mediante la realización de ataques sistemáticos o masivos a una 

población determinada, circunstancias que se alegan en la demanda como presuntamente 

cometidos contra los miembros de la Unión Patriótica y el Partido Comunista Colombiano407.  

 

Una situación similar se dio en el caso de la jurisdicción Penal Especial de Justicia y Paz 

oficiada bajo la Ley 975 de 2005 que reconoció la intencionalidad de destrucción del grupo 

UP en la violencia desatada en su contra. El Tribunal Superior de Bogotá en su sala de Justicia 

y Paz al fallar contra el exjefe paramilitar Hébert Veloza García, conocido en la guerra como 

HH precisó: 

     

Una conclusión que saca la Sala respecto al accionar del Bloque Bananero, siguiendo las 

manifestaciones del postulado Hébert Veloza García, es que su proceso de “selección” de víctimas, 

en la mayoría de los casos, se limitaba a recibir información de oídas o señalamiento de personas 

“confiables”, desmovilizados de grupos ilegales o de agentes del Estado, respecto a la condición 

 
405 Aplebaum, Anne. Gulag, historia de los campos de concentración soviéticos, 2022. 
406 Sentencia del Consejo de Estado (CE, sentencia 2017, 30 de marzo); Tribunal Superior de Bogotá, Sala de 

Justicia y Paz, Sentencia del 30 de octubre de 2013, postulado: Hébert Veloza García, M.P. Eduardo Castellanos 

Roso, 163; Tribunal Superior de Medellín, Sala de Justicia y Paz. Sentencia del 9 de diciembre de 2014, 

postulado: Jesús Ignacio Roldán Pérez, M.P. Rubén Darío Pinilla Cogollo, páginas 521-522. Citado en Informe 

365-CI-01181. Todo pasó frente a nuestros ojos. 2018, 412-415. 
407 Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera – Subsección “B”, Sentencia del 

30 de marzo de 2017, radicado: 25000-23-41-000-2014-01449-01, C.P. Ramiro Pazos Guerrero, 17. Citado en 

Centro Nacional de Memoria Histórica. Todo pasó frente a nuestros ojos, 413. 
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o situación de un ciudadano, sobre el cual recaían acusaciones de pertenecer a un grupo guerrillero 

con presencia en la región o ser “delincuente”, luego de lo cual se montaba un “operativo” para 

asesinarlo o lesionarlo de forma grave. Igual ocurría con los sindicalistas, simpatizantes o 

miembros de la Unión Patriótica o de un movimiento social de izquierda. Esto denota un carácter 

altamente sistemático y generalizado en el caso de los miembros de los sindicatos, y una intención 

de destruir el grupo político de la Unión Patriótica, lo que se puede conocer como una expresión 

clara de genocidio de carácter político408. 

  

Incluso la Comisión IDH en su Tercer Informe sobre la situación de los derechos humanos 

en Colombia, emitido el 26 de febrero de 1999, mencionado en el expediente del caso de 

Manuel Cepeda Vargas, al referirse a los asesinatos de militantes de la UP como una 

dinámica sistemática de exterminio, caracteriza el proceso de violencia contra este 

movimiento como un genocidio político:  

 

La presente sección no pretende atribuir al Gobierno de Colombia la autoría de los graves actos 

de genocidio que se describen en el presente informe. Sin embargo, no puede dejar de referirse a 

la responsabilidad que le corresponde derivada de lo siguiente: 1. Por la falta de observancia de lo 

dispuesto por las normas de la Convención Americana que obligan a los Estados parte a respetar 

y hacer respetar, a todas las personas sujetas a su jurisdicción, el pleno ejercicio de los derechos 

reconocidos en ella; (artículo 1o en conexión con los artículos 4o, 5o y 7o, derecho a la vida, a la 

seguridad e integridad personal); 2. Por la falta de debida investigación de los asesinatos 

sistemáticos que configuran este delito, lo que ha dado lugar a que no se haya logrado formalmente 

identificar a los autores materiales o intelectuales de los mismos; y 3. Por la falta de sanción a los 

victimarios, quienes gozan de la más absoluta impunidad (artículo 8, derecho a la justicia). Por 

otro lado, como consecuencia de estos hechos, es también de responsabilidad del Gobierno de 

Colombia la indefensión y desamparo en que han quedado los familiares de las víctimas409. 

   

 
408 Tribunal Superior de Bogotá Sala de Justicia y Paz, Sentencia del 30 de octubre de 2013, postulado: Hébert 

Veloza García, M.P. Eduardo Castellanos Roso, 63. 
409 CIDH, Tercer Informe sobre la situación de los derechos humanos en Colombia, 14 de octubre de 1993, 

introducción, sección 7. 
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La legislación colombiana de hecho ha reconocido el genocidio político a través del 

Código penal colombiano que a partir de la Ley 589 de 2000 sanciona el crimen de genocidio, 

reiterado en la Ley 599 de 2000:  

 

Artículo 101. Genocidio. El que con el propósito de destruir total o parcialmente un grupo 

nacional, étnico, racial, religioso o político que actúe dentro del marco de la ley, por razón de su 

pertenencia al mismo, ocasionare la muerte de sus miembros, incurrirá en prisión de...  

La pena será de prisión de […] cuando con el mismo propósito se cometiere cualquiera de los 

siguientes actos: Lesión grave a la integridad física o mental de miembros del grupo. Embarazo 

forzoso. Sometimiento de los miembros de grupo a condiciones de existencia que hayan de 

acarrear su destrucción física, total o parcial. Tomar medidas destinadas a impedir nacimientos en 

el seno del grupo. Traslado por la fuerza de niños del grupo a otro grupo410. 

 

La expresión «que actúe dentro del marco de la ley», fue declarada inexequible por la 

Corte Constitucional en su sentencia C–177 del 14 de febrero de 2001, al considerar que la 

misma iba en contravía de los principios y valores protegidos por la Constitución como son 

la vida, la integridad y la igualdad. Por lo que los mismos no admiten distinciones de sujetos 

ni diferencias en el grado de protección de esos derechos411. 

Es evidente que el trasfondo de la violencia generalizada y sistemática contra la Unión 

Patriótica tiene una motivación ideológica y política pues esta hizo parte de un patrón de 

persecución, estigmatización y exterminio que como lo reconoció la Corte IDH en su 

Sentencia del caso «Isaza Uribe y otros vs. Colombia»412: la exacerbada violencia en contra 

de sindicalistas y militantes de la UP tuvo relación con la identificación de éstos como objetos 

militares dentro de la noción del «enemigo interno», propiciada por la doctrina de seguridad 

nacional asumida por las Fuerzas Militares. «Ese concepto de enemigo interno se extendió a 

toda forma de oposición política o social y de disidencia»413.  

 
410 Congreso de Colombia. Ley 589 de 2000.  
411 Corte Suprema de Justicia. Sentencia C-177/01. septiembre 14 de 2001.  
412 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Sentencia Caso Isaza Uribe y otros vs. Colombia. 20 de 

noviembre de 2018.  
413 Ibid, 36. 
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Es evidente que este proceso de violencia persiguió y atacó la diversidad política del país 

encarnada en este caso en la UP cuya destrucción como fuerza política fue garantizada 

gracias a las múltiples violencias y violaciones de los derechos humanos cometidas contra la 

colectividad. Como ya lo había señalado el Centro Nacional de Memoria Histórica, estas 

violencias hacían parte de una estrategia que perseguía el exterminio de la UP, que se 

consumó mediante una violencia de alta intensidad y frecuencia, pero de bajo perfil, una 

violencia visible para eliminar a los liderazgos y las masacres de alto impacto para aleccionar 

a las comunidades y simpatizantes414. 

El genocidio político de la UP sin embargo también conllevó impactos en el todo el país 

y en la propia nación colombiana. El desarrollo de este exterminio ejerció como un 

mecanismo de presión violento para entorpecer el desarrollo de los Acuerdos de La Uribe y 

para reducir el pluralismo político que se habría paso con la propia UP, y que amenazaba 

intereses de élites económicas y políticas de las regiones en que este movimiento ganaba más 

respaldo de la población. Este genocidio operó como parte de un cierre violento de la apertura 

democrática que suponía el proceso de paz entre el gobierno Betancur y las FARC, así como 

de las reformas que este gobierno puso en marcha con miras a la descentralización política y 

administrativa, así se convirtió en un mecanismo de contrarreforma violenta. La reflexión de 

una víctima al respecto es muy ilustrativa:  

«Éramos una amenaza política, o sea, el rumbo que nosotros llevábamos era hacía la cima 

e íbamos a destronar al bipartidismo colombiano y ese miedo lo llevó a destruirnos, a cometer 

este genocidio en contra de la Unión Patriótica»415.  

Es decir, el genocidio contra la UP impidió posibles transformaciones en el sistema 

político y afectó al conjunto de la población colombiana, pues una parte de ella que se 

agrupaba entorno a una identidad política fue atacada de forma intencional y destruida, como 

lo precisó un perito ante la Corte IDH en el caso de las víctimas de la UP contra el Estado 

colombiano, este genocidio afectó la «propia identidad como grupo del pueblo colombiano» 

 
414 Citado en Centro Nacional de Memoria Histórica. Todo pasó frente a nuestros ojos, 467. 
415 Entrevista 660-VI -00010. Hombre, víctima, exconcejal y exalcalde.  
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y no exclusivamente a de un sector con el que se puede ser empático o enemigo pero que 

siempre son vistos como diferentes o ajenos416. 

7.5. Antecedentes y continuidades 

Después del exterminio de la UNO, la articulación continuó en el Frente Democrático y luego se 

dio la Unión Patriótica (UP), también exterminada. Varios de los militantes que lograron 

sobrevivir a la represión de la UNO, transitaron al Frente Democrático, a A Luchar, y después, a 

la UP; allí muchos de ellos, finalmente fueron asesinados. Esa continuidad y sistematicidad de la 

represión hacia activistas de propuestas alternativas de país, evidencian la ejecución de un 

proyecto genocida417. 

 

Como señala la investigación anterior, el genocidio contra la UP tiene conexiones con el 

exterminio adelantado contra otras organizaciones y movimientos políticos que antecedieron 

su existencia o integraron su fuerza. Este es el caso del Partido Comunista Colombiano, la 

Unión Nacional de Oposición (UNO) y el Frente Democrático. Varias personas y 

organizaciones de base participaron primero de la UNO, luego del Frente Democrático y 

después en la UP, el PCC integró todas ellas. En conjunto estas apuestas compartieron ser 

agrupaciones de izquierda, oposición y alternativas a la política bipartidista tradicional. La 

muerte acompañó su ejercicio y la estigmatización y persecución al comunismo fue el 

sustento para el ataque en su contra. 

La Unión Nacional de Oposición fue una plataforma electoral de izquierda que existió 

entre 1973 y 1983 en el que participaron el Partido Comunista Colombiano, el Movimiento 

Amplio Colombiano (MAC), el Movimiento de Izquierda Liberal (MIL), el Partido 

Demócrata Cristiano, Movimiento Obrero Independiente Revolucionario (MOIR), el Partido 

Socialista Revolucionario (PSR), el Liberalismo Popular, el PLP, el Nuevo Liberalismo, 

Izquierda Liberal (PTC) y el Frente de Renovación Liberal (FREL). Su participación 

electoral y su trabajo político con las comunidades planteó un desafío al bipartidismo 

 
416 Feierstein, Daniel. Peritaje ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Buenos Aires, 21 de enero 

de 2021. 
417 Acevedo, Javier et al; La práctica genocida en política: el caso de la Unión Nacional de Oposición (UNO). 

2019, 113. 



 
 

284 
 

 

heredero del Frente Nacional. También en este caso existió una correlación entre la 

participación electoral y la violencia en su contra, dejando como saldo 107 homicidios y 22 

desapariciones forzadas contra integrantes de esta coalición418. 

El Partido Comunista Colombiano, organización que participó de estas apuestas políticas, 

ha sido también víctima del exterminio. Según el Observatorio de Memoria y Conflicto del 

CNMH, 243 militantes del PCC fueron víctimas de asesinatos selectivos, 37 fueron 

asesinados en masacres y 31 desaparecidos forzosamente. Según cifras entregadas por el 

Comité Permanente para los Derechos Humanos y el PCC, en contra de esta organización se 

cometieron 648 asesinatos en el periodo de estudio de la comisión 1958- 2016419. 

La violencia acompañó a múltiples militantes en su paso por estas agrupaciones políticas 

y se extendió aún después de la UP en escenarios de articulación posteriores como el Frente 

Social y Político, el Polo Democrático Alternativo y Marcha Patriótica. El genocidio contra 

la UP guarda una conexión con el exterminio de otras agrupaciones políticas de oposición y 

de izquierda que han sido encuadradas junto con la UP como comunistas y subversivas, 

siendo acusadas de ser apéndices de la guerrilla. Oscar Dueñas quien fue presidente de la UP, 

hizo también parte de la UNO, el Frente Democrático y la ANAPO. En su reflexión posterior 

encuentra una continuidad anticomunista en la persecución extendida: 

«El común denominador de todo eso -podría yo decirlo ya decantados todos los 

acontecimientos- es el anticomunismo. Yo nunca he pertenecido al Partido Comunista, pero 

sí me sindicaban de comunista, en la ANAPO nos sindicaban de comunistas. Después, 

obviamente cuando ya hubo el acercamiento con la UNO, y cuando quedamos dentro de la 

UNO en el Frente Democrático, nunca me ubicaron como del movimiento Firmes, sino como 

del Partido Comunista sin pertenecer a él. Y en la UP, la verdad es que el ataque frontal 

contra la UP era eminentemente anticomunista»420. 

En varios casos como el de Manuel Cepeda Vargas se conjugó el genocidio de la UP con 

el exterminio al Partido Comunista Colombiano, hasta tal punto que en versiones de algunas 

 
418 Informe 748-CI-00635. Unidad, terror y resistencia. 2020. 
419 Informe 365-CI-01847. Genocidio político continuado. 2022. 
420 Entrevista 001-VI -00042. Hombre, víctima, expresidente UP. 
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víctimas el genocidio contra la UP es concebido como una expresión o fase del genocidio 

extendido contra el PCC: 

 «El caso Cepeda es un caso no del asesinato particular de un dirigente político, sino es 

una historia de dos gravísimas circunstancias de la vida política del país. Uno, el genocidio 

contra el Partido Comunista Colombiano, organización en la que militó desde épocas muy 

tempranas de su juventud mi padre, que ha sido un proceso muy extendido en el tiempo 

prácticamente desde la fundación de esta organización política. Y el genocidio contra la 

Unión Patriótica, que yo diría que es una fase intensiva del genocidio que padecieron los 

miembros del Partido Comunista que se hicieron parte de la Unión Patriótica. La Unión 

Patriótica no era una organización en la que solamente confluyeron los miembros de esta 

organización política, sino que había personas también de otros orígenes»421. 

La Comisión de la Verdad tuvo acceso a una serie de actas de Consejos de Ministros 

durante la administración del presidente Julio César Turbay Ayala (1978-1982) realizados en 

los años 1979, 1980 y 1981, período inmediatamente anterior al surgimiento de la UP y en 

vigencia del Estatuto de Seguridad. En estos Consejos, el ministro de Defensa Luis Carlos 

Camacho Leyva solicitó ante el presidente y los demás ministerios autorización para detener 

líderes de derechos humanos, de oposición, integrantes de movimientos sociales junto con 

integrantes de las insurgencias en virtud de «la aplicación del artículo 28 de la Constitución 

Nacional, a las personas que se relacionan a continuación, contra quienes existen graves 

cargos, de perturbación del Orden Público»422. En estos consejos (31 actas corresponden a 

1979, 3 a 1980 y una a 1981) autorizaron la detención de 3.752 personas entre las cuales 

estaban múltiples liderazgos futuros de la UP, lo cual evidencia una persecución extendida 

en el tiempo que explica una persecución anterior de ciertos líderes antes del propio 

genocidio contra la UP. 

En estas listas estaban entre otros: Rubén Castaño Jurado, José Antequera Antequera, 

Teófilo Forero, Aida Avella, Jaime Pardo Leal, Leonardo Posada, Luis Eduardo Yaya, 

Angelino Garzón, Mario Upegui, Henry Cuenca Vega, Gabriel Jaime Santamaría, 

reconocidos liderazgos que participaron de la UP y posteriormente fueron objeto de múltiples 

 
421 Entrevista 001-VI -00066. Hombre, víctima, senador. 
422 Presidencia de la República de Colombia. Consejo de Ministros. Acta 154. 15 de octubre de 1981. 
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violencias hasta incluso ser asesinados, denotando el carácter extendido de la 

estigmatización, la persecución que desembocó en el genocidio. 

 

 

 

Imagen No. 12 

 

Presidencia de la República de Colombia. Consejo de Ministros. Acta 35. 3 de mayo de 1979. 

7.6. Impunidad de la violencia 

La mayor parte de los crímenes contra la UP se encuentra en la impunidad, tanto la justicia 

como la sociedad tiene una deuda con dicho movimiento político por el genocidio en su 

contra. La expresión más trágica de esta impunidad se evidenció en la continuidad del 

genocidio a pesar de las denuncias y evidencias de un ataque sistemático y generalizado 

contra este partido político. El Estado fue incapaz de proteger los derechos fundamentales de 

este grupo político a pesar de la evidencia permanente de los ataques, de su obligación de 

protección, del impacto en numerosos cargos del propio Estado e incluso se ha comprobado 

su participación en múltiples crímenes contra sus militantes. 

Existe un amplio déficit de investigaciones, condenas, determinación de responsables y 

mecanismos de prevención sobre el genocidio de la UP que se explica por varias dinámicas; 
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se practicó una violencia que promovió la impunidad atacando a testigos, denunciantes, 

jueces, operadores de justicia y sobrevivientes para que las investigaciones no avanzaran 

como lo ampliamos con algunos casos en el punto 6. De igual forma, a pesar de las demandas 

de protección, el Estado fue incapaz de garantizar el derecho a la vida de múltiples militantes 

de la UP. La protección, cuando existió, fue asignada generalmente al DAS o la Policía y en 

ocasiones complementada con esquemas de seguridad propios, esta resultó insuficiente, 

intermitente e incluso en algunos casos se comprobó su participación en la filtración de 

información, seguimientos, espionaje y/o directamente en los crímenes como en el caso de 

Gabriel Jaime Santamaría , diputado de la Asamblea de Antioquia, asesinado en su propia 

oficina en 1989 en una alianza entre el paramilitarismo y el DAS. 

Así mismo, los avances investigativos en varios de los casos son limitados. En algunos ni 

siquiera existe investigación alguna, como en el caso del diputado a la Asamblea del 

Cesar Víctor Manuel Ochoa Amaya, quien también fue secretario de gobierno del municipio 

de Becerril, asesinado el 31 de julio de 1997. En otros casos la investigación está abierta, 

pero se encuentra en etapa previa, es decir que no se ha vinculado a ninguna persona como 

presunto responsable a pesar de haber transcurrido muchos años. Este es el caso por ejemplo 

de Leonardo Posada Representante a la Cámara asesinado el 30 de agosto de 1986, cuya 

investigación se encuentra en estado activo, pero sin avances. En otros casos se han 

extraviado los expedientes y lo que es más grave archivado los procesos, concluyendo así la 

aspiración de justicia de las víctimas en el sistema ordinario. Este es el caso masacre del 

corregimiento Tíe, en el municipio de Turbo en Antioquia, ocurrida el 18 de diciembre de 

1987, en esta fueron asesinados Pedro Julio Herrera Marín, Gabriel de Jesús David Loaiza, 

Mario de Jesús Castrillón, García, Gustavo Ríos Gallego, Roberto Luis Jiménez Murillo y 

Hugo Alberto García423. 

Algunos órganos de control del Estado agudizaron la situación de impunidad rompiendo 

la independencia entre los poderes del Estado. La Comisión de la Verdad tuvo acceso a un 

informe reservado de la Procuraduría delegada para las Fuerzas Armadas del año 1993, en 

este informe se presentan los resultados de las investigaciones desarrolladas sobre las 

 
423 Informe 365-CI-01181. Todo pasó frente a nuestros ojos. 2018, 440-446. 



 
 

288 
 

 

denuncias de la Unión Patriótica respecto de ejecuciones extrajudiciales, desapariciones 

forzadas, atentados y amenazas desde 1985 que involucra a miembros del Ejército como 

presuntos responsables. En este documento, la Procuraduría delegada para las Fuerzas 

Armadas se pliega a las fuentes militares para desestimar las denuncias donde se denuncia la 

posible participación de militares en crímenes contra la UP. En la mayor parte de los crímenes 

analizados en el documento se exculpa de responsabilidad a los militares o se señala que los 

procesos fueron archivados tras pasar 180 días y no lograr individualizar «agente del delito» 

o conseguir pruebas suficientes. En años posteriores se desmintieron las versiones del 

Ejército y se esclareció la responsabilidad en múltiples de estos casos. Las razones 

consignadas en el informe para exculpar a los responsables revictimizan y estigmatizan a la 

UP: 

 

Se demuestra que una gran cantidad de los relacionados como militantes de la UP, en realidad 

fueron subversivos dados de baja en combate entre tropas del ejército y delincuentes de las FARC. 

[…] las anotaciones de Inteligencia registradas en los archivos de la Dirección de Inteligencia, que 

sustentan este trabajo, implican algunos de los supuestos miembros de la UP en actividades 

subversivas, desmintiendo lo argumentado por esta agrupación política ante organismos 

internacionales […]se encuentra que la actitud de la Unión Patriótica, de relacionar denuncias 

contra miembros del Ejército que han sido desvinculados o se encuentran en etapa investigativa 

por parte de la procuraduría, constituyen la comisión de los delitos de falsa denuncia y calumnia 

que están tipificados en el Estatuto Penal424. 

 

Uno de los casos consignados es el de Fabiola Ruiz Bolaños, dirigente y miembro de la 

coordinación de la Unión Patriótica en el sur del Huila quien según el informe pertenecía al 

Frente 22 de las FARC y fue «dada de baja» por el Batallón Magdalena de la IX Brigada 

junto con José Darío Rodríguez Vázquez, el 1 de abril de 1987 en Suaza, Huila. Sin embargo, 

estos militantes fueron víctimas de ejecuciones extrajudiciales. Fabiola fue víctima también 

de tortura y de mutilación sexual. 

 
424 Procuraduría Delegada para las Fuerzas Armadas. Resultados de las investigaciones desarrolladas sobre las 

denuncias de la Unión Patriótica. 1993. 
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La Jurisdicción Especial Para la Paz encontró en su investigación sobre el caso de la UP 

una impunidad extendida en el caso de crímenes cometidos presuntamente por la fuerza 

pública: 

 

A pesar de la existencia de un número significativo de procesos judiciales abiertos por violaciones 

contra la UP, la justicia ordinaria ha podido avanzar muy poco en la determinación de 

responsabilidad de miembros de la Fuerza Pública, agentes del Estado y terceros civiles. En este 

sentido, la FGN informó sobre la existencia de 863 procesos en investigación, con 277 agentes del 

Estado como presuntos responsables; 53 procesos en juicio, y 246 sentencias, en las cuales se 

condenó a dos agentes del DAS, 18 miembros del Ejército y 10 agentes de policía. Así mismo, en 

los primeros análisis del Inventario de casos del conflicto armado, entregado por la FGN, se ha 

podido observar que varios de los casos relacionados con violencia contra miembros de la UP han 

sido archivados y comprometen a diversos miembros de la Fuerza Pública, en su mayoría de 

rangos bajos425. 

 

De igual forma la Corte IDH en casos como en el asesinato del senador Manuel Cepeda 

Vargas ha hecho evidente el incumplimiento del Estado en su «obligación de investigar en 

forma efectiva y completa las violaciones a derechos humanos ocurridas en el presente 

caso»426. En el caso de la UP hay una percepción generalizada por parte de las víctimas de 

impunidad y un anhelo de esclarecimiento y reconocimiento como medida principal de 

reparación. 

A pesar del público conocimiento de la situación de riesgo de la UP, el Estado y las 

instituciones de control y justicia fueron insuficientes para detener el desangre. La impunidad 

generó más violencia. Existen condenas que han determinado la responsabilidad del Estado 

por omisión en la protección y se han avanzado en algunos casos representativos en sanciones 

penales, sin embargo, está pendiente la articulación de investigaciones para esclarecer y 

vincular el entramado que participó en el genocidio, ampliando la investigación de los casos 

 
425 JEP. Sala de Reconocimiento de Verdad, de Responsabilidad y de Determinación de los Hechos y Conductas. 

Auto 027 de 2019. Bogotá, 26 de febrero de 2019, 24. 
426 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Manuel Cepeda Vargas VS. Colombia. Sentencia 26 de 

mayo de 2010.  
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individuales a otra que no los considere como casos aislados, acudiendo a nuevas 

metodologías que afronten la investigación judicial como crímenes contra el colectivo. Las 

víctimas ante tal situación en el ámbito nacional han optado por dirigir sus denuncias de 

justicia a tribunales o instancias internacionales. 

7.7. La destrucción de una identidad política 

«La Unión Patriótica ya no volverá a ser, es muy difícil, porque los proyectos políticos 

tienen su momento histórico y su momento societal y es posible que los reparados ya ni 

siquiera tengan los mismos niveles de identidad, no estoy hablando de compromiso, puede 

ser muy comprometido y comprometida. Y entonces, la mejor reparación que puede haber 

para la Unión Patriótica, sin negar las medidas cautelares, yo de eso no reniego pero muchas 

veces se queda en que en la reparación de la UP con la personería Jurídica, yo hasta les hago 

una confesión, yo honestamente me alegró poquito, porque casi que darle la Personería 

Jurídica a la UP, otra vez, lo podríamos enmarcar como una conquistas, como parte de 

reparación, pero hubo una especie de una reparación que a mi modo de ver, no involucra los 

estamentos sociales alrededor de los cuales se cometió el genocidio»427. 

El genocidio produjo que la identidad política de la UP que aunaba no solo el partido sino 

las redes a su alrededor, fuera destruida. Un partido que se levantó sobre la paz, la diversidad 

política de la oposición y la izquierda, la democratización, la modernización, los cambios y 

la esperanza fue expulsado violentamente de la «democracia» obligando a muchas y muchos 

a abandonar o negar la militancia e incluso la política misma para escapar a la muerte. La 

pérdida de la personería jurídica fue el golpe final de esa expulsión desde el campo legal, 

cerrando la posibilidad de representación política alguna. 

 La identidad de la esperanza fue transformada por una identidad ligada a la victimización. 

Hoy la UP está atada a su historia, a su genocidio. La diversidad política quedó casi anulada 

desde la década de los años 90, quedando en su núcleo dinamizador poco más que el Partido 

Comunista que resistió violencia de exterminio. Las posibilidades de ser gobierno e incluir a 

sectores excluidos en la democracia se fue reduciendo vertiginosamente por su limitado 

 
427 Entrevista 156-VI -00003. Hombre, Víctima, Exiliado. 
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desempeño electoral tras la estela de muerte y la paz se diluyó ante el recrudecimiento del 

conflicto armado. 

 Aunque el restablecimiento de su personería jurídica es una simbólica medida de 

reparación y justicia, la UP es hoy otra realidad, en un contexto histórico diferente. La cicatriz 

quedó de forma indeleble en su ser y en la democracia del país. Esa realidad se hace evidente 

con el lento retorno de la UP a la política, bajo el impulso de víctimas y sobrevivientes que 

volvieron desde las cenizas a la vida para recuperar su memoria y su protagonismo político 

actualmente en coalición con otros movimientos políticos, pero reconociendo el daño 

irreparable.  

8. Las responsabilidades del genocidio  

Para cometer el genocidio de la UP se articularon una serie de actores de diferente 

procedencia que confluyeron en el objetivo de eliminar al grupo político UP. Actores 

estatales, políticos, económicos y paramilitares tejieron este complejo entramado criminal 

con variaciones temporales y regionales, que se extendió por cerca de dos décadas y se 

desarrolló de manera sistemática y generalizada. Si bien las investigaciones judiciales, 

administrativas y disciplinarias no han logrado esclarecer el conjunto de las relaciones detrás 

de los crímenes y encontrar los determinadores o «autores intelectuales» de una gran parte 

de los casos, la información que se ha recopilado durante años por las denuncias de las 

víctimas y los avances existentes hasta el momento en instancias nacionales e internacionales 

de justicia demuestran una tendencia clara de responsabilidades, en la que el Estado tiene una 

importante participación. 

Según la integración final de datos del Proyecto JEP-CEV-HRDAG, el principal 

responsable de la violencia letal (asesinatos y desapariciones) contra la UP fueron los grupos 

paramilitares con el 55 % de las víctimas, seguido de actores múltiples con el 18 % que 

incluyen hechos donde se aliaron varios actores para llevar a cabo los crímenes. Para el caso 

de desapariciones forzadas, como lo señalamos en el apartado 4, el 67 % de estas alianzas 

fueron entre paramilitares y el Estado mientras que para homicidios lo fueron en el 69 %. El 

Estado tiene la responsabilidad aproximadamente en el 13 % de las víctimas, seguido de las 
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FARC en el cuarto lugar, aproximadamente el 8 %. El ELN y otras guerrillas tienen 

aproximadamente el 1 % de las víctimas. El 4 % de la responsabilidad la tienen otros grupos 

armados sin identificar. De acuerdo con la información consolidada por la Comisión, cerca 

del 80 % de la victimización es atribuible al paramilitarismo y el Estado. Esto demuestra una 

asociación criminal en el objetivo de eliminar a la UP. 

Gráfico No. 22: Responsables de la violencia contra la UP  

 

Fuente: Proyecto conjunto JEP-CEV-HRDAG de integración de datos y estimaciones estadísticas 

 

Si se analiza temporalmente, el momento más álgido de victimización es en la segunda 

mitad de los años ochenta en el que el Estado y el paramilitarismo tienen una participación 

mayoritaria, cuando se impulsaron organizaciones paramilitares bajo el amparo estatal como 

sucedió en la Magdalena Medio. El segundo pico de victimización es a mitad de los noventa 

cuando la participación del Estado descendió y la del paramilitarismo se incrementó, en un 
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momento de estructuración de las autodefensas de las ACCU, previo a la conformación de 

las AUC. 

En otro lado de las responsabilidades se encuentra la responsabilidad que tiene el Estado 

por la omisión y las faltas de prevención de las violaciones y por la falta de protección de los 

militantes de la UP, antes de que se llevaran a cabo las acciones y del riesgo latente y evidente 

en todo el periodo.  

Las alianzas criminales se estructuraron también de acuerdo con las regiones y con las 

competencias políticas locales. El entramado perpetrador del genocidio contra la UP se 

adaptó de acuerdo con la presencia local de esta organización, pero conservó una 

sistematicidad nacional. 

8.1. Las alianzas políticas, económicas y militares para exterminar a la UP  

A nivel nacional se ha comprobado la existencia de alianzas entre estructuras de las 

Fuerzas Armadas, organizaciones paramilitares, políticos rivales de la UP y elites 

económicas. Estas alianzas tomaron en lo regional y local un carácter específico dependiendo 

de los actores territoriales participantes. 

Un primer tipo de alianzas se gestionó alrededor de la competencia política regional y 

local, conectada con el éxito electoral de la UP. Políticos que ostentaban la hegemonía en 

numerosos municipios o regiones se aliaron con organizaciones paramilitares, batallones o 

brigadas del Ejército para sacar del juego democrático a sus competidores con miras a 

recuperar el poder. En estos casos se encuentra, por ejemplo, la dinámica del nordeste 

antioqueño con la masacre de Segovia como punto culmen, donde participaron el político 

liberal César Pérez, el grupo paramilitar Muerte a Revolucionarios del Nordeste, las 

Autodefensas Campesinas del Magdalena Medio y el Batallón Bomboná del Ejército. De 

igual manera se replicaron alianzas similares en otras regiones en las que confluyeron la lucha 

por el poder político, la guerra contrainsurgente y la estigmatización contra la UP. 

Según una víctima que dio su testimonio a la Comisión, en El Cerrito, Valle, un político 

liberal se habría aliado con bandas criminales para atacar a competidores políticos. Operando 



 
 

294 
 

 

la misma lógica de alianzas locales usando la violencia como herramienta para competir por 

el poder: 

«Ya en el año del 88 en el corregimiento El Placer de El Cerrito fue asesinado un 

compañero que estaba bajo mi dirección de apellido Martínez, Ignacio Martínez. Era de la 

Unión Patriótica y del sindicato del Ingenio Manuelita, también de la caña. Él fue asesinado 

por el sicario del que hablé anteriormente, el que no quiso hacerme daño a mí y fue mandado 

por un político […]. Eso lo supimos después. Ellos no quieren que su terreno o feudo político 

sea disputado y como nosotros estamos señalando que eran personas que llegaban al 

municipio no para construir sino para destruir, para robar. Entonces nosotros estábamos 

señalando todo eso y esas voces críticas había que callarlas»428. 

En otros casos las alianzas estaban también condicionadas por poderes económicos que 

se sentían afectados por el avance alcanzado electoralmente por la UP. Es el caso de las 

alianzas entre grupos paramilitares en el Urabá con empresas bananeras como quedó 

documentado en las condenas contra Raúl Emilio Hasbún Mendoza, alias ‘Pedro Ponte’ o 

‘Pedro Bonito’, por el asesinato de Alirio de Jesús Alzate Arroyave y Pedro Antonio 

Mosquera, militantes de la UP y trabajadores de plantaciones de banano el 16 de diciembre 

de 1996. Hasbún antes de ser comandante de las AUC era también un empresario de esta 

industria, propietario de miles de hectáreas y fuerte impulsor de las Convivir429. Y contra 

Hebert Veloza García, alias ‘HH’, quien dio su testimonio sobre las relaciones entre la 

Brigada 17 del Ejército con el Bloque Bananero de las AUC430. El ataque a la UP también 

respondía a la guerra contrainsurgente y la estigmatización que señalaba a la UP como parte 

de las FARC. En esta zona HH confesó que algunos de los crímenes contra la UP se 

ampararon en información provista por los Comandos Populares, agrupación creada por una 

facción desmovilizada del EPL ante los ataques de las FARC y sus antiguos compañeros del 

EPL, organización que terminó absorbida por el paramilitarismo de las ACCU primero y las 

AUC después. 

 
428 Entrevista 156-VI -00005. Hombre, exdirigente, exiliado. 
429 Verdad Abierta. Raúl Hasbún, condenado a 20 años por asesinar dos militantes de la UP.11 de enero de 

2011. 
430 Tribunal Superior de Bogotá. Sala de Justicia y Paz. Sentencia de Hebert Veloza García, alias “HH”. 

Magistrado Ponente: Eduardo Castellanos Roso. 30 de octubre de 2012. 
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En una comunicación secreta de la Agencia Central de Inteligencia de Estados Unidos 

(CIA) del 16 de abril de 1988, desclasificada por el National Security Archive, se menciona 

la colaboración del Jefe de la inteligencia B-2 de IV Brigada y miembros del Cartel de 

Medellín para asesinar a miembros de la Unión Patriótica: 

 

Una ola de asesinatos contra presuntos izquierdistas y comunistas en Medellín a lo largo de 1987 

es el resultado del esfuerzo conjunto entre el jefe de inteligencia (B-2) de la Cuarta Brigada del 

Ejército colombiano, LTC. Plinio (Correa), y miembros del cartel de narcotráfico de Medellín sin 

identificar. Comentario: las muertes incluyen el asesinato de varios miembros de la Unión 

Patriótica (UP). Es poco probable que cualquier cooperación entre el B-2 y el Cartel de Medellín 

para llevar a cabo los asesinatos de presuntos izquierdistas y comunistas haya tenido lugar sin el 

conocimiento del comandante de la Cuarta Brigada431. 

 

Imagen No. 13 

 

 
431 National Security Archive. 04-19880416. Central Intelligence Agency. 16 de abril de 1988. 
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Fuente: National Security Archive. 04-19880416. Central Intelligence Agency. 16 de abril de 

1988. 

 

En otra comunicación desclasificada de la Embajada de Estados Unidos en Colombia 

dirigida al secretario de Estado en Estados Unidos en octubre de 1990, se menciona el 

entramado de responsables de la violencia contra la UP integrado por terratenientes, 

militares, narcotraficantes y grupos paramilitares. La comunicación señala que  

 

La UP, fundada en 1984 como el brazo político del grupo guerrillero Fuerzas Armadas 

Revolucionarios de Colombia (FARC) durante los diálogos de paz con la administración del 

entonces presidente Belisario Betancur, fue la que sufrió más, proporcionalmente, de la violencia 

política en Colombia. Sus últimos dos candidatos presidenciales, Jaime Pardo Leal y Bernardo 

Jaramillo, fueron asesinados, Pardo en 1987 y Jaramillo en marzo de este año. Grupos 

paramilitares de derecha, a menudo respaldados por terratenientes y narcotraficantes, con la 
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participación ocasional de comandantes militares, se presumen como responsables de la gran 

mayoría de asesinatos432. 

 

Imagen No. 14 

 

  

Fuente de archivo externa National Security Archive. 19901024-21520. Embajada de Estados 

Unidos en Bogotá. Octubre de 1990. 

Estas comunicaciones dan cuenta del conocimiento extendido en altos niveles políticos 

internacionales del genocidio contra la UP y de sus responsables. Sin embargo, el desangre 

no fue detenido. 

Así mismo, el DAS, junto con otros cuerpos de las Fuerzas Armadas se aliaron con 

organizaciones narcotraficantes y paramilitares para perpetrar crímenes contra los militantes 

UP. En particular se ha comprobado una dinámica perversa en la que los esquemas de 

protección participaron de seguimientos, filtraciones y directamente en los crímenes contra 

sus protegidos. La JEP en sus indagaciones a altos funcionarios del DAS como José del 

Carmen Mansilla, exdirector del DAS seccional Antioquia y a su exdirector general Miguel 

Maza Márquez, ha revelado un extenso perfilamiento y seguimiento a integrantes de la UP y 

 
432 National Security Archive. 19901024-21520. Embajada de Estados Unidos en Bogotá. Octubre de 1990. 

Traducción propia. 
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del PCC por parte de esta institución. A continuación, se encuentra un Kardex elaborado por 

el DAS sobre Gabriel Jaime Santamaría, diputado ante la Asamblea de Antioquia por la UP 

asesinado en octubre de 1989. En esta ficha se señala como integrante de FARC – UP de 

forma estigmatizante y se encuentra la dirección de su domicilio, foto, dirección del trabajo, 

entre otros. 

 

Imagen No. 15 

 

 

Fuente: Audiencia Versión Voluntaria de José del Carmen Mansilla ante la JEP. (00:57:60). 

Diapositiva número (148). Ficha DAS Gabriel Jaime Santamaría, 32 

  

En esa misma dirección se encuentra una circular de instrucciones del DAS, también 

presentada en audiencia ante la JEP, en donde se señala en el literal I que: 

 

 I. Movimientos como la U.P., el Frente Popular y A Luchar experimentan un proceso de unidad 

que seguramente culminará en la concreción de un nuevo bloque político para fortalecer su 

hegemonía en regiones donde han logrado algún influjo. Por ello es importante mantener bajo 

constante seguimiento la evolución de sus actividades, acercamientos y conquistas con sectores 
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inconformes y, al mismo tiempo, establecer plenamente la identidad de elementos directamente 

vinculados con la guerrilla que están actuando bajo una doble cobertura433. 

 

En otro documento del DAS también presentado en dichas audiencias, el cual resume las 

actividades semanales de inteligencia en febrero de 1987, se evidencia las actividades de 

seguimiento a la UP y es clasificada dentro del grupo de otros partidos o movimientos 

extremistas. Casi todas las personas reseñadas en este documento: Hernán Motta Motta, Jairo 

Vargas León, Agustín Figueroa Hernández, Luis González Jiménez, Jaime de Jesús 

Castrillón Blandón, Gustavo Contreras Serrano y Bernardino García Silva fueron víctimas 

de hechos violentos en su contra. 

  

 
433 (01:52:00) (Diapositiva número (44). Circular. Instrucciones para la seguridad, el vigor de los servicios 

institucionales y recolección de información útil a la inteligencia). JEP. Versión Voluntaria de José del Carmen 

Mansilla García. 2021, 31. 
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Imagen No. 16 

 

 

Fuente: Audiencia Miguel Alfredo Maza Márquez ante la JEP. (02:42:45) (Diapositiva número 

(39). Ficha DAS Resumen semanal de inteligencia del 19 de febrero de 1987)434 

 

Estas pruebas demuestran que el DAS ordenó el seguimiento y espionaje a la UP, 

entendiéndola como parte del enemigo ligado a la insurgencia. 

En otro documento reservado al que tuvo acceso la Comisión, elaborado por el Ejército, 

se encuentra un listado con 2640 registros de personas integrantes de la UP con información 

personal como cédula, teléfono, ubicación municipio y departamento, dirección, y su carácter 

activo o no. Además, categoriza a las personas de acuerdo con las siguientes opciones: 

militante, dirigente escala municipal, dirigente escala departamental, simpatizante, miembro 

dirección nacional, atracador, miembro comité zona, agregado de prensa, miembro dirección 

departamental, miembro comité radio, concejal suplente, concejal. Esta lista tiene fecha de 

elaboración en 1994, en medio del segundo gran periodo de victimización de la UP. Muchos 

militantes que están en la lista sufrieron algún tipo de victimización. El documento demuestra 

 
434 JEP. Versión Voluntaria de Miguel Alfredo Maza Márquez. 2022. 
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acciones de seguimiento e inteligencia contra el partido, pero se desconoce por qué y para 

qué se usó esta información435. 

El Consejo de Estado y otros altos tribunales han fallado en múltiples casos contra el 

Estado por la responsabilidad que el DAS e instituciones de las Fuerzas Armadas tuvieron 

en crímenes contra militantes de la UP por la ausencia de protección. En algunos casos la 

protección fue negada o se demoró en otorgarse a pesar de las alarmas evidentes, en otros 

casos la protección fue retirada sin justificación sólida y en otros, a pesar de contar con 

protección, se presentaron anomalías en su servicio las cuales permitieron que los protegidos 

fueran asesinados. Por ejemplo, Evaristo Amaya Morales, fue personero de la Uribe, Meta y 

candidato a la Alcaldía del mismo municipio, el DAS desestimó su petición de protección 

por lo que se disponía a instaurar una tutela, sin embargo, fue asesinado antes de eso el 24 de 

febrero de 1994 en Villavicencio, Meta. Al DAS le fue atribuida responsabilidad por no 

prestar la protección demandada436. 

 Carlos Julián Vélez Rodríguez era diputado de la UP en la Asamblea departamental del 

Meta. En marzo de 1991 fue víctima de un atentado. Se le asignó una escolta restringida y 

esporádica, a tal punto que dicho servicio no estaba el día de su asesinato. Junto a Carlos, 

fueron asesinados su esposa Norma Garzón Moya, su hijo Luis Carlos Vélez y su hermano 

Dimas Elkin Vélez Rodríguez. El servicio de protección no fue permanente y su presencia se 

restringía a las cabeceras municipales en las zonas calificadas como «rojas». Fue asesinado 

el 14 de septiembre de 1991 en la vereda Naranjal, en el municipio de Mesetas, Meta. Se 

encontró responsable al DAS por las falencias en su protección437. 

James Ricardo Barrera, era dirigente nacional de la UP y el PCC, fue concejal de San 

Martín y Villavicencio, también era el presidente de la Central Nacional Provivienda en 

Meta. En el pasado había contado con un esquema de protección del DAS. Para el momento 

de los hechos había solicitado nuevas medidas de protección ante el incremento de las 

amenazas y riesgos, el día de su muerte, el DAS estaba adelantando un estudio de riesgo para 

 
435 Ejército Nacional, Listado integrantes UP, 11 de agosto de 1994. 
436 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera (Subsección B). Radicado: 

50001-23-31-000-1996-5241-01 (20091). 28 de julio de 2011. 
437 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Radicación número: 19683. 11 

de diciembre de 2002. 
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definir si era necesario o no adjudicar un esquema a pesar de las alertas explícitas. James fue 

asesinado el 30 de septiembre de 1999 en Villavicencio. Al DAS se le adjudicó 

responsabilidad en una sentencia judicial al no proporcionar protección en el momento 

indicado438. 

Por otro parte, el CNMH avanzó en una caracterización de las alianzas criminales locales 

que participaron en el genocidio en momentos específicos de la historia. En la red del 

Magdalena Medio (1985-1988) participaron, además de políticos locales. 

 

sectores de la fuerza pública en las brigadas XIV y V, a la inteligencia de la Armada en 

Barrancabermeja, a la Policía en Puerto Boyacá; a narcotraficantes del cartel de Medellín como 

Gonzalo Rodríguez Gacha, Fidel Castaño y la familia Ochoa y a sectores sociales agremiados en 

Acdegam439.  

 

Esta red actuó contra otros múltiples objetivos en medio de un proceso de fortalecimiento 

del paramilitarismo respaldado a finales de los ochenta por las fuerzas militares en esta zona 

bajo la concepción contrainsurgente. En la Red del departamento del Meta (1986-1993) se 

tejió una alianza con la participación de la VII Brigada del Ejército, el DAS y sectores 

paramilitares ligados a Víctor Carranza y Gonzalo Rodríguez Gacha440. En la red del Urabá441 

(1993-1997) participaron la Brigada XVII del ejército, las ACCU, el DAS, los Comandos 

Populares y élites económicas y políticas locales. Y por último la red del Nordeste antioqueño 

(1988-1989)442 en la que se articularon sectores paramilitares como el MRN, las ACMM, la 

Brigada XIV del Ejército y políticos locales. Este tipo de alianzas se llevaron a cabo en otros 

lugares de acuerdo con las dinámicas locales, pero la UP se convirtió en un objetivo nacional. 

En menor medida, las guerrillas participaron de la victimización contra la UP, en 

particular en donde su hegemonía territorial era mayor y esta organización desafió su poder 

y control local. Así mismo, cuando la UP fue gobierno, en algunos casos se convirtió también 

 
438 Tribunal Administrativo del Meta. Sala de Decisión. Expediente 50-001-23-31-000-2001-400319-00. 5 de 

diciembre de 2006. 
439 Informe 365-CI-01181. Todo pasó frente a nuestros ojos, 282-283. 
440 Ibid., 284. 
441 Ibid., 287. 
442 Ibid., 292. 
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en el enemigo como parte de la institucionalidad, recibiendo amenazas y otros hechos 

violentos al representar al Estado en zonas de hegemonía guerrillera. En estos casos, la 

desprotección y la impunidad han sido factores que facilitaron la violencia contra la UP. 

8.2. El desconocimiento del carácter político de la UP 

El tratamiento violento recibido por la UP que la llevó a su exterminio como partido tiene 

parte de su explicación en el encuadre político que el Estado colombiano y en particular sus 

fuerzas militares, sectores de las élites económicas, políticas locales y regionales y grupos 

narcotraficantes y paramilitares hicieron de esta agrupación, como se ha descrito en el 

Capítulo 2 de este Caso. Contra la Unión Patriótica se llevó a cabo un proceso de ataque 

directo que se trató de justificar mediante el señalamiento de ser la expresión política de la 

guerrilla de las FARC, desconociendo su naturaleza y trayectoria como organización, su 

acción política y civil no-violenta, su participación democrática y creando una idea de 

justificación social a la violencia en su contra mientras se desprotegió a sus víctimas lo que 

facilitó su exterminio. 

Este proceso ignoró el surgimiento mismo de la UP como resultado de un acuerdo de paz 

entre el gobierno de Belisario Betancur y la guerrilla de las FARC que pretendía ser la 

plataforma de ingreso de los insurgentes a la política legal así como de aglutinar diferentes 

sectores de oposición política, incluyendo al Partido Comunista y alternativas a los partidos 

tradicionales, y que por tanto agrupaba a varias organizaciones y corrientes políticas que 

superaban la presencia inicial de miembros de la guerrilla que dejaron las armas 

temporalmente para ello, hasta el fin de la tregua en 1987. Esto desconoció su carácter de 

instrumento político en el que las FARC podían tener presencia y participación política 

mientras los acuerdos se mantuvieran vigentes. Y posteriormente a la ruptura de la tregua y 

el distanciamiento con la UP, se dio el mayor aumento de la victimización contra el partido. 

Este encuadre estigmatizante también desconoció el carácter público y legal de la UP pues 

el propio Estado había reconocido su existencia dentro del sistema de partidos nacional al 

otorgarle personería jurídica y tener una interlocución permanente con sus líderes y 

dirigentes. Si los señalamientos hubieran tenido una base real, sus cargos deberían haber sido 
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detenidos y juzgados. Nada de eso sucedió, debido a que los señalamientos fueron formas de 

justificar socialmente las acciones. De hecho, la Unión Patriótica contaba con sedes públicas 

en varias ciudades del país, desarrollaba sus eventos políticos de forma pública y concurría 

a elecciones de forma abierta lo que le permitió incluso contar con cientos de militantes 

electos a cargos de elección popular. Este proceso de estigmatización también desconoció el 

carácter político y legal de la UP, que paradójicamente había ayudado a consolidar el propio 

Estado y los sucesivos gobiernos desde Betancur. Esta contradicción y sus alcances quedan 

claros en el testimonio de Luis Matta, exiliado en Canadá por su militancia en la UP, en 

donde la persecución y el señalamiento se presentaron por parte de autoridades colombianas 

también en Canadá:  

«Algo que me dolió mucho fue el trabajo de guerra sucia, sistemático que hizo el 

consulado y la embajada de Colombia en Canadá. Ellos trazaron un plan, lo viví y nosotros 

lo enfrentamos personalmente porque con mi esposa estábamos haciendo la presentación en 

un grupo de trabajo en Amnistía Internacional, en el invierno. Fue en enero de 2003 cuando 

estas dos personas se presentaron en la conferencia y que después nos dimos cuenta que uno 

de ellos pertenecía al consulado. Ese rol de señalar, de estigmatizar a la gente. Ellos trazaron, 

no acá porque eso venía desde Colombia, […] instrumentalizando en Ottawa y Toronto que 

la UP era una asociación des terroristas, que era el partido político del terrorismo y eso nos 

trajo a nosotros toda esta desgracia en este país con nuestra documentación, porque a nosotros 

nos cuestionaron, en las entrevistas de la inteligencia de acá, la pregunta era insistente sobre 

la UP y su vinculación con el terrorismo cuando era un movimiento político legal. Yo 

explicaba que tenía una oficina en Bogotá con una placa en frente y tiene dirección y teléfono 

y tiene todo. Hablábamos de Reiniciar. Hay un caso que está en la Comisión Interamericana 

de Derechos Humanos, en fin, se les explicaba todos eso detalles, justificar, pero la sensación 

que había era que ya se habían dejado influenciar, al menos en ese momento, por esa campaña 

internacional tan tenaz y terrible que hubo contra los defensores de derechos humanos en 

Colombia y específicamente contra la UP»443. 

 
443 Entrevista 001-VI -00046. Hombre, Víctima, Exiliado. 
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Estos señalamientos estigmatizantes llevaron a la UP a una condición casi que de 

ilegalidad de facto pues, aunque se encontraba dentro del sistema de partidos y bajo las 

normas de la competencia electoral, por lo menos hasta 2002 cuando le fue retirada su 

personería jurídica, su naturaleza y trayectoria era desconocida y distorsionada como una 

expresión pública de la insurgencia de las FARC. El testimonio de un ex oficial del Ejército 

le permitió a la Comisión de la Verdad comprender también las implicaciones de esto en el 

genocidio de la UP: 

«Pero ya nosotros aquí en el Baraya dos años después ya se hablaba de la UP, y ya las 

redes recibimos la orden “necesitamos saber cómo está organizada la Unión Patriótica”. Y 

entonces, qué dónde hay una sede acá de eso, y tratar de hacer inteligencia, de qué iban hacer, 

qué manifestaciones, cómo, cuándo, dónde. Ese tipo de cosas, porque también era muy 

centrado en las ciudades, entonces ese tipo de problemas; problemas para el Ejército de que 

exista comunismo, que existan este tipo de organizaciones, y tocaba averiguarles y pasarle 

información, escalarla a la Brigada, a la División, pero de ahí las cosas torcidas realmente las 

hacía el Batallón Charry Solano»444. 

Queda claro en el testimonio de este militar quien pasó por el Batallón General Antonio 

Baraya, ubicado en la ciudad de Bogotá, que la UP era vista como parte del enemigo interno 

y por tanto debía ser objeto de inteligencia militar y de acciones en su contra.  

El Estado y las Fuerzas Militares no impidieron que esta estigmatización de la UP hiciera 

carrera entre sus uniformados e instituciones de seguridad, por el contrario, toleraron y 

promovieron estas visiones desatendiendo la propia normativa legal que orientaba investigar, 

sancionar y castigar judicialmente si era el caso a quienes pudiesen militar en la Unión 

Patriótica y a la vez integrar las FARC tras la ruptura de la tregua con esta guerrilla en 1987.  

La estigmatización sirvió como patrocinio a las redes criminales que se tejieron para atacar 

violentamente a la UP, pues su difusión dio un manto de justificación social y político entre 

sectores de las instituciones y de la población colombiana para sus acciones. El reclamo 

hecho por el entonces presidente de la UP, Diego Montaña Cuellar ante las declaraciones del 

ministro de Gobierno, Carlos Lemos Simmonds en 1990 en donde acusaba al movimiento 

 
444 Entrevista 153-PR-00369. Hombre, Actor Armado, militar.  
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político de ser el brazo político de las FARC, es perfectamente conclusivo al respecto: «Usted 

debe saber que una declaración suya puede causar muchos muertos, porque evidentemente 

nuestros enemigos se sentirán amparados»445. Incluso quienes han justificado el asesinato de 

miles de integrantes de la UP han recurrido a este tipo de acusaciones como supuestas 

certezas de la ilegalidad de las víctimas y de la legitimidad de sus muertes: 

«Parte del discurso que utilizaron y siguen utilizando autores, cómplices, incitadores del 

genocidio, es señalar que los crímenes que se produjeron contra personas que estaban en la 

legalidad, en situación inerme, era el haberlos identificado como parte de una, digamos, 

cobertura civil o un componente civil de una organización armada. Lo cual nosotros hemos 

rechazado abiertamente».446 

8.3. La omisión deliberada del Estado en la protección de la UP 

La Unión Patriótica fue sometida al arrasamiento de su militancia política ante los ojos de 

todo un país, por lo menos 5.195 integrantes de esta colectividad fueron asesinados o 

desaparecidos de manera forzada (5.733 teniendo en cuenta las víctimas no militantes) sin 

que el Estado hiciera lo necesario para garantizarles su vida y con ello su derecho a participar 

en política. En reiteradas ocasiones sus dirigentes demandaron a los sucesivos gobiernos y a 

múltiples organismos del Estado medidas para su protección y seguridad, la magnitud de la 

victimización es una prueba irrefutable de la falta de atención de estos llamados. 

  

 
445 Citado en Informe 365-CI-01181. Todo pasó frente a nuestros ojos. 2018, 271. 
446 Entrevista 001-VI -00069. Hombre, Víctima, amenazado, exiliado. 
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Imagen No. 17 

 

 

Primera Página Semanario Voz, 13 de octubre de 1987. Fuente: Centro de Memoria, Paz y 

Reconciliación. Unión Patriótica imágenes de un sueño. CPDH. 2015447 

 

A pesar del compromiso adquirido por el Estado a través del gobierno Betancur en los 

Acuerdos de La Uribe, de brindar las garantías para que la UP como mecanismo político por 

el que las FARC habían optado para buscar su tránsito hacia la política legal pudiese existir 

en el marco de la legalidad y el sistema político colombiano, fue el propio Estado quien no 

garantizó la protección de la colectividad política ni la de sus dirigentes de la oleada de 

violencia que la llevó al exterminio. La Corte Constitucional en sentencia T-439 de 1992 al 

fallar ante una tutela interpuesta por un militante de la UP, reconoció que este movimiento 

político debía ser cobijado por el deber especial de protección por parte del Estado ante el 

contexto mismo de su surgimiento: 

 
447 Centro de Memoria, Paz y Reconciliación. Unión Patriótica imágenes de un sueño. CPDH. 2015, 126. 
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El surgimiento de grupos, movimientos y partidos políticos minoritarios a raíz de la 

desmovilización de antiguos integrantes de la guerrilla requiere de especial protección y apoyo 

por parte del Estado. La institucionalización del conflicto, la dejación de las armas y su sustitución 

por el ejercicio activo de la participación político-democrática y la renuncia de la violencia como 

método para alcanzar el cambio social, son alternativas que deben ser garantizadas por todas las 

autoridades para evitar que la llamada «guerra sucia» acabe cerrando la posibilidad de llegar a un 

consenso que reúna a todos los sectores de la población y permita la convivencia pacífica448.  

 

De esta manera el Estado colombiano no solo incumplió el Acuerdo de paz firmado con 

las FARC en 1984 sino que desconoció la orden del alto tribunal que le exigía brindar 

especial protección a la UP. Son muchos los casos de asesinatos de integrantes y líderes de 

esta colectividad en la que la omisión a su deber de prevención y protección por parte del 

Estado fue decisiva para que fueran ultimados de manera violenta. El candidato presidencial 

y presidente de la UP Jaime Pardo Leal, asesinado en 1987 a pesar de correr un especial 

riesgo por su condición de dirigente nacional y de haber encabezado muchas de las denuncias 

hechas por la UP contra presuntos responsables de persecución y asesinatos de otros 

militantes, no recibió la protección adecuada por parte del Estado colombiano y sus fuerzas 

militares, situación que facilitó su asesinato. Así lo reconoció el Consejo de Estado en su 

sentencia del 30 de octubre de 1997449. 

Las instituciones encargadas de proveer protección a líderes de la UP justificaron la 

ausencia de la misma en algunos momentos como una consecuencia de la falta de condiciones 

e infraestructura para garantizarla. Ricardo Rodríguez, dirigente de la UP en el Meta hizo 

entrega ante la Comisión de una comunicación del director del DAS en este departamento 

para 1987, mayor retirado Mario Escobar Mejía en el que éste le comunicaba el retiro de su 

escolta por falta de personal en la institución, dejando en claro que no era la variación de la 

condición de riesgo del protegido el criterio para preservar o no la escolta personal. Ricardo 

Rodríguez mantuvo una condición de alto riesgo por su militancia política hasta que se vio 

 
448 Corte Constitucional, T-439/2002, L. Cifuentes. Citado en Informe 365-CI-01181. Todo pasó frente a 

nuestros ojos. 2018, 437. 
449 Citado en Informe CIDH de Fondo, 57. 
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obligado a salir al exilio tras sobrevivir a un atentado en su casa en Villavicencio, capital del 

Meta, el 23 de junio de 1989. 

 

Imagen No. 18 

 

 

Carta del director del DAS en el Meta al Ricardo Rodríguez, dirigente de la UP en ese 

departamento450 

 

La ausencia de esquemas de seguridad adecuados fue otra evidencia de la omisión a la 

protección de los dirigentes de la UP por parte del Estado. La hija del senador Manuel Cepeda 

narró ante la Comisión las condiciones del esquema de seguridad con el que contaba su padre 

al momento de su asesinato, su testimonio permite dimensionar las condiciones de seguridad 

del conjunto de la militancia del partido político: 

«Tenía un esquema [de seguridad], pero era un esquema muy pobre. Eran 2 personas y un 

carro que no era blindado. Era gente que había sido contratada por el Partido, eran camaradas. 

 
450 Entrevista 660-VI -00012 (113066) _Otros documentos.pdf 

https://sim3.comisiondelaverdad.co/expedientes/public/visor/pdf/113066
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Una de las notas, aquí la tengo, que salió después del asesinato de él y hay una entrevista con 

uno de los escoltas. La persona que dispara para defenderse. Él dice “el partido no tenía plata 

para pagarnos”, eran financiados por el partido, “a mí me tocó comenzar a buscar trabajo y 

le dije al compañero Manuel que me iba a proteger a otro compañero porque no me estaban 

pagando y me dijo 'si nos van a matar quédese acá que nos matan juntos'”... mi papá tenía un 

sentido del humor muy ácido. Entonces quiero decir que no había medios, el Estado no estaba 

procurando la protección que era necesaria. Mi papá era Representante a la Cámara, 

Imagínese usted qué pasaba con el resto de dirigentes de la Unión Patriótica. Ellos sí estaban 

a la buena de Dios. El atentado que le hacen a Aida muestra el grado de desprotección en el 

que estaban. Ese también pasa en esos días, eso fue antecitos»451.  

El asesinato del senador Manuel Cepeda perpetrado el 9 de agosto de 1994 en una calle 

de Bogotá cuando se dirigía al Congreso de la República a pesar del elevado riesgo que corría 

como último dirigente de la UP con asiento en el máximo órgano legislativo del país, fue 

para sus familiares la constatación de una «certeza»: «nosotros sabíamos que lo iban a matar. 

Eso lo sabíamos. Cuando mi hermano me llama y me dice que lo mataron me dice “ya pasó”. 

Iván es quien me avisa»452. Mientras que para la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

dejó en claro que: 

 

100. Lo relevante es que fueron expresas y numerosas las solicitudes de protección que se 

realizaron a favor del Senador Cepeda Vargas ante diversas autoridades estatales, inclusive ante 

altos funcionarios del Poder Ejecutivo. Es evidente para el Tribunal que las autoridades se 

abstuvieron injustificadamente de protegerlo, o que las pocas medidas adoptadas fueron 

claramente insuficientes, en un contexto de violencia contra miembros y dirigentes de la UP, lo 

que imponía al Estado una obligación especial de prevención y protección453. 

 

Manuel Cepeda, al igual que muchos dirigentes asesinados de la UP contaban con medidas 

cautelares otorgadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos el 3 de marzo de 

 
451 Entrevista 156-VI -00006. Mujer, víctima, exiliada. 
452 Ibid. 
453 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Manuel Cepeda Vargas VS. Colombia. Sentencia 26 de 

mayo de 2010, 37. 
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1994. Las cuales habían sido solicitadas por el movimiento político el año anterior por la 

desatención del gobierno nacional de César Gaviria (1990-1994) a las denuncias que sus 

dirigentes habían hecho de la existencia del denominado plan Golpe de Gracia ante su 

ministro de Defensa454. 

La propia justicia colombiana también ha dejado en firme varias sentencias en contra del 

Estado por su responsabilidad del «incumplimiento al deber de protección» como en el caso 

del alcalde William Ocampo Castaño, asesinado en la masacre de Caño Sibao ocurrida el 3 

de junio de 1992455. Por su parte, el propio Estado ha reconocido ante la justicia internacional 

parte de su responsabilidad en la victimización de militantes de la UP, como lo evidencia la 

Comisión IDH quien refirió el escrito del 6 de septiembre de 2017 en que el Estado aceptó 

su responsabilidad en los siguientes términos:  

 

El Estado de Colombia, en concordancia con su voluntad de reivindicar los derechos de las 

víctimas, reconoce su responsabilidad internacional por la violación de los derechos a la vida – 

artículo 4 de la CADH – a la integridad personal –artículo 5 -, al reconocimiento de la personalidad 

jurídica – artículo 3 -, a la libertad personal – artículo 7 -, a la libertad de pensamiento y expresión 

– artículo 13, a la libertad de asociación – artículo 16 -, a la libertad de circulación – artículo 22 -

, a los derechos políticos – artículo 23 -, a las garantías judiciales – artículo 8 – y a la protección 

judicial – artículo 25 – en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, por no haber tomado las medidas necesarias y suficientes para prevenir e impedir los 

asesinatos, los atentados y los demás actos de violencia que se perpetraron en contra de los 

miembros de la Unión Patriótica, a pesar la evidencia de que esa persecución estaba en marcha456. 

 

La propia Comisión IDH en su Informe de Fondo señaló que el incumplimiento del deber 

de protección por parte del Estado colombiano en el caso de la militancia de la Unión 

Patriótica, extendido por más de dos décadas y que permitió un saldo de más de 6000 víctimas 

supera la mera omisión y debe considerarse como «una forma de tolerancia y aquiescencia» 

 
454 Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sentencia del 6 de agosto de 1998, expediente 95-D-11-626, MP. 

Benjamín Herrera Barbosa. 
455 Consejo de Estado, 2009, Sección Tercera, sentencia del 1 de abril de 2009, expediente 23067, C.P. Stella 

Correa. 
456 Citado en Informe de Fondo, 8. 
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con la propia victimización457. Pues su persistencia en el tiempo y la magnitud del exterminio 

no permiten entenderlo como un acto de negligencia sino como una acción deliberada por 

parte de las instituciones que debían velar por la protección de quienes integraban la UP, 

permitiendo que las redes criminales antes descritas les atacaran sin mayor resistencia ni 

riesgo en términos de su libertad o sus vidas. 

8.4. Los reconocimientos y sentencias 

La ocurrencia del genocidio contra la UP fue denunciada en instancias nacionales e 

internacionales. En 1993, mientras este movimiento era perseguido, la Corporación Reiniciar 

y la Comisión Colombiana de Juristas radicaron ante la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos (CIDH) una petición contra el Estado Colombiano para reconocer los 

crímenes y violaciones de los derechos humanos de los que fue objeto la Unión Patriótica. 

En 1997 la CIDH declaró la admisibilidad del caso, aunque negó la inclusión de su 

tipificación como genocidio político señalando que  

 

No obstante, los peticionarios han presentado argumentos que procuran establecer una práctica de 

asesinatos políticos en masa y la persecución extrema de los miembros de la Unión Patriótica con 

la intención de eliminar físicamente al partido y de diluir su fuerza política458. 

 

Si bien en el derecho internacional ha existido un debate sobre el tema, en Colombia, 

mediante la ley 589 de 2000 se incluyó dentro de la tipificación del genocidio aquel cometido 

contra grupos políticos, por lo cual, en algunos fallos penales relacionados con la UP, se ha 

tratado como tal. Por ejemplo, en el caso contra el exjefe paramilitar Hebert Veloza 

adelantado por el Tribunal de Justicia y Paz, este señaló al respecto del accionar del Bloque 

Bananero de las ACCU que este  

 

 
457 Informe de Fondo, 211.  
458 CIDH. Caso 11227. Informe de Admisibilidad de 12 de marzo de 1997.  
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denota un carácter altamente sistemático y generalizado en el caso de los miembros de los 

sindicatos, y una intención de destruir el grupo político de la Unión Patriótica, lo que se puede 

conocer como una expresión clara de genocidio de carácter político459. 

 

Como en el caso anterior, ha sido por medio de casos individuales presentados en distintas 

instancias judiciales que se han juzgado los hechos en contra de este movimiento político. 

Así ha habido subsecuentes fallos judiciales de organismos como el Consejo de Estado o la 

misma CIDH, por ejemplo, sobre los magnicidios de Manuel Cepeda Vargas, Jaime Pardo 

Leal, Carlos Julián Vélez o Álvaro Garcés entre otros, mediante los cuales se ha reconocido 

la responsabilidad del Estado y el carácter sistemático de la persecución violenta contra estas 

personas por su participación política. En este marco, varios casos de estos han merecido el 

reconocimiento de crímenes de lesa humanidad. 

Sobre esto, en 2014, la Fiscalía General de la Nación se pronunció a través de la Dirección 

Nacional de Análisis y Contextos (DINAC) declarando 34 casos relacionados a la Unión 

Patriótica como Crímenes de Lesa Humanidad con base en declaraciones de la Corte 

Suprema de Justicia y la CIDH460. Esto significó además del reconocimiento de la gravedad 

de los sucesos, la reapertura de procesos investigativos que habían prescrito y que son aún 

materia de reparación para las víctimas. 

El tratamiento individual de estos casos hace que se limiten las respuestas de la justicia a 

la consideración de cada caso dejando fuera de los procesos de reparación y garantías de no 

repetición a los hechos que no han sido expuestos en las demandas de los casos presentados, 

lo cual contribuye a mantener la impunidad que se ha construido alrededor de la Unión 

Patriótica. Así lo señalo un testigo ante la Comisión de la Verdad: 

«Ahora, la UP no es solamente Bernardo, no es solamente Jaime Pardo, no es solamente 

Pepe Antequera, ni siquiera yo, la UP es millones de campesinos, de hijos de campesinos que 

fueron desaparecidos, que fueron torturados, que fueron asesinados y que hacen parte de lo 

que yo llamo, los desconocidos, porque nadie habla de ellos, cómo puede ser tan triste que 

 
459 Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Hebert Veloza García. 30 de octubre de 2013, 163. 
460 Fiscalía General de la Nación. Fiscalía declara casos de integrantes de la UP como crímenes de lesa 

humanidad. Boletín 8031. 20 de octubre de 2014. 
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estemos en el [sic] Comité Interamericano de Derechos Humanos en una discusión, cuántos 

asesinatos de la UP acepta el Estado, 249 o 230, que sean 249 o 230, esa es la parte 

cuantitativa del hecho, lo cualitativo y verdaderamente importante, es que el Estado 

colombiano acepta haber asesinado miembros de la Unión Patriótica, colombianos que en un 

momento determinado, pensaban que por la vía de la Unión Patriótica podían tener un mejor 

país»461. 

Por otro lado, la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas (UARIV) 

ha reconocido a la UP como sujeto de reparación colectiva y ha acompañado iniciativas para 

impulsar una reparación integral462. 

El 15 de septiembre de 2016, en un acto sin precedente, el presidente Juan Manuel Santos 

(2010-2018) pidió perdón a nombre del Estado colombiano por el exterminio adelantado 

contra la UP: 

  

Nosotros, como gobierno, tenemos que cumplir con el compromiso de asegurar que nadie que 

participe en política sea víctima de las armas y –muy especialmente– que ningún miembro de 

ningún partido, incluido el nuevo movimiento político que surja del tránsito de las FARC a la vida 

civil, sea víctima de la violencia. 

Es en este momento histórico de nuestro país –cuando encaramos el futuro con tanta esperanza–, 

en el que tenemos que mirar hacia atrás y recordar y reconocer la tragedia de la Unión Patriótica 

–que el Consejo de Estado ha calificado como exterminio–. 

Porque la persecución de los miembros de la UP fue eso: una tragedia que conllevó su desaparición 

como organización política y causó un daño indecible a miles de familias y a nuestra democracia. 

Esa tragedia jamás debió haber ocurrido. 

Debemos reconocer que el Estado no tomó medidas suficientes para impedir y prevenir los 

asesinatos, los atentados y las demás violaciones, a pesar de la evidencia palmaria de que esa 

persecución estaba en marcha. 

No podemos permitir que se vuelva a repetir la violencia sistemática en contra de los miembros, 

militantes y sobrevivientes de la Unión Patriótica, que conllevó la violación de múltiples derechos 

de sus miembros, como el derecho a la vida, a la integridad personal, a la personalidad jurídica, a 

 
461 Entrevista 660-VI -00012. Víctima, Hombre, exiliado. 
462 Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas. Unión Patriótica.  
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la libertad – incluyendo a la libertad de expresión y de asociación–, los derechos políticos, a la 

libre circulación, a las garantías judiciales y a la protección judicial, y, en general, a la igualdad. 

Y esa es nuestra responsabilidad. Es responsabilidad del Estado dar todas las garantías posibles 

para que eso no vuelva ocurrir, incluyendo la garantía de que sus agentes y la sociedad en general 

se abstengan de la estigmatización que tanto contribuyó a la violencia contra la UP463. 

 

El 26 de febrero de 2019, en el marco del Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación 

y No Repetición, la Jurisdicción Especial de Paz (JEP) abrió el caso 06 «Victimización de 

miembros de la Unión Patriótica». Acreditando como víctimas al Partido Comunista, la 

Unión Patriótica y a SINTRAMINERGÉTICA, lo que abre una posibilidad importante de 

esclarecimiento y reconocimiento de la experiencia violenta que experimentaron en medio 

del conflicto como sujetos colectivos. Esta institución determinó, mediante el Auto 075 del 

7 de abril de 2022 que 5.733 personas fueron asesinadas o desaparecidas en ataques dirigidos 

contra este movimiento político en el marco de un patrón de violencia sostenida durante 23 

años, de 1984 a 2007. 

Como medida de reparación por la pérdida de su personería jurídica, el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca emitió una sentencia el 28 de mayo del 2021, ratificada el 

31 de marzo del 2022, mediante la que ordenó al Consejo Nacional Electoral (CNE) la 

reparación con la suma de 6.000 millones de pesos por haber retirado en 2002 su personería 

jurídica464. 

En el futuro próximo, a estos reconocimientos y sentencias se les sumará el fallo que 

emitirá la Corte IDH y el avance del proceso en la JEP, en su conjunto representan 

importantes avances en el reconocimiento, reparación y justicia para las víctimas y 

sobrevivientes de esta colectividad política, del genocidio político del que fue víctima y de 

su impacto para la democracia colombiana. 

 
463 Presidencia de la República. Palabras del presidente Juan Manuel Santos en acto con la Unión Patriótica. 15 

de septiembre de 2016. 
464 El Espectador. Ordenan reparación de más de $6.000 millones a miembros de la UP. 7 de mayo de 2022. 
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9. Las resistencias de la UP, la apuesta por mantenerse en la política 

La Unión Patriótica enfrentó el exterminio con la decisión de buscar persistir en la política 

nacional, su deseo de permanecer como una alternativa política en muchos territorios del país 

estuvo por encima del acecho permanente de la muerte y de la certeza de ser objeto de un 

genocidio en marcha. El discurso de Jaime Paro Leal meses antes de su muerte ilustra 

perfectamente esa convicción en medio de la violencia que arreciaba contra toda la militancia 

del partido: 

 

Algunos estamos amenazados de muerte, por nuestra fidelidad desde cuando éramos jóvenes, a la 

patria, al pueblo, a los trabajadores, y a la causa del socialismo. […] el enemigo no olvida ni 

perdona, pero nuestra vida se la hemos entregado a los trabajadores, ellos son sus dueños; pero en 

el evento de que el enemigo lograra arrebatarnos nuestra vida, bienvenida la muerte porque 

sabemos indiscutiblemente, que al caer nosotros, de la Unión de Jóvenes Patriotas saldrán los que 

nos deban representar, los que nos deban reemplazar, los que sigan dirigiendo lo que el pueblo 

quiere: una Colombia feliz y llena de esperanza465. 

 

La respuesta fue entonces seguir haciendo política, seguir intentado ejercer su derecho a 

organizarse e incidir en los asuntos públicos de manera abierta, la propia persistencia en el 

ejercicio electoral por más de 24 años a pesar del asesinato de sus concejales, diputados, 

senadores y candidatos presidenciales es una muestra de la resistencia de la UP, los 

propósitos mismos del surgimiento del partido fueron motivadores para algunas de sus 

integrantes de la voluntad política de insistir en permanecer en la participación política. 

En esta dinámica jugó un papel muy importante la búsqueda por desmarcar a la UP del 

rótulo estigmatizante, que asociaba este movimiento con una estructura política de la guerrilla 

de las FARC, tanto que para mucha de su militancia se convirtió casi en una tarea 

organizativa:  

«todo el tiempo tocaba explicar que la UP no eran las FARC, que la UP era un 

movimiento, una coalición que había nacido de un proceso de paz donde había sectores de 

 
465 Informe 365-CI-01181. Todo pasó frente a nuestros ojos. 2018, 360. 
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toda naturaleza como la iglesia, liberales, conservadores y que no eran las FARC. Incluso 

que las FARC se habían retirado de la UP»466.  

Pero la violencia intentó ser enfrentada por la UP también desde las acciones de denuncia, 

movilización y exigencia de protección a las entidades competentes del Estado colombiano, 

dinámicas que, aunque no lograron detener el proceso genocida en su contra develan el propio 

riesgo que implicaba para sus integrantes hacer política, pero también su voluntad de 

resistencia que casi rayaba con la obstinación debido al panorama de terror que enfrentaban 

cotidianamente. Las movilizaciones sociales que exigían el respeto a la vida de sus militantes 

fueron un ejercicio recurrente en el movimiento Unión Patriótica, de hecho por momentos 

como la segunda mitad de la década de los años 80 fue común su articulación a movimientos 

como ¡A Luchar! y el Frente Popular para demandar el derecho a la vida en el país y por 

supuesto de los integrantes de las agrupaciones políticas de izquierda; los paros y marchas 

por la vida fueron una constante respuesta al asesinato y desaparición forzada de líderes, 

integrantes y comunidades afines a la UP. Un ejemplo de este tipo de actos se dio en 1987 

con la marcha conocida como «la marcha de Iraka» que movilizó las comunidades 

campesinas del Meta para demandar garantías a la vida: 

    

10.000 mil campesinos movidos por la multitud de crímenes que eran perpetrados, decidieron 

movilizarse para exigirle al Gobierno nacional que cesara de manera inmediata la ola de asesinatos 

que se estaban cometiendo contra los campesinos aliados del Sindicato Agrario del Departamento 

del Meta y contra dirigentes de la Unión Patriótica y del Partido Comunista467.     

          

Otra estrategia en la resistencia a la violencia fueron las denuncias de las violaciones de 

derechos humanos que se cometían contra el movimiento y la existencia de redes criminales 

que buscaban exterminarlo: «nosotros lo denunciábamos en declaraciones, otros hablábamos 

con el gobierno, con el procurador y también lo hablábamos con determinados sectores 

políticos»468. Como lo recuerda el dirigente nacional del a UP, Óscar Gómez, esta 

determinación fue asumida a todos los niveles en el movimiento sus dirigentes adelantaron 

 
466 Entrevista 001-VI -00046. Hombre, víctima, exiliado. 
467 Citado en Informe 365-CI-01181. Todo pasó frente a nuestros ojos. 2018, 362. 
468 Entrevista 660-VI -00011. Hombre, víctima, ex dirigente UP. 



 
 

318 
 

 

reuniones de alto nivel con el gobierno y el Ministerio Público como la ya citada y célebre 

reunión entre la dirigencia política de la UP y el entonces ministro de Defensa, donde éste 

fue puesto en conocimiento de la posible existencia del Plan Baile Rojo. Sus congresistas 

intentaron desarrollar un ejercicio de denuncia y control político en el Congreso de la 

República que finalmente no prosperó, como se mencionó anteriormente señalando la 

participación de mandos militares en dichas acciones. Como lo recuerda Iván Cepeda, hijo 

del exsenador Manuel Cepeda Vargas: 

«Mi padre hizo ante esas circunstancias un debate de control político en la Cámara de 

Representantes a mediados del año 93 e hizo la recapitulación de estos hechos que estoy 

mencionando [posible existencia del Plan Golpe de Gracia], pero ese debate no tuvo 

repercusión. […] En ese debate, mi padre acusó a estos dos generales de ser impulsores 

incluso de la creación y de la actividad del paramilitarismo. En esa oportunidad, el señor 

general Bedoya Pizarro denunció penalmente a mi padre ante la Corte Suprema de Justicia 

por ese debate, una denuncia que no prosperó, pero no era el primer altercado que había entre 

este general y mi padre. Yo ya recordé una denuncia que él había hecho en el periódico [Voz, 

del cual era director]»469. 

Por otra parte, la militancia de la UP había hecho propia la orientación política de la 

denuncia de las graves violaciones de derechos humanos a las que se veían sometidos, la 

experiencia de Pedro Suns al rememorar cómo su padre estuvo en una situación de riesgo en 

lo que pensaron podía ser un intento de asesinato o desaparición forzada que se evitó por la 

rápida reacción de otros militantes, es ilustrativa al respecto: 

«Mi papá, lo sacaron de la casa, y lo llevaron a la orilla del río, y entonces alguien informó 

muy rápidamente y entonces mi cuñado de una vez fue a la Personería, y a la Defensoría del 

Pueblo, porque nosotros estábamos muy preparados para eso, porque nosotros sabíamos que 

había una persecución nacional, porque es que lo que pasó a nosotros no fue solo en el 

municipio de La Plata, fue en toda parte, por ejemplo en Algeciras, Rivera, Pitalito, en el 

Magdalena Medio, Urabá antioqueño, mejor dicho en toda parte, entonces estábamos en esa 

 
469 Entrevista 001-VI -00066. Hombre, víctima, senador. 
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época de guerra y de persecución contra la UP, entonces por esa razón estábamos preparados 

para cualquier cosa e informar»470. 

La UP también recurrió a acciones de protesta como su retiro de espacios institucionales 

o de apoyo a la gestión de algunos gobiernos de turno como en el caso de la respuesta al 

asesinato de la alcaldesa de Apartadó, Diana Stela Cardona, en febrero de 1990, ante lo cual 

la UP se retiró del proceso de acuerdos de paz que firmarían en los próximos días el Gobierno 

y la guerrilla del M-19, y del Tribunal de Garantías Electorales, en el que tenían 

representación todos los partidos políticos que participarían en las elecciones de ese año. En 

ese mismo gesto exigió la renuncia del ministro de Defensa y de varios oficiales que operaban 

en la región del Urabá antioqueño471. 

Otra apuesta colectiva de resistencia de la UP consistió en el desarrollo de acuerdos y 

alianzas con partidos políticos que les permitiera seguir participando de la contienda electoral 

a la vez que preservaba la seguridad de sus candidatos y militantes. Julio Avella, ex concejal 

de la UP y excandidato a la Asamblea, recuerda que el partido recurrió en ese departamento 

a acuerdos con el partido Liberal para poder hacer campaña política, bajo la lista «Unidos 

por Santander»: 

«Me propusieron para ser candidato. E hice la campaña con Juan Carlos Duarte, él era 

liberal y fue gobernador. Nosotros apoyamos esa gobernación. Yo en la campaña andaba con 

ellos, con los que apoyaban esa candidatura a la gobernación. Llegamos a un acuerdo y en 

ese acuerdo político empecé yo a hacer la campaña porque yo no me podía mover para ningún 

lado solo. Yo no tenía escoltas en ese momento entonces iba con ellos en los helicópteros, 

así fuera teniendo la hélice. Salía con ellos, de resto no podía hacer campaña electoral allá, 

estaba muy terrible la situación»472. 

Los acuerdos también buscaron conciliar conflictos regionales para garantizar la seguridad 

y sobrevivencia de los militantes de la UP en regiones como Urabá y el Ariari, epicentros de 

gran parte de la violencia contra el movimiento, y aunque a larga resultaron infructuosos 

buscaron ser una alternativa de persistencia política. En el Ariari la alcaldesa de El Castillo, 

 
470 Entrevista 141-VI -00015. Víctimas, hombre y mujer, militante y compañera sentimental. 
471 CIDH. Informe de Fondo, 91. 
472 Entrevista 156-VI -00004. Hombre, víctima, exconcejal exiliado. 
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María Mercedes Méndez, asesinada en la masacre de Caño Sibao, lideró antes de su muerte 

un diálogo regional con los alcaldes de Cubarral, Mesetas, San Juan de Arama, Granada, 

Lejanías, Vista Hermosa y Granada en conjunto con la Iglesia católica, la guerrilla y los 

paramilitares que pretendía frenar el incremento de la violencia política en la región. El 

encuentro central tuvo lugar en la Cumbre de la Reconciliación y Consolidación de la Paz 

del Ariari donde liberales, conservadores y comunistas-upecistas intentaron acordar una 

forma pacífica de tramitar las fronteras identitarias construidas en la región473. 

El otro intento se dio en la región de Urabá donde se llevó a cabo el Consenso de Apartadó 

que buscaba una alternativa consensuada para frenar la violencia desatada en los tres 

primeros años de la década del 90 por la arremetida de las FARC y las disidencias del EPL 

contra los procesos políticos Esperanza Paz y Libertad y Unión Patriótica. Con la iniciativa 

de la Iglesia Católica en 1994 las principales fuerzas políticas de la región se encontraron en 

Apartadó previo a las elecciones locales, allí líderes del PCC, la UP, Esperanza Paz y 

Libertad, Corriente de Renovación Socialista, Partido Liberal, Partido Conservador, y de los 

movimientos Cimarrón, Cristiano, Negritudes, Apartadó para Todos, Generación 21 y Raca 

Mandaca escogieron por consenso a Gloria Cuartas como candidata a la Alcaldía de Apartadó 

a nombre del movimiento Unidos por la Paz474. Sin embargo, la alternativa de una alcaldesa 

independiente no frenó la violencia, que por el contrario se intensificó en medio del 

debilitamiento político de la UP por la detención ilegal de sus líderes regionales, y el 

privilegio de la acción militar de las FARC, el Ejército y los paramilitares. 

Lo que sí dejó claro el intento que contenía el Consenso de Apartadó era la estrecha 

relación que existía entre violencia y competencia electoral. Además de la falta de voluntad 

de actores claves para frenar las violencias regionales mediante el diálogo propuesto, como 

las Fuerzas Militares, el gobierno nacional y los gobiernos departamentales quienes 

decidieron no participar de estos intentos conciliatorios.  

La UP también implementó como una estrategia de resistencia el registro y seguimiento a 

su propia victimización, así como la pronta organización de sus víctimas. La dirección de la 

UP buscó enlistar los asesinatos, desapariciones forzadas y otros crímenes contra su 

 
473 Informe 365-CI-01181. Todo pasó frente a nuestros ojos. 2018, 239. 
474 Ibid., 240. 
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militancia, por lo extenso de estos listados los denominaron las sábanas, «llevaba el número, 

el nombre de la persona, el sitio donde falleció́, donde lo mataron o lo desaparecieron, la 

fecha. Eso era lo que contenían las sábanas»475. Igualmente orientó y estimuló la creación de 

organizaciones de derechos humanos para denunciar las violaciones y acompañar a las 

víctimas fruto de lo cual se constituyeron organizaciones como el Comité Cívico de Derechos 

Humanos del Meta que nació en 1991 con el liderazgo de Josué Giraldo Cardona, dirigente 

de la UP posteriormente asesinado. Algunas de estas expresiones también se dieron en el 

exterior con la iniciativa de los exiliados, en España se constituyó por ejemplo el Comité 

Madrileño por la defensa de los derechos humanos de Colombia (Comadehco) para 

visibilizar la situación del país y sensibilizar a la sociedad europea sobre el exterminio de la 

UP. 

La organización de las víctimas como ejercicio de solidaridad y acompañamiento fue una 

iniciativa de quienes sobrevivían al proceso, varias viudas en Antioquia forjaron la 

organización La Alborada que les permitió mantener a flote las familias de los militantes 

asesinados:  

«Ya eso fue muy difícil, quedamos solas, porque éramos mayoría mujeres, entonces ya 

nos tocó fue a nosotras juntarnos, hicimos una fundación que se llama La Alborada y eso fue 

como motivacional porque, uno piensa que la tragedia de uno es la peor, pero resulta que 

había mujeres en peor situación, mujeres que ni siquiera sabían qué hacía su marido, que era 

un militante de la UP, en fin, mujeres que por muchas razones no estudiaron, entonces se 

dedicaban al hogar, a sus hijos, quedaron completamente desamparadas, sus hijos ya no 

pudieron estudiar, los hijos más grandes tuvieron que trabajar, o sea, todos esos dramas que 

vienen detrás de toda esta tragedia ¿cierto? Que se va su esposo, su amigo, su proveedor, su 

papá, su pilar entonces son familias que quedan desmembradas prácticamente»476. 

La Corporación para la Defensa y Promoción de los Derechos Humanos Reiniciar ha sido 

quizá la más emblemática de las organizaciones constituida por las víctimas de la UP, y 

aunque no todas las víctimas y dolientes del genocidio son parte de esta, si incluye a la gran 

 
475 Testimonio de ex militante de UP y funcionaria de Reiniciar, citado en Informe 365-CI-01181. Todo pasó 

frente a nuestros ojos. 2018, 364. 
476 Entrevista 660-VI -00014. Víctima, mujer, líder UP. 



 
 

322 
 

 

mayoría. Lo que ha significado como escenario de resistencia para la militancia de la UP es 

evidente en el testimonio de Lorenzo Rentería Dávila dado ante la Comisión: 

«Ha sido una dinámica muy bonita, un trabajo muy grato, nos hemos podido organizar, 

dar dinámica… primero, a nuestros sueños; segundo, organizar el trabajo del movimiento y 

sobre todo el trabajo de las víctimas, apoyar a Reiniciar en su trabajo y también Reiniciar 

apoyarnos a nosotros en el rescate de los derechos pues como víctimas de este conflicto».477  

Las resistencias también tuvieron una dimensión cotidiana y casi personal en muchos 

militantes, actos comunes que buscaban mejorar sus condiciones de seguridad o por lo menos 

reducir el riesgo al que se enfrentaban fueron frecuentes en el intento de sobrevivir. Allí se 

juntaban el miedo y la decisión de no abandonar su militancia, eran síntomas de la 

persistencia de la UP, pero a la vez de las condiciones que impedían la supervivencia del 

grupo. La intranquilidad se conjugaba entonces con la resistencia: «yo sentí que me iban a 

matar, nosotros no podíamos dormir en la casa, nos quedábamos en la casa de la mamá de 

mi esposa, nos quedamos en la casa de mi hermana, en la casa de un compañero o otro. Era 

una vida trashumante»478. El testimonio de una exdirigente de la JUCO en Antioquia permite 

profundizar en esta conjugación de circunstancias, emociones y apuestas personales: 

   

Vivíamos también desapegados a la vida, tal vez, porque por ejemplo yo no tenía hijos, yo era 

soltera; en la juventud la cosa es muy distinta porque está el desapego a la vida, el desapego en el 

sentido de tanta masacre y tanta cosa, pues ¿era para salir despavoridos de miedo? ¡No! era la 

resistencia total, era: aquí nos tienen es que matar a todos, o sea, nada de miedo, a uno si le daba 

como susto, pero para uno acobardarse, no […] A mí, por ejemplo, lo que me daba más miedo era 

que me desaparecieran. Mi mamá ya también me decía... mi pobre mamá, ¡qué pecado!... cuando 

la cosa se puso tan dura, ella me dijo: Mija, el día que la agarren se hace matar donde la agarren. 

Entonces por eso ese día... yo estaba decidida a hacerme matar donde fuera, para que no me fueran 

a torturar, porque me daba mucho miedo que me torturaran, que me violaran, me daba mucho 

terror479. 

     

 
477 Entrevista 660-VI -00005. Hombre, víctima, líder UP. 
478 Entrevista 001-VI -00046. Hombre, víctima, exiliado. 
479 Citado en Informe 365-CI-01181. Todo pasó frente a nuestros ojos. 2018, 308. 
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La UP demandó también del Estado condiciones de protección para poder hacer política, 

varios militantes de la UP se vieron en la necesidad de recibir armas de fuego suministradas 

por las propias Fuerzas Militares para intentar responder a eventuales ataques. Pero ante el 

propio desconocimiento de su uso o la evidente inferioridad que estos revólveres 

representaban frente a los armamentos de largo alcance y los dispositivos criminales 

desplegados en los asesinatos e intentos de homicidio de sus integrantes, este mismo 

armamento era ineficiente para proteger sus vidas.            

9.1. Demandas de protección al Estado y sus instituciones 

Los militantes de la UP tocaron incansablemente las puertas del Estado y muchas de sus 

instituciones para obtener protección de acuerdo con sus derechos constitucionales. 

Acudieron a presidentes, ministros, ministerio público, Congreso de la República, Fiscalía, 

Fuerzas Armadas, entre otras tantas instituciones para detener el exterminio. Las medidas 

otorgadas fueron insuficientes. La principal medida fue otorgar protección mediante escoltas 

del DAS, institución involucrada en varios de los crímenes en su contra, pero quedaron 

pendientes medidas estructurales que pasaban desde el reconocimiento del exterminio en 

curso o la difusión de mensajes en la sociedad y sus instituciones de la legitimidad del trabajo 

político de la UP. La voluntad política para frenar el desangre fue muy poca. Al respecto, 

exsenador sobreviviente de la UP asegura que: 

«Las precarias garantías que nos fueron ofrecidas a algunos militantes de la UP por parte 

del Gobierno y muchos de los cuales fueron asesinados, por ejemplo Bernardo Jaramillo, 

pero muchos otros a nivel regional, prueban dolorosamente, con un balance terrible para 

nosotros, que la protección es inútil si no se acompaña de una decidida voluntad política 

manifiesta por parte del poder gobernante de detener la matanza, de desarticular a los grupos 

de sicarios, de depurar a los militares implicados en crímenes y en violaciones graves de 

derechos humanos y, desde luego, una voluntad política de respetar la oposición y, en el caso 

de la Unión Patriótica, una fuerza política en ascenso»480. 

 
480 Entrevista 001-VI -00008. Hombre, víctima, excongresista, exiliado. 
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Las demandas de protección de la UP, además de exigir protección inmediata a sus vidas 

para poder continuar con el ejercicio político, pasaban por la demanda de combatir la 

impunidad reinante, principal elemento de la desprotección. La exigencia de la UP en esta 

materia fue la de desmontar el paramilitarismo y su relación con las Fuerzas Armadas, así 

como avanzar en las investigaciones de los crímenes. 

«La Unión Patriótica demandó garantías al Estado colombiano para la vida de sus 

militantes y garantías para el desarrollo de la acción política, pero también demandamos 

castigo para los sicarios y para los protectores y determinadores. Igual que demandamos la 

depuración de las fuerzas militares de los elementos implicados, complicados, partícipes en 

los crímenes. Ese clamor no fue escuchado [se le quiebra la voz]. Nosotros hicimos un desfile 

interminable a través de presidentes de la República, varias veces fuimos, con diferentes 

presidentes de la República nos reunimos, con ministros de Gobierno- posteriormente 

llamado el ministro del Interior-, con ministros de Justicia, con el ministro de la Defensa 

Nacional, con el Procurador General de la Nación, con el Fiscal General de la República, con 

el Defensor del Pueblo; y no hubo una respuesta para detener la matanza»481. 

Aunque gran parte de sus demandas de protección se adelantaron mediante reuniones, 

cartas o en escenarios de elección popular como el Congreso y concejos municipales. 

También recurrieron a la protesta social para llamar la atención sobre el genocidio. En 1989 

ocuparon pacíficamente el despacho del ministro de Gobierno, allí estuvieron Bernardo 

Jaramillo en ese momento representante a la Cámara, Diego Montaña Cuellar dirigente 

nacional, Carlos Romero para ese momento concejal de Bogotá, Oscar Dueñas presidente de 

la UP y Hernán Motta. Una vez allí le notificaron al ministro que no se irían hasta que no se 

reuniera el Comité Antisicarial creado en el Gobierno de Virgilio Barco y que no sesionaba 

desde varios meses antes. 

«Gabriel García Márquez habló con el presidente de la República, el doctor Virgilio 

Barco, y designaron al general Maza Márquez para que fuera a asumir un compromiso de 

que se reuniría próximamente el comité a condición de que nosotros desalojáramos el 

despacho, que estaba absolutamente militarizado toda la zona, etc. Pero yo muestro este 

 
481 Ibid. 
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ejemplo para decir hasta dónde tuvimos que ocurrir cuando agotamos las instancias oficiales, 

la Defensoría del Pueblo, Procuraduría, presidente, ministros. Entonces, hicimos eso»482. 

En los pedidos y acciones de protección diaria, organizaciones defensoras de derechos 

humanos como Reiniciar fueron claves para intermediar ante el Estado y presionar la 

protección de sus miembros y las comunidades. Para esto adquirieron experiencia con el paso 

del tiempo para hacer denuncias, exigir seguimientos a casos e interlocutar con el Gobierno 

y las Fuerzas Armadas. Ana Celmira Romero en su trabajo en Reiniciar atendía casos de 

diferentes partes del país: 

«En mi trabajo en Reiniciar me tocaba atender casos de urgencia. Por ejemplo, si me 

llamaba del Meta y me decían “mira, el Ejército está bombardeando la región, estamos 

atrapados con tantas familias, estamos tal y tal y tal” y lo que yo hacía era llamar al Ministerio 

del Interior a reportar los hechos y si ellos no agilizaban rápido yo llamaba a la base militar 

del sector y me reportaba como miembro de derechos humanos y trabajadora de Reiniciar, 

que teníamos conocimiento de la situación que se estaba dando y les dejábamos bajo 

responsabilidad de ellos la vida de mujeres, niños, campesinos. Entonces de esa manera 

presionaba a los militares. También me llamaba “están haciendo un allanamiento”, entonces 

pedía, primero, la orden de allanamiento, quién, el nombre del fiscal encargado».483 

Ante el déficit de protección por parte del Estado, la UP desarrolló mecanismos de 

autoprotección para intentar escapar a las balas, amparándose en la solidaridad de su tejido 

social cercano, pero con una realidad y vivencia de persecución permanente. 

9.2. La búsqueda de justicia internacional 

La masividad y sistematicidad de la violencia contra la UP y la casi nula respuesta del 

Estado y la justicia colombiana ante la misma hizo que los militantes de la UP y las víctimas 

buscaran prontamente una alternativa internacional para que el Estado actuara en su 

obligación de prevenir, investigar, juzgar y sancionar a los responsables de las graves 

violaciones de los derechos humanos cometidas contra la UP. Las primeras se dieron en los 

 
482 Ibid. 
483 Entrevista 113-VI -00008. Mujer, defensora de DDHH, exiliada. 
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últimos años de la década del 80 a través de denuncias y llamados a la comunidad 

internacional a través de la Comisión de Derechos Humanos de la ONU, con sede en Ginebra, 

Suiza donde algunos militantes exiliados intentaron presentar las graves violaciones que 

venían sufriendo los integrantes de la UP en Colombia, estas acciones no fueron muy 

efectivas debido a la situación internacional y a las condiciones propias del exilio de quienes 

intentaban hacerlas: 

«Había que ver si los 10 muertos colombianos de la UP eran más importantes que los de 

Tiananmén en China, o los de Guatemala, o los de América Central, o las violaciones de 

derechos humanos en Argentina y en Chile […] entonces era como una competencia a ver 

cuál era el que más podía mostrar y nosotros, los que llegábamos allá a hacer ese trabajo, no 

teníamos ni con qué pagar el bus, ni con qué pagar el metro, por supuesto que era más difícil 

hacer ese trabajo»484. 

La impotencia de las víctimas ante la impunidad reinante en Colombia los llevó a buscar 

que el propio Papa intercediera ante casos puntuales de graves violaciones como la 

desaparición de Miguel Ángel Díaz, como lo recordaron sus buscadoras485. Esa misma 

impotencia fue el mismo motor que les llevó a buscar justicia en el Sistema Interamericano 

de Derechos Humanos (SIDH):  

«Hay una lucha muy fuerte de no permitir la impunidad ante un crimen masivo, 

sistemático, un crimen perverso y una criminalidad nunca antes vista en Colombia, o a lo 

mejor vista en Colombia, pero abordada de otra manera. Ahora, ¿por qué la Unión Patriótica 

no desaparece? Porque nosotros aspiramos a que cuando la Corte Interamericana dé su fallo, 

la Unión Patriótica esté todavía en la vida política nacional»486.  

Esta voluntad política de encontrar justicia se conjugó con el apoyo de organizaciones 

como Reiniciar y la Comisión Colombiana de Juristas (CCJ) para que el 16 de diciembre de 

1993 se presentara de manera formal la solicitud de admisión del Caso José Bernardo Díaz 

y otras víctimas de la UP ante la CIDH. Iniciando con esto un largo proceso de buscar que 

el Estado colombiano garantice el derecho de las víctimas de la UP a la justicia, esta ruta de 

 
484 Entrevista 660-VI -00012. Hombre, víctima, exiliado. 
485 Entrevista 660-VI -00009. Mujeres, víctimas, buscadoras. 
486 Entrevista 660-VI -00008. Mujer, víctima, líder política. 
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casi 30 años. Detrás de esta apuesta por la presentación de un caso colectivo se encuentra una 

reflexión importante sobre las condiciones mismas de las víctimas y el interés de una justicia 

que supere el caso a caso, así lo manifiesta Aida Avella dirigente nacional de la UP: 

«Tal vez es el único genocidio político que se ha llevado a instancias internacionales, por 

encima de la opinión de muchos abogados que decían que lo que había que poner era una 

demanda por las personas más importantes, por los emblemáticos -lo llamaban ellos- nosotros 

nos negamos a hacer una demanda con los emblemáticos, porque en este partido todos los 

que murieron fueron emblemáticos. No nos pueden decir que hay unos emblemáticos porque 

son de características nacionales, como Jaime Pardo, como Bernardo...si no que, el 

compañero que nos mataban en la vereda era emblemático en su vereda, el que mataban 

saliendo de un sindicatico, era emblemático en su sindicato, el que mataban en la asamblea 

de Antioquia era emblemático en la asamblea, si, aquí no habían emblemáticos y no 

emblemáticos, aquí lo que hubo fue víctimas en todo el país, este país quedó regado en 

sangre»487. 

El ejercicio de litigio internacional permitió que en 1997 la CIDH declarara admisible el 

caso José Bernardo Díaz y otras víctimas de la UP vs Colombia (caso No. 11.227), y dos 

años más tarde se dio paso a la etapa de búsqueda de una solución amistosa. En esta etapa el 

Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo (CAJAR) y la Fundación Manuel Cepeda 

Vargas pidieron finalizar la etapa de solución amistosa en el caso del homicidio del senador 

Manuel Cepeda Vargas, por lo que en diciembre de 2005 la CIDH decidió desglosar el caso 

Manuel Cepeda Vargas constituyéndose este como en Caso Manuel Cepeda vs Colombia 

(Caso No. 12.531). El hoy senador Iván Cepeda, hijo de Manuel Cepeda Vargas explicó así 

a la Comisión de la Verdad el motivo de esta iniciativa: 

«Muy pronto llegamos a la conclusión de que el Estado no tenía voluntad de una solución 

amistosa. Hicimos la solicitud de que el caso Cepeda fuera llevado de manera individual por 

varias razones. Nosotros veíamos que había muchas incongruencias en toda la actitud del 

gobierno, no estábamos contentos con la forma en la que se venía planteando esto. Y más 

adelante, en el año 2002, porque esta decisión tomó un tiempo, al aparecer la posibilidad de 

 
487 Entrevista 660-VI -00008. Mujer, víctima, líder política. 
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un proceso en el que fueran indultados sin pena ni gloria los jefes paramilitares como se 

presentía iba a ser […] [es] el punto de inflexión en el cual el caso debería ser llevado 

individualmente. Y efectivamente esa fue la decisión, consultada con los demás 

peticionarios, coordinada»488. 

En este Caso la Corte IDH profirió sentencia contra el Estado colombiano haciéndolo 

responsable del asesinato del senador y dirigente nacional de la UP, al sentenciar que 

efectivamente el «El Estado violó los derechos a la vida e integridad personal […] en 

perjuicio del Senador Manuel Cepeda Vargas»489, ante este tribunal el propio Estado 

reconoció su responsabilidad por acción y omisión en el asesinato del Senador Cepeda, por 

cuanto dos sargentos del Ejército participaron del homicidio y las instituciones encargadas 

de brindarle protección no hicieron su tarea a pesar del inminente riesgo que corría. 

Por su parte el Caso José Bernardo Díaz y otras víctimas de la UP vs Colombia (caso No. 

11.227) aún se encuentra en curso y se espera que para este año (2022) la Corte 

Interamericana finalmente emita su sentencia. Lo que ha dejado claro el proceso ante el SIDH 

por parte de las víctimas en el genocidio de la UP es que la justicia colombiana ha sido 

ineficaz para esclarecer los crímenes, ante lo cual la justicia debió ser buscada por fuera de 

las fronteras nacionales. El testimonio de Roberto Antonio Orrego brindado a la Comisión 

de la Verdad pone en evidencia esta realidad desde el sentir de las propias víctimas: 

«Ese caso no se movió sino hasta cuando nosotros llegamos a Reiniciar, se empezó a 

recopilar todo lo que pasó con el genocidio de la UP […] recopilamos todos esos datos y 

logramos documentar el caso y pasarlo definitivamente como un caso emblemático en 

Reiniciar para denunciarlo ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, porque 

realmente no se había cometido ningún tipo de investigación»490. 

El propio Informe de Fondo No.170/17 producido por la CIDH en 2018 en el caso ha 

reconocido la ausencia de investigación y la tolerancia con la actividad criminal que buscó 

destruir a la UP. La Comisión señaló que los esfuerzos del Estado colombiano para investigar 

el caso de la UP se han limitado a investigaciones y juicios aislados, desconociendo la 

 
488 Entrevista 001-VI -00066. Hombre, víctima, senador. 
489 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Manuel Cepeda Vargas VS. Colombia. Sentencia 26 de 

mayo de 2010, 90. 
490 Entrevista 140-VI -00082. Hombre, víctima, campesino, militante. 
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naturaleza misma de los hechos criminales que se dirigieron contra un grupo político491, por 

lo que consideró que el Estado ha omitido sistemáticamente identificar a los responsables de 

los hechos, judicializarlos y sancionarlos, así como tomar medidas para proteger a quienes 

eran víctimas de amenazas antes que atentaran contra sus vidas. En el mismo Informe de 

Fondo la CIDH señaló frente al Estado que  

 

la ausencia de investigación implica una tolerancia y aquiescencia con la misma actividad criminal 

que se abstuvo de investigar, desentrañar y desarticular492. 

 

La búsqueda de la justicia en el sistema internacional ha significado no solo una apuesta 

por superar el manto de impunidad que cubre el genocidio de la UP en el país, para algunas 

víctimas estar a portas de un fallo de la Corte IDH significa hoy significa una enorme 

esperanza que ha estado esperando su tiempo durante décadas: 

«una esperanza de que logre tomar unas decisiones que... ¡aggggg! sienten al Estado a 

reflexionar un poquito, a esta clase dirigente, que se puede hacer política de otra manera, y 

que se puede participar y opinar de otra manera sin que tengamos que estar con el filo en el 

cuello»493.  

9.3. El lento retorno a la política electoral 

 «Yo no había tenido tiempo de pensar, ni de mirar, pero esto me lo recalcó en un programa que tuvimos 

hace muy poco, con alguno de los YouTube, León Valencia, dijo que la Unión Patriótica era el único partido 

¡En el mundo! que vuelve a la política después de un genocidio»494.  

  

En 2013 tras años de resistencia por parte de los sobrevivientes y su incansable exigencia 

de justicia, la Sección Quinta del Consejo de Estado ordenó devolver la personería jurídica a 

la Unión Patriótica después de más de 10 años de habérsela suprimido anulando las 

 
491 CIDH. Informe de Fondo, 232. 
492 Ibid., 234. 
493 Entrevista 660-VI -00009. Mujeres, víctimas, buscadoras. 
494 Entrevista 660-VI -00008. Mujer, congresista, víctima. 
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resoluciones del Consejo Nacional Electoral495. La decisión del Consejo de Estado estableció 

que el Consejo Nacional Electoral aplicó una reglamentación que no correspondía a este caso, 

pues la UP no pudo adelantar la contienda política en plena libertad y garantías respecto a 

otros partidos debido al exterminio adelantado por su orientación política, reconociendo la 

conexión entre el éxito electoral y la violencia en su contra. Esta histórica decisión abrió de 

nuevo la posibilidad para participar en la política electoral e hizo resurgir desde las cenizas 

la esperanza de sus militantes y sobrevivientes que recibieron esta decisión como una 

pequeña pero significativa expresión de justicia. María Josefa Serna, quien participó en la 

dirigencia de la organización luego del restablecimiento de la personería jurídica expresó el 

impacto simbólico de esta decisión 

«Y nos la devuelven, en esas pues eso produce mucha alegría y uno no sabe por qué. Pues 

uno si comienza a pensar ¿cómo no la devuelven? teníamos razón, tenemos razón, por fin 

hay un pedacito de Estado que nos reconoce y eso es muy simbólico y significativo porque 

yo tuve una reacción como de resurrección, como que vivimos, existimos. Comenzamos a 

hablar y yo fui planteando como si estuviera en los años 80. Se planificó un acto en el Centro 

de Memoria, Paz y Reconciliación, allí reunimos por llamamientos de radio Bemba voz a 

voz, vamos hacer un acto reunámonos, digamos que la UP existe, nos devolvieron la 

personería, hagamos un recuento, invitemos gente y así fue. El ideario de la Unión Patriótica 

no fue un ideario para 8 días ni para 4 años de gobierno, si se dan cuenta es el ideario de un 

país para un país en paz y con justicia social»496.  

A finales de ese mismo año, del 15 al 17 de noviembre, la UP realiza su V Congreso 

Nacional, en este evento con participación masiva, el partido se reestructura y se orienta de 

nuevo a la participación electoral, llamando a conformar alianzas, coaliciones, frentes 

amplios y a insistir en la lucha por la justicia y la verdad. En su reconstrucción resaltan la 

participación de Reiniciar, la Juventud Comunista, el Partido Comunista y el movimiento 

político Marcha Patriótica, fuerzas políticas que mantuvieron encendida la chispa de la UP 

durante estos años: 

 
495 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, sección quinta. “Fallo: Acción de nulidad contra 

acto de naturaleza electoral”. Consejera ponente Susana Buitrago Valencia. 1 de agosto de 2013. 
496 Entrevista 660-VI -00007. Mujer, víctima, lideresa. 
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Hemos realizado con éxito el V Congreso Nacional de la Unión Patriótica, en memoria de todas 

nuestras mujeres y hombres que dieron su vida por un país con paz, democracia y justicia social. 

Renovando la esperanza nos reunimos 1.278 líderes y lideresas, en representación de millares de 

upecistas reunidos en 27 asambleas departamentales y regionales de Reencuentro por la esperanza, 

realizadas a lo largo y ancho del país. Con el esfuerzo y empuje dado por la Coordinación Nacional 

de Víctimas, familiares y sobrevivientes del genocidio contra la UP, con el impulso dado por la 

Corporación REINICIAR, con el aporte del Partido y la Juventud Comunista colombiana, con el 

apoyo de múltiples organizaciones de la Marcha Patriótica, con el aporte de fuerzas políticas 

fundadoras de la UP, y con el entusiasmo de nuestros compañeros y compañeras en el exilio, 

renovamos la esperanza por alcanzar una patria nueva, justa y soberana497. 

 

A partir de ese momento empieza de nuevo su participación electoral y se reorganiza su 

trabajo para participar de otro tipo de escenarios no electorales como luchas gremiales y 

sectoriales, la solución política al conflicto armado, el trabajo con víctimas y las luchas por 

justicia y verdad. 

Aunque en las elecciones legislativas del 2014 no alcanzó a superar el umbral de votos 

del 3% de la votación para mantener su personería jurídica, el Consejo de Estado contempló 

un periodo de transición hasta las elecciones de 2018 para garantizar el restablecimiento de 

sus derechos políticos. Ese mismo año Aida Avella fue candidata vicepresidencial en fórmula 

con Clara López del Polo Democrático Alternativo, obteniendo cerca de dos millones de 

votos, con el 15% de la votación. Para las elecciones locales y regionales (Alcaldía, 

Gobernaciones, Asambleas departamentales, Concejos municipales y Juntas 

Administradoras Locales) de 2015, la UP inscribió 1.583 candidaturas, correspondientes al 

1% del total de candidaturas498, en 47% de los departamentos y en 15% de los municipios 

del país499 demostrando el lento y complejo retorno a la arena política. Finalmente, no 

 
497 Unión Patriótica. Declaración final del V congreso de la Unión Patriótica. 21 de noviembre de 2013. 
498 Rodríguez Pico, Clara Rocío. Selección de candidatos y resultados. 26 al 28 de julio de 2017, 10. 
499 Ibid., 11. 
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lograron obtener lugares en gobernaciones, Asambleas departamentales y alcaldías, pero 

obtuvieron curules a concejos en 20 municipios de los 115 a los que se postuló500. 

Carlos Andrés Pérez Berrio, quien fuera alcalde de Chigorodó en el Urabá antioqueño en 

la primera mitad de los noventa, encontró a su retorno a la política la persistencia de un 

ambiente de estigmatización y persecución: 

«Ensayamos la apuesta política a la alcaldía. Entonces se hicieron dos cosas: la 

participación política en la Cámara y la participación política en la alcaldía. Lo de la Cámara 

fue 2016 y lo de la alcaldía para Chigorodó fue 4 años después. Lo que hay que anotar es que 

es ahí la estigmatización fuerte. Me decretaron la muerte dos veces. Fue la primera vez que 

se entra en participar políticamente, inscrito. Entonces hicimos la inscripción política para la 

alcaldía de Mutatá, hicimos también la inscripción para la alcaldía por la Unión Patriótica de 

Chigorodó y Apartadó, hicimos para la alcaldía de Turbo y la alcaldía de Arboletes. Como 

algo simbólico, pero es... por ejemplo, un concejal de Chigorodó se jactaba de decir “llegó 

Andrés, ese hombre cuando estaba acá por donde quiera que pasaba dejaba una estela de 

muertos. No hay que votar por esa gente porque esa gente viene a tomarse el pueblo con las 

FARC”. Yo tengo la nota de esa persona. Un día me llamó el teniente de la policía y me dijo 

“doctor ¿cómo le va? quería saludarlo” al día siguiente me dicen unos campesinos “¿a usted 

no lo había matado? Entonces me di cuenta de que había sacado la información de que me 

habían matado. Lo otro es que en la sede que abrimos en el municipio de Chigorodó no 

podíamos sacar la bandera. La sacamos a lo último, la primera bandera que salió después de 

todo ese periodo del exterminio. Entonces muchos amigos dicen que yo estaba muerto. 

Entonces un compañero me contó que él pasaba y no se atrevía a entrar. O sea, la 

estigmatización está dentro del imaginario de la gente. El terror y el miedo. Estando ahí no 

se atrevió a saludarme, entonces muy duro».501 

En 2016 la UP acompañó con entusiasmo el Plebiscito sobre los Acuerdos de Paz entre 

las FARC-EP y el Gobierno Nacional, un nuevo escenario de solución política a la guerra 

como el que dio origen al partido. En el 2017 en su VI Congreso Nacional, ratificaron la 

defensa y compromiso con dicho Acuerdo e hicieron un llamado a la unidad de los sectores 

 
500 Ibid., 12. 
501 Entrevista 156-VI -00001. Hombre, político, exiliado. 
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políticos alternativos de centro e izquierda. Ese llamado se materializaría en la conformación 

de la Coalición Decentes conformada por la Alianza Social Independiente (ASI), el 

Movimiento Alternativo Indígena y Social (MAIS), Colombia Humana, el grupo Todos 

Somos Colombia, el Partido Comunista Colombiano y por supuesto la Unión Patriótica. Con 

esta coalición participaron en las elecciones legislativas y presidenciales de 2018 y lograron 

después de más de 20 años retornar al Congreso de La República con la elección al Senado 

de su presidenta Aida Avella Esquivel con 57.175 votos, garantizado así la permanencia de 

su personería jurídica y proyectando su trabajo futuro. 

Tras las elecciones presidenciales de 2018 en las que la fórmula Gustavo Petro Urrego y 

Ángela María Robledo obtuvieron 8.040.449 de votos se sella una alianza entre Colombia 

Humana y la UP, incluyendo al movimiento de la Colombia Humana en la personería jurídica 

de la UP para las elecciones locales de octubre de 2019. 

Esta nueva alianza en coalición con las fuerzas del Partido Liberal, Polo Democrático 

Alternativo, Maíz, Autoridades Indígenas de Colombia logró llegar a la Gobernación del 

Huila con la candidatura de Luis Enrique Dussán López, a la Alcaldía de Villavicencio y la 

de Turbaco, Bolívar con Guillermo Torres, firmante de la paz por las FARC, conocido como 

Julián Conrado. Guillermo Torres fue integrante de la UP como delegado de FARC del Frente 

19, participando de la apuesta de paz desde la cultura como cantautor, luego de más de 30 

años volvió de nuevo a la UP para ser alcalde de su pueblo natal, siendo un ejemplo de 

reincorporación política (primer alcalde firmante de paz por las FARC-EP) en el que la UP 

tiene protagonismo: 

«Para mí es un honor y un orgullo que yo haya sido alcalde con el aval de la UP. Yo soy 

fundador de la UP, compadre, fundador de la UP. Eso que dicen, que yo gané las elecciones 

con guitarra prestada, no es así, porque la UP es una guitarra que yo mismo también ayudé a 

fabricar»502. 

En 2022 participaron de las elecciones legislativas como parte del Pacto Histórico, una 

gran coalición de izquierda y centro izquierda integrada por los partidos Polo Democrático 

Alternativo, Colombia Humana, Partido Comunista Colombiano, Movimiento Alternativo 

 
502 Entrevista 276-PR-03520. Hombre, exguerrillero, alcalde. 
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Indígena y Social y múltiples movimientos políticos cristianos, afrodescendientes, liberales 

e independientes. Esta coalición logró obtener la votación más alta para la izquierda en la 

historia de Colombia, siendo la bancada mayoritaria en el Senado y la segunda bancada en la 

Cámara de Representantes. En la lista cerrada al Senado la UP logró alcanzar dos curules: la 

de Aida Avella y la de Jahel Quiroga, directora de la Corporación Reiniciar, también 

sobreviviente del genocidio y reconocida por su inagotable trabajo por la verdad, la justicia 

y las víctimas de la UP. En la Cámara de Representantes logró que su militante Gabriel 

Becerra, parte de las nuevas generaciones, ganará una de las 7 curules del Pacto Histórico en 

Bogotá. Como parte de esa coalición apoyaron la campaña de Gustavo Petro y Francia 

Márquez a la presidencia y vicepresidencia del país. Su retorno a la política fue lento, pero 

han podido integrarse a la dinámica política presente en un nuevo ambiente para Colombia. 

Algunas víctimas como el Senador Iván Cepeda, hijo de Manuel Cepeda, senador de la UP 

asesinado, consideran que el genocidio fracasó en su propósito: 

«Yo hice una vez un ejercicio de periodizar el genocidio y entonces puse los antecedentes, 

después el primer periodo que fue muy intenso hasta que perdió la personería jurídica, 

después el Golpe de Gracia, en fin. Pero hoy, he agregado un periodo nuevo a eso, ese a mi 

modo de ver es fundamental, y es que la Unión Patriótica sobrevivió al genocidio, es decir, 

el proyecto fracasó, porque la Unión Patriótica hoy es un partido político, tiene 

representación parlamentaria, tiene representación en los concejos y tiene un futuro. Así que, 

yo diría, es la prueba viviente de la persistencia, es el mejor ejemplo de resistencia política 

del país. Pero creo que muchos otros movimientos también podrían engrosar esa lista en 

Colombia»503. 

10. Impactos a la democracia 

El genocidio contra la Unión Patriótica afectó de manera profunda a Colombia. Con 

violencia se cerró la democracia y se impidió la participación en política de sectores de 

oposición e izquierda, los cuales habían tenido pocas y limitadas oportunidades de acción 

durante el bipartidismo del Frente Nacional. La esperanza que despertó en miles de 

 
503 Entrevista 001-VI -00066. Hombre, víctima, senador.  
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ciudadanos la posibilidad de oxigenar la política y ejercer de otras formas los gobiernos 

locales y la representación en cargos públicos fue ahogada con sangre. La institucionalidad 

fue incapaz de proteger y garantizar la vida y los derechos políticos de participación de la 

UP, produciendo desencanto y desconfianza en el Estado. Frente a los ojos de la sociedad se 

eliminó a un partido político, estigmatizado previamente como insurgente, en medio de un 

esfuerzo por buscar salidas a la guerra. La democracia colombiana mostró una de sus peores 

facetas: excluyente y violenta, cuestionando la existencia misma de la democracia en el país. 

Las personas relacionadas con la UP entrevistadas por la Comisión en el marco de su 

mandato expresaron diferentes afectaciones ligadas con el ejercicio de la democracia 

ocasionadas por el genocidio de la UP. En los 334 testimonios504 que reportaron violaciones 

de derechos humanos a las personas de la UP, 295 son víctimas y sobrevivientes de la UP. 

En la descripción de los impactos en la democracia de la violencia contra la UP referidos de 

forma espontánea en los testimonios, un 26% de ellas señalaron la falta de garantías para 

participar en política, movilizarse y/o reunirse, el 14% el impacto de la violencia política en 

el marco de la actividad organizativa, el 13% de la estigmatización sufrida y un 12% sobre 

la pérdida de credibilidad en instituciones públicas dada la desprotección sentida. En la 

siguiente gráfica se encuentran el conjunto de impactos a la democracia referenciados: 

  

 
504 295 víctimas y sobrevivientes de la UP y 39 testigos entrevistados. Análisis de fichas relacionadas con la 

Unión Patriótica. Alexander Martínez Pedraza 2022. Cálculos con base de datos de víctimas, familiares o 

testigos recopilada por la Comisión de la Verdad con corte del 9 de junio 2022. 
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Gráfico No. 23: Impactos políticos y a la democracia 

 

 

  

El genocidio afectó irreparablemente las capacidades organizativas de la UP y de 

diferentes sujetos colectivos a su alrededor. En los territorios donde la violencia fue más 

intensa como el Urabá, Nordeste antioqueño, Magdalena Medio, Meta, Guaviare y Arauca 

se afectó el tejido social y las capacidades políticas de la comunidad para organizarse. A su 

vez la pérdida de liderazgos por el destierro, por la muerte o la intimidación fracturaron el 

poder local y regional de la UP y también las posibilidades de las comunidades para 

interlocutar con otros actores como el Estado y sus instituciones. En la gráfica siguiente se 

pueden apreciar los impactos colectivos referidos por las víctimas entrevistadas por la 

Comisión, estos dan cuenta de afectaciones al ejercicio de la democracia a una escala 

cotidiana y de la fragmentación de lo social. Como se señaló anteriormente, la gráfica recoge 

solamente la codificación del relato espontáneo de las víctimas. 
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Gráfico No. 24: Impactos colectivos 

  

 

10.1. No es un daño contra la UP, es un daño para el país 

 Colombia tuvo en la década de los años 80, con la política de paz del Gobierno de 

Belisario Betancur (1982-1986) y los Acuerdos de La Uribe, una oportunidad para avanzar 

en la salida dialogada al conflicto armado y evitar el trágico desenlace humanitario que en 

las décadas siguientes cobraría la guerra. La UP fue concebida no sólo como un mecanismo 

para la incorporación política de los combatientes de las FARC-EP, sino también y 

principalmente como una apuesta para la apertura democrática y la inclusión de sectores 

políticos marginados y estigmatizados del sistema político colombiano heredero del 

bipartidismo del Frente Nacional. 

El proyecto de la Unión Patriótica fue una apuesta de paz que comprendió que el conflicto 

armado tiene enraizado en sus orígenes y desarrolló un componente político profundo, 

entendió que para acabar con la guerra no era suficiente con centrarse en el problema de las 

armas. La UP llamó a los actores armados y al país a ensanchar su democracia como camino 

para construir la paz. Óscar Gómez, quien fue delegado por las FARC para participar en la 
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UP y tras el deslinde con la guerrilla decidió quedarse en la vida política sin armas, expresa 

bien esa concepción de la UP como un puente hacia la paz: 

«La apuesta nuestra era hacer de la Unión Patriótica un partido de izquierda al margen de 

la confrontación armada, pero con una profunda vocación de paz, que a partir de su fortaleza 

política y electoral fuera capaz de jalonar un proceso de paz y de convencer a los actores 

armados, especialmente en las FARC donde podíamos tener alguna incidencia, para que se 

avanzara en la paz. Pero tras la muerte de Bernardo Jaramillo todo eso se hunde y ya el país 

entra en otras dinámicas políticas y emergen otros actores. Ya, viene el protagonismo de 

Carlos Pizarro a principios de los 90, su campaña presidencial y luego su asesinato y luego 

la dinámica que se generó en Colombia con la séptima papeleta y la constituyente, etcétera, 

y ya el país tiene otra dinámica muy distinta, positiva en ese terreno, y negativa en el sentido 

de que, en vez de obligar a las FARC a un proceso de negociación con base en la 

constituyente, el gobierno de Gaviria le apuesta a la confrontación con el ataque a Casa Verde 

en diciembre del 90, pues la dinámica del país vuelve otra vez al conflicto. Y luego, pues los 

ensayos fallidos de negociación de paz en Caracas y en Tlaxcala, México»505. 

Sin embargo, este puente para la paz fue dinamitado con la violencia en su contra. Los 

diálogos se rompieron y tanto las FARC-EP como el Estado y el paramilitarismo arreciaron 

la guerra. En los siguientes intentos de negociación la UP ya no sirvió como mediador de la 

misma forma. El intento de construir una salida negociada mediante la democratización fue 

bloqueado, aunque paralelamente esta crisis política y humanitaria condujo a la realización 

de la Asamblea Nacional Constituyente donde se le dio un nuevo impulso a la apertura 

democrática. Sin embargo, para el caso concreto de las FARC-EP, la guerra y sus 

consecuencias se extendieron varios años al igual que sus víctimas. 

El genocidio contra la UP fue no solo un ataque contra el grupo político, también fue una 

afectación profunda a la democracia colombiana. La violencia fue usada como un 

instrumento para frenar procesos modernizantes y democráticos para el país, es decir que la 

violencia tuvo un carácter retardatario orientado hacia la conservación del orden existente. 

La conexión que para élites políticas, poderes regionales, fuerzas paramilitares y sectores del 
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Estado existía entre las demandas de la insurgencia y las apuestas políticas de la UP, produjo 

una estigmatización también contra las transformaciones sociales y políticas que se 

impulsaban con la UP y con otras políticas gubernamentales como el Plan Nacional de 

Rehabilitación dirigido a solucionar la desigualdad territorial en zonas del conflicto armado. 

Con el genocidio se bloqueó una oportunidad de solución política al conflicto, se impidió 

profundizar la democracia y se negaron transformaciones sociales orientadas a la 

modernización del país. 

«Yo no creo que haya sido tanto un daño a la UP, eso es daño al país, es un daño a la 

nación colombiana. Un país dominado por una casta económica y política: egoísta, cruel, 

violenta, represiva, en el que de pronto germina una esperanza de cambio, un grupo de gente 

joven con ilusiones, que cree que se puede hacer política, que cree que se puede cambiar este 

país y la consecuencia es la persecución, la muerte, el terror, es un daño grandísimo que se 

le hace al país, quedó el mismo país, enclaustrado en un pasado, un país sin esperanza, un 

país sin posibilidad de cambio. Entonces, el daño que se le hace a la UP es asesinar una 

posibilidad de cambio, de transformación en el país»506. 

10.2. ¿Bueno, se va a ir o se va a morir? de la política legal a las armas 

El genocidio de la UP impidió uno de los propósitos centrales del proyecto de paz que 

encarnaba los acuerdos de La Uribe: el tránsito de las armas a la política legal de la guerrilla 

de las FARC, la persecución contra la militancia de la UP destrozó el experimento innovador 

de buscar una ampliación democrática por medio de la negociación política. El resultado 

terminó siendo adverso a este propósito y las visiones de una imposibilidad de la 

participación política de manera legal de quienes estaban alzados en armas tuvo más fuerza. 

De manera paradójica, un proyecto pensado para la incorporación a la vida política dentro 

del sistema político de los insurgentes terminó por ser la constatación para muchos de que la 

salida era la lucha armada: 

«Ya uno veía, ¿verdad?, “ya están averiguando, ya andan detrás mío, ya me van a matar”. 

Es que es un ambiente, mira, todo el mundo te dice “cuídese porque lo van a matar, cuídese 
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porque lo van a matar. Uno ve que están matándolos, es que no es mentiras, están matando. 

Ya mataron a José Francisco, ya mataron a Marcos Sánchez, ya mataron a José Antonio 

Quiroz. […] Eran cosas que empezaban a suceder con mucha frecuencia, que no eran 

coincidencia, es decir, uno sentía que había una presión como por “bueno, ¿se va ir o se va a 

morir?”, ¿sí? A uno le entra ese debate interno de qué hago, porque ya casi han transcurrido 

algo más de 2 años desde cuando nos metimos a Causa Común, al trabajo político. Ya uno 

conoce gente en los pueblos, en los barrios, que lo quieren, que lo saludan, que lo respaldan... 

uno también se ha ido apegando, quiere al movimiento, quiere al partido... odia que nos estén 

matando y demás, uno denuncia eso. […]Eso es lo que conduce a que en determinado 

momento uno piense “bueno, ¿qué hacemos?, si nos quedamos aquí, nos van a matar”[…] 

uno sentía “no, aquí yo ya estoy más muerto que vivo”, y toda la familia se lo dice, se lo 

dicen todos los conocidos. Ante eso, como en ese trasegar habían venido unos muchachos de 

las FARC a hacer trabajo de la UP, uno los conocía y todo eso, entonces... “bueno, ¿qué 

posibilidades hay de que a mí me reciban allá?, porque a mí me van es a matar. Si yo me 

quedo aquí, me matan. La otra opción es irme para Bogotá a iniciar una nueva vida, olvidarme 

de todo o irme del país”, pero yo no sé, también eso tiene que ver un poco con el carácter, 

con el orgullo de cada uno, con sus convicciones “¿irme del país?, pero ¿salir uno corriendo 

del país todo humillado porque lo van a matar por pensar como uno piensa?, eso no puede 

ser. ¿Irme para Bogotá, salirme del movimiento y olvidarme de todo?, pero ¿por qué?, o sea, 

yo no puedo ser yo, yo no puedo pensar como yo quiero porque me matan, entonces tengo 

que olvidarme de eso y si no olvido, me matan. No, tampoco”. Entonces eso es lo que al final 

uno dice “no, yo quiero algún contacto, mándenme una persona, alguien que me explique. 

Yo no voy a renunciar. Yo sigo en la misma lucha, pero si me matan, no me van a matar 

cambiando la llanta de un carro, ni me van a coger en la calle y me van a pegar 3 tiros o van 

a entrar a mi casa tumbando la puerta y me van a matar ahí al lado de la mujer mía. Si me 

matan, me mataran por allá peleando en el monte con un fusil en la mano, pero tampoco va 

a ser así que lo sacan a uno corriendo o lo mandan a callar”. De eso es que viene entonces el 

ingreso a las FARC»507. 
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Este testimonio de Gabriel Ángel, quien pasó de ser un dirigente regional de la UP en el 

departamento del Cesar a combatir en las filas de las FARC por casi 30 años, retrata como 

varios integrantes del movimiento político vieron en la lucha armada la posibilidad de seguir 

haciendo política y preservar sus vidas. Otros relatos recibidos por la Comisión de la Verdad 

de quienes sobrevivieron porque salieron al exilio son contundentes para dimensionar la 

situación límite de quienes optaron por ingresar a la guerrilla:  

«Todos mis amigos, todos mis compañeros que se fueron para la guerrilla, que decidieron 

coger las armas, todos vivos y todos los que se quedaron los mataron […] todos los que se 

fueron a las armas vivos, en cambio todos los que quisieron hacer un trabajo decente siempre 

se tuvo que enfrentar al miedo, la muerte y la violencia»508.  

Quienes pasaron de tener un rol activo en la UP como militantes o dirigentes políticos a 

ingresar a la guerrilla tenían claro que su vida corría peligro en la legalidad y que tampoco 

veían como opción abandonar el país, desplazarse de manera forzada o dejar de hacer 

política.  

«Lo que me decían era “tome medidas de seguridad”. Y yo eso lo hacía, digamos. Pero 

con esa segunda cosa [intento de asesinato], yo fui y le dije a los compas del Partido “miren 

¿saben qué? yo no me voy a dejar matar”, entonces me decían “no, pero te podemos mandar 

a otra ciudad y todo”, pero “sí”, le dije “¿para dónde me voy a ir?”, le dije “mire, al […] 

regional de Villavicencio le habían matado gente, a Antioquia habían matado gente. En todas 

partes, están matando gente, y ¿para dónde me voy a ir?”. Entonces, yo les dije “no, yo 

necesito que ustedes me hagan un contacto con la gente de las FARC»509. 

Esta misma situación la vivieron militantes de la UP que luego llegarían a ser reconocidos 

comandantes de las FARC como Juvenal Ovidio Ricardo Palmera Pineda, conocido como 

«Simón Trinidad», y Rodrigo Granda quien fue secretario nacional de prensa de la UP. Las 

trayectorias de vida de estos guerrilleros encarnan la complejidad del impacto político del 

proceso de exterminio de la Unión Patriótica, personas que fueron sometidas a la persecución 

y a la zozobra de perder sus vidas por pertenecer a un partido político terminaron por ser 

parte neurálgica de un proyecto armado, participaron en infracciones al DIH cometidos por 
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la guerrilla, vieron morir a muchos de sus compañeros ex militantes en combate y 

experimentaron la persecución a sus familias. Así relató este entramado de complejas 

dimensiones del conflicto armado Gabriel Ángel:  

«Nosotros los que llegamos de la UP a las FARC, que llegamos por las razones que... 

nosotros nunca podemos decir que fuimos víctimas del Estado, que fuimos víctimas de una 

persecución. Yo estoy vivo, pero una gran cantidad de los compañeros que se fueron 

conmigo, murieron en la selva y eso no lo podemos reclamar porque nosotros no somos 

víctimas, nosotros somos ¡actores del conflicto! Yo tuve que dejar a mi esposa y a mi hija 

que quedaron casi en la miseria, quedaron arrumadas en la casa de su mamá, mantenidas, 

soportando diversas humillaciones. Cuando el Cesar se paramilitarizó por completo en la 

época de Jorge 40, les tocó huir de Valledupar, a ella le mataron un hermano y tuvieron que 

huir y empezar a correr: Neiva, Bucaramanga, de una parte a otra. Bueno, eso no es ser 

víctima, porque es que era la familia de un guerrillero, ¿sí?, entonces la culpa es del 

guerrillero, o sea, la culpa es de uno, ¿entienden?, porque quién lo mandó a meterse a la 

guerrilla, quién lo mandó a irse para el monte. Eso no es justo, eso no es justo y es de las 

cosas que yo aspiro que la CEV le cuente al país. Mira […] de los compañeros que no se 

fueron para la guerrilla… Jairo Urbina Lacouture, lo mataron en Valledupar, en su casa; a 

Luis Mendoza lo mataron ahí; a este muchacho que era dirigente estudiantil, Miguel 

Arroyo…»510. 

La opción por la lucha armada para estos militantes de la UP cobijaba la esperanza de la 

sobrevivencia y se soportaba en una reflexión sencilla pero compleja que fue compartida con 

la Comisión de la Verdad por Guillermo Torres, conocido en las filas de las FARC como 

Julián Conrado: «ellos entendieron eso, que de la tumba no sales más, del monte puedes salir 

algún día. Esa es una conclusión a la que llegan facilito algunos».511 El propio Guillermo 

relató cómo los combatientes de las FARC que regresaron a las filas guerrilleras intentaron 

persuadir a algunos de los militantes de la UP para que ingresaran a la insurgencia para 

preservar sus vidas: 
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«Hubo un compañero, Marcos Sánchez Castellón. Nosotros le dijimos: “Ven que te van a 

matar”, y él dijo que no, que, si lo iban a matar, que lo mataran abajo. Él decidió así, escogió 

eso, quedarse abajo, se la jugó. No se quedó para que lo mataran, pero sí se la jugó y mataron 

a Marcos Sánchez.  

[Canta:] 

”Violencia y más violencia, corre tanta sangre sin descanso,  

Colombia convertida en espanto, qué terrible situación.  

Ayer, con decisión, de la paz se te escuchaba hablando,  

por eso hoy la noticia están dando, te mataron a traición.  

Por ver feliz a tu pueblo te entregaste,  

con un coraje que a medirse no alcanza, 

inundada de amor el alma sembraste,  

regaste con tu propia sangre esperanza.  

Marco, negro macondiano, hoy desde el nevado sonríes al Caribe,  

iluminas como un faro, las encendidas luces que camino se sigue”.  

Yo le decía a Marcos Sánchez 'Negro Macondiano'»512. 

El asedio violento del que fue objeto el Partido Comunista y la Unión Patriótica terminó 

por fortalecer la guerrilla de las FARC, muchos militantes de organizaciones como la JUCO 

asumieron como salida política de supervivencia ingresar a las estructuras militares de la 

insurgencia, pero el debate colectivo al interior de los comunistas los llevó incluso a 

contemplar la clandestinización de organizaciones enteras, lo que a la postre habría resultado 

una mayor pérdida para la democracia colombiana. Afortunadamente esto no sucedió, pero 

llevó a muchos de sus líderes a dejar la UP y a pasar a las redes urbanas de las FARC, un ex 

comandante de la Red Urbana Antonio Nariño que operaba en Bogotá y algunos municipios 

de Cundinamarca relató a través de su propia experiencia cómo el genocidio de la UP llevó 

al crecimiento de esta unidad guerrillera: 

«La JUCO en la que yo milité, a principios de los 90, era realmente una juventud bajo 

fuego, era una militancia política en la legalidad bajo el fuego y con el desfile permanente de 
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nuestros muertos a los cementerios. En ese contexto hay un debate interno que planteaban en 

la JUCO, la necesidad de clandestinizar la estructura y tratar de preservar la vida de los 

militantes; obviamente la posición que se conoce del partido y de la JUCO fue mantenerse 

como un bastión de la resistencia en la legalidad, preservar ese espacio, a un costo humano 

muy alto. Eso lo digo para contextualizar que en ese escenario la opción de la clandestinidad 

y de la lucha armada para muchos de nosotros realmente estaba en primera línea. De tal 

manera que, en ese entonces, 93, varios de los dirigentes nacionales de la JUCO, ante la 

posición del partido y dado que no se podía clandestinizar en su conjunto, deciden renunciar 

a su militancia en ese espacio y dar el paso a las FARC. Quienes salían, mantenían de alguna 

manera una relación, un vínculo con algunos de los que seguíamos militando y eso pues 

permitía que a la postre uno también pudiera dar ese paso»513. 

De otra parte, la propia experiencia y esperanza que cobijaba la UP sí permitió que algunos 

de los guerrilleros destinados por las FARC para el trabajo político se mantuvieran en la vida 

política legal luego de que la tregua con el gobierno se rompiera. Un combatiente de las 

FARC, quien fuera elegido por la UP para la Asamblea departamental del Cauca y 

posteriormente concejal del municipio de Bordó Patía, luego del llamado de la insurgencia 

para que sus combatientes y comandantes se reintegran a los frentes, decidió no regresar a la 

vida guerrillera, y mantenerse en la política legal: 

«Lo cierto fue que cuando se rompió la tregua con Belisario Betancur que muchos de los 

que nos habían destacado para el trabajo político, se regresaron a la organización guerrillera, 

yo fui el único que me quedé en el país, algunos que no se ingresaron pues se fueron del país, 

pero yo creo que fui el único que me quede, yo le dije a las FARC “yo no voy a tomar las 

armas, porque la guerra no es para mí, para mi es la vida civil y es la vida política y yo voy 

hacer uso de mi indulto para hacer otro tipo de vida y yo me quedo acá y así fue y 

evidentemente incluso las FARC en esa época me dijeron seguramente te van a matar 

Humberto porque la situación está muy difícil y usted va a quedar solo y así fue, yo regresé 

de aclarar eso con las FARC, entonces las contradicciones con los dirigentes del partido 

comunista se juntaron y se ahondaron de tal manera que yo vi en riesgo mi vida, entonces yo 
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produje un documento público por todos los medios renunciando a la Unión Patriótica y 

renuncié»514. 

Con el tiempo este ex militante de la UP ocuparía cargos públicos de primer orden en el 

departamento del Cauca, pero debido a la persecución en su contra y el peligro que corría su 

vida se vio forzado a salir al exilio en la década de los años 2000. La paradoja reflejada en 

militantes políticos que se vieron forzados a tomar las armas y en exguerrilleros que deciden 

quedarse a hacer política en el marco del sistema político se enmarca en una consecuencia 

lamentable para el ejercicio de la política abierta en nuestro país que se cimentó como un 

factor de persistencia del conflicto armado. Estas características del genocidio de la UP 

reforzaron la idea que no existía lugar en Colombia para la oposición política desde la 

legalidad. Tras la ruptura de la tregua en 1987, en la que la presión militar de las FARC fue 

decisiva, la decisión de la guerrilla de acentuar su Plan estratégico trazado en la VII 

Conferencia tomó más fuerza, el testimonio de Óscar Gómez ex dirigente de la Unión 

Patriótica refleja el impacto de esa paradoja política en la acentuación del conflicto vivida en 

la década de los años 90 y la prolongación de este aceleró la incorporación de nuevos 

miembros de la guerrilla, quedándose la UP en medio del fuego cruzado en la agudización 

del conflicto, y para las FARC en la legitimación de la guerra. También el impacto de este 

proceso de exterminio de la UP sobre la política de nuestro país ha hecho que perdure en 

quienes integraron el movimiento político y luego las FARC la idea que ese ciclo de violencia 

contra quienes intentan dejar las armas para participar en política se repite, reforzando la 

percepción que este tipo de personas tienen los espacios cerrados en el sistema político.  

«El que no se fue del país o para la guerrilla, lo asesinaron, ¿sí?, entonces... eso hace parte 

de la historia de Colombia y eso también tiene que ver con las FARC, ¿por qué las FARC se 

crecieron tanto en los años 90?, pues por toda la gente que vino corriendo de la UP, que es 

otra de las realidades que no se dicen. Aquí se dice “se volvieron narcotraficantes...”, bueno, 

lo que quiera, pero no dicen “no, es que aquí había este drama humano, este drama político, 

esta persecución implacable”. Mira, yo pase en las FARC 30 años y yo siento un cariño muy 

especial hacía la UP, pero de alguna manera también, en la UP, lo miran a uno como con 
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cierta distancia, ¿no?, como “ah, sí, era de las FARC”. Sobreviví y puedo estar contando esto. 

Pero no todos corrimos con la misma suerte, la inmensa mayoría murió, unos porque se 

quedaron, otros porque se fueron para el monte y allá perdieron la vida […] Estamos aquí, 

defendiendo una idea de la paz, que fue casi la misma que conocimos cuando los acuerdos 

de La Uribe y somos objeto también de estigma, todavía nos están asesinando, nos están 

persiguiendo y nos desprecian y demás»515.  

10.3. La reducción del pluralismo político 

La aparición de la UP en la década de los años ochenta significó la apertura de un régimen 

político esencialmente bipartidista que a través del Frente Nacional había logrado mantener 

el control de la competencia electoral bajo los límites de los partidos Conservador y Liberal. 

La irrupción de la UP significó la consolidación de una tercería política que buscaba gobernar 

a Colombia al margen de estos dos partidos. Si bien la UNO y el Frente Democrático habían 

logrado importantes avances electorales a niveles regionales en la década anterior, fue la UP 

la primera fuerza política de izquierda que nacionalmente logró afianzarse como un partido 

con capacidad nacional de disputar electoralmente la hegemonía bipartidista en instancias 

como el Congreso de la República.  

Su genocidio significó un daño para toda la democracia nacional al expulsar de manera 

violenta a una de las principales representaciones de la diversidad política, tan sana y 

enriquecedora para cualquier sistema político, del debate y la competencia por el control del 

Estado, esencia de toda disputa electoral. Yomaira Agudelo, esposa de Alberto León Muñoz, 

secretario de la Unión Patriótica en Antioquia, asesinado en Medellín el 6 de noviembre de 

1987, sintetizó en sus propias palabras este daño causado a la democracia colombiana: 

«Bueno, yo soy de la que pienso que es que aquí no hay democracia ¿cierto? Esto es una 

falsa democracia, esto es una democracia hipócrita ya que no hay, porque es que donde no 

se respete la diferencia ¿Qué democracia va a ser? ¿Sí o no? Donde tú no puedas tener un 

libre pensamiento porque ya te estigmatizan o te asesinan ¿cierto? Donde no puedas hacer 

un trabajo social porque ya el líder social se considera un enemigo del Estado ¿cierto? ¿Qué 
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es una democracia? ¿El Estado qué tiene que promover? La seguridad de las personas, la 

libertad de expresión de las personas es que en la diversidad está la ganancia, está la 

abundancia, pero si tu no lo puedes hacer ¿cierto? Eso no es democracia. Eso afecta 

enormemente una democracia, que tu no tengas un libre pensamiento»516. 

El asesinato de militantes y líderes de la UP desnaturalizó la democracia y la competencia 

política, en medio del conflicto armado que se agudizaba, y no fue garantizado el debate de 

ideas y la confrontación de visiones de mundo que caracterizan una contienda electoral. Entre 

1986 y 2002, la UP alcanzó la elección de 1.229 personas a cargos públicos por vía del voto, 

227 de estas fueron asesinadas o desaparecidas forzadamente, es decir, casi 1 de cada 5 

personas electas por la UP perdieron la vida por su participación política en las diferentes 

ramas del poder. En 2002 el Consejo Nacional Electoral por medio de la Resolución 7477 

del 20 de noviembre de 2002 consumó la expulsión formal de la UP del sistema político 

colombiano al retirarle su personería jurídica.  

La ausencia de esta garantía básica de toda democracia repercutió necesariamente en la 

reducción del pluralismo político en otras esferas de la sociedad como el mundo del trabajo, 

y los mundos comunitarios, barrial y campesino, pues los miles de militantes de la UP 

asesinados, desaparecidos, desplazados o exiliados encarnaban en sus cotidianidades la 

posibilidad de que estos y otros sectores sociales contarán con dinamizadores del debate 

público sobre los asuntos de interés social y colectivo. La ausencia de estos allí fue un daño 

para la pluralidad de ideas y visiones de lo social, lo económico, lo cultural, lo político. 

10.4. La negación de la identidad política 

Uno de los impactos más contundentes contra los derechos políticos de quienes integraban 

la UP y sus círculos familiares ha sido la obligación de ocultar su identidad política, 

negándose la posibilidad de participar de cualquier ámbito de la sociedad desde su militancia, 

su participación política o su simple cercanía con un partido de izquierda. La estigmatización, 

el señalamiento y el propio desarrollo del exterminio político llevó a la militancia a buscar 

 
516 Entrevista 660-VI -00014. Mujer, víctima, líder UP. 
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alternativas para evitar la expulsión del panorama político en el país y en sus territorios, 

muchos optaron por ocultar su pertenencia a la UP para continuar haciendo el trabajo político: 

«Nosotros trabajamos en la parte deportiva en la Junta Comunal del sector. Entonces 

usábamos eso para hablar con otras Juntas y el nombre del club deportivo. Eso fue como 88 

y 89 y ya en esa época nosotros ya no podíamos decir que éramos del Partido Comunista o 

de la UP porque la gente le daba miedo acercarse a nosotros o mucha gente pensaba que 

éramos guerrilleros. Entonces nosotros utilizamos el club deportivo como una forma para 

atraer a la gente y logramos reunir a las Juntas de Acción Comunal y ya estaba visto el terreno 

y todo y la gente estaba muy emocionada hasta que llegó un tipo y en plena reunión y nos 

señaló a nosotras. Ustedes les están comiendo cuento “ellas son comunistas, de la UP, el 

partido guerrillero. Si ustedes siguen con ellas van a acusarlos de ser guerrilleros”. El tipo 

nos dañó todo el trabajo que habíamos hecho porque en plena reunión nos descubrió ante 

todo el mundo. Eso no era pecado, nosotros les decíamos “ustedes consideran, nos conocen, 

¿somos malas?” y decían “no” y les decíamos “eso es lo que hacemos como comunistas y 

como UP, ayudar a la gente, nosotros no les hemos hecho ningún daño a ustedes”, pero mucha 

gente empezó a desmotivarse y mucha gente dijo que muy interesante el trabajo, pero como 

estaban matando a la gente de la UP ellos no querían arriesgarse»517. 

Otros militantes fueron obligados a negar su propia identidad a través de un ejercicio de 

camuflaje en otras organizaciones, la identidad política UP-PCC fue casi exterminada en 

regiones del país como consecuencia del propio genocidio político, así lo recuerda Jaime 

Ignacio de Jesús Muñoz Burgos, ex alcalde de Remedios, Antioquia. 

«En ese período fue traslado, con su primera expresión de paramilitarismo a través del 

MAS [Muerte a Secuestradores] a Remedios y Segovia; obligado en los años 90 a que los 

restos de militancia política que nos quedaban en Unión Patriótica, el Partido Comunista y a 

movimientos sociales, a cerrar filas, ya en torno a organizaciones locales y regionales de 

defensa de derechos humanos. Ya no nos podíamos expresar como Partido Comunista, como 

Unión Patriótica o como otro tipo de expresión política, sino que nos quedaba era lo poquito 

que iba quedando ahí para refugiarnos, ONG defensoras de derechos humanos, para salvar 

 
517 Entrevista 113-VI -00008. Mujer, Víctima, exiliada. 
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la hecatombe y los últimos reductos de resistencia por la vida y la integridad de la resistencia 

de esa región»518. 

Los círculos familiares también se vieron afectados por necesidad y obligación de los 

líderes y militantes de la UP a ocultar su identidad política, la hija del exdiputado a la 

Asamblea de Antioquia, Gabriel Jaime Santamaría, le contó a la Comisión de la Verdad como 

su cotidianidad como niña se vio afectada por esta vulneración a los derechos políticos de la 

militancia de la UP: 

«Como mis papás fueron más amenazados y el teléfono empieza a ser interceptado y ya a 

media noche todos estábamos cerca de mi abuelo, ya las llamadas a medianoche a amenazar 

a mis papás, ya nos decía que no podíamos contestar el teléfono, ni llevar invitados a la casa, 

eso era muy tenaz, pues, que una niña no pueda llevar amigas, eso es muy difícil, yo creo que 

una de las cosas más duras que pasé en mi infancia, era como esa vida secreta que me decían 

que tenía que tener, que no podía hablar de mi papá, y yo con ganas [porque a uno le 

preguntaban dónde vive, cómo se llaman sus papás, qué trabajan sus papás, entonces pues a 

mí me decían “no diga nada”, “porque si usted da una información de esas le puede pasar 

algo muy malo a sus papás”, yo como que no sabía…decía la verdad, a mi mamá, “ay, vea, 

yo conté todo, dónde vivía, todo”, entonces era como muy complejo,, era muy duro... porque, 

pues, yo era una niña y pues a mí preguntaban qué hacía su papá y yo contaba y yo sabía que 

no podía decir, entonces yo llegaba casi que llorando a mi casa a decir, “yo metí la pata”, o 

sea, “yo conté, ¿yo por qué hice eso?»519. 

Pero la negación de la identidad política también fue un impacto sobre las víctimas 

mortales de la UP, sus familiares se vieron muchas veces en la necesidad de ocultar, cambiar 

u omitir la identidad de sus víctimas para buscar minimizar las posibles represalias, para 

intentar agilizar los trámites ante las entidades de justicia o simplemente para evitar una 

revictimización. 

«Yo por lo menos, no me sentía como con las herramientas de defender, de decir por qué... 

o sea, que realmente él no estaba haciendo nada malo, tú lo podías decir “si, era del partido”, 

“¡pero es que los del Partido Comunista!” “¡es que los de la Unión Patriótica!... pues cómo 

 
518 Entrevista 660-VI -00004. Hombre, Víctima, exalcalde. 
519 Entrevista 660-VI -00017. Mujer, víctima, hija de exdiputado. 
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no”. Entonces, al final en muchos escenarios, uno opta por... mentir o muchas veces recuerdo 

que si me preguntaban yo decía que estaba secuestrado porque es que estar secuestrado era... 

era - ¿cómo te digo? - ... Y por ejemplo en la universidad pues, cuando a mí me hicieron la 

entrevista que me preguntaron bueno, con quién vivía, “con mi madre y con mis hermanas”, 

“¿y tu padre?”, “no, él no está”, “¿qué le pasó?”, “murió en un accidente”. Entonces tener 

que mentir sobre tu propia vida para poder ser aceptado en un grupo es... completamente 

doloroso»520. 

El marco político que promovió desarrolló e incluso llegó a justificar el genocidio contra 

la UP llevó incluso a que las familias de las víctimas no pudieran por momentos reconocer 

el tipo de victimización a la que había sido sometido su familiar, la desaparición forzada era 

minimizada frente a otras violaciones como el secuestro, obligando al país a enfrentarse a 

una especie de escalafón de la victimización por la identidad política de la víctima. Una 

esposa de un militante de la UP, desaparecido, torturado, quemado y asesinado tuvo que 

mentir sobre la identidad política de su marido ante una institución del Estado por temor a 

recibir mayores consecuencias: 

      

Una vez reconocí a mi esposo, me llevaron nuevamente a la Fiscalía, donde iniciaron un 

interrogatorio en el cual, después de los datos de identificación, me preguntaron que a qué partido 

pertenecía mi esposo. Entonces yo por puro miedo les dije que Luciano era del partido liberal, 

pues temía mucho decir que él era comunista y de la UP por las represalias que pudieran tomar 

contra mí y mis pequeños hijos. […] Como al mes me llamaron de un Juzgado para que declarara 

nuevamente y yo fui y declaré lo que ya había dicho521. 

     

Familias enteras de quienes lideraron la UP en regiones como Urabá han negado 

obligadamente hasta el día de hoy su relación familiar con víctimas de este partido que 

salieron al exilio para evitar también ser atacadas. «Mi familia ha permanecido clandestina 

toda su vida»522, le dijo a la Comisión un ex alcalde de la región evidenciando el impacto 

político y social del exterminio en esa región de la UP.  

 
520 Entrevista 660-VI -00009. Mujeres, Víctimas, buscadoras. 
521 Testimonio citado en Informe 365-CI-01181. Todo pasó frente a nuestros ojos. 2018, 320. 
522 Entrevista 156-VI -00001. Hombre, víctima, exalcalde. 
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Este temor para identificarse públicamente por parte de familiares y militantes persiste 

como una muestra de la profundidad del daño a la democracia colombiana que causó el 

genocidio de la UP, las palabras de una militante y víctima de la UP son contundentes en ese 

sentido: «Es que tal fue la magnitud de lo que nos pasó... que solo desde hace tres años para 

acá he venido nuevamente a nombrar la Unión Patriótica en público»523. 

10.5. Exterminio de una generación de jóvenes dirigentes renovadores de la política 

 La violencia contra la Unión Patriótica repercutió de varias maneras en la democracia 

colombiana. Las miles de violaciones de derechos humanos cometidas contra sus integrantes 

significaron la pérdida de vidas humanas con importantes trayectorias y prometedores futuros 

en el desarrollo de la participación política en el país. El asesinato de tantos dirigentes y 

líderes llevó a la imposibilidad de mantener el proyecto colectivo y de poder funcionar como 

grupo. La sistematicidad y masividad de estas acciones, el grado de planificación y de 

«muerte anunciada» que tuvieron la mayor parte de los casos, muestra la intención de destruir 

el grupo y el proyecto político de la UP. El asesinato, desaparición forzada, el exilio o incluso 

la persecución permanente significaron en la práctica la desactivación política de miles de 

liderazgos sociales y políticos que representaban una generación comprometida con la 

democratización del sistema político. 

Decenas de funcionarios electos a cargos públicos como alcaldes, concejales, diputados e 

incluso senadores, así como miles de dirigentes sociales, comunitarios y políticos de la UP 

fueron asesinados o no pudieron continuar con su proyección política como consecuencia de 

la violencia en su contra. Hay que tener en cuenta que el proyecto de la UP nació como una 

propuesta de paz en donde la participación democrática era la puerta para la reintegración 

futura de la guerrilla y el establecimiento de nuevas bases para la reconstrucción de la 

convivencia.  

Las consecuencias del exterminio de la UP en el propio partido también comprometieron 

la democracia en Colombia, dado que lo que esto representa para un sistema político 

necesitado de constantes renovaciones generacionales. El genocidio contra la UP arrasó con 

 
523 Testimonio citado en Informe 365-CI-01181. Todo pasó frente a nuestros ojos. 2018, 356. 
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un sector importante del liderazgo de los jóvenes políticos de izquierda que se consolidaban 

progresivamente en planos locales, regionales y nacionales en las décadas de los años 80 y 

90. Lo que significaba en últimas impedir un proyecto a mediano y largo plazo, como lo 

sabían sus militantes en medio de las discusiones políticas por la candidatura presidencial de 

Bernardo Jaramillo Ossa: «este era un proyecto político de largo plazo y el único que le puede 

dar continuidad es Bernardo que es un hombre joven»524. 

Bernardo Jaramillo Ossa, fue asesinado a la edad de 34 años cuando realizaba su campaña 

como candidato presidencial y ejemplifica muy bien la generación exterminada. Según los 

datos del proyecto JEP-CEV-HRDAG, a pesar de que los asesinatos se presentaron en 

integrantes de muy diversas edades que oscilaban entre menores de edad y mayores de 40 

años, entre 1986 y 2005 la mayoría de ellos se dio contra militantes que tenían entre 27 y 40 

años con aproximadamente 36 % de las muertes violentas. El 9 % era menor de edad, el 27 

% tenía entre los 18 y 26 años y otro 27 % tenía más de 40 años. Es decir, el 71 % de las 

víctimas de homicidio de la UP no superaban los 40 años525. 

La gráfica Víctimas de mortales contra la UP por categoría de edad presenta los registros 

para los dos grupos de edades descritos anteriormente en cinco periodos de tiempo 1986-

1989, 1990-1993, 1994-1997, 1998-2001 y 2002-2005. Al observar el comportamiento de la 

violencia generacional es evidente que el grupo que concentra la mayor cantidad de 

asesinatos son quienes tenían entre 18 y 40 años. En particular el foco de esta violencia fue 

evidente los primeros periodos analizados: entre 1986 y 1989, el 37 % tenía entre 27 y 40 

años, y el 27 % entre 18 y 26 años; entre 1990 y 1993, el 38 % tenía entre 27 y 40 años, y el 

28 % entre 18 y 26 años; entre 1994 y 1997, el 37 % tenía entre 27 y 40 años, y el 29 % entre 

18 y 26 años. 

A pesar de presentarse esta violencia contra los cuatro grupos etarios a lo largo de toda la 

existencia de la UP, para los últimos periodos analizados (1998-2005) la violencia contra el 

grupo entre los 27 y los 40 años se equipara a las víctimas mayores de 40 años: entre 1998 y 

2001, el 35 % tenía entre 27 y 40 años y el 32 % de las víctimas eran mayores de 40; entre 

2002 y 2002 ya las mayores de 40 (36 %) eran más de las de 27 y 40 años (35 %). Esto puede 

 
524 Entrevista 660-VI -00011. Víctima, hombre, exdirigente UP. 
525 Proyecto conjunto JEP-CEV-HRDAG de integración de datos y estimaciones estadísticas. 2022. Fase 3 
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explicar por el proceso violento de los tres periodos previos en su contra y por el avance de 

edad de las víctimas. Para estos años el exterminio de jóvenes de la UP ya se había 

consumado. 

 

Gráfico No. 25: Víctimas de homicidios contra la UP por categoría de edad 

 

 

Fuente: Proyecto conjunto JEP-CEV-HRDAG de integración de datos y estimaciones 

estadísticas 

 

Además de la eliminación física mediante el asesinato y desapariciones forzadas, otra 

forma de eliminación de esta generación para la política del país se dio a partir de una 

violencia que las expulsó de la política e incluso en numerosas ocasiones del país. 

«Una de las personas que me acogió en el exilio, con ella organicé el año pasado el 

aniversario de la masacre de Segovia, un acto que hicimos muy bonito en el Parlamento 

Europeo, y esa persona contaba que cuando me recibió, que él estaba a punto de pensionarse 

y que yo tenía apenas 26 añitos, y que yo caminaba 20 metros y tenía que parar porque mi 
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cuerpo no daba más. O sea, yo ya no me acordaba de los pormenores, pero sí fue muy difícil 

vivir en un cuerpo joven que tenía la salud de alguien de 85 años»526. 

Este testimonio de la ex alcaldesa de Segovia por la UP para el periodo 1988-1990, Rita 

Ivonne Tobón, permite ver el impacto emocional y la carga física sobre jóvenes dirigentes de 

este movimiento político. A sus 26 años Rita Ivonne era la alcaldesa de uno de los municipios 

con mayor fuerza política de la UP y a la vez uno de los que con mayor terror experimentó 

la violencia en su contra, Segovia en el nordeste antioqueño, esta presión le llevó incluso a 

padecer de un infarto de miocardio, perder gran parte de su vista y verse obligada a dejar el 

país, a sus escasos 26 años.  

El exterminio de la joven militancia de la UP representó una pérdida sustancial para el 

ejercicio de la democracia pues también significó privar al país de manera temprana de un 

experimento político de otra forma de gestionar y administrar los recursos públicos y las 

instituciones del Estado, en últimas de hacer política, cortando la posibilidad que el país fuera 

ganando nuevos liderazgos con capacidades y conocimientos probados en la gestión pública. 

Por otra parte, dicha eliminación también hipotecó el futuro de la política en Colombia, dado 

que se perdió toda una generación de cargos, líderes y funcionarios públicos comprometidos 

con el desarrollo y la transformación social.  

Ese impacto se sintió también en cientos de organizaciones y comunidades dinamizadoras 

del proceso democrático que perdieron así una generación de dirigentes que con su asesinato 

y/o desactivación política dejaron un vacío importante y una carga de estigmatización y 

miedo con un impacto no solo en la renovación de liderazgos, sino la propia esperanza de 

transformación. Así lo ve una de las hijas de un dirigente político asesinado en 1990. 

«Toda esa generación estaba pues digamos con la ebullición de la paz y los fueron 

matando a todos, a nivel regional, a los líderes comunales, a los líderes de los sindicatos, 

periodistas, líderes estudiantiles en las universidades, o sea fue toda una generación que 

estuvieron asesinando en esa década, que eran los jóvenes de entonces, y los procesos 

sociales quedaron acéfalos y tardaron 30 años en recomponer(se)»527. 

 
526 Entrevista 001-VI -00016. Víctima, mujer exalcaldesa. 
527 Entrevista 1209-VI-00001. Mujer, víctima, hija de exdirigente político. 
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10.6. El impedimento violento de otra forma de gestión de los asuntos públicos 

 La UP fue el gobierno en 83 alcaldías a nombre propio y en otras 191 donde mediante 

coalición tuvo participación528. Desde esta posición y también desde concejos, asambleas 

departamentales y en el Congreso de la República puso en práctica otra forma de gestionar 

los asuntos públicos y de administrar el Estado. Su apuesta política se propuso generar un 

cambio frente al poder ejercido por los partidos tradicionales aún después del fin del Frente 

Nacional. 

Desde estos lugares de poder adelantaron políticas con una concepción diferente de lo 

público, buscando una relación cercana entre el Estado y la ciudadanía materializada por 

ejemplo en la construcción participativa de los planes de gobierno municipales, la rendición 

constante y pública de su gestión, la inversión enfocada en programas sociales, controles 

políticos al Gobierno Nacional y las denuncias sobre violaciones de los derechos humanos 

en medio del escalamiento de la guerra. La violencia en su contra fue un impedimento a otra 

forma de gestionar los asuntos públicos, un bloqueo violento contra sectores políticos que se 

oponen al modelo económico y político dominante, por ende, fue también un instrumento 

para mantener el orden existente y cerrarse a los cambios. Mientras se abrían otros espacios 

con la Constitución de 1991, se cerró violentamente el ejercicio de gobiernos elegidos 

popularmente de la UP, opuestos ideológicamente a los poderes y partidos que antes 

dominaban en dichos municipios, con esto también se vulnero el derecho de sus electores. 

Para el entramado victimario que cometió el genocidio contra la UP la democracia solo tenía 

un curso posible y afín a sus intereses.  

10.7. El daño al derecho a organizarse y buscar incidir en los asuntos públicos 

 La violencia rompió con la organización no sólo de la UP como partido político sino 

también de organizaciones de base que la integraban o se relacionaban con ella. El derecho 

a organizarse e incidir en los asuntos públicos fue afectado por la pérdida de liderazgos 

asesinados, desaparecidos, desterrados u obligados a la inactividad política, además de la 

 
528 Informe 365-CI-01260. Misión de Observación Electoral. Informe final para la Comisión de la Verdad sobre 

el impacto del conflicto armado interno en las elecciones en Colombia entre 1958-2018. 2021, 137. 
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violencia extendida contra las bases de la organización. El terror que produjo ver día a día 

morir a compañeros y compañeras de militancia junto con las intimidaciones constantes, 

forzaron a que paulatinamente el principal foco de la organización fuera defender la vida y 

eludir el exterminio, hasta que paulatinamente el miedo se sobrepuso sobre la intención de 

organizarse bajo el nombre UP. 

A su I Congreso realizado en Bogotá entre el 14 y el 16 de noviembre de 1985, bajo el 

lema ¡Paso a la paz, paso a las reformas!, asistieron 3.249 delegados, de los cuales 2.638 

fueron hombres y 611 mujeres provenientes de 22 departamentos, 2 intendencias y 4 

comisarías529. Previamente en el lanzamiento oficial el 28 de mayo de ese mismo año, fecha 

que coincidía con el paso de un año tras la firma de los Acuerdos de la Uribe y con el 

aniversario de la fundación de las FARC, la UP movilizó alrededor de medio millón de 

personas, organizó 572 actos de lanzamiento, construyó 2.229 Juntas Patrióticas en 209 

municipios y 13 corregimientos intendenciales, cifras que dan cuenta del impulso y acogida 

en sus orígenes530. En su II Congreso realizado también en Bogotá del 9 al 11 de septiembre 

de 1989 bajo el lema «País de todos, Gobierno de todos» asistieron 1.192 delegados, de los 

cuales 36 eran internacionales531, la intensidad de la violencia en medio de sus primeras 

participaciones electorales en 1986 y 1988 había ya provocado una disminución de sus 

militantes y simpatizantes, y la diáspora en el exilio había ya comenzado. En su III Congreso 

celebrado el 14 y 15 de diciembre de 1991 participaron tan sólo 300 delegados532, el 

magnicidio de su último candidato presidencial Bernardo Jaramillo el 22 de marzo de 1990 

había golpeado con gravedad la organización y generado tensiones internas. En marzo de 

1991 tras el X Pleno Nacional, renunciaron 12 integrantes de su Dirección Nacional además 

de otros liderazgos en otras instancias organizativas, muchos de los cuales pasaron a impulsar 

la campaña a la presidencia de Carlos Pizarro Leongómez, antes de su asesinato semanas más 

tarde y a integrar otros movimientos como la ADM-19. Su IV Congreso tardó 8 años en 

 
529 Informe 365-CI-00949. ¡Venga esa mano país! Memoria viva de una vergüenza nacional. Trayectoria 

política y organizativa del movimiento político Unión Patriótica, 1984-2002. 2020, 20. 
530 Centro Nacional de Memoria Histórica. Todo pasó frente a nuestros ojos, 39. 
531 Informe 365-CI-00949. ¡Venga esa mano país! Memoria viva de una vergüenza nacional. Trayectoria 

política y organizativa del movimiento político Unión 

Patriótica, 1984-2002. 2020, 52. 
532 Ibid., 67. 
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realizarse, tuvo lugar en Bogotá el 10, 11, 12 de diciembre de 1999 ya con una UP agonizante, 

su último senador había sido asesinado en 1994 y la mayoría de su dirección había tenido 

que partir al exilio, la diversidad de fuerzas políticas a su interior se había acabado y la mayor 

parte de su fuerza era del Partido Comunista Colombiano. Solo hasta el 2014, tras el retorno 

de su personería jurídica, tendría lugar su V Congreso, con una nueva UP después de 

prácticamente su exterminio, con la participación de sobrevivientes, hijos e hijas y nuevas 

generaciones.  

Durante ese proceso de progresivo resquebrajamiento organizativo las actividades y 

acciones de la UP tuvieron que ser limitadas por los riesgos inminentes que sus integrantes 

llevaban a sus espaldas. Su participación en eventos públicos como acciones colectivas en 

plazas, movilizaciones sociales y concentraciones, fueron dejadas a un lado ante el aumento 

de riesgo de un atentado. Las reuniones o encuentros en las sedes políticas fueron cancelados 

o realizados bajo estrictas medidas de seguridad en medio de la zozobra por los ataques:  

«Yo me acuerdo que yo no iba a la sede de la UP que porque yo tenía miedo que eso 

aconteciera, o sea, que pusieran una bomba, por ejemplo, en la UP, en la casa de la UP. Yo 

tenía miedo de eso, de ir allá. Yo decía “bueno, por lo menos no voy allá que allá es que lo 

pueden a uno matar”, porque esa era la idea que era la UP».533 

Efectivamente contra algunas de sus sedes activaron cargas explosivas, realizaron ataques, 

fueron allanadas o recibieron diferentes tipos de hostigamientos. Los encuentros se redujeron 

y en medio de la escalada del exterminio su actividad orgánica fue un duelo constante: 

 

Las posibilidades de encuentro entre los upecistas se redujeron significativamente. Hubo periodos 

de violencia intensa en los que se reunieron con frecuencia en los sepelios de sus compañeros y 

compañeras victimizadas. El clima psicológico y emocional de los encuentros o sesiones políticas 

se correspondió muchas veces con el duelo por la pérdida de los desaparecidos y asesinados. Las 

posibilidades de reunirse a sesionar se vieron alteradas por el dolor emocional, las amenazas 

constantes y el estigma534 

 

 
533 Entrevista 001-VI -00013. Mujer, lideresa, exiliada. 
534 Informe 365-CI-00949. ¡Venga esa mano país! 2020, 10. 
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La persecución constante y los efectos psicológicos producidos llevaron a que las y los 

militantes debieran cambiar sus modos de vida, reduciendo su interacción social, limitando 

así su potencia organizativa. Olgher Santodomingo quien fuese dirigente de la UP a la vez 

que líder de la USO, desarrolló como muchos sus tareas bajo la zozobra permanente: 

«Cambiar las rutinas, todo lo que le dicen a uno con relación a la seguridad, no salgas 

todos los días a la misma hora, no vayas a los mismos sitios, no vayas por el mismo lado, no 

cojas transporte público. Yo hacía piruetas, hacía uno muchas cosas porque claro dice uno 

“hombre, que tal que vengan aquí y me” se vuelve uno experto en ese tipo de cosas de estar 

moviéndose intempestivamente de un lugar a otro, de no acordar por teléfono cosas ¿no? A 

Pepe Antequera acordó con su madre que lo esperara porque iba a salir del país y lo mataron 

en el aeropuerto»535. 

Ante esta realidad la UP tuvo que destinar la mayor parte de sus capacidades e 

infraestructura para enfrentar la violencia en su contra mediante diferentes actividades como 

denunciando las violaciones de los derechos humanos, solicitando protección a sus 

miembros, organizando autónomamente medidas de protección para intentar estar un paso 

adelante a las balas, acompañando los desplazamientos forzados internos, los exilios o las 

honras fúnebres de las personas asesinadas y apoyando a sus familiares. Esto impidió que 

fueran relegados otros esfuerzos organizativos afines a su programa político y que se 

postergaran actividades para el fortalecimiento interno. 

Además, los asesinatos, desapariciones forzadas, exilios y amenazas contra liderazgos en 

la estructura de la UP produjeron que tuvieran que adelantar rápidos revelos en sus cargos 

para mantener en vida el partido, posiciones que fueron asumidas por militantes que 

valientemente asumieron la responsabilidad pese al riesgo, en particular mujeres, sobre las 

que recayeron las consecuencias más graves del genocidio. Consuelo Arbeláez, militante de 

la UP y viuda del diputado Gabriel Jaime Santamaría, asesinado en Medellín en 1989, asumió 

la dirección departamental de Antioquia en medio de esas condiciones: 

«No quisieron seguir públicamente en la dirección del partido para que no los asesinaran, 

no sé si fue una orientación o qué pero nos dejaron solos a cuatro y yo llegué a ser entonces 

 
535 Entrevista 185-VI -00002. Víctima, Hombre, exiliado. 
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la financiera del partido en ese momento al lado de Avelino Castro hoy desaparecido, él es 

hermano de la compañera Estella Castro de Bogotá y de Mario Giraldo ya muerto. Era la 

secretaria y después me tocó asumir también ya por ausencia de materia física, es decir, las 

cosas se ponían tan difíciles, ya iban faltando los compañeros y las compañeras, unos porque 

se iban exiliados otros porque los asesinaban, entonces a mí me tocó ser la secretaria ejecutiva 

de la Unión Patriótica departamental en Antioquia en los momentos más difíciles»536. 

Sobre los sobrevivientes la violencia tuvo un efecto inmovilizador, el terror desactivó su 

militancia para centrarse en protección de su círculo familiar más cercano y de la vida propia, 

en ese contexto continuar con la militancia era un riesgo que pocos decidieron seguir 

asumiendo: 

«Yo no quería saber nada de nadie ni de nada, estos hechos producen un daño psicológico 

inimaginable a todas las víctimas y son daños que los que lo causan, o sea, las élites saben 

por qué matan y saben que matando no solamente quieren acabar con esa persona o personas, 

sino que quieren acabar a la familia, quieren acabar el pensamiento distinto. Entonces pues 

la verdad yo no cambie de pensamiento, lo que no quise fue seguir en la dinámica del partido 

y de la participación, yo en ese momento sentí una obligación como siempre en primera línea 

que la obligación eran mis hijas y que no tenía en primer lugar ninguna otra obligación que 

esa»537. 

La crisis organizativa interna afectó simultáneamente la relación de la UP con las 

comunidades y organizaciones de base al posicionarse el miedo, el peligro y el estigma de 

mantener actividades y contacto con esta. El derecho de organizarse y buscar incidir en los 

asuntos públicos, no solo de manera electoral sino mediante la acción colectiva se vio 

vulnerado al impedir la organización social misma por la violencia. 

Incluso en las nuevas generaciones, hijas e hijos de militantes asesinados o desaparecidos 

sufren intimidaciones en su esfuerzo por participar de la política, siguiendo los pasos y la 

memoria de sus padres y madres. El genocidio buscó impedir la organización como un 

mecanismo para participar de la democracia: 

 
536 Entrevista 660-VI -00013. Mujer, víctima, líder UP. 
537 Entrevista 660-VI -00007. Mujer, víctima, lideresa. 



 
 

360 
 

 

 «Mi hija tiene 36 años, muy berraquita, ella es militante de la UP, ella sí quiere militar, 

le gusta mucho eso y está metida en eso, pero hasta hace poquito me di cuenta de que a mi 

hija la amenazaron [llanto] cuando se fue el 12, ella me dijo “Mami yo no le quise decir, pero 

yo tuve una llamada que yo era la hija de Nicolás y que también me iba a pasar lo mismo” 

pero mami yo sigo con mis ideas, yo sigo a mi papá, yo lo sigo, y ahí está»538. 

10.8. El daño a elegir y ser elegido 

 La Comisión ha documentado la correlación existente entre la participación electoral de 

la Unión Patriótica y el genocidio del que fue objeto. La UP como partido político ejerció la 

representación política de miles de ciudadanos y ciudadanas que depositaron su confianza 

mediante su voto para ejercer diferentes posiciones de poder de acuerdo a una apuesta política 

con la que se identificaban. La violencia rompió no solo con el derecho a ser elegido con el 

asesinato de cientos de militantes de la UP que alcanzaron curules en diferentes 

corporaciones públicas sino también el derecho a elegir. Una parte de la sociedad colombiana 

vio truncadas sus esperanzas de ver realizado el proyecto por el que votaban o quienes fueron 

constreñidos para cambiar su preferencia electoral o violentados por haberlo hecho. 

La radiografía de la violencia política electoral contra la UP muestra este daño al derecho 

a elegir y ser elegido cuyas dimensiones tienen además un impacto no solo en las cifras de 

muertos y desaparecidos, sino en el conjunto de violaciones cometidas y el impacto en sus 

medio social y comunitario. Como ya se señaló anteriormente, incluye el magnicidio de dos 

presidentes del partido y candidatos a la presidencia de la República: Jaime Pardo Leal el 11 

de octubre de 1987 y Bernardo Jaramillo Ossa el 22 de marzo de 1990, quien a su vez era 

senador. Tres senadores de la República: Pedro Nel Jiménez Obando el 1 de septiembre de 

1986, Pedro Luis Valencia el 14 de agosto de 1987 y Manuel Cepeda Vargas el 9 de agosto 

de 1992. Tres representantes a la Cámara: Leonardo Posada Pedraza, representante por 

Santander el 30 de agosto de 1986, Octavio Vargas Cuellar representante por el Guaviare el 

14 de diciembre de 1986 y Octavio Sarmiento Bohórquez por Arauca el 2 de octubre de 

 
538 Entrevista 660-VI -00016. Mujer, víctima, viuda de líder de la UP. 
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2001539. También fue asesinado Henry Millán González exrepresentante por Caquetá, el 7 de 

diciembre de 1993. 

Además, fueron asesinados y/o desaparecidos 14 diputados de asambleas 

departamentales, 17 alcaldes, 165 concejales y 32 candidatos a concejos, alcaldías o 

asambleas. Otros tantos fueron asesinados después de cumplir su mandato. Entre 1986 y 2002 

la UP logró la elección de 1.229 personas a cargos públicos, de estos el 18,3% fueron 

desaparecidas de manera forzada o asesinadas540. Otro tanto tuvo que salir al exilio 

impidiendo que adelantaran las labores para las que fueron elegidos. 

Para una parte de las personas que trataron de continuar en sus cargos, lo hicieron bajo 

intimidaciones, ataques a su gestión e incluso montajes judiciales como el caso de Nelson 

Campo Núñez, alcalde de Apartadó vinculado falsamente con la masacre de La Chinita y 

Carlos Andrés Pérez, alcalde de Chigorodó acusado falsamente de un crimen político. En 

otros casos se castigó a la población por haber elegido en las urnas a la UP en detrimento de 

los partidos tradicionales como en la masacre de Segovia. Votar por la UP era estigmatizado 

y peligroso. Además de eliminar a los y las electas, la ciudadanía que anhelaba ver 

desarrollada la apuesta por la que habían votado se quedó sin opción política. La democracia 

fue restringida en estos casos. 

 «En el caso del alcalde de Chigorodó que precluyeron la investigación y dijeron que su 

detención fue arbitraria, entonces se podría decir lo siguiente, Chigorodó necesita una 

reparación colectiva para los electores, no solamente para el alcalde, sino los que votaron en 

franca lid democrática políticamente por ese alcalde y su programa de gobierno. Entonces 

para ser alcalde de Chigorodó tiene que haber una estructura y esa estructura que tiene una 

personería jurídica fue la Unión Patriótica. Entonces eliminaron el primer nivel, el segundo 

nivel, hasta el tercer nivel e incluso la posibilidad de ejercer los derechos civiles y políticos 

del elector. Entonces esos ciudadanos necesitan una reparación de sus derechos civiles y 

políticos. Entonces hubo un atentado, una destrucción, a la organización social y a la sociedad 

civil organizada»541. 

 
539 Informe 365-CI-00949. ¡Venga esa mano país! 2020, 1. 
540 Informe 365-CI-01181. Todo pasó frente a nuestros ojos. 2018, 139. 
541 Entrevista 156-VI -00001. Hombre, víctima, exalcalde. 
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En el exilio, militantes de la UP que recibieron asilo fueron despojados de sus derechos 

civiles y políticos, pues no podían acudir a las embajadas o consulados en los momentos 

electorales por su estatus de refugio, el exilio lo hicieron para esquivar la muerte, pero en el 

tránsito se vulneró tanto en Colombia como en el exterior los derechos políticos y civiles 

fundamentales. Así lo relatan dos militantes exiliados:  

 «La Embajada de Colombia se considera Colombia. Y una de las causas de la pérdida del 

asilo político o del refugio internacional es regresar al país. Entonces, ir a la Embajada es 

como regresar al país, entonces eso supone, según la convención, que han desaparecido las 

causas que determinaron la huida del país, la salida del país. Entonces, ¿qué planteo yo? Que, 

por ejemplo, los colombianos que tenemos derechos a participar en elecciones para 

presidente de la República o las elecciones para el Senado, aquí ocurre que los refugiados 

políticos que hacen parte del exilio no pueden participar, entonces son ciudadanos a quienes 

opera en ellos una especie de capitis deminutio, que no pueden ejercer sus derechos. Además 

del exilio, entonces están, encima no pueden tener ningún derecho como ciudadanos»542. 

«Un acontecimiento de esos como la restitución de la personería jurídica de la Unión 

Patriótica ... fue como si volviera el alma y la tranquilidad y nuevamente el ejercicio de hacer 

política porque acá nosotros perdimos nuestros derechos civiles y políticos en los primeros 

momentos. Porque como refugiado político no puedes ir a los consulados ni a las embajadas 

a ejercer el derecho de elegir ni ser elegido. Aquí fuimos víctimas de la muerte política por 

circunstancias del asilo político. Porque en un momento determinado no puedes ir a la 

embajada porque hay un impedimento para hacer el ejercicio del voto libremente»543. 

La violencia afectó no solamente a las candidatas y electos, sino a los y las electoras. El 

Estado fue incapaz de garantizar las reglas mínimas de la dinámica electoral el respeto por la 

vida de las candidaturas y la competencia política libre. Los y las votantes militantes o 

simplemente simpatizantes se les negaron el derecho a decidir sobre la vida pública, las 

consecuencias son mucho más profundas que los impactos a la UP como grupo político. 

 
542 Entrevista 001-VI -00008. Hombre, víctima, senador exiliado. 
543 Entrevista 156-VI -00001. Hombre, víctima, exalcalde. 
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10.9. Pertenecer a la UP como una actividad de alto riesgo 

El genocidio de la UP contribuyó lastimosamente en un impacto nefasto para la 

democracia colombiana no solamente en una dimensión objetiva, por el nivel de impacto 

sufrido, sino también subjetiva por la asociación de la acción política con el riesgo de 

violencia en contra, que ha persistido hasta la actualidad, para quienes ejercen su derecho a 

organizarse y hacer política desde una posición ideológica considerada como de izquierda. 

Un ex dirigente de la UP expresó esta sensación como un convivir con la muerte, «con la 

posibilidad de la muerte permanentemente y está uno a todo el tiempo alerta, eso es una 

situación de zozobra permanente»544. La idea de la política como una actividad insegura, 

riesgosa y peligrosa se instauró en la militancia de la UP casi como una consecuencia lógica 

de la violencia generalizada y sistemática en su contra. 

La Comisión pudo escuchar testimonios de militantes de este movimiento que señalaban 

como un resultado casi natural la violencia a la que se exponían por el simple hecho de militar 

en la UP o ser parte del Partido Comunista: «Yo me acuerdo que se nos decía a los jóvenes 

comunistas, “sean disciplinados, miren, los comunistas, lo único que tenemos seguro es la 

cárcel, la tortura, la desaparición, el exilio, la clandestinidad»545. Otros testimonios dejan ver 

la naturalización de ese peligro al recordar sucesos cotidianos como una sencilla invitación 

a almorzar por parte de otros militantes:  

«Otro compañero, de Villavicencio, siempre que llegaba a Bogotá acostumbraba a 

invitarnos a mi amiga y a mí a almorzar y él decía “salgan porque no se sabe si es el último 

día”. Ese día fuimos a almorzar con él y tenía que irse y se demoró para despedirse y nos 

hizo salir otra vez y fuimos por tinto y le dijimos que por qué estaba así y me dijo “tengo 

pereza, de pronto hasta me quedo y vamos por cerveza” y le dijimos “Eliecer no se vaya” y 

me dijo “no, la fiera me acaba y mañana tengo que entregar algo a las 7 de la mañana”, 

trabajaba con el ministerio de obras en Villavicencio. Entonces se fue y esa noche lo 

desaparecieron llegando a Villavicencio. A los 2 días lo encontraron torturado»546. 

 
544 Entrevista 185-VI -00002. Hombre, Víctima, militante UP. 
545 Entrevista 127-PR-03004. Hombre, Actor Armado, Exiliado. 
546 Entrevista 113-VI -00008. Mujer, Víctima, Exiliada. 
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Pero esta sensación, como queda claro en este testimonio de Ana Celmira Romero, no 

provenía sólo de una percepción de los militantes sino de una realidad de amenaza contra sus 

vidas, que frecuentemente podía pasar a la certeza de la muerte o la desaparición forzada. La 

idea de pertenecer a la UP se asoció a una actividad de alto riesgo, que en sí misma podía 

significar la muerte, algunos de sus militantes incluso recuerdan con cierta culpa haber 

promovido liderazgos en sus compañeros como si la responsabilidad del asesinato estuviera 

ligada a ese rol. Desde el exilio Luis Matta refirió el episodio de uno de sus compañeros en 

Norte de Santander que fue asesinado: 

«Se me acumularon varios muertos, muchos del corazón, sentía y recordaba momentos en 

el pasado, por ejemplo, cuando Tirso estaba en el dilema de si se metía o no a candidato al 

concejo en El Zulia y nosotros lo animamos. Es que mire, la ilusión de la Unión Patriótica 

era tan bonita, era algo que te ponía con tanta energía y ambiciones y deseos […] Entonces 

lo animamos a meterse porque él no quería tener ese tipo de liderazgo. Entonces estando yo 

en Toronto meses después de que lo asesinan yo pensaba que cuánta gente que fuimos a 

convencer para que fuera de la UP, los convencimos que era un proyecto bonito, les 

arrebataron la vida o parte de sus pertenencias y les dañaron la vida. Pensaba que tal vez 

nosotros contribuimos a dañarle la vida a mucha gente con un sueño tan bonito... [llanto]»547. 

La sensación de peligro inminente asociado a la pertenencia a la UP provocó también 

angustias y reclamos de los familiares, por la permanente zozobra en que vivían. Una de las 

hijas del diputado de la Asamblea de Antioquia, Gabriel Jaime Santamaría, asesinado en su 

propia oficina en la ciudad de Medellín, recuerda cómo su familia veía con preocupación la 

militancia de su padre, mientras otros familiares incluso querían que la abandonara: 

«Mi abuelo se murió era de no poder ver a mi papá, de esa preocupación de saber que lo 

estaban persiguiendo, que lo iban a matar, mi abuelito lloraba… los papás de mi mamá 

también se mantenían “¡los van a matar!, Eso era casi que todos los días, todo el mundo 

estaba, o sea, en verdad que toda la familia, porque nosotros éramos todos preocupados “¡ay, 

donde se venga mi papá!, ¡ay, donde se venga Gabriel Jaime!”, “pero es que a donde se 

venga” y mi mamá escuchaba todos esos comentarios y uno hasta los decía, pero ahí yo ya 

 
547 Entrevista 001-VI -00046. Hombre, víctima, exdirigente político, exiliado. 
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tenía 10 años, mi hermana también “ay, que se salga de esa política, que se salga de la 

política” y mi hermana se ponía [brava] con mi mamá y con mi papá y “que se salga de la 

política y eso para qué y es que vea” y no sé qué y yo le decía a mi mamá, “pero, ¿por qué 

está pasando eso?, ¿por qué se tiene que salir de la política?, ¿es que eso es malo?”, y yo 

como que no entendía muy bien y mi hermana me decía “¡claro!, es que por eso es que 

vivimos así” y entonces todos los días era eso, todos los días los alegatos de mis abuelos, de 

mis tías, los comentarios, en el colegio…»548. 

El daño sobre la democracia asociado al riesgo de militar en la UP llevó a los militantes a 

buscar incluso a que si se daba su asesinato no se diera en ciertas circunstancias o que sus 

funerales contaran con algún pedido previo hecho por las propias víctimas a sus compañeros. 

Miryam Ramírez, viuda del dirigente sindical de las Empresas Públicas de Medellín (EPM) 

Nicolás Sosa, narró a la Comisión cómo su esposo intentaba que su posible asesinato no 

pusiera en riesgo a su familia: 

«Yo no sabía que él era un militante. Yo pensaba que era por medio del sindicalismo 

porque él salía a medianoche cuando lo llamaban y yo pensé que él tenía una moza [llanto] 

hasta que me di cuenta por unos compañeros que era que él decía que prefería que lo mataran 

fuera, pero que no lo fueran a asesinar delante de mis hijos. Ni a mí que me fueran a hacer 

nada»549.  

Ana Celmira Romero, por su parte narró a la Comisión cómo Henry Bello, uno de sus 

compañeros luego de sobrevivir a un hecho violento le contó cómo quería que fuera su 

funeral:  

«Me acuerdo que Henry me abrazó y me dijo “pensé que iba gritar 'Celmira, presente, 

presente, presente, ¿hasta cuándo?” que era la consigna que nosotros gritábamos cuando 

mataban a un compañero. Entonces me dijo “si me llegan a matar yo quiero que ustedes me 

coloquen la bandera del Partido Comunista y de la UP en mi ataúd y nunca dejen de gritar 

esa consigna»550.  

 
548 Entrevista 660-VI -00017. Mujer, víctima, hija de dirigente de la UP. 
549 Entrevista 660-VI -00016. Mujer, víctima, viuda de militante de la UP asesinado. 
550 Entrevista 113-VI -00008. Mujer, Víctima, Exiliada. 
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Una diputada departamental de la UP relató a la Comisión cómo llegó un momento en que 

se vestía incluso pensando en qué ropa interior iba a ponerse y cómo se vería en la fotografía 

su cuerpo muerto, a partir de las imágenes que había ya visto de otros compañeros y 

compañeras suyas y la forma en cómo aparecían.  

Como consecuencia de la violencia desatada contra la UP la Comisión pudo identificar 

que la muerte en los militantes de la UP era percibida como algo posible, cercano y en algunos 

casos hasta inminente lo que llevó a que necesariamente fuese un tema debatido y de 

preocupación para la militancia y la dirigencia política del movimiento. Debatir para un 

movimiento político no es otra cosa que una acción lógica de su naturaleza, pero hacerlo 

sobre el asesinato consumado o posible de sus integrantes es el reflejo de un profundo daño 

a la democracia en la que existe y busca participar. El testimonio de Iván Cepeda, hijo del 

último senador asesinado de la UP y quien ha estudiado por muchos años el genocidio de 

este movimiento rememoró en su testimonio ante la Comisión de la Verdad este tipo de 

discusiones y sus implicaciones: 

«Llegó un punto en el cual el asesinato permanente, diario de militantes de la Unión 

Patriótica, se convirtió en una especie de asunto normal, y en una especie de destino fatal. Es 

decir, se presumía que la militancia de la Unión Patriótica era prácticamente un riesgo 

digamos alto. Y poco a poco se comenzó una discusión en el seno de la propia organización 

de cuál debía ser la reacción frente a eso. Se hicieron todos los esfuerzos para denunciar. En 

primer lugar, fueron un poco caóticos, no se pudo denunciar jurídicamente cada hecho, que 

era lo que se hubiera ojalá podido hacer; no fue lo que se logró y, por lo tanto, muchos hechos 

quedaron sin documentarse, sin tener un respaldo en una acción jurídica.  

» Pero, obviamente, llegó un punto en el cual cuando se comenzó a ver que lo que venía 

ya no era el asesinato de algunos miembros, sino la posibilidad de que fuera eliminadas 

digamos las figuras dirigentes y los núcleos de los que dependía la organización, vino 

prácticamente un debate entre dos opiniones y conductas. Unos que decían que era 

imprescindible abandonar el país y optar por el refugio o el asilo político, y otros -la mayoría- 

que optaron por afrontar lo que venía. Y esa fue la línea que se impuso y que finalmente se 

constituyó en una especie de cultura interna, era una especie de vocación -pues no encuentro 
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otra palabra para describirla- de mártir ¿no?, de quien asume la realidad de que 

inexorablemente va a ser blanco de un ataque»551. 

Gabriel Ángel, ex dirigente regional de la UP y quien luego se vinculó a las FARC, 

recordó la sensación que este tipo de vocación y actitud frente a la muerte de algunos 

militantes y dirigentes como el propio Jaime Pardo Leal:  

«Yo recuerdo que fuimos a Bogotá, hicimos una reunión con la dirección nacional de la 

UP, con el doctor Jaime Pardo... Nosotros fuimos a buscar una orientación, un consejo, qué 

hacer, “mire, la situación está sumamente peligrosa, todos estamos corriendo el riesgo de que 

nos van a matar. ¿Qué hacemos?”, el doctor Jaime Pardo respondía con mucho coraje “no, 

yo tengo 26 años de estar en esta lucha y a mí no me asustan y si a mí me matan, otros vendrán 

detrás mío”, entonces uno sentía era como que le decían “no, el destino suyo es morir con la 

frente en alto»552. 

Pardo Leal incluso en un discurso que se ha presentado en apartados anteriores plasma 

públicamente la idea de la actitud de asumir la muerte como una posibilidad inminente y a la 

que no pensaba huir. Sin embargo, esto también tuvo un impacto no menor sobre la UP como 

la desvinculación de algunos de sus militantes y líderes regionales. Ricardo Rodríguez líder 

de la UP en el Meta en su testimonio evidencia muy bien esta consecuencia del genocidio 

contra este partido: 

«Ahora, efectivamente me distancié del partido y me distancié del partido porque no 

entendí nunca cómo -y esa discusión ya la tenía en la UP, como la tuvo Bernardo, como la 

tuvo Angelino Garzón, como la tuvimos varios-, yo no entendía cómo nosotros éramos carne 

de cañón para ser asesinados a la vuelta de una esquina, incluso, la teoría sacrificial, según 

la cual yo tengo que ir a la tumba para que el país salga adelante, esa vaina no le funcionó ni 

a Bolívar, lógicamente, difícilmente nos podía funcionar a nosotros en el siglo XX y hoy no 

está funcionando, la muerte por la causa como una herencia triste de la filosofía comunista, 

a mi entender, no tenía razón de ser»553. 

 
551 Entrevista 001-VI -00066. Hombre, víctima, senador. 
552 Entrevista 660-VI -00001. Hombre, víctima, excombatiente. 
553 Entrevista 660-VI -00012. Hombre, víctima, exiliado. 
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Pero estos impactos van más allá de los difíciles debates sobre el riesgo de morir por 

pertenecer a un partido de izquierda y las trágicas consecuencias que esto puede tener, llegan 

al nivel de dolores, culpas y cicatrices en quienes tomaron la decisión de salvar sus vidas ante 

el riesgo de ser asesinados o desaparecidos. El propio Ricardo pone esto en evidencia al 

retratar sus sentimientos frente a los compañeros que dejó al salir al exilio: 

«Uno siempre se pregunta, ¿por qué?, una región como el Meta y en general, tanto 

compañero mío fue asesinado y uno sobrevive, esta es una pregunta que yo siempre me he 

formulado, pero que nunca he hecho pública, porque este es un tema que nunca he abordado, 

ni siquiera con mis hijos, ¿por qué uno sobrevive?, sobrevivimos y primero, lo primero que 

tenemos es un sentimiento de culpa, “soy culpable por haber sobrevivido”, pero luego 

comprendemos que tenemos una obligación de memoria, de testimonio»554. 

Pero a la culpa que algunos sienten hoy por sus compañeros asesinados o ultrajados, se 

suma como consecuencia de vocación la idea en algunos militantes de la UP de la obligación 

de mantenerse en la actividad política a pesar de poner en riesgo la vida, limitando incluso 

con la percepción de una traición o abandono. El testimonio del exdirigente sindical Luis 

Carlos Acero permite comprender parte de este impacto político: 

«Mi relación con el presidente [del sindicato] y con alguna gente, es muy formal, no pasa 

la formalidad. Tendría que decir, y me atrevo a decirlo aquí, que en FENSUAGRO se me 

calificó como un cobarde, que dejé votado a ellos y se me fue como sacando. Yo quise 

después de estar fuera decirles “yo quiero, si quieren, contribuir en la formación o en otros 

mecanismos”, pero nunca se me dio la oportunidad»555. 

El riesgo de participar políticamente por la UP ha dejado impactos profundos en la 

democracia colombiana, el conflicto armado ha encontrado en esa casi naturalización de ver 

la militancia política como un riesgo un elemento de persistencia que se mantiene hasta el 

día de hoy. Pedro Nel Suns y su esposa relataron a la Comisión los temores generados en la 

familia por la posibilidad de que él sea candidato al Concejo de su municipio, permitiendo 

dimensionar la profundidad de este tipo de impactos sobre la participación política en el país: 

 
554 Ibid.  
555 Entrevista 156-VI -00007. Hombre, víctima, líder sindical exiliado. 
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«TEST1: Con esta nueva negociación del gobierno, entonces otra vez estamos 

integrándonos, e incluso algunos compañeros me han ofrecido participar en el concejo del 

municipio como UP, ... a mi si me gustaría porque como le digo a mí no me da miedo, porque 

yo después de tanta cosa que nos ha sucedido, a mi si me gustaría, pero entonces no lo hago 

por parte de mi familia, mis hijos, ellos no quieren , porque ya les comenté, todos los cuatro 

hijos no están de acuerdo, ellos me dicen que es peligroso, que pasa algo, y que bueno que 

quién va a responder por mí, en todo caso no es que me de miedo, sino que lo hago ya por 

mi familia, porque a ellos les da miedo que alguna cosa me pase, y usted sabe que uno por 

los hijos uno hace todo. 

TEST2: Yo fui una, yo le dije mire yo lo acompaño al voto, pero nada de que yo voy a 

hacer campaña, y si usted se mete como concejal, olvídese de mí, yo se lo dije así y mis hijos 

me dijeron que, si mi papá se mete como concejal, se viene con nosotros»556. 

10.10. Desconfianza en las instituciones nacionales 

Desde el origen de la UP hubo tensiones con sectores de la institucionalidad como las 

Fuerzas Armadas que se opusieron a su participación política. Con el paso del tiempo el 

genocidio terminó minando la confianza en la institucionalidad pues el Estado fue incapaz 

de proteger la vida de la UP e incluso por la participación de militares, policías o agentes del 

DAS en acciones contra militantes de esta organización. Esta desconfianza se profundizó 

como consecuencia de la impunidad en los crímenes, las revictimizaciones contra quienes 

denunciaban y la falta de voluntad política para detener el exterminio. 

Debido a la participación de ciertas instituciones del Estado en el genocidio, para una parte 

de los y las sobrevivientes de la UP no existen garantías para participar y confiar del sistema 

judicial, lo que a la postre ha sido otro mecanismo de impunidad. Ese miedo y desconfianza 

se extiende hasta hoy en día en muchos casos, por lo que se necesitan medidas políticas que 

generen confianza y ayuden a superar el miedo, ofreciendo garantías para el ejercicio de la 

denuncia e investigación.                                                               

 
556 Entrevista 141-VI -00015. Hombre y mujer, víctima, exiliados. 
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«Hace poco, frente a este mismo caso, estuve en Corte Suprema de Justicia, ampliando 

declaración frente al tema de alguno de estos asesinatos, concretamente el de Elkin Martínez, 

pero denuncias abiertas, directas...no, yo sé que no tengo la garantía y al otro día tendré que 

estar deambulando, corriendo. Las instituciones del Estado están profundamente penetradas 

por el sector del paramilitarismo y el narcotráfico, no brindan las garantías suficientes para 

uno, para hacer estos planteamientos. En base al documento que leímos inicialmente, y uno 

con la confianza absoluta que tiene en la Comisión de la Verdad, entonces uno se atreve a 

hacer este tipo de planteamientos, pero en la justicia colombiana, no, mientras esté 

directamente penetrada por estos capitales y por el poder, el control que tienen este tipo de 

doctrinas de las Fuerzas Armadas, no hay garantías»557. 

La protección asignada por parte del Estado en la década de los ochenta y noventa a 

personas en riesgo de la UP y en general de otros movimientos políticos fue encargada en su 

mayoría al DAS. Para tal fin se suministraron escoltas y vehículos de protección a quienes 

estaban en riesgo. Desastrosamente estos esquemas de protección terminaron en varios casos 

siendo afines a los victimarios, escoltas del DAS hicieron inteligencia contra sus protegidos, 

participaron de seguimientos y en crímenes contra este movimiento político. Ante esta 

situación militantes de la UP protegidos por el DAS adoptaron medidas para su 

autoprotección, desconfiando profundamente de sus esquemas e incluso evadiéndolos o 

reemplazándolos con personas de confianza como lo recuerda un dirigente del departamento 

del Meta, que logró evadir varios atentados por su desconfianza:  

«tenía la escolta del DAS, pero yo no confiaba en ellos, entonces yo manejaba mi propio 

sistema, ellos me dejaban en un lugar y cuando ellos se iban yo salía y cogía un taxi, me iba 

para otra parte, cuando llegaban a buscarme ahí no me encontraban»558. 

La desconfianza en las instituciones del Estado se convirtió en un mecanismo de defensa 

para proteger las vidas de los integrantes de la UP, pero representó un rompimiento de la 

relación entre el Estado y la ciudadanía en una sociedad democrática. La desconfianza frente 

al Estado se extendió mucho más allá de los militantes de la UP y se alojó en sectores de la 

sociedad colombiana que no encuentran garantías en el sistema político colombiano, en sus 

 
557 Entrevista 660-VI -00004. Hombre, víctima, político. 
558 Entrevista 660-VI -00012. Hombre, víctima, exiliado. 
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organizaciones de justicia, protección y defensa. Para reconstruir esta confianza el Estado 

colombiano tiene que avanzar en reconocer el genocidio y su responsabilidad en este, como 

medida simbólica para restablecer los daños a la democracia. 

10.11. El daño sobre otros sujetos dinamizadores de la democracia 

El genocidio contra la UP significó también la afectación a otros grupos políticos y 

organizaciones sociales del país que eran promotores del debate sobre los asuntos públicos 

de la sociedad colombiana. Sobre una lógica de estigmatización extendida sobre el 

comunismo y la configuración de un supuesto enemigo interno que asoció a muchas 

organizaciones cercanas a la UP también como extensiones de la guerrilla, los integrantes de 

estas colectividades fueron atacados y violentados. De hecho, la naturaleza de la propia UP 

no se limitó a un partido electoral, sino que impulsó y promovió muchas organizaciones 

sociales, sindicales, campesinas, barriales, entre otras, que se vieron afectadas por el 

asesinato, desaparición forzada y persecución de la militancia de la UP que en muchas 

ocasiones también hacía parte de estas organizaciones. 

Algunos partidos y movimientos políticos que integraron la UP también fueron 

impactados por su genocidio. El Partido Comunista, el FAM o Causa Común son una clara 

muestra de ello. El propio PCC ha puesto en relevancia la dimensión del impacto sufrido por 

el genocidio de la UP, en su informe presentado a la Comisión de la Verdad sostuvo al 

respecto: «No es un secreto que la mayor parte de sus miembros asesinados o victimizados 

fueron o siguen siendo dirigentes y militantes del PCC»559. La magnitud de esta violencia 

extendida sobre el PCC como una de las principales fuerzas políticas que integraron la UP 

también fue señalada por el PCC al explicar el rol político de sus militantes asesinados en 

este genocidio: «no mataron simplemente militantes, activistas o simpatizantes del PCC o la 

JUCO, mataron una y otra vez cuadros, dirigentes». Por lo que se entiende perfectamente la 

desestructuración política de este partido como consecuencia el genocidio contra la UP. 

 
559 Informe 748-CI-00560. Banderas Rojas en Vuelo Libertario. Informe del Partido Comunista Colombiano 

PCC y la Juventud Comunista Colombiana JUCO, ante la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la 

Convivencia y la No Repetición CEV. 2020, 93. 
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Óscar Gómez, exdirigente de la UP en su testimonio ante la Comisión puso en evidencia el 

impacto para el PCC del asesinato de sus dirigentes: 

«Pues yo personalmente lo experimenté con mucha tristeza. Cuando me llegó la noticia 

de Bernardo, yo lloré; porque además de ser compañeros con una misma identidad política, 

un mismo propósito político, pues éramos muy amigos. Entonces, para mí sí fue muy 

doloroso la noticia de la muerte de Bernardo. Pero ya cuando me llegó esa noticia también 

comprendí que ya había un ciclo que se cerraba y que yo no podía seguir allí porque esa no 

tenía ninguna opción. Pero no solamente significó el fin de la Unión Patriótica como un 

proyecto político con alguna viabilidad, sino que también significó una hecatombe para el 

Partido Comunista porque, tras la muerte de Bernardo, la salida de militantes del Partido fue 

muy grande; muchos de ellos terminaron buscando nuevas opciones o apoyando el proyecto 

que surgía tras los acuerdos del M-19 con Alianza Democrática M-19 y la asamblea 

constituyente, así que el Partido Comunista entra en una profunda crisis».560 

La crisis para el PCC fue provocada por el asesinato de dirigentes nacionales como 

Bernardo Jaramillo, pero también por la acumulación de decenas de muertos a nivel nacional 

y regional que eran fundamentales para su funcionamiento político. Muchos de los miembros 

de su Comité Central fueron asesinados como también lo fueron muchos integrantes de sus 

direcciones regionales, según Darío Peralta dirigente comunista del Sumapaz, por ejemplo, 

la violencia contra la UP en esta región desarticuló la estructura del Partido compuesta por 

25 células561. Un caso similar se presentó en el departamento del Meta entre 1988 y 1999 

donde fueron asesinados tres alcaldes del municipio de El Castillo y uno del Dorado, y se 

presentó un atentado contra Gilberto Marín, alcalde del primero, estos cuatro líderes eran 

dirigentes del PCC lo que significó el descabezamiento regional del partido562. 

El genocidio de la UP guarda también la paradoja del reconocimiento y pérdida de la 

personería jurídica del PCC, la personería le fue otorgada mediante Resolución del Consejo 

Nacional Electoral No. 008 del 28 de enero de 1986 al reconocerle su fuerza electoral en el 

marco del Frente Democrático que antecedió a la UP. Por su parte la pérdida de la misma se 

 
560 Entrevista 660-VI -00011. Hombre, víctima, exdirigente político. 
561 Entrevista 401-PR-00375. Hombre, víctima, militante PCC. 
562 Informe 748-CI-00560. Banderas Rojas en Vuelo Libertario. 2020, 177. 
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dio por a través de la Resolución No. 0791 del 1 de julio de 1998 por la misma institución, 

al alertar de la pérdida de la votación necesaria por parte del partido para mantenerla, 

desconociendo la violencia en su contra como la principal razón de la misma. Es decir, el 

marco de la UP fue a su vez la posibilidad de este reconocimiento legal y la constatación de 

su expulsión del sistema político por medio de la violencia política. 

De manera similar muchas organizaciones sociales se vieron afectadas en su 

funcionamiento debido a la violencia contra la UP, una de las más importantes 

organizaciones campesinas a nivel nacional como la Federación Nacional Sindical Unitaria 

Agropecuaria (Fensuagro) experimentó la extensión de ese genocidio. Dirigentes de esta 

organización que a su vez eran militantes de la UP fueron perseguidos y hostigados hasta el 

punto de llevarlos a tomar la decisión de abandonar sus cargos de dirección antes de perder 

sus vidas. Luis Carlos Acero sobreviviente al genocidio de la UP y a la violencia contra 

Fensuagro, narró ante la Comisión su decisión de dejar la Secretaría General de la Federación 

tras un intento de asesinato colectivo de la dirigencia en noviembre de 1994 en la propia sede 

de la organización en Bogotá: 

«Esa situación nos puso los pelos de punta. Las amenazas y todo comenzó a ser mucho 

más agudo y nosotros nos preguntamos qué hacer. Yo comencé a pensar en la opción de 

retirarme de Fensuagro. No podía seguir al frente por el grado de las amenazas y por el riesgo 

para mi familia. Viajé en ese año a Alemania con la intención de pedir asilo y refugiarme en 

Alemania. Estaba haciendo mucho frío. A pesar de que yo ya había estado en Alemania no 

me sentí con la capacidad y a los 20 días me devolví. Incluso en contra de las organizaciones 

que me decían que no me devolviera. Así llegué a Colombia y convocamos un congreso de 

la Federación. Pusimos el congreso para el 95. En ese congreso yo renuncié a la Federación. 

Cuando llegó el momento de elegir el comité ejecutivo les dije “compañeros, yo hasta aquí 

llego, no quería dejar esto votado y aquí ustedes tienen la posibilidad de nombrar su directiva. 

Soy un afiliado más, pero no puedo seguir al frente. Era tal el grado de amenaza y de 

inestabilidad y de estar en la casa de uno y de otro que me fue dejando en una situación muy 

compleja […] año o año y medio después de lo sucedido con nosotros en la oficina es 
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asesinado el compañero Julio Garzón en la puerta de Fensuagro. Él quedó como secretario 

general cuando yo renuncié»563. 

Víctor Julio Garzón fue asesinado el 7 de marzo de 1997, fue militante del PCC y de la 

UP y cofundador del Comité Cívico por los Derechos Humanos del Meta564. Como él muchos 

militantes de la UP eran dirigentes o integrantes de varias organizaciones sociales y sindicales 

que necesariamente se vieron afectadas por el exterminio de la UP, muchos sindicatos 

perdieron su capacidad de incidir en los conflictos obrero-patronales y en el debate público 

sobre el mundo del trabajo en el país como consecuencia del mismo; cientos de líderes 

sindicales fueron asesinados o perdieron todo contacto con su sindicato por salvar sus vidas 

con el desplazamiento forzado o en el exilio. Sindicatos como la USO, el Sindicato de 

Trabajadores de Cementos del Valle, Fecode, los sindicatos universitarios y muchos otros se 

vieron impactados por el genocidio contra la UP. La dimensión de este daño para la 

democracia se refleja por ejemplo en que, de los sindicalistas asesinados militantes de la UP, 

por lo menos el 65% fueron asesinados en Urabá565 debilitando el sindicalismo en una de las 

regiones donde este actor realmente influía en el debate público y el mundo laboral. 

Otro actor y dinamizador de la democracia que se vio afectado por esta violencia hacia la 

UP fue la Central Nacional ProVivienda (Cenaprov), que promovía el debate público entorno 

al derecho a la vivienda, la atención de los desplazados internos en las ciudades receptoras y 

los derechos de acceso a servicios públicos y saneamiento básico. Decenas de líderes 

nacionales y regionales de Cenaprov vinculados a la UP fueron asesinados en el marco del 

genocidio de la UP. La CIDH por ejemplo ha destacado en su Informe de Fondo el asesinato 

de Marcelino Medellín Narváez y Carmelo Durango Moreno, ultimados el 3 de mayo de 

1996 en la vía que comunica Apartadó con Chigorodó, la dimensión del daño político en la 

democracia nacional de estas violencias la devela el hijo de Antonio Palacios asesinado en 

Fusagasugá el 18 de noviembre de 1991 junto a tres de sus hijos y uno de sus yernos:  

«Bueno, para empezar, creo que me remito al tema de lo que fue la militancia de mi padre 

dentro de la Unión Patriótica. Es fundamental por muchos aspectos, entre ellos, por falta de 

 
563 Entrevista 156-VI -00007. Víctima, Hombre, dirigente político y sindical. 
564 Informe 119-CI-00687. Fensuagro. Memorias de Represión, Memorias de Resistencia. 2018, 60. 
565 Informe 365-CI-01181. Todo pasó frente a nuestros ojos. 2018, 147. 
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políticas del Estado para cubrir esa parte que era la parte del conflicto, la parte de la guerra 

que vivía en Colombia porque al no tener Colombia políticas, o el gobierno de Colombia, 

políticas para solventar, para cubrir las necesidades de la gente que era desplazada por la 

violencia y que, de alguna manera, llegaba a esto que consideraba un poco más seguro -por 

lo menos hasta entonces -. Entonces ese rol era muy importante porque, como dije antes, no 

solo se fundaban, se creaban, se armaban barrios, sino que en esos barrios también había un 

montón de aspectos que cubrir. Había que cubrir educación, porque ahí también se armaban 

escuelas, ahí también se construían escuelas. Ahí también se construían todo lo que es la 

parte de salud también, centros de salud se construían ahí. Se cubría también la parte, 

obviamente, la parte de vivienda que era fundamental. Y esto generaba mucha empatía entre 

la gente desplazada y lo que significaba para ese entonces Provivienda, lo que significaba el 

cambio que la UP quería para el país, el cubrir esos aspectos»566. 

Como estos temas del debate público en el país muchos otros también se vieron afectados 

por la violencia contra actores claves que los promovían o incidían en ellos, este es el caso 

del tema de los derechos humanos con la victimización del Comité Cívico por los Derechos 

Humanos del Meta, o temas como la libertad de opinión y el control político que ejercían 

medios de comunicación como el periódico Voz, la emisora Chiribiquete Estéreo o el 

periódico La Unión, medios de comunicación regionales de Guaviare y Caquetá 

respectivamente que vieron afectadas sus instalaciones y perdieron varios de sus integrantes 

o corresponsales en el marco del genocidio contra la UP567. 

10.12. La desconexión política de las segundas generaciones en el exilio 

El exilio de cientos de militantes de la UP como ya se presentó tuvo impactos profundos 

en el desarrollo y funcionamiento del movimiento político, cada expulsión del país significó 

la pérdida de un nodo de dinamización organizativa que contribuyó en la destrucción del 

colectivo. Pero con la salida forzada del país de parte de la militancia también salieron sus 

 
566 Entrevista 001-VI -00018. Hombre, víctima, exiliado. 
567 El 16 de julio de 1987, por ejemplo, fue ultimado Fernando Bahamón Molina fue dirigente de la UP y 

director del periódico “Unión” de la Unión Patriótica en el Caquetá, así como corresponsal de otros diarios. 

Citado en CIDH. Informe de Fondo, 46. 
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hijos e hijas y en algunos casos sus nietos y nietas lo que implicó otros tipos de impactos 

sobre la democracia del país, si bien muchos de ellos asumieron una actitud proactiva frente 

a la política e incluso llegaron a organizarse en el exilio o a su retorno a Colombia a través 

de colectivos de víctimas o de expresiones políticas, otros decidieron mantenerse al margen 

de estos temas con lo que la democracia perdió la posibilidad de contar con ciudadanos más 

activos en el debate de los temas de interés público en el país. 

Migrar de manera forzada por el nivel de persecución y terror vivido tuvo impactos 

negativos en el desarrollo de los hijos e hijas del exilio de la UP afectando su 

desenvolvimiento como niños, niñas o adolescentes al ser sometidos al desarraigo, la 

desintegración familiar y los inevitables problemas de adaptación a nuevos idiomas, culturas 

y condiciones climáticas568. La dimensión política de esta expulsión también pudo ser 

constatada por La Comisión a través de los testimonios de personas que hoy permanecen 

fuera del país como resultado de la violencia contra la UP y que experimentaron en los países 

de recepción actos de estigmatización y rechazo por la militancia de sus padres en Colombia: 

«Un día llegando de la escuela pasó algo allá, prendieron fuego a un salón. Entonces 

cuando le preguntaron al chico que quién había sido culpó a mi hijo, mi hijo no fue y yo sabía 

que no era, yo sabía que no había sido porque él me dijo que era Sergio Alejandro el que 

había intentado quemar la escuela. Llegó la policía a la casa de nosotros, se hicieron varias 

reuniones en la escuela donde acusaban al niño, todo mundo hablaba que el muchacho que 

había intentado quemar la escuela que venía de Colombia. Alguien dijo un día: “Viene de 

Colombia con ideas de izquierdistas, allá no quema, o sea, no hace atentados terroristas en 

Colombia, pero vino a hacerlos aquí a Suecia desde chiquito” O sea, algo así, que hacía 

atentados terroristas, algo así, bueno, nos estigmatizaron por ese problema […] Mire, eso fue 

para mí una época de terror que vivimos peor que la que vivimos en Colombia, porque a mí 

me amenazaron de quitarme a mi hijo y eso fue muy duro».569 

El exilio genera numerosos impactos negativos en quienes salen del país, aunque suponga, 

en general, cierta tranquilidad con respecto a la seguridad. Sin embargo, las consecuencias 

 
568 Para ver esta dimensión de los impactos sobre las segundas y terceras generaciones en el exilio véase el 

Capítulo sobre el exilio, La Colombia fuera de Colombia. 
569 Entrevista 113-VI -00009. Mujer, víctima, exiliada. 
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negativas de los hechos en sus propias vidas han implicado que muchas personas de las 

segundas generaciones del exilio de la UP hayan seguido teniendo miedo o hayan preferido 

mantenerse al margen del activismo político, viéndolo como un riesgo para su estabilidad 

emocional y familiar: 

«A veces hablas con personas que no sabes quiénes son, y capaz que decís: “bueno, yo 

vengo y hago esto”, y no sabés con quién estás hablando y vivís con ese miedo de “no sé si 

es de derecha, de izquierda, si es militar, si es no sé qué”, y te da miedo hablar. Y yo estoy 

tranquila y realmente lo que quiero es estar tranquila No quiero saber nada del tema. No 

quiero que le pase nada a mi madre, no quiero que le pase nada a mi tío, pero entiendo la 

necesidad que tienen ellos de hacer justicia, de que se sepa la verdad porque nosotros no le 

disparamos a nadie, mi abuela, mi tía de 16 años no agarró un arma esa noche, como dijeron, 

que era todo un enfrentamiento, mostraron armas y cosas que todo eso es mentira. Acá el 

único problema fue que mi abuelo era activo políticamente en un partido político de la Unión 

Patriótica, ese fue todo el problema. (..) Es como lo que yo te decía, vos vas, haces una 

declaración, contás tus cosas, y no sabés a quién se las estás contando. Entonces, eso fue una 

cosa que yo dije: “pa, me da un poco de miedo seguir metida en estas cosas»570. 

En otros casos, se ha llegado al punto de desentenderse de la realidad del país del que han 

salido expulsados. Una militante de la UP exiliada en Europa le narró a la Comisión cómo 

su hijo ha perdido toda voluntad de relacionarse con la vida política o social de Colombia 

fruto de su vivencia en el exilio: 

«Él se quiso desvincular de Colombia desde el principio. Llegamos aquí y él no quería 

hablar con nadie de Colombia, con nadie, y es la hora que él no quiere. No sabemos por qué, 

pero él no quiere hablar con nadie de Colombia ni quiere mantener contacto con nadie, pero 

él quiere a su país, cuando vamos él es muy amable con la familia, él se ve contento, le 

encanta la comida colombiana, le encanta compartir con los primos, lo quieren mucho […] 

él tiene, cómo se llama, el desarraigo en la segunda generación porque ya, o sea, es el 

desarraigo de la tierra porque no vive en ella, no, no habla su idioma. Aquí él es más sueco 

que colombiano»571. 

 
570 Entrevista 001-VI -00062. Mujer, víctima, exiliada. 
571 Entrevista 113-VI -00009. Mujer, víctima, exiliada. 
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Algunas familias que hoy están en el exilio también han decidido intentar mantener al 

margen de los temas políticos y de búsqueda de verdad y justicia en sus casos tratando de 

dejar atrás una historia dolorosa o riesgos asociados a su propia situación, identificación o 

represalias negativas en la parte de la familia que se quedó en Colombia. Una exiliada al 

respecto sostuvo sobre una de sus hijas: «ella le da terror que de pronto les pase algo, como 

de una u otra manera se mantiene como esa persecución, ella quiere aislar a sus hijos de todas 

las cosas que tengan que ver, no que no se enteren, si, que estén enterados»572. De nuevo, la 

necesidad de no poner en riesgo la posible tranquilidad o seguridad ganada en el exterior ha 

significado un impacto en relacionamiento más estrecho entre segundas y terceras 

generaciones del exilio de la UP y la realidad política de Colombia. 

El genocidio contra la UP instauró el miedo en las familias de los militantes asesinados, 

desaparecidos y exiliados, para algunos hijos e hijas de esas víctimas ese miedo ha alcanzado 

niveles paralizantes lo que les ha alejado de la política o de participar en proyectos de orden 

político similares al de sus padres. Estos hijos no ven como una opción segura buscar justicia 

por los crímenes contra su familia o hacer política relacionada con el país de su expulsión, 

para otros incluso esto ha llegado al punto de la desconexión política completa dejando una 

arista más de impactos políticos y humanos. 

10.13. La justificación social de un genocidio, la eliminación de un movimiento 

como una necesidad 

 El genocidio contra la UP ocurrió ante la indiferencia e indolencia de la sociedad 

colombiana, sin embargo, el impacto fue más profundo, existió una justificación social del 

genocidio que desplazó la responsabilidad de los crímenes a las víctimas por efecto de la 

estigmatización. El estigma hizo que se justificara la violencia por ser señalados como 

comunistas o guerrilleros, convirtiéndose en víctimas culpables. El hecho de ser comunista, 

y en varias ocasiones solo el estigma de serlo sin siquiera ser afín a esta ideología ha 

justificado en Colombia la violencia política en su contra, una corriente de pensamiento que 

ha sido perseguida y relacionada con la criminalidad. Esa culpa en las víctimas de la UP 

 
572 Entrevista 113-VI -00009. Mujer, víctima, exiliada. 
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generó rupturas familiares por adjudicar la responsabilidad a los y las militantes de las 

consecuencias que tuvieron que afrontar producto del genocidio, por haberse decidido a 

integrar el partido y ejercer la política desde una apuesta de izquierda. En un militante en el 

exilio estas consecuencias llevaron a una división familiar y a impactos extendidos en su 

familia: 

«Eso le ha causado un daño, yo diría, irreparable a mi familia. En el exilio demoramos 

más de 10 años en volver a comunicarnos con nuestras familias. Yo no conozco a la gran 

parte de mis sobrinos, los esposos de mis hermanas, todo lo perdimos. Entonces mi familia 

se dividió, que la culpa la tengo yo, por meterla en eso de la Unión Patriótica, estamos muy 

divididos. Eso es un sufrimiento muy grande que tienen mis hermanas. Mi hermano, que me 

ayudó a conseguir el trabajo, perdió su trabajo. Entonces a ninguno le han dado empleo. Mi 

familia ha crecido estigmatizada […] Todo porque, me dicen mis hermanas, “no hemos 

soportado que fueras de la Unión Patriótica, todo el mundo nos dice que todo fue por ser de 

la Unión Patriótica”. Mi hermano mayor perdió su empleo por yo ser de la Unión Patriótica. 

Mi hermana casi no consigue trabajo, entonces están escondidas en Apartadó, tiene poca vida 

pública. Entonces es terrible, el impacto que ha tenido en mi familia. Insultos, groserías, 

amenazas, estigmatizaciones. Entonces algunos lo cobran conmigo»573. 

Por culpa de esta estigmatización social, los familiares, incluso los niños pequeños, 

tuvieron que afrontar que se culpabilizara a sus seres queridos como responsables de lo que 

les había sucedido. Mediante este mecanismo se eliminó la responsabilidad de los autores y 

se legitimó socialmente el exterminio. Esta inversión de la culpa se ha dado en otros casos 

de víctimas que tenían participación política en contextos de estigmatización e impunidad. 

La culpa es parte de esta interiorización de la violencia vivida, pero también un intento de 

dar sentido a algo que no lo tiene, tratando de creer que había más capacidad de control de lo 

sucedido en las propias víctimas, aunque no fuera así. En el colegio el hijo de un militante 

asesinado en Antioquia tuvo que soportar esa revictimización sin poder entender aún el 

contexto en el que ocurrieron los crímenes contra su padre: 

 
573 Entrevista 156-VI -00001. Hombre, víctima, exiliado. 
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«Y lo mismo en el colegio, el niño bien chiquito sin saber pues como lo que pasaba y los 

amiguitos le decían “Sí, es que mi papá me dijo que a su papá lo mataron porque era un 

guerrillero, porque era un comunista” entonces, él comunista era como el lobo, como el 

monstruo ¿cierto? Entonces para él también eso fue muy horrible, porque él tenía 5 años, iba 

a cumplir 6 en febrero, entonces, estaba terminando el colegio y otra vez volví en enero, 

febrero al colegio entonces los amiguitos ya no querían estar con él porque era hijo de un 

comunista, guerrillero no sé qué y él no entendía, un niño de esa edad, imagínate, fue muy 

duro, o sea, el estigma para todo el mundo»574. 

De esta forma, por el miedo infundado contra ciertas corrientes políticas se marginó 

socialmente a los militantes de la UP. Además de ser señalados como culpables de la 

violencia infringida en su contra, esta violencia tenía una justificación social al servir a los 

fines de la conservación del orden existente. El carácter conservador y excluyente de la 

cultura política colombiana se fundió con las lógicas del genocidio y una naturalización de 

los hechos que dejó a las víctimas sin un marco de sentido. 

«Uno sentía la solidaridad de la gente. Entonces “uy, no puede ser” “que lástima” “que 

pena” “que injusticia”, pero jamás yo escuché de un amigo, de un cercano decir “que 

injusticia que esté desaparecido” no, “que injusticia, está secuestrado”; entonces uno sentía 

que ya era parte del grupo - ¿sí? -, ya uno no era el frijol en el arroz que siempre siento que 

termina uno siendo eso - ¿no? -, una persona completamente ajena a la sociedad»575. 

10.14. La lección que deja el genocidio y los factores de persistencia del conflicto 

armado 

La experiencia vivida por el país con el genocidio de la UP le significó una gran pérdida 

para la democracia e impidió el fortalecimiento del sistema político por la vía de una 

temprana salida negociada al conflicto armado, por lo menos en la confrontación entre las 

FARC y el Estado colombiano. Millones de víctimas siguieron después de esos años 

acumulando dolor y sufrimiento con la frustración del proceso de negociación y el cierre del 

 
574 Entrevista 660-VI -00014. Mujer, víctima, líder UP. 
575 Entrevista 660-VI -00009. Mujeres, víctimas, buscadoras. 
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espacio político que se dio tras la apertura para un dialogo y negociación con las FARC y 

posteriormente otros grupos armados. El exterminio de este movimiento del sistema de 

participación política mostró la efectividad de la violencia como mecanismo para bloquear 

la salida política a los conflictos sociales. El movimiento fue destruido casi totalmente hasta 

llevarlo a su exclusión del sistema de partidos, los responsables del mismo se han beneficiado 

de la más alta impunidad y a pesar de su enorme resistencia, en la actualidad el partido 

político no puede tener un desempeño siquiera aproximado al que tuvo al irrumpir en las 

primeras elecciones en 1986. 

El genocidio contra la UP significó la restricción violenta de la participación política y el 

no reconocimiento de la diversidad política en un determinado momento de la historia del 

país, pero su dimensión ha repercutido en la existencia de dinámicas de prolongación del 

conflicto armado, sus impactos en este sentido en palabras de un dos ex militantes de la UP 

pueden centrarse así: 

«Una expresión política de la grandeza de la Unión Patriótica”, como expresión de paz, 

que pudo haber abierto en este país, y que no nos hubiera costado otras 200 mil muertes, no 

sé cuántos miles de desplazados, desarraigados, desde el año 90 hacia acá, hasta esta fecha, 

donde no hubieran cerrado el espacio de Unión Patriótica. Entonces, lo más importante es 

eso: remarcar la importancia histórica de un movimiento como la Unión Patriótica, y como 

fue víctima de un genocidio político de las magnitudes y de la barbarie de que fuimos 

objeto»576. 

«Y lo más duro es que los veíamos asesinando uno tras otro uno tras otro, y esa impotencia 

tan horrible, y de un estado tan intolerante, mmm, y nada ha cambiado, o sea, sigue lo mismo, 

hoy asesinan líderes sociales y parece que nada pasara»577.  

Tras el genocidio de la UP los movimientos políticos que han sido señalados de ser 

expresiones públicas de las insurgencias, sobre las mismas dinámicas de estigmatización y 

percepción como parte de un enemigo interno, han sido perseguidos y sometidos a procesos 

de exterminio. Partidos y movimientos políticos como el Polo Democrático Alternativo 

(PDA), el Congreso de los Pueblos y Marcha Patriótica en los años recientes han sufrido 

 
576 Entrevista 660-VI -00004. Hombre, víctima, líder político. 
577 Entrevista 660-VI -00016. Mujer, víctima, activista. 
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señalamientos y estigmatización que repetidamente los ha presentado públicamente como 

movimientos controlados por el ELN o de las FARC. 

Como ejemplo de ello la Comisión pudo identificar que contra Marcha Patriótica se 

desarrolló un proceso de estigmatización, persecución y exterminio político que entre 2011 

y 2021 le costó la vida a 309 de sus integrantes578. Su proyecto político que surgió como una 

iniciativa para impulsar y respaldar socialmente una posible salida negociada al conflicto 

armado fue rápidamente señalado por instancias del Estado de ser una expresión pública de 

la guerrilla de las FARC y sus dirigentes fueron perseguidos, hostigados y varios de ellos 

detenidos. Marcha Patriótica cuya composición estaba marcada por cientos de 

organizaciones sociales y su participación política se centraba en la movilización social fue 

duramente reprimida y cientos de líderes promotores de la sustitución de cultivos de uso 

ilícito y de la implementación de los acuerdos de paz de La Habana han sufrido violaciones 

de derechos humanos por parte de la fuerza pública o grupos paramilitares y disidencias de 

las FARC. 

Aunque en otras magnitudes la violencia política contra los movimientos políticos 

presentes y contra los líderes sociales hace eco del genocidio de la UP, su asesinato y 

judicialización muchas veces infundada guardan una estrecha relación con las dinámicas de 

estigmatización y enfrentamiento al supuesto enemigo interno que también enfrentó la UP.  

  

 
578 Véase el caso sobre estigmatización, persecución y exterminio del movimiento Marcha Patriótica. 
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Conclusiones 

Como una esperanza de cambio y paz, la Unión Patriótica apareció en el panorama político 

colombiano. Su propuesta llenó de entusiasmo a organizaciones sociales, liderazgos políticos 

y sociales, comunidades y a un amplio espectro de la ciudadanía que se vio representada en 

esta nueva fuerza política. La UP surgió como una alternativa al bipartidismo reinante en el 

sistema político a pesar de que el Frente Nacional había llegado a su fin diez años atrás, 

siendo una apuesta por la expansión de la democracia y por crear mecanismos de 

participación a fuerzas políticas excluidas. 

La UP es una experiencia emblemática del largo camino hacia la solución política al 

conflicto armado y la construcción de paz en el país. Es precisamente el fruto del diálogo y 

los acuerdos como vía para tejer un desenlace diferente a la guerra. Con los Acuerdos de La 

Uribe se intentó crear una plataforma para la participación política sin armas de las FARC, a 

la vez que se impulsaban transformaciones modernizantes para el país. Si bien las FARC 

impulsaron la creación de la UP y participaron legalmente en ella hasta su deslinde en 1987 

tras la ruptura de la tregua y negociación en marcha, este partido político tuvo un carácter 

autónomo. En su interior participaron diferentes fuerzas que consolidaron un proyecto 

amplio, diverso y reformista de izquierda nacionalista.  

La esperanza despertada se reflejó en las urnas alcanzando múltiples escaños en concejos 

municipales, asambleas departamentales, y algunas representaciones en el Congreso de la 

República. Su política amplia le permitió adelantar alianzas con otros partidos y movimientos 

y posicionarse como la tercera fuerza política del país. Además, en múltiples municipios 

fueron gobierno al conquistar con votos las alcaldías desplazando a elites locales de los 

partidos tradicionales. Desde esas posiciones intentaron acercar el Estado a la ciudadanía y 

sus necesidades, y combatir el clientelismo y la corrupción. 

Sin embargo, esta esperanza desde sus inicios encontró opositores que simultáneamente 

estigmatizaron y atacaron violentamente a sus miembros y simpatizantes. La UP fue 

injustamente estigmatizada como el partido de la guerrilla, además de cargar el rótulo de 

comunistas en un país donde esta ideología política ha sido criminalizada y perseguida. Las 

Fuerzas Militares en el marco de la Doctrina de Seguridad Nacional entendieron a la UP 
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como parte del enemigo interno y al proceso de paz como concesiones a la guerrilla. Los 

grupos paramilitares y narcotraficantes asociados a ellos llevaron adelante una estrategia de 

terror contra la UP, como un intento de bloquear el proceso de paz y cerrar el espacio político 

para la izquierda. La justificación de este exterminio se basó en señalar que la UP era parte 

de una estrategia mayor de la subversión que combinaba la participación legal con la lucha 

armada. Esta estigmatización fue también ejercida y amplificada desde partidos políticos, el 

gobierno, medios de comunicación, sectores eclesiásticos, entre otros que extendieron esta 

noción a una parte de la sociedad colombiana. Esta estigmatización legitimó socialmente los 

ataques en su contra, al estar orientados a la «defensa del orden social». Si la UP hubiera sido 

parte de las FARC, deberían haber sido detenidos sus cargos políticos, investigados y 

sancionados judicialmente pero no asesinados, desaparecidos de manera forzada o sujetos de 

otras graves violaciones de derechos humanos. Los señalamientos contra la UP fueron un 

intento de legitimar lo que se constituyó en un genocidio político que llevó al prácticamente 

exterminio del grupo, la imposibilidad de funcionamiento, la desestructuración organizativa, 

la imposibilidad de presentarse a elecciones.  

Desde antes del lanzamiento formal de la UP se ejerció en su contra una violencia intensa 

y extendida en el tiempo orientada a la eliminación del grupo, hasta el punto de convertirse 

en el partido político con más asesinatos y desapariciones forzadas en América Latina. 5.733 

vidas fueron arrebatadas a sangre y fuego por estar ligadas a la UP, 4.616 fueron asesinadas 

y 1.117 desaparecidas forzadamente y otras miles lo fueron de violencias no letales, pero con 

un impacto profundo para la organización y el rumbo de sus vidas, el terror se extendió entre 

los sobrevivientes y simpatizantes promoviendo la desarticulación y destrucción del grupo. 

Dicha violencia estuvo estrechamente relacionada con los éxitos electorales alcanzados 

por este partido y tuvo un marcado énfasis regional. Su éxito electoral fue prontamente 

mermado por la violencia hasta el punto de perder su personería jurídica entre 2002 y 2013. 

En las regiones del Urabá, el Ariari- Guayabero, el Magdalena Medio, el Sarare y el nordeste 

antioqueño se concentró la mayor parte de la violencia. En los departamentos de Antioquia, 

Meta, Santander, Tolima, Cundinamarca, Arauca y en la capital del país se cometieron la 

gran mayoría de los crímenes. 
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Sus dos únicos candidatos presidenciales fueron asesinados, también lo fueron 32 

candidatos a concejos, alcaldías o asambleas, 165 concejales, 14 diputados, 6 congresistas y 

17 alcaldes. El poder local, regional y nacional de la UP fue eliminado con la doble intención 

de frenar sus gestiones desde las posiciones alcanzadas y de sacarlos del escenario político. 

Así mismo la violencia se orientó contra liderazgos de la organización que dinamizaban la 

vida política del grupo. 

Esta violencia fue ejercida en inmensa mayoría por un entramado de actores compuesto 

por sectores de las Fuerzas Militares y organismos de inteligencia, organizaciones 

paramilitares, miembros de partidos tradicionales, narcotraficantes y élites locales que 

variaron regionalmente. El Estado fue incapaz de proteger la vida, y la permanencia del 

partido, en otros casos desprotegió a sus líderes y en otros casos fue partícipe de los crímenes. 

El ataque a la UP no fue solamente contra esa agrupación política, fue también un ataque 

a la paz, a posibles salidas negociadas a la guerra y a la democracia colombiana. Se excluyó 

a sangre y fuego la participación de sectores de oposición y de izquierda, frenando procesos 

modernizantes y democratizantes en curso. Se extendió el miedo para hacer política en el 

país y gestar alternativas de gobierno dejando una cicatriz profunda en la historia de 

Colombia. Se postergó por décadas la posibilidad de construir un acuerdo de paz con las 

FARC, con la consecuente tragedia humanitaria en los años siguientes. 

La Comisión de la Verdad tras un proceso de escucha de testimonios a víctimas, 

comparecientes, expertos, y tras una investigación rigurosa sobre la base de las 

investigaciones previas, los casos e informes presentados y la contrastación de fuentes, 

considera que contra la Unión Patriótica se cometió un genocidio político. La violencia 

estuvo orientada a eliminar a esta organización por razón de su identidad, su ideología y su 

práctica política. Aunque la UP volvió a reorganizarse desde las cenizas décadas después en 

un lento proceso desde el retorno de su personería jurídica, el contexto y la organización 

nunca serán lo que la violencia arrasó. La esperanza fue acorralada. Para la existencia misma 

de la democracia colombiana la verdad de este caso se convierte en un imperativo, la 

oposición, la izquierda y las alternativas políticas deben ser protegidas por el Estado para que 

el genocidio nunca más tenga lugar. El reconocimiento de este genocidio y la enorme herida 
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que supone para el país es una tarea central para la reconstrucción del tejido social y la 

consolidación de la paz que Colombia necesita. 
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